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ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  nombrando  conjueces  para  el  año  de  i871. 

m 

En  esta  Ciudad  de  Buenos  Aires,  á  siete  de  Enero  de 
mil  ocho  cientos  setenta  y  uno,  reunidos  en  el  Salen  de 
Acuerdos,  el  señor  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  Nacional,  abajp  ñrmados,  con  el  objeto  de  nom- 
brar á  los  señores  conjueces  para  el  corriente  año,  en  cum- 
plimiento del  artículo  veinte  y  tres  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos, acordaron  en  nombrar  á  los  señores  Doctores  D. 
Lorenzo  Torres,  D.  José  Roque  Pérez,  D.  Miguel  Estoves 
Sagui,  D.  Luis  Saens  Peña,  D.  Federico  Pinedo,  D.  Rañno 
de  Elizalde,  D.  Manuel  M°  Escalada,  D.  Yictor  Martinez,  D. 
Daniel  M^  Cazón,  D.  Eduardo  Carranza,  D.  Félix  S.  deZelis, 
D.  Felipe  Coronel,  D«  Juan  Agustín  García,  D.  Juan  M^  Gu- 
tiérrez, D.  Vicente  G.  Quezada,  D.  Miguel  Navarro  Viola, 
D.  Sabiniano  Kier,  D.  Exequiel  Pereyra,  D.  Amancio  Alcorta, 
D.  Eduardo  Basabilbaso,  D.  Juan  Miguel  Terrero,  D.  Honorio 
Martell,  D.  Amancio  Pardo,  D.  Ceferino  Araujo  y  D.  Manuel 
Obarrio.  —  Todo  lo  cual  dispusieron  y  mandaron,,  ordenan- 
do se  registrase  en  el  libro  correspondiente  y  que  se  publi- 
case, ñrmándolo  ante  mí. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco. — Marcb- 

♦  lino  Ugarte. 

N.  Rojo. 

Secretarlo. 


VI 

Acuerdo  dcdarándose  en  receto. 

Buenos  Aires,  Abril  11  de  1871. 

Visto  que  la  epidemia  que  diezma  la  población  de  esta 
Ciudad,  ha  obligado  no  solo  á  los  habitantes  sino  también 
á  los  oficiales  Curiales  á  abandonarla,  lo  que  hace  imposi- 
ble y  adeipás  injusto  proseguir  la  tramitación  y  resolución 
d0  las  causas  judiciales;  la  Suprema  Corte  se  declara  en 
receso  hasta  el  1^  del  mes  de  Mayo  próximo.  Refrendada 
esto  acuerdo  por  el  Secretario,  pfublíquese. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
José  Barros  Pazos.  —  Margb- 
LiNo  Ugartb. 

N.  Rojo. 

SecMtario. 


«^ 


Acuerdo  prorogando  el  término  del  anterior. 

Buenos  Aires,  Mayo  2  de  1871  • 

Subsistiendo  los  motivos  en  que  se  fundó  el  Acuerdo  de 
11  de  Abril  último,  con  tanta  mas  razón  cuanto  que  la  nue- 
va feria  decretada  por  los  Gobiernos  Nacional  y  Provincial, 
autoriza  laausencia  de  Abogados,  Procuradores  y  litigantes, 
la  Suprema  Corte  continuará  en  receso  hasta  el  dia  quince 
del  corriente :   refréndese  y  publiquese. 

Salvador  María  del  Carril.  — 

José  Barros  Pazos.  — Marge- 

lino  Ugarte. 

N.  Rojo. 

S«crei&rio. 


FULOS  DE  ü  mUM  CORTE 


DE  JUSTICIA  NAQONAL 


CON  RKUCION  U  SUS  RKSPKCTIYAS  CAUSAS 


CAUSA  I. 


Los  herederas  de  D.  Santiago  Barrumuevo^  eontra 
D.  Gervasio  del  Mármol,  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — ^1*^  Terminado  un  jaicio  de  quiebra,  las  acciones 
qae  los  antiguos  acreedores  entablen  contra  el  deudor,  pne« 
den  llevarse  ante  cualquier  justicia,  á  cuyo  fuero  corres- 
pondan. 

2o  Solo  en  el  caso  de  hallarse  pendiente  el  concurso, 
eorresponden  siempre  al  conocimiento  de  los  tribunales  de 
provincia,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  ó  vecindad  de 
las  personas. 
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Caso. — La  viuda  y  herederos  de  D.  Santiago  BarrionuevO| 
vecinos  de  Santiago  del  Estero,  demandaron  á  D.  Gervasio 
del  Mármol,  vecino  del  Rosario  de  Santa-Fé,  el  pago  de  la 
suma  de  3547  ps.  4  rs.  de  17  en  onza,  que  este  debia 
á  aquel. 

D.  Gervasio  del  Mármol  declinó  de  jurisdicción  diciendo 
que  el  crédito  demandado  se  hallaba  comprendido  en  el  con- 
curso que  se  le  formó  ante  el  Juzgado  de  Comercio  del  Ro- 
sario, y  que  por  tal  razón  el  conocimiento  de  la  demanda 
correspondia  exclusivamente  á  dicho  Juzgado  con  arreglo 
al  inc.  3  del  art.  13  de  la  ley  de  procedimientos,  é  inc.  1 
art.  12  de  la  ley  de  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacio- 
nales. / 

Conferido  traslado,  los  demandantes  contestaron  que  el 
juicio  de  concurso  que  se  formó  á  Del  Mármol  habia  ya 
terminado  por  haberle  otorgado  la  mayor  parte  de  los  acree- 
dores la  carta  de  pago,  con  la  que  fué  rehabilitado  judicial- 
mente, devolviéndosele  sus  bienes,  siendo  asi  que  actual- 
mente comerciaba  en  el  Rosario,  formando  parte  de  la  razón 
social  Mármol  y  Gutiérrez. 

Se  abrió  á  prueba  el  artículo. 

Mármol  confesó  que  habia  terminado  el  juicio  de  quiebra ; 
que  se  le  habian  devuelto  los  papeles  de  la  casa,  y  los  bie- 
nes concursados ;  que  sus  acreedores  le  otorgaron  carta  da 
pago  á  mérito  del  concordato  que  celebró  con  ellos ;  que 
actualmente  comerciaba  y  era  socio  de  la  casa  Mármol  y 
Gutiérrez ;  que  después  dg  su  rehabilitación  vendió  su  casa 
para  pagar  una  hipoteca  que  la  gravaba. 

Se  presentaron  las  actas  relativas  á  la  apertura  del  con- 
curso formado  á  del  Mármol  en  17  de  Febrero  de  1862,  y 
al  concordato  hecho  por  el  mismo,  carta  de  pago  otorgada 
por  los  acreedores,  en  5  de  Julio  de  1867  y  rehabilitación 
del  fallido  en  13  de  Agosto  de  1867.        % 


DE  JUSTICIA  NACIONAL. 


Fallo  del  Jues  Seccioniil» 


Rosario,  Octubre  U  de  1870. 

■ 

Y  vistos  estos  autos,  en  que  el  demandado  declina  de  ju- 
risdicción, alegando  que  el  crédito  que  se  le  cobra  está 
comprendido  en  el  concurso  de  acreedores  que  se  formó  á 
sus  bienes,  y  que  estando  dicho  concurso  radicado  ante  el 
Juzgado  de  Comercio  de  esta  ciudad,  compete  á  este  el  co- 
nocimiento de  la  causa  con  todas  sus  incidentes,  en  razón 
de  que,  por  el  art.  12  inciso  1^  de  la  Ley  Nacional  sobre 
jurisdicción,  no  tienen  los  Tribunales  Federales  competen- 
cia en  los  juicios  universales  de  concurso  de  acreedores  y 
partición  de  herencia. 

Y  considerando :  1^  que  el  mismo  demandado  al  absolver 
las  posiciones  de  f.  24  y  al  acompañar  en  testimonio  las 
actas  del  concurso,  ha  probado  suficientemente  que  ter- 
minó este  por  acuerdo  con  los  acreedores,  carta  de  pago 
de  estos  y  subsiguiente  rehabilitación,  lo  que  muestra  bien  cla- 
ro la  terminación  de  ese  juicio  de  quiebra,  sobre  cuya  exis- 
tencia se  funda  la  declinatoria. 

2^  Que  por  consecuencia  de  la  celebración  de  ese  acuer- 
do, del  auto  definitivo  que  lo  aprueba  y  que  consta  en 
testimonio  á  f.  39;  entró  el  fallido  en  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes,  habilitado  para  continuar  su  jiro  y 
constituido  de  nuevo  en  una  personalidad  independiente  de 
ese  juicio  universal,  pudiendo  asi  volver  los  que  entiendan 
ser  sos  acreedores,  con  razón  ó  sin  ella,  á  la  posibilidad  le- 
gal de  ejercitar  sus  acciones  individuales  asi  contra  los 
bienes,  como  contra  la  persona  del  deudor,  ya  por  obliga- 
ciones posteriores  al  contrato,  ya  en  virtud  de  las  conven- 
ciones novadas  ñor  él. 

3°  Que  siendo  en  tal  concepto  nuevas  las  acciones  que  se 
entablan,  pueden  llevarse  indistintamente  ante  cualquier  jus- 
I.  I.  2. 
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ticia  á  cuyo  fuero  correspondan,  sin  que  obste  ásu  desen- 
volvimiento el  hecho  de  haber  existido  un  concurso,  que  aun- 
que juicio  universal  y  de  esclusiva  competencia  de  las 
justicias  Provinciales,  ha  terminado  ya,  y  no  puede  atraer 
indefinidamente,  todas  las  causas  que  se  originen  des- 
pués, aunque  provengan  del  concurso  terminado,  si  bien 
que,  pueda  á  veces  originarse,  por  otra  suspensión  de 
pagos,  la  instauración  de  un  nuevo  juicio  de  quiebra,  que 
atraería  entonces  á  si  todas  las  causas  pendientes  ante  otros 
tribunales  que  no  fueron  el  del  Juez  de  Comercio. 

4^  Que  tampoco  apoyan  la  escepcion  aducida  por  Don  Ger- 
vasio del  Mármol  los  art».  IG^l  y  1663  del  Gód.  de  Comercio, 
pues  aunque  estos  limitan  la  libertad  en  el  ejercicio  de  las 
acciones  contra  el  que  estuvo  en  juicio  de  quiebra,  por  los 
créditos  presentados  en  él  mismo,  requiriéndose  para  la 
ejecución  de  estos  la  autoridad  del.  Juez  de  Comercio;  se 
refieren  solo  el  caso,  en  que,  sin  terminarse  los  procedi- 
mientos de  la  quiebra,  tengan  que  suspender  por  la  insufi- 
ciencia del  activo,  lo  que  de  cierto  no  ha  ocurrido  en  el 
presente   caso. 

Por  tales  fundamentos  el  Juzgado  Federal  se  declara 
competente  en  esta  causa,  no  haciendo  lugar  á  la  declinato- 
ria interpuesta  con  costas.  En  consecuencia  conteste  el 
demandado  derechamente  el  traslado  pendiente  y  repóngan- 
se los  sellos. 

José  M.  Zuviria. 

D.  Gervasio  del  Mármol  apeló  y  le  fué  concedido  el  re- 
curso en  relación. 

En  el  informe  in  vocCj  el  abogado  del  apelante  hizo  pre- 
sente que  este  caso  era  igual  ál  de  D.  Marcelino  Freiré 
contra  D.  Antonio  Fayó,  también  concursado,  y  que  en  este 
la  Suprema  Corte  habia  declarado  que  el  conocimiento  de 
la  cuestión  pertenecia  al  Juez  del  Concurso. 
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Fallo  de  la  Suprema  €ei>te. 

Buenos  Aires,  Enero  14  de  1871. 
Vistos:  Por  sus  fundamentos,  y  considerando,  que  la  ju- 
risprudencia establecida  por  la  Suprema  Corte  en  el  casD 
de  don  Marcelino  Freiré  con  don  Antonio  Fayó,  citado  por 
el  abogado  de  don  Gervasio  del  Mármol  Bn  su  informe  in 
voce^  no  es  conforme  con  aquellos ;  porque  en  dicho  caso  so 
declaró  incompetente  la  Justicia  Nacional,  por  hallarse  aun 
pendiente  el  juicio  universal  de  Concurso,  mientras  que  en 
el  presente,  resulta  que  se  halla  definitivamente  concluido; 
se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
ocho,  y,  satisfechas  las  de  esta  instancia  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco.  —  Marce- 
lino Ugarte. 
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Corrido  traslado  de  la  demanda,  el  capitán  negó  haber 
tenido  parte  en  la  sustracción  del  aguardiente ;  dijo  que  doce 
cascos  desembarcados  quedaron  en  las  lanchas  de  descarga 
por  seis  dias,  y  que  la  entrega  á  las  mismas  fué  hecha 
estando  en  buen  estado  los  cascos,  según  el  recibo  de  los 
lancheros ;  que  por  consiguiente  la  sustracción  debió  haber 
tenido  lugar  á  bordo  de  las  lanchas,  y  en  este  caso  él  no 
era  responsable  de  la  misma. 

Que  los  cascos  vinieron  por  el  mar  del  Norte,  de  Berlin  á 
Burdeos,  donde  los  recibió  él,  y  la  sustracción  pudo  haber 
sido  hecha  en  ese  trayecto. 

Que  finalmente  los  cascos  fueron  entregados  el  24  de 
Mayo  y  recien  en  lo  de  Junio  se  había  hecho  el  reclamo 
por  lo  que,  según  el  art.  1146  y  1147  del  Código  de  Co- 
mercio, el  capitán  estaba  exento  de  toda  responsabilidad. 

Acompañó  á  su  contestación  el  recibo  del  lanchero  José 
Fonticelli,  declarando  haber  recibido  del  €  Peter  t  el  24  de 
Mayo  los  doce  cascos  en  buen  orden. 

Se  dio  traslado  de  este  documento  al  actor,  quien  con- 
testó que  el  aguardiente  habia  sido  descargado  por  orden 
del  capitán  ó  del  consignatario  del  buque  en  lanchas  que 
ellos  elijieron,  por  lo  que  era  aquel  responsable  también  de 
lo  sucedido  en  las  lanchas,  si  es  que  allí  tuvo  lugar  la  sus- 
tracción ;  y  que  por  la  misma  razón  no  podia  considerarse 
la  carga  como  entregada,  sino  en  la  aduana,  siendo  así 
que  el  reclamo  se  interpuso  en  el  tiempo  prescrito  por  los 
artículos  citados  por  él  capitán. 

El  Juzgado  para  mejor  proveer  interrogó  al  capitán  si 
la  descarga  se  habia  hecho  por  el  consignatario  del  buque; 
á  lo  que  contestó  que  se  habia  hecho  por  este,  habiendo 
sido  encargado  por  Andrew  y  C'^. ;  agregando  que  los  Sres. 
Lasalle,  consignatarios  de  la  entrada  del  buque,  lo  eran 
también  de  la  carga. 
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Andrew  manifestó  que  los  lancheros  de  la  descarga  fueron 
elegidos  por  el  capitán  ó  por  los  consignatarios  del  buque, 
con  entera  prescindencia  de  los  recibidores  de  las  merca- 
derías. 

Valla  del  Jíueae  Seeelanal. 


Buenos  Aires,  Noyiembre  5  de  1870. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  ios  Sres.  Andrew  y  G*. 
y  el  capitán  Hultman  de  la  barca  Sueca  c  Peter  >  por  re- 
clamación de  averias  en  mercancías  que  dicho  buque  trajo 
á  la  consignación  de  los  primeros,  y  resultando : 

1^  Que  el  capitán  de  la  barca  c  Peter  §  recibió  en  Bur- 
deos para  conducir  á  Buenos  Aires  15  cascos  de  aguardiente, 
consignados  á  la  orden  de  los  Sres.  Garlos  Andrew  y  G"., 
llenos  y  bien  acondicionados,  comprometiéndose  á  entre- 
garlos en  este  puerto  en  la  misma  forma,  salvo  los  peligros 
é  infortunios  de  mar,  todo  lo  cual  consta  del  conocimiento 
de  f.  1*. 

2o  Que  la  descarga  de  las  mercaderias  debia  ser  hecha 
-«egun  el  citado  documento,  por  el  consignatario  á  cuenta 
y  riesgo  de  los  consignatarios  de  la  carga,  lo  que  prueba 
que  á  estos  debian  entregársele  las  mercaderías  en  tierra. 

3o  Que  la  descarga  se  efectuó  sin  intervención  de  los 
dueños  de  las  mercancías,  quienes  antes  de  terminada  aque- 
lla, pidieron  que  el  Juzgado  la  mandara  reconocer  para  cons-- 
tatar  el  estado  en  que  habían  sido  entregadas  en  el  depósito 
de  Aduana. 

4o  Que  ordenado  el  reconocimiento  fué  él  practicado, 
dando  por  resultado  del  examen  que  se  practicó,  que  seis 
de  lod  quince  cascos  presentaban  indicios  de  haber  sido 
destapados,  por  no  estar  las  latas  que  cubrían  los  tapones 
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tan  adheridas  al  casco  como  las  de  los  otros  cascos,  como 
igualmente  ser  los  clavos  mas  nuevos  y  diferentes  que  los 
de  los  otros  cascos. 

5o  Que  levantadas  las  latas  de  los  referidos  cascos,  re- 
sultó encontrarse  algunos  tapones  despegados  de  la  tela  que 
sirve  para  ajustarloa,  y  reemplazado  dicha  tela  por  papel. 

6o  Que  examinado  el  contenido  resultó  que  el  aguardien- 
te de  los  seis  cascos  mencionados  era  amarillento,  revuelto 
y  salado,  y  variando  desde  31  hasta  36  grados,  cuando  el 
de  los  demás  cascos  es  blanco,  puro  y  de  39  á  40  grados. 

7o  Que  fundados  en  el  precedente  examen,  los  Sres.  Gar- 
los Andréw  y  G\  han  demandado  al  capitán  los  perjuicios 
resultantes  de  la  adulteración  del  líquido,  y  pidiendo  se  le 
condenara  al  pago  de  ocho  mil  pesos  moneda  corriente  en 
que  estiman  dichos  perjuicios,  ó  al  de  la  diferencia  de  precio 
que  estiman  entre  dichos  cascos  y  el  resto  del  aguardiente. 

S*"  Que  el  capitán  se  ha  escepcionado,  negando  que  di- 
cha adulteración  hubiese  tenido  lugar  abordo  de  su  buque, 
y  el  derecho  á  todo  reclamo  por  no  haber  sido  deducido  dea- 
tro  el  perentorio  término  señalado  por  el  Código,  fundan*- 
dose  en  que  de  los  recibos  de  los  lancheros  consta  haberse 
recibido  los  cascos  en  buena  condición,  y  en  que  fueron  en- 
tregados á  los  lancheros  el  dia  24  de  Mayo,  no  pudiendo  ser 
responsable  de  mercancías  entregadas  y  que  permanecieron 
seis  dias  en  las  lanchas,  donde  es  notorio  se  cometen  toda 
clase  de  hurtos  á  lo  que  se  agregaba  que  la  sustracción  pudo 
ser  hecha  en  el  viaje  de  Berlin  á  Burdeos. 

Y  considerando,  1^  Que  constando  del  conocimiento  haberse 
recibido  los  cascos  de  aguardiente  en  buena  condición  y 
completamente  llenos,  como  así  mismo  la  obligación  con- 
traida  de  entregarlos  en  la  misma  forma,  debe  el  capitán, 
no  solo  con  arreglo  al  conocimiento  sino  también  con  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  1076,  y  726  del  Código,  entregarlos 
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en  la  misma  forma»  respondiendo  según  el  art.  1067  del  mia- 
mo  código,  délos  daños  qne  hubiese  sufrido  la  carga,  salvo 
que  justificase  que  dichos  daños  provienen  de  vicio  propio 
de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador. 

2o  Que  en  el  presente  caso  no  ha  alegado  el  capitán  en 
su  defensa  que  el  deterioro  de  los  cascos  de  aguardiente 
hubiere  provenido  de  vicio  propio,  y  por  consecuencia  se- 
gún el    art.  citado,  seria  procedente . la  acción  deducida. 

3*  Que  aunque  el  capitán  hace  mérito  en  su  escrito  de 
demanda  que  los  casos  de  aguardientes  habian  sido  con- 
ducidos por  otro  desde  Berlin  hasta  Burdeos,  y  que  en  dicho 
viaje  pudo  haberse  hecho  la  sustracción  del  aguardiente, 
esta  escepcion  á  mas  de  ser  una  pura  hipótesis,  no  es  ad- 
misible porque  los  conocimientos  fueron  firmados  después 
de  recibidas  las  mercancías  á  bordo,  y  por  consecuencia  no 
es  de  presumir  que  se  encontrasen  en  diferente  estado  del 
espresado  en  los  conocimientos,  ó  sea  en  buena  condición. 

4""  Que  la  escepcion  opuesta  por  el  capitán  de  haber 
pasado  el  término  para  la  reclamación  de  los  daños,  fun- 
dándose en  que  las  mercaderías  fueron  entregadas  á  los 
lancheros  el  24  de  Mayo,  y  que  el  reconocimiento  recién 
fué  pedido  el  1^  de  Junio  no  es  arreglada  á  la  ley  comer- 
cial, porque  habiéndose  desembarcado  las  mercaderías  sin 
que  precediera  reconocimiento  á  bordo,  tienen  los  dueños 
derecho  para  requerir  un  .reconocimiento  judicial  hasta  48 
horas  después  de  la  descarga,  art.  1246  del  CódigOi  y  la 
descarga  no  se  considera  efectuada  mientras  no  lleguen  á 
tierra  los  efectos,  como  se  deduce  del  artículo  del  mismo 
Código,  á  lo  cual  se  agrega,  que  según  los  conocimientos 
la  descarga  debia  efectuarse  por  los  consignatarios  del  buque, 
lo  que  prueba  que  los  efectos  debian  entregarse  en  tierra, 
y  por  consecuencia  la  responsabilidad  del  capitán,  termi- 


18  -       FALLOS  DE  LA  SOPREHA  CORTB 

nando  únieamente  con  la  entrega,  continua  mientras  los 
efectos  estén  á  bordo  de  las  lanchas. 

5o  Que  aunque  la  descarga  parece  haber  sido  hecha  no 
por  el  capitán,  sino  por  los  Sres.  Lassalle  y  G*.  no  habien- 
do los  Sres.  Andrew  sino  el  capitán  cometido  dichas  opera* 
cienes  por  su  partCi.  tienen  su  derecho  espedito  contra  el 
capitán. 

Por  estos  fundamentos  fallo  condenando  al  capitán  Hult- 
man  á  pagar  á  los  Sres.  Garlos  Andrew  y  G''.  dentro  del  tér- 
mino de  diez  dias,  la  cantidad  de  ocho  mil  pesos,  ó  en  su 
defecto  á  abonar  la  diferencia  de  precio  que  resulte  entre  la 
venta  en  remate  de  los  seis  cascos  de  aguardiente  adulterados 
y  el  que  se  obtuviese  por  el  bueno,  con  las  costas  del  juicio. 

Repónganse  los  sellos. 

'  Manuel  Zavaleto. 

Esta  sentencia  fué  apelada  en  relación  y  se  concedió 
el  recurso. 

Ante  la  Suprema  Gorte,  Andrew  absolvió  posiciones,  por 
las  que  confesó  ser  deudor  del  flete  de  la  carga  ;  que  el 
consignatario  de  esta  descargó  con  arreglo  al  conocimiento 
las  mercaderías  del  absolvente,  y  que  la  descarga  se  hizo  sin 
oposición  del  absolvente. 

En  el  informe  in  voce  que  tuvo  lugar  el  dia  de  la  vista 
de  la  causa,  el  abogado  del  capitán  alegó  la  excepción  de 
falta  de  acción  contra  el  capitán  espresada  ya  en  el  escrito 
de  apelación  presentado  ante  el  Juez  a  quo,  diciendo  que 
los  demandantes  no  habian  contratado  con  él,  sino  con  la 
casa  de  Burdeos,  á  la  que  él  fletó  por  entero  su  buque,  y 
de  la  cual  fueron  sub-fletadores  Andrew  y  G". 
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FaUo  de  la  Suprema  Corte* 

Buenos  Aires^  Enero  14  de  1811. 

Vistos  y  considerando:  primero j  que  la  Suprema  Corte 
DO  puede  fallar  sobre  capítulo  alguno  que  no  haya  sido 
propuesto  á  la  decisión  deL  inferior,  sino  en  los  tres  casos 
que  especialmente  determina  el  articulo  doscientos  veinte  y 
cuatro  de  la  ley  de  procedimientos;  s^^untío,  que  la  excepción 
de  falta  de  acción  contra  el  capitán  de  la  barca  Sueca  •  Pe- 
ter  > ,  alegada  por  su  abogado  en  el  informe  in  voce^  fun- 
dándose en  que  los  demandantes  no  contrataron  con  él» 
sino  con  la  casa  de  Burdeos,  á  la  que  él  fletó  su  buque  por 
entero,  y  de  la  cual  son  sub-fletadores  D.  Galos  Andrew  y 
compañía,  no  ha  sido  propuesta  á  la  decisión  judicial  en  la 
primera  instancia,  pues  de  ese  hecho  recien  se  hizo' mención 
al  interponerse  el  recurso,  en  el  escrito  que  corre  á  foja 
cincuenta :  por  estos  fundamentos,  y  los  de  la  sentencia  ape- 
lada, de  foja  cuarenta  y  cuatro  á  foja  cuarenta  y  siete,  se 
confirma  con  costas :  satisfechas  las  de*  la  instancia  y  re- 
puestos ios  sellos,   devuélvanse  los  autos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco. — Marce- 
lino Ugarte. 
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CJlIJSA  III. 


D.  Ernesto  Bentefuhr  contra  el  Juez  de  Paz  de  Moreno 
sobre  violaeion  de  artículos  constitucionales. 


Sumario. — \o  Las  causas  criminales,  por  delitos  comunes 
cometidos  dentro  del  territorio  de  una  provincia,  correspon- 
den al  conocimiento  de  los  TribuYiales  Provinciales,  cual- 
quiera que  sea  la  nacionalidad  del  acusado. 

i"*  La  violación  de  las  garantías  constitucionales  relativas 
á  la  propiedad,  libertad  y  vida  de  los  habitantes  de  la  Re- 
pública no  sujeta,  por  si  sola,  las  causas  que  de  ella  sur- 
jan, al  fuero  Federal. 


Caso. — En  29  de  Setiembre  de  1870  se  presentó  ante 
el  Juez  Nacional  ie  Buenos  Aires  D.  Ernesto  Bentefuhr  es- 
tranjero,  quejándose  contra  el  Juez  de  Paz  del  pueblo  de 
Moreno,  por  habérsele  allanado  la  casa  sin  orden  del  juez 
competente,  y  haber  sido  maltratada  y  herida  por  una  par- 
tida de  gendarmes,  su  esposa  también  estrangera,  con' vio- 
lación délos  arts.  14  y  17  de  la  Constitución  Nacional;   y 
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fundado  en  que  el  Juzgado  Nacional  era  el  competente  para 
entender  en  las  causas  de  esta  clase,  pidió  se  librara  oñcio 
al  Juez  del  Crimen  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  para 
que  remitiera  el  proceso  que  por  la  autoridad  local  se  había 
levanladoy  con  el  objeto  de  justificar  los  atentados  de  que 
hacia  mension. 

Pedido  el  proceso,  que  consistia  en  un  sumario  levan* 
tado  por  el  Juez  del  Crimen  contra  Da  Ernestina  Bentefuhr 
y  otros  por  resistencia  armada  á  la  autoridad  provincial  de 
Moreno  el  dia  17  de  Diciembre  de  1869,  se  dio  vista  al 
Procurador  Fiscal. 

Este  funcionario  contestó  que  la  justicia  Nacional  no  era 
competente  para  conocer  en  el  asunto,  porque  todas  las 
causas  criminales  por  delitos  comunes  corresponden  á  los 
tribunales  de  provincia ;  y  que  las  garantías  acordadas  por 
la  Constitución  á  la  vida,  propiedad  y  libertad  de  los  habi- 
tantes de  la  República  no  importan,  que  todas  las  causas 
que  versen  sobre  ellas  sean  de  fuero  federal ;  que  para  que 
surtan  este  fuero  es  menester  que  los  casos  sean  espe^ 
mímente  regidos  por  la  Constitución,  las  leyes  nacionales 
ó  los  tratados. 

Fallo  del   Jíues  Seeeional. 

Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1870. 
Por  los  fundamentos  espresados  en  la  anteríor  vista  del 
señor  Procurador  Fiscal,  declárase  incompetente  este  Juegado 
para  conocer  en  la  causa  criminal,  objeto  de  estos  autos,  en 
su  consecuencia,  devuélvanse  estos  al  Juez  remitente,  de- 
jándose á  salvo  los  derechos  de  D.  Ernesto  Bentefuhr 
para  deducir  sus  acciones  contra  quien  corresponda  por  la 
violación  de  las  garantías  constitucionales  de  que  se  queja. 

■ 

Ugarriza. 
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Bentefuhr  apeló  de  esta  sentencia,  y  se  le  concedió  el  re- 
curso en  relación.  t 

La  Suprema  Corte  confirió  vista  al  Sr.  Procurador  Gene- 
ral, quien  se  espidió  diciendo  que  la  causa  que  se  seguia  á 
la  esposa  de  Bentefuhr  era  una  causa  criminal  por  resis- 
tencia con  armas  á  las  providencias  justas  y  legalmente 
notificadas  por  el  Juez  de  Moreno;  que  su  conocimiento 
pertenecia  esclusivamente  al  Juez  del  Crimen  de  la  Provincia, 
porque  no  se  trataba  de  un  crimen  contra  la  Nación  y  por- 
que aunque  D.  Ernesto  Bentefuhr  fuese  estrangero,  el  juez 
de  Sección  no  debia  intervenir  sino  en  las  causas  civiles 
que  versen  entre  un  estrangero  y  un  ciudadano. 


FaUo  de  la  Suprema  Cerie. 


Buenos  Aires,  Enero  17  de  187i. 

Siendo  indisputable  la  competencia  de  los  Tribunales  de 
Provincia,  para  conocer  en  las  causas  criminales  por  delitos 
perpetrados  en  sus  respectivos  territorios,  cualquiera  que 
sea  la.  nacionalidad  del  acusado,  de  conformidad  con  lo  es- 
puesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  y  por  sus 
fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  apelado  cor** 
riente  á  foja  ciento  tres :  isatisfechas  las  de  la  instancia  y 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francis- 
co Delgado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Bentto  Carrasco. — Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA    IT. 


Olera  y  C^.  contra  D.  Bernardo  Iturtaepe^  sobre  interdicto 

de  recobrar  la  poseíion. 


Sumario, — 1^  El  interdicto  unde  vi  no  procede  sino  ha 
habido  despojo,  ú  ocupación  de  propia  autoridad,  de  la  cosa 
ajena. 

2®  Estos  estremos  no  existen  en  quien  fué  puesto  en  po- 
sesión envirtud  de  compra  hecha  de  buena  fé,  y  conocida 
por  los  qae  alegan  dominio  sobre  la  cosa. 

3^  El  interdicto  de  precario  procede  contra  el  precario 
tenedor  que  resiste  la  cosa  á  quien  se  la  dio  en  precario, 
y  contra  quien  la  recibió  de  aquel,  con  dolo  malo. 
^  4^  Tenedor  precario  es  quien  recibe  la  óosa  para  tenerla 
á  disposición  del  dueño  y  entregársela  en  cualquier  momen- 
to que  se  la  pida. 


Coio. — Los  Sres.  Otero  y  G*.  se  presentaron  ante  el  Juz- 
gado de  Sección  de  Córdoba,  esponiendo  que  en  28  de  Se- 
tiembre de  1867  D.  Mardoqueo  Galindezles  habia  vendido 
unos  campos,  con  el  pacto  de  retroventa  durante  un  año^ 
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reservándose  Galindez,  durante  ese  tiempo,  el  derecho  de  ven-* 
der  parte  6  el  todo  de  los  terrenos,  bajo  la  condición  de  pre- 
ferir  á  los^Sres  Otero  en  la  compra,  si  el  precio  les  conviniere. 
—Que  con  estas  estipulaciones  Galindez  les  pasó  los  ter- 
renos para  que  c  los  posean  y  dispongan  de  ellos  como  de  cosa 
c  propia  adquirida  como  legitimo  y  justo  título  á  cuyo  fin  les 
c  dá  por  medio  de  esta  escritura  pública  la  posesión  que  por 
c  derecho  se  requiere  ^  considerándolos  como  dueños  de  los  ter* 
c  renos,  vendidos  desde  la  fecha  hasta  el  momento  que  el  es- 
c  ponente  pueda  devolver  el  precio  que  hoy  recibe  &^.  &*.  >, 
agregándose  al  fin  de-  la  escritura  que  durante  el  término 
del  pacto  de  retroventa  permanecía  el  vendedor,  como  sim- 
ple tenedor  de  los  terrenos  vendidos,  sin  pagar  por  ellos  al- 
quiler alguno. 

Que  vencido  el  año  se  levantó  ante  el  Tribunal  de  Go* 
mercio  entre  ellos  y  Galindez  un  acta,  en  la  que  constaba 
que  este  no  quería  hacer  uso  del  derecho  de  retrocompfa,  y 
que  por  consiguiente  podian  los  compradores  disponer  de 
los  terrenos,  pasando  á  ellos  el  libre  dominio  y  la  posesión 
de  loe  mismos. 

Que  sin  embargo,  Galindez  durante  el  término  de  la  re* 
troventa,  titulándose  dueño  habla  enagenado  los  espresados 
campos  á  D.Bernardo  Iturraspe,  quien  los  poseia,  y  trataba 
de  ejercer  sobre  ellos  actas  de  verdadero  dueño. 

Que  por  consiguiente  Iturraspe  habia  entrado  en  la  po- 
sesión de  una  cosa  agena  sin  el  previo  requisito  de  haberlos 
oido  y  vencido  en  juicio. 

Que  considerándose  por  tal  razón,  como  dejecti  se  creian 
con  derecho  para  ampararse  del  interdicto  unde  vi  con  ar- 
reglo á  la  ley  11,  tit.  4,  lib.  2o,  Gód.  Rom.  y  á  la  2,  tít. 
13,  lib.  4o,  R.  c. 

Que  además,  habiendo  sido  Galindez  un  precario  tenedor 
que  habia  dejado  de  poseer  con  dolo,  entregando  á  un  ter'- 
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cero  la  posesión  de  la  cosa  encomendada,  podrían  también 
entablar  el  interdicto  de  precario^  que  puede  contarse  en  el 
número  de  los  interdictos  recuperando  possessionis. 

En  consecuencia  de  osta  esposicion  interpusieron  contra 
D.  Bernardo  Iturraspe  el  interdicto  de  recobrar  la  posesión 
con  arreglo  al  art.  328  de  la  ley  de  procedimientos,  justi* 
ficándose  el  primer  estremo  de  la  posesión  con  los  docu- 
mentos relativos  que  acompañaron,  y  ofreciendo  información 
de  testigos  respecto  del  segundo. 

Se  llamó  á  juicio  verbal,  y  el  apoderado  de  Iturraspe  con* 
testó  que  el  interdicto  unde  vi  era  improcedente ;  porque, 
aun  suponiendo  que  por  la  escritura  de  1867  los  deman- 
dantes hubiesen  obtenido  la  posesión  de  los  campos,  Itur- 
raspe era  poseedor  legal,  por  haber  comprado  de  bu^na  fé,  y 
dentro  del  término  del  retracto. 

Que  por  otra  parte  Galindez  pudo  vender  los  campos  en 
virtud  de  la  reserva  que  se  hizo  en  la  escritura,  y  que  Otero 
fué  avisado  con  arreglo  á  ella,  de  la  oferta  que  Iturraspe 
le  hizo  por  cartas ;  hecho  que  no  podia  negar  Otero. 

Que  por  consiguiente  Iturraspe  entró  en  la  posesión  de 
la  mejor  buena  fé,  y  su  justa  posesión  no  podia  ser  alte- 
rada por  las  cuestiones  que  podian  tener  los  Sres.  Otero 
con  Galindez,  sobre  las  sumas  que  este  les  debia. 

Que  por  las  mismas  razones,  y  porque  habia  pasado  el 

término  del  año,  era  imprecedente  también  el  interdicto  de 
precario. 

Esta  parte  presentó  también  la  escritura  de  venta  que  la 

habia  otorgado  Galindez  en  14  de  Abril  de  1868. 

Yallo  del  Jíuea  Seecloaal 

Córdoba,  Octubre  8  de  1870. 
Vista  la  demanda  interpuesta  por  los  Sres.  Otero  y  C*. 
entablando  los  interdictos  restitutorios  y  estraordínaríosi  unde 
T.  I.  8. 
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vi  y  de  precaria  eontra  D.  Bernardo  Iturraspe,  para  recobrar 
la  posesión  de  unos  campos  ubicados  en  el  departamento  de 
San  Justo  en  esta  Provincia^  sobre  los  cuales  alegan  tener 
posesión  y  dominio  en  virtud  de  la  escritura  pública  de  ven- 
ta con  pacto  de  retroventa  que  á  ellos  les  hizo  D.  Mardoqueo 
Galindez  en  28  de  Setiembre  de  1867. — Y  considerando,  que 
el  interdicto  tintín  vi  según  el  derecho  romano  y  patrio  (Cons- 
titución 11,  tít.  4,  lib.  2o,  delCód.  y  ley  10,  tít.  10,  par- 
tida  7s)^  solo  procede  c  cuando  alguno  de  propia  autoridad 
ha  ocupado  la  libre  posesión  de  una  casa  ajena ;  >  mientras 
que  en  el  presente  caso  el  Sr.  Iturraspe  ha  adquirido  la  po- 
selion  por  haber  sido  puesto  en  ella  por  D.  Mardoqueo  Ga- 
lindez (en  virtud  de  la  escritura  pública  de  Abril  de  1868) 
quien  era  tenedor  de  los  campos  en  cuestión  con  derecho 
de  arrendarlos  de  su  cuenta,  y  pagando  el  mismo  arrenda- 
miento, según  se  deduce  de  las  siguientes  palabras  de  la 
escritura  de  venta  que  otorgó  á  los  Sres.  Otero  y  G». :  c  de-» 
hiendo  estos  descontar  en  ese  caso  y  en  proporción  el 
interés  correspondiente  á  razón  de  doce  por  ciento  anual  por 
todo  el  tiempo  que  pase  desde  que  entregue  el  dinero  hasta 
el  vencimiento  del  año,  >  todo  lo  que  escluye  el  hecho  de 
despojo  por  parte  de  Iturraspe,  ó  que  este  hubiese  ocupado 
de  propia  autoridad  la  libre  posesión  de  una  casa  agena.  . 

Que  además,  Galindez  tenedor  de  los  campos  en  virtud 
del  contrato  y  de  las  reservas  contenidas  en  la  escritura 
pública  de  venta  que  hizo  á  los  Sres.  Otero  y  G"".,  trasmitió 
la  posesión  al  Sr.  Iturraspe  por  la  escritura  pública  que  tam- 
bién otorgó  á  este,  con  conocimiento  de  los  Sres.  Otero  y 
G'^.,  según  ellos  mismos  lo  dicen  en  su  escrito  de  demanda 
al  párrafo  20,  lo  que  hace  que  el  Sr.  Iturraspe  haya  ganado 
la  tenencia  de  esos  campos  también  como  si  el  Sr.  de  ellos 
se  los  hubiese  entregado  por  $í  mismo,  según  la  espresion  de 
la  ley  11,  tít.  30,  part.  3*. 
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Y  considerando  respecto  al  interdicto  de  precario,  que  este 
solo  tiene  lugar  contra  el  precario  tenedor  que  resiste  la 
entrega  de  la  cosa  á  quien  se  la  dio  en  precario,  ó  contra 
aquel  á  quien  con  dolo  malo  éste  la  transmitió,  y  que  Ga« 
lindez  no  ha  sido  tenedor  precario  porque  solo  se  llama  tal 
el  que  tiene  la  cosa  á  disposición  del  dueño  con  deber  de 
entregársela  en  cualquier  momento  que  se  la  pida,  mien- 
tras que  al  mismo  Galindez  conservaba  los  campos  en  su 
poder  á  mérito  de  un  contrato  que  le  daba  el  derecho  dé 
retenerlos  por  un  año,  usufructuándolos  y  con  la  facultad 
de  arrendarlos  de  su  cuenta  que  se  reservó. 

Por  estos  fundamentos  se  declara  no  haber  lugar  al  in- 
terdicto entablado  para  recobrar  la  posesión.     Hágase  saber 

y  repónganse  los  sellos. 

S.  M.  Laspiur. 

Otero  y  G*.  apelaron  de  esta  sentencia,  la  que  fué  conñr- 
mada  por  el  siguiente: 


Falto  de  to  §upreiiiii  Oorte. 

Buenos  Aires,  Enero  24  de  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  una  vuelta,  llamando  la 
atención  del  Juzgado  de  Sección  sobre  el  certificado  de  foja 
ochenta  y  ocho  vuelta  para  que  proceda  con  arreglo  á  la  ley 
nacional  de  sellos,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.— Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos. — Beni- 
to Garrasco.— Marcelino  Ugartb, 
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CAUSA    W. 


D.  Serapio  Segundo  Ovejero  contra  D.  Servando  Escobar  ^ 
sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — lo  El  condenado  por  un  delito  no  puede  im- 
pugnar el  hecho  que  lo  constituye,  ni  su  culpabilidad  en 
el  juicio  civil  que,  después  del  criminal,  se  siga  por  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  aquel. 

So  Sin  embargo  puede  en  el  juicio  civil  oponer  las  es- 
cepciones  que  no  se  espresan  en  el  art.  37,  tít.  6,  seo.  2*, 
lib.  2^  del  Cód.  Civil. 

3^  En  ese  caso  debe  abrirse  la  causa  á  prueba,  y  es  nula 
la  sentencia  que  se  dicte  sin  ese  trámite  esencial. 


Caso. — D.  Servando  Escobar  fué  encausado  ante  la  Jus- 
ticia Nacional,  y  condenado  por  el  delito  de  rebelión  á  pagar 
una  multa  de  pfts.  600,  á  prestar  servicio  militar  en  la 
frontera  por  cuatro  años,  y  á  no  poder  ejercer  empleos  pú- 
blico9  por  cincp  años. 

Concluido  el  juicio  criminal,  D.  Serapio  Segundo  Obejero 
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vecino  de  Jaclial,  demandó  ante  el  Juzgado  de  Sección  de 
San  Juan  al  citado  Escobar,  pidiendo  que  fuera  condenado 
á  pagarle  la  suma  de  906  pesos  bolivianos  y  sus  intereses 
desde  25  de  Febrero  de  1867,  como  indemnización  de  daños 
y  perjuicioSi  que  el  mencionado  Escobar  le  habia  causado, 
formando  párté  de  la  comisión  nombrada  por  el  rebelde  Fe- 
lipe Várela,  para  equipar  sus  fuerzas,  y  tomándole  violen- 
tamente en  la  citada  fecha  una  cantidad  de  mercaderías  por 
el  valor  espresado  de  906  pesos  bolivianos. 

En  prueba  del  hecho  acompañó  á  la  demanda  la  nónima 
de  las  mercaderias  tomadas  con  el  precio  citado,  firmada 
dicha  nómina  por  José  N.  GardosOí  Roberto  Varas,  José 
M.  Baca  y  Servando  Escobar^  y  con  el  visto  bueno  de  Felipe 
Várela. 

Conferido  traslado,  contestó  Escobar  que  la  sentencia  con- 
denatoria en  el  juicio  criminal  no  podía  servir  para  este,  por 
no  ser  el  fallo  entre  las  mismas  personas,  y  porque  aquella 
no  le  condenaba  al  pago  de  daños  y  perjuicios. 

Que  lejos  de  haber  sido  miembro  de  las  comisiones  que 
espoliaron  el  vecindario  de  Jachal,  habia  sido  víctima  de 
ellos,  como  lo  probaba  el  hecho  de  habérsele  impuesto  por 
Várela  una  contribución  de  200  pesos  bolivianos  bajo  pena 
de  la  vida,  la  que  tuvo  que  pagar. 

Que  solo  fué  llamado  como  testigo  para  presenciar  las  es- 
poliaciones,  teniendo  que  firmar  los  documentos  relativos, 
obligado  á  ello  por  el  terror  que  inspiraban  los  rebeldes. 

Que  finalmente  era  inexacto  que  los  rebeldes  hubiesen 
tomado  á  Ovejero  las  mercaderias  por  el  valor  que  reclamaba, 
sino  por  una  suma  inferior. 

El  Juez  de  Sección  pqra  mejor  proveer  hizo  absolver  unas 
preguntas  á  Escobar  y  procedió  en  seguida  á  dictar  sen- 
tencia. 

En  la  absolución  de  preguntas  declaró  Escobar  que  era 
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suya  la  firma  puesta  al  pié  de  la  nómina  de  efectos  acom« 
panada  á  la  demanda ;  pero  que  los  efectos  que  se  sacaron 
á  Ovejero  fueron  menos,  y  que  figuraban  mas,  porque  Ya«- 
rela  ordenó  se  agregaran  á  la  lista  otros  efectos,  que  Ove* 
jero  sostenía  haberle  sido  tomados,  obligando  al  declarante 
á  firmar  la  nueva  lista  que  al  efecto  formó  Ovejero. 

FM1«  del  Swimm  Seeel^Biil. 

San  Juan,  Setiembre  10  de  1870. 

Vistos  estos  autos  entre  D.  Juan  Antonio  Laspiur  como 
apoderado  de  D.  Serapio  Segundo  Ovejero  y  D.  Servando 
Escobar  por  indemnización  de  perjuicios  durante  la  domi- 
nación de  los  rebeldes  que  invadieron  á  la  Villa  de  JachaK 
el  año  de  1867  encabezada  por  Felipe  Várela,  con  lo  ale- 
gado por  ambas  partes,  lo  resultante  de  autos  y  mérito  de 
los  agregados  y  considerando  í 

1^  Que  Obojero  demanda  á  Escobar  el  pago  de  906  pesos 
y  sus  intereses,  procedentes  de  efectos  sustraídos  de  su 
casa  de  negocio  para  el  equipo  de  las  fuerzas  rebeldes,  «por 
una  comisión  nombrada  por  Várela  y  en  la  que  figuraba  Es- 
cobar, según  todo  consta  de  la  nómina  de  foja  1*  y  2a  y 
recibo  al  pié  firmado  por  dicha  Comisión. — El  demandante 
ha  sido  ya  jufgado  como  cómplice  de  la  rebelión  por  los 
servicios  que  prestó  á  los  rebeldes  en  la  referida  comisión, 
y  por  lo  mismo  está  sugeto  á  la  responsabilidad  de  los  per- 
juicios causados  por  su  conducta  criminal. 

2^  Que  Escobar  por  su  parte  se  escepciona  diciendo»  que 
en  su  carácter  de  comisionado  procedió  obligado  por  la  fuer- 
za y  el  miedo,  y  como  simple  testigo  de  lo  que  hacían  los 
encargados  del  gefe  rebelde  Várela,  siendo  inexacto  que  á 
Obejero  le  hubiesen  tomado  todos  los  efectos  que  figuran  en 
la  minuta  presentada,  pues  que  la  lista  firmada  por  él  y  que 
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contiene  menos  artículos  de  los  que  aparecen  fué  rehecha 
por  Obejero  en  virtud  de  un  reclamo  que  hizo  ante  Várela, 
ordenándole  este  que  la  ñrmnse  como  lo  hizo,  según  consta 
del  acta  de  reconocimiento  de  foja  21  — El  demandado  aj^e- 
ga,  que  habiendo  sido  ya  juzgado  y  terminado  el  juicio  cri*- 
minal  que  se  le  siguió,  la  sentencia  si  bien  condenatoria, 
porque  su  defensor  se  descuidó  de  producir  la  prueba  conve-' 
niente,  no  lo  responsabiliza  por  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos durante  la  rebelión,  y  que  en  todo  caso  está  dispuesto  á 
rendir  hoy  esa  prueba  que  lo  exima  de  todo  cargo* 

3^  Que  establecidos  así  los  hechos  por  el  mérito  de  los 
autos,  y  constando  de  los  agregados  que  Escobar  fué  condena* 
do  en  primera  y  segunda  instancia  como  partícipe  de  la  rebe- 
lión en  la  Villa  de  Jachal  en  virtud  de  los  servicios  que  pres- 
tó á  los  rebeldes  en  la  comisión  á  que  se  refiere  el  escrito  de 
demanda  y  que  sirve  de  fundamento  al  presente  juicio  de 
indemnización,  la  prueba  que  ofrece  hoy  rendir  sobre  las 
mismas  escepciones  de  fuerza  y  miedo  que  no  pudo  presen- 
tar en  el  juicio  criminal,. seria  inoportuno  y  sin  valor  alguno, 
pues  por  muy  cumplida  que  fuera  no  podria  destruir  lo  que 
resulta  de  una  sentencia  condenatoria  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada. 

4o  Que  aunque  en  dicha  sentencia  no  se  espresa  la  res* 
ponsabilidad  del  procesado  á  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  esta  viene  siempre  anexa  á  todo  acto  reprobado 
y  punible  .por  la  ley,  y  debe  siempre  considerarse  implícita 
la  indemnización  sin  perjuicio  de  la  pena,  de  conformidad  á 
nuestras  leyes  y  principios  de  derecho. 

5o  Que  habiendo  Escobar  reconocido  el  recibo  puesto  al 
pié  de  la  minuta  de  f.  1^  sin  otra  observación  que  la  cir- 
cunstancia ya  espesada  de  haber  sido  reconocido  antes  de 
firmarse,  lo  que  no  lo  exime  del  cargo,  pues  en  ningún  caso 
debió  firmar  el  recibo  de  una  cuenta  falsa,  debe  reputarse 
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ju8(a  y  legitima  la  demanda  en  la  forma  deducida,  no 
siendo  de  ningún  valor  ni  aplicación  en  favor  de  Escobar  el 
contenido  de  las  órdenes  quo  ha  presentado  en  su  contes- 
tación á  ella. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten : 
Fallo  definitivamente  juzgando  y  declaro  que  D.  Servando 
Escobar  es  responsable  al  pago  de  novecientos  $ei8  pesos  bo- 
livianos á  favor  de  D.  Serapio  Segundo  ObejerOi  con  el  inte- 
rés del  uno  por  ciento  mensual  desde  el  veinte  y  cinco  de 
Febrero  del  ano  mil  ochocientos  sesenta  y. siete,  hasta  el  dia 
de  su  pago,  y  á  mas  las  costas  del  juicio.  Hágase  saber 
original  y  repónganse  los  sellos. 

Natanad  Morcillo. 

Interpuesto  y  concedido  el  recurso  de  apelación,  Escobar 
alegó  ante  la  Suprema  Corte  que  el  único  fundamento  de 
la  sentencia  apelada  era,  que  él  había  sido  condenado  como 
cómplice  de  la  rebelión,  y  por  consiguiente  era  solidaria- 
meúle  responsable  por  las  indemnizaciones  civiles  debidas  á 
las  personas  qne  habían  sido  perjudicadas  por  la  rebelión. 

Que  suponiendo  que  esas  indemnizaciones  se  limitasen 
á  los  actos  en  que  el  apelante  habia  tenido  intervención, 
no  podía  imponérsele  responsabilidad  alguna  por  los  efectos 
lomados  á  Obej ero,  porque  su  intervención  en  ese  hecho 
habia  sido  discutida  en  el  juicio  Criminal,  y  la  sentencia  con* 
denatoria  guardó  silencio,  sobre  eso;  por  lo  que  obstaba  á 
la  demanda  de  Obejero  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada. 

Que  además  el  apelante  no  había  reconocido  los  hechos 
sobre  los  cuales  el  apelado  fundaba  la  responsabilidad  de 
aquel,  y  se  había  procedido  á  pronunciar  sentencia  sin  abrir- 
se la  causa  á  prueba  de  los  mencionados  hechos. 

Contestó  Obejero  que  la  criminalidad  de  Escobar  estaba 
probada,  por  existir  una  sentencia  condenatoria  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada ;   que  la  consecuencia  de  esta  en 
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el  juicio  civil,  era  la  responsabilidad  délos  perjuicios  cau* 
sados  por  el  delito  cometido  por  dicho  Escobar. 

Que  dichos  perjuicios,  y  su  avaluación  estaban  bastante- 
mente comprobados,  como  se  deducia  de  la  sentencia  ape- 
lada, y  sus  considerandos. 

WmUm  de  Ui  tupreat»  Cortm* 

Buenos  Aires,  Enero  24  de  1871. 

Vistos,  considerando,  primero^  que  aun  cuando  después 
de  la  condenación  del  acusado  en  el  juicio  criminal,  tío  se 
, puede  contestar  en  el  civil  que  se  siga  per  indemnización 
de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  el  delito,  la  existen- 
cia del  hecho  principal  que  lo  constituye,  ni  impugnar  la 
culpa  del  condenado;  como  lo  establece  el  artículo  treinta  y 
siete,  título  octavo,  sección  segunda,  libro  segundo  del  Có- 
digo Civil,  actualmente  en  vigencia  en  la  República,  pue- 
den discutirse  en  dicho  juicio  civil  todas  las  escepciones 
que  se  opusiesen  y  que  no  sean  las  que  se  espresan  en  el  artí- 
culo citado  ;  segundo^  que  en  el  presente  caso  se  han  alegado 
por  el  demandado  escepciones  que  no  han  sido  juzgadas  en  la 
causa  criminal  y  que  no  constituyen  el  hecho  principal  del  de- 
lito, ni  importan  contradecir  la  culpabilidad  declarada,  y  por 
consiguiente  han  debido  admitirse  y  recibirse  la  causa  á  prue- 
ba sobre  ellas ;  tercero,  que  desde  que  se  ha  omitido  un  trámi- 
te esencial,  el  juicio  es  insanablemente  nulo.  Por  estos  fun- 
damentos déjase  sin  efecto  la  sentencia  de  foja  veinte  y 
cuatro  vuelta,  y  satisfechas  las  costas  devuélvase  la  causa 
para  que  reponiéndola  al  estado  que  tenia  á  foja  veinte  y 
dos,  se  reciba  á  prueba  y  se  siga  y  determine  como  cor- 
responda. 

Salvador  María  del  Carril. —  Francisco- 
Delgado.  — JoséBarros  Pazos.— Benito 
Cargasco. — Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA     "TI. 


/>.  Adolfo  Carranza  contra  la  Provincia  de  Catamarca^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — lo  La  responsabilidad  bajo  la  cual  una  perso- 
na ha  obtenido  un  embargo  de  efectos,  que  después  han 
sido  expropiados,  no  le  dá  personería  para  reclamar  de  la  au- 
toridad que  expropió,  el  valor  de  los  mismos;  mucho  mas, 
no  existiendo  gestión  alguna  del  dueño  para  hacer  efectiva 
la  dicha  responsabilidad. 

2o  La  misma  no  se  extiende  á  las  consecuencias  de  he- 
chos producidos  por  fuerza  mayor. 

3o  Una  Provincia  no  es  responsable  por  lo  que  ejecute 
un  gefe  militar  que  no  tiene  carácter  público,  emanado  de  su 
gobierno,  y  no  obra  por  orden  ó  autorización  del  mismo. 

i""  Faltando  la  capacidad  legal  del  actor  para  intentar  la 
demanda,  falta  la  demanda  misma. 

5®  En  este  caso,  siendo  la  demanda  dirigida  contra  una 
Provincia,  cesa  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Cor- 
te para  conocer  en  ella. 

6o  Cesa  igualmente  dicha  jurisdicción  en  el  caso  en  que 
resulte  no  haber  Provincia  que  sea  porte  en  la  causa. 
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Caso. — Eo  un  pleito  que  D.Adolfo  Garraoza«  representante 
de  Molina  Hos.,  seguía  ante  los  Tribunales  de  Gatamarea, 
contra  D.  Federico  Soneira,  y  la  testamentaria  de  D.  Anselmo 
Seguro,  pidió  y  obtuvo  que  tiajo  su  responsabilidad  se  eror 
bargaran  unos  efectos,  valor  de  3262  ps.  4/2  rl.  plata  de  la 
casa  de  un  Sr.  Algorta,  quedando  dichos  efectos  depositados 
en  poder  de  D.  Lucas  Tanco  en  el  Departamento  de  Santa 
María  de  aquella  Provincia. 

En  Febrero  de  1862,  D.  Silvestre  Alvarez,  gefe  de  Estado 
Mayor  de  las  fuerzas  que  mandaba  el  coronel  D.  Meliton  Gór* 
doba,  dio  orden  por  escrito  al  depositario  délos  efectos  para 
qué  los  entregase  A  una  comisión,  como  se  hizo  según  el 
recibo  que  aquel  le  otorgó. 

D.  Adolfo  Garranza  se  presentó  en  Junio  de  1863  con  los 
documentos  en  cuestión  ante  el  P.  E.  de  la  Nación,  y  recla- 
mó el  valor  de  dichos  efectos,  fundándose  en  que  los  mis- 
mos habían  servido  para  atender  las  ui^entes  necesidades 
de  las  fuerzas  del  Gobierno  de  Tucuman,  que  contribujeron 
á  consolidar  el  triunfo  de  los  principios  obtenido  en  Pavón. 

El  Gobierno  Nacional  pidió  informe  al  Goronel  Murga,  gefe 
entonces  de  la  división  Tucumana  que  espedicionó  sobre 
Santa  Maria,  y  á  D.  Silvestre  Alvarez  que  fué  gefe  de  Estado 
Mayor  del  coronel  Górdoba. 

El  coronel  Murga  informó  que  no  conocia  el  hecho,  po^ 
haber  dejado  en  ese  tiempo  en  aquel  punto  al  coronel  Gór- 
doba. 

Alvarez  informó  que  en  6  de  Febrero  de  1862  recibió  ór^ 
den  de  tomar  unas  mercaderías  que  se  hallaban  embargadas, 
y  30  decía  que  eran  de  los  Molina  de  Gatarmarca,  y  por 
esto  depachó  la  orden  á  que  se  hace  referencia. 

El  coronel  Górdoba  informó  que  careciendo  de  recursos 
para  vestir  su  tropa  y  sabiendo  que  había  un  depósito  de 
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mercaderías  pertenecientes  á  los  Molina,  enemigos  de  su  ban- 
dera, dio  la  orden  para  que  se  apoderaran  de  ellas. 

Los  ciudadanos  Isaias  Aguirre  y  Florencio  Villagra  de- 
clararon  ser  cierto  el  hecho  referido  por  Carranza ;  por  haber 
ellos  formado  parte  de  la  Comisión  que  tomó  los  efectos. 

El  Fiscal  de  la  Nación,  á  quien  se^onfirió  vista  de  la  so- 
licitud de  Carranza,  y  comprobantes,  opinó  que  esos  gastos 
no  correspondían  á  la  Nación,  porque  fueron  hechos  para 
las  fuerzas  empleadas  en  sosten  de  autoridades  provinciales, 
sin  que  en  ello  hubiese  intervenido  el  Gobierno  Nacional. 

El  P.  E.  fundado  en  este  dictamen  no  hizo  lugar  al  reclamo. 

Carranza  se  presentó  con  la  misma  solicitud  al  Gobierno 
de  Catamarca,  y  éste  la  rechazó  fundado  en  que  no  había 
autorizado  la  expropiación  de  los  efectos ;  que  esta  habia  sido 
ordenada  por  el  coronel  Córdoba,  quien  mandaba  fuerzas 
movilizadas  por  instrucciones  del  Gobierno  de  Tucuman. 

Ocurrió  Carranza  á  este  Gobierno,  y  fué  rechazado  también 
el  reclamo,  fundándose  el  Gobierno  de  Tucuman  en  que  el 
coronel  Córdoba,  cuando  ordenó  la  expropiación  era  gefe  del 
departamento  de  Santa  Maria,  y  no  era  su  subalterno,,  pues 
las  instrucciones  que  se  le  daban  eran  como  de  aliado  á  alia- 
do y  no  de  superior  á  inferior. 

Agotada  la  via  administrativa,  D.  Adolfo  Carranza  se  pre- 
sentó ante  la  Corte  Suprema,  y  demandó  al  Gobierno  de 
Catamarca  por  el  pago  de  las  mercaderías  expropiadas,  di- 
ciendo que  el  coronel  Córdoba  comandante  militar  de  Santa 
Maria,  ordenó  en  ese  carácter  la  expropiación,  después  de 
haberse  retirado  las  fuerzas  Tucumanas  del  coronel  Murga, 
quien  lo  hizo  reconojcer  como  tal  gefe. 

Que  habiendo  el  general  Mitre  y  su  Gobierno  sancionado 
los  actos  del  coronel  Córdoba,  hizo  responsable  délas  obli- 
gaciones contraidas  por  él  á  la  Nación  ó  á  la  Provincia  de 
Gatarmarca  de  la  qu.e  Córdoba  era  gefe  militar,  y  en  cuya 
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defensa  mandaba  las  tropas,  para  vestirlas  cuales  había  or- 
denado la  expropiación  en  cuestión. 

Conferido  traslado,  el  Dr.  D.  Rufino  Elizalde  en  represen- 
tación de  la  Provincia  de  Gatamarca  contestó  que  la  cues- 
tión consistía  en  determinar  quien  era  el  obligado  á  pagar 
el  valor  de  los  efectos,  y  que  la  Corle  tenia  que  declarar 
primero  si  era  competente  para  conocer  en  la  causa. 

Que  él  que  mandó  tomar  los  efectos  era  el  coronel  Cór- 
doba, y  este  era  el  responsable,  porque  no  habia  sido  au*^ 
torizado  para  ello  por  el  Gobierno  de  Gatamarca,  ni  por  el 
de  Tucuman. 

Que  aunque  fuera  responsable  él  de  Cátarmarca,  la  Su- 
prema Corle  no  podria  condenarla  á  pagar,  porque  se  trataba 
de  ^lechos  anteriores  al  régimen  actual,  y  porque  el  de- 
mandante no  habia  agotado  las  vias  legales  províncialea  para 
obtener  el  reembolso,  habiendo  omitido  el  recurso  á  la  le- 
gislatura. 


WmUm  de  la  §upreiiiii  Certa. 


Buenos  Aires,  Enero  26  de  1871. 

Vistos  y  considerando ;  primero^  que  según  resulta  de  la 
esposicion  del  demandante  mismo,  foja  trece  y  cuarenta  y 
cuatro  vuelta,  los  efectos  ocupados  por  el  coronel  Don  MC' 
liton  Córdoba,  cuyo  precio  se  demanda,  no  pertenecían  á 
Don  Adolfo  E.  Carranza,  sino  á  Don  Federico  Soneira  y  á 
la  testamentaria  de  Don  Anselmo  Segura,  de  quienes  ao  es 
el  actor  apoderado,  ni  representante  legal;  segundOy  que  la 
circunstancia  de  hallarse  esos  bienes  embargados,  al  tiempo 
de  la  ocupación,  por  orden  judicial  y  bajo  la  responsabilidad 
del  demandante,  en  que  funda  este  su  personería  para  re- 
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clamarlos,  á  foja  trece  vuelta,  no  es  bastante  al  erecto,  por 
que  e9a  responsabilidad  no  se  esliendo  á  las  consecuencias 
de  h^hos  producidos  por  una  fuerza  mayor,  ni  consta  en 
autos,  ni  se  ha  alegado  siquiera,  que  tal  responsabilidad  se 
haya  hecho,  ó  querido  hacer  efectiva  ;  tercero^  que  faltando 
de  este  modo  la  capacidad  legal  del  actor  para  intentar  la 
demanda,  falta  como  consecuencia  la  demanda  misma,  y  no 
puede  decirse  que  hay  litigio  en  que  sea  parte  una  Provin- 
vincia,  y  que  provoque  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
originaria  que  establecen  el  articulo  ciento  uno  de  la  Gons-^ 
tilucion  Nacional  y  el  párrafo  primero  del  articulo  primero 
de  la  ley  sancionada  en  catorce  de  Setiembre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres ;  cuarto,  que  por  otra  parte,  al  hacer 
la  ocupación  de  los  efectos  reclamados,  el  espresado  coronel 
Córdoba  no  investid  carácter  público  emanado  del  Gobierno 
de  la  Provincia  de  Gatamarca,  ni  obraba  por  su  orden,  ni 
con  su  autorización ;  de  manera  que  sus  hechos  no  eran 
capaces  de  imponer  obligaciones  á  la  espresada  Provincia; 
quinto,  que  en  tal  caso,  aun  prescindiendo  del  vicio  en  la 
personería  del  actor,  no  habría  tampoco  Provincia  que  fuera 
parte  en  esta  causa,  porque  no  siendo  responsable  la  de 
Gatamarca  por  los  hechos  del  mencionado  coronel  Górdoba, 
no  puede  ser  por  consecuencia  de  ellos  demandado:  por 
estos,  fundamentos,  la  Gorte  se  declara  sin .  jurisdicción  en 
este  caso,  dejando  á  salvo  el  derecho  de  los  interesados 
para  que  lo  deduzcan  ante  quien  y  contra  quien  correspon- 
da :  repuestos  los  sellos  y  satisfechas  las  costas  por  el  de" 
mandante,  archívese  los  autos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco. — Marce- 
lino Ugarte. 


MMM 
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CAVSA   "Til 


Sievers  y  Meyer  contra  el  capitán  del  buque   c  María  Ger- 
trudu  *  y  el  Representante  de  los  Seguros^  sobre  averías. 


Sumario. — lo  El  nombramiento  de  peritos  arbitradores 
hecho  por  las  partes  en  una  causa  de  averias,  importa  so-* 
meter  á  su  decisión  todas  las  cuestiones  que  por  su  natu- 
raleza deben  decidirse  previa  información  pericial. 

2^^  Las  causas  de  una  avería  y  las  responsabilidades  q^e 
de  ella  surjen  deben  ser  determinadas  por  personas  peritas. 

3^  La  descarga  de  mercaderías  no  puede  considerarse 
sino  como  un  solo  acto  que  concluye  al  terminar  totalmente 
aquella. 

í^  Cuando  la  averia  no  es  visible  por  fuera,  el  recono-* 
cimiento  puede  pedirse  hasta  tres  días  después  de  pasar 
los  efectos  á  manos  del  consignatario. 


Caso. — En  31  de  Mayo  de  1870  se  presentaron  al  Juez 
de  Sección  de  Buenos  Aires  los  Sres.  Sievers  y  Mayer  es- 
poniendo que  en  el  buque  holandés  c  María  Gertrudes »  ha- 
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bian  venido  á  su  consignación  3005.  frasqueras  simplesi  y 
500  dobles  de  ginebrai  de  las  cuales,  aunque  entregadas 
todas  en  buen  estado  en  Amsterdam,  habia  muchas  averia* 
das ;  por  lo  que  pedían  un  reconocimiento  pericial  con  cita- 
ción del  capitán  y  de  los  Seguros,  asi  como  que  se  tomara 
declaración  á  los  individuos  de  la  tripulación  del  buque. 

Asi  se  ordenó. 
'  La  administración  de  reatas  informó  que  las  frasqueras 
estaban  completamente  averiadas,  consistiendo  la  averia  en 
muchas  frasqueras  desechas  por  efecto  del  agua  que  las 
habia  tocado,  y  las  que  estaban,  al  parecer  en  buen  estado, 
estaban  húmedas  en  su  interior,  tenian  perdidas  las  etique- 
tas, y  húmedo  también  el  aserrin  que  podia  preservar  las 
botellas  de  rotura. 

Cos  déla  tripulación,  declararon: 

El  piloto,  que  los  tripulantes  del  buque,  al  salir  este  de 
Amsterdam,  eran  el  capitán ,^  el  cocinero,  dos  marineros  y 
el  declarante;  que  habían  sido  robadas  tres  botellas  de  gi- 
nebra de  un  cajón ;  que  en  el  camarote  del  marinero  Bran- 
dsma,  que  fué  despedido  por  robo,  se  habia  ^centrado  una 
botella  de  barro ;  que  necesitándose  un  cabo  que  estaba  en 
las  escotillas,  se  abrieron  estas,  y  fué  después  que  se  notó 
en  las  mismas  la  falta  de  tres  botellas ;  que  la  escotilla  pe- 
queña fué  abierta  durante  el  viaje  muchas  veces,  y  la  gran- 
de solo  una  vez;  que  se  abrió  esta  por  el  gran  calor,  y  el 
temor  consiguiente  de  un  incendio;  que  se  vio  salir  humo 
de  la  escotilla  chica,  y  los  cajones  estaban  esteriormente  ca- 
lientes; que  la  carga  llegó  al  puerto  én  buen  estado,  y  los 
lancheros  la  recibieron  sin  observación. 

El  capitán  declaró  que  el  porrón  ^  que  se  refiere  el  piloto 
no  pertenecía  á  la  carga  y  era  de  otra  forma ;  que  un  día 
necesitando  un  cabo  dio  al  marinero  Brandsma  la  llave  de 
un  candado  con  que  se  cerraba  la  escotilla  de  proa,  la  que 
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estaba  dividida  de  la  carga  por  unas  tablas;  que  habiéndose 
encontrado  en  el  camarote  de  aquel  un  porrón  de  ginebra, 
el  declarante  bajó  solo  á  la  escotilla,  y  vio  que  un  cajón  tenia 
una  tabla  floja,  y  le  faltaban  dos  frascos;  que  durante  el 
viaje  las  escotillas  de  proa  han  sido  abiertas  para  ventilar, 
y  la  grande  le  fué  una  sola  vez  por  una  hora  bajo  la  línea, 
por  el  mucho  calor  y  temor  que  el  buque  se  incendiase ;  que 
la  carga  fué  entregada  á  los  lancheros  en  buen  estado  ;  que 
el  patrón  de  la  primera  lancha  que  fué  á  bordo  abrió  unas 
cuantas  frasqueras  y  las  encontró  completas. 
.  El  marinero  Frederikson  declaró  que  durante  el  viaje  no 
habia  notado  calor,  ni  humo ;  que  mientras  estaban  abiertas 
las  escotillas  siempre  habia  guardia  en  ellas,  y  que  no  ha- 
bian  estado  abiertas  de  noche. 

El  cocinero  declaró  que  algunas  veces  se  notó  mucho  ca- 
lor y  humo  ó  vapor  en  la  carga ;  que  abrieron  las  escotillas 
para  ventilarla,  cuando  hacia  buen  tiempo ;  que  alguna  vez 
quedaron  abiertas  de  noche;  que  no  habia  guardia  perma- 
nente en  las  escotillas ;  que  las  de  adelante  se  abrieron  dos 
veces,  una  para  sacar  un  cabo,  y  otra  no  sabe  para  qué. 

Con  estos  fundamentos  el  apoderado  dé  Sievers  y  Me^er 
entabló  demanda  por  los  daños  causados  á  la  carga  contra 
el  capitán,  pidiendo  que,  tratándose  de  efectos  asegurados, 
se  nombrasen  peritos  con  arreglo  al  art.  1484  del  Código 

de  Comercio. 

El  capitán  contestó*  que  por  el  contrato  de  fletamento  él 
no  era  responsable  por  rotura,  merma,  deterioro  y  peligros 
de  mar ;  que  llegado  al  puerto  después  de  105  dias  de  viaje 
presentó  al  consolado  todos  sus  papeles  y  solicitó  se  nombra- 
ran peritos  para  la  apertura  de  las  escotillas  y  constancia  del 
estado  delarrimaje,  lo  que  se  hizo  por  el  agente  de  Seguros. 

Qué  el  dia  25  de  Mayo  se  descargaron  2000  frasqueras 
sin  protesta  alguna,  por  lo  que  respecto  á  estas  no  pe^ia 

T.  I.  *• 
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incurrir  ya  en  responsabilidad  alguna,  y  el  rc&lo  para  el  cual 
se  pedia  el  reconocimienta,  el  30  del  mismo  mes  ;  que  estab£( 
dispuesto  á  pagar  los  tres  frascos  robados  por  un  marinero. 

Que  por  lo  demás  él  no  tenia  culpa,  ni  la  responsabilidad 
que  pretendian  los  demandantes. 

El  Juez  de  Sección  convocó  á  las  partes  á  comparendo, 
y  estas  en  19  de  Julio  nombraron  con  arreglo  al  art.  1484 
del  Código  de  Comercio,  peritos  arbitradores  para  el  objeto 
prescrito  por  dicho  artículo. 

Los  peritos  nombrados  fueron  D.  Guillermo  Paats,  D. 
Enrique  Moore  y  D.  Guillermo  Ubbelohde  quienes  en  5  de 
Agosto  espidieron  la  siguiente : 

Pericia 

1°  Todo  el  cargamento  ha  sido  descargado  en  un  estado 
de  avería,  mojado,  en  muy  mala  condición,  y  con  muy  mala 
vista  esterior. 

S"*  Calculamos  el  valor  del  contenido  de  los  cajones  en 

un  veinte  por  ciento,  ó  sea  diez  veces   mayor  que  lo  de 

costumbre  en  esla  clase  de  mercaderías. 

3o  Consideramos  que  el  valor  en  plaza  de  las  mercade- 
rías siendo  sanas  es  el  siguiente : 

3,505   frasqueras    verdes     »     49  $  171,745 

500        .  coloradas       115  ^  57,500 

S  229,245 
Menos  dos  por  ciento  por  rotura  4,584 

Precio  despachado  á  cinco  meses  de  plazo.  225,661 

4o  El  valor  total  de  las  mismas  mercadería  en  su  estado 
actual  de  avería,  calculamos  del  modo  siguiente : 

3,505  frasqueras  verdes  »     ;jf    30       ^    105,150 
500         €       coloradas       g    60       c       30,000 

135,150 
á  deducir  la  rotura  del  20  o/^  «       27,030 

S    108.120 
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Precio  despachado  á  cinco  meses  de  plazo  y  por  12  y  15 
boletos,  contados  por  las  frasqueras  verdes  y  coloradas  res- 
pectivamente. 

5*  Del  valor  del  cargamento  si  estuviera  en  buena  con- 
dicion.  S      225,661 

Deducimos  su  valor  actual  «       108,120 

Mostrando  una  pérdida  total  de  $      116,541 

Y  esta  pérdida  total  proviene  de  dos  causas. 
1*  del  estado  general  \de  averia  $      89,511 

2"  De  la  rotura  estraordinaria  c       27,030 

6^  Las  causas  de  que  ha  provenido  el  daño  en  nuestra 
opinión  son  cinco  : 

A.  La  entrada  de  agua  salada  por  jlas  escotillas. 

B.  La  ginebra  que  ha  salido  de  los  frascos  rotos. 

C.  La  abertura  de  algunas  frasqueras  y  el  robo  por  la 
tripulación. 

D.  Los  accidentes  de  mar  y  el  varamente  del  buque, 
que  tocó  el  fondo  durante  la  descarga. 

£.  Que  las  frasqueras  vienen  llenas  de  ^serrin,  siendo 
esta  una  condmon  poeo  usada  y  en  la  opinión  de  introduc- 
tores de  ginebra,  peligrosa;  porque  el  aserrín  cuando  está 
húmedo  ó  mojado,  pronto  se  calienta  y  produce  un  au- 
mento del  volumen  del  espíritu,  y  así  es  mas  fácil  que  se 
rompan  los  frascos. 

Nota. —  Que  el  aserrín  en  las  frasqueras  que  hemos  exa* 
minado  presenta  la  apariencia  de  haber  estado  seco  al 
tiempo  del  envase. 

7o  Atribuimos  la  pérdida  sufrida  á  dichas  cinco  causas 
en  la  proporción  siguiente  : 

1»  Pérdida  que  resulla  del  estado  general  de  averia  según 
el  articulo  5o. 
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Corresponde  á  causas  A.     $  35,804 

<       .       ñ     .  17,903 

.  .       €       £.     c  35,804 

$     89,511 

2^   Perdida  que  proviene  de  la  rotura  estraordinaria  so-^ 
gun  el  articulo  5o. 

Corresponde  á   causa  G.     $  4^00 

<       €      ¿).      f  13,315 

•       €      J?.       c  ^  13,315 

$  27,030 

Buenos  Aires,  Agosto  5  de  1870. 

Ffderico  Moore. — G.  Ubbehdde. — 
Guillermo  Paaís. 

Héchose  saber  la  pericia  á  las  partes,  los  Sres.  Sievers 
y  Meyer  negaron  toda  responsabilidad  por  su  parte,  diciendo 
que  el  capitán  debia  responder  délos  actos  de  baratería  suyos* 
y  déla  tripulación,  asi  como  de  la  mojadura  de  la  carga;  y 
que  así  el  valor  de  los  daños  á  cargo  del  capitán  era  de 
103226  ps.  m/c,  y  de  13315  ps.  m/c.  á  cargo  de  los  se- 
guros ;  y  pidieron  que  los  dos  fueran  condenados  á  pagar 
dicha  suma. 

El  capitán  contestó  que  declinaba  la  responsabilidad  que 
le  atribuian  los  demandantes  ;  que  las  causas  de  los  daños 
no  eran  las  asignados  por  los  peritos,  y  que  la  causa  debia 
ser  recibida  á  prueba. 

El  representante  de  los  Seguros  dijo  que  se  conformaba 
con  el  informe  de  los  peritos,  pero  que  no  ^odia  aceptar 
ni  negar  la  cantidad  que  se  hacia  recaer  sobre  la  compañia, 
porque  sus  atribuciones  se  limitaban  á  intervenir  simple- 
mente en  la  averiguación  de  los  hechos  que  produjeron  la 
averia;  y  pidió  que,  declarándose  cierta  la  causa  del  daño 
señalado  por  los  arbitros,  se  ordenara  á  los  demandantes 
ocurrieran  donde  corresponde  para  la  gestión  de  su  abono. 
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Falte  del    Jfiiea  Seccional. 

Bueaos  Aires,  Noviembre  3  de  1870. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  una  parte  entre  los  Sres. 
Stevers  y  Meyer  consignatarios  de  4,005  frasqueras  de  ginebra 
conducidas  por  el  buque  c  María  Gertrudis»,  y  por  la  otra 
el  capitán  de  dicho  vapor  y  los  representantes  de  los  Seguros 
con  motivo  de  averías  sufridas  por  dicha  carga  y  resultando  : 

io  Que  los  interesados  noQQibraron  peritos  arbitradores  al 
objeto  espresado  en  el  art.  1484  del  Código  de  Comercio 
y  los  resultados  del  examen  pericial  que  practicaron  constan 
de  su  informe^  el  que  corre  á  f .  6i . 

2o  Que  solo  la  parte  de  los  Seguros  es  la  que  ha  ma- 
nifestado estar  conforme  con  la  declaración  de  los  peritos 
arbitradores  en  la  parte  de  la  avería  que  declaran  á  cargo  de 
los  asegiiradores,  no  estando  la  parte  de  Sievers  y  &teyer 
que  niegan  toda  responsabilidad  por  su  parte. 

3^  Que  el  reconocimiento  de  las  frasquera^  de  ginebra  fué 
pedido  por  los  cargadores  inmediatamente  después  de  con- 
cluida la  descarga  y  entregándose  aquellas  en  la  Aduana* 

4o  Que  antes  de  espedirse  los  peritos  arbitradores  en  su 
oitado  informe,  hablan  sido  las  mercaderías  reconocidas  en 
la  Aduana  por  el  vista  del  ramo  quien  á  f.  30  vuelta  in- 
forma que  todas  las  frasqueras  se  hallaban  averiadas,  con- 
sistiendo la  avería  de  unas  en  ostar  completamente  dchechas 
por  efecto  del  agua  que  habia  penetrado  en  ellas,  y  en  las 
otras  esteriormente  en  buen  estado,  en  que  su  interior  es- 
taba completamente  húmedo  á  punto  de  estar  perdidas  las 
etiquetas  y  húmedo  el  aserrín. 

5°  Que  la  parte  del  capitán  niega  toda  responsabilidad 
respecto  á  la  parte  del  cargamento  que  fué  primeramente 
desembarcado,  fundándose  en  que  el  reconocimiento  no  fué 
pedido  en  cuanto  á  esa  parte,   dentro    del   plazo   señalado 
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por  los  arls.  1246  y  1247  del  Código^  y  cualquiera  que 
sea  la  causa  de  la  averia ;  y  respecto  del  resto  de  la  carga, 
porque  la  avería  ha  procedido  de  la  mala  condición  de  las 
frasqueras,  y  de  la  necesidad  que  tubo  el  capitán  de  abrir 
las  escotillas  para  evitar  un  incendio  que  se  temia,  y  que 
estando  asi  abiertas  no  era  de  estrañarse  que  un  golpe  de 
mar  arrojase  sobre  cubierta  alguna  cantidad  de  agua,  la  que 
entraria  en  la  bodega. 

6o  Que  ni  el  diario  de  navegación,  ni  el  capitán  y  los  tri- 
pulantes en  las  declaraciones  que  prestaron  ante  este  Juz- 
gado, y  que  corren  áf afirman  el  hecho  de  haber 

entrado  agua  á  la  bodega,  á  consecuencia  de  un  golpe  de 
mar,  estando  abiertas  las  escotillas  con  el  objeto  antes  es- 
presado, siendo  de  notar  que  era  deber  del  capitán,  según  el 
art.  1085  del  Código  en  su  inciso  4»,  asentar  en  el  diario 
los  daños  que  ocasionen  al  buque  y  carga,  y  sus  causas,  y 
que  tratándose  de  constatar  por  la  información  sumaria  las 
causas  de  la  averia,  debió  en  su  declaración  ante  este  Juz- 
gado al  ser  interrogado  sobre  el  punto  de  si  se  habia  echado 
agua  á  la  bodega,  haber  manifestado  que  habia  entrado  agua 
por  otras  causas,  á  lo  que  se  agrega  que  según  su  decla- 
ración y  la  de  los  marineros  solo  se  abrieron  las  escotUlas 
con  tiempo  buenO)  lo  que  excluye  la  presunción  de  haber 
penetrado  agua  por  infortuneos  de  mar. 

Y  considerando:  1®  que  por  el  hecho  de  haber  los  interesa- 
dos nombrado  peritos  arbitradores,  han  sometido  á  su  deci- 
sión todas  las  cuestiones  por  lo  menos  que  por  su  naturaleza 
debian  decidirse  previa  información  pericial,  porque  de  otra 
manera  no  se  comprendería  con  que  objeto  les  atribuyeron 
el  carácter  de  peritos  arbitradores  si  nada  tenian  que  re- 
solver. 

2o  Que  las  cuestiones  pendientes  revisten  precisamente 
aquel  carácter,  porque  solo  personas  peritas  podrían  deter- 
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minar  las  causas  de  la  averia,  tanto  mas  cuanto  que,  no 
constando  *del  libro  de  navegación  que  la  carga  se  mojase 
por  algún  accidente  de  mar,  no  puede  admitirse  al  capitao 
la  prueba  contra  los  asientos  Je  sus  libros  y  contra  su  pro- 
pia declaración,  y  por  consecuencia  solo  puede  admitirse 
que  la  carga  que  fué  recibida  en  buen  estado  se  mojó  por 
vicio  propio  del  buque. 

3^  Que  la  consecuencia  que  se  desprende  de  los  prece-- 
denles  considerandos  es  que  ios  interesados  deben  suje- 
tarse al  juicio  de  los  peritos  arbitradores,  no  solo  porque 
eso  se  deduce  del  carácter  con  que  las  partos  los  invistie- 
ron, sino  porque,  no  pudiendo  determinarse  la  responsabili- 
dad de  cada  uno  sino  por  un  reconocimiento  pericial  que 
constase  las  causas  de  la  averia,  aun  prescindiendo  del  ca 
rácter  de  peritos  arbitradores  que  se  les  confirió,  habria 
que  sujetarse  á  su  dictamen  en  cuanto  á  dichas  causas, 
por  el  de  las  personas  que  deben  presumirse  de  los  mas 
competentes  en  la  materia,  por  la  confianza  que  inspiraron 
á  los  interesados  en  el  juicio. 

4o  Que  las  escepciones  opuestas  por  el  capitán  de  no 
responder  por  averías,  en  la  parte  de  carga  que  primera- 
mente se  desembarcó,  no  es  admisible,  porque  la  ley  no 
admite  que  la  descarga  sea  sino  un  solo  acto,  y  porque 
según  el  informe  espedido  por  el  vista  del  ramo,  como  cons- 
ta á  f ...  ;  parte  de  las  frasqueras  no  tenian  averia  visible 
por  fuera,  y  en  tal  caso  él  reconocimiento  puede  pedirse 
hasta  tres  dias  después  que  los  efectos  pasaron  á  rnanos  del 
consignatario,  y  por  consiguiente  siendo  el  recibo  de  á  bordo 
de  fecha  25  de  Mayo,  dia  en. que  no  podian  bajar  á  tierra 
los  efectos,  y  siendo  según  el  almanaque  dia  de  fiesta  el  26 
y  29  del  mismo  mes,  el  dia  30  del  mismo  se  hallaba  en 
tiempo  para  pedir  el  reconocimiento  judicial. 

Por  estos  fundamentos   fallo  declarando  que  las  averias 
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deben  ser  soportadas  por  cada  parte  respectivamente  en  la 
proporción  fijada  por  los  peritos  arbitradores,  esto  es,  en  la 
forma  siguiente :    ' 

lo  Al  buque  las  averías  provenientes  de  las  causas  A  y  G, 
importantes  36,204  ps.  m/c. 

2""  A  la  carga  las  averias  provenientes  de  la  causa  E,  cal- 
culadas en  35,804  ps.  m/c. 

3""  A  los  Seguros  las  averias  correspondientes  á  la  causa 
D,  calculadas  en  13,315  ps.  m/c. 

4o  Las  averias  correspondientes  á  la  causa  B  ó  sea  á  la 
ginebra  salida  de  los  frascos  rotos,  divídanse  entre  buque, 
carga  y  seguros  en  la  misma  proporción  con  que  las  causas 
G,  D  y  E  han  contribuido  á  producir  la  rotura  estraordinaria 
de  los  frascos,  cuyo  contenido  produjo,  según  los  peritos 
arbitradores,las  averías  que  se  espresan  bajo  la  denominaeion 
de  la  causa  E. 

Ejecutoriada  que  sea  esta  sentencia  procederase  á  prac- 
ticar la  liquidación  correspondiente,  y  previo  su  aproba- 
ción, dése  á  los  Sres.  Sievers  y  Meyer  testimonio  para  que 
ocurran  donde  corresponde  contra  los  Seguros.  Repóngan- 
se los  sellos,  y  satisfáganse  las  costas  de  oficina  en  la  pro- 
porción que  les  corresponde  en  la  averia  general ,  y  fecho  ar- 
chívese. 

Manuel  Zavaleta. 

De  esta  sentencia  apelaron  Sievers  y  Meyer,  adhiriéndose 
ala  apelación,  tanto  el  capitán  déla  c  María  Gertrudis » , 
como  el  representante  de  los  Seguros. 

Sievers  y  Meyer  pidieron  se  revocase  la  sentencia  en  la 
parto  en  que  se  declaraba  á  cargo  de  los  consjjgnatarios  una 
parte  de  la  avería,  y  se  condenara  al  capitán  al  pago  de  los 
103326  ps.  m/c.  demandados  y  á  las  costas  del  juicio. 

Dijeron  que  el  nombramiento  de  peritos  fué  con  el  objeto 
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de  dedarar  la  parte  de  averias  que  correspondía  á  los  Se- 
guros; y  por  consiguiente  el  dictamen  de  los  mismos  res* 
pecio  al  capitán  y  cargaderos,  no  tenía  otro  valor  que  él  de 
una  prueba,  que  podia  destruirse  con  una  prueba  contraria. 

Que  además  del  mismo  dictamen  se  desprende  que  la 
causa  de  las  averías  fué  la  mojadura  que  tuvo  lugar  por  ha- 
ber el  capitán  abierto  las  escotillas ;  y  por  lo  tanto  el  daño 
proveniente  de  esta  falta  debia  ser  imputable  á  él  solo. 

Que  si  los  peritos  atribuian  á  la  causa  E  la  mitad  de  la 
avería,  esto  no  importaba  decir  qu^  fuese  por  vicio  propio 
de  la  cosa,  sino  que  la  condición  era  peligrosa  en  caso  de 
mojadura,  habiéndose  producido  á  causa  de  esta  la  averia 
de  la  carga.  . 

El  representante  de  los  Seguros  pidió  se  revocara  la  sen- 
tencia en  la  parte  que  condenaba  á  estos  en  una  suma  mayor 
de  43315  ps.  m/c. 

Bijo  que  esta  era  la  suma  que  los  peritos  habian  decía- 
rado  ser  á  cargo  de  los  Seguros,  y  que  con  esta  se  con-* 
formó  de  acuerdo  con  los  consignatarios  y  sin  observación 
en  contrario  del  capitán. 

Que  por  consiguiente  el  Juez  lo  habia  condenado  á  mayor 
suma  de  la  que  se  demandó,  siendo  este  proceder  tanto  mas 
estraño  cuanto  que  el  nombraoiiento  de  peritos  se  hizo 
para  establecer  si  habia  averías  á  cargo  de  los  Seguros,  y 
cuánto  era  su  importe. 

El  capitán  pidió  se  revocara  la  sentencia  en  la  parte  que 
define  y  liquida  la  avería,  mandándose  pasar  la  causa  á  nue- 
vos arbitros  con  arreglo  al  art.  1496  del  Código  de  Co- 
mercio. 

Dijo  que  las  diferentes  apreciaciones  del  informe  pericial 
que  las  partes  hacian  eran  hechos  que  merecían  ser  escla- 
recidos con  la  prueba. 

Que  no  habiéndose  abierto  la  causa  á  prueba  se  habia 
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cometido  una  nulidad,  agregándose  la  otra  de  no  haber  su- 
jetado á  arbitros  la  cuestión,  según  la  prescripción  del  art. 
1496. 

Que  aun  suponiendo  válida  la  sentenpia,  la  misma  era 
injusta,  porque  deducia  falsas  consecuencias  del  informe 
pericial,  interpretándolo  á  su  manera. 

Qué  en  efecto,  la  causa  A  no  era  imputable  al  capitán, 
y  la  B  no  era  á  cargo  proporcional  del  buque,  Seguros  y 
cai^a. 


Fulto  d«  1»  Su|irenui  CTorie. 


Buenos  Aires,  Febrero  7  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  conñrma  la  sentencia 
apelada  de  foja  noventa  y  tres,  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.  —  Benito  Carrasco. — Marce- 
lino. Ugarte. 
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CAUSA  TIII 


Sebastian  Goler  sobre  exención  del  servicio  de  la 

Guardia  Nacional, 


Sumario. — La  imposibilidad  ñsica  exime  absolutamente 
del  servicio  de  la  guardia  nacional,  sin  distinguir  el  servicio 
en  campaña  y  el  dentro  de  la  ciudad. 


Caso. — En  5  de  Noviembre  de  1867  el  Gobierno  de  la 
Provincia  de  Corrientes  dio  de  baja  absoluta  del  servicio  de 
la  Guardia  Nacional  al  soldado  Sebastian  Goler  por  padecer 
de  una  enfermedad  que  lo  inhabilitaba  para  el  servicio. 

En  14  de  Octubre  de  1870  Goler  pidió  al  mismo  Go- 
bierno conñrmara  su  exención  del  servicio,  tanto  por  su  im- 
posibilidad física,  como  por  ser  el  hijo  mayor  que  atendía 
la  subsistencia  de  su  señora  madre. 

El  médico  de  Policía,  á  quien  el  Gobierno  pidió  informe, 
contestó  que  Goler  estaba  padeciendo  una  hernia  inguinal 
derecha^  y ^iendo  esta  enfermedad  permanente  é  incurable,  no 
podía  aquel  prestar  el  servicio  activo  de  las  armas. 

El  P.  E.  declaró  á  Goler  exento  del  servicio  activo  fuera 
de  su  distrito. 
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Reclamó  Goler  al  Juzgado  Nacional,  y  pidió  so  le  declara- 
ra exento  de  todo  servicio,  alegando  que  la  resolución  del 
P.  E.  de  Corrientes  era  contraria  á  la  disposición  del  art. 
lo,  inc.  4o,  de  la  ley  de  5  de  Junio,  de  1865. 

El  Juez  de  Sección  pidió  informe  á  los  médicos  Dr.  D. 
José  M.  Mendia  y  Dr.  D.  Javier  Puigdemasa,  y  al  Gefede 
Plaza  de  Corrientes. 

Los  primeros  informaron  que  Goler  padecia  de  una  her- 
nia inguinal  del  lado  derecho  no  permanente,  que  le  im- 
posibilitaba para  el  ejercicio  activo  de  las  armas,  pero  no 
para  prestarlo  en  la  pasiva. 

El  segundo  informó  que  el  servicio  exigido  actualmente 
á  la  Guardia  Nacional  era  él  de  una  guarnición  simple, 
como  el  acuartelamiento  cada  tiempo  dado  por  parte  de  la 
noche,  y  las  formaciones  con  intervalo  de  muchos  dias. 

Corrida  vista  al  Procurador  fiscal,  este  se  espedió  dicien- 
do que  la  causa  alegada  por  Goler  para  pedir  su  exoneración 
del  servicio  activo  de  las  armas,  aun  en  su  propio  distrito 
era  legal  y  bastante  con  arreglo  al  art..  2o,  inc.  4o,  de  la 
ley  de  5  de  Junio  de  1865;  y  que  lo  misma  estaba  com- 
probado por  el  informe  médico  con  arreglo  al  citado  art.  2^ 

Fallo  del  Jíaez  Seccional. 


Corrientes,  Octubre  24  de  1870. 

Vista  la  solicitud  de  D.  Sebastian  Goler  pidiendo  se  le 
declare  exento  de  la  obligación  de  enrolarse  en  la  Guardia 
Nacional,  por  padecer  una  enfermedad  que  lo  inhabilita  para 
prestar  este  servicio,  con  lo  espuesto  por  el  Procurador. 
Fiscal  y  teniendo  presente  el  informo  de  los  facultativos,  y 
considerando :  1®  que  por  el  art.  2o,  inciso  4o  de  la  ley  do 
5  de  Junio  del  65  están  esceptuados  del  enrolamiento  los 
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que  tengan  imposibilidad  füica  legalmente  probada^  en  cuyos 
términos  se  comprenden  solo  aquellos  cuya  imposibilidad  es 
absoluta  para  el  servicio  de  las  armas,  y  no  los  que  )a  tienen 
para  cierta  clase,  pues  que  estos  no  están  comprendidos 
en  la  razón  de  la  ley,  sino  cuando  se  les  exije  el  servicio 
para  el  que  están  imposibilitados ;  2*  que  según  el  informe 
de  los  facultativos  y  la  esplicacion  verbal  duda  ante  este 
Juzgado,  Goler  puede  prestar  sus  servicios  como  Guardia 
Nacional,  dentro  del  distrito  de  su  residencia,  sin  peligro 
de  que  se  agrave  su  mal ;  y  por  lo  tanto  no  puede  alegarse 
que  tiena  imposibilidad  física,  desde  que,  según  aparece  en 
los  documentos  presentados  por  él  mismo,  el  Gobierno  lo 
ha  esceptuado  del  servicio  fuera  de  su  distrito. 

Por  estos  fundamentos,  no  se  hace  lugar  á  la  solicitud  de 
aquel  pidiendo  exención  de  la  obligación  de  enrolarse  en 
la  Guardia  Nacional.     llágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Carlas   Luna. 

Goler  apeló.  Concedido  el  recurso  en  relación,  la  Suprema 
Corte  corrió  vista  de  la  causa  al  Sr.  Procurador  General. 

Este  funcionario  dijo  que  la  cuestión  legal  estaba  reducida 
á  saber  si  la  enfermedad  crónica  de  Goler  era  una  razón  para 
esceptuarlo  absolutamente  del  servicio,  ó  solo  del  servicio 
fuera  de  su  departamento ;  que  por  la  ley  citada  art.  9^, 
inc.  4o  una  imposibilidad  física  exime  absolutamente  del 
servicio,  mientras  que  entre  las  razones  que  enumera  el 
art.  3o  para  la  exención  del  servicio  fuera  de  su  departa- 
mento, no  se  encuentra  la  imposibilidad  física  de  ningún 
género. 

Que  la  hernia  inguinal  imposibilita  para  el  servicio  activo, 
y  por  consiguiente  debe  ser  una  razón  que  exima  absoluta* 
menté  del  enrolamiento,  atenta  la  disposición  del  citado  art. 
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2o ;  y  que  la  ley  no  dá  lugar  á  apreciar  la  clase  de  servicio 
que  pueda  prestarse  en  campaña  ó  dentro  de  la  ciudad, 
siendo  este  á  veces  tan  duro  como  aquel. 

Que  por  consiguiente  creia  que  Goler  estaba  exento  ab- 
solutamente del  enrolamiento. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle. 


Buenos  Aires,  Febrero  7  de  1871. 

Vistos ;  de  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
veinte  y  dos,  y  se  declara  que  Don  Sebastian  Goler  se  halla 
comprendido  en  las  excepciones  que  establece  el  inciso  cua- 
tro, del  artículo  segundo,  de  la  ley  de  cinco  de  Junio  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  cinco ;  y  satisfechas  las  costas, 
devuélvanse,  reponiéndose  los  sellos. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado  .  —José  Barros  Pazos  . — Beni- 
to Carrasco. — Marcelino  Ugarte. 


MM^ 
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CJLV8A    WJL. 


El  coronel  de  Guardias  Nacionales  D.  Patricio  Rodríguez^ 
^     sobre  recurso  de  c  habeos  corpus,  > 


iSif mam.— Es  admisible  el  recurso  de  t  babeas  corpus »  ho 
resultando  justiñcada  la  causa  de  la  prisión. 


Caso. — El  coronel  de  Guardias  Nacionales  de  la  Provincia 
de  Santa-Fé,^  D.  Patricio  Rodríguez  se  presentó  en  10  de 
Enero  de  1871  ante  la  Suprema  Corto,  diciendo  que  el  21 
de  Diciembre  de  1869  habia  sido  reducido  á  prisión  en  el 
partido  del  Pergamino,  y  conducido  á  Buenos  Aires  donde 
se  le  mantenia  en  prisión,  sin  saber  la  causa  de  ella,  y  pi- 
dió que  previo  informe  del  Gobierno  Nacional  sobre  el  mo- 
tivo de  su  detención,  se  le  mandará  poner  en  libertad  en 
caso  de  no  existir  ninguno  legal. 

La  Suprema  Corte  pidió  inforioe  al  P.  E.  N. 

En  7  de  Febrero  se  remitió  el  informe  del  fiscal  perma- 
nente Sargento  Mayor  D..  Santiago  Calzadílla,  quien  dijo 
que  con  fecha  12  de  Enero  de  1871  habia  recibido  orden 
del  Comandante  General  de  Armas  para  instruir  una  suma- 
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ria  contra  e)  coronel  Rodríguez,  con  el  objeto  de  averiguar 
por  qué  permanecia  en  el  Pergamino ,  acompañado  de  otras 
personas;  que  interrogado  sobre  eso  el  coronel  RodrígueZi 
contestó  que  se  bsUaba  en  el  Pergamino  acompañado  de 
un  capitán  de  G.  N.  de  Santa-Fé  con  el  objeto  de  jugar, 
que  esta  era  su  profesión,  y  qne  allí  fué  aprendido  por  or- 
den del  Juez  de  Paz  y  remitido  á  Buenos  Aires ;  que  su 
permanencia  «n  el  Pergamino  no  se  relacionaba  absoluta» 
mente  con  los  sucesos  polfticos  que  en  esos  momentos  se 
desarrollaban  en  la  Provincia  de  Santa-Fé. 


Fallo  de  to  Suprema  Certe< 


.  BudQoi  Aires,  Febrero  *l  de  1871. 

No  resultando  justificada  la  prisión  del  coronel  de  Guflr* 
dias  Nacionales  de  Santa-Fé,  Don  Patricio  Rodríguez,  ofí- 
ciese  al  Poder  Ejecutivo  para  que  lo  mande  poner  inmedia- 
tamente en  libertad. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran**^ 
asco  Delgado.  —  José  Barros  Pa** 
zos.  —  BENrro  Carrasco.  -^  Margs*^ 
lino  Ugartb. 
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CAUSA     X. 


D.  Agustín  Ríos  f  contra  D.  Luis  Scribaní^  sobre  persofiería. 


Sumario. — Intentada  una  acción,  invocando  la  calidad  de 
heredero,  la  personería  del  actor  está  justificada,  siéndolo 
la  calidad  invocada. 


Caso. — D.  Agustín  Rios,  declarado  por  los  Tribunales  de 
Provincia  heredero  de  su  finada  esposa  D*.  Rosalia  Iseas  y 
Meló,  reclamó  de  D.  Luis  Scribani  una  casa  que  este  poseia  ^ 
y  que  pertenecia  á  aquella  por  compra  hecha  á  D.  Gervasio 
Paez. 

Conferido  traslado,  Scribani  promovió  un  artículo,  pi- 
diendo se  declarase  á  Rios  sin  acción  para  reclamar  la  casa 
citada. 

Dijo  que  la  casa  poseida  por  él  la  habia  comprado  á  D*. 
Rosalia  (seas  en  el  año  de  1863,  y  que  la  esposa  de  Rios 
de  la  cual  este  deducía  su  personalidad  en  la  demanda,  se 
llamaba  Iseas  y  Meló,  y  habia  fallecido  en  el  año  de  1860 ; 
y  que,  por  consiguiente,  no  tenia  aquel  acción  para  reivin- 
dicarla. 

T.  I.  5. 
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Contestó  Ríos  que  la  casa  fué  comprada  por  su  esposa ; 
que  esta  no  la  vendió  á  persona  alguna;  y  que  Scribani  la 
poseia  en  virtud  de  una  escritura  falsa. 

Que  él  tenia,  por  consiguiente,  personería  para  reclamarla ; 
y  que  no  podia  llamarse  artículo  una  escepcion  fundada  en 
una  oposición  á  la  misma  demanda. 


Fallo  del  JTuez  Seccloital. 


Buenos  Aires,  Enero  13  de  1871. 

Y  vistos:  considerando,  lo  Que  la  demanda  promovida 
por  D.  Agustín  Rios  contra  D.  Luis  Scribani,  el  primero  ciu- 
dadano argentino  y  el  segundo  de  nacionalidad  Italiano,  la 
hace  el  primero  como  esposo  y  heredero  de  D*.  Rosalia  Iseas 

y  Meló. 

2o  Que  dicho  carácter  de  esposo  y  heredero  de  D*.  Ro- 
salia Iseas  y  Meló  está  justificado  por  la  declaratoria  de 
heredero  hecha  por  el  Tribunal  competente,  como  consta 
del  espediente  acompañado. 

3^  Que  por  consecuencia  la  personería  del  demandante 
está  justiGcada,  sin  que  sean  bastantes  á  destruirla  los  fun- 
damentos expuestos  en  el  escrito  de  f.  23,  los  que  tienden 
mas  bien  á  destruir  que  á  diferir*  el  juicio  de  la  acción  in- 
tentada. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  al  artículo  previo 
promovido  por  D.  Luis  Scribani,  é  intímese  conteste  dere- 
chamente á  la  demanda.    Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada  la  sentencia  en  relación,  fué  confirmada  por  el 
siguiente : 
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FaOo  de   la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado^  corriente  á  foja  treinta  y  dos  vuelta,  satisfe- 
chas las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase 
el  espediente. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Frangís* 
00  Delgado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. — Marcelino  Ugarte. 


CAUSA  %M. 


D.  Jo9é  M.  Chanfreau  y  C^.  contra  la  Provincia  de  Cor- 
rientes ^  por  cobro  de  pesoe. 


Sumario. — 1^  Para  que  un  Gobernador  de  Provincia  la 
obligue  como  su  representante,  es  necesario  que  lo  haga 
conforine  á  la  constitución  y  á  las  leyes  provinciales. 
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^'^  No  siendo  así,  sus  actos  pueden  responsabilizar  solo  á 
su  persona. 

3^  Reconocida  por  un  Gobernador  la  legalidad  de  una  le* 
gislatura  por  el  hecho  de  elevar  á  ella  su  renuncia,  é  instar 
después  para  su  aceptación,  no  queda  al  arbitrio  del  mismo 
el  desconocerla  en  seguida. 

Ao  El  Gobernador  que  renuncia  su  cargo,  cesa  de  serlo 
después  de  aceptada  la  renuncia  por  el  poder  competente. 

5o  Los  contratos  que  ese  Gobernador  celebró  posterior- 
mente, no  pueden  obligar  á  los  poderes  que  aquel  se  pro- 
pone combatir,  con  el  objeto  de  volver  á  ejercer  el  mando 
renunciado. 

6®  Mucho  mas,  si  del  contrato  se  desprende,  que  la  men- 
te de  los  contratantes  fué  subordinar  á  la  realización  de  ese 
objeto,  que  no  tuvo  lugar,  el  cumplimiento  del  mismo. 


Caso. — En  13  de  Setiembre  de  1868  en  el  lugar  denomi- 
nado c  El  Paraiso  >  provincia  de  Corrientes,  D.  Evaristo 
López,  diciéndose  Gobertiador  Legal  de  la  Provincia  en  cam- 
paña, celebró  con  D.  José  María  Chanfreau  y  G*,  un  con- 
trato de  proveeduría  para  las  fuerzas  que  tenia  á  sus  órdenes 
con  el  objeto  de  hacer  la  guerra  para  recuperar  la  autoridad 
que  habia  perdido. 

Esta  situación  fué  originada  por  una  revolución  en  la 
capital  de  la  Provincia,  á  consecuencia  de  la  cual  D.  Eva- 
risto López  renunció  con  fecha  27  de  Mayo  de  1868  el 
cargo  de  Gobernador  que  ejercía. 

Su  renuncia  fué  á  instancia  del  mismo  aceptada  por  la 
Legislatura  en  25  de  Julio  del  mismo  año  ;  y  después  que, 
con  arreglo  ala  Constitución  Provincial  fué  encargado  del 
P.  E,  el  Presidente  de  aquella,  D.  Evaristo  López  declaró 
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que  su  renuncia  era  nula  por  haber  sido  forzada,  y  se  puso 
en  armas  para  recuperar  el  mando  de  la  Provincia. 

La  legislatura  y  el  encargado  del  P.  E.  rechazaron  las 
pretensiones  de  López,  y  continuó  así  el  orden  constitucio- 
nal de  la  Provincia,  del  cual  surgieron  los  Gobiernos  pos- 
teriores. 

En  virtud  del  contrato  mencionado,  Ghanfreau  suministró 

provisiones ,  á  las  fuerzas  de  López  desde  el  11  de  Setiembre 

hasta  el  30  de  Octubre  de  1868  por  valor  de  49790  ps.  5  rl. 

fuertes,  y  presentó  á  aquel  las  cuentas  respectivas  en  el 
Paraná. 

López  las  reconoció,  y  por  decreto  de  12  de  Noviembre 
de  1868  mandó  que  fueran  pagadas  por  la  Tesorería  Ge- 
neral de  la  Provincia. 

Se  presentó  Ghanfreau  al  Gobernador  de  Gorrientes  en  29 
de  Enero  1869,  y  solicitó  el  pago  de  la  suma  mencionada, 
alegando  que  las  administraciones  de  un  pafs  son  solida- 
rias por  las  obligaciones  que  cualquiera  de  ellas  haya  con- 
traído ;  que  el  honor  de  la  Provincia  estaba  interesado  en 
el  abono  de  esa  deuda ;  que  ella  era  el  resultado  de  un 
contrato  celebrado  con  uno  de  sus  Gobernadores ;  que  el 
Sr.  López  pudo  celebrar  dicho  contrato ,  porque  el  Gobierno 
Nacional  le  reconocia  como  verdadero  Gobernador  de  la 
Provincia ;  que  la  renuncia  de  su  puesto  fué  nula,  con  arre- 
glo al  art.  13  de  la  Gonstitucion  Provincial,  porque  le 
fué  arrancada  por  la  fuerza  ;  que  así  lo  declaró  el  Sr.  Ló- 
pez y  pidió  la  intervención  del  Gobierno  Nacional  para  ser 
repuesto  en  el  mando  ;  que  por  el  art.  38,  inciso  23  de  la 
Gonstitucion  pudo  aquel  empeñar  el  crédito  de  la  Provincia 
para  restablecer  el  orden  alterado  por  la  revolución ;  y  que 
no  se  pudo  dar  cuenta  del  contrato  á  la  Legislatura,  por- 
que habian  sido  destituidos  los  diputados,  y  porque  esa  falta, 
en  todo  caso  no  era  imputable  al  solicitante. 
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El  Gobernador  de  Corrientes  oyó  al  ñscal  de  Estado,  pi^- 
dio  informes  á  la  Legislatura  y  al  que  fué  su  presidente  en 
el  tiempo  de  la  renuncia  hecha  por  el  Sr.  Lopes,  para  ha- 
cer constar  la  espontaneidad  de  la  citada  renuncia,  y  dictó 
la  siguiente : 

RESOLUCIÓN. 

* 

.    CorrientéSi  Jado  4  de  1869. 

Vistos,  resulta  de  los  presentes  autos  que  D.  José  M. 
Chanfreau  y  C*,  piden  que  el  Poder  Ejecutivo  les  baga  abo- 
nar la  cantidad  de  49,790  ps.  5rls.  fuertes,  procedentes 
de  provisiones  hechas  á  las  fuerzas- que  obedecían  al  Ex- 
Gobernador  D.  Evaristo  López,  el  cual  ha  ordenado  el  pago 
de  dicha  cantidad  desde  la  ciudad  del  Paraná  el  doce  de 
Noviembre  del  año  próximo  pasado.  La  razón  social  Chan- 
freau y  C*.,  funda  su  peticii)n;  primero^  en  que  es  un  prin- 
cipio reconocido  la  solidaridad  en  las  obligaciones  de  los 
Gobiernos ;  segundo,  en  que  el  honor  y  crédito  de  la  pro- 
vincia de  Corrientes  aconsejan  al  abono  de  esta  deuda  ; 
tercero^  en  que  ella  es  consecuencia  del  contrato  que  la 
razón  social  referida  firmó  con  el  Ex-Gobemador  López  el 
trece  de  Setiembre  de  1868,  en  el  lugar  de  esta  provincia 
llamado  <  Paraíso  > ,  según  consta  del  contrato  original  que 
acompaña ;  cuarto,  en  que  el  Sr.  López  pudo  estipular  el 
contrato  porque  el  Gobierno  Nacional  lo  reconocia  como  á 
verdadero  Gobernador  de  la  Provincia,  cuya  circunstancia 
bastaba  á  los  peticionantes  para  contratar  con  él  válidamente, 
sin  que  obstara  la  renuncia  que  el  éspresado  Sr.  López  hizo 
de  su  cargo  público,  ante  la  Legislatura,  porque  no  habiendo 
sido  espontánea,  sino  al  contrario,  arrancada  á  su  debili- 
dad, es  nulo  y  sin  efecto  según  el  art.  13  de  la  Constitución 
del   Estado  que  dice :     « Cualquiera  resolución  dictada  por 
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<  las  autoridades  de  Provincia  por  coacción,  requisición  ó 

<  fuerza  armada  ó  de  pueblo  en  sedición  es  atentatoria  y 
€  serd  nula  y  sin  efecto  » ;  quinta^  en  el  que  el  Sr.  López 
lo  declaró  asi  y  pidió  la  intervención  del  Gobierno  Nació* 
nal  para  su  reposición  en  el  mando ;  wto^  en  que  por  el 
art.  38  inciso  23  de  la  Constitución,  pudo  empeñar  el  crédito 
de  la  provincia  para  restablecer  el  orden  alterado  por  la 
revolución;  $éptimo,  en  que  no  pudo  dar  cuenta  de  aquel 
contrato  á  la  Legislatura  por  haber  sido  destituidos  los  di- 
putados, y  porque,  aun  cuando  así  no  hubiera  sucedido,  la 
falta  del  Ex*Gobernador  López  de  no  haber  dado  cuenta  al 
Poder  Lejislativo  puede  ser  una  razón  para  responsabilizarlo  á 
él,  pero  no  para  desconocer  las  obligaciones  que  como  man-^ 
datario  hizo  contraer  á  la  provincia  con  un  tercero. 

Y  considerando ;  primero^  que  el  P.  E.  no  puede  mandar 
pagar  la  cantidad  que  se  reclama,  porque  se  refiere  á  una 
deuda  que  no  está  reconocida  por  la  Legislatura,  quien  debe 
aceptar  ó  reconocerla  y  autorizar  su  abono ;  segundot  que 
el  hecho  de  que  el  P.  E.  de  la  Nación,  hubiese  reconocido 
á  D.  Evaristo  López,  como  á  Gobernador  de  la  Provincia, 
puede  tener  todo  el  alcance  que  se  quiera^  pero  nunca  hasta 
llegar  á  hacer  Gobernador  al  que  no  lo  es,  ó  desnudar  de 
este  carácter  al  que  lo  tiene  porque  ni  la  ley  ni  el  espíritu 
de  las  instituciones  que  rijen  á  la  República  le  confiere  se- 
mejante facultad,  que,  por  el  contrario,  se  la  niegan,  por 
cuanto  ni  el  titulo,  ni  las  atribuciones  de  los  Gobernadores 
de  las  Provincias  están  sugetos  al  exequátur  del  P,  E,  de 
la  Nación,  pues  son  independientes  de  él  en  el  origen  y 
cesación  de  su  mandato,  desde  que,  según  el  articulo  105 
de  la  Constitución  de  la  República,  las  provincias  se  dan 
sus  propias  instituciones  locales,  se  rigen  por  ellas^  y  eligen 
sus  Gobernadores,  Legisladores,  y  demás  funcionarios  pú- 
blicos, sin  intervención,  no  solo  del  P.  E.  sino  del  Gobier- 
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no  Nacional;  tercero^  que  el  principio  contrarío  importaría 
la  supresión  de  la  soberanía  del  pueblo  de  las  provincias, 
para  elegir  con  arreglo  á  sus  leyes  á  los  depositarios  del 
Poder  y  fijar  las  condiciones,  y  los  términos  de  la  autoridad 
que  pronuncie  su  cesación,  y  con  la  supresión  de  la  sobe- 
ranía, la  supresión  de  las  instituciones  que  rigen  la  Repú- 
blica ;  cuarto^  que  por  consiguiente  el  Sr.  Ghanfreau  no  ha 
debido  atenerse  á  la  palabra  del  P.  E.  de  la  Nación  al  res- 
pecto, sino  al  pronunciamiento  ó  decisión  de  la  Legislatura 
de  la  Provincia  que  aceptó  la  renuncia  que  de  su  puesto  de 
Gobernador  hizo  el  Sr.  López,  de  cuya  renuncia  pudo  y  de- 
bió tener  conocimiento  el  recurrente,  como  vecino  de  esta 
provincia,  porque  fué  un  hecho  que  llamó  la  atención  del 
país  y  fué  publicado  por  la  prensa ;  quinto,  que  no  puede 
parapetarse  Ghanfreau  en  su  nacionalidad  francesa  para  elu- 
dir su  deber  de  atenerse  al  pr^onunciamiento  de  la  autori- 
dad competente  de  la  provincia,  porque  todo  vecino  de  ella, 
según  principio  universal  de  jurisprudencia,  debe  conocer 
sus  leyes  y  amoldarse  á  ellas,  muy  especialmente,  cuando 
su  contrato  afectaba  seriamente  los  intereses  de  la  misma ; 
sestOf  que  el  P.  E.  Nacional  no  resolvió  sobre  la  cesación 
ó  continuación  del  mandato  del  Sr.  López,  con  el  simple 
hecho  de  darle  el  titulo  de  Gobernador  que  él  se  arrogaba, 
sino  que  un  acto  de  buena  política,  en  el  calor  del  conflicto 
lo  llevó  á  darle  ese  título  sin  decidir  de  la  validez  ó  nulidad 
de  la  renuncia,  porque  ni  era  él  competente  para  ello,  ni 
habia  oido  á  la  Legislatura  que  lo  aceptó,  ni  averiguado  si 
fué  espontánea,  ó  si  arrancada  á  su  debilidad  como  se  dice: 

iéptimOf  que  no  puede  Ghanfreau  alegar  de  buena  (é,  ino- 
cencia en  la  renuncia  del  Sr.  López,  para  justificar  la  le- 
galidad de  su  contrato,  y  el  deber  en  la  provincia  de  abo- 
narle la  cantidad  que  reclama  porque  á  la  fecha  de  su 
contrato  el  hecho  de  la  violencia  no  estaba  comprobado, 
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como  no  lo  está  basta  hoy,  por  pieza  auténtica  alguna,  ni 
ha  sido  caliñcado  ni  pronunciado  por  autoridad  competente; 
octavo^  que  en  tal  caso,  y  andando  de  buena  fé,  el  proce- 
der de  GhanFreau,  sino  quería  sujetarse  á  las  consecuencias 
del  carácter  aleatorio  que  tiene  su  contrato,  no  ha  debido 
ser  otro  que  el  de  abtenerse  de  estipularlo  en  presencia  de 
los  hechos  que,  cuando  menos,  enjendraban  dudas  sobre  la 
capacidad  legal  del  Sr.  López  para  obligar  á  la  provincia, 
pues  si  el  referido  señor  López  declaró  desde  la  ciudad  del 
Paraná  que  su  renuncia  le  fué  arrancada  por  la  fuerza,  los 
aclos  de  la  Legislatura  que  aceptó  esa  renuncia,  que  con- 
sintió en  que  su  presidente  entrase  en  ejercicio  del  Poder 
Ejecutivo,  según  lo  ordena  la  constitución,  y  reconoció,  acep- 
tó y  se  puso  al  frente  de  la  situación  surgida  de  la  renuncia, 
desmentían  la  aserción  de  aquel,  y  no  tiene  Ghanfreau  mo- 
tivos para  dar  mas  crédito  al  Sr.  López  que  á  la  Legislatura, 
en  I¿f  cual  tiene  la  Provincia  su  mas  inmediata  y  numerosa 
representación ;  noveno^  que  en  el  conflicto  entre  el  Gober- 
nador que  reclamaba  su  título,  sus  poderes  y  la  posesión  de 
su  cargo,  y  la  Legislatura  que  invocaba  su  dimisión  acep- 
tada, la  cesación  de  su  mandato  y  el  ejercicio  constitucional 
del  P.  E.  por  el  presidente  del  cuerpo,  ha  debido  desper« 
tarle  la  duda,  cuando  menos,  de  que  la  cuestión  podia  tener 
una  solución  contraria  á  sus  intereses ;  y  en  tal  caso  su 
contrato  era  y  es  verdaderamente  aleatorio  y  lo  sugetaba  á 
las  consecuencias  favorables  ó  adversas  del  resultado  que 
pusiera  término  al  conflicto;  y,  que  habiendo  tenido  una 
solución  contraria  á  sus  intereses  debe  cargar  con  sus  des- 
favorables  consecuencias,  porque  la  naturaleza  del  contrato 
le  somete  á  ellas ;  décimo,  que  á  la  fecha  de  ese  contrato 
(13  de  Setiembre  de  1868)  el  ejército  del  Ex-General  D. 
Nicanor  Gáceres  y  este  mismo  obraban  en  abierta  oposición 
á  las  órdenes  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  y  eran 


V 


66        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

caliñcados  y  cometian  el  delito  de  rebelión ;  delito  de  que 
se  hizo  cómplice  D.  Evaristo  López,  manteniendo  en  su  ca-^ 
rácter  rebelde  á  Gáceres  y  á  los  ciudadanos  que  formaban 
su  ejército,  y  no  era  lícito  á  Ghanfreau  protejer  y  vigorizajp 
esa  rebelión,  proveyendo  de  alimentos  y  vestido  á  los  rebel- 
des, dándoles  medios  de  movilidad  etc.,  como  lo  ha  he- 
cho á  consecuencia  de  su  contrato  ;  once,  que  siendo  como 
es  criminal,  ó  cuando  menos  ilícita  esa  protección,  el  con- 
trato que  tenia  por  objeto  darla  y  en  virtud  del  cual  se  la  ha 
dado  en  efecto,  es  insanablemente  nulo  y  sin  ningún  valor 
con  arreglo  á  las  leyes  comunes,  porque  debe  su  origen  á 
una  causa  torpe^  en  espresion  jurídica,  y  Ghanfreau  no  pue- 
de reclamar  su  cumplimiento  ;  doce,  que  estando  facultado 
el  P.  E.  de  la  Provincia  por  el  art.  65  inciso  5o  de  la  Gons- 
titucion,  para  ejercer  las  facultades  que  á  la  Legislatura 
atribuye  el  art.  38  inciso  23  de  la  misma,  cuando  se  halle 
en  receso  ó  sea  difícil  su  pronta  reunión,  es  necesario  co- 
nocer con  injenuidad  que  el  Poder  Ejecutivo  puede  contra- 
tar la  provisión  de  un  cuerpo  de  ejército  que  levante,  á  los 
fínes  y  en  los  casos  de  que  habla  el  referido  art.  38  en  su 
inciso  23,  y  que  la  Provincia  quedó  solemnemente  obliga- 
da á  las  consecuencias  del  contrato  de  proveeduría ;  sin 
embargo  es  necesario  estudiar  la  verdadera  intelijencia  de 
ese  inciso  que  dice  así:  <  Corresponde  á  la  Legislatura, 
c  decretar  en  los  casos  de  invasión,  motin  ó  sedición  todas 
c  las  medidas  convenientes  á  la  defensa  del  territorio  y  al 
c  restablecimiento  del  orden,  dando  cuenta  inmediatamen* 
c  te  á  la  autoridad  Nacional  >,  para  saber  si  es  aplicable 
al  caso  presente;  treces  que  la  constitución  se  refíere  á 
dos  casos  distintos:  1®  á  invasión  que  se  traiga  á  la  Pro- 
vincia, desde  un  territorio  estraño  al  de  ella,  y  segundo 
á  motin  ó  sedición  que  estallen  en  su  propio  territorio  y  al- 
teren el  orden;  catorcei  que  el  motin  ó  sedición  á  que  se 
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refiere  es  al  que  se  hace  por  parte  del  pueblo  contra  el  6o« 
bierno  de  la  Provincia  ^  ó  contra  alguno  de  los  tres  poderes 
públicos  que  lo  constituyen ;  es  decir,  á  la  acción  violenta 
de  una  parle  del  pueblo  contra  todas  ó  alguna  de  las  autori* 
dades  constituidas^  porque  es  á  esto  á  )o  que  se  llama  motín 
ó  sedición ;  y  para  estos  casos  es  que  la  constitución  con- 
fiere al  P.  E.  las  facultades  recordadas  ;  pero  no  se  refiere 
al  conflicto  que  puede  surgir  entre  los  poderes  públicos  t  por- 
que en  tal  conflicto  á  ninguno  de  ellos  es  lícito  ni  permitido 
llevar  las  fuerzas  contra  el  otro ;  de  manera  que  ni  la  Legisr 
latura  puede  llevarlo  contra  el  P.  E.  ni  el  P.  E.  contra  la 
Legislatura,  y  por  consiguiente  no  es  aplicable  al  caso  de 
confiicto  entre  los  poderes  públicos  el  inciso  recordado  de 
la  Constitución ;  quince^  que  la  situación  de  la  provincia  á 
la  fecha  del  contrato  de  Ghanfreau,  aun  admitiendo  por  via 
de  discucion  que  D.  Evaristo  López  era  entonces  Gobernador 
del  Estado,  no  era  la  de  un  motin  ó  sedición,  sino  de  un 
verdadero  conflicto  entre  poderes  públicos,  puesto  que  la 
Legislatura  aceptó  la  renuncia  del  Sr.  López,  fuera  espon- 
tánea ó  forzada,  abrazó  y  se  puso  al  frente  de  la  situación 
surgida  de  ese  hecho  y  armó  una  parte  de  la  milicia  del 
pueblo  para  batir  al  rebelde  General  Gáceres,  que  venia  con- 
tra ella ;  y  D.  Evaristo  López  no  tenia  facultad  constitucio- 
nal, como  Gobernador,  para  ponerse  al  frente  de  ese  ejér- 
cito rebelde  y  venir  en  contra  de  la  Legislatura,  en  la  que, 
como  se  ha  dicho  antes,  tiene  el  pueblo  de  la  provincia  su 
mas  inmediata  y  numerosa  representación  ;  diez  y  seis^  que 
de  los  precedentes  considerandos  se  deduce,  que  si  el  Sr. 
López  no  tenia  como  Gobernador,  facultad  para  ejercitar  la 
fuerza  contra  la  Cámara  de  Diputados,  es  evidente  que  tam-> 
poco  la  tenia  para  obligar  á  la  provincia  por  contratos  refe- 
rentes á  proveer  dicha  fuerza ;  diez  y  siete,  que  de  todo  lo 
espuesto,  resulta :  primero^  que  en  el  caso   mas  favorable 
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de  esta  causa  para  Gbanfreau  y  G^.,  su  contrato  sería  esen* 
cialmente  alealoriOf  y  les  hace  soportar  las  consecuencias 
desfavorables  de  los  hechos  que  pusieron  término  á  la  si* 
tuacion  violenta  porque  pasaba  la  provincia ;  y  segundo,  que 
el  Ex-Gobernador  López  no  tenia  facultad  para  estipularlo, 
porque  el  conflicto  de  poderes,  que  á  la  zazon  era  el  casot 
no  es  aplicable  el  inciso  23  del  art  38  de  la  Gonstitucion 
de  la  Provincia ;  por  estos  fundamentos  que  solo  son  refe- 
rentes^ al  derecho,  sin  abrirse  juicio  sobre  la  naturaleza  y 
exactitud  de  los  comprobantes  del  reclamo,  se  declara  no 
haber  lugar  á  él  y  repónganse  los  sellos. — Guastavino. — 
Juan  José  Camelino. — Ante  mi: — Benito  Sánchez. — Escri- 
bano Público,   interino  de  Gobierno. 

Gbanfreau  y  G&.  protestaron  contra  la  resolución  ante- 
rior,  y  se  presentaron  en  18  de  Octubre  de  1870  ante  la 
Suprema  Gorte,  demandando  á  la  provincia  de  Gorrientes 
por  la  suma  de  49790  ps.  5  rls.  fuertes,  con  sus  intereses 
y  costas. 

Dijeron  que  el  primer  acto  de  los  revolucionarios  de  Gor- 
rientes fué  apoderarse  de  la  persona  del  Gobernador  López, 
permaneciendo  este  en  la  mas  estricta  prisión  por  largo 
tiempo,  hasta  que  Armó  la  renuncia  que  le  presentaban 
como  único  medio  de  salvación. 

Que  por  consiguiente  esta  renuncia  fué  coacta,  y,  en  efec- 
to, apenas  López  se  vio  libre  de  la  acción  de  la  violencia, 
levantó  un  ejército  para  sofocar  la  rebelión,  y  reclamó  desde 
el  Paraná  la  intervención  del  Gobierno  Nacional  para  ser 
repuesto  en  el  mando. 

Que  si  los  hechos  consumados  quedaron  consagrados  en 
el  orden  politice  con  menosprecio  de  la  Gonstitucion,  los 
derechos  particulares  que  protejen  las  leyes  civiles  no  po- 
dían correr  la  misma  suerte. 
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Que  López  era  Gobernador  Legal  de  Corrientes  y  pudo 
contratar  válidamente  á  8u  nombre,  aun  después  de  la  renun- 
cia que  se  le  impuso  por  la  violencia  de  sus  enemigos  políti- 
cos, lo  porque  esta  renuncia  no  era  espontánea ;  2o  porque  la 
legislatura  constitucional  habia  sido  también  derrocada, 
siendo  sus  miembros  reemplazados  por  los  revolucionarios ; 
y  3o  porque  la  nulidad  de  esa  renuncia  estaba  declarada  es- 
presamente  en  el  art.  13  de  la  Constitución  de  Corrientes. 

Que  si  la  renuncia  del  Gobernador  Armada  en  la  cárcel 
pública  era  un  acto  nulo,  él  seguia  conservando  su  carácter 
de  autoridad  legal,  y  estaba  facultado  para  contratar  á  nom- 
bre de  la  Provincia. 

Que  el  inciso  23  del  art.  38  de  la  Constitución  Provincial 
facultaba  al  P.  E.  para  decretar  en  los  casos  de  invasión, 
motín  ó  sedición  todas  las  medidas  convenientes  á  la  defensa 
del  territorio,  y  al  restablecimiento  del  orden,  dándose  cuen- 
ta á  la  Autoridad  Nacional ;  y  que  esta  misma  facultad  le 
estaba  concedida  por  el  inc.  5,  art.  65  cuando  la  Legisla- 
tura se  baila  en  receso,  dando  cuenta  á  esta  y  á  la  au- 
toridad  Nacional. 

Que  por  consiguiente  el  Gobernador  López  tenia  hasta  el 
deber  de  tomar  las  medidas  convenientes  al  restablecimiento 
del  orden,  siendo  la  mas  esencial  de  ellas  levantar  un  ejér- 
cito para  someter  á  los  rebeldes,  y  atender  á  las  necesi- 
dades del  mismo. 

Conferido  traslado  al  apoderado  de  la  Provincia  de  Cor- 
rientes contestó  que  cuando  se  celebró  el  contrato  de  pro- 
veedurías, el  Sr.  López  no  era  ya  Gobernador  Constitucional 
de  la  Provincia,  porque,  espontáneamente  ó  no,  habia  re- 
nunciada, y  el  mando  de  la  Provincia  estaba  á  cargo  del 
Presidente  de  la  Legislatura. 

Que  era  cierto  que  una  revolución  popular  puso  al  Sr. 
López  en  el  caso  de  renunciar,  pero  que  las  revoluciones 
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se  legalizan  por  el  asentimiento  de  los  pueblos,  y  el  orden 
que  de  ellas  surje,  cuando  se  consolidan,  es  legal. 

Que  así  sucedió  con  la  revolución  hecha  al  Sr.  López, 
quien  persistió  en  su  renuncia,  después  de  hecha,  como  lo 
manifiesto  al  Presidente  de  la  Legislatura  que  lo  consultó 
particularmente  sobre  ella,  valido  de  amistad  y  parentezco 
que  le  ligaba  con  aquel. 

Que  por  consiguiente  el  Sr.  López  cesó  de  ser  Goberna-^ 
dor  de  Corrientes,  y  no  pudo  obligar  á  la  Provincia  asu- 
miendo tal  carácter. 

Que  además  la  nulidad  de  su  renuncia  no  podía  ser. de- 
clarada por  un  particular,  como  era  el  actor,  sino  por  la 
Legislatura  de  la  Provincia,  que,  lejos  de  eso,  reconoció 
implícitamente  su  validez,  aceptándolo  y  nombrando  nuevo 
Gobernador. 

Que  era  verdad  que  el  Sr.  López  solicitó  mas  tarde  la 
intervención  del  Gobierno  Nacional  á  fin  de  ser  restablecido 
en  el  poder;  pero  que  esa  intervención  no  fué  acordada, 
López  no  fué  restablecido,  y  la  acción  del  Gobierno  Nació* 
nal  dio  por  resultado  el  desistimiento  de  sus  pretenciones. 

Que  si  las  opiniones  del  demandante  fueran  exactas,  re^ 
sultaria  que  después  de  la  renuncia  del  Sr.  López,  no  ha 
existido  en  Corrientes  Gobierno  alguno  legal,  pues  todos 
-ellos  han  tenido  por  base  la  mencionada  renuncia. 

Que  el  rol  de  López  en  el  contrató  hecho  con  Ghanfreau 
fué  el  de  gefe  de  un  partido  que  toma  las  armas  para  soste- 
ner las  pretenciones  que  se  atribuye ;  quedando  los  que  con- 
tratan con  él  subordinados  al  éxito  de  los  aoontecimientos. 

Fallo  de  la  Saprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1871. 

Vistos:  resultando;  Primero^  que  los  demandantes  Don 
José   María  Ghanfreau  y  compañía,  contrataron  con  Don 
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Evaristo  López,  en  el  carácter  de  Gobernador  Legal  de  la 
Provincia  de  Corrientes  la  provisión  de  alimentos  y  otros 
objetos  para  las  fuerzas  que  este  tenia  á  sus  órdenes,  con  el 
objeto  de  hacer  la  guerra  para  recuperar  la  autoridad  que 
habia  perdido;  Segundo^  que  esta  situación  fué  originada 
por  una  revolución  en  la  capital  de  la  Provincia  á  conse- 
cuencia de  la  cual  renunció  con  fecha  veinte  y  siete  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  Don  Evaristo  López,  el 
cargo  de  Gobernador  que  ejercia,  dirigiendo  su  renuncia  á  la 
Legislatura,  la  que  á  instancia  del  interesado,  con  fecha 
veinte  y  cinco  de  Julio  del  mismo  año,  foja  setenta  y  una, 
tomó  en  consideración  y  aceptó,  encargando  el  Gobierno  al 
Presidente  de  la  Legislatura,  de  acuerdo  con  lo  proscripto 
por  la  Constitución  Provincial;  Tercero,  que  después  de 
estos  sucesos  Don  Evaristo  López  declaró  que  su  renuncia 
era  nula  por  haber  sido  arrancada  por  violencia  y  se  puso 
en  armas  para  recuperar  el  Gobierno ;  CuartOj  que  la  Le«- 
gislatura  y  su  Presidente  'en  ejercicio  del  Poder  Gjocutivo, 
rechazaron  esa  pretensión,  quedando  defínitivamente  es- 
tablecida la  Legislatura  como  la  legitima  representación 
Provincial,  y  continuado  desde  entonces  el  orden  Gonstitu- 
nal  del  cual  han  surgido  los  Gobiernos  subsiguientes  hasta 
la  actualidad: — Y  considerando:  Primero^  que  para  que 
un  Gobernador  de  Provincia  la  obligue  como  su  represen- 
tante, es  necesario  que  lo  haga  conforme  á  las  leyes  y  pro- 
cediendo en  todo  constitucionalmente ;  porque  no  siendo 
asi  carece  de  los  competentes  poderes  y  sus  actos  solo  pue- 
den responsabilizar  á  su  persona :  Segundo^  que  desde  que 
Don  Evaristo  López  reconoció  la  legalidad  de  la  Legislatura 
para  elevar  su  renuncia,  y  para  instar  cincuenta  y  nueve 
dias  después  por  su  aceptación,  no  queda  á  su  arbitrio  el 
desconocerla  posteriormente  y  atribuirse  la  facultad  de 
contratar  á  nombre  de  la  Provincia :  Tercero,  que  una  vez 
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renunciado  el  cargo,  cualesquiera  que  hayan  sido  los  mo- 
tivos que  lo  impulsaron  á  ello,  y  aceptada  la  renuncia  dejó  de 
ser  Gobernador  de  la  Provincia  y  entró  á  ejercer  este  destino 
la  persona  á  quien  correspondía  por  la  Constitución:  Cuarto, 
que  esta  situación  fué  aceptada  y  reconocida  por  la  Provin- 
cia que  se  pacificó  y  sobre  ella  se  fundó  el  orden  Cons- 
titucional que  actualmente  existe :  Quinto^  que  en  tal  caso 
si  Ghanfreau  y  compañía,  contrató  con  Don  Evaristo  López, 
con  el  objeto  de  ayudarlo  á  la  reposición  que  este  pretendía 
como  Gobernador  Legal,  no  puede  demandar  el  pago  de  los 
auxilios  que  en  virtud  de  ese  contrato  prestó,  á  los  mismos 
que  ese  Gobernador  Legal  combatía  como  rebeldes  ó  sedi- 
ciosos, pues  que  él  debió  sujetarse  á  las  consecuencias  de 
la  lucha  que  entonces  se  sostenía  ;  Sexto^  que  la  situación 
no  podía  ser  desconocida  á  Ghanfreau  y  compañía,  pues 
que  en  el  mí^mo  contrato  testimoniado  de  foja  seis  vuelta  á 
diez  se  califica  á  Don  Evaristo  López  de  Gobernador  Legal 
existiendo  en  la  capital  la  Legislatura  por  ante  quien  había 
renunciado^  y  su  Presideate  ejerciendo  el  Poder  Ejecutivo 
que  resistían  con  las  armas  las  pretensiones  del  Ex-Gober- 
nador  López,  y  en  consecuencia  convinieron  que  se  haría  el 
abono  de  los  efectos  que  entregase  el  proveedor,  cuando  se 
estüblesca  el  orden  público  y  se  encuentre  libre  el  ejercicio  de 
las  autoridades  legítimas  [aTliculo  siete  del  contrato,  foja  nueve), 
circunstancia  que  no  ha  tenido  lugar  en  el  concepto  de  los 
contratantes.  Por  estos  fundamentos  se  absuelve  á  la  Pro- 
vincia de  Corrientes  de  la  presente  demanda,  y  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos  por  los  demandantes,  ar- 
chívese* 

Salvador  María  del  Carril.— Pran- 
císco  Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— Benito  Carrasco. — Marceli- 
no Ugarte, 
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VOTO 

Del  Presidente  Dr.  D.  Salvador  Marta  del  Carril^  y  vocal 

Dr.  D,  Marcelino  Ugarte. 

El  Vocal  Dr.  Ugarte,  haciendo  uso  de  la  facultad  que  le 
acuerda  el  art    21   del  reglamento  interno  de  la  Suprema 
Corte,  para  pedir  que  se  consigne  su  voto,  espuso  que :  —  no 
siendo  prorogable  la  jurisdicción  nacional  sobre  personas  y 
cosas  que  le  sean  estrañas,    aunque  las  partes   litigantes 
convengan  en  la  prorogacion,  conforme  al  art.    1^  de  la  ley 
de  procedimientos,  debiendo  por  consiguiente  la  incompe- 
tencia declararse  de  oficio  y  en  cualquier  estado  déla  causa, — 
resultando  de  los  antecedentes  constitucionales  de  los  Es- 
tados Unidos,  que  la  cláusula  que  da  jurisdicción  á  la  Corte 
en  las  causas  en  que  sea  parte  un  Estado,  tiene  por  único 
intento    c  habilitar  á  los  Estados  para  perseguir  deudas  ú 
c  otros  reclamos  contra  individuos  residentes  en  otro»  Es- 
c  tados,  ó  contra  individuos  de  otros  Estados  >,  y  resul- 
tando de  nuestros  antecedentes  propios,  que  al  copiar    en 
la  Constitución  Argentina  la  parte  relativa  al  Poder  Judicial 
de  la  Union,  se  ha  querido  adoptar  completa  y  en  esa  par- 
te especialmente,  la  jurisprudencia  de  los  Estados-Unidos, 
según  la  que,  un  Estado  no  puede  ser  demandado  por  sim- 
ples   particulares,    como  lo  ha  demostrado  estensamente, 
citando  las  palabras  de  Hamilton  en  el  Federalista,   las  de 
George  Masson,  Madisson  y  Marshall  en  la  Convención  de 
Virginia,  las  de  Campbell  en  el  caso  Florida  versus  Georgia, 
visto  en  aquella  Suprema  Corte  en  1854,  las  opiniones  y 
documentos  registrados  en  el  Diario  de  Sesiones  de  la  Con- 
vención Provincial  reunida  en  Buenos  Aires  en  1859,  en  el 
Redactor  de  la  Comisión,  y  en  el  Diario  de  Sesiones  de  la 
Convención  Nacional   reunida  en  Santa-Fé  en  1860  —  hacia 
constar  que  su  voto  era   c  que  la  Suprema  Corte  debia  de- 
T.  I.  6. 


74  FALLOS  DE    LA   SUPRBlfA  CORTE 

c  bia  declararse  sin  jurisdicción  para  decidir  en  esta  causa, 
c  prescindiendo,  por  tanto  de  juzgar  en  cuanto  á  lo  prin- 
cipal. » 

El  Presidente  Dr.  D.  Salvador  M.  del  Carril  concuerda 
con  esta  opinión,  y  hace  constar  su  voto. 

Ante  mi 
iV.  RojOf  —  Secretario. 


CAUSA  XII 


D.  Ramón  Anzoategui  contra  el  Ge  fe  de  la  Oficina  de  Hacienda 
de  la  Provincia  de  Salta  sobre  incontíitucionalidad 

de  impueetos.  * 


Sumario, — lo  Un  impuesto  provincial  que  grava  das  ca- 
sas donde  se  consignan  y  espenden  licores  por  mayor  9 ,  sin 
distinción  en  cuanto  al  lugar  de  su  fabricación,  grava  el 
consumo  local,  y  no  la  introducción,  el  tránsito  y  la  cir- 
culación de  los  mismos. 
• 

2o  En  esos  términos,  dicho  impuesto  no  es  contrario  á 
los  art.  10  y  11  de  la  Constitución. 
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Caso. — En  la  Provincia  de  Salta  se  dictó  en  28  de  Di- 
ciembre  de  i 866  una  ley  de  impuestos,  en  cuyo  art.  2,  se 
dispone  c  las  casas  donde  se  consignen  ó  espendan  por  ma- 
yor y  de  primera  mano,  licores,  pagarán  4  rls.  por  barril 
de  vino  y  un  peso  por  el  de  aguardiente.  » 

Con  arreglo  á  dicha  disposición,  D.  Ramón  Anzoategui 
pagó  en  el  año  de  1868  y  1869  la  suma  de  510  ^  por  255 
cargas  de  aguardiente  elaborado  en  su  hacienda  ubicada 
en  Jujuy,  é  introducido  en  la  Provincia  de  Salta. 

En  22  de  Abril  de  1870  se  presentó  ante  el  Juez  Sécelo* 
nal  de  esta  Provincia  y  demandó  á  D.  Zacarías  Tedín  gefe 
de  la  oficina  Provincial  de  hacienda,  por  la  devolución  de  la 
suma  citada,  esponiendo  que  la  ley  Provincial  de  1866  era 
contraria  al  art.  10  de  la  Constitución,  que  declara  libre  de 
derechos  la  circulación  de  los  efectos  de  producción  na- 
cional, desde  que  imponia  derechos  á  los  productos  na- 
turales ó  fabriles  de  la  Provincia  de  Jujuy  que  se  introducían 
á  la  de  Salta  para  su  venta. 

Corrido  traslado,  el  Sr.  Tedin  reconoció  la  verdad  de  los 
hechos,  observando  solo  que  Auzoategui  habia  pagado 
espontáneamente  el  derecho,  menos  en  las  cantidades  de 
76  ^,  y  i^S  que  fué  condenado  á  pagar ;  y  en  cuanto  al 
derecho  contestó  que  la  ley  Provincial  no  era  contraria  á 
la  Constitución,  porque  no  gravaba  la  circulación  de  los 
efectos  de  producción  nacional,  sino  el  consumo  de  ellas,' 
como  lo  prueba  el  hecho  de  que  los  aguardientes  de  Jujuy 
que  transitan  por  Salta  á  las  otras  provincias  no  pagaban 
derecho  alguno. 

Practicadas  algunas  diligencias  probatorias  de  los  hechos 
se  dictó  el  siguiente : 
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Fallo  del  Jíuob  Seccional. 

Salta,  Junio  14  de  1870. 

Vistos:  Don  Kamon  Aazoategui  ha  demandado  al  Tesorero 
Provincial,  Don  Zacarías  Tedin,  por  la  cantidad  de  510  pesos 
bolivianos^  con  sus  intereses  y  los  daños  y  perjuicios,  diciendo 
haber  pagado  esta  suma  á  los  rematadores  del  impuesto  pro- 
vincial sobre  licores,  por  255  cargas  de  aguardiente,  que 
elavorado  por  él,  en  la  Provincia  de  Jujui,  introdujo  á  esta  en 
los  años  de  1868  y  1869,  siendo  obligado  al  pago  por  dicho 
Tesorero ;  y  fundando  su  reclamo  en  que,  según  sostiene,  la 
ley  provincial  que  establece  ese  impuesto  es  inconstitucio* 
nal,  como  pide  se  declare  por  ser  contraria  al  articulo  décimo 
de  la  Constitución  Nacional,  que  prohibe  gravar  con  derechos 
la  circulación  de  los  objetos  de  producción  y  fabricación 
Nacional. 

Contestando  á  la  demanda,  ha  espuesto  el  Tesorero,  que 
es  cierto,  que,  demandado  Anzoategui  ante  él,  por  los  rema- 
tadores Don  Ruñno  Villalba  y  Don  Manuel  Fernandez  ordenó, 
como  Tesorero  Municipal  y  en  tal  carácter  como  Juez  de  re- 
mates, que  Anzoategui  pagase  al  primero  de  ésos  demandan- 
tes, por  38  cargas  de  aguardiente  introducido  por  él  de  la 
Provincia  de  Jujui,  la  cantidad  de  76  pesos,  y  al  segundo  la  de 
14f  pesos  por  el  mismo  origen  y  causa,  que  es  cierto  también 
que  en  consecuencias  Anzoategui  pagó  esas  dos  cantidades, 
pero  que  no  es  cierto  que  haya  abonado  mas  por  orden  del 
esponente,  pues  que  ha  pagado  espontáneamente  cuanto  es- 
cede de  esas  dos  cantidades  :  que  como  la  ley  Provincial  de 
28  de  Diciembre  de  1866,  que  impone  el  derecho  cobrado  á 
Anzoategui,  y  pagado  por  el  mismo,  no  gravó  la  circulación 
ó  transito  hacia  todas  las  Provincias,  de  los  efectos  de  produc- 
ción y  fabricación  Nacional,  sino  á  su  consumo  en  esta,  en 
nada  contraviene  el  articulo  décimo  de  la  Constitución  Nació- 

m 

bal,  siendo  por  consiguiente  un  error  la  inconstitucionalidad 
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sostenida  por  Anzoategui  y  pidiendo  se  desestime  la  deman- 
da en  ella  fundada,  con  costas. 

De  lo  espuesto  por  el  Tesorero  sobre  la  naturaleza  del 
impuesto  en  cuestión  se  infiere;  que  por  no  haberse  he- 
cho por  el  mismo  una  formal  negativa  al  respecto,  queda 
legálmente  establecido  (artículo  ochenta  y  seis  de  la  Ley 
de  Procedímientos7:  que  el  demandado  reconoce  que  los 
aguardientes,  sobre  que  ha  recaido  el  impuesto  cobrado  y 
pagado,  han  sido  elaborados  en  la  Provincia  de  Jujui.  —  Háse 
producido  por  las  partes  vanas  pruebas  de  las  que  se  men- 
cionará en  su  lugar,  las  que  sea  necesario ;  y  por  disposición 
del  Jozgado  se  ha  exhibido  por  el  Tesorero,  agregándose  en 
forma  una  copia  de  su  titulo  de  Juez  de  remates,  que  consiste 
en  un  acuerdo  déla  Municipalidad  de  esta  ciudad,  estable- 
ciéndolo así,  y  en  un  decreto  del  P.  E.  de  la  Provincia  apro- 
bando ese  acuerdo.  — El  articulo  de  la  citada  Ley  Provincial, 
que  tiene  relación  con  la  presente  cuestión,  es  el  siguiente: 
c  Artículo  segundo  :  Las  casas-  donde  se  consigne  ó  espen- 
dan por  mayor  y  de  primera  mano  licores,  pagarán  4  leales 
por  barril  de  vino  y  un  peso  por  el  da  aguardiente.»  Y  conside- 
rando los  siguientes  puntos  :  como,  tanto  de  la  interpreta- 
ción encontrada  de  las  partes,  como  de  inconvenientes  para 
la  fundación  que,  por  ser  sobre  jurisdicción  debe  apreciar 
de  oficio  el  Juzgado,  surgen  espontáneamente  diversas  cues- 
tiones, resueltas  ya,  casi  en  su  totalidad,  por  la  jurispruden- 
cia de  Estados  Unidos,  y,  como  según  lo  declarado  por  la 
Suprema  Corte  Argentina,  en  el  caso  de  Gómez  contra  la 
Nación  c  es  á  los  principios  consignados  en  la  Constitución 
€  de  los  Estados  Unidos  y  á  la  Jurisprudencia  de  esa  Nación, 
c  que  debe  recurrirse  para  conocer  el  alcance  de  la  jurisdíe- 
c  cion  Nacional,  sin  precedente  legítimo  entre  nosotros,.»  la 
presente  resolución  vá  á  basarse  casi  en  su  totalidad  en  dicha 
jurisprudencia.  — Tratando  ante  todo  de  lus  cuestiones  sobre 


78        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

jurisdicción  que  ofrece  el  caso  por  si  mismo,  la  primera  vez. 
¿  Puede  ser  demandado  un  Tesorero  Provincial  por  sus  actos 
ministeriales  ú  oñciales  ?  La  razón  de  dudar  proviene  de 
que  la  Suprema  Corte  Argentina  después  de  establecer  en  el 
caso  del  Juez  de  Comercio  de  Buenos  Aires  y  el  del  Rosario 
de  Santa  Fé,  que  c  las  autoridades  Provinciales  en  el  desem-> 
c  peño  de  sus  funciones,  son  independientes  de  los  poderes 
c  nacionales, »  hizo  en  el  de  Blanco  y  Nazar,  estas  esplícitas 
declaraciones :  c  Las  autoridades  Provinciales  que  violan  de- 
c  rechos  garantidos  por  la  Constitución,  no  pueden  ser 
c  demandadas  (ni  civil  ni  criminalmente,  por  lo  absoluto  de 
c  la  cláusula  y  por  el  contesto)  ante  los  Tribunales  Naciona- 
c  les.  >  t  Pueden  serlo  los  agentes  ó  ejecutores,  en  sus  man- 
c  datos  inconstitucionales.  »  De  donde  parece  deducirse  que 
si  el  Tesorero  es  una  de  esas  c  autoridades  Provinciales,  » 
de  que  habla  esta  declaratoria,  no  ha  podido  ser  demandado 
en  este  juicio,  y  queelJuzgado  de  oficio  debe  declararse  in- 
competente. Pero  esta  deducción  no  puede  ser  legítima, 
como  contraria  á  dos  reglas  de  interpretación  que  deben 
guiar  la  presente  resolución,  según  la  primera  transcripción 
de  la  Suprema  Corte  Argentina,  siendo  la  primera  de  esas  re- 
glas el  principio  Norte-Americano,  de  que  c  el  gobierno  de 
c  los  Estados  Unidos  es  un  Gobierno  de  la  Ley,  y  no  de  las 
c  personas,  »  no  eximiéndose  de  responsabilidades  esas  per- 
sonas (los  funcionarios  públicos);  sino  en  cuanto  sus  actos 
resultan  autorizados  por  la  Ley;  y  no  pudiendo  arribarse  á 
ese  resultado  en  caso  de  contradicbion,  sin  un  juicio  con  el 
funcionario  público :  y  siendo  la  segunda  regla  á  que  es  con- 
traria esa  deducción,  la  jurisprudencia  de  esos  Estados,  como 
vá  á  demostrarse,  citándose  algunos  casos  de  los  allí  ocur- 
ridos, el  de  Olney  y  Arnold,  en  que  el  primero.  Colector  Nacio- 
nal en  Rhodelsland^fué  demandado  por  el  segundo,  por  perjui- 
cios, por  haber  negado  permiso  para  el  desembarco  de  una 
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carga,  habiendo  sido  absuelto  en  primera  y  tercera  instancia 
hallándose  arreglada  su  conducta  y  condenado  en  la  segunda 
creyéndose  lo  contrario,  sin  que  su  carácter  de  Colector  hu- 
biese valido  como  un  obstáculo  para  el  juicio  (Gurtis,  Reports 
of  Decisions,  tomo  lo  pag.  235):  el  de  Mal bury  contra  Ma- 
difion,  en  que  el  segundo,  Secretario  de  Estado,  fué  deman- 
dado para  que  entregara  al  primero  su  titulo  de  Juez  de  Paz, 
espedido  en  toda  regla  por  el  Presidente  de  la  República,  y 
ai  es  cierto  que  en  ese  caso  se  trataba  de  un  mandamus  para 
el  cumplimiento  de  un  deber  ministerial, *mandamti«  que  no  ha 
sido  adoptado  por  la  Legislatura  Argentina,   también  lo  es 
que  la  Corte  emplazó  al  Ministro,  no  en  virtud  de  esa  espe- 
cialidad del  caso,  sino  como  á  cualquier  otro  demandado,  pues 
tan  luego  como  pasó  á  ocuparse  de  la  especialidad  ó  sea,  de 
la  ley  que  establecía  el  mandamus^  la  declaró  inconstitucio* 
nal,  fundándose,  no  en  que  el  Ministro  no  podía  ser  deman- 
dado, sino  en  que  esa  ley  le  daba  jurisdicción  originaria  en 
un  caso  en  que,  según  la  Constitución  no  podía  corresponder- 
le  sino  la  de  apelación  (ídem,  ídem,  ídem,  página 368,)  el 
de  Wise  contra  Withers,  en  que  el  primero  había  renuncia- 
do cumplir  ciertos  deberes  para  con  la  milicia,  de  los  que  se 
creia  exento  por  una  le.y  del  Congreso,  como  Juez  de  Paz  que 
era,  y  habiendo  sido  ejecutado,  con  tal  motivo  por  el  segun- 
do^ que  era  el  Colector  de  multas  de  la  milicia,  demandó  á  este 
por  perjuicios ;   obteniendo  que  la  Suprema  Corte  declarara 
que,  tanto  el   Colector  como  la  misma  Corte  Marcial,  que 
había  impuesto  la  multa,  se  habían  constituido  en  trasgre- 
sores  (ídem,  ídem,  idem,  pág.  597) :  por  fin,  para  no  citar 
mas,  concluyendo  al  respecto  con  un  caso  igual,  en  cuanto  á 
la  persona  demandada  al  deque  se  trata,  el  del  Banco  de  los 
Estados  Unidos  contra  los  siguientes  empleados  del  Estado 
de  Ohio,  el  Ejecutor  Harper,  el  Auditor  Osborn,  el  ex-Teso- 
rero  Gurry  y  el  Tesorero  SüUivan ;  caso  en  que  se  decidió 
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que  los  dos  primeros  demandados  devolvieran  al  Banco  ía 
suma  de  2,000  pesos,  y  el  último,  el  Tesorero  la  de  98,000, 
calificándose  de  inconstitucional  la  multa  de  cien  mil  pesos 
estraida  de  las  arcas  del  Banco  en  virtud  de  una  Ley  de  dicho 
Estado.  (Ídem,   idem,  idem,  tomo  6o  pág.  251.)  Fuera  de 
estos  ejemplos  en  el  caso  de  Ghisholm  contra  el  Estado  de 
Georgia,  antes  de  la  reforma  undécima  de  la  Constitución  de 
Estados  Unidos,  es  decir,  cuando  esa  Constitución  estaba  al 
respecto  de  demandas  contra  el  Estado,  tal  cual  es  hoy  la 
Argentina  ;  en  ese  caso,  se  decia,  el  Juez  Wilson,  cuya  opi- 
nión fué  una  de  las  que  prevalecieron  en  la  decisión,  declaró 
que,  en   su   concepto,  bajo   la  Constitución  Americana,  no 
había  persona  ó  conjunto  de  personas,  sometidas  al  Gobierno 
de  la  Union,   que  no  pudieran  ser  demandados  en  nombre 
de  ella.  Sus  palabras  son  las  siguientes :  c  Como  quiera  que 
c  se  considere,  bajo  combinados  y  comprensivos  puntos  de 
c  vista,  del  contesto  general  de  la  Constitución  siempre  resal- 
€  tara  que  el  pueblo  de  los  Estados  Unidos  entendió  formar 
c  por  medio  de  ella,  una  nación,  para  propósitos  Nacionales, 
c  Para  tales  propósitos  instituyó  un  gobierno  nacional,  com- 
c  pleto  en  todas  sus  partes,  con  poderes  legislativo,  ejecutivo 
c  y  judicial,  estendiendo  todos  esos  poderes  sobre  el  todo  de 
c  la  nación.  ¿Será  consecuente  que,  respecto  de  tales  pro- 
c  pósitos,   un   hombre  ó  un  conjunto  de  hombres,  ó  una 
c  persona,  natural  ó  artificial,  puede  pretender  con  derecho 
c  una  exención  completa  de  la  jurisdicción  del   Gobierno 
c  Nacional?  Si  tales  pretenoiones  fueran  coronadas  con  el 
c  éxito  ¿no  comprometerían  nuestra  existencia  como  nación?» 
(idem,  idem,  tomo  primero,  pág.  55)  Por  fin  sobre  este  par- 
ticular, en  ese  mismo  caso  se  decidió  que  el  pueblo  de  cada 
uno  de  los  Estados,  aun  respecto  de  su  soberanía  reservada, 
podía  ser  demandado  como  es  espreso  en  la  Constitución  ; 
es  decir,   que  se  decidió  que  si  el  mismo  pueblo  soberano 
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no  podía  pretender  exension  del  Poder  Judicial  de  la  Nación : 
¿cómo  podrían  pretenderla  las  autorídades  del  Estado  que 
según  la  espresion  del  mismo  Wilson,  en  dicha  ocasión  no 
son  mas  que  las  criaturas  ó  sirvientes  de  ese  pueblo  soberano 
que  no  tiene  tal  exension?  Si  el  pueblo  de  los  Estados 
Unidos  no  es  demandable,  si  se  admitió  allí,  en  favor  del 
pueblo  de  toda  la  Nación  (antes  de  dicha  enmienda  undé- 
cima que,  como  se  ha  insinuado  ya,  no  ha  pasado  á  la 
Constitución  Argentina)  que  la  Nación  era  la  única  persona 
no  demandable,  no  fué  por  el  principio  feudal  importado  á 
Inglaterra  desde  la  conquista  de  los  Normandos  de  que  es 
incompatible,  con  la  excelencia  de  la  persona  del  sobe- 
rano el  que  se  pida  justicia  contra  él,  de  otro  modo  que 
por  medio  de  la  petición  de  derecho,  es  decir,  de  otro  modo 
que  por  petición  ante  el  mismo;  no,  el  Presidente  Jay  dio 
en  dicho  caso  una  razón  muy  diferente  de  la  excelencia 
de  la  persona.  Sus  palabras  son  las  siguientes :  c  En  todos 
los  casos  de  acciones  contra  Estados  ó  individuos,  las 
Cortes  Nacionales  son  apoyadas  en  todos  sus  procedimien- 
tos y  juicios,  legales  y  constitucionales,  por  el  brazo  del 
Poder  Ejecutivo  de  los  Estados  Unidos ;  pero  en  caso  de 
acción  contra  la  Nación,  no  hay  poder  á  quien  las  Cortes 
puedan  llamar  en  su  ausilio.  De  esta  distinción  se  deduce 
conclusiones  importantes  que  colocan  bajo  muy  diferentes 
puntos  de  vista  el  caso  de  un  Estado  y  el  de  los  Estados 
Unidos ;  ojalá  el  estado  de  la  sociedad  estuviese  tan  adelan- 
tado, y  la  ciencia  del  gobierno  alcanzara  tal  grado  de  per- 
fección que  los  individuos  por  medio  del  apasible  curso 
de  la  ley,  pudiesen  demandar  y  compeler  á  hacer  justicia 
á  toda  la  Nacionl  >  (ideni,  idem,  idem,  pág.  67.)  En 
vista  de  esta  jurisprudencia,  jurisprudencia  según  la  que  son 
demandables,  en  nombre  déla  Constitución  Nacional,  los  Te- 
soreros, de  la  Nación  y  los  de^Estado,  los  Secretarios  delPresi* 
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dente  de  la  República,  toda  persona  y  conjunto  de  perso* 
ñas,  toda  persona  natural  ó  artificial ;  jurisprudencia  se- 
gún la  que  no  hay  mas  persona  no  demandable  que  la 
Nación,  es  forzoso  concluir  .que  en  los  Estados  Unidos 
todas  las  autoridades  son  civilmente  demandables  ante  las 
Cortes  Nacionales.  En  tal  caso,  habiendo  declarado  la  Su- 
prema Corte  Ai|;entina  que  las  autoridades  no  son  deman- 
dables ante  los  Tribunales  de  esta  Nación  ¿  habrá  de  sentarse 
que  existe  la  mas  completa  contradicción  entre  las  decla- 
raciones de  las  dos  Supremas  Cortes,  sobre  el  punto?  No, 
porque,  como  vá  á  versa,  la  contradicción  no  es  mas  que 
aparente,  proviniendo  de  que  los  dos  Tribunales  han  consi- 
derado el  asunto  bajo  diferentes  puntos  de  vista.  Cuando  la 
Corte  Argentina  ha  dicho :  i  las  autoridades  no  son  deman- 
dables, »  ha  sido  bajo  el  supuesto  de  que  no  se  han  estra- 
limitado  de  la  esfera  puramente  especulativa,  cual  es,  por 
ejemplo,  la  del  Poder  Legislativo  dictando  leyes  ó  la  del 
Poder  Ejecutivo,  espidiendo  decretos  y  parándose  ahí,  sin 
aplicar  6  hacer  aplicar  los  decretos  ó  las  leyes  á  tal  ó  cual 
individuo;  bajo  cuyo  aspecto  no  es  posible  oontension 
civil  alguna,  porque  ningún  individuo  podrá  decir  legitima- 
mente  que  sus  derechos  ya  han  sido  agredidos^  como  es 
necesario  para  deducir  en  juicio  un  reclamo,  por  el  solo  he- 
cho de  la  existencia  abstracta  de  tales  disposiciones;  siendo 
evidente  que  la  Corte  Argentina  ha  hecho  esa  declaratoria 
bajo  este  supuesto,  por  la  razón  que  ha  consignado  en  uno 
de  esos  casos,  cual  es  c  porque  obran  como  autoridades, » 
es  decir,  porque  en  los  casos  de  que  se  trata,  los  funciona- 
rios públicos  no  habian  salido  de  la  esfera  puramente  espe^ 
culativa.  Pero  cuando  la  Corte  de  Estados  Unidos  ha  decla- 
rado que  c  las  autoridades  son  demandables,  >  ha  sido  bajo 
el  supuesto  de  que,  saliéndose  de  la  esfera  especulativa,  han 
penetrado  en  la  práctica,  asumiendo  á  la  vez  el  rol  de  ejecu- 
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torea  respecto  de  tal  ó  cual  individuo,  como  lo  comprueban 
todos  los  ejemplos  individualizados,  en  cuyo  caso  la  conten* 
cion,  teniendo  verdadera  razón  de  ser,  es  legitima.  Con  esta 
distinción  las  dos  declaratorias  dejando  de  aparecer  contra- 
dictorias, resultan  perfectamente  conciliables;  tratándose 
de  autoridad  que  ha  obrado  inconstitacionalmente,  sin  exe- 
derse  de  la  esfera  puramente  especulativa,  no  hay  deman- 
da civil  posible,  sin  que  á  esto  se  oponga  la  declaratoria  de 
la  Corte  de  Estados  Unidos,  porque  ella  exige  que  la  autori- 
dad haya  asumido  ademas  del  rol  de  tal,  el  de  ejecutor, 
tratándose  de  autoridad  que  á  la  vez  se  ha  constituido  en 
ejecutor,  hay  lugar  á  demanda  civil,  sin  que  &  esto  se  oponga 
la  declaratoria  de  la  Corte  Argentina,  porque  ella  se  basa  en 
que  la  autoridad  no  se  haya  constituido  en  ejecutor  á  la  vez. 
Esta  conclusión  hará  ver  que  la  otra  declaratoria  de  esta 
Corte,  de  que  c  los  ejecutores  son  demandables,  >  no  con* 
creta  la  denuindabilidad^  si  es  permitido  usar  este  término  á 
los  meros  ejecutores,  ó  sea,  á  los  que  no  son  autoridades 
á  la  vez ;  tanto  mas,  cuanto  que  el  remedio  asi  reducido, 
seria  ilusorio  casi  siempre,  pues  que  es  sabido  que  los  indi- 
duos  que  se  emplean  en  la  ocupación  de  meros  ejecutores, 
son  por  lo  regular,  sino  siempre,  destituidos  de  toda  respon- 
sabilidad efectiva.  De  esta  verdad  se  hace  cargo,  por  dos 
veces  la  Suprema  Corte  de  Estados  Unidos  en  el  citado  caso 
del  Banco.  Después  de  estas  conclusiones  carece  de  objeto 
determinar  el  sentido*  en  que  ha  sido  empleada  la  palabra 
autoridad  en  esas  declaratorias,  pues,  ya  se  tome  en  un  sen» 
tido  lato,  ó  en  un  estricto,  está  comprendido  por  aquellos. 
Ahora  bien,  volviendo  la  vista  esclusi  va  mente  al  caso  en 
cuestión,  el  Tesorero  de  la  Provincia,  que  es  á  la  vez  el 
Tesorero  Municipal,  cualquiera  que  sea  el  sentido  en  que 
pueda  llamarse  autoridad,  aparece  también  con  el  rol  de 
Ejecutor.   Luego  es  demandable  ante  la  justicia  Nacional, 
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desde  que  esa  cuestión  se  rose  con  la  Constitución.  Pero, 
resuelto  este  primer  punto  en  favor  de  la  jurisdicción  Nacio- 
nal en  general,  queda  todavia  esta  otra  duda  contra  la  juris« 
dicción  de  este  Juzgado  en  particular,  á  saber:  siendo  evidente 
que  quien  tiene  el  interés  fiscal  en  el  juicio  de  que  se  trata 
es  la  Provincia  de  Salta  ¿será  este  un  caso  en  que,  por  ser 
parte  una  Provincia,  deba  conocer  originariamente  la  Supre- 
ma Corte  con  esclusion  del  Juzgado  de  Sección?  No,  mien- 
tras una  Provin3Ía    no  se  hace   parte  nominal,   es  decir, 
mientras  no  asume  en  los  autos  el  rol  de  actor  ó  el  de  reo, 
por  mas  que  sea  la  parte  sustancial,  no  es  parte  en  el  sentido 
de  la  cláusula  constitucional  que  dá  á  la  Suprema  Corte 
jurisdicción  originaria.  Así  lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte 
de  Estados  Unidos  en  el  caso  de  Tonler  contra  Sindrey  y  en 
el  de  Terrier  contra  Miller   (Curtis,  Reports,  tomo  I**  pág. 
291),   en  el   délos  Estados  Unidos  contra  el  Juez  Peters 
(Ídem,  Ídem,    ídem,   tomo  2o,  pág.  206)  y  en  el  del  Banco 
citado  ya.  Como  en  el  juicio  de  que  se  trata  no  se  ha  consti- 
tuido en  parte  nominal  la  Provincia  de  Salta,  la  jurisdicción 
de  este  juzgado  queda  espedita.  Resueltos  así  estos  puntos 
de  jurisdicción  y  entrando  ya  al   fondo  de  la  controversia 
sustentada  por  las  partes,  la   primera    cuestión  que  de  él 
fluye  espontáneamente,    puede  plantearse  así :  ¿es,  ó  no, 
constitucional  el  derecho  de  2  pesos  por  carga  ó  dé  un  peso* 
por  barril,  del  aguardiente  elaborado  en  la  Provincia  de  Jujuy 
introducido  áesta,  que  ha  tenido  que  pagar  Anzoategui,  el 
elaborador  é  introductor,    para  poder  venderlo  por  mayor  en 
esta  plaza?  Al  examinaren  la  Constitución  este  punto  se 
encuentra  que,  sí,  por  una  parte,  dice  ella  que,   c  en  el  inte- 
c  rior  de  la  República  será  libre  de  derechos  la  circulación 
c  de    los  efectos    de  producción  ó  fabricación  Nacional,  » 
como  el  aguardiente  de  que  se  trata,  por  otra,   deja  á  las 
Provincias  de  una  manera  absoluta  la  facultad  de  gravar  9u 
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comercio  interior,  que  en  su  caso,  comprenderá  también 
artículos  tales  como  dicho  aguardiente.  Para  que  no  haya 
coKsion  entre  la  protección  que  la  Nación  tiene  derecho  y 
aun  deber  de  dar  á  esos  efi^ctos  de  fabricación  Nacional  y 
el  derecho  de  la  Provincia  para  sugetarlos  á  impuestos,,  una 
vez  que  hagan  parte  de  su  comercio,  interior  ¿cuál  es  la  línea 
hasta  donde  llega,  extinguiéndose  desde  ese  momento  el 
derecho  de  la  Nación,  y  desde  dónde  comienza  el  derecho  de 
la  Provincia?  La  misma  jurisprudencia  americana  respon- 
derá satisfactoriamente  á  esta  ardua  cuestión.  En  el  caso  de  i 
Brown,  contra  el  Estado  de  Maryland,  el  Presidente  Marshal, 
esponiendo  la  opinión  de  la  Suprema  Corte,  se  espresó  en 
os  siguientes  términos  :  cLa  prohibición  constitucional  á 
los  Estados  de  gravar  con  derechos  las  importaciones,  pro- 
hibición que  una  mayoría  de  los  mismos  sentia  interés  en 
preservar,  puede  ciertamente  llegar  á  ponerse  ea  conflicto 
con  su  reconocido  poder  de  imponer  derechos  sobre  las 
personas  y  la  propiedad,  que  se  hallen  dentro  de  su  terri- 
torio. El  Poder  y  su  restricción  aun  pueden  ser  distin- 
guidos perfectamente,  mientras  no  se  aproximen,  son 
capaces,  con  todo,  como  los  coloros  intermedios  entre  el 

« 

blanco  y  el  negro  de  asercarse  tanto  recíprocamente 
que  confundan  al  que  quiera  distinguirlos,  del  mismo 
modo  que  confunde,  para  la  distinción,  la  aproxima- 
ción de  los  colores.  Sin  embargo,  la  distinción  exis- 
te, y  deberá  ser  establecida  según  los  casos.  Antes 
de  que  estos  ocurran,  seria  prematuro  establecer  re^ 
gla  alguna  como  de  universal  aplicación.  Al  pre- 
sente es  suficiente  decir,  en  sentido  general,  que 
cuando  el  importador,  disponiendo  de  la  cosa  importada, 
la  ha  incorporado  y  mezclado  con  la  masa  de  la  propie- 
dad del  país,  ella  ha  perdido,  quizá,  su  carácter  distin- 
tivo de  importación,  pasando  á  quedar  sujeta  al  poder  de 
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imponer  derechos,  del  Estado;  pero,  mientras  permanece 
riendo  propiedad  del  importador  en  su  almacén,  en  la  forma 
originaria  de  fardo,  bajo  que  ha  sido  importada,  un  derecho 
sobre  ello  es  demasiado  claramente  un  derecho  sobre  impor^ 
taciones,  para  que  pueda  escapar  á  la  prohibición  de  la  Cons* 
titudon.  Es  conveniente  añadir  que  los  principios  sostenidos 
en  este  caso^  son  aplicables  igualmente  al  de  las  importado* 
nes  de  un  Estado  hermano.  No  hacemos  distinción  entre  los 
impuestos  sobre  los  artículos  estrangeros  y  los  sobre  los  na- 
dónales.  »  (Curtís,  Report,  tomo  7*,  pág.  262.)  Si  la 
doctrina  puede  añadir  -algún  peso  á  jurisprudencia  tan  res- 
petable, la  del  Dr.  Story  está  en  la  mas  completa  armonía 
(Gommentaires,  tomo  2"",  pág.  24,  hasta  el  ñn  del  capitulo) 
— Sí,  pues,  según  la  última  trascripción,  los  artículos,  la 
producción  nacional  ó  estrangera  (aduanados  ya  los  de  la 
segunda  clase,  como  se  entiende),  siendo  importados  de 
un  Estado  á  etro,  no  pueden  ser  gravados  con  derecho  del 
Estado,  adonde  han  sido  internados,  mientras  conservan  la 
forma  originaria  de  su  introducción,  es  decir,  la  de  fardo, 
barril,  ó  mas  genéricamente,  carga  etcétera,  mientras  se 
hallen  en  el  almacén  del  internador,  es  evidente  entonces 
que  el  -aguardiente  de  Anzoatigui,  gravado  como  ha  sido, 
con  un  impuesto  provincial,  en  la  forma  originaria  de  su 
acondicionamiento,  en  carga  ó  barril,  bajo  que  fué  introdu* 
ducido,  ha  sido  sujetado  á  un  impuesto  inconstitucional ; 
siendo  de  notar  á  este  respecto,  que  Anzoategui  ha  probado 
que  no  tiene  mas  casa  de  negocio  en  esta  ciudad  que.  el 
almacén  en  que  vende  por  mayor  el  aguardiente  y  los  azú- 
cares que  elabora  en  la  Provincia  de  Jujuy,  introduciéndolos 
después  á  esta  ;  conformándose  esto  mismo  con  el  articulo  de 
la  ley  provincial  que  se  le  ha  aplicado,  según  el  Tesorero, 
artículo  del  cual  resulta  que  el  derecho  debe  ser  impuesto  sobre 
ei  barrü  y  al  expendedor  de  primera  mano.    Establecida  la 


DB  JUSTICIA  NACIONAL.  87 

ineonstitucionalidad  del  impuesto  cobrado  á  Anzoategui  ¿el 
Tesorero*  será  responsable  de  la  cantidad  inconstitucional- 
mente  recibida  ?  Ya  se  ha  visto  que,  conforme  á  los  prin- 
cipios americanos,  á  que,  según  la  Suprema  Corte  Argen- 
tina, c  debe  recurrirse  para  saber  el  alcance  de  la  jurisdiccioa 
federal » ,  es  trasgresor  todo  empleado  publico,  cuyos  actos 
no  se  hallan  autorizados  por  la  ley ;  se  ha  visto  también, 
que  el  citado  caso  de  la  Corte  Marcial,  que  tan  trasgresor 
es  el  mero  ejecutor,  que  exige  ilegalmente  el  pago  de  una 
cantidad  de  dinero,  como  la  autoridad  que  le  autorizó  para 
exigirla  de  la  persona  determinada ;  si  ahora  se  añade  que, 
tratándose  de  un  procedimiento  civil,  lo  mismo  es,  según 
repetidas  decisiones  de  la  Suprema  Corte  de  Estados-Unidos, 
no  oponer  ley  alguna,  para  evitar  la  responsabilidad  de  la 
trasgresion,  que  escepcionar  con  una  ley  inconstitucional, 
al  menos,  en  lo  referente  á  la  escepcion.  Por  consiguiente, 
no  oponiéndose  á  la  orden  inconstitucional,  con  que  se  hace 
cargo  al  Tesorero,  mas  que  un  artículo  de  1^  provincial, 
artículo  repugnante  á  la  Constitución;  y  la  confusión  de 
parte  del  oponente,  de  la  cláusula  constitucional  que  exime 
de  derechos  de  circulación  de  los  efectos  de  producción  6 
fabricación  nacional,  aun  dentro  del  propio  territorio  de  la 
Provincia,  en  que  ha  tenido  lugar  esa  fabricación  6  produc- 
ción, con  la  otra  cláusula  «constitucional  que  hace  igual 
esencion  en  favor  del  comercio  de  tránsito  de  una  á  otras 
Provincias;  no  oponiéndose,  pues,  mas  que  estas  dos  cosas, 
queda  sin  desvanecimiento  alguno  la  trasgresion  contra  la 
Constitución,  cometida  por  el  Tesorero  al  mandar  pagar  ese 
impuesto  inconstitucional ;  siendo,  por  lo  mismo  responsable 
de  ello  dicho  Tesorero.  El  hecho  de  apareclsr  en  autos  que 
este  ordenó  ese  pago,  como  Juez  de  remates,  no  es  un  obs- 
táculo contra  la  revisión  de  sus  procedimientos,  de  los  que 
se  ha  deducido  la  responsabilidad. — Su  resolución,  en  ese 
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caso  fué  una  resolución  meramente  administrativa ,  que,  como 
tal,  njd  ha  podido  adquirir  el  carácter  de  cosa  juzgada,  aun 
vencido  el  término  para  apelar,  señalado  en  la  misma  reso- 
lución, pues  ese  carácter,  contra  el  que  no  puede  volverse, 
pues  que  la  cosa  juzgada  se  repula  la  misma  verdad,  está 
reservado  para  las  sentencias  judiciales,  ejecutoriadas.  Que 
la  resolución  del. .Tesorero  no  fué  tal  sentencia  judicial,  se 
deduce,  aplicando  la  jurisprudencia  de  la  Suprema  Corta 
Argentina  en  varios  casos  análogos,  de  resoluciones  de  los 
Administradores  de  Rentas  Nacionales ;  y  resulta  aun,  y  á 
fortiori,  de  que,  mientras  que  los  Administradores  ejercen 
facultades  dadas  por  el  Congreso,  el  Tesorero  no  ha  ejercido 
otras  que  las  conferida^  por  un  acuerdó  de  la  Municipalidad 
y  un  decreto  aprohalorio  del  P.  E.  de  la  Provincia,  que  ja- 
mas pudieron  otorgarle  facultades  judiciales. — ^Demostrada 
la  responsabilidad  del  Tesorero,  la  cuestión  que  viene  en 
seguida  es :  ¿á  cuánto  se  estenderá? — A  cuanto  mandó  pagar 
este  funcionario  :  esto  es  tan  obvio,  que  el  mismo  deman- 
dante no  ha  intentado  hacerle  responsable  de  toda  la  can- 
tidad cobrada,  sino  asegurando  haber  sido  obligado  por  él 
al  pago  de  toda  ella.  Pero  de  autos  resulta  que  el  Tesore- 
ro no  ha  mandado  pagar  mas  que  lo  que  él  confiesa  haber 
sido  abonado  de  antemano,  es  decir:  setenta  y  seis  pesos,  al 
rematador  Villalva,  y  catorce  al  rematador  Fernandez. — So- 
bre la  primera  de  estas  cantidades  no  hay  dificultad  alguna, 
pues  que,  en  que  no  es  mayor  ni  menor,  están  conformes 
demandante  y  demandado.  Sobre  la  segunda,  existe  difi- 
cultad porque,  mientras  que  el  demandado  asegura  que  no 
es  sino  de  14  pesos,  el  demandante  la  hace  ascenderla  cua- 
trocientos treinta  y  cuatro.  Ha  llegado  pues  el  caso  de 
recurrir  á  la  pruebs^  al  respecto.  El  certificado  del  folio  1°, 
otorgado  por  el  rematador  Fernandez,  como  está  declarado 
á  f.  27,  de  orden  del  Tesorero,  y  exhibido  por  Anzoategui 
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no  establece  mas  cantidad  pagada  por  éste  al  rematador,  de 
orden  del  Tesorero,  que  la  de  14  pesos. — El  testimonio  de 
f.  11,  agregado  sin  contradicción  de  Anzoategui,  en  que 
está  constanciada  una  resolución  administrativa  del  Tesorero, 
mandando  á  aquel  pagar  á  Fernandez  14  pesos;  y  la  decla- 
ración de  este,  á  f.  27,  de  que  solo  una  vez  ha  sido  preci- 
so que  el  Tesorero  espida  una  orden  de  pago,  vez  que,  en 
tales  términos,  viene  á  ser  la  misma  constancia  en  el  tes- 
timonio, confirman  el  hecho  de  que  lo  pagada  á  Fernandez 
por  orden  del  Tesorero  no  son  sino  14  pesos.  Gomo  no 
hay  mas  prueba  al  respecto,  resulta  que  solo  esta  cantidad 
queda  justificada  como  pagada  á  Fernandez  de  orden  del  Te- 
sorero. Sumando  las  dos  cantidades  pagadas  con  esta  or- 
den, resulta  que  la  cantidad  total  de  capital,  de  que  es 
responsable  el  demandante  al  demandado,  es  la  de  90  pesos 
bolivianos— ¿Deberá  abonar  también  el  Tesorero  los  inte- 
reses, daños  y  perjuicios,  cobrados  al  mismo  tiempo? — 
Por  lo  que  lo  hace  á  los  últimos,  como  ninguna  justifl- 
cion  se  ha  producido,  ni  aun  intentado,  al  respecto,  tie- 
nen que  ser  desestimados.  Por  lo  que  hace  á  los  intereses, 
que  sin  necesidad  de  esa  prueba,  y  atendidas  las  facilidades 
de  la  época  para  colocar  ventajosamente  el  dinero,  resul- 
tan por  si  mismos  como  lucro  cesante^  el  Tesorero,  que 
privó  de  ese  lucro,  los  debe  conforme  á  tasa  legal  del  seis 
por  ciento  al  año  (argumento  de  la  ley  21a,  tit.  1""  y  de  la 
ley  5*  tft.  8o  de  la  N.  R.).  Por  estos  y  otros  fundamentos, 
definitivamente  juzgando,  se  declara:  Que  el  Tesorero  D. 
Zacarías  Tedin,  en  el  término  de  diez  dias,  pague  á  don 
Ramón  Anzoategui  las  cantidades  de  16  y  14  posos  bolivia- 
nos, que  inconstitucionalmente  le  mandó  abonar;  con  sus 
intereses  al  medio  por  ciento  anual,  previo  liquidación  de 
parte  del  demandante ;  desestimándose  la  demanda  en  cuanto 
al  exceso  cobrado,  salvas  las  acciones  contra  terceros,  y 
T.  I.  7. 


90  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

hágase  reposición  de  sellos.  A  los  efectos  que  haya  lugar, 
hácese  constar  en  este  estado :  que  se  ha  estimado  como 
un  deber  tratar  el  punto  ¡de  acciones  contra  funcionarios, 
ostensiva  á  empleados,  porque  la  interpretación »  impugnada 
como  errónea,  de  las  citadas  declaraciones  al  respecto  de 
la  Suprema  Corte  Argentina,  habiendo  dado  lugar  á  que 
en  este  Juzgado  hayan  side  abandonadas  por  los  demandan- 
tes varias  causas,  seguidas  hasta  cierto  progreso  contra  al- 
gunos de  esos  funcionarios,  hacia  indispensable  una  im- 
pugnación tal,  pues  de  ello  estaba  siguiéndose  para  esta 
sección,  en  la  práctica;  que  el  Poder  Judicial  de  la  Nación, 
de  mayor  ostensión  que  el  Poder  Lejislativo  de  la  misma, 
por  ejemplo,  en  los  casos  de  vecinos  de  diferentes  Provin- 
cias, no  era  ni  siquiera  coestensivo,  pues  que  no  pedia  dar 
eficacia  á  los  derechos  individuales  contra  las  trasgresio- 
nes^de  los  funcionarios  públicos. 

Apolonio  Ormacchea. 

El  Sr.  Tedin  apeló  y  le  fué  concedido  el  recurso  libre- 
mente. 

£1  apoderado  de  la  Provincia  de  Salta,  pidió  ante  la  Su- 
prema Corte  la  revocación  de  la  Sentencia. 

Dijo  que  si  el  art.  10  de  la  Constitución  tuviera  la  inte- 
ligencia que  quería  darle  el  Juez  de  Sección^  no  quedaría 
materia  imponible  para  las  Provincias  en  los  casos  de  los 
productos  del  país,  y  por  ejemplo:  una  carpintería  en 
Buenos  Aires  que  trabajase  con  maderas  de  Tucuman  no 
podría  ser  obligada  á  pagar  patente,  porque  se  diría  gra- 
vada la  circulación  de  las  maderas  de  la  República. 

Que  la  interpretación  única  de  dicho  articulo  es  que  los 
productos  del  país  son  exentos  de  los  derechos  de  tránsito 
de  una  á  otra  provincia ;  pero  no  que  las  Provincias  no 
puedan  válidamente  imponer  por  via  de  patentes  ó  contri- 


JK  «Besas  BX'  :2Mes  o  «ma^mra  ^;;i#  m  r^^Mi 


tado  friQRÍAaKO  piin  bs  Prof  .ac:js«  >:r;ui^  Kv>  üm^« 
reates  y  aeeKiu  ¿e  los  icspudsU>s  pm  i.ex^r  1»  mmksí» 
dades  ée  scs  »i¡aI:iI¿U^Klooes. 

Tedia  eoateiló  que  la  ProTÜicia  de  Salte  ao  «ra  k  diH 
mandada,  sa6  ano  de  sus  aféales .  quíea  kabia  d^ado  de 
mejorar  el  rceorso ;  y  qoe  por  coosi^ieiito  d^e  este 
declarara  desierto. 

Qae.  fuera  de  esto,  poner  en  vente  era  lo  mismo  qM' 
poner  en  circulación,  puesto  que  circulación  en  economie 
política  es  hi  masa  de  los  valores  que  se  hallan  en  venta 
en  el  país. 

Qae  por  eso  el  art.  10  de  la  Constitución  garante  qut 
no  se  impondrá  contribución  alguna  por  la  vente  do  los 
productos  del  interior  de  la  Repúblicaí  y  las  leyes  que  se 
la  impongan  son  inconstitucionales. 

Que  nuestra  Constitución  ha  querido  garantir  la  líbefted 
complete  del  comercio  interior,  siendo  en  esto  mas  ade* 
lantada  de  la  de  E.  U.,  que  solo  prohibe  á  los  Estados  la 
imposición  de  los  derechos  de  importación  ó  esportacion. 

Que  aunque  á  este  solo  se  limitase  la  Constitución  Ar- 
gentina, no  podria  el  Gobierno  de  Salta  sostener  que  es 
lícito  imponer  contribuciones  sobre  los  productos  que  se 
internan  para  su  venta  en  su  territorio;  porque  los  agua^ 
dientes  elaborados  en  Jujuy  se  internan  en  la  Provincia  de 
Salta  para  venderse  por  mayor;  y  en  los  E.  U.  es  doctrina 
que  las  contribuciones  que  se  imponen  á  las  ventas  por 
mayor  son  verdaderas  contribuciones  sobre  la  importaoion. 

Citando  unos  casos  resueltos,  según  él,  en  el  sentido  de 
la  anterior  doctrina,    agregó  que  el  impuesto  en  cuestión 
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;e|itLitto»  cuanto  que. era  claro  el  espíritu 
io  la  iey  de  Diciembre   de  1866    para  los 
.v^  5aUa»  y  de  hostilidad  á  las  de  las  Provincias 


.    \ 


Vulto  de  Im  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  11  de  1871. 

Vi&toa :  y  considerando ;  primero^  que  el  articulo  veinte 
s  \sOii>  de  la  ley  sancionada  por  la  Legislatura  de  la  Pro- 
\iucÍH  de  Salta  en  veinte  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ocho 
ca'utoa  sesenta  y  seis,  grava  en  general  con  el  impuesto 

<  las  casas  donde  se  consignan  ó  espenden  licores  por  ma- 

<  yor  y  de  primera  mano,  »  sin  dislincion  alguna  por  el 
lugar  de  su  fabricación ;  gravándose  también  con  el  impues- 
to, en  los  demás  artículos  de  la  mencionada  ley,  todos,  los 
establecimientos  de  industria  y  de  comercio  situados  en  la 
Provincia ;  segundo^  que  es,  por  consecuencia  claro  que  el 
pitado  artículo  ¿egundo  comprende  en  su  disposición  y 
at)»ota  con  igual  gravamen  los  vinos  y  aguardientes  fabrica- 
dos en  Salta,  y  los  de  procedencia  estrena  á  la  localidad ; 
hf^rOf  que  de  esa  igualdad  en  el  impuesto  se  deduce  lóji- 
oamente,  que  lo  que  se  grava  es  el  consumo  local,  y  no  la 
introducción,  el  tránsito  y  la  circulación  de  las  jmercade- 
riai;  cuarto^  que,  en  esos  términos,  el  impuesto  no  es 
pontrario  á  las  prescripciones  contenidas  en  los  artículos 
dips  y  once  de  la  Constitución  Nacional;  quinto^  que  no 
|Ut0(la  con  justicia  pretenderse  que  una  Provincia  trate  con 
(unyor  favor  los  productos  estrangeros  que  han  pasado  por 
Im  Aduana  Nacional,  ó  los  productos  de  otra  Provincia,  que 
lun  productos  similares  suyos,  exonerando  á  aquellos  del 
tiupuesto  local  con  que  grava  los  propios ;   porque,  en  tal 
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casoí  8u  industria  seria  aniquilada  por  la  concurrencia  de 
los  productos  estraños,  que  se  presentarian  en  el  mercado 
sin  el  recargo  del  impuestos  que  pesase  sobre  los  de  la 
misma  Provincia,  ó  tendría  que  exonerar  también  á  los 
suyos  del  impuesto,  para  colocarlos  en  la  misma  condición, 
que  los  estraños,  á  fin  de  que  pudieran  sostener  la  com- 
petencia, quedándose  sin  medios  para  crear  los  recursos 
que  son  indispensables  á  la  administración  y  progreso  Pro« 
vincial ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia 
apelada,  corriente  de  foja  treinta  y  nueve  á  foja  cuarenta 
y  seis :  satisfechas  las  costas  y  repuestos  lo's  sellos,  devuél- 
vanse los  autos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Benito  Carrasco, — Marce- 
lino Ugarte. 
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Gil.USil.   3KJLII. 


Dm  Manuel  Candom  hijo,  contra  Don  Anjel  Tejo, 

sobre  renuncia  de  poder. 


Sumario. — I""  Por  la  litis  contestación  el  procurador  hace 
suya  la  causa. 

2o  La  falta  de  fondos  no  es  causa  justa  para  la  renuncia 
del  poder. 

3o  Es  obligación  del  apoderado  judicial  hacerse  dar  ins- 
trucciones y  espensas  al  aceptar  un  poder. 


Caso.  7-  En  los  autos  seguidos  por  D.  Anjel  Tejo  contra 
D.  Lisandro  Onetti  sobre  cumplimiento  de  un  laudo  arbi- 
tral, D.  Manuel  Gondom,  hijo,  apoderado  del -segundo,  espuso 
al  Juzgado  que  su  poderante  le  manifestaba  encontrarse 
en  la  imposibilidad  de  remitirle  fondos  para  pagar  las  cos- 
tas ;  y  que,  pesando  sobre  él  serias  responsabilidades  en 
el  caso  que  Onetti  se  rehusara  abonarlas,  se  veia  obliga- 
do á  renunciar  el  poder;  y  pidió  se  le  aceptara  la  renun- 
cia, haciéndose  la  correspondiente  notificación  á  Onetti. 

Tejo  se  opuso  á  la  solicitud,  alegando  que  Gondom  se 
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hallaba  obligado  á  seguir  el  juicio,  por  haber  él  contraido 
un  cuasi  contrato  de  litis  pendencia ;  mucho  mas  que  se 
habia  permitido  á  Onetti  ausentarse  del  lugar  del  juicio 
por  tener  apoderado  á  Gondom. 

Fallo  del  Jíues  •eaelonal. 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1870. 

Y  vistos :  Atento  lo  espuesto  por  D.  Anjel  Tejo  y  resul- 
tando de  autos  que  D.  Manuel  Gondom  ha  hecho  suya 
propia  esta  causa,  no  ha  lugar  con  costas  á  la  renuncia 
del  poder,  repóngase  el  sello. 

Ugarriza. 

Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Febrero  23  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  y  no  siendo  justa  la  causa 
alegada  para  la  renuncia  del  poder,  por  cuanto  es  obligación 
del  apoderado  judicial  hacerse  dar  instrucciones  y  espensas 
al  aceptar  el  poder,  se  confirma  con  costas,  el  auto  recur^ 
rido  á  foja  treinta  y  siete  vuelta,  y  satisfechas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvase. 

Salvador  María  del  Garril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.—  Benito  Garrasgo.  —  Marce- 
lino Ugarte. 
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CAUSA    3LIT. 


D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bustos^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — Las  reservas  hechas  en  la  sentencia  de  tran- 
ce y  remate  con  arreglo  al  art.  278  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, se  entienden  para  el  caso  en  que  el  ejecutado  tenga 
que  hacer  reclamos  que  no  han  sido  materia  de  cosa  juz- 
gada. 


Caso. — D.  Claudio  Manterola  en  los  autos  seguidos  con 
D.  Eugenio  Bustos  sobre  daños  y  perjuicios,  espuso  que 
Bustos  falseando  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte  de  28 
Julio  de  1868  le  habia  ejecutado  por  una  parte  por  la  suma 
40660  ps.  oro  con  el  interés  de  1  4/2  po/<>  desde  4©  de 
Julio  de  4864,  y  por  otra  por  la  de  4839  ps.  82  4/2  cts. 
bolivianos  con  el  interés  de  8  po/^  anual  desde  la  misma 
fecha ;  y  que  habiéndose  concluido  la  ejecución  con  la  sen- 
tencia de  trance  y  remate  por  la  que  se  le  dejaba  á  salvo  el 
derecho  á  reclamar  de  las  falsedades  contenidas  en  la  deuda 
ejecutada,  venia  á  hacet  uso  de  ese  derecho,  entablando 
demanda  por  los  siguientes  capítulos : 
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1^  Falsedad  en  la  deuda  por  oro. 

Entre  las  cartas  presentadas  por  Bustos  en  los  aatos 
existían  dos  de  las  que  consta  que  Bustos  cedió  á  favor  de 
Manterola  el  1/2  p  o/o  del  interés  estipulado. 

En  la  suma  de  10660  ps.  oro  estaban  incluidos  4660 
ps.  valor  de  intereses  capitalizados ,  no  debiéndose  por  la 
ley  y  por  la  sentencia  sino  los  intereses  del  capital,  y  no 
los  intereses  de  intereses. 

2o  Falsedad  en  la  deuda  por  boliviano. 

En  la  sentencia  citada  Manterola  fué  condenado  á  pagar 
521  ps.  25  ots.  é  intereses  por  herraje ;  siendo  asi  que  ese 
trabajo  habia  sido  ya  pagado  en  el  acto  de  hacerse. 

Bustos  había  cobrado  en  la  ejecución  260  ps.  por  dife- 
rencia de  precio  en  26  vacas  que  se  habian  estropeado,  no 
habiendo  existido  tal  perjuicio. 

En  el  año  de  1864  habia  Manterola  pagado  25  ps.  á 
unos  peritos,  que  reconocieron  un  ganado,  siendo  que  esta 
suma  debia  ser  pagada  por  Bustos. 

Pidió  se  condenase  á  Bustos  á  pagar  las  dos  primeras  su- 
mas con  otro  tanto  por  la  plus  petitionf  las  dos  segundas 
con  sus  intereses,  y  la  últíma  con  las  costas  del  juicio. 

Corrido  traslado,  Bustos  opuso  á  todos  los  cargos  la  es- 
cepcion  de  cosa  juzgada. 

Dijo  que  todos  los  cargos  contenidos  en  la  demanda  fue- 
ron discuUdos  en  los  juicios  afinados,  ordinario  y  ejecutivo 
de  8  de  Febrero  de  1866,  y  de  28  de  Julio  y  28  de  No- 
viembre de  1868. 

^    Que  posteriormente  Manterola  quiso  entablar  como  aho- 
'  ra,  la  via  ordinaria,  que  fué  rechazada  por  las  resoluciones 
de  3  de  Julio  de  1869  y  18  de  Febrero  de  1870. 

Manterola  contestó  que  no  se  habia  juzgado,  ni  discutido 
la  secion  del  1/2  po/o;  y  que  los  demás  cargos  se  fun- 
daban precisamente  en  la  cosa  juzgada,  que  Bustos  falseó, 
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y  cuya  resolución  sostenía  Manterola  deberse  aplicar  para 
sancionar  sa  reclamo. 

Que  las  resoluciones  de  1869  y  1870  rechazaron  sus 
demandas  tendentes  á  ser  exonerado  del  pago  de  las  letras 
perjudicadas,  lo  que  era  muy  distinto  del  presente  cobro. 

ñüi»  del  JíuMB  Seeeleniil. 

Vendoza,  Noviembre  18  de  1870. 

T  vistos,  considerando  que  los  cargos  que  forman  la  de- 
manda de  f.  10  interpuesta  por  el  apoderado  de  D.  Claudio 
Manterola,  providenciada  el  16  de  Agosto  de  este  año,  f.  18 
vuelta,  están  ya  discutidos  y  juzgados  en  los  Cuadernos  que 
se  tienen  á  la  vista  que  el  Juez  ha  vuelto  á  estudiar  de 
nuevo. 

Que  si  es  cierto  que  no  ha  existido  ningún  juicio  sobre 
validez  ó  nulidad  de  la  cesión  que  Bustos  hizo  á  Manterola 
del  medio  por  ciento  en  el  rédito  estipulado  en  las  letras 
peijuiciadas,  también  lo  es,  que  sobre  este  punto  ha  dado 
ya  Bustos  las  razones  porque  ha  retirado  su  oferta  y  á  mas  la 
sentencia  de  28  de  Julio  de  1868,  foja  149  vuelta,  cuaderno 
No  91,  confirmada  por  el  Superior  enjuicio  ordinario  ha  deter- 
minado el  interés  devengado  que  ganan  esas  letras  y  sus 
épocas,  siendo  en  este  sentido  que  se  ha  arreglado  la  liqui- 
dación tan  disputada  y  ya  juzgada  también. 

Que  el  último  cargo  de  los  veinte  y  cinco  pesos  con  el 
interés  del  ocho  por  ciento  que  cobra  Bustos  se  funda  en 
una  disposición  contrario  cual  es  el  auto  de  16  de  Octubre 
de  1867,  f.  7  cuaiterno  No.  244. 

Que  la  reserva  que  contiene  la  sentencia  de  1 1  de  Junio 
de  1869  confirmada  por  el  Superior  en  20  de  Setiembre  del 
micimo  ano  (véanselas  f.  7  y  8  de  este  espediente),  son 
piura  el  oasa  que  el  ejeoatante  tenga  que  oponer  esicepcio* 
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nes  que  no  sean  materia  de  cosa  juzgada,  porque  de  lo  con- 
trario los  pleitos  serian  interminables  y  la  justicia  una  burla 
del  buen  sentido  común. 

Considerando  por  último  que  el  art.  296  del  reglamento 
se  puede  invocar  por  analogía  con  arreglo  también  á  la 
Ley  19,  tít.  22,  P.  3». 

Se  declara  que  la  escepcion  de  cosa  juzgada  opuesta  por 
el  escrito  de  f.  20,  tiene  lugar,  que  por  tanto  D.  Eugenio 
Bustos  no  está  obligado  á  contestar  la  demanda  de  f.  iO 
salvo  el  último  capítulo  de  los  25  pesos  de  que  se  hace  re* 
lacion  en   él — Con  costas  al  actor.  Repónganse.  . 

PalfM. 
Esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente: 


Fallo  de  la  Suprema  C^rfe. 


Buenos  Aires,  Mano  4  de  1871. 


Vistor:  por  sus  fundamentos,,  y  por  lo  que  resulta  de  las 
relaciones  que  sobre  el  mismo  asunto  existen  en  secretaria, 
y  que  se  han  tenido  á  la  vista,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  y  satisfechas,  devuél- 
vanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — Bbni* 
TO  Carrasco. —-Marcelino  Ugarte. 
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Don  Cl(iudio  Manterola  contra  Don  Eujenio  Bustos, 

recurso  de  queja. 


Sumario. — Apelado  un  auto  en  una  parte  y  consentido 
en  la  otra  que  ordena  ei  nombramiento  de  contadores, 
el  Juez  a  quo  puede  proveer  sobre  este. 


Casó. — Don  Felipe  Correa  por  D.  Claudio  Manterola  en 
los  autos  seguidos  con  D.  Eujenio  Bustos  sobre  compensa- 
ción, en  los  que  se  declaró  que  el  crédito  de  aquel  nego- 
ciado á  la  testamentaría  de  Videla  debia  ganar  el  V/^poj^, 
pidió  que  igual  declaración  se  hiciera  respecto  á  otro  cré- 
dito de  4,857  $  61  c^,  que  habia  resultado  en  contra  de 
Bustos  por  liquidación  de  un  contrato  de  ganado. 

Sustanciada  la  petición,  el  Juez  Seccional  de  Mendoza 
dictó  el  siguiente 

Auto. 

Mendoza^  Agosto  13  de  1870. 
¥  vistos :  habiendo  visto  y  revisado  el  Juez  seis  espe- 
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dientes,   señalados  núm.  12  ejecutivo,  91,245  compensa- 
ción 269,  272  y  456. 

Encuentra:  -que  la  declaración  pedida  por  el  apoderado 
de  Manterola  es  inoñciosa  ó  que  tal  vez  dé  lugar  á  una 
nueva  articulación  de  una  ú  otra  parte,  cuando  los  puntos* 
que  se  intentan  aclarar  están  bien  esplícitos  y  determinados 
en  los  espedientes  dichos  y  la  materia  discutida  hasta  el 
fastidio. 

Todos  los  puntos  jurídicos  están  ya  discutidos,  como  asi ' 
mismos  los  réditos  que  deben  devengar,  los   cargos  recí- 
procos de  uno  y  otro  contendor. 

La  sentencia  de  Julio  28  del  1868  (cuaderno  núm.  91) 
es  el  título  principal,  la  competencia  otro,  cuaderno  245, 
la  sentencia  de  22  de  Abril  del  año  pasado,  cuaderno  272, 
que  redujo  la  deuda  de  Bustos  á  2,341  $  91  c»,  el  decreto 
de  17  de  Setiembre  de  1867  con  su  escrito  en  que  el  apo- 
derado de  Manterola  pidió  el  interés  legal  del  8  por  ciento 
anual  sobre  el  alcance  á  que  se  refiere  el  susodicho  auto, 
la  sentencia  suprema  de  21  de  Mayo  del  corriente  año,  foja 
67  vuelta,  cuaderno  456,  que  determina  el  rédito  del  uno 
y  medio  á  la  escritura  negociada,  y  por  fin,  multitud  de 
datos  que  constan  en  los  diversos  cuerpos  de  autos  son 
mas  que  suficientes  para  aclarar,  toda  duda  que  se  ofrezca 
á  los  peritos  liquidadores. 

Por  tanto :   A  fin  de  no  redundar  en  otras  declaraciones 

que  tal  vez  mas  bien  vendrian  á  confundirlo  todo,  y  atenta 

/la  consideración,  que  si  los  peritos  se  equivocan  ó  difieren 

en  algún  tanto  sus  opiniones,   entonces  es  llegado  el  caso 

de  pronunciarse  el  Juzgado  sobre  la  dificultad  que  ocurra. 

No  ha  lugar  á  la  declaración  última  solicitada  por  don 
Felipe  Correa. 

En  su  lugar,  las  partes  vengan  á  comparendo  para  con- 
venir en  uno  ó  dos  peritos  y  un  tercero,  aun  que  seria  mas 
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conveniente  uno  solo,  en  razón  que  el  cálculo  matemático 
tiene  bases  sólidas  de  que  partii*,  y  la  materia  está  mas 
esplicada  en  autos.  •»  Repóngase. 

Palma. 

De  este  auto  apeló  Correa  únicamente  en  la  parte  en  que 
se  declara  que  Bustos  debe  pagar  sobre  los  4|857  ^  61  c<| 
mencionados  el  interés  de  8  por  ciento. 

El  recurso  fué  concedido  en  relación. 

Posteriormente  Bustos  pidió  que  en  atención  á  que  el 
punto  apelado  se  referia  á  los  intereses  de  una  cantidad 
insignificante  I  y  que  la  ejecución  de  lo  liquido  no  se  im- 
pedía por  lo  illquidoi  se  llamara  á  comparendo  para  nom- 
brar contadores  que  practicasen  la  liquidación. 

El  Juez  as(  lo  proveyó. 

La  parte  de  Manterola  pidió  reposición  de  este  decreto 
apelando  in  subsidium. 

Se  fundó  para  ello  en  que  estando  concedida  la  apelación 
del  auto  de  13  de  Agosto»  la  jurisdicción  del  Juzgada  es- 
taba suspendidoi  y  no  se  habia  podido  proveer  sobre  la 
petición  de  Bustos* 

Conferido  traslado,  Bustos  contestó  que  la  apelación  ha- 
bia sido .  deducida  del  auto  citado,  sólo  en  la  parte  relativa 
á  los  intereses,  quedando  consentido  en  la  otra  relativa  al 
nombramiento  de  liquidadores ;  cuyo  nombramiento,  por 
lo  demás,  no  traia  perjuicio  alguno,  porque  se  separaría 
de  la  liquidación  la  discusión  de  intereses,  hasta  la  resolu- 
ción de  la  Suprema  Corte. 

Auto  del  ;iaea  ScceioiíAl. 

Mendoza,  Setiembre  13  de  1870. 
Como  la  apelación  que  ha  motivado  el  auto  de  13  de 
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Agosto  es  sobre  el  interés  y  en  lo  demás  está  Arme  el  su- 
sodicho auto. 

Estando  consentida  la  disposición  que  manddi  que  las 
partes  nombren  contadores,  ni  siendo  ellos  tampoco  alzables 
por  ser  trámite  escritOi  ejecutivo  y  mandado,  observar  por 
el  superior  en  grado. 

Como  la  liquidación  es  de  lo  liquido,  dejando  lo  ilíquido 
ó  en  disputa  para  cuando  se  aclare  el  punto  sobre  réditos 
á  que  se  refíere  el  auto  de  13  de  Agosto  f.  92. 

La  apelación  sobre  este  incidente  no  puede  ni  debe  de- 
morar la  de  lo  principal,  sin  que  los  autos  se  precisen,  una 
vez  que  las  partes  están  en  su  derecho  para  pedir  copias 
antes  de  elevarse  aquellas  y  si  mas  si  quiere,  el  perito  ó 
peritos  pueden  ver  los  originales  antes  que  se  pongan  en 
la  estafeta  por  un  término  prudente,  sin  que  el  lapso  de 
tiempo  trascurra  contra  el  apelante. 

Se  vuelve  por  última  vez  á  invitar  á  comparendo  para  el 
Jueves  quince  del  corriente  á  las  doce  del  dia,  bajo  el 
apercibimiento  de  aceptar  el  que  nombre  el  compareciente 
ó  el  Juez  de  oñcio,  si  ninguno  asiste. 

El  llamado  es  *para  constituir  uno  ó  dos  liquidadores. 

Palma. 

Interpuesta  por  Manterola  la  apelación  de  hecho,  se  dictó 
el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires^  Marzo  7  de  1871. 

Visto:  el  recurso  dé  hecho  deducido  por  don  Adolfo 
Aldao,  en  representación  de  don  Claudio  Manterola — De- 
vuélvase al  Juez  de  la  causa  para  que  lleve  adelante    sus 
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providencias,  no  tomáDdose  en  qonsideracion  la  apelación 
concedida  en  el  espediente  que  se  ha  remitido  hasta  que 
venga  coipo  corresponde. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— Benito  Carrasco. — Marceli- 
no Ugarte. 


CLiLlJSA   3LTI. 


Gondra  Hnot.  contra  el  Dr.  D,  José  Vasquez  Sagastume^ 
ex-ministro  Oriental  en  el  Paraguay,  por  cobro  de  letras. 


Sumario. — Una  letra  girada  contra  un  gobierno  por  su 
representante,  autorizado  para  ello,  no  puede  ser  cobrada 
contra  este,   como  librador. 


Caw. — En  el  mes  de  Enero  de  1865  el  Ministro  de  la  Re- 


DE  JUSTICU  NACIONAL.  "  105 

pública  Oriental  del  Uwguay  Dr.  D.  José  Vasquez  Ságastumer, 
residente  en  la  del  Paraguay,  giró  contra  el  Ministro  de  R. 
E.  de  la  primera,  dos  letras  por  valor  de  190  onzas  de  oro  á 
favor  de  Gondra  Unos. 

Las  letras  fueron  aceptadas  por  el  Gobierno  Oriental,  pero 
no  pagadas  á  su  vencimiento,  por  lo  que  Gondra  Hnos.  las 
protestaron. 

En  seguida  demandaron  ejecutivamente  el  pago  de  las 
miomas  al  Dr.  Vasquez  Sagastume,  residente  en  Buenos 
Aires,  pidiendo  se  despachase  el  auto  de  solvendo. 

Pililo  del  «iiiez  Sceclonal. 

Buenos  Aires,  Febrero  14  de  1871. 

Resultando  de  la  esposicion  del  solicitante,  y  de  los  do- 
cumentos acompañados,  que  el  demandado  libró  la  letra, 
cuyo  cobro  se  persigue,  €n  su  carácter  de  Ministro  acredi- 
tado por  el  Gobierno  Oriental  cerca  del  de  la  República 
del  Paraguay,  y  que  por  consecuencia  no  contraía  la  obli- 
gación perMoal  de  tal  librador,  sino  en  cuanto  hubiese  he- 
cho dicho  jiro  sin  estar  competentemente  autorizado  por  su 
Cfobierno;  y  habiendo  el  Gobierno  Oriental  aceptado  el  giro 
de  su  Ministro,  como  consta  de  los  documentos  adjuntos, 
y  está  probado,  y  que  por  lo  tanto  está  cubierto  de  toda 
responsabilidad,  no  ha  lugar  á  la  ejecución  que  se  solicita. 

Zavaleta. 
Este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente : 


Fallo  de   Im  Supreaui  Corte. 

Buenos  Aires,  Marzo  11  de  4871. 
Vhto$ :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 

T.  I.  8. 
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de  foja  nueve,   y  satisfechas  las  costps  y  repuestos  los  sb- 
HoS|  devuélvanse. 


Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos .  --  Benito  Carrasco.  ^—  Margb 
LINO  Ugarte. 


CAUSA     3LVII 


D.  Andrés  PetazzU  contra  el  Convento  de  Santo  Domingo 
de  Mendoza,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.--^o  oponiéndose  excepción  en  el  juicio  ejecutivo, 
dentro  del  término  legal,  debe  dictarse  la  sentencia  de  remate. 


Caso. — En  2  de  Junio  de  1868  Fray  Moisés  V.  Burela, 
priur  del  Convento  de  Santo  Domingo  de  Mendoza,  firmó  á 
nombre  de  este  una  obligación  á  favor  de  D.  Andrés  Petazzi 
por  la  9uma  de  400  ps.  boliv.  con  el  interés  d^  4  p  o/^. 
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En  Junio  de  1870  Petazzi  hizo  reconocer  la  firma  al  P. 
Barcia  y  entabló  acción  ejecutiva  por  el  pago  contra  el 
Convento. 

Aceptada  esta  por  el  Juzgado  de  Sección  y  despachado  el 
mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes  del  GonventOy 
^1  Prior  de  este,  que  lo  era  entonces  Fr.  José  M.  Barros, 
espuso  que  nada  tenia  que  ver  con  el  juicio,  pues  el  Con- 
vento tenia  su  representante,  D.  Pascual  Ruiz,  á  quien  se 
notificó  la  diligencia  de  embargo. 

Ruiz  se  presentó  entonces  y  pidió  se  anulara  todo  lo  obra- 
do, por  no  haber  sido  él  notificado  del  auto  de  solvendo. 

Petazzi  contestó  que  Ruiz  no  tenia  personería  por  no  ha- 
ber presentado  poder. 

El  Juez  asi  lo  declaró,  y  mandó  llevar  adelante  la  eje- 
cución. 

Ruiz  presentó  el  poder  del  Convento,  fué  citado  de  re- 
mate ;  y  no  habiendo  opuesto  escepcion,  se  dictó  el  siguien- 
te: 

Fallo  del  Jíues  SeceloiiAl 

Mendoza,  Noviembre  4  de  1870. 

Siendo  pasado  el  término  que  prescribe  el  articulo  268 
déla  Ley  de  procedimientos,  sin  oposición;  fallo,  que  el 
Prior  del  Convento  Dominico  debe  pagar  á  D.  Andrés  Pe- 
tazzi la  suma  á  que  se  refiere  el  auto  de  solvendo  con  costas. 

Asi  lo  decreto,  y  mando  que  se  haga  trance  y  remate  de 
los  bienes  embargados  hasta  hacer  efectivo  pago  al  acree- 
dor en  la  forma  susodicha. 

/mu  Palma. 

Ruiz  apeló  de  la  sentencie,  alegando  que  el  juicio  no  ha- 
bía sido  tramitado  en  la  forma  legal. 
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diklo  de  la  Suprema  Corto. 

Buenos  Aires,  Marzo  16  de  1871. 
Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  veinte  y  siete  vuelta,  y  satisfechas  las 
costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  DEL  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — Be- 
nito Carrasco.— Marcelino  Ugartb. 


CAUSA  ILiriII. 


Lamas  Régúnega  y  C^^  contra  D.  Alejandro  Paz^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  — \<^  La  mención  de  distinto  domicilio  hecha,  por 
los  contrayentes  al  tiempo  de  celebrar  un  contrato,  es  prueba 
bastante  para  determinar  la  competencia  de  los  tribunales 
federales. 

2o  Cuando  el  fuero  federal  procede  por  la  diversa  vecin- 
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dad  de  las  parles,  es  innecesaria  la  prueba  de  la  naciona* 
lidad  del  demandado. 

2"*  El  puesto  de  Sub-secrelarlo  de  Estado  no  puede  de- 
sempeñarse por  quien  no  es  ciudadano  argentino. 


Caso.— En  i""  de  Setiembre  de  1870  D.  EzequielN.  Paz, 
vecino  del  Rosario,  giró  á  favor  de  Lamas  Regúiiega  y  G*. 
contra  D.  Alejandro  Paz,  vecino  de  Buenos  Aires,  una  letra 
por  valor  de  2000  pfts. 

La  letra  fué  aceptada,  pero  no  pagada. 

Con  el  protesto  y  la  letra,  .D.  Jacinto  Barrios  apoderado  de 
Lamas  Régúnega  y  C*,  entabló  acción  ejecutiva  contra  D. 
Alejandro    Paz. 

El  Juez  dé  Sección  ordenó  que  se  acreditase  que  el  caso 
correspondia  á  la  Justicia  Nacional. 

El  actor  presentó  á  los  testigos  D.  Eugenio  Llambias  y 
D.  Dalmiro  Seguí. 

El  primero  declaró  que  le  constaba  que  Lamas  Régúnega 
y  G',  eran  vecinos  del  Rosario,  y  que  habia  oido  que  D. 
Alejandro  Paz  era  corredor  de  la  plaza  de   Buenos  Aires. 

El  segundo  que  le  constaba  ser  aquellos  vecinos  del  Ro- 
sario, y  este  de  Buenos  Aires. 

Barrios,  después  de  producido  esta  información,  y  alegan- 
do ser  de  pública  notoriedad  que  D.  Alejandro  Paz  ejercia 
en  Buenos  Aires  el  corretaje,  pidió  se  despachara  sin  mas 
trámite  el^ulo  de  solvendo. 


Fallo  del  Juez  SeeeionAl. 

Buenos  Aires,  Junio  9  de  1870. 
Habi(*ndo  esta  parte  reconocido  la  necesidad  de  acreditar 
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)a  vecindad  del  demandado  para  justificar  que  la  jurisdicción 
Nacional  es  competente  en  esta  materia,  acredítese  dicho 
punto  como  el  de  la  nacrons^idad  de!  demandado  y  se  pro- 
veerá. 

Zavaleta. 

Barrios  pidió  revocatoria  apelando  in  subsidium,  por  haber- 
se ya  acreditado  la  distinta  vecindad  de  las  partes,  y  ser 
esto  bastante  para  la  competencia  nacional,  sin  necesidad  de 
justificar  la  distinta  nacionalidad  de  los  mismos,  siendo  por 
otra  parte  notorio  que  el  demandado  era  argentino. 

AiitG  del    Jíues  Seeeioiial. 

Buenos  Aires,  Febrero  44  de  1871. 

Considerando,  1°  que  no  siendo  elJuzgado  competente,  por 
razón  de  la  materia^  para  conocer  en  est«  causa»  solo  puede 
serlo  por  razón  de  las  personas,  esto  es,  si  son  parte?  en 
el  juicio  un  estrangero  y  un  ciudadano  Argentino,  vecino  uno 
de  la  Provincia  en  que  se  soscita  el  pleito  y  el  otro  vecino 
de  otra  Provincia,  de  acuerdo  con  lo  prescrito  en  el  incisa 
2^  del  art.  S""  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  ó  interpretación  que  la  Suprema 
Corte  ha  dado  al  art.  100  de  la  Constitución  Nacional  en 
las  causas  LXir  y  LXVI  de  sus  fallos. 

2o  Que  con  arreglo  al  art.  2®  de  la  Ley  de  Procedimien- 
tos Nacionales  y  siempre  que  un  ciudadano  demande  un  es* 
trangero,  ó  un  estrangero  á  un  ciudadano,  ó  e^  vecino  de 
una  provincia  demande  al  vecino  de  otra,  el  demandante 
debe  presentar  con  la  demanda  documentos  ó  informacio- 
nes que  acrediten  que  el  caso  entra  en  la  Jurisdicción  Na- 
cional ;  y  por  consecuencia  no  presentándose  tales  justifi- 
cativos, no  puede'  el  juicio  seguir  adelante  sin  peligro  de 
seguir  un  juicio  nulo. 
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S^  Que  no  es  exacto  que  la  información  producida  haya 
constatado  que  el  demandado  sea  vecino  de  esta  Provincia, 
pues  de  los  dos  testigos  presentados,  uno  solo  declara  asertl* 
ñámente,  y  su*  testimonio  no  es  bastante  para  acreditar  aquel 
hecho. 

if^  Que  aunque  la  calidad  de  ser  el  demandado  vecino  de 
esta  Provincia  está  suficientemente  constatada  por  otras  cir- 
cunstancias constante  de  autos,  á  saber,  la  de  haber  acep» 
tado  en  esta  ciudad  la  letra,  cuyo  cobro  se  intenta  perseguir, 
lo  que  con  arreglo  al  art.  43  del  Gód..  de  Com.  constituye 
domicilio  especial  para  este  acto ;  no  está  justificado  sin 
embargo,  que  sea  argentino  y  la  justificación  de  este  hecho, 
ya  que  no  está  justificado  que  los  demandantes  sean  argen- 
tinos, es  indispensable  para  surtir  el  fuero  federal,  según 
lo  establecido  en  el  primer -considerando  de  esta  sentencia, 
pues  si  bastase  la  condición  de  ser  vecinos  de  diferentes 
Provincias,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  de  las  partes, 
la  Justicia  Nacional,  aunque  fuese  competente  por  razón  de 
la  materia,  podria  conocer  en  las  causas  en  que  fueran  parte 
dos  estrangeros,  caso  que  no  está  comprendido  en  el  art. 
100  de  la  Constitución,  ni  en  la  ley  de  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales,  de  todo  lo  cual  se 
deduce  que  no  es  legal  la  opinión  sostenida  por  el  deman- 
dante de  que  basta  la  diferente  vecindad  ó  domicilio  para 
surtir  el  fuero  federal. 

5^  Que  aunque  la  parte  demandante  sostiene  que  la  na- 
cionalidad del  demandado  es  notoria,  esta  notoriedad  no 
consta  de  autos,  ni  se  hace  manifestación  de  algún  hecho 
público  ó  documento  oficial  que  lo  comprueba,  no  bastando 
el  conocimiento  privado  que  pueda  traer  el  Juez,  porque 
en  tal  caso  seria  autorizar  un  procedimiento  arbitrario,  se- 
gún que  las  personas  que  desempeñan  la  magistratura  tu- 
viesen ó  no  conocimiento  de  la  nacionalidadi  de  las  personas 
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que  ante  eilos  liligan  sin  que  pueda  hacerse  valer  en  cna^ 
tfiario  el  caso  á  que  se  refiere  esta  parte,  porque  en  él  se* 
manifestaba  el  hecho  público  de  haber  la  persoiüy  de  cuya 
nacionalidad  se  trata,  sido  senador  de  la  Proviacia,  lo  que 
implicaba  forzosamente  la  nacionalidad  argentina.  Por  estos 
fundamentos  no  ha  lugar  á  la  revocatoria,  ^el  auto  que  or- 
dena justificar  la  nacionalidad  del  demandado,  y  se  concede 
en  relación  la  apelación  interpuesta  para  ante. la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  á  la  que  se  elevarán  los  autos  en  la  forma 
de  estilo.  Y  aienta  la  eslension  del  auto,  notifíquese  con 
el  original.     Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zuvaleta. 

Pallo  de  la  Suprema  €)er(e. 

Buenos  Aires,  Marzo  23  de  i  871. 

Vistos :  y  considerando ;  Primero,  que,  á  mas  de  las  de- 
claraciones prestadas  á  foja  catorce  vuelta  y  foja  quince,  por 
Don  Eugenio  Llambias  y  Don  Dalmiro  Seguí,  á  uno  de  los 
cuáles  consta  que  Don  Alejandro  Paz  es  vecino  de  esta  ciu- 
dad, y  el  otro  ha  oido  decir  c  que  es  corredor  en  esta  pla- 
za >,  existen  las  indicaciones  de  la  letra  presentada  á  foja 
primera,  según  las  cuales  el  referido  Paz  tiene  su  domici- 
lio en  Buenos  Aires,  en  la  calle  del  Parque  número  ciento 
cinco,  en  donde  fué  encontrado  al  hacerse  la  protesta  agre- 
{rada  á  foja  cuatro  ;  Segundo,  que  esas  indicaciones  han  sido 
implicitaincnte  reconocidas  «orno  verdaderas  por  el  hecho 
de  la  aceptación  de  la  letra  en  el  lugar  designado ;  Tercero, 
que  la  mención  de  domicilio  hecha  por  los  contrayentes  al 
tiempo  do    celebrar  el  contrato,   debe  considerarse  como 
prueba  bastante  á   efecto    de  determinar  la  competencia; 
Cuarto,   que  la  prueba  de  la  nacionalidad  del  demandado 
Vstt,  es  innecesaria  en  osle  caso,  porque  el  fuero  federal  á 
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que  se  ocurre,  no  procede  por  la  diversa  nacionalidad  de 
las  partes,  sino  por  su  vecindad  en  diferentes  Provincias; 
Quinto^  que  esa  circunstancia  consta  á  mas  notoria  y  ofi- 
cialmente, por  el  hecho  de  haber  desempeñado  Don  Ale- 
jandro Paz  durante  mucho  tiempo,  la  Sub-secretaría  de  Esta- 
do en  el  Departamento  de  Justicial  Culto  é  Instrucción 
Pública,  para  que  fué  nombrado  por  decreto  de  primero  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  no  habría  po- 
dido desempeñar  sin  ser  ciudadano  de  la  República  Argen- 
tina. Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado, 
corriente  á  foja  veinte ;  satisfechas  las  costas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Pban* 
CISCO  Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— Benfto  Carrasco. — Marcbu- 
No  Ugarte. 
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CLAIJSA  JLSJL. 


D.  Eduardo  Roche  ^  capitán  del  buque  c  Scottland  >  contra 
Fiéndelburg  Schatz  y  C^. ,  por  cobro  de  estada»,  fíetu^  k.  k. 


Sumario. — 1®  Probado  el  hecho  de  las  sobreestadías, 
deben  estas  ser  pagadas  con  arreglo  al  convenio  relativo,  en 
caso  de  no  justiñcarse  escepcion  legítima. 

2o  Un  solo  testigo  no  hace  fé  en  juicio. 

3o  Las  sobreestadías  cobradas  como  daños  y  perjuicios 
derivados  del  embargo  del  flete  pedido  por  los  cargadores  en 
juicio  separado,  son  materia  de  este  mismo  juicio. 

4o  Los  daños  y  perjuicios  á  indemnizarse  por  el  deudor, 
son  los  que  sean  consecuencia  directa  ó  inmediata  de  la 
falta  de  cumplimiento  del  contrato. 

5o  La  demora  de  la  salida  de  un  buque  no  es  consecuen- 
cia directa  é  inmediata  de  la  demora  en  el  pago  de  los  fletes. 

6o  Mucho  mas  si  esta  pudo  evitarse,  dándose  antes  la 
fíanza  que  el  capitán  diera  con  posterioridad. 

7o  La  disminución  de  efectos  que  se  entregan  por  el  ca- 
pitán, debe  hacerse  justificar  por  medio  de  reconocimiento 
judicial,  y  dentro  de  los  términos  señalados  por  los  arts. 
1246  y  1247  del  Código  de  Comercio. 
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So  _No  estando  justificado  convenio  alguno  especial  sobre 
el  precio  de  efeetoa^  vendidos,  debe  pagarse  el  corriente  de 
pla^a. 


Caso. — En  22  de  Enero  de  4870  en  el  puerto  de  GardifT 
se  celebró  entre  los  Sres.  Palmer  Hall  y  C^,  agentes  del  bu- 
que fScottland»  de  511  toneladas  de  registro  y  los  Sres.  Gory 
Hnos.  y  G^,  un  contrato  de  fletamento  para  traer  á  Buenos 
Aires  un  caifamente  completo  de  carbón  de  piedra  por  et 
precio  de  21  chelines  británicos  por  tonelada  de  20  quinta- 
les, con  10  libras  esterlinas  de  gratificación  a)  capitán,  de- 
biendo pagarse  el  flete  una  cuarta  parte  á  i  meses  de  la  fecha 
de  los  conocimientos,  una  cuarta  al  contado,  y  el  saldo  al 
hacerse  la  entrega  del  cargamento  en  letras  sobre  Londres 
al  cambio  corriente* 

La  descarga  debia  hacerse  á  razón  de  30  toneladas  por 
cada  dia  de  trabajo,  debiendo  pagarse  por  retardo  en  la  des- 
carga, la  suma  de  4  peniques  por  cada  tonelada  de  registro 
por  dia,   haciéndose  el  pago  dia  por  dia. 

Los  Sres.  Cory  Hnos.  y  G''.  embarcaron  753  toneladas 
á  la  orden  de  los  Sres.  Fiendelburg  Schatz  y  G*. 

Llegado  el  buque  á  Buenos  Aires,  los  consignatarios  eS"** 
pidieron  la  primera  orden  de  desembarco  el  25  de  Junio  de 
1&70  por  una  lancha  de  carbón  que  debia  entregarse  al 
patrón  de  la  lancha   c  Cayetano  » • 

Gon  estos  y  otros  antecedentes  el  capitán  Roche  se  pre- 
sentó al  Juzgado  de  Sección  esponiendo  que  después  de 
verificada  la  descarga  exigió  la  cuenta  y  pago  del  flete,  es^ 
tadías,  k.  &.  de  los  cargadores;  que  estos  solo  le  reconocian 
el  flete  disminuido  del  importe  de  19  tonds.  i\\  libs.  de 
carbón,  al  precio  de  12  pfts.  la  tonelada  por  carbón  guar- 
dado á  bordo  y  falla  en  la  entrega  ;  que*hab¡cndo  empezado 
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la  descarga  el  27  de  Junio  según  la  orden  de  25  del  mismo 
mes,  debió  concluir  el  28  de  Julio ;  que  en  lugar  de  eso,  con- 
cluyó el  3  de  Agosto;  causándose  seis  dias  de  estadía,  que 
con  arreglo  al  contrato  importaban  la  suma  de  51  <£  2  che- 
lines esterlinos ;  que  entre  los  dias  de  demora  debian  con- 
tarse también  los  que  estaban  causando  los  consignatarios 
á  la  salida  del  buque  por  no  abonar  el  flete,  ni  la  cuenta 
que  ellos  mismos  habian  reconocido,  por  lo  que  el  capi(an 
no  podia  darse  á  la  vela ;  que  por  consiguiente,  los  deman- 
daba en  el  caso  que  no  pagasen  inmediatamente  la  suma  de 
1500  pfls.,  los  dias  de  demora  desde  el  4  de  Agosto  adelante ; 
que  el  descuento  de  19  tonds.  411  libs.  de  carbón  era  in- 
debido, porque  se  habia  convenido  en  que  quedaran  á  bordo 
para  rancho  8  tonds.  al  precio  de  Gardiff,  deducido  el  flete, 
y  esa  cantidad  era  lo  guardado  á  bordo,  siendo  la  falla  de 
3  tonds.,  pues  habia   entregado  741  tonds.  1142  libs. 

Y  demandó  á  los  Sres.  Fiendelburg  Schatz  y  C":  !«  por  el 
pago  de  51  X  2  chelines  importo  de  6  dias  de  estadia. 

2o  Por  él  de  estadías  desde  4  de  Agosto  hasta  que  pu- 
diera emprender  su  viaje  con  los  fondos  que  se  le  debian 
entregar. 

3o  Por  la  devolución  del  exceso  en  el  precio  de  S  tonds., 
que  los  consignatarios  cargaban  á  12  pfls.,  cuando  debian 
cargar  el  de  GardifiT,  deducido  el  flete. 

4o  Por  la  devolución  de  134  pfts.  23  cts.  por  pretendida 
falla  de  11  tonds.  411  libs.  de  carbón. 

A  la  demanda  acompañó  el  contrato  de  fletamento;  el 
conocimiento  de  la  carga;  una  nota  de  la  descarga  firmada 
el  3  de  Agosto  por  D.  Federico  Wild  encargado  de  los  con- 
signatarios con  una  suma  de  728  tonds.  y  1150  libs.;  50 
recibos  de  las  cantidades  de  carbón  desembarcadas,  dos  de 
los  cuales  no  contenian  cantidad  fija,  siendo  uno  por  c  cer- 
ca de  30  tonds., »  y  otro  por  c  cerca  de  20  tonds.  > ;  una 
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Orden  de  los  consignatarios  de  25  de  Junio  para  entregar 
al  patrón  del  <  Cayetano  >  una  lancha  llena  de  carbón,  to- 
mando recibo ;  otra  orden  igual  para  el  patrón  del  c  Geróni- 
mo» ;  una  carta  de  los  mismos,  avisando  que  Wild  estaba 
encargado  para  recibir  el  carbón  según  el  conocimiento  ; 
una  carta  en  que  los  consignatarios  dicen  que  el  capitán 
desea  saber  el  peso  del  carbón  desembarcado  en  las  lanchas 
c  Gerónimo  >  y  c  Cayetano  >  ;  y  otra  carta  de  los  mismos 
al  capitán,  pidiendo  una  nota  de  las  lanchas  que  hatian  sa- 
lido del  costado  del  buque,  y  el  peso  que  llevó  cada  uno. 

Conferido  traslado,  los  demandados  contestaron  en  cuanto 
á  las  estadías,  que  ellas  fueron  causadas  por  culpa  del  ca- 
pitán, que  en  dos  ocasiones  se  negó  á  entregar  carga;  en 
cuanto  á  la  ulterior  demora,  que  ella  era  imputable  también 
al  capitán  que  les  habia  obligado  á  deducir  sus  reclamos 
para  cumplir  con  sus  obligaciones;  en  cuanto  á  la  falla, 
que  ella  existia,  según  el  romaneo,  habiendo  convenido  en 
él  el  capitán;  y  que  el  precio  de  12  pfts.  era  el  mínimum 
que  podian  cobrar,  pues  habian  tenido  que  pagar  el  derecho 
de  introducción. 

El  Juez  de  Sección  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  si- 
guientes puntos. 

\o  Si  es  verdad  que  el  capitán  se  negó,  en  dos  ocasiones 
á  entregar  carga,  y  cual  fué  la  demora  que  causó. 

2o  Si  es  verdad  que  el  capitán  reconoció  la  exactitud  de 
la  falla  de  carbón. 

3o  Qué  precio  se  convino  por  las  8  toneladas  de  carbón 
vendidas  al  buque,  y  en  su  defecto  cuál  era  el  precio  cor- 
riente. 

La  prueba  rendida  fué  la  siguiente : 

Sobre  el  primer  punto  declararon  D.  Cayetano  Doby,  y  D. 
Federico  Wild ;  el  primero,  que  en  dos  ocasiones  se  negó 
el  piloto  á  entregar  carbón  á  las  lanchas,  dando  por  motivo. 
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en  una,  que  había  tenido  cuestiones  con  el  pesador,  y,  en 
otra,  que  le  faltaba  lastre,  produciéndose  una  demora  de 
seis  ó  siete  dias;  el  segundo,  que  por  quejas  de  los  consig- 
natarios tuvo  que  mandar  á  otro  pesador,  quien  fué  á  bordo 
mientras  el  primer  pesador  salia  en  estado  de  ebriedad. 

Sobre  el  segundo  no  fué  producida  prueba,  y  sobre  el  ter- 
cero se  presentóun  informe  de  la  Cámara  Sindical  de  la  BoU 
sti  de  Comercio,  diciendo  que  el  precio  del  carbón  á  bordo 
el  3  de  Agosto,  era  de  9  pfts«  por  tonelada. 

Falto  fiel    Jíues   Seceioual. 

Buenos  Aires,  Enero  11  de  1871. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Eduardo  Rocho,  ca- 
pitán del  buque  <  Scottlond  >  contra  los  Sres.  Fíendelburg 
Schatz  y  C*.  por  cobra  de  estadias,  fletes  y  demás  deducido 
y  resultando: 

lo  Que  en  22  de  Enero  del  año  ppdo.  los  agentes  del  bu- 
que €  Scottland  >  de  511  toneladas  de  registro  en  el  puerto 
de  CardifT  en  Inglaterra  y  los  Sres.  Cory  hno.  y  Ca.  celebra- 
ron contrato  de  fletamento  del  espresado  buque  para  condu- 
cir á  este  puerto  un  cargamento  completo  de  carbón,  de- 
biendo los  fletadores  abonar  el  flete  de  Ai  chelines,  por 
tonelada  de  20  quintales,  mas^'lO  libras  esterlinas  de  grati- 
ficación al  capitán  y  efectuar  la  descarga  á  razón  de  30  tone- 
ladas cuando  menos  por  cada  dia  de  trabajo,  y  en  caso  de  no 
verificarlo  en  el  plazo  acordado,  abonar  al  fletante  4f  peni- 
ques por  tonelada  de  registro  cada  dia,  y  hacer  el  pago  dia 
por  dia,  carta  de  fletamento  de  f.  y  traducción  corriente  de 

f.  22  á  24. 

2<>  Que  los  Sres.  Cory  Hno.  y  C*.,  fletadores,  cargaron  en 

virtud  de  dicho  contrato,  753  toneladas  de  carbón  para  vapor 
á  la  orden  de  los  Sres.  Fiendelbui^  Schatz  y  C*.,  como  cons- 
ta del  documento  de  f.  12,  cuya  traducción  corre  á  f.  25. 
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3o  Que  el  plazo  para  la  descarga  empezó  á  correr  el  27  de 
Junio  del  ppdo.,  como  lo  comprueba  la  orden  espedida  en 
dicha  fecha  por  los  consignatarios  de  la  carga,  cuyo  original 
y  traducción  corren  á  f.  15  y  33  vuelta. 

4o  Que  la  descarga  debia  terminar  el  28  de  Julio,  como 
b  comprueba  la  afirmación  del  capitán,  en  su  escrito  de  de^ 
manda,  no  contradicha  por  los  demandados  al  contestarla, 
y  concluyó  recien  el  3  de  Agosto,  lo  que  se  comprueba  por 
el  escrito  de  f.  10  y  nota  del  romaneo  de  foja  21. 

5^  Que  terminada  la  descarga,  los  Sres.  Fiendelburg  Schatz 
y  Ga.,  pasaron  al  capitán  la  cuenta  de  lo  que  le  adeudaban 
por  fletes  cuya  cuenta  corre  á  f.  1*  del  espediente  agregado. 

6o  Que  en  la  citada  cuenta  disminuye  de  los  fletes  el  va- 
lor de  49  toneladas,  411  libs.  de  carbón  al  precio  de  12 
pfts.  la  tonelada. 

7o  Que  el  capitán  sin  reconocer  dicha  deducción,  y  con- 
viniendo únicamente  en  la  disminución  de  ocho  toneladas, 
que  dice  haber  comprado  á  los  consignatarios,  y  sin  aceptar 
el  preeio  de  12  pfts.  por  no  haber  sido  convenido,  ni  ser 
el  corriente,  cobró  el  saldo  liquido  que  dicha  cuenta  arrojaba 
á  su  favor,  reservándose  el  derecho  de  deducir  su  acción  por 
la  rebaja  que  se  le  hizo. 

8o  Que  el  capitán  no  percibió  inmediatamente  el  saldo 
liquido  de  sus  fletes  por  haber  sido  embargado  á  las  resuU 
tas  de  una  demanda  que  contra  él  promovieron  Fiendelburg 
Sohatz  y  G*.  por  indemnización  de  perjuicios. 

9o  Que  partiendo  de  los  antecedentes  espuestos,  el  capi- 
tán ha  deducido  la  presente  demanda  contra  los  consignata- 
rios de  la  carga,  reclamando: 

lo  El  pago  de  51  libras  y  dos  chelines  esterlinas  por  seis 
días  de  demora  sobre  los  acordados  por  la  póliza ;  2^  El 
pago  de  las  estadías  causadas  al  buque  por  la  demora  en  el 
pago  de  los  fletes,  fundado  en  que  no  podía  moverse  del 
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puerto»  mientras  dicho  pago  no  se  verificase :  3^  El  valor  d¿ 
11  toneladas  411  libras,  que  al  precio  de  doce  pesos  fuertes 
una,  ha  sido  deducida  de  los  fletes,  por  falta  en  la  entrega 
del  carbón,  negando  el  derecho  para  hacer  dicha  deducción: 
lo  por  no  haber  tal  falta  y  2^  por  no  haberse  reclamado 
oportunamente,  4^  la  diferencia  que  haya  entre  el  precio 
corriente  del  carbón  y  el  de  12  pfts.  al  que  se  le  han  car- 
gado las  ocho  toneladas  que  le  vendieron  los  Sres.  Fiendel- 
turg  Schatz  y  C", 

10.  Que  los  demandados  se  oponen  á  las  preteaciones.  del 
capitán  contestando  lo  siguiente: 

Sobre  el  primer  punto  relativo  á  los  seis  dias  de  sobrees- 
tadias,  que  ellas  fueron  causadas  por  culpa  del  capitán  que 
en  dos  ocasiones  distintas  se  negó  á  entrogar  la  carga,  la  1* 
suscitando  cuestiones  al  pesador  y  la  2^  so  pretexto  de  no 
tener  Isj^tre. 

Al  segundo  punto ;  que  los  perjuicios  que  la  demora  oca*- 
sionara  al  capitán  eran  imputables  á  él  exclusivamente,  que 
*por  haber  llenado  sus  obligaciones  les  habia  obligado  á  de» 
ducir  sus  reclamaciones  en  juicio. 

Sobre  el  tercer  punto;  ^ue  la  falla  «xislia  según  el  roma- 
neo y  ^uO  el  capitán  habla  convenido  en  ello. 

Y  sobre  el  cuarto  punto ;  el.reliitivo  al  precio  cargado  por 
él  cáfbon  <|tto  era  el  menos  que  podian  exijir,  atendiendo  á 
quo  habiendo  vendido  por  factura  todo  el  calamento,  y 
que  tenian  que  pagar  al  comprador  los  derechos  de  intro- 
ducción. 

1 1 .  Que  fué  recibida  la  causa  á  prueba  á  fin  de  acredi^ 
tar  los  puntos  siguientes : 

1^  Si  es  verdad  que  el  cSpfítan  se  negó  en  dos  ocasiones  á 
entregar  carga  y  cuál  fué  la  demora  que  causó:  2o  Si  as 
verdad  que  el  capitán  reconoció  la  exactitud  de  la  falla  de 
carbón :  3o  Qué  precio  se  convinoi  por  las  ocho  toneladas 
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de  carbón  vendidas  al  buque  y  en  su  defecto  cual  era  el 
precio  corriente. 

12.  Que  la  prueba  producida  es  la  siguiente : 

Sobre  el  primer  punto,  las  declaraciones  de  D.  Cayetano 
Daby,  y  D.  Federico  Wild  testigos  presentados  por  los  de- 
mandados. 

El  primero,  en  su  declaración  que  corre  á  f.  93  y  94,  dice 
que  en  dos  ocasiones  se  negó  el  piloto  á  entregar  carbón  á 
las  lanchas ;  la  primera  dando  por  motivo  haber  tenido  una 
cuestión  con  el  pesador  ;  y  la  segunda  por  falta  de  lastre ; 
y  que  estas  negativas  produjeron  una  demora  de  6  ó  7  dias 
en  la  entrega  del  carbón,  no  recordando  los  nombres  de 
las  lanchas  á  quienes  se  les  negó  carbón,  ni  la  fecha  en 
que  tuviera  lugar. 

El  segundo  testigo,  en  su  declaración:  que  corre  de  f.  95 
á  98  dice :  el  segundo  pesador  fué  á  bordó  á  la  vez  que  el 
primero  venia  á  tierra  en  estado  de  ebriedad  por  cuya  razón 
no  creo  que  la  diferencia  que  tuvo  con  el  piloto  procediese 
de  la  medición,  de  todo  lo  cual  se  deduce  que  no  habría 
habido  demora  de  parte  del  piloto  para  entregar  el  carbón. 

Sobre  el  segundo  punto,  no  se  ha  producido  prueba  al- 
guna; y  sobre  el  tercero,  el  informe  espedido  á  f.  112  y 
vuelta  por  la  Cámara  Siígdical  de  la  Bolsa  de  Comercio,  se. 
gun  el  cual  el  precio  del  carbón  á  bordo  el  tres  de  Agosto,  dia 
en  que  terminó  la  descarga ,  era  el  de  9  pesos  fuertes  por 
tonelada. 

Y  considerando  respecto  del  primer  punto  comprendido 
en  la  demanda,  á  saber,  las  estadías  ó  sobre  estadías  corri- 
das hasta  el  dia  en  que  terminó  la  descarga. 

lo  Que  estando  juslificado  en  autos  por  confesión  de  am. 
has  partes  que  la  descarga  debia  terminar  el  28  de  Julio,  y 
por  recibo  de  f.  10  y  nota  del  romaneo  á  f.  21,  no  con- 
tradicho por  los  demandados,  que  terminó  recien  el  3  de 

T.  YU.  10. 


i  22       FALLOS  DE  LA  SOPReVA  GORTB 

Agosto  siguiente^  coino  iguaimente  por  la  carta  de  fleta- 
mento  que  la  descarga  debía  hacerse  por  los  fletadores  den- 
tro del  plazo  que  espiró  el  28  de  Julio,  so  penada  pagar  las 
sobre-estadías ;  está  probada  la  obligación  por  parte  de  los 
fletadores  ó  sus  representantes  de  pagar  dichas  sobrevesta* 
dias,  salvo  que  justificasen  excepción  que  los  exonerase  de 
dicha  obligación. 

2^  Que  la  sola  excepción  opuesta  por  los  Sres.  Fiendel- 
burg  Sohatz  y  Ga.  es  que  las  demoras  fueron  causadas  por 
el  piloto,  y  ella  no  está  justiflcada,  por  .cuanto  la  declaración 
de  D.  Cayetano  Daby  no  es  bastante  para  acreditar  que  las 
demoras  fueron  causadas  por  el  piloto,  porque,  aparte  de 
ignorar  ó  no  recordar  el  nombre  de  los  lancheros  á  los  que 
se  les  negó  el  carbón  y  la  fecha  en  que  dicha  negativa  tuvo 
lugar,  por  su  singularidad  no  merecería  fé,  con  arreglo  á  la 
Ley  32,  Tít.  16,  Part.  8a  que  exige  dos  testigos  intachables 
que  concuerdea  en  la  persona,  hecho,  caso,  tiempo  y  lugar 
en  que  pasó. 

3o  Considerando  que  el  segundo  punto  comprendido  en  la 
demanda  á  saber,  las  estadías  cobradas  como  daños  y 
perjuicios  por  la  demora  en  el  pago  de  los  fletes :  i  o  que 
los  fletes  fueron  embargados  por  orden  de  este  Juzgado  y 
é  petición  de  los  fletadores  para  responder  al  juicio  que  estos 
promovieron  contra  el  capitán,  y  que  el  decidir  si  FiendeU 
burg  Schatz  y  G*.  tuvieron  derecho  para  pedirlo,  no  es 
materia  de  este  juicio,  sino  de  aquel  en  que  dicho  embargo 
fué  decretado:  2^  que  por  otra  parte  los  daños  y  perjuicios 
sufridos  por  el  acreedor  y  que  el  deudor  debe  indemnizarle, 
no  son  sino  loe  que  sean  consecuencia  directa  ó  inmediata 
de  la  falta  de  cumplimiento,  y  en  este  caso  ño  concurre  tal 
circunstancia,  porque  la  demora  de  la  salida  del  buque  no 
es  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  demora  de  loi 
fletesi  y  tanto  airaos  lo  ee  cuanto  que  pudo  evitarla  el  oa^* 
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pitan,  otorgando  fianza  ¿e  juzgado  y  sentenciadoi  fianza  que 
pude  otorgar  y  que  otorgó  efectivamente,  con  posterioridad, 
como  lo  comprueban  los  autos  respectivos,  y  que  solo  la 
otorgó  después  de  confirmado  por  la  Suprema  Gorteel  auto 
de  este  Juzgado  ordenando  el  embargo,  lo  que  prueba  que 
los  perjuicios  fueron  causados,  al  menos  en  gran  parte,  por 
los  recursos  deducidos  por  el  capitán :  3^  que  la  consecuen- 
cia lójica  de  los  dos  precedentes  considerandos  es  que  la  ac- 
ción deducida  no  es  admisible  en  el  segundo  punto,  que 
acaba  de  considerarse. 

4o  Considerando  respecto  del  tercer  punto  comprendido 
en  la  demanda,  esto  es,  la  devolución  del  valor  de  once 
toneladas  cuatro  cientos  once  libras  de  carbón,  que  al  pre*- 
ció  de  jonce  pesos  fuertes  la  tonelada,  han  descontado  los 
demandados  del  importe  del  flete,  por  fallas  en  la  entrega 
del  cargamento:  4  o  que  los  demandados  no  han  justificado 
que  el  capitán  hubieee  reconocido  el  derecho  que  aquellos 
tuviesen  para  hacer  la  espresada  rebaja  :  2o  que  la  descar- 
ga terminó  el  3  de  Agosto  del  a&o  ppdo.  ó  sea  cinco  meses 
antes  do'la  fecha,  sin  que  los  demaodados  hubiesen  hecho 
constatar  la  falla  por  reconocimiento  judicial  como  Iq  dia- 
ponen  los  artículos  1246  y  1247  del  Gód.  de  Comercio  : 
S""  que  dicho  reconocftaiieAt^  no  puade  efectuarse  al  presen- 
te por  haber  pasado  el  plazo  dentro  del  cual  debió  verilearse 
según  loiS  dos  últiiQOV  artículos  citados,  y  pasado  dicho 
plazo,  como  lo  ha  opuesto  la  parte  del  capitán,  cesa  el  dere- 
cho á  toda  reclamación  ;  ifi  que  por  otra  parte  según  la 
póliza  de  fletamento,  debia  pagarse  el  flete  por  tonelada  de 
2000  libras,  lo  que  haría  presumir  que  el  conocimiento,  como 
que  se  refiere  á  la  póliza,  espresa  también  toneladas  de  2000 
libras,  y  no  toneladas  inglesas  que  tienen  mucho  mas,  pero, 
como  lo  reconocen  los  demandados,  y  que  según  los  mismos 
08  la  que  ae  ha  tenido  eq  cuenta  para  la  medida  del  carbón  ; 


124       FALLOS  DE  LA  3UPREMA  CORTE         ^ 

siendo  de  notar  que  menos  aun  ha  podido  hacerse  dicha  de- 
ducción por  cuanto  la  cuenta  de  fletes  no  se  ha  liquidado 
por  tonelada  de  2000  libras,  lo  que  baria  una  diferencia  no- 
table en  el  precio  total  de  los  fletes : 

5o  Considerando  respecto  al  precio  cargado  por  las  ocho 
toneladas  que  Fiendelburg  Schatz  y  G&.  vendieorn  al  capitán; 
que  no  se  ha  justificado  que  él  fuese  convenido  entre  las 
partes,  y  está  probado  por  el  informe  de  f.  112  y  vuelta, 
de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio,  que  el 
precio  corriente  del  carbón  á  bordo  en  la  fecha  de  la  compra» 
que  es  el  que  debe  regir  según  el  art.  523  del  Cód.  de  Co- 
mercio, era  el  de  9  pils. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  condenando  á  los  Sres.  Fien- 
delburg  Schatz  y  C^.  al  pago  de  los  seis  dias  de  estadías 
que  se  le  cobran,  á  la  devolución  al  vapor  délas  11  tonela- 
das 411  libras  de  carbón  que  descontaron  de  los  fletes  por 
falla -y  á  la  de  16  pfts.  de  exceso  en  las  ocho  toneladas  que 
vendieron  al  capitán  Roche,  cuyas  cantidades  deberán  en- 
tregar al  último  dentro  del  término  de  diez  dias  con  los  in- 
tereses de  Banco  desde  la  demanda ;  y  absolviendo  á  los 
demandados  de  las  estadías  que  se  les  cobran  por  daños  y 
perjuicios,  con  declaración  de  que  las  costas  se  pagarán  se- 
gún se  hubieren  causado,  y  los  comunes  por  mitad. 

Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

A  solicitud  del  represente  del  capitán  alegando  que  había 
error  de  cálculo  en  la  cantidad  que  debian  devolver  los  con- 
signatarios por  diferencia  de  precio  en  las  ocho  toneladas  de 
carbón,  se  hizo  la  siguiente  rectificación  del  fallo  anterior. 

Baenos  Aires»  Enero  19  de  1871. 
Se  declara  que  en  la  parte  á  que  se  refiere  este  escrito 
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hay  un  error  de  cálculo,  y  que  el  precio  que  deben  abonar 

como  excedo  los  demandados  es  de  veinte  y  cuatro  pesos 
fuertes. 

Zavaleta. 

Apelada  la  sentencia  por  Fiendelburg  Schatz  y  G\,  fué 
confirmada  por  el  siguiente: 


WmUm  dm  te  Suprenuí  €>owtm* 

Baenos  Aires,  Mayo  30  de  1871. 

Vistas :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada,  corriente  de  foja  ciento  treinta  y  dos 
á  ciento  cuarenta ;  satisfechas  la  de  la  instancia  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse  los  autos. 

Salvador  M.  del  Carril. — José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


CUkMJSA.    TLTk. 


Da.  Estefanía  R.  de  Onieva  contra  Rezzio  y  Sala^ 

por  recurso  de  queja. 

Sumario. — 1®  Una  escritura  de  venta  de  un  buque  otor- 
gada ante  un  escribano  de  Provincia,  no  puede  ser  consi- 
derada como  un  boleto  de  venta. 
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S®  Debe  por  consiguiente  reponerse  el  papel  sellado  nació* 
oional  que  corresponde,  y  pagarse  la  multa  que  establece 
la  ley  nacional  de  sellos. 

3^  Los  autos  relativos  á  las  multas  por  violación  de  dicha 
ley  son  inapelables. 


^^lé^^m>k*m^tmm^é^M 


Caso. — D*.  EstefaniaR.  de  Onieva  diciéndose  propietaria 
del  vapor  c  Comercio  del  Rosario  >  interpuso  terceria  de 
oposición  por  título  de  domiaio  ea  la  ejeouoion  que  contra 
dicho  vapor  habian  iniciado  los  Sres.  Rezzio  y  Sala  por 
cobro  de.  pesos,  ante  el  Jue2  Nacional  de  Buenos  Aires. 

Como  justiñcativos  de  su  propiedad,  acompañó  una  escri- 
tura pública  de  venta  otorgada  en  el  Rosario  ante  el  escribano 
provincial  D.  Pedro  Larrosa  por  D.  Ezequiel  N.  Paz,  á  favor 
de  su  hermano  D.  Alejandro  Paz;  y  un  boleto  de  venta  otor* 
gado  por  este  á  favor  de  la  Sra.  de  Onieva. 

El  Juez  de  Sección  dio  vista  al  Procurador  flscal,  quien 
se  espidió  pidiendo  sé  mandara  estender  la  escritura  de 
venta  en  el  papel  nacional  correspondiente,  y  se  ordenara 
el  pago  de  la  multa  del  diez  tanto,  por  contener  aquel  do- 
cumento una  obligación  sujeta  á  la  jurisdicción  Nacional. 

Así  lo  proveyó  el  Juez. 

La  Sra.  de  Onieva  pidió  reposición  del  decreto,  diciendo 
que  los  documentos  presentadoe  podian  considerarse  como 
un  boleto  de  venta,  y  estos,  con  arreglo  al  art.  19  de  la 
Ley  Nacional  de  sellos,  pueden  otorgarse  en  papel  común. 

El  Procurador  ñscal  insistió  en  su  vista  anterior  negando 
que  la  escritura  pública  hecha  ante  un  escribano  de  la 
Provincia,  pudiese  considerarse  como  un  boleto  de  venta. 

Vallo  éM  JTaea  H^éeloiÉiil. 

Buenos  Aires,  Febrero  16  de  1874. 
Y  vistos,  considerando:  lo  Que  no  es  exacto  que  la  es- 
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critura  de  f.  1  y  2,  otoi^ada  en  la  ciudad  del  Rosario  por 
B.  Ezequiel  N«  Paz  ante  el  escribano  público  D.  Pedro  6. 
Larrosa  y  dos  testigos,  sea  un  boleto  de  contrato  de  los 
que  hace  mención  el  art.  19  de  la  ley  de  sellos,  pues  es  una 
escritura  pública  de  venta,  como  lo  ha  reconocido  la  parle 
que  lo  ha. exhibido  en  su  primer  escrito  en  el  que  se  encuea- 
tra  las  siguientes  palabras:  El  buque  fué  vendido  por  es- 
critura pública  otorgada  en  el  Rosario  á  favor  de  D.  Alejan-^ 
dro  Paz,* y  este  lo  ha  vendido  á  mi  favor  por  el  documento 
escrito  que  acompaño. 

2o  Que  la  solicitante  ha  acompañado  dichos  títulos  para 
justificar  que  es  dueña  del  vapor  c  Comercio  del  Rosario  > ,  y 
en  ellos  funda  la  tercería  excluyente  á  título  de  dominio 
que  ha  formalizado  en  su  primer  escrito,  y  según  lo  que 
espone  en  su  último  escrito  no  se  puede  trasmitir  la  propia 
dad,  y  por  consecuencia  el  dominio,  sin  llenar  los  requisitos 
establecidos  en  el  art  1015  del  Gód.  de  Comercio. 

3o  Que  por  otra  parte,  do  admitir  que  los  documento* 
exhibidos  por  D^.  Estefanía  R.  de  Onieva,  como  simples 
boletos,  no  se  habría  operado,  como  lo  reconoce  ella  mis* 
ma,  la  trasmisión  del  dominio,  y  el  Juzgado  no  podría  con 
arreglo  al  art.  301  de  la  Ley  de  Procedimientos,  sustanciar 
una  tercería  de  oposición  excluyente,  cuando  el  tercer  opo- 
sitor reconoce  no  ser  dueño  de  los  bienes  ejecutados,  y 
por  consecuencia  el  resultado  sería  siempre  el  «mismo  de  no 
seguir  adelante  el  juicio,  mientras  no  se  oblase  la  multa  ó 
se  presentasen  títulos  en  forma. 

4^  Que  por  consecuencia,  de  lo  espueste  en  los  prece- 
dentes considerandos,  y  sin  declarar  si  los  títulos  exhibi- 
dos son  bastantes  para  operar  la  trasmisión  del  dominio, 
toda  voz  que  se  ha  deducido  tercería  excluyente,  lo  que 
implica  según  el  tercer  opository  tener  dominio  en  los  bienes 
respecto  de  los  que  aquella  se  ejerce,  el  Juzgado  procede 
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acertadamente  exigiendo  que  los  documentos  justiñoativos 
del  dominio,  eatén  otorgados  en  el  papel  correspondiente, 
ó  en  su  defecto  se  oble  la  multa  de  ley,  antes  de  dar  un  paso 
en  la  tercería. 

5o  Que  si  bien  es  cierto  que  D».  Estefania  R.  de  Onieva 
no  ha  intervenido  en  la  escritura  otorgada  por  D.  Ezequiel 
N.  Paz  á  D.  Alejandro  Paz,  asi  mismo  debe  imputarse  el 
haber  admitido  como  bastante,  títulos  que  no  están  en  el 
papel  que  corresponde,  y  admitirlos  en  juicio  por  la  cir- 
cunstancia de  no  ser  otorgante  la  parte  que  los  presenta, 
seria  acordarles,  por  un  medio  ó  vía  indirecta  el  efecto  que 
no  podrían  surtir  directamente,  abriendo  una  puerta  á  la 
violación  de  la  ley,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que  el  art.  15 
de  la  ley  de  sellos  condena  al  pago  de  la  multa  no  solo  á 
los  que  otorgan,  sino  á  los  que  presenten  documentos  en 
papel  común. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  reposición  so- 
licitada en  la  parte  referente  á  la  escritura  otorgada  ante 
escribano  público  en  la  ciudad  del  Rosario.  — Declarándose 
que  no  se  dará  curso  á  la  solicitud,  mientras  no  se  oble  la 
multa  correspondiente,  ó  no  se  presenten  documentos  es- 
tendidos en  el  sello  que  corresponda.  Repóngase  los  sellos 
y  notifíquese  con  el  original 

Manuel   Zavaleta. 

La  Sra.  de  Onieva  apeló,  y  se  le  negó  el  recurso  por  no 
ser  apelabfe  el  auto  con  arreglo  á  la  ley  de  sellos. 

Interpuso  entonces  el  recurso  de  queja  por  denegada  ape- 
lación, y  después  de  evacuado  el  informe  relativo  del  Juzgado 
de  Sección,  se  dictó  el  siguiente : 


■"alio  de  la  Suprenm  C)orte. 

Baenos  Aires,  Hayo  30  de  1871. 
Vistos :  por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  diez  y  seis  á 
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foja  diez  y  ocho,  devuélvase  al  Juez  de  Sección  para  que 
lleve  adelante  sus  procedimientos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril.— José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


CAUSA  TOJL. 


El  Ministerio  fiscal  contra  D.  Osvaldo  Rodríguez 
por  defraudarían  al  Erario. 


Sumario.^^V  Para  que  el  Juez  pueda  resolver  en  la  sen- 
tencia definitiva,  es  indispensable  que  al  deducirse  la  acción 
se  determine  claramente  la  persona  contra  quien  se  pide. 

2^  La  indeterminación  de  la  persona  contra  quien  se  de^ 
duce  un  reclamo  no  permite  dar  á  quien  corresponde  la 
debida  audiencia  para  sustanciar  la  causa. 


Caso.  —En  23  de  Mayo  de  1869  el  Ministro  de  la  Guerra 
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eomuaieó  al  Fiscal  Militar  permanente,  que  D.  Osvaldo  Bo^ 
drif^ués  proveedor  de  la  froútera  Sud  de  Buenos  Aires  sd 
habia  apersonado  ante  él,  esponiendo  que!el6efe  de  eaí  fron^ 
tera  coronel  D.  Alvaro  Barros  le  habia  vejado  á  causa  da 
úo  prestarse  á  seguir  ejecutando  ün  convenio  que  tenia  con 
él  para  remitir  á  su  estaácia  la  hacienda  que  defloraba  de 
la  que  debia  entregar  para  el  racionamiento  de  la  guarni- 
ción ;  y  que  resultando  de  esta  denuncia  que  el  mismo  de- 
nunciante habia  estado  defraudando  al  Erario  público,  le 
ordenaba  procediera  á  instruir  un  sumario. 

Habiendo  D.  Osvaldo  Rodríguez  declinado  de  la  jurisdic- 
ción militar,  el  Ministro  de  la  Guerra  remitió  los  anteceden- 
tes al  Juez  de  Sección  de  Buenos  Aires,  quien  instruyó 
contra  aquel  el  correspondiente  proceso,  haciendo  peñeren 
la  cárcel  á  Rodríguez,  y  practicando  todas  las  diligencias 
necesarias,  menos  la  declaración  indagatoria  y  confesión  de 
Rodríguez,  que  este  se  negó  á  prestar  amparado  del  art. 
18  de  la  Constitución  Nacional. 

Concluido  el  sumarro,  el  Procurador  ñscal  dijo  que  de* 
este  no  resultaba  prueba  suficiente  para  flindar  una  acusa- 
ción críminaK 

Que  la  nota  del  Ministro  de  la  Guerra  habia  dado  á  este 
asunto  un  carácter  tal  de  gravedad,  que  hacia  necesario  ago- 
tar los  medios  de  investigación  para  dejar  establecida  la 
verdad. 

Pero  que  Rodríguez  habia  negado  haber  hecho  la  denun- 
cia que  en  ella  se  mencionaba,  y  que  no  existiendo  otros 
datos  para  comprobarla,  la  sola  palabra  oficial  de  un  Mi- 
nistro DO  constituía  una  prueba  judicial  suficiente  para 
condenar. 

Que  por  otra  parte,  nada  resultaba  probado  en  contra  del 
coronel  Barros,  y  lo  único  que  existia  justificado  en  con- 
tra de  Rodrigues  «ra  en  que  babia  deflorado  la  hacienda 
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gnndesi  y  dqando  gran  nnmero  dé  ehi« 

---  «"fcailü,  este  hecho  importaba  solo  una  fUta 
rn-'íjmmto  de  sa  eootratoi  y  no  oa  delito  aojeto  á 
-a  crañiaL 

Pidió  m  aekaaeyera  en  la  cansa. 

Gofi&rido  Inalado,  el  defensor  de  Rodriguest  contestó  que 
esU  nsMhiiiuu  no  estaba  en  armonía  ooñ  les  premisas» 

Qoe  fe  que  correspondía  era  absolver  de  colpa  y  caigo  Ú 
pnxando,  y  condenar  al  acusador  á  la  incieaMiiBadeB  de 
ton,   perjuicios  y  costas. 

ftie  Bodriguez  era  completamente  inocente  del  delíte 
*^™^i  y  que  á  consecttéocia  de  la  mala  admkiiBtffMioa 
Ueoroael  Barros»  y  de  la  denuncia  del  Ministro  de  la 
B  bina  sufrido  la  prisión  y  perjuicios  de  oonsi< 
loe  Uixa  serle  indemnizados  ó  por  .alguno  de  ellos,  6  por 
A  eoaiisionado  para  recibir  las  haciendas,  6  por  los  tres 
«Mañamenle,  ó  por  el  Gobierno  Nacional. 

IWlo  «el  jíwM  0Mel«ma. 


Bnenos  Aires,  Febrero  tt  de  1811. 

1  TÍstos  estos  autos  seguidos  contra  el  proveedor  D.  Os- 
^  Bodriguesi  y  no  resultando  de  ellos  cargo  criminal 
^tra  el  procesado,  declárasele  libre  de  cargo  y  pena ;  en 
^  coosecuencia  chancélese  la  fianza  otorgada ;  repónganse 
•«  «líos  y  hágase  saber. 

Andrá  UgarrlMn. 

B  defensor  de  Rodríguez  apeló  en  relación,  alagando  que 
**¡a  condenarse  al  Gobierno  Nacional,  ó  á  loi  qiio  hflWrtí 
í^fcído  en  su  nombre  los  actos  abiisivoi,  A  Indamnlsif  á 
*%^  las  costas  r  dañoi  causjifloi,  rmoi  éi  «ae  parjü- 
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dica  á  otro  sin  derecho  está  en  la  obligación  de  indemni- 
zarle los  perjuicios  que  le  ha  ocasionado. 

Que  no  se  podia  oponer  que  el  Gobierno  Nacional  no  es 
demandable  por  actos  de  sus  funcionarios ,  porque  es  doc- 
trina corriente  en  materia  federal,  que  los  Tribunales  de 
la  Nación  tienen  facultad  de  condenarlo  en  daños  y  perjui- 
cios, reconvenciones  I  contradémandasT,  costas  etc.  etc., 
cuando  son  el  Gobierno  ó  sus  representantes  los  actores  en 
el  juieio. 

Que  aun  en  el  supuesto  de  no  ser  condenable  el  Gobierno, 
siempre  lo  serian  sus  funcionarios,  porque  jamas  puede 
eximirse  un  fimcionarío  público  de  responder  de  los  perjui- 
cios hechos  á  los  derechos  particulares,  cuando  sus  actos 
han  sido  claramente  contra  las  leyes  ó  el  derecho. 

Que  los  actos  del  gefe  de  frontera,  y  del  Ministro  déla 
Guerra  han  sido  contra  derecho,  como  lo  probaba  el  proce- 
so, y  el  mismo  Ministerio  fiscal  que  declaró  no  existir  hecho 
alguno  criminal  á  cargo  de  Rodríguez. 

Concedido  el  recurso,  se  dictó  el  siguiente: 

Vnlle  de  la  Supreaia  fTwrle. 

Buenos  Aires,  Hayo  30  de  1811. 

Vistos ;  y  considerando :  Primero  que,  para  que  pueda  el 
Juez  resolver  en  la  sentencia  definitiva,  de  un  modo  espre- 
so, positivo  y  preciso,  con  arreglo  á  las  acciones  deducidas 
en  el  juicio,  condenando  ó  absolviendo  en  el  todo  ó  en  par- 
te, y  fijando  la  persona  condenada  ó  absuelta,  como  lo  pres- 
cribe el  articulo  trece  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  es  indispensable  que,  al  de- 
ducirse la  acción,  se  determine  claramente  la  persona  contra 
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quien  se  pide  :  Segundo^  que  no  lo  ha  hecho  así  Don  Osvaldo 
Rodríguez  en  el  escrito  que  corre  á  foja  ciento  treintai  pues 
en  él  pide  que  se  condene  á  indemnizar  los  daños  y  perjui- 
cios que  supone  haber  recibido,  con  los  costos  y  costas, 
bien  sea  el  Ministro  de  la  Guerra,  ó  al  coronel  Don  Alvaro 
Barros,  6  al  comisionado  White,  ó  á  los  tres  solidariamente, 
ó  al  Gobierno,  foja  ciento  sesenta  ;  nueve  vuelta;  Tercero^ 
que  esa  indeterminación  de  la  persona  contra  quien  se  de- 
ducia  el  reclamo,  no  permitía  dar  á  quien  correspondiese  la 
debida  audiencia  para  sustanciar  la  causa :  Cuarto^  que  en 
tal  caso,  quedaba  como  materia  única  del  juicio  la  petición 
del  Procurador  Fiscal,  deducida  á  foja  ciento  veinte  y  tres, 
que  ha  sido  fallada  en  la  definitiva  de  foja  ciento  setenta  y 
uno,  en  lo  que  no  puede,  por  consiguiente  decirse  que  el 
Juez  ha  incurrido  en  omisión,  dejando  de  resolver  lo  que 
le  estaba  formalmente  sometido;  por  estos  fundamentos,  se 
confirma  la  referida  sentencia  de  foja  ciento  setenta  y  uno ; 
devuélvanse  los  autos,  después  de  satisfechas  las  costas  y 
repuestos  los  sellos. 

Salvador  M.  del  Gari^l.  — José  Bar- 
ros Pazos. —Marcelino  Ugarte. 
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CULimAS  TLTLWñ  j  XXIII.  (a) 


El  Büneo  ée  Landres  y  Rio  déla  Plata  del  Rosario,  contra 
D.  Casimiro  Rivadeneira^    en  recurso  de  quqa. 


Sumario. — lo  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales 
es  exoluyente  de  la  de  los  provinciales  en  las  causas  espe- 
cificadas por  los  artículos  1  •  2  y  3  de  la  ley  de  14  de  Se* 
tiembre  de  1863. 

%o  Dicha  jurisdicción  no  ye  estiemde  á  casos  que  no  estén 
espresamente  señaladas. 

3o  No  lo  está  el  caso  que  una  ley  provincial  sea  impug- 
nada como  repugnante  á  la  Constitución  Nacional. 

4fi  En  este  caso  la  Constitución  es  de  indirecta  aplicación. 

5*^  La  objeción  de  inconstitucionalidad  de  leyes  provin- 
ciales no  basta  para  privar  á  los  tribunales  de  provincia  de 
la  jurisdicción  que  les  compete  para  conocer  en  causas  re- 
gidas por  dichas  leyes. 

6o  Dichos  tribunales  son  también  ejecutores  de  la  Gons- 

(a)  Nota. — ^En  igual  recurso^  deducido  por  el  Banco  de  Londres 
contra  D.  Domingo  Holner,  se  dictó  ana  resolución  semejante  á  la 
dictada  en  este  caso. 
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titucion  Nacional,  y  la  puedan  y  daben  interpretar  y  es- 
plicar. 

7o  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  establecido  por  el  art 
14,  inc.  2,  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  para  cor- 
regir las  interpretaciooes  ijue  sean  erróneas. 

8o  De  ¡otro  modo  la  jurisdiocion  de  los  tribunales  de 
Provincia  seria  absorbida  por  la  de  los  Tribunales  de  la  Na»^ 
cien,  bastando  para  privar  á  aquellos  del  oonoeí miento  de 
las  causas,  alegar  que  las  leyes  éplicablef  al  debate  son  con« 
trarias  á  la  Constitución. 


Caso. r^En  el  año  de  1865  la  Legislatura  de  Santa-Fé 
dictó  una  ley  en  que  se  ordenaba  que  los  billetes  de  los  Ban*» 
eos,  que  se  establecieran  en  dicha  Provincia  serian  á  pesos 
fuertes  y  se  pagarian  en  moneda  legal. 

Con  arreglo  á  esta  ley,  el  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la 
Plata  solicitó  y  obtuvo  la  fundación  de  un  banco. 

Mas  tarde  se  fundó  el  Ban^o  del  Rosario,  y  al  aprobarse 
8ua  estatutos,  se  estipuló  que  los  billetes  serian  á  pesos 
fuertes  y  bolivianos,  pagaderos  en  la  moneda  que  represen* 
taran. 

Igual  concesión  se  hizo  al  Banco  Comercial  de  Santa<>Fó. 

El  Banco  de  Londresj  fundado  en  que  por  sus  estatutos 
gozaba  de  cualquijBr  privilegio  que  por  leyes  posteriores  se 
concediera  á  otros  bancos,  emitió  también  á  pesos  boUvia- 

QOS. 

En  3  de  Agosto  de  1868  una  ley  provincial  fijó  el  Upo  da 
la  moneda  boliviana  en  diez  reales  y  medio  por  cada  peso 
fuerte,  y  ordenó  á  los  bancos  que  pagaran  en  esta  moneda 
sus  billetes  después  de  treinta  dias  de  promulgada. 

Dos  años  después,  D.  Casimiro  Rivadeneira  pidió  al  Ban- 
co de  Londres  la  conversión  en  fuertes  de  4200  ps.  en  bille- 
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tes  á  boliviano,  y  en  vista  de  su  negativa  se  levantó  una 
protesta,  y  entabló  juicio  ejecutivo  por  el  pago  de  la  canti« 
dad  al  tipo  fijado  por  la  ley  de  Agosto  ante  el  Juez  de  la 
Provincia; 

El^  Banco  declinó  de  la  jurisdicción  provincial,  alegando 
que  la  ley  de  Agosto  era  inconstitucional ,  y  que  este  punto 
no  podía  ser  resuelto  sino  por  los  Tribunales  Federales,  con 
arreglo  al  art.  100  de  la  Constitución,  art.  2,  itic.  1,  de  la 
ley  de  1863  sobre  jurisdicción  de  los  Tribunales  Federales, 
y  arts.  1,  2,  3,  4  y  5  de  la  ley  de  Octubre  de  1862. 

El  Juez  declaró  que  la  ley  era  constitucional  y  sostuvo 
su  competencia. 

Apelado  su  auto,  fué  confirmado  por  la  Gámare  de  Jus- 
ticia. 

El  Banco  apeló  para  ante  4a  Corte  Suprema,  y  la  Cámara 
negó  el  recurso. 

En  vista  de  esta  negativa,  el. Banco  apeló  de  hecho  por 
via  de  queja. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe  á  la  Cámara  de  Justi- 
cia, y  esta,  remitiendo  los  autos,  contestó  que  según  el  art. 
14  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863  solo  puede  apelar- 
se de  las  sentencias  definitivas,  y  en  los  casos  de  los  incisos 
1,  2  y  3  de  dicho  articulo,  siendo  asi  que  debió  negarse  el 
recurso  en  el  presente  caso,  en  que  solo  se  trataba  de  un 
articulo  de  competencia. 

Que  los  jueces  ante  quienes  se  deduce  declinatoria  de 
jurisdicción,  la  tienen  para  declararse  ó  no  competentes ;  y 
que  él  de  Comercio  ante  quien  versaba  el  presente  asunto 
no  habia  hecho  declaración  alguna  de  si  era  ó  no  constitu- 
cional la  ley  de  Agosto,  que  el  actor  queria  aplicar  el  caso, 
limitándose  á  declarar  su  competencia. 
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Fallo  de  la  Suprema  €:?erte. 

_  Buenos  Aires,  Mayo  30  de  1871. 

Vistos  :  y  considerando;  PrUnero^  que  aunque  la  juris- 
dicción que  corresponde  á  los  Tribunales  de  la  Nación,  e^ 
privativa  y  escluyente  de  la  de  los  Juzgados  de  Provincia, 
OD  las  causas  que  cspecifícan  los  artículos  primero,  segun- 
do y  tercero  de  la  ley  sancionada  en  catorce  de  Setiembre 
de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  tres,  es  también  una  juris- 
dicción escepcional,  que  no  puede  por  interpretación,  esten- 
derse á  edso3  que  no  estén  espresamente  señalados ;  Según- 
¿9,  que,  si  bien  entre  aquellas  causas  se  encuentran  com- 
prendidas €  las  que  sean  especialmente  rejidas  por  la  Gons-: 
titucion  Nacional ,  las  leyes  del  Congreso  y  los  tratados  con 
<  Naciones  Estrangeras  > ,  no  se  encuentran  igualmente  com- 
prendidas Im  causas  en  que  una  ley  Provincial  sea  impug- 
nada como  repugnante  á  la  Constitución  General,  y  en  que 
eeta  constitución  es,  por  consiguiente,  de  indirecta  apUca- 
cion,  como  motivo  para  decidir  sobre  la  validez  ó  nulidad 
de  la  ley  que  se  impugna ;  Tercero^  que  la  cuestión  some- 
tida en  este  caso  á  la  decisión  judicial,  está  directamente 
regida  por  la  ley  provincial  de  Santa-Fé;  Cuarto^  que  la 
objeccion  de  inconstitucionalidad  hecha  por  el  demandado 
á  la  referida  ley,  no  basta  para  privar  á  los  Tribunales  de 
esa  Provincia,  de  la  jurisdicción  que  les  compete  para  co- 
nocer y  decidir  en  causas  regidas  por  Leyes  Provinciales,  y 
seguidas  entre  vecinos  de  la  Provincia  misma;  porque,  sien* 
do  la  Constitución  Federal  ley  suprema  de  la  Nación,  á  la 
que  están  obligadas  á  conformar  sus  actos  las  autoridades 
de  cada  Provincia,  no  obstante  cualquiera  disposición  en 
contrario  que  contengan  las  leyes  ó  Constituciones  Provín- 
'bialesi  articulo   treinta  y  uno,  ellas  son  ejecutores  de  la 

T.  I.  10. 
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Constitución  Nacional »  y  en  ese  carácter  la  pueden  y  deben 
interpretar  y  esplicar  como  la  entiendan,  quedando  á  salvo 
el  recurso  que  contra  sus  decisiones  establece  el  párrafo 
segundo,  articulo  catorce  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre, 
á  fin  de  corregir  la  interpretación  errónea  de  los  Tribuna- 
les Provinciales,  y  de  salvar  la  integridad  del  derecho  Na- 
cional ;  y  haciendo  uso  de  esa  facultad  y  cumpliendo  ese 
deber,  de  interpretar  la  Constitución  Nacional,  para  ajusfar 
sus  resoluciones  á  ella,  los  Tribunales  de  la  Provincia  de 
Santa-Fé  tienen  jurisdicción  bastante  para  decidir  por  sí, 
y  sin  perjuicio  del  recurso  anteriormente  mencionado,  la 
objeción  de  inconstitucionalidad  hecha  á  Ley  Provincial 
cuya  aplicación  se  pide  en  la  demanda ;  Quinto^  que  epta 
doctrina  se  comprueba  por  las  disposiciones  que  contienen 
el  citado  párrafo  segundo,  artículo  catorce  de  la  ley  de  ca- 
torce de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  y  el 
artículo  veinte  y  uno  de  la  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  dos,  que  necesariamente  suponen  el 
conocimiento  y  decisión  por  los  Tribunales  de  Provincia, 
de  casos  regidos  por  la  Consttitucion  y  Leyes  Nacionales,  y 
de  casos  en  que  se  cuestiona  la  validez  de  una  ley,  decreto 
ó  autoridad  de  Provincia  como  repugnante  á  la  Constitución, 
á  los  tratados  públicos  ó  á  las  leyes  del  Congreso ;  Se^to^ 
que,  de  otro  modo,  y  contra  la  letra  y  el  espíritu  de  la 
Constitución  Federal,  la  jutisdiccion  délos  Tribunales  de 
Provincia  seria  absorvida  por  la  de  los  Tribunales  de  la 
Nación,  pues  para  privarlos  del  conocimiento  de  las  causas 
que  son  de  su  competencia,  bastaría  quo  cualquiera  de  los 
litigantes  alegase  con  buen  ó  mal  fundamento,  que  las  le- 
yes aplicables  al  debate  eran  contrarias  á  la  Constitución 
Nacional ;   SépHmOj  que  la  cuestión  sobre  constitucionalidad 

de  la  ley  invocada  por  el  demandante  no  ha  sido  resuelta, 
ni  aun  está  debidamente  sustanciada  todavia,  pues  las  pa- 
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Idbras  que  á  ese  respecto  se  registran  en  los  considerandos 
de  los  autos  que  corren  á  foja  veiiite  y  uñó  y  fuja  cuarenta  y 
cinco  de  tos  que  se  hallan  agregados,  no^  son  paHe  dispo- 
sitiva, ni  hacen  cosa  juzgada ;  Octavo,  que  no  ha  llegado, 
por  consiguiente,  la  ocasión  de  que  se  iliterponga  el  recurso 
establecido  en  la  ley  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres;  por  éstos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  queja  de- 
ducida por  Don  Manuel  Escalante,  en  representación  del 
Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata ;  previo  pago  de  cos- 
tas y  reposición  de  sellus,  archívese  el  espediente  desglo- 
zándose  antes  los  autos  remitidos  por  el  Superior  Tribunal 
de  Justicia  en  la  Provincia  de  Santa-Fé,  al  que  serán  de- 
Yuelto*  cdn  el  correspondiente  oficio,  pafa  qué  lleve  sus 
procedimientos  adelante. 

Salvador  M.  dbl  Carril. -^bsí  Baií- 
ROS  Pazos, — Marcelino  Ugartb. 


C/kMíñA   TL%1T, 


El  Tisco  Nációtiál  contra  el  mayor  Ú.  Rayfnundo  Loyola, 
por  devolución  de  valora  escales. 

Sumario. — lo  La  acción  penal  y  la  civil  que  nacen  dé 
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un  delito,  son  independientes  entre  sí,  y  pueden  intentarse 
conjunta  ó  separadamente. 

2<>  La  acción  civil  por  devoluciones  de  valores  defraudados 
al  fisco,  compete  alJnez  de  Sección,  si  en  la  criminal  que 
corresponde  á  otro  tribunal  ha  sido  omitida. 

3o  El  Presidente  de  la  República,  como  gefe  de  las  fuer- 
zas militares,  puede  ordenar  el  sobreseimiento  de  una  causa 
criminal  contra  un  militar,  ó  indultarle  de  la  pena,  dejando 
á  salvo  las  acciones  civiles  del  fisco. 


Caso. — En  Febrero  de  1 869,  el  General  Arredondo,  coman- 
dante de  las  fronteras  de  Córdoba,  Mendoza  y  San  Luis, 
mandó  levantar  un  sumario  contra  el  Mayor  D.  Raymundo 
Loyola,  comandante  de  un  batallón  ,de  Guardias  Nacionales 
Mobilizadas,  por  sospechas  de  fraude  al  Tesoro  Público. 

Concluido  el  sumario,  del  cual,  según  el  fiscal,  resultaba 
comprobado  que  se  habia  dado  recibo  por  mayor  número  de 
raciones  que  las  consumidas  por  el  batallón,  se  puso  preso 
al  Mayor  Loyola,  y  se  pasó  el  proceso  al  P.  E. 

Adelantado  el  proceso,  el  defensor  de  Lojola  pidió  al  P.  E. 
que  resolviese  la  causa  administrativamente. 

El  Auditor  de  guerra,  á  quien  se  corrió  vista,  contestó 
que  podia  hacerse  asi,  pero  sin  que  esto  importase  un  sobre- 
seimiento, sino  que  debía  condenársele,  dándole  de  baja 
absoluta,  declarándole  inhábil  para  entrar  nuevamente  al 
servicio,  y  ordenando  que  previa  liquidación,  se  le  cobrase 
lo  que  indebidamente  se  habia  pagado  por  Tesorería. 

El  P.  E.  asi  lo  decretó  en  13  de  Diciembre  de  1869. 

Se  hizo  la  liquidación,  de  la  que  resultaba  un  cargo  en 
contra  de  Loyola  por  11035  ps.  12  cts.  fts.,  y  el  Procu- 
rador fiscal  demandó  el  cobro  de  dicha  suma  ante  el  Juez  de 
Sección  de  San  Luis. 
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Conferido  traslado,  Loyola  contestó  diciendo  que  no  es- 
taba probado  el,  delito  del  cual  surgia  la  deuda  demandada; 
que  8&  le  habla  condenado  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, que  no  era  su  Juez  natural,  sin  oirle;  que  por  con- 
siguiente su  sentencia  adolecia  de  un  vicio  de  nulidad  ^  y 
nulas  eran  las  acciones  que  fundadas  en  ella  se  deducian. 

Falle  diel  Jíues  Seccional. 

r 

San  Luis,  Noviembre  24  de  1870. 

Vistos,  y  considerando  que  en  el  presente  juicio  se  enr 
trañan  una  cuestión  de  derecho  constitucional,  otra  civil  de 
derecho,  y  otra  de  hechos  que  es  la  que  al  presente  está  so- 
metida al  conocimiento  de  este  Juzgado ;  mas  no  pudién- 
dose entrar  á  conocer  de  ella,  sin  entrar  antes  al  examen  de 
su  origen  y  procedencia,  ya  para  determinar  la  constitu- 
cionalidad  de  los  actos  que  al  presente  juicio  han  precedido, 
ya  también  para  calificar  la  competencia  de  este  Juzgado:  se 
hace  necesario  dar  una  mirada  retrospectiva,  sobre  los  obra- 
dos, y  comparándolos  con  las  leyes  que  los  rigen  ó  debieron 
regirlos,  resolver  sobre  las  cuestiones  de  derecho,  para  en- 
trar ó  no  al  conocimiento  de  la  cuestión  de  hecho. 

Sometido  el  Sargento  Mayor  de  Guardias  Nacionales  D. 
Raymundo  Loyola  á  un  juicio  de  investigación  por  orden 
del  comandante  en  Jefe  de  la  Frontera,  General  D.  José  M. 
Arredondo,  porque  el  Fiscal  especial  comisionado  ad  ¡uíc, 
Sargento  Mayor  D.  Julio  Ruiz  Moreno,  opinó  este  al  elevar 
.sus  *j|cluaciones  á  la  Comandancia  General,  que  según  el 
resultado  del  sumario  organizado,  el  Sr.  Loyola  era  dehn- 
cuente  de  defraudación  de  dineros  nacionales :  y  de  su  ór- 
den  lo  constituyó  en  prisión.  El  comandante  en  gefe  envió 
el  proceso  y  la  persona  de  Loyola,  á  la  Inspección  General  de 
Armas  de  la  Nación,  de  donde  fué  elevado  el  sumario  al 
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SfinUterio  de  la  Guerra,  quien  \q  paa6  al  Auditari  el  que 
espidiéndose  en  vista,  opina:  qi|e  siendo  graveii  los  cargos 
que  el  sumario  arroja  oontra  Loyola,  no  puede  s^r  este  pep 
nadQ  por  el  Ministerio,  sino  sometidp  á  consejo  de  oficiaba 
superiores,  para  lo  q^e  debia  pasarse  la  causa  4  uno  de  loa 
Fiscales  permanentes ;  declarado  así  por  el  E^mo.  Sr.  Pre-» 
sidente  de  la  República,  y  después  que  Loyola  nombró  de- 
fensor, se  pasó  el  espediente  al  Fi^al  p^manente,  quien 
*  hizo  comparecer  ante  si  al  encausado  para  tomarle  nueva 
confesión  ;  en  la  que  esplica  algunos  cargos  y  niega  otroSi 
sin  confesar  uno  solo  del  que  pudiera  resultarle  responsa- 
bilidad. 

En  este  estado,  el  defensor  del  presunto  reo  dirigió  unasoli^ 
citud  al  Exmo.  Sr.  Presidente  de  la  República,  pidiéndole  qu€( 
llamando  á  si  la  causa  en  atención  á  no  estar  esclarecidos  loa 
hechos,  y  obrando  administrativamente,  la  resolviera,  k>  que 
importaba  pedir  su  sobreseimiento,  única  facultad  que,  coma 
General  en  Gete  de  los  Ejércitos  le  compete,  según  la  pres- 
cripción de  las  leyes  militares.  Pues  como  Presidente  de  la 
Nación  no  tiene  atribución  judicial  alguna,  no  puede  ni  aun. 
en  estado  de  sitio,  condenar  por  si,  ni  aplicar  pena  {art.  2$ 
de  la  Constitución  Nacional),  Tramitada  esta  solicitud  con 
vista  del  Auditor  General  quien  fundándose  en  la  oscuridad 
del  sumario  y  lo  dificil  de  llevarlo  á  término,  se  conformó 
con  la  resolución  administrativa  solicitada,  ó  sobreseimiento^ 
pero  con  imposición  de  una  pena  y  de  que  el  espediente 
sea  mandado  á  este  Juzgado  para  que  se  deduzca  la  acción 
civil  contra  el  encausado,  previa  la  liquidación  por  la  Con* 
taduria  General.  ^ 

.  El  Exmo.  Sr.  Presidente  de  la  Nación,  defiriendo  en  parte 
á  la  petición  del  Auditor,  impone  á  Loyola  una  condena,  que 
en  realidad  no  es  otra  cosa  que  la  dispensación  del  cumpli- 
miento de  un  deber  que  la  ley  impone  á  todo  ciudadano 
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AaryeAtiaOi  y  renule  0I  espedieato  á  )a  Gcmtaduria  GeoeriU 
para  que  haga  la  liquidtfcioo  ti  fin  de  froceder  en  lo  demás 
según  tarreependa.  » 

Pneticaás^  )a  liquidación  por  la  GoDtaduria,  seremitioron 
loa  obrados  ¿  este  Juzgado,  donrde  se  ha  tramitado,  dando 
vista  al  Procurador  Fiscal,  quien  al  espedirse  estimando  la 
resolución  presidencial  de  f  47,  como  una  sentencia  defn 
nitita  respecto  de  la  acción  criminal,  interpone  el  recuso 
ordinario,  ejerciendo  la  acción  civil,  por  cobro  de  once  mil 
y  tantos  pesos  fuertes ;  prpcurando  manifestar  que  el  juicio 
compete  á  este  Juzgado :  contestando  Leyóla  á  )a  demanda 
del  Procurador  Fiscal,  é  incurriendo  en  el  mismo  error  que 
este,  de  dar  el  carácter  de  sentencia  á  un  auto  de  sobresei- 
miento; pide  se  le  absuelve  de  la  demanda,  niega  el  crédito 
y  tacha  de  atifi^onstitucional  la  resolución  antes  mencio- 
nada. 

Con  estos  antecedentes;  considerando,  lo  que  si  bien  el 
beeho  de  defVaudacion  de  dineros  nacionales  es  un  delito 
punible,  considerado  como  tal  por  el  art.  80^  cap.  11  de  la 
ley  que  dmgna  los  crímenes  cuyo  conocimiento  compete  d  los 
Tribunales  Nacionales^  esta  disposición  no  es  exclusiva  á  los 
Tribunales  Civiles,  pues  que  también  hay  Tribunales  Nacio- 
nales militares,  quienes  tienen  igualmente  que  sugetarse  á 
las  leyes  del  Congreso;  2*^  que,  según  la  prespricion  del 
artículo  7,  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los 
TrHmnales  Nacionales  que  dice :  la  jurisdicción  criminal  atn- 
buida  por  esta  ley  á  la  Jusíicia[Nadonaly  en  nada  altera  la  ju- 
ris^ceion  militar  en  los  casos  en  que  por  las  leyes  existentes  deba 
precederse  por  Consejo  de  Guerra :  el  hecho  que  motiva  esle 
juicio,  siendo  cometido  Ó  atribuido  á  un  militar  en  actual 
servicio,  y  considerado  por  las  ordenanzas  militares  como 
un  delito  judieiable,  por  ante  Consejo  de  Guerra,  lo  que  está 
coffítrmado,  tanto  por  el  jiro  que  desde  el  principio  se  dio 
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á  este  asunto,  cuanto  por  estar  declarado  ya  por  ía  Esuna. 
Suprema  Corte  de  Justicia,  en  i 8  de  Abril  de  1869,  en  el 
caso  idéntico  del  juicio  seguido  al  Sargento  Mayor  D.  Dal* 
miro  Hernández,  que  es  y  corresponde  su  conocimiento  á 
la  jurisdicción  militar  por  Consejo  de  Guerra  y  no  á  loa  Tri* 
bunales  ordinarios  de  la  Nación ;  3*  que  siendo  un  princt^ 
pió  general,  y  de  derecho  que  lo  accesorio  sigue  á  lo  prin- 
cipal, siendo  en  este  caso  completamente  accesoria  la  acción 
civil  de  la  criminal,  puesto  que  no  justificándose  esta,  no 
existiría  aquella;  nial  pueden  desligarse  ni  dividirse,  y  mucho 
menos  someter  la  acción  criminal  á  una  jurisdicción,  y  la 
civil  á  otra  distinta,  lo  que  traería  la  aberración  jurídica, 
de  que  una  misma  persona  por  un  mismo  hecho,  sea  juK- 
gada  por  dos  jueces  de  distinta  jurisdicción,  no  siendo  difi- 
cí|  de  que  si  tal  hecho  se  admitiera,  el  un  juez  sin  faltar  á  la 
justicia  y  con  sujeción  á  las  leyes  de  su  Fuero,  declara  la 
delincuencia  del  individuo,  que  con  igual  justicia  legal  pero 
en  distinto  fuero,  hubiera  sido  declarado  inocente ;  4o  que 
siendo  un  deber  de  los  Jueces  y  Tribunales  Nacionales  en 
ejercicio  de  sus  funciones,  proceder  aplicando  la  Constitu- 
ción como  Ley  Suprema  de  la  Nación  (art.  21  de  la  ley  icbre 
jurisdicción  y  competencia)  este  deber  las  compele  á  no  tomar 
en  consideración,  ni  hacer  aprecio  alguno  para  regirse  en 
sus  procedimientos,  de  cualquiera  resolución  dictada»  ya 
sea  por  el  P.  E.  ó  ya  por  el  Legislativo,  si  ellas  contienen 
algunas  infracciones  constitucionales;  5o  que  si  siguiendo 
el  juicio  del  Sr.  Procurador  Fiscal  y  el  del  demandado,  el 
JLuez  tratara  de  considerar  á  la  resolución  pcesidenciai  cor- 
riente á  f.  47  como  una  sentencia  definitiva,  ella  nunca 
hubiera  podido  servirle  do  base  en  sus  procedimientos,  pues 
su  inconstitucionalidad  seria  flagrante,  pecando  contra  el 
art,  18  de  la  Constitución  Nacional  que  dice:  c  ningún  ha- 
bitante de  la  Nación  Argentina  puede  ser  penado  sin  juicio 
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prévh  fundado  en  ky  anterior  al  hecho  del  proceso,  ni  juz-^' 
gado  por  comimnes  especiales  6  sacado  de  los  jueces  designados 
por  la  ley  antes  del  hecho  del  proceso  >.  Si  aquella  re- 
solución fuera  una  sentencia,  tendría  los  vicios  siguientes  • 
Ip  que  86  haya  sentenciado  sin  juicio  previo,  pues  las  dtli* 
gencias  de  investigación,  ó  sumariainformacion,  que ea  todo 
lo  que  contiene  el  espediente,  no  constituye  un  juicio ; 
pues  no  existiendo  querella  ó  acusación  y  contestación  ó 
defensa,  y  pruebas  en  su  caso,  no-hay  juicio,  y  por  conai* 
S^iwte  si  la  resolución  mencionada  fuera  sentencia,  ella 
sería  un  juicio  previo;  2o  que  si  aquella  fuera  sentencia,  el 
reo  hubiera  sido  sacado  de  los  jueces  designados  por  la  ley, 
pues  el  Presidente  de  la  Nación  no  es  juez  en  causa  alguna, 
siendo  el  consejo  de  oficiales,  el  Juez  designado  por  la  ley 
por  esta  clase  de  delitos;  3^  que,  si  este  Jus^gado,  dando  el 
carácter  de  sentencia  á  aquella  resolución,  se  abocara  esta 
causal  aun  solo  en  la  acción  civil ;  estando  previsto  el  caso 
de^  defraudación  de  dineros  nacionales,  duplicando  plazas 
de  soldados,  por  las  ordenanzas  militares  como  judiciable 
por  Consejo  de  Guerra,  y  previsto  también  por  la  Ley  Na- 
cional de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  en  su 
art.  70y  que  en  tales  casos  la  jurisdicción  ordinaria,  no  es 
competente;  pecaría  también  contra  el  mismo  articulo^ y  su 
resolución  adolecería  de  nulidad  insanable. 

Considerando,  sesto,  que  no  siendo  ni  debiendo  consi- 
derarse la  resolución  presidencial  antes  mencionada,  sino 
como  un  auto  de  sobreseimiento  espedido  por  el  Exmo. 
Sr.  Presidente  de  la  Nación,  en  su  calidad  de  General  en 
Jefe  do  los  ejércit(>s,  y  en  uso  de  las  facultades  que 
las  leyes  militares  le  acuerdan,  con  el  que  ha  cerrado 
el  juicio  que  se  abrió  á  Loyola,  sin  haber  considerado 
ni  dispuesto  en  el  mencionado  auto,  cosa  alguna  res- 
pecto á  la  acción  civil,  puesto  que  se  concluye  con  estas 
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palabras  t  y  pasen  á  la  Contaduría  para  que  u  haga  la  U- 
quidacim  que  dice  el  Auditor  i  fin  de  proveer  en  lo  demAe 
Hgun  eorreeponda^  1<>  que  no  importa  dar  el  carácter  de  re-  I 

sducion  en  esa  parte  al  dictamen  del  Auditor ;  puea  aun 
euando  el  espediente  ba  aido  remitido  por  el  Ministerio  de 
la  Guerra  á  este  lueg^ado,  no  consta  en  parte  alguna  que 
baya  sido  de  orden  de  S.  E.  el  Presidente  de  la  República. 
Séptimo,  que  aun  en  el  caso  de  que  *  no  se  notara  esa 
vadoi  no  está  en  las  atribuciones  del  Exmo.  Sr.  Presi- 
dente, prorogar  su  jurisdicción  á  los  jueces  sobre  perse^ 
ñas  ó  bachos  en  qne  por  las  leyes  no  la  tienen. 

De  lo  espuesto,  y  reasumiendo  para  mayor  claridad,  re- 
sulta :  1*  Que  la  resolución  Presidencial  de  f.  47  no  es 
seténela.  2*  Que  siendo  un  auto  de  sobreseimiento,  es  per- 
fectamente Constitucional.  3<^  Que  en  él  nada  se  dispone 
sobre  la  aceren  civil  y  se  debe  suponer  incluido  en  el 
sobreseimiento.  4^  Que,  sebreseida  sin  condición  (de  por 
ahora)  una  causa,  ella  queda  completamente  cerrada  y  no 
puede  legalmente  volverse  á  abrir.  5o  Que  los  delitos  de 
defraudación  de  fondos  de  la  Nación  cometidos  por  mili- 
tares en  ejercicio  de  sus  funciones,  corresponden  á  la  juris- 
dicción militar.  6o  Que  siendo  por  lo  general  y  muy  espe- 
cialmente en  el  presente  caso,  la  acción  civil  acesoria  á  la 
criminal,  aquella  no  puede  separarse  y  tiene  que  seguir 
el  fuero  de  esta. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  han  tenido  en 
vista,  se  declara  incompetente  este  Juzgado  para  conocer 
del  presente  juicio. —  Ejecutoriada  que  sea  la  presente  re- 
solución devuélvase  el  espediente  al  Ministerio  de  sü  pro- 
cedencia, dejándose  copia  de  este  auto. 

No  siendo  licito  introducir  en  los  alegatos  frases  ó  pe- 
riodos que  siendos  inconducentes  al  esclarecimiento  de  los 
hechos  pueden  considerarse  desahogos  personales  dirigidos 
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ooatra  funcionarios  públicos ,  as  pvevicne  al  Prooumidop 
del  Sr,  Loyola  que  firma  sel  escrito,  se  s^bste.n^  en  lo  pu« 
cesivo  de  eonaignap  en  sus  eacritos  conceptos  'como  los 
que  quedan  mare¿idos  con  cómlUaa  en  los  números  7,  9  y 
11. 
Autorízase  al  actuario  para  qi^e  baga  uso  del  espediente 

para  notificar, 

/,  Pablo  Saraviiu 

El  Procurador  Fiscal  apeló,  y  se  concedió  ét  recurso  en 
relación. 

La  Suprema  Corte  did  vista  al  Sr.  Procurador  General, 
j  este  funcionario  contestó  que  toda  demanda  del  Fisco 
contra  un  particular  era  dé  la  competencia  federal. 

Que  aunque  el  crimen  que  ha  ocasionado  la  sustracción 
al  tesoro^  debió  ser  juzgado  por  un  consejo  dé  guerra,  el 
decreto  del  Presidente  de  h  República  que  eximió  al  de-* 
lincuente  de  la  pena,  no  lo  absolvia  de  la  obligación  de 
restituir  lo  robado. 

Que  en  todo  crimen  podia  separarse  la  acción  civil  de  la 
criminal,  y  pedir  la  devolución  de  lo  robado  sin  conside* 
Fa($ion  á  la  pena  que  el  perpetrador  del  robo  merece. 

Que,  como  un  Consejo  de  guerra  no  puede  ocuparse  de 
las  acciones  civiles  solamente,  era  claro  que  la  autoridad 
competente  para  ello  era  el  Juez  de  Sección,  sin  que  esté 
obligado  á  resolver  una  acción  penal  que  no  se  habia  in- 
tentado. 

■"•110  de   la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Jamo.  3  de  1871. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  señor  Procurador  General,  y  considerando ;  Primero^  que 
el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  inserto  á  foja  cuarenta  y 
siete,   limitó  sus  efectos   á  la  pena  en  que  pudiera  haber 
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incurrido  el .  ex-Sargenlo  Mayor  de  Guardia  Nacional  don 
Raymundo  Loyola,  reservando  espresamente  la  acción  civil 
del  fisco  para  la  repetición  de  los  valores  defraudados, 
como  lo  demuestra  la  referencia  que  hace  en  el  principio 
al  dictamen  del  Auditor  de  guerra,  y  la  orden  con  que 
termina,  para  que  baje  el  proceso  á  la  Contaduría  General, 
á  fin  de  que  practique  la  liquidación  respectiva ;  Segundo^ 
que  bien  se  considere  ese  Decreto  como  un  sobreseimiento 
pronunciado  por  el  Presidente  de  la  República  en  su  carác- 
ter de  Comandante  en  Gefe  de  las  fuerzas  militares,  bien 
se  le  considere  como  un  indulto  acordado  en  uso  de  la 
atribución  que  por  la  Constitución  le  corresponde,  ha  po- 
dido dictarse  en  los  términos  limitados  en  que  se  encuen- 
tra concebido  ;  Tercero^  que  en  esos  términos  ha  sido 
aceptado  y  consentido  por  Loyola  ;  Cuarto^  que  la  acción 
penal  y  la  civil  que  nacen  de  un  delito,  aunque  emergentes 
de  la  misma  causa^  son  acciones  independientes  entre  sí, 
que  pueden  intentarse  conjunta  ó  separadamente ;  QuintOj 
que,  habiéndose  remitido  la  acción  penal  en  este  caso,  de 
que  corresponderia  conocer  al  Consejo  de  guerra,  solo 
puede  ponerse  en  ejercicio  la  civil  que  ha  sido  reservada, 
y  que  se  intenta  separadamente ;  Sesto^  que,  para  conocer 
del  pleito  que  con  esa  acción  se  promueve,  es  competente 
el  Juez  de  la  Sección,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  in- 
cisos quinto  y  sesto  del  articulo  segundo  de  la  ley  sancio* 
nada  en  catorce  de  Setiembre  de  mil  ocha  cientos  sesenta 
y  tres ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado, 
corriente  de  foja  ochenta  y  dos  á  foja  ochenta  y  seis,  y  se 
devuelven  para  que,  reasumiendo  el  Juez  la  jurisdicción  de 

que  se  ha  desprendido,  proceda  y  determine  con  arreglo  á 
derecho. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Marcelino  Ugarte. 
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Don  Santos  Funes  contra  Don  Mariano  Villalon^  por 
indemnizadán  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  1^  No  puede  en  un  pleito  por  indemnización 
de  perjuicios,  tomarse  en  cuenta  una  partida  que  ha  sido 
juagada  en  otro. 

2o  Un  solo  testigo  no  hace  fé . 


Caso. -^  En  11  de  Enero  de  1870  D.  Santos  Funes,  ar- 
gentino, se  presentó  al  Sub-delegado  Civil  del  Departamento 
de  San  Garlos,  Provincia  de  Mendoza,  y  solicitó  se  nom- 
brase una  comisión  de  peritos  para  reconocer  en  potrero 
de  engorde  en  el  Establecimiento  del  «Melocotón»  pertene- 
ciente á  D.  Mariano  Villalon,  estranjero. 

El  Subdelegado  los  nombró,  y  estos  informaron  que  el 
pasto  no  era  de  invernada,  sino  un  potrero  muy  talado 
y  seco  ;  que  el  ganado  se  componia  de  673  cabezas  entre 
bueyes  y  novillos ;  que  la  tala  solo  servia  para  ovejas ;  y 
calculaban  que  haiia  lo  menos  diez  días,  que  el  ganado 
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estaba  comiendo  muy  tnal,  y  desparramado  fuera  del  potrero 
por  falta  de  pasto. 

En  30  del  mismo  mes  Funes  reiteró  su  solicitud,  por  los 
perjuicios  que  decia  sufrir  el  ganado  que  allí  estaba,  y 
que  debia  esportar  á  Chile. 

Al  mismo  tiempo  VüHilon  pídié  j^  ordenase  á  Funes  que 
sacara  el  ganado,  y  le  pagara  el  importe  de  la  guarda. 

Funes  depositó  400  $  para  que  Villalon  le  entregara  el 
ganado,  y  este  se  negó  á  la  entrega. 

Remitidos  estos  antecedentes  con  los  400  $  depositados 
al  Juez  de  Sección  de  Mendosa,  Funes  pidió  se  le  mandara 
entregar  su  ganado,  á  lo  que  el  Juzgado  accedió  bajo  la 
responsabilidad  del  solicitante,  y  previo  el  depósito  de  otros 
500  $  bolivianos. 

En  6  de  febrero  se  entregaron  669  cabezas  de  ganado, 
manifestando  Villalon  que  dos  habían  muerto» 

En  seguida  Funes  entabló  demanda  contra  ViUálon  por 
danos  y  perjuicios  en  la  suma  de  6,827  $  en  el  orden  si* 
guiente  : 

1^  Por  el  perjuicio  de  673  bueyes  y  novillos, 
por  haber  comido  durante  44  días  pasto  como 
para  ovejas,  á  4  reales  diarios  por  cabezas B.  4,71  i 

So  Por  pago  hechd  á  los  peones  encai^aáos  de 
oondueir  la  hacienda  á  Ghilé,  que  se  dispéíMétbn 
por  no  haberse  podido  obtener  su  entrega c      91 

3o  Por  menos  precio  del  ganado,  calculado  en 
3  Bos.  poi^  cabeza,  tothtúéo  )á  base  del  precio 
obtenido  en  el  arreo  de  la  misma  hacienda  que 
se  mandó  á  Chile,  y  se  espendió <  2,019 

B.  M27 

En  el  escrito  de  demanda  se  referís  Funes  á  los  antece^ 
denles  relatados,  agregando  que  el  ganado  puesto  á  pasto 
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en  los  potreros  de  Vilialon  formaba  un  todo, con  otro  man- 
dado á  Chile  á  la  consignación  de  los  Sres.  Reta  Isasa 
Hnos.,  que  lohabian  vendido  á  30  B.  por  cabeza. 

Conferido  traslado,  Vilialon  contestó  que  para  dedfiandar 
una  indemnización  por  perjuicios,  9S  necesario  que  preexista 
un  contrato,  cuya  mala  ó  ninguna  ejecución  los  causa. 

Que  en  un.  contrato  de  la  clase  del  presente  no  pueden 
existir  esos  perjuicios,  porque  el  pasto  está  á  la  vista,  y 
el  dueño  de  la  hacienda  puede  hacer  cesar  el  arriendo 
desde  que  falten  las  condiciones  que  se  tuvieron  en  vista 
al  celebrarlo* 

*  « 

Que  por  consiguiente,  la  inejecución  ó  mala  ejecución  del 
contrato  no  puede  existir  en  el  caso,  sino  en  cuanto  se 
haya  impedido  .que  la  haeie^da  quedara  en  los  potreres,  lo 
que  no  ha  sucedido. 

Que  es  condición  de  dichos  contratos  la  de  no  poder 
sacarse  la  hacienda  sin  previo  pago,  y  que  el  dueño  del  po- 
trero resiste  con  derecho  la  entrega,  si  no  se  le  paga  el 
importe  del  arriendo ;  y  que  fué  por  eso  que  el  demandado 
no  la  entregó. 

Que  el  perjuicio  del  menor  precio  de  la  hacienda  no  era 
real  sino  hipotético. 

Y  que  no.  era  posible  imajinar  que  por  un  contrato  cuyo 
valor  fué  de  400  B.»  se  hubiera  ocasionado  perjuicios  por 
mas  de  6,000  B. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  esta  fué  presentada  solo 
por  Funes. 

Relativamente  al  primer  perjuicio,  probó  con  testigos 
que  Vilialon  resistió  la  entrega  del  ganado,  no  obstante 
haberle  Funes  ofrecido  el  pago  tan  pronto  como  se  verifi- 
cara la  entrega ;  que  este  ofreció  también  depositar  un  va- 
lor mayor,  mientras  se  arreglaba  la  cuenta  del  talaje ;  y  que 
el  pasto  era  tan  malo^  que  solo  servia  para  ovejas. 
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Sobre  el  se^ndo  perjuicio  probó  con  testi^^os  quo  algu- 
nos peones  Fueron  contratddos  para  llevar  á  Chile  un 
ganado  que  Funes  tenia  en  los  potreros  de  Villalon ;  y  que 
dicha  hacienda  fué  necesario  ponerla  á  pasto  hasta  media- 
dos de  Marzo  para  ponerla  en  estado  de  arrearla  á  Chile. 

Presentó  también  una  cuenta  firmada  y  reconocida  por 
p.  Eugenio  Bustos  por  pasto  desde  2S  de  Febrero  hasta 
26  de  Marzo. 

Sobre  el  tercer  perjuicio,  presentó  las  cuentas  de  la  casa 
Reta,  Isasa  Hnos.  de  Chile,  de  las  que  resulta  que  la  pri- 
mera hacienda  fué  vendida  á  36  B^  por  cabeza,  y  la  se- 
gunda á  menor  precio. 

Falla  údk  JTues  Seeeiantftl. 

HendoEa,  Noviembre  8  de  i  870. 

Y  vistos ;  Considerando  :  1®,  que  este^asunto  se  ha  ini- 
ciado anticipadamente,  es  decir,  sin  esperar  la  conclusión 
del  principal  por  talaje,  n^'iOd,  que  es  de  donde  trae'  su 
origen  este  ;  2o,  que  la  cuestión  por  lucro  cesante  y  daños 
emerjente  que  forma  el  cargo  de  la  primera  partida  de  la 
cuenta  de  f.  2,  por  valor  de  4^111  pesos  ha  sido  ya  definido 
por  sentencia  de  20  de  Octubre  pasado  (Cuaderno  no  604) ; 
3^,  que  la  declaración  dicha  rehusa  dicho  cargo  y  por 
consiguiente  el  abono  de  la  espresada  cantidad,  con  mucha 
mas  razón,  cuando  D.  Santos  Funes  no  pudo  entablar 
acción  de  perjuicios  sin  arribar  primero  á  la  solución  talaje, 
cuya  precipitación  ha  sido  causa  de  que  se  enrrede  y  com- 
plique un  asunto  tan  fácil  como  este ;  4o,  que  la  partida  2», 
por  96  pesos  (f.  2)  gastos  en  los  peones,  no  está  justificada 
en  autos,  por  cuanto  no  aparece  de  ellos,  documento  ni  in- 
formación que  acredite  el  gasto,  salvo  el  testimonio  de  los 
testigos  corrientes   de  fojas  22  á  26  que  nada  prueba  al 
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respecto  sobre  el  desembolso  dicho;  5*",  que  siendo  recha- 
zada la  primera  partida  por  sentencia  en  otro  cuaderno,  y  ia 
segunda  por  injustificada  eix  este^  solo  resta  la  tercera  por 
9019 pesos  lucro  cesante,  etc.,  derecho  reservado  á  Funes 
para  que  repita  por  él  según  la  sentencia  de  Octubre  citada: 
6*,  que  lógicamente  hablando,  resulta  que  no  hay  mas 
cai^o  de  que  ocuparse  el  Juez  en  este  juicio  que  la  ter- 
cera partida,  el  menor  precio  cotizado  por  el  que  se  ven- 
dió la  segunda  y  tercera  de  hacienda  comparativamente 
con  la  primera,  fojas  27,  30  y  31 ;  7o,  que  la  única  prue- 
ba sobre  el  particular  son  las  cuentas  de  agencia  de  la 
Casa  de  Reta,  Isasa  Hnos.  de  Santiago  de  Chile,  que  recibe 
comisiones  de  ganados  á  venta  y  que  los  realiza  según 
fluctúa  la  plaza  contingente  de  Chile,  esta  prueba  no  satis* 
face  al  Juez,  porque  esto  de  dar  y  quitar  por  sentencia  re- 
quiere plena  confianza  jurídica,  desde  que  la  Casa  de  Reta 
no  tiene  carácter  publico,  es  una  particular  como  cualquie- 
ra otra,  cuya  palabra  por  mas  honorable  que  sea  no  im- 
porta mas  que  la  de  un  testigo  abonado;  8^,  que  por  este 
testigo  no  se  puede  proceder,  y  mucho  menos  cuando  no 
ha  sido  jurado,  ni  su  testimonio  se  ha  recibido  con  citación 
de  la  parte  contraria. 

Por  estos  fundamentos  se  absuelve  de  la  demanda  á  D. 
Mariano  Villalon,  con  costas  al  demandante,  obedeciendo  la 

ley  !•,  tít.  U,  P^  3\ 

Juan  Palma. 

Esta  sentencia  fué  confirmada  en  grado  de    apelación 
por  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

BaenosAires^  Janio  6dei87i. 
Vistos :    por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la 
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sentencia  apelada,  corriente  de  fojas  cincuenta  y  una  á  cin- 
cuenta y  dos  vuelta;  y  se  devuelve  los  autos,  previo  pago 
de  las  causadas  en  la  instancia  y  reposición  de  los  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril.— José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


•» 


CJLVÍIA   %XWÍ 


D.  Mariano  Yillahn  contra  D.  Santos  Funes^  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — 1<>  La  duda  ó  ignorancia  alegada  sobre  hecboff 
propios  por  quien  absuelva  posiciones,  equivale  á  la  con- 
fesión. 

2o  Las  posiciones  pueden  deferirse  hasta  la  conclusión 
de  la  causa  para  definitiva. 

3^  No  habiéndose  convenido  el  tiempo  en  que  debe  pagar- 
se el  talaje  de  animales,  se  entiende  él  en  que  se  sacan  estos 
de  los  potreros. 

4o  El  dueño  de  animales  puestos  i  invernar  al  cuidado 
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de  SUS  invernadores,  debe  imputarse  á  sí  mismo  el  perjuicio 
que  sufran  aquellos,  por  la  mala  calidad  del  pasto. 

5o  Mucho  mas  si  no  se  ha  convenido  espresamente  sobre 
la  calidad  del  talaje. 

6o  El  perjuicio  que  el  dueño  de  los  animales  sufra  por  la 
demora  en  la  entrega,  está  á  cargo  del  arrendador  del  pasto. 

7^  El  arrendador  de  pasto  no  responde  de  las  pérdidas  de 
animales,  si  el  arrendatario  tiene,  invernador. 


Caso. — D.  Mariano  Villalon  demandó  á  D.  Santos  Funes 
ante  el  Juez  de  Sección  de  Mendoza,  el  pago  de  una  cuenta 
de  409  ps.  53  cts.  por  talaje  de  una  hacienda  de  dicho 
Funes,  y  por  un  quintal  de  harina  dado  al  mismo. 

Conferido  traslado.  Funes  contestó  rechazando  la  deman- 
da por  no  haberse  dado  á  los  animales  un  pasto  bueno, 
por  Jo  que  habian  sido  perjudicados,  y  pidiendo  que  la  de- 
manda se  agregase  á  los  autos  iniciados  por  él  contra  Villa- 
lon ante  el  mismo  Juzga*do  por  indemnización  de  los  daños 
sufridos  á  causa  del  mal  pasto,  y  de  no  haber  querido  en- 
tregar Villalon  la  hacienda,  cuando  se  le  pidió,  á  pesar  de 
ofrecérsele  fíanza  por  lo  que  se  le  debia. 

El  Juzgado,  considerando  que  la  cuenta  por  cobro  de  pas- 
tos era  dislinta  de  la  por  daños  y  perjuicios,  no  hizo 
lugar  á  la  acumulación,  y  recibió  esta  causa  á  prueba  para 
justificar  que  los  animales  habian  comido  el  tiempo  que  se 
designaba  en  la  cuenta,  y  que  el  precio  corriente  del  pasto 
en  esa  época  era  el  que  se  cobraba. 

Funes  probó  con  testigos  que  el  pasto  que  daba  Villalon 
á  la  hacielsda  era  malo  y  solo  podía  servir  para  mantener 

ovejas. 

Villalon  probó  la  verdad  de  la  cuenta  con  posiciones  de- 


ioG  FALLOS   DE   LA  SUPREMA  CORTE 

feridas  á  Funes,  quien  las  absolvió  afirmativamente  con  mo» 
dificaciones  sobre  el  precio. 

El  Juzgado  interrogó  á  dos  testigos  sobre  la  costumbre 
de  pagar  el  talaje  del  ganado  que  se  pierde,  ó  muere,  y  el 
tiempo  en  que  debe  pagarse  en  general  el  talaje. 

D.  Feríeles  Ortiz  contestó,  que  no  habia  costumbre  de  pa* 
gar  el  talaje  de  los  animales  muertos  ó  perdidos,  y  que  el 
tiempo  en  que  se  suele  pagar  el  talaje  en  general  es  des- 
pués de  recibida  y  numerada  la  hacienda  que  se  habia  en- 
tregado. 

D.  Daniel  González  declaró  quQ  respecto  á  la  época  en 
que  se  pagan  los  pastages  no  habia  regla  segura ;  que  unas 
veces  se  paga  antes  de  retirar  la  hacienda,  otras  veces 
después,  según  las  exigencias  del  dueño  del  pasto;  y 
creia  que  este  no  estaba  obligado  á  entregar  el  ganado  sin 
el  previo  pago  del  talaje. 

Que  respecto  á  los  animales  muertos  y  perdidos,  era  cos- 
tumbre pagar  el  pastaje  de  los  muertos  hasta  el  dia  de  la 
muerte,  pero  no  de  los  perdidos,  porque  era  difícil  justifícar 
el  dia  que  se  habían  perdido. 


Valla  del  Jíuea  Seedanal. 

Mendoza,  Octabre  20  de  1870. 
Y  vistos,  considerando ;  I''  que  la  cuenta  por  talaje  que 
motiva  este  juicio  está  comprobada  en  autos  principalmente 
por  las  posiciones  absueltas  á  f.  77  y  78  con  las  modifica* 
cienes  establecidas  en  ellas,  .que  en  nada  alteran  lo  sustan- 
cial de  la  cuenta  de  f.  23,  porque  si  en  parte  algo  se  ignora 
ó  se  tiene  duda,  en  presencia  del  art.  Ii5  de  la  Ley  de  Pro- 
cedimientos no  cabe  trepidación,  una  vez  qlie  se  trata 
de  hechos  propios;  2o  que  si  las  posiciones  han  sido  toma- 
das fuera  del   término  probatorio,  ellas   valen  desde  que 
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fueron  introducidas  en  el  probatorio  y  antes  de  la  definitiva 
(art.  108);  3®  que  la  opinión  que  vierte  D.  Daniel  Gonzá- 
lez es  de  regla  y  costumbre  en  el  país  y  la  mas  racional  y 
justa  c  que  el  animal  que  se  pierde  no  devenga  pasto  y  si  el 
que  se  muere  >  con  mas  que  no  hay  certeza  sobre  cómo  y 
cuándo  se  paga  el  precio  de  talaje,  pues  esto  es  conven- 
cional; 4^  que  no  habiendo  cláusula  que  determine  el  tiom 
po  del  pago,  se  debe  justamente  comprender  que  al  tiempo 
de  sacarse  los  animales  es  cuando  se  debe  hacer  el  abono ; 
5*  que  no  es  caro  el  precio  de  tres  reales  por  cabeza  en  el 
<  Melocotón »  aun  puando  el  pasto  no  sea  entero ;  6o  que 
por  la  información  corriente  á  foja  50  y  otros  pasajes  en 
autos,  consta  que  D.  Santos  Funes  tenia  invernador,  el  cual 
debió  avisar  á  su  patrón  que  el  pasto  no  era  bueno  como  es 
de  regla  entre  ganaderos  para  que  aquel  pudiese  reclamar  al 
arrendador;  7o  que  la  omisión  de  este  aviso,  y  por  consecuen  • 
cia  la  falta  de  una  protesta  ó  intimación,  que  si  el  pasto  no 
se  mejoraba,  se  sacaba  el  ganado,  es  descuido  que  arguye 
mas  bien  contra  el  arrendatario  por  haber  tenido  á  su  servicio 
un  hombre  que  no  comprende,  ó  ha  escusado  su  deber  con 
la  consiguiente  tolerancia  ó  negligencia  de  su  parte  de  no 
haber  vigilado  la  conducta  de  aquel ;  8o  que  no  habiendo 
un  precio  fijo  sobre  el  pasto,  ni  contrata  de  invernada,  la  ca- 
lidad del  talaje  es  discrecional,  y  por  lo  tanto  no  es  legitimo 
el  cargo  que  el  ganado  perdió  degórdura,  no  así  el  otro,  de 
lucro  cesante  ó  daño  emergente  por  no  haberse  entre- 
gado el  ganado  cuando  se  mandó  por  él,  ya  que  se  ofrecia 
el  pago  ó  pudo  el  arrendador  si  desconfianza  tenia,  retener 
una  punta  de  animales,  inter  se  chancelaba  so  cuenta  como 
se  lo  permite  una  ley  del  tít.  8o,  part.  5»];  y  9o,  que  el  arren. 
dador  de  pasto  no  responde  de  las  pérdidas,  si  el  arrenda- 
torio  ó  comprador  de  ellos  tiene  invernador. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  de  abono  la  cuenta  de 
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f.  23  con  inolusion  de  la  penúltima  partida  de  cuatro  pesos 
cincuenta  centavos,  valor  de  un  quintal  harina,  pero  ella 
debe  arreglarse  y  liquidarse  de  nuevo  por  el  contador  D. 
Luis  Pringles  en  concepto  á  las  oposiciones  de  f.  77  y  78, 
Se  reserva  á  Santos  Funes  su  derecho  para  repetir  por  lucro 
cesante  y  daño  emergente  á  causa  de  la  retención  indebida 
del  ganado.     Cada  parte  paga  sus  costas.  Repónganse. 

Juan    Palma. 

Esta  sentencia,  fué  confirmada  en  grado  de  apelación  fia 
el  siguiente : 


Vallo  de  la  Suprema  Oerte. 

Buenos  Aires,  Junio  6  de  1871. 

Vistos:  ]>or  sus  fundamentos  Se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada,  corriente  de  foja  ciento  dos  á  ciento  cua- 
tro; satisfechas  y  repuestos  los  sellos  de.  esta  instancia, 
devuélvanse  los  autos,  recomendándose  al  Juez  de  la  causa, 
que  provea  lo  que  corresponde  respecto  á  la  reposición  de 
que  se  hace  referencia  en  el  certificado  de  foja  ciento  nueve 
vuelta. 

Salvador  María  del  Carril. — Pran-* 
^isGo  Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.—  Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA  il:&vii 


Dan  LUandro  Latorre  y  C^  contra  D.  Augusto  Segovia^ 

iobrc  interdieto  de  adquirir. 


SutUlátio — Ea  los  interdictos  de  adquirir,  retener  y  re« 
cobrar  la  posesión,  no  se  puede  conceder  mas  que  una. 
audiencia  para  admitir  las  pruebas  y  oir  á  las  partes. 


Caso.  —  Don  Lisandro  Latorre  y  G*  vecinos  del  Rosario 
de  Santa  Fé,  entablaron  contra  D.  Augusto  Segovia  vecino 
de  Mendoza,  interdicto  de  adquirir  unos  terrenos  que  les  ha- 
bía vendido  D.  Juan  Burzaco,  y  que  aquel  detentaba  sin  tí- 
tulo alguno. 

Acompañada  la  escritura  de  propiedad,  se  citó  á  las 
partes  á  juicio  verbal. 

Segovia,  alegando  que  tenia  hipoteca  sobre  dichos  terre- 
nos y  que  los  poseia  como  administrador  de  los  mismos, 
pidió  se  señalara  nuevo  dia  para  el  juicio  verbal,  por  no 
poder  asistir  el  dia  señalado  á  causa  de  enfermedad. 

No  obstante  la  oposición  de  los  demandantes,  el  Juez 
citó  á  las  partes  para  otro  día. 

En  este  el  demandado  á  la  petición  de  la  posesión  reno- 
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vada  por  los  actores,  contestó  que  poseía  los  terrenos  por 
ser  socio  de  D.  Benito  Borda,  causante  de  los  derechos  de 
Burzaco,  haber  hecho  mejoras  en  ellos,  y  ser  usufructua- 
rio. 

El  Juez  ordenó  que  no  habiendo  cumplido  Segovia  con 
lo  dispuesto  por  el  art,  333  de  la  ley  de  procedimientos,  se 
celebrase  otro  juicio  verbal  con  el  fin  de  admitir  la  prueba 
ofrecida  por  aquel  de  ser  socio  de  Borda,  co-dueño  y  usu- 
fructuario de  fós  terrenos. 

Los  actores  apelaron,  alegando  que  los  interdictos  deben 
concluirse  en  una  sola  audiencia,  en  la  que  se  deben  pre- 
sentar los  alegatos  y  pruebas ;  que  esto  no  habia  sido  hecho 
por  Segovia,  &  pesar  de  que  por  su  culpa  se  habia  diferido 
el  dia  de  la  audiencia  ;  y  por  consiguiente  debia  dárseles 
la  posesión  pedida  en  virtud  de  sus  títulos,  sin  otro  trá- 
mite. 

Se  concedió  la  apelación,  y-  el  decreto  señalando  nueva 
audiencia  fué  revocado  por  el  siguiente: 

Fallo  ile  la  Suprema  Cor^. 

Buenos  Aires,  Tnnio  6  de  1871. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  prescrito  en  el  artículo 
trescientos  treinta  y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  se 
revoca  el  decreto  contenido  en  el  fínal  de  la  acta  de  foja 
diez  y  ocho  vuelta  y  diez  y  nueve,  y  se  devuelve  el  espe- 
diente, previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  para 
que  se  proceda  como  ordena  el  articulo  trescientos  treinta 
y  cuatro. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Marcelino  Uqartb. 
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CAIJÜA  1LXVIII< 


Dan  JoséM*  Casal  con  D.  Antonio  Seguer  y  D.  Feliz 
Reimbaudj  sobre  rescisión  de  un  contrato. 


Sumario. — La  falta  de  personería  del  demandado,  no  es 
una  excepción  que  puede  oponerse  en  el  procedimiento 
de  apremio. 


Caso.  — El  Procurador  D.  Julio  Joñas  en  representación 
de  D.  José  M^  Casal  jsiguió  ante  el  Juez  de  la  Sección  de 
Buenos  Aires,  unos  autos  contra  D.  Antonio  Seguer  y  D. 
Feliz  Reimbaud,  por  rescisión  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento de  una  Anca. 

El  Juzgado  de  Sección  falló  rechasando  la  demanda,  con- 
denando en  costas  al  actor. 

Eq  esle  estado,  el  Procurador  Joñas  renunció  su  poder, 
y  mientra»  se  sustanciaba  el  articulo,  apeló  de  l^i  sentencia 
del  fondo,  y  el  recurso  se  concedió  en  relación. 

Elevados  los  autos  después  de  aceptada  la  renuncia  del 
poder  del  Procurador  Joñas,  la  Suprema  Corte  ordenó  que 
Casal  manifestara  si  aceptaba  ó  no  la  apelación  interpuesta 
por  su  procurador. 
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Casal  manifestó  que  no  aceptaba  la  apelación,  por  lo  que 
la  Suprema  Corto  ordenó  se  devolvieran  los  autos,  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Apremiado  Joñas  por  el  pago  de  las  costas,  presentó 
para  embargarse  el  importe  de  la  planilla,  diciendo  que 
tenia  excepciones  qae  opofier. 

Dentro  del  término,  opuso  la  excepción  de  falta  de  perso- 
nería, alegando  que  habiendo  dejado  de  ser  parte  en  el 
juicio,  las  costas  debían  ser  abonadas  por  su  podlprdante,  y 
que  si  él  apeló  en  primera  instancia,  fué  porque  era  de 
su  deber,  como  procurador,  no  consentir  una  sentencia  . 
desfavorable  sin  una  orden  espresa  de  su  comitente. 

Buenos  Aires»  Junio  6  de  1811. 

No  siendo  la  excepción  opuesta,  de  las  que  señala  como 
únicas  admisibles  en  el  procedimiento  de  apremio  el  artí- 
culo trescientos  quince  de  la  ley,  no  ha  lugar,  y  distri- 
buyase como  corresponde  el  dinero  embargado,  devolvién- 
dose el  espediente,  previo  pago  de  las  costas  acrecidas  y 
reposición  de  sellos. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. —  José  Barros  Pasos.  '— 
Marcelino  Ugarte. 


»o« 
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CAVSitS    -SOLWIL 


Dm  Gerónimo  ^Vacquié  contra  Don  Emiliano  Sánchez  y 
D.   Gerónimo  Lista  ^  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  le- 
gal, se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía 
que  acuse  el  apelado. 


Caso. — Don  Emiliano  Sánchez  y  Don  Gerónimo  Lista, 
condenados  á  instancia  del  demandante  D.  Gerónimo  Yac- 
quié,  apelaron  de  la  sentencia  condenatoria. 

Se  les  concedió  el  recurso  libremente,  que  no  fué  me- 
jorado en  el  término  legal. 

El  representante  del  apelado  les  acusó  rebeldía  y  previo 
certificado  de  la  secretaría  de  haberse  vencido  el  mencio- 
nado término,  se  dictó  el  siguiente  : 

Falto  ñm  1»  Supreau»  C^rte. 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1871. 
Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 


164  FALLOS  DE  LA  SUPREMA   CORTE 


de  lo  dispuesto  por  el  artículo  doscientos  catorce  de  la 
ley  de  procedimientos,  declárase  desierto  el  recurso  de 
apelación;  en  consecuencia,  devuélvanse  los  autos,  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  apelante. 


Francisco  Delgado  . — José  Barros 
Pazos.— Marcelino  Ugarte. 


CAUSi%    3[LX.:SL. 


La  Sociedad  de  Winas  y  Fundiciones  de  San  Juan  contra  D. 
Feliz  S,  Klappenback,  sobre  ejecución  de  sentencia. 


Sumario.  —  !<>  Ordenada  por  sentencia  la  entrega  de  un 
establecimiento  de  minas,  c  mercaderías  y  demás  objetos 
que  se  relacionan  con  él  de  fundición  y  minas,  i  no  se  en- 
tiende comprendidas  entre  ellas  las  mercaderías  cuya  rela- 
ción con  aquel  no  se  haya  demostrado,  y  pueden  consti- 
tuir un  comercio  separado. 

2o  La  exposición  de  una  parte  sobre  lo  que  la  contra* 
parte  funda  sus  pretensiones,  tiene  que  ser  considerada 
como  una  confesión  judicial  de  aquella. 
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3o  La  confesión  judicial  no  puede  dividirse,  aceptándose 
en  una  parte  y  rechazándose  en  otra. 

i^  Para  que  se  acepte  la  confesión  en  la  parte  favorable, 
es  necesario  demostrar  la  falsedad  de  la  parte  que  no  lo 
es. 


Caso.  —  En  los  autos  seguidos  por  la  Sociedad  de  Minas  y 
Fundiciones  de  San  Juan  contra  D.  Feliz  S.  Klappenback, 
sobre  posesión  del  establecimiento  cEl  Argentino»,  elJuez 
Seccional  de  San  Juan  dictó  sentencia  mandando  poner  en 
posesión  del  establecimiento,  minas  y  demás  existencias 
de  su  propiedad  á  la  mencionada  sociedad,  con  arreglo 
al  art.  I'',  inciso  1^  de  los  estatutos. 

Klappenback  pidió  aclaración  de  la  sentencia,  diciendo 
que  durante  su  administración  del  Establecimiento  habla 
colocado  en  él  mas  de  40,000  $  fts.  en  mercaderías  y  otros 
valores  de  su  propiedad,  y  que  no  podia  suponerse  que 
estas  mercaderías  y  valores  estuvieran  comprendidas  en  la 
sentencia,  porque  habría  sido  despojarle  de  su  propiedad. 

El  Juzgado  declaró  que  en  las  palabras  ^  dependencias 
del  establecimiento  >  aludidas  en  el  art.  I"",  inciso  lo  de  los 
estatutos  estaban  comprendidas  las  mercaderías  existentes 
y  demás  objetos  relacionados  con  la  fundición  y  minas. 

GonGrmada  la  sentencia  por  la  Suprema  Corte,  y  man- 
dada cumplir,  D.  Roberto  Parker  por  la  sociedad  recibió 
los  objetos  que  se  espresaron  en  los  inventarios,  y  pidió 
que  debiendo  figurar  en  la  entrega  la  tienda  de  mercado^ 
rías  á  la  que  se  referia  la  aclaración  de  la  sentencia,  se 
despachase  mandamiento  de  apremio. 

El  Juzgado  no  hizo  lugar  al  mandamiento  por  no  ser  lí- 
quida la  cantitad  reclamada. 

Parker  designó  entonces  la  cantidad  de  40,000  $  fts, 
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confesados  por  Klappenback  al  pedir  la  aclaración,  é  insis- 
tió en  que  se  despachara  el  mandamiento  de  apremio  por 
por  dicha  cantidad,   estando  ya  ejecutoriada  la  sentencia. 

Fftll«  del    Jues  flIeeetoiMil* 

San  Juan,  Enero  12  de  1871. 

No  siendo  bastante  que  el  que  se  considera  deudor  fije 
una  cantidad  determinada  en  la  demanda  ejecutiva,  para 
reputarse  por  liquida  la  suma  que  no  es  tal  por  razón  de 
su  procedencia,  como  sucede  en  este  caso,  en  que  se 
trata  de  un  reclamo  de  ocultación  de  intereses  que  debie- 
ron ser  entregados  en  virtud  de  sentencia  ejecutoriada;  no 
ha  lugar  á  lo  solicitado ;  debiendo  estarse  á  lo  decretado 

con  fecha  de  ayer,    con  costas. 

Morcillo. 

Parker  apeló,  y  se.  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

0 

Valto  de  1»  Saprevaa  Certe. 

Baenos  Aires,  Junio  15  de  1871. 

Vistos,  y  considerando  :  Primero,  que,  por  la  sentencia 
de  fojas  sesenta  y  nueve  y  siguientes,^  confirmada  de  fojas 
ciento  diez  y  nueve  á  ciento  veinte  y  dos,  se  mandó  dar  po- 
sesión á  la  Sociedad  de  Minas  y  Fundiciones  de  San  Juan, 

f  del  establecimiento  c  El  Argentino,  »  las  minas  y  demás 
c  existencias  de^rminadas  en  el  artículo  primero,  inciso  pri- 
€  mero  de  los  Estatutos  de  foja  veinte  y  una  >  ;  Segundo^ 
que,  entre  las  existencias  allí  determinadas,  no  se  halla 
comprendida  la  tienda  de  mercaderias  de  que  se  hace  re- 
ferencia en  el  escrito  de  foja  setenta  y  cuatro,  en  la  de 
foja  ciento  cuarenta  y  una  y  en  la  de  foja  ciento  sesenta  y 
una  ;    Tercero^  que,  en  la  declaratoria  de  foja  setenta  y  cin- 
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00,  se  espresó  que  c  en  las  palabras  dependencias  del  ee- 
c  tabUcimiento^  á  que  se  refiere  el  inciso  primero,  articulo 
c  primero  de  los  Estatutos,  están  comprendidas  las  merca- 
c  derlas  existentes  y  demás  objetos  que  se  relacionen  con 
c  el  de  fundición  y  minas,  >  no  debiendo  entenderse  que 
lo  estuviera  también  la  tienda,  cuya  relación  con  el  esta- 
blecimiento de  fundición  y  minas  no  ha  sido  demostrada,  y 
puede  constituir  un  comercio  separado;  Cuarto,  que  la 
existencia  de  esa  tienda  y  el  valor  de  cuarenta  mil  pesos 
fuertes  calculado  al  capital  representado  en  ella,  han  sido 
conocidos  por  la  esposicion  de  don  Félix  S.  Klappenback  á 
foja  setenta  y  cuatro ;  Quinto^  que,  fundándose  en  esa  es- 
posicion el  representante  de  la  Sociedad  de  Minas  y  Fundi- 
ciones de  San  Juan,  para  hacer  líquida  la  cantidad  que  re- 
clama, tiene  que  considerarla  como  una  confesión  judicial 
del  demandado,  que  no  puede  dividir,  aceptándola  en  parte 
y  rechazándola  en  otra ;  SestOj  que,  en  esa  esposicion,  se 
asegura  que  el  espresado  capital  de  cuarenta  mil  pesos 
fuertes  ha  sido  introducido  en  la  tienda,  después  de  la  fe- 
cha con  que  Klappenback  tomó  la  administración  por  su 
cuenta,  cometiendo  el  despojo  que  se  ha  mandado  restituir; 
Séptimo^  que,  mientras  el  representante  de  la  Compañía  no 
pruebe  la  falsedad  do  ese  hecho,  lo  tiene  que  aceptar  co- 
mo parte  integrante  de  la  confesión  en  que  se  funda  para 
pedir;  por  e^tos  fundamentos  se  conñrma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  sesenta  y  tres  vuelta,  con  re- 
serva del  derecho  que  pudiera  tener  la  espre^ada  Compañía 
á  este  respecto,  para  que  lo  deduzca  en  la  forma  que  cor- 
responde ;  repuestos  los  sellos  y  satisfechas  las  costas  de 
la  instancia,  devuélvanse  los  autos. 

Francisco  Delgado.  «^José  Barros  Pazos.-*- 
Marcelino  Ugartb. 


168  PALLOS   DE   LA  SUPREMA   CORTE 


CAUSA   XHLXI. 


La  sociedad  de  Minas  y  FundieiaMs  de  San  Juan  contra  D. 
Félix  S.  Klappenbackj  sobre  ^ecucion  de  sentencia. 


Sumario. — 1^  La  entrega  de  una  cosa  ordenada  por  sen- 
tencia judicial,  y  practicada  en  la  forma  proscripta  por  el 
Juez  de  la  causa  es  válida. 

2o  Et  justiprecio  de  la  misma  no  es  necesario,  y  su  falta 
no  invalida  la  entrega. 


Caso. — En  los  autos  á  que  se  refiere  la  causa  anterior,  el 
Juez  de  Sección  ordenó  al  Juez  de  Paz  de  c  La  Huerta  i  qué 
pusiera  en  posesión  del  establecimiento  c  El  Argentino  > , 
minas,  edificios,  dependencias,  enseres  y  útiles  del  mismo 
á  D.  Roberto  Parker  por  la  sociedad  de  «  Minas  y  Fundicio- 
nes de  San  Juan  > ,  mediante  inventario  ante  dos  testigos 
de  actuación. 

No  existiendo  en  c  La  Huerta  >  el  Juez  de  Paz,  el  de 
Sección  despachó  la  misma  orden  al  sub  delegado  de  ese 
punto,  quien  la  cumplió  actuando  con  los  testigos  D.  José 
Sánchez  y  D.  Ramón  Larrondo. 
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.  Devueltas  las  diligencias,  el  Sr.  Klappenback  pidió  se  de- 
clarara nulo  lo  obrado,  porque  en  el  inventario  de  metales 
se  habia  procedido  sin  pesarlos  y  asignándoles  un  valor  ima-* 
ginario;  se  habían  omitido  partidas,  valiosas  de  minerales, 
herramientas  y  demás  enseres ;  porque  los  testigos  de  ac- 
tuación eran  inhábiles,  el  Sub-delegado  Sr.  Godoy  era  un 
empleado  del  Sr.  Parker,  y  el  Secretario  de  la  Sub-delegacion 
se  habia  negado  á  firmar  la  diligencia. 

Contestó  el  apoderado  del  Sr.  Parker  que  eran  falsos  los 
hechos  alegados,  porque  los  metales  habian  sido  pesados ; 
nada  se  habia  omitido ;  los  testigos  no  eran  inhábiles ;  el 
Sr.  Godoy  no  era  empleado  de  Parker ;  y  el  Secretario  de 
la  Sub-delegacion,  cuya  autorización  no  era  necesaria,  por 
cuanto  el  Sub-delegado  procedia  en  las  diligencias  como 
comisionado  del  Juez  de  Sección  y  no  como  autoridad  pro- 
vincial, no  se  habia  negado  á  firmar,  sino  que  se  habia 
escusado  por  no  sufrir  las  impresiones  del  sol,  habiendo 
sido  ademas  autorizado  el  acto  por  D.  José  Sapchez,  nom- 
brado Secretario  Interino  en  reemplazo  del  propietario. 


WmU^   éml   Jíuea  Seccional. 

San  Joan,  Enero  17  de  1^71. 

Vistos,  y  considerando;  lo  que  la  falta  de  justiprecio  de 
los  objetos  entregados,  no  basta  para  anular  el  acto  de  la 
entrega,  que  se  ha  mandado  hacer  al  verdadero  dueño  en 
virtud  de  sentencia  judicial,  no  siendo  materia  de  este  jui- 
cio, el  justiprecio  que  se  pretende  agregar  á  la  entrega ; 
2o  que  los  procedimientos  del  Juez  comisionado  para  la  en- 
trega sean  ó  no  fraudulentos,  solo  pueden  dar  lugar  á  un  juicio 
de  responsabilidad  contra  el  mismo  por  los  que  se  crean 
damnificados,  pero  en  ningún  caso  pueden  servir  para  nuli* 
T.  I.  12, 
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fioar  un  acto  que  se  ha  verificado  coa  ciitacios  da  pafftea  y 

guardando  las  formalidades  de  la  ley.    FálUi  el  presente 

articulo  y  declaro  no  haber  lugar  á  la  nulidad  de  laa  diligtn<» 

cias  de  entrega,  solicitada  por  la  parte  de  Klappeabaok^ 

con  costas. 

SiordUo. 

Apelada  en  relación  la  sentencia,  fué  confirmada  por  el 
siguiente : 


8l#lto  ém  to  0apreM>  Oerte 


Baenoa  Aires^  Junio  15  de  1871. 

Visks:  por  el  primer  fundamento  del  auto  corriente  á  foja 
diez  y  seis  yuelta,  y  considerando  que  las  diligencias  de 
posesión  han  sido  ejecutadas  en  la  forma  prescrita  por  el 
jues  de  la  causa,  en  el  oficio  de  comisioa  que  se  registra 
á  foja  ciento  cincuenta  y  uno  del  espediente  principal,  i  que 
debia  ajustar  sus  procedimientos  el  ejecutor  comisionado, 
se  confirma  con  costas  el  referido  auto  de  foja  diez  y  seis 
vuelta;  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase  el 
espediente* 

Francisco  Delgado.  — José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA    ÜLIÍLIÍLII. 


Don  Antera  Barriga  contra  Doña   Josefa  Lemos  de  Gómez 

iobre  avocamiento  de  causa. 


Sumario.  — lo  El  juicio  radicado  en  los  Tribunales  de 
Provincia,  debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellóSi  cualquiera  que 
sea  la  calidad  personal  de  las  partes. 

2o  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  para  la  Suprema  Corte 
en  los  casos  espresados  por  el  art.  14  de  la  ley  sobre  ju- 
risdicción de  14  Setiembre  de  1863. 

3o  No  habiendo  juicio  radicado,  no  hay  materia  que 
pueda  ser  avocada. 

4"^  No  habiéndose  promovido  acción  alguna  determinadaí 
no  hay  mérito  para  declarar  la  competencia  de  los  tribu- 
nales federales  para  conocer  en  ella. 

S"*  Un  juicio  no  promovido,  sustanciado  y  resuelto  en  la 
forma  proscripta  por  el  tit.  6^,  de  la  ley  de  procedimientos, 
no  puede  ser  reputado  como  una  cuestión  de  competencia 
con  los  Tribunales  de  Provincia. 


Caso.  —  Don  Antero  Barriga,  vice  cónsul  Chileno  en  Men- 
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doza,  arrendó  á  D.  Vicente  Sánchez  y  luego  compró  ad 
Corpus  en  unión  con  su  hermano  D.  José  Miguel,  la  ha- 
cienda denominada  c  Ancón  t  ubicada  en  Tupungato,  de- 
partamento de  la  Provincia  de  Mendoza,  obligándose  á 
sostener  de  su  cuenta  todos  los  pleitos  que  tenia  el  fundo 
en  12  de  Marzo  de  1870,  fecha  del  arrendamiento,  y  los 
que  se  suscitasen  en  adelante,  sin  derecho  de  saneamiento 
contra  el  vendedor  por  eviccion. 

En  16  de  Agosto  de  1870,  se  presentó  al  Juzgado  de  la 
Sección  de  Mendoza,  esponiendo  que  al  tomar  posiqion  del 
fundó  habia  encontrado  que  sus  potreros,  casas  y  molinos 
eran  detentados  por  Da  Josefa  Lemos  de  Gómez  en  virtud 
de  providencia  dictada  por  el  Juez  de  la  Provincia  sin  au- 
diencia de  su  parte ;  y  que  la  causa  correspondia  á  la  Jus- 
ticia Nacional  por  la  diversa  nacionalidad  de  las  partes,  y 
por  ser  él  vice  cónsul  estrangero,  no  conviniendo  á  sus 
derechos  el  hacerlos  valer  ante  el  Juzgado  de  la  Provincia. 

Conferido  traslado,  la  Sra.  D*"  Josefa  Lemos  de  Gómez 
promovió  artículo  previo  diciendo,  que  D.  Antero  Barriga 
no  tenia  personería  para  la  gestión  iniciada,  porque  no  era 
dueño  absoluto  del  fundo ;  y  que  antes  de  dictarse  las  le- 
yes de  Justicia  Federal  existia  pendiente  un  juicio  de  des- 
linde de  las  estancias  cía  Arboleda»  y  cía  Capellanía»  con 
el  fundo  c Ancón»  ante  los  Tribunales  de  Provincia,  donde 
por  consiguiente  debía  concluirse. 

Conferido  trasladó,  contestó  Barriga,  que  siendo  condó- 
mino de  la  cosa,  tenia  derecho  á  reclamarla  de  un  tercero 
que  la  detentaba ;  y  que  el  juicio  existente  ante  los  tribu- 
nales de  Provincia  era  sobre  mejor  derecho  á  treinta  cua- 
dras de  terreno,  muy  distinto  deb  presente  que  versaba 
sobre  posesión  ;  que  en  ese  juicio  se  presentó  D.  Arístides 
Sánchez  á  nombre  del  Vendedor  D.  Vicente  Sánchez  opo 
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niéndose  á  la  posesión  que  pedia  la  Sra.  Lemos,  pero  fué 
rechazada  su  personería  á  instancia  de  esta. 

Se  abrió  á  prueba  la  causa  para  justificar  la  radicación 
del  juicio,    ante  los  Tribuíiales  de  Provincia. 

Se  presentó  y  admitió  la  prueba  de  testigos,  de  la  que 
luego  prescindió  el  Juzgado  de  Sección,  por  haber  tenido 
á  la  vista  dos  espedientes  remitidos  uno  por  el  Juez  de  la 
Instancia,  y  el  otro  por  el  Superior  Tribunal  de  Justicia 
de  la  Provincia. 

FaU«  del   Jiies   Secelenal* 

Mendoza^  Noviembre  29  de  1870. 

Y  vistos  :  el  Juez  tiene  á  la  vista  dos  espedientes  traidos 
ad  effectum  videndi,  uno  que  remite  el  Sr.  Juez  Letrado  por 
notado  f....  y  el  otro  el  Sr.  Presidente  del  Tribunal  Su- 
perior de  Justicia  de  Mendoza. 

El  primero  es  un  juicio  posesorio  de  la  Sra.  D^  Josefa 
Lemos  de  Gómez  que  apoyada  en  su  hijuela  paterna  pide 
la  posesión  de  Ancón ;  el  Juez  la  decreta  sin  audiencia  de 
parte  contraria.  Don*  Arístides  Sánchez  ocupaba  Ancón , 
este  salió  al  juicio,  pero  fué  declarado  intruso  y  no  parte 
en  el  juicio.  Es  hecho  consumado  en  autos.  A  últi- 
ma hora,  Don  Vicente  Sánchez  por  medio  del  Procurador 
Ferreyra  y  recientemente  llegado  de  Chile,  pide  al  Juez 
Letrado  una  vista  de  autos  para  ver  ¿por  qué  se  le  ha 
despojado  de  Ancón?  Y  en  esta  virtud  saber,  qué  acción 
poder  entablar. 

El  Juez  concedió  la  vista,  pero  no  hay  constancia  en 
autos  qué  á  Sánchez  se  le  entregasen  porque  la  Sra.  Le- 
mos los  tenia  en  su  poder  y  el  apremio  librado  contra  ella, 
que  es  la  última  fojn  parece  no  haberse  cumplido,  desde 
que  no  hay  constancia  en  el  espediente. 
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El  segundo  es  un  cuaderno  que  se  remoota  al  feño  1854, 
juicio  de  deslinde  entre  la  testamentaria  Lemos  y  sus  co- 
lindantes. 

m 

Este  cuaderno  está  hecho  trisas,  lleno  de  lodo,  faÜa  i 
muchas  fojas  cuartos  enteros  y  por  apéndice  concluye 
con  esta  providencia  bajo  la  rúbrica  del  Sr  Presidente 
en  turno  de  la  lima.  Cámara  de  Provincia. 
Mendoza,  Marzo  9  de  1870.  <  En  virtud  del  recibo  que 
se  acompaña  y  que  rubricará  el  actuario,  el  oficial  ¿e 
Justicia  requerirá  á  D'  Josefa  Lemos  ó  su  apoderado  por 
la  entrega  de  las  fojas  que  faltan  del  {espediente,  bajo  el 
apercibimiento  que  hubiere  lugar  por  derecho,  sin  que 
corra  término  al  peticionario  para  evacuar  la  vista  que 
se  le  concedió  por  auto  de  22  de  Febrero  último.  (Rú* 
brica  del  Sr.  Presidente  de  la  Cámara  de  Justicia.}  » 
Considerando ;  I"",  que  la  materia  de  que  se  trata  es  so* 
bre  posesión  ;  que  toda  la  prueba  rendida  |no  vale  nada, 
desde  que  el  Juez  tiene  á  la  vista  los  dos  espedientes 
dichos,  documentos  irrefragables  que  las  partes  mismas  han 
pedido  en  parte  de  prueba  ;  2^,  que  siendo  el  juicio  de 
deslinde,  un  marrasmo  forense  (permítaseme  la  espresion, 
por  no  haber  otra  mas  aparente  al  caso)  ajeno  al  poseso- 
rio, porque  se  ha  recurrido  á  la  Justicia  Nacional,  la  in- 
competencia de  jurisdicción  no  tiene  mas  apoyo  que  el 
escrito  en  que  pide  vista  de  autos  cuyo  acto  no  importa 
reconocimiento  de  ninguna  clase  ;  3^,  que  esta  cuestioii 
por  ser  entre  chilenos  con  una  argentina  y  á  mas,  un  caso 
que  el  art.  2o,  inciso  S"",  de  la  ley  Nacional  sobre  jurisdio'» 
cien  (i 4  de  Setiembre  de  1863}  reserva  á  solo  los  Jueces 
de  Sección  por  ser  interesado  un  cónsul  estrangero  cuyas 
causas  las  toma  la  Nación  de  su  cuenta  en  el  sentido  del 
articulo  dicho;  4o,  que  en  suma  no  hay  excepción  fonda- 
da en  litis  pendencia  ante  la  jurisdicción  Provincial,  y  que 
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iiefido  por  otra  parto  interesado  el  Vioo-Gónsul  Barriga  por 
la  compra  que  se  hace  constatad  por  la  escritura  de  f.  A^ 
en  el  juicio  posesorio  promovido  por  su  antecesor  Sanches 
que  éomo  chileno,  no  ha  perdido  su  fuero  tampoco. 

Se  declara  competente  la  Justicia  Nacional,  para  enten^ 
der  en  este  asunto,  con  costas  á  D*  JosefeLemos  de  Gomei, 
con  pirevencion  que  no  se  le  admitirá  mas  escrito  sin  Arma 
de  letrado  con  estudio  abierto  y  conocido ,  salvo  el  de  apd* 
lacion  ú  otros  de  cajón. 

Devuélvase  á  la  llustrtsima  Cámara  el  espediente  facili- 
tado y  reténgase  el  otro,  con  previa  nota  [acordada  al  Sr. 
Juez  de  Provincia.  Antes  de  publicarse  esta  sentencia ,  re- 
póngase los  sellos  por  quien  corresponda. 

Juan  Palma. 

Apelada  esta  sentencia  fué  revocada  por  el  siguiente  : 


WmMm  Ú9  la  ñmptpmmuí  €}miim 


Baenos  Aires,  Junio  17  de  187i 

Vistos :  Resultando ;  Primero^  que  Don  Antero  Barriga 
arrendatario  al  principio  y  luego  comprador  ad  corpus^  en 
parte,  de  la  hacienda  denominada  «Ancón»,  se  obilgó  á 
sostener  de  su  cuenta  todos  los  pleitos  que  tenia  el  fundo 
al  tiempo  del  arrendamiento,  fliez  de  Marzo  de  mil  ocho 
cientos  setenta  y  los  que  se  le  suscitasen  en  adelante,  foja 
dos,  no  quedando  obligado  el  vendedor  al  saneamiento  po^ 
eviccion,  foja  cinco  vuelta ;  Segundo^  que  su  presente  ges- 
tión se  reduce  á  pedir  el  avocamiento  por  el  Juez  de  Sec- 
ción, del  juicio  deducido  por  la  señora  Lemos,  ante  las 
autoridades  locales,   por  no  convenir  á  sus  derechos  hacer* 
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los  valer  ante  el  Juzgado  de  la  Provincia,  y  ea  razón  de  la 
diversa  nacionalidad  de  las  partes,  y  por  su  calidad  de 
Cónsul  de  la  República  de  Chile,  foja  siete,  sin  deducir 
acción  determinada,  ni  petición  alguna '  fundamental  en 
cuanto  á  los  derechos  que  pretende  poner  en  ejercicio,  y 
considerando;  Prirnero^  que,  si  el  juicio  cuyo  avocamiento 
se  solicita,  se  encuentra  radicado  en  los  iTribunales  de  Pro- 
vincia, debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellos,  cualquiera  que 
sea  la  calidad  personal  de  las  partes,  quedando  á  salvo  el 
recurso  para  esta  Suprema  Corte,  si  se  hallase  en  alguno 
de  los  casos  que  espresa  el  artículo  catorce  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia ;  Segundo^  que,  si  no  se  encuen- 
tra  radicado,  no  hay  materia  que  pueda  ser  avocada,  ni 
mérito  para  que  se  declare  en  abstracto  la  competencia  de 
la  jurisdicción  nacional,  antes  de  que  se  promueva  con  la 
correspondiente  acción  determinada,  el  derecho  que  in- 
tenta gestionarse ;  y  Tercero^  finalmente,  que  este  juicio 
no  puede  ser  reputado  como  una  cuestión  de  competencia 
con  los  Tribunales  de  Provincia,  por  cuanto  no  ha  sido 
promovido,  sustanciado  y  resuelto  en  la  forma  que  previene 
el  título  sesto,  de  la  ley  de  procedimientos  ;  por  estos  fun- 
damentos, se  revoca  el  auto  apelado,  corriente  de  fojas 
ochenta  y  nueve  á  noventa  y  una,  y  se  devuelve  el  espe- 
diente, previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  en  la 
instancia. 

Francisco  Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugartb. 
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cjlvsa  :Kxiuni. 


¿M.  Brígida  Balcaree  de  Baumgart  contra  D.  Guillermo  Matti^ 
sobre  rescisión  de  contrato  ¿  indemnización  de  perjuicios*    . 


Sumario^ — 1^  La  mujer  casada,  mientras  subsiste  integro 
el  matrimonio,  sigue  en  todo  la  condición  del  marido. 

2o  Por  esto  no  puede  admitirse  diversidad  en  la  calidad 
de  sus  personas,  y  siendo  estrangero  el  marido,  debe  repu- 
tarse estrangera  la  mujer. 

3o  Ei  pleito  entre  dos  estrangeros  no  corresponde  á  ia 
Justicia  Nacional. 

4^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  no  pue^e 
ser  prorrogada. 

5o  La  voluntad  de  las  partes  no  puede  conceder  á  los 
poderes  públicos  de  la  Nación  mayores  facultades  que  las 
que  la  Constitución  les  ha  otorgado. 

6o  Los  Tribunales  Federales  deben  declarar  su  imcom- 
petencia de  oficio,  y  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que 
aparezca. 

7o  Toda  actuación  obrada  ante  quien  carece  de  jurisdic- 
ción bastante  es  absolutamente  nula. 
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Caso. — D.  Guillermo  Matti  estrangeroi  celebró  en  31  de 
Enero  de  1865  un  contrato  de  arrendamiento  de  la  casa 
calle  de  Corrientes  N^  35  con  la  Sra.  D\  Brígida  Baloarce 
argentina,  con  la  venia  de  su  marido  D.  Andrés  Baumgart. 

Con  motivo  de  haber  8ub*arrendado  Matti  la  dicha  casa  i 
D.  Jorge  Nauts  y  de  ludier  este  dado  á  la  misma  un  destino 
contrario  á  la  mente  de  la  arrendadora,  esta  entabló  demanda 
contra  D.  Guillermo  Matti  pidiendo  la  rescisión  del  contrato, 
y  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  alegando  que  la 
causa  correspondia  á  la  Justicia  Nacional  por  ser  ella  argen- 
tina 7  estrugero  el  demandado. 

Aoreditada  esta  calidad  personal,  el  Jues  de  Seoaiea  con- 
firió traslado  de  la  demanda. 

Matti  contestó  en  lo  principal  que  no  era  el  caso  de  la 
rescisión,  ni  de  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  y 
en  otrosí  pidió  se  notificara  la  demanda  á  D.  Jorge  Nauta, 
para  que  este  tomara  en  el  juicio  la  parte  que  le  correspon- 
día en  virtud  de  lo  dispuesto  por  los  arts.  97  y  99,  lib.  So, 
sec.  3%  tít.  6  del  Gód.  Civil 


Buenos  Aires,  Febrera  28  de  1871. 

En  lo  principal  autos;  al  otrcd  no  importando  lo  dispues* 
to  en  los  artículos  97  y  99  citados,  la  citación  del  sub-aN 
renddftario,  no  ha  lugar. 

ügarrixa. 

Matti  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Vista  la  causa  por  la  Suprema  Corte,  se  mandó  que  la 
demandante  manifestara  imal  ara  la  nacionalidad  de  su  ma- 
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ridoi   y  habiéndose  manifestado  que  este  era  deman   se 
diotó  el  simiente : 


WmUm  de   Mm  9ii|NrmMi  Oertoi 


Buenos  Aires,  Junio  17  de  1871. 

Vistos :  resaltando  de  la  esposioion  oootenida  en  el  jpréoe* 
dente  esorito,  que  Don  Andrés  Baumj^artí  marido  de  la  demaih 
danteDoña  Brigada  Baicaree,  es  de  naoionalidad  alemana;  y 
considerando:  Primero,  que  la  mujer  casada,  mientras  6ul>- 
siste  integro  el  matrimonio,  sigue  en  todo  la  condición  de sa 
marido,  statum  sequitur  mariti,  razón  gor  la  cual  esta  Sa*-^ 
prema  Corte  ha  declarado  en  la  causa  seguida  entre  Dgn 
Manuel  Pedro  de  la  Peña  y  Doña  Elena  Eyras,  c  que  aten- 
c  dida  la  naturaleza  del  vinculo  conyugal,  no  puede  admi* 
c  tirse  diversidad  en  la  calidad  de  sus  personas  »  pajina  cua^- 
troeientos  setenta  y  dos,  tomo  cuarto,  de  los  fallos :  Segundo 
que,  debiendo  en  consecuencia,  reputarse  á  la  demandante 
estrangera  por  la  nacionalidad  de  su  marido,  y  siéndolo  tam- 
bién el  demandado,  según  consta  por  el  certiflcado  corriente, 
foja  siete  vuelta,  el  pleito  se  sigue  entre  estrangeros,  y  no 
corresponde,  por  la  calidad  de  las  personas,  al  conocimiento 
de  la  Justicia  Nacional ;  porque  esta  jurisdicción  solo  com- 
prende los  casos  espresados  en  el  artículo  cien  de  la  Cons- 
titución General,  entre  los  cuales  no  están  enumerados  aque- 
llos en  que  sean  esirangeros  demandante  y  demandado« 
como  ha  sido  resuelto  en  la  cansa  seguida  entre  Don  Pablo 
Gherini  y  Don  Alfonso  Sebelin  y  compañía ;  pajina  ciento  seb- 
ienta y  nueve  tomo  primero  de  los  fallos ;  Tercero  que,  tanto 
por  su  naturaleza  esceipGional,  cnaSito  porque  asi  lo  díoipone 
espresamente  ei  articolo  primero  de  la  ley  de  prpeediiiúsn^ 
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toB,  la  jurisdiocion  de  los  Tribunales  y  Juzgados  Nacionales 
no  puede  ser  prorogada,  ni  aun  con  el  eonseñtiúiieiito  es- 
preso de  los  litigantes,  que  no  pueden  conceder  á  los  Pode- 
res Públicos  de  la  Nación,  mayores  facultades  que  las  que 
la  Constitución  les  ha  otorgado ;  Cuarto^  que  los  Tribunales 
Federales  deben,  por  consiguiente  declarar  su  incompeten- 
cia de  oñcio  y  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  apa- 
rezca ;  Quinto,  que  toda  actuación  obrada  ante  quien  carece 
de  jurisdicción  bastante,  lleva  en  sí  misnfa  un  vicio  de  nuli- 
dad absoluta:  por  estos  fundamentos,  se  declara  nulo  todo 
lo  obrado  ante  la  jurisdicción  nacional;  —  precio  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos,  se  devuelve  el  espediente,  para 
que  la  demandante  ocurra  ante  quien  corresponda,  si  así 
le  conviniere. 

Francisco  Üelgado — ^JosÉ  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


El  capitán  D.  Antonio  Mongiardino  contra  Otero  hnos. ,  D. 
Luis  P.  Razetto  y  &,  y  otros,  sobre  averias. 


Sumario. — lo  Los  peritos  arbitradores  designados  por  el 
arl.  1496  para  reconocer  y  liquidar  las  averias  son  verdade- 
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ros  jueces  facultados  para  decidir  como  tales  las  cuestiones 
á  que  dé  lugar  el  reconocimiento  y  liquidación  de  la  averia. 

2*  La  operación  que  practican  como  tales  peritos  arbi- 
tradores  es  un  verdadero  laudo,  sujeto  á  las  condiciones 
requeridas  por  la  ley,  para,  su  validez. 

3^  Debe  por  consiguiente  contener  la  mención  espresa 
de  las  disposiciones  del  Código  que  se  aplican,  y  ser  signada 
del  escribano  público. 

Ao  La  falta  de  estos  dos  requisitos  la  vicia  ;de   nulidad: 

5o  La  intención  manifestada  por  las  partes  de  oponerse 
á  la  ejecución  de  dicha  operación  con  los  medios  legales 
pidiendo  su  reforma,  debe  interpretarse  ostensivamente  al 
de  nulidad,  aunque  esta  no  se  haya  alegado  nominativamente 

6^  Esta  interpretación  se  funda  en  lo  proscripto  por  la 
ley  iO,  tit.  i 7,  lib.  ^o.  R.  G.  que  es  supletoria  de  la  ley 
de  procedimientos,  por  no  estar  en  oposición  con  ninguno 
de  sus  articules,  y  de  obligatoria  aplicación. 


Caso. — En  la  noche  del  11  de  Octubre  de  1869,  la  go- 
leta italiana  cHerminiai  quehabia  salido  del  puerto  de 
Montevideo  para  el  del  Rosario,  sufrió  una  tempestad,  y 
varó  sobre  el  Banco  de  las  Palmas,  causándose  averias 
tanto  en  el  buque,  como  en  la  carga. 

El  capitán  del  buque  D.  Antonio  Mongiardino  se  volvió  á 
Buenos  Aires,  trasbordó  la  carga  á  la  goleta  cAnibal»,  y 
se  fué  al  Rosario  con  la  goleta  c Herminia»  remolcada  por 
el  cAnibaU. 

Antes  de  esto  formalizó  su  protesta  ante  el  Escribano 
de  marina,  y  él  de  la  Sección  Federal  de  Buenos  Aires,  y 
practicó  ante  el  Juez  Nacional  de  dicha  Sección  las  diligen- 
cias necesarias,  para  comprobar  qI  valor  del  buque  después 
del  siniestro  I  ü  de  las  averías  sufridas,  y  el  monto  de  los 
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gastos  4a  sdvjainentov  sieDdo  avaluado  el  buque  en  su  es* 
tado  actual  en  2,500  $  fls.,  y  sus  averias  en  2,550  $  fts* 

Llegado  al  Rosario  el  capitán  Móngiardino  entabló  ante 
el  Juzgado  de  '¿eecion  el  juicio,  de  averías,  pidiendo  se  ta- 
saran las  mercaderías  salvadas  y  las  perdidas  para  que  se 
practicara  el  prorateo  por  peritas. 

Fuenm  citados  al  |tticio  los  cargadores,  que  eran  P^ 
Razetto  y  G*,  Otero  Hnos.i  €esarino  Hnos.  y  D.  Juaa  del 
Pino. 

Se  opmieron  á  lai  petioíon  del  capUaui  Otero  Hnos »  pero 
sa  petición  fué  desechada  por  auto  del  Juez  de  Sección 
confirmado  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  22  de  Se- 
tiembre de  1870,  ordenando  se  procediera  el  nombramiento 
de  peritos  con  arreglo  al  art.  1 496  del  Cód.  de  Comercio. 

En  30  de  dicho  ases  tuvo  kiga?  el  nombramieato  de 
peritos»  y  estos  dictaron  el  siguiente: 


Los  abajo  firmados  D.  Rosendo  Olivé  y  D.  Julio  Bergmati 
nombrados  peritos  arbitradores  para  la  liquidación  y  el 
prorateo  de  las  averias  sufridas  por  la  goleta  italiana 
i^Herminiaj*  su  capitán  don  Antonio  Móngiardino  el  dia 
once  de  Octubre  de  1869,  en  su  viaje  de  Montevideo  al  ño-* 
tarto  de  Santa  F¿^  rcfiriéndonoa  á  los  documentos  y  com« 
probantes  que  figuran  en  el  espediente  y  conforme  á  las 
leyes  del  Código  de  Comercio,  presentamos  ía  siguiente 
liquidación : 


Valor  ie  la  carga  qw  emitía  á  bordo  en  á  momento  id 

únUtiro. 

De  loe  Sree.  Otero  Hmo. 

iSS  Teróos    yerba   paraagu&   con 

U,772ib. ^    I7irf.^f.  3.911-55 

50  e.  ag«qjo.... i-75  c      337-50  4,255-05. 

Dd  Sr.  D.  Juan  dd  Pino. 

60  Barricas  yerba  painagu&  8,993  fi)@  191  rL  fl.  876-81 

40      c     axúttr            10,074  c  f  14 1^  rt  730<36 

109  Danugoanas  ginebra c/q.    9    rf.  132-61 

50  iirasqaeras       Id c  10    rf*  62-50 

5  bolsa  arroiIudUa  1,130 fli....^    9    rf.  50-65 

15  pipas  vino.. c/u.  38    fts.  570-00 

10  bordalesas  id c*  23    c  230-00 

icanñtoslosa c  35    c  .    140-00 

Iftlalas  tabaco  648  b @    7-50  c  194-40 

15  rollos  id.  1,920  c c    4     «  807*20 

25^  cajones  fideos  fiaos,  •»*.••  c/a.  25    c  62*50 

5  bolsas  arres  glacé @  11    rf.  60-22    3^407-46. 

Del  Sr.  D.  Luis  P.  Raxeíto. 

4c4tn6s  conservaii.  alimenticias 

200  tarroa 4  fls^lf.    6&-6ft 

i     f  6 latas 24 lu  bongos, «.X    4  rf.  18-00 

12    c    trufas , c/a.  12  rf;  88-00 

10  barriles  40   quesos   parmesano 

557  k ..........k.    4  rf.  278-50 

2  barriles  8  quesos  gruyere  236  k.    3  rf.  88-50 

SO       €       anchoas k.    4  fts.  120-00 

6  f       riño  noir  930  Utros  &  10  es.  90-00 
1  caj.  artlculoa  de  confitería.  ..eu  50-00 

4  a  efectof  de  ropa c  50-00      782-66. 

4Hi^HMMHfl^^HÍ^a 

De  kt  Sree.  Cesarino  Htws. 

18  ojones  prntaa  8^872  ft . .  .qq.  4  50  to.  F.  174-34 

1  dflu.  rejw  d«  mdo. «    4  75i         49-00     193-24. 

ftt.8.538^IL 
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Valor  total  de  la  carga,  ocho  mil  quinientos  treinta  y  ocho  pegos 
cuarenta  y  un  centavos  fuertes. 

Según  foja  6  del  espediente  el  baque  fué  at alnado  en  dos  mü 
quinientos  pesos  fuertes $  F.   2^500 

Averias 

Calafates  de  la  murada,  tren  carril  y  cintas^  incluso 

estopa  hia,  jocuales  planchas  y  demás, gñs.  250-00 

Una  canoa c      50-00 

Compostura  de  la  cocina : c     üO-00 

Bauprés,  palos  mástiles,  mástiles  de  velacho  y  ee^ 
caudalosa,  vergas  de  redondo,  gavia  y  juanete,  jarcias 
mayores  en  ambos  palos,  dichos  de  velacho,  patera- 
ses,  velas,  maniobra  corriente  de  cuero,  motonería  de 

cilindro,  guarniciones  de  Gerro •  c    310-00 

Dos  aparejos,  un  espía  de  cairt>,  el  todo  en  atención 

á  las  proporciones  [que  le-  corresponden  en •  •  «  2,200-00 

Compostura  del  molinete.  < c      40*00 

Honorarios  de  los  peritos  por  reconocimiento  y  ta^* 

sacien  del  buque ....;... • .   c      50*00 

Por  un  viaje  que  hizo  el  vaporcito  cGonde  de  Ga* 
voun  alas  bocas  de  las  Palmasf  por  ida  y  vuelta..  ••  c      80-00 

Flete  de  una  ballenera  que  fué  á  las  Palmas  y  alqui- 
ler de  señales c     %i4A 

Práctico  para  conducir  las  ballenera» *alsálvataje..' c  24-00 
Trasbordo  del  cargamento  á  la  goleta  <Anibal». . .  • .  c  ^97-52 
Remolques  de  la  goleta  «Herminia»  desde  las  bocas 

de  las  Palmas  al  Riachuelo c      44-00 

Al  Escribano  Caballero  por  anotación  de  protesta....  c>      4-00 

Dos  telegramas  al  Rosario. c       MÜ 

Abonado  á  Estévan  D.  Risso  y  Hnos.  por  diligencias 

y  asistencia  al  trasbordó  de  la  carga.. ^ t    400-00 

Pagado  á  Nicolás  Silvarri  por  «Hevar  los  peritos  á 

bordo ^.. #       8-00 

Pagado  á  Juan  Asea  por  conduelen  del  patrón  á 

tierra  para  firmar  la  protesta • ..^. .....•€       4-00 

.  Pagado  á  Bartolomé  Navarro  *  por'  redacción  de  uña 
protegía  en  idioma,  italiano  y  estraida-  del  libré  de  á       - 
*ordo • c     50-00 


Al  frente  $  fis.  3,2S8-78 
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Del  frente. ...  S  As.  3,288-75 

Pagado  al  escribano  Juan  Risso  por  copia  del  espe- 
diente y  protesta «       30-00 

Saeldo  de  tres  marineros  desde  ell  i  de  Octubre  de 
i869,  hasta  el  once  de  Enero  de  1870,  á  razón  de 
i8  ti8.  mensuales  ;  cada  uno. .  • t    162-00 

Sueldo  del  contramaestre  por  el  mismo  tiempo  á 
razón  de  22  f  fls.  mensual..... c      66.00 

Sueldo  del  patrón  y  baqueano  por  el  mismo  tiempo 
&  razoQ  de  50  ^  fts.  mensuales f    150-00 

Id.  del  cocinero  por  el  mismo  tiempo  á  razón  de 
20  i  Os.  mensuales c        60-00 

Mantención  de  la  tripulación  compuesta  de  6  hom- 
bres, desde  el  11  de  Octubre  de  1869  hasta  el  11  de 
Enero  de  1870,  á  razón  de  20  fi  Its.  mensuales  por 
cada  persona t      216-00 

Gastos  originados  al  patrón  durante  los  tres  meses 
para  seguir  los  trámites  en  Buenos  Aires •  c        50-00 

Costas  judiciales c      400-Ot 

Cuenta  de  Carlos  Rodríguez  y  recibo  B.  25-00  (cuen- 
ta A) c        19-04 

Cuenta  de  E.  Hatti  y  C%  por  gastos  de  viaje  y  man- 
tención del  patrón,  dos  telegramas,  honorarios  paga- 
dos al  Dr.  Garcia  y  papel  sellado.  (Cuenta  B.  )  Bos. 
138-87 c      105-81 

g  fts.  4,547-57 

Carga  perdida  en  el  siniestro. 

De  los  Sres.   Otero  Hnos. 
30  cajones  ajenjo 4-75  g  f.  142-50 

De  D.   Juan  del  Pino. 

1  damajuana  ginebra 9  rf.  gt.  1-12 

4  frasqueras  ginebra 10  rf.         5-00 

1  cuarterola  vino en         9-50 

1  laU  tabaco  64  B> 7-50       19-20    34-82        177-32 


gt.  4,724-89 

Intereses  sobre  g f!i4,547.57  en  375  dias  1  V»-  •  •  ^f-  &<>B-37 

f           «      €        177-12  i  255    i    l»/o...  ^5-04 

Honorarios  de  los  peritos  arbitradores. 276-00 

3  r.  5,584-30 

T.  I.  13. 
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Suma  total  de  la  avería,  cinco  mil  quinientos  ochenta  y  cuatro 
pesos  treinta  centavos ' fuertes . 

Liquidación. 

Corresponde  á  pagar  al  buque jf  T.  1 ,26i-72 

ff           c-     ff  á  los  Sres.  Otero  Hnos...  2,102-03 

i           €      f      c  D.  Juan  del  Pino 4,732-82 

t           c      c      ff  D.  Luis  P.  Razetto 395-95 

«           €      ff  €  los  Sres.  Gassarino  Hnos.  97-76 

#f.  5,582-30 

Repartición. 

El  buque  recibirá $  {.  5,1  Í3-94 

Los    Sres.  Otero    Hnos 154-37 

D.  Juan  del  Pino 37-79 

Nuestros  honorarios 276-00 

#f.  5,582-30 

Antes  de  concluir  diremos  (\ue  en  este  caso  el  flete  de  !a  goleta 
ff  Herminia»,  no  puede  contribuir  al  prorateo,  porque  no  existe, 
nadie  lo  ha  cobrado  ni  pagado  y  que  consideramos  gastos  á  cargo 
de  los  interesados  (Otero  Hnos.,  Luis  P.  Razetto  y  Gassarino  Hnos.), 
los  fletes  pagados  á  la  goleta  tA.  H.>  por  los  Sres.  Matti  y  C*,  y 
cobrado  después  á  la  goleta  tHerminia»,  como  también  los  carros 
como  consta  de  cuenta  y  recibo  que  figuran  en  el  espediente,  y 
por  consiguiente  cada  uno  debe  pagar  lo  que  le  corresponde,  ha- 
biendo pagado  el  misn)ó  D.  Juan  del  Pino  su  flete,  resultando  asi 
el  siguiente : 

Resumen. 

Los  Sres.  Otero  Hnos.  su  parte  de  la  avería,  i^f.  2102-03 

Flete  de  la  goleta  cAnibaU  B.  123-00 93-72 

Intereses  sobre  este  flete  en  6  meses  sobre 

93-72 5^2 

$  f.  2,201-37 
Rebajando  lo  que  debe  recibir c  «    154-57  ^f.  2,046-80 

P,  Juan  del  Fino,  su  parte ff      1 ,723-82 

menos c  57-79  JJf.  l,68é-03 
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D.  lMl9  P.  RazettOy  $u  parte íf.  395-95 

Flete  de   la   goleta    cAnibab    y  carros 

-     B.  23-25 .^ «  "-7* 

Intereses  en  6  meses  sobre  11-71 «  1-06  jff.    4i4rT 

Los  Sres.  Cassarinoj  «u  parle #f.        97-76 

Flete  de  la  goleta  lAnibab  B.  10-50 t  8-00 

Interés  en  6  meses  sobre  8 *  0-49  i^f.     106-24 

El  buque  su  parte íf.    1,264-74 

Recibo  por  indemnización «         513-94  j^f.  8,849-20 

Los  peritos  liquidadores «  #f.     276-00 

Lo  firmamos  en  el  Rosario, de  Santa  Fé,  el  15  de  Noviembre  de 
1870. 

Nota :   á  la  partida  de  g  fts.  3,849-20  que  recibe  el  buque,  hay 
que   agregar  los  fletes  del  c  Aníbal»  é  intereses  que  son  :  3,849-20 
desde  que  lo  paga.  126-59 

$  í.  3,975-79 
jR.  Olivé.  —  J.  Bergman 

Dado  vista  á  las  partes  del  laudo  anterior,  se  opu- 
sieron á  él  Otero  Hnos.  y  D.  Luis  P.  Razetto  y  C*,  los 
primeros  pidiendo  se  corrijiese,  rerormase  y  enmendase; 
y  los  segundos  pidiendo  se  nombrasen  nuevos  peritos  para 
practicar  la  operación  con  sujeción  al  mérito  de  ios  autos 
presentes  y  los  obrados  ante  el  Juez  de  Sección  de  Bue- 
nos Aires,  acumulados. 

Las  razones  en  que  fundaron  su  reclamo  fueron,  que  de- 
bían eliminarse  déla  sección  de  averias;  lo,  los  honora- 
rios pagados  al  Dr.  García  y  el  papel  sellado  invertido  en 
la  cuestión  seguida  por  el  capitán  contra  Razetto  sobre 
entrega  de  la  carga  y  garantía  del  pago  de  las  averías ; 
2o,  los  honorarios  pagados  á  D.  Garlos  Rodríguez,  por  la 
formación  de  una  cuenta  corriente  á  f.  27 ;  3^,  los  sueldos 
y  mantención  de  la  tripulación,  viajes  y  mantención  del 
capitán  y  patrón  de  la  c Herminia* ;  por  no  estar  compren- 
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didos  esos  gastos  en  el  art.  14>76  del  Código  de  Comercio; 
y  4o,  los  intereses  asignados  á  las  diversas  sumas  desem- 
bolsadas por  el  capitán  por  no  haber  habido  convención 
de    intereses,   ni  mora  del  deudor. 

Que  en  la  sección  del  prorateo  de  las  averías  no  se  habia 
aumentado  el  valor  del  buque  con  las  indemnizaciones  de 
que  trata  el  art.  1498;  no  se  habia  deducido  del  valor  de 
la  carga,  el  importe  del  flete,  los  derechos  de  importación, 
los  gastos  de  la  descarga,  y  la  averia  particular  sufrida 
durante  el  viaje  con  arreglo  al  art.  1499  ;  no  se  habia 
incluido  el  flete  del  buque ;  y  se  habia  atribuido  al  capitán 
el  flete  del  cAnibal»  con  intereses,  contra  la  disposición  del 
art.  1242  del  Código  de  Comercio,  debiendo  aquel  estar 
á  su  solo  cargo. 

Sustanciado  el  reclamo  se  dictó  el  siguiente : 

Fallo  del  Jíuex  Seccional. 

Rosario,  Febrero  7  de  1871. 

Y  vistos,  considerando :  1^,  que  la  oposición  deducida 
por  los  Sres.  Otero  Hnos.  y  D.  Luis  P.  Razetto,  contra  la 
liquidación  practicada  por  los  peritos  arbitradores,  que 
nombraron  las  partes  para  efectuar  aquella  y  practicar  el 
prorateo  de  las  averías  sufridas  por  la  goleta  c Herminia», 
no  es  admisible,  por  cuanto  no  contiene  recurso  alguno 
legal  contra  una  operación  que  reviste  las  condiciones  y 
formalidades  de  un  fallo  de  arbitros  hombrados  libremente 
por  las  partes,  para  conformarse  en  deflnitiva,  con  lo  es- 
tablecido en  el  juicio  arbitral  sobre  los  puntos  que  forman 
la  materia  de  esa  decisión  y  que  solo  podian  quedar  sin 
efecto  por  el  ministerio  de  recursos  que  la  ley  ha  estable- 
cido especialmente,  y  que  no  se  contiene  en  la  enunciada 
oposición,    contraida  en  sustancia  á  impugnar  algunos  fuA- 
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damentos  y  mérito  intríaseco  del  laudo  ;  2^,  que  es  del 
mismo  modo  ilegal  é  improcedente  la  recusación  que  de 
los  peritos  arbitradores  se  ha  hecho  en  la  enunciada  ope- 
ración, pues  que  formulada  aquella,  después  de  haberse 
espedido  estos,  y  publicado  su  fallo,  no  seria  admisible  en 
virtud  de  lo  dispuesto  por  el  art.  44  de  la  ley  de  14  de 
Setiembre,  no  habiéndose  tampoco  fundado  la  recusación 
en  las  causales  que  establece  la  ley  Nacional  de  Procedi- 
mientos, y  siendo  además,  del  caso  recordar,  que  al  prac- 
ticarse el  nombramiento  de  los  peritos  arbitradores,  el 
capitán  de  la  c Herminia»  aceptó  por  su  parte  las  indica- 
ciones de  los  cargadores,  respecto  é  las  personas  que 
nombraron,  como  consta  á  fojas  42  y  90  vuelta  ;  3^,  que 
es  doctrina  legal  establecida  por  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia Nacional  en  la  causa  215,  que  en  los  juicios  arbitra- 
les el  Juez  ordinario  no  puede  hacer  otra  cosa  que  en- 
tender en  la  acusación  de  los  arbitros  y  compelerlos  á  cum- 
plir su  mandato,  lo  que  bien  claro  le  exime  de  entrar  á 
apreciar  ni  juzgar  acerca  de  los  fundamentos  en  que  los 
arbitradores  hayan  creido  deber  apoyar  su  decisión,  ó 
sobre  el  mérito  intrínseco  de  esta,  á  no  ser  en  el  caso  de 
recurso  admisible  en  derecho. 

Por  lo  que,  y  atendiendo  á  que  no  se  ha  deducido  con- 
tra la  liquidación  y  prorateo  que  constituyen  el  fallo  de 
los  peritos  arbitradores,  ningún  recurso  legal  y  en  forma, 
ni  interpuesto  la  acusación  en  tiempo,  ni  por  las  causales 
establecidas  por  la  ley,  no  ha  lugar  con  costas  á  lo  pe- 
dido por  los  Sres.  Otero  Hnos.  y  D.  Luis  P.  Razetto  y  C', 
y  estése  á  \o  resuelto  por  los  peritos  arbitradores  en  la 
liquidación  y  prorateo  practicados.  Hágase  saber  y  repón- 
gase los  sellos. 

José  M.  Zuviria. 
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Otero  Hnos.   y  D.  Luis  P.  Ra- 

I  •  •  a 


Apelada  la  sentencia  por  Otero  Hnos.    y 
zetto  y  Ga,  fué  revocada  por  el  siguiente  : 


Falto  de  to  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  iymo^  20  dc^  ^871 

Vistos,  y  considerando:  Primero^  que  el  articulo  mil 
cuatro  cientos  noventa  y  seis  del  Código  de  Comercio  está 
copiado,  con  lijeros  cambios  de  redacción,  del  articulo 
novecientos  cuarenta  y  seis  del  Código  de  Comercio  Es- 
pañol, habiéndose  agregado  en  el  testo  Argentino  la  palabra 
arbitradores  después  de  la  palabra  peritos  que  se  encuentra 
en  el  de  España ;  Segundo,  que  la  agregación  de  esa  pa- 
labra no  ha  podido  hacerse  sin  la  intención  de  darle  algún 
significado  ;  Tercero,  que  la  significación  que  se  le  debe  atri- 
buir, no  puede  ser  otra  que  la  que  usual  y  legalmeate  tiene, 
sirviendo  para  designar  una  cierta  calidad  de  jueces. 
Cuarto,  que,  al  decirse,  por  tanto,  en  el  Código  Argenti- 
no peritos  arbitradores,  en  vez  de  decirse  simplemente  p^- 
ritos  como  en  el  Código  Español,  se  ha  querido  manifestar 
que  ellos  no  están  encargados  de  practicar  únicamente, 
una  operación  de  pericia,  sino  que  están  facultados  tam- 
bién para  deoidií?  como  verdaderos  jueces,,  las  cuestione^ 
á  que  dé  lugar  af  reconocin(iiento  y  liquidación  d^  U  averia 
y  su  importe  {  Quinto,  que  esta  dedi^cciod  se  fortalece  por 
la  circunstancia  de  no  haberse  insertado  en  el  Código  Na- 
cional el  articulo  novecientos  sesenta  y  uno  del  Español, 
ú  otro  equivalente,  requiriendo  que  la  repartición  4c  la 
averia  sea  aprobada  por  el  Juez  con  au,diencia  de  los  inte"-* 
rosados,  ódesuslejitimos  representantes — por  la  de  exigirse 
en  el  artículo  mil  setecientos  cincuenta  y  cuatro,  que  los 
peritos   arbitradores  hagan   mención  espresa,   so  pena  de 
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insanable  nulidad,  de  las  dUspoúciones  del  Gódi^  que  hu- 
biesen aplicado  ;  y  por  la  de  comprenderse  su  operación ; 
en  el  eitado  artículo,  en  las  palabras  sentencia  ó  resolución 
que  se  pronunde^  palabras  que  solo  son  aplicables  á  las  do* 
cisiones  de  los  Jueces ;  Sest^^  que  el  reconocimieuto  y 
liquidación  de  la  avería  practicado  por  los  peritos  arbitra-^ 
dores,  debe  ser  mirado,  en  consecuencia,  como  verdadero 
laudo,  á  que  son  aplicables  las  disposiciones  generales  de 
derecho  respecto  de  las  sentencias  acbitrales,  y  debe  ha* 
liarse  revestido,  para  que  cause  ejecutoria,  de  las  condi- 
ciones legalmente  requeridas  para  su  validez ;  SéptimB^^ 
que,  siendo  una  de  esas  condiciones,  según  lo  determina 
la  ley  cuarta,  'título  veinte  y  uno,  libro  cuarto,  Recopila-* 
cion  Castellana,  la  de  que  la  sentencia  esté  signada  del 
Escribam  público  ^  se  ha  omitido  llenar  esa  formalidad  en 
la  operación  que  corre  de  foja  noventa  y  ocho  á  foja  ciento; 
Octavo,  que,  estando  dispuesto  en  el  ya  citado  artículo 
mil  setecientos  cincuenta  y  cuatro  del  Código  de  Comer- 
cio, que  los  peritos  arbitradores,  lo  mismo  que  los  arbitros 
y  todos  los  Jueces  que  conozcan  de  causas  de  comercio^ 
tienen  el  deber  de  aplicar  las  disposiciones  de  ese  Código, 
hadenA»  mención  espresa  de  la  prescripción  aplicada^  en  la 
referida  operación  de  foja  noventa  y  ocho  á  foja  ciento,  ha 
dejado  de  darse  cumplimiento  á  ese  precepto  legal,  ha*- 
biéndose  limitado  los  que  la  practicaron,  á  hacer  una  vaga 
referencia  á  las  leyes  del  Código  de  Comercio,  sin  men- 
cionar espresamente  cuales  son  los  artículos  de  que  han 
hecho  aplicación  ;  Noveno^  que  esa  falta  hace  insanablemente 
nuloí  la.  espresada  operación,  como  terminantemente  lo 
decide  el  recordado  articulo  mil  setecientos  cincuenta  y 
cuatro  en  el  segundo  inciso  ;  Décimo^  que,  aunque  Otero 
hermnioes  y  Ooo  Luis  P.  Hazetlo  y  Compañía  no  han  ale- 
gada flGfnHnetrvaHiente,  en  sus  escritos  de  foja  ciento  y  tres 
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y  foja  ciento  y  ocho ;  la  nulidad  de  aquella  operacioOi 
han  manifestado  formalmente  su  intención  de  oponerse  con 
los  remedios  legales,  á  que  sea  ella  llevada  á  ejecución, 
pidiendo  los  primeros  que  se  corrija^  reforme  y  enmiende^ 
y  el  segundo  que  se  nombren  nuevos  peritos  que  practiquen 
la  operación  con  sujeción  al  mérito  de  estos  y  los  autos  acu- 
mulados; UridécimOj  que  la  ley  diez,  título  diez  y  siete,  libro 
cuarto.  Recopilación  Castellana,  ordena  á  los  Jueces  que, 
prescindiendo  de  sutilezas  de  derecho  y  de  cualquier  omi- 
sión que  se  hubiese  padecido  en  el  orden  y  süstanciacion  de 
los  pleitos  c  seyendo  hallada  y  probada  la  verdad  del  fe- 
c  cho  por  el  proceso,  en  cualquier  de  las  instancias  que  se 

c  viere,  sobre  que  se  pueda  dar  ciera   sentencia los 

t  determinen  y  juzguen  según  la  verdad  que  hallaren  pro- 
c  bada  en  tales  pleitos  ;  >  Duodécima^  que,  no  estando  en 
oposición  esa  ley  con  ninguno  de  los  artículos  de  la  que 
rige  los  procedimientos  en  los  Tribunales  y  Juzgados  de 
la  Nación,  es  supletoria  de  esta,  y  por  tanto,  de  obliga- 
toria aplicación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  trescientos 
setenta  y  cuatro  de  la  que  sancionó  el  Congreso  en  ca- 
torce de  Setiembre  de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  tres  ; 
por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado,  corriente 
á  fojas  ciento  setenta  y  cuatro  y  ciento  setenta  y  cinco,  y 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  en  la  instan- 
cia, se  devuelve  el  espediente,  ,á  fm  de  que  precediéndose 
al  nombramiento  de  nuevos  peritos  arbitradores,  hagan 
estos  la  liquidación  y  prorateo  de  la  averia,  según  fuere 
de  justicia,  conformándose  á  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio,  de  que  harán  mención  espresa,  y  tomando 
en  consideración,  para  aplicarlas,  ios  alegatos  y  constan- 
cias de  los  autos. 

Salvador  María  dbl  Carril — Francisco  Delgado. 
—  José  Barros  Pazos.  —  Margeuno  Uoartb. 
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CÜ^USÜ.   HLJLJL^. 


D<m  Andr¿8  Alvarez    contra  ¡kn  Guido  Bennati^ 
sobre  deserción  del  recurso  de  apelación. 


Sumario.  — El  art.  217  de  la  ley  de  procedí  mieDtoa  impone 
el  deber  de  dar  por  desierto  el  recurso,  desde  que,  pasado 
el  término  legal  para  espresar  agravios,  se  acusa  rebeldía 
por  el  apelado. 

2o  El  recurso  decae  por  el  hecho  mismo  de  acusarse 
la  rebeldía,  aunque  se  presente  la  espresion  de  agravios^ 
antes  de  que  Bea  proveida  aquella. 


Caso. — Don  Andrés  Alvarez  siguió  un  juicio  contra  Don 
Guido  Bennati,  por  cobro  de  pesos. 

Dictada  sentencia  condenatoria  contra  Bennati,  este 
apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

El  representante  de  Bennati  mejoró  el  recurso  en  tiem- 
po, pero  dejó  vencer  los  nueve  dias  establecidos  por  la 
ley  para  espresar  agravios,  sin  hacerlo. 

El  representante  de  Alvarez  acusó  rebeldía,  y  pidió  se 
declarase  desierto  el  recurso. 

Media  hora  después  y  antes  de  proveerse  el  escrito 
acusando  rebeldía,  el  representante  de  Bennati  presentó 
la  espresion  de  agravios. 
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Se  confirió  traslado  de   esta. 

£1  representante  de  Alvarez  pidió  reconsideración  del 
decreto  confiriendo  traslado,  diciendo  que  debia  declararse 
desierto  el  recurso  por  ser  claro  al  art.  21 7  de  la  ley  de 
procedimientos. 

Sustanciado  el  reclamo,  se  dictó  el  siguiente  : 

Pallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Juoio  27  de  1871. 

Considerando  que  el  articulo  doscientos  diez  y  siete  de 
la  ley  de  procedimientos  está  redactado  en  términos  pre- 
eeptiivos,  é  impone  el  deber  á  la  Suprema  Corte,  de  dar 
por  desierto  el  recurso,  desde  que,  habiendo  pasado  el 
término  legal  para  espresar  agravios,  se  acuse  rebeldía 
por  aquel  á  quien  aprovecha  la  sentencia  de  primera  iWn 
tanci^  decayeAdo  el  recurso  por  el  he^lio  misma  de  iteu- 
sar^e  la  rebeldía,  y  aui^  antes  de  que  Siea  esta  proveída, 
desde  que  la  Suprema  Corte  no  puede  dicta;  otra  priKvi<- 
dencia  que  la  que  rigorosamente  preceptúa  el  mencionado 
articulo ;  y  habiéndose  acusado  rebeldía  por  Don  Adolfo 
Alcko^  medis^  hora  antes  de  que  se  preséntese  la  espresion 
de  agravios  por  el  representante  del  doctor  Guido  Qocuatí', 
j^^gi^n  ppnsta  pojr  las.  notaos  de  Secretaría  eQ  los  ne^p^ati- 
vos  escritos ;  ^ei  revoca  1^  providencia  de  foja  dosqi^pto^ 
treint£^  y  áos,^  por  1^  Qqal  qe  confirió  tradado  i  declárase, 
^.p  qQns^XH),e.ncia,  desierto  el  reciirso  de  apelación,  y  sq 
devuelve  el  espediente,  previo  pago  por  el  apelai^le  dcj 
la^  C|^9taa  causadas,  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  María  del  Carril.  —  FRAneisk 
Go  Dblgado. —  JosiÉ  Barros  Pausl  — 

MARCBLma  Ugarte. 


M  4f»TieaA  NA^eioM^Vi  i8& 


Sohe  pase  á  un  Rescripto  del  Getural  de  U  Orden 

de  San  Fvamfisco. 


Sumario.,  rr^i^  Na  debe  perfnitirse  qw  los  convenid 
existentes  en  la  República  dependan  de  Supepjores  situado» 
en  país  estrangero. 

9^  Para  eonceder  et  pase  á  un  rescripto  nombrando  al 
que  debe  presidir  al  capitulo  general  de  una  Orden, 
debe  prescribirse  que  estén  representados  en  él  todos  los 
conventos  existentes  en  la  República. 


Caso.  —  El  Rmo.  Padre  Fray  Bernardino  Orellano,  pre- 
sentó un  rescripto  por  el  cual  se  le  nombraba  para  pre- 
sidir el  futuro  capitulo  general  de  la.  Orden  de  San  Fran- 
cisco,  para  que  se  le  concediera  el  pase. 

Dado  vista  al  señor  Procurador  General,  este  ñmcio- 
nario  se  espidió  diciendo  que  no  encontraba  inconveniente 
alguno  en  que  Fray  Bernardino  Orellano,  presidiera  el  fu- 
turo Capitulo  jeneral  de  la  orden  de  San  Francisco,  con  tal 
que  todos  los  conventos  de  la  Orden,    existentes   en   la 
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República,  estuviesen  representados  en  el  capítulo;   pues 
no  debía  permitirse   que  algunos  de  ellos  dependieran  de 
superiores  situados  en  pais  estrangero. 
Buenos  Aires,  Junio  23  de  1871. 

Francisco  Pico. 

Acmerdo  de  Ui  Suprenta  Corte. 


Baenos  Aires,  Junio  27  de  1871. 

Conforme  en  todo  con  el  precedente  dictamen  del  señor 
Procurador  General,  la  Suprema  Corte  presta  su  acuerdo 
para  que  se  conceda  el  pase  al  Rescripto,  nombrando  al 
Reverendísimo  Padre  Fray  Bernardino  Orellano,  para  pre- 
sidir el  Capítulo  provincial  de  la  familia  franciscana  en  el 
Rio  de  la  Plata,  con  la  limitación  que  en  el  dictamen  se 
éspresa.  En  consecuencia,  devuélvanse  al  Poder  Ejecutivo 
con  el  correspondiente  oficio. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
CISCO  Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—Marcelino  Ugarte. 
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CAUSA  X.X.X.VII 


Don  Ignacio  Sarmiento  contra  Don  Pedro  Caraffa^ 
sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  i  o  La  obligación  de  pagar  un  saldo  de 
cuentas  y  dinero  á  préstamo  por  medio  de  letras  de  cam- 
bio, es  una  obligación  de  dar. 

2o  Ella,  en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  es  rejida 
por  el  arl.  225  del  Código  de  Comercio. 


Caso.— En  2  de  Mayo  de  1870  D.  Pedro  V.  Caraffa  se 
reconoció  deudor  á  favor  de  D.  Ignacio  Sarmiento,  por  li- 
quidación de  cuentas,  de  la  suma  de  3,558  $  56  es.  boli- 
vianos, cuya  cantidad  se  obligó  á  remesarle  al  Rosario  de 
Santa  Fé,  en  una  letra  sobre  dicha  plaza  en  todo  el  mes, 
obligándose  además  á  remitirle  en  letras  hasta  la  cantidad 
de  3,000  0  bolivianos,  en  caso  Sarmiento  lo  pidiBra,  y  de- 
biéndose abonar  por  dichas  sumas  el  interés  reciproco  de 
1  por  0^0  mensual 

Sarmiento  fué  al  Rosario  y  en  3  de  Junio  escribió  á 
Caraffa  dioiéndole  que  los  Sres.  Ledeama,  á  quienes  lo  ha* 
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bia  recomendado,  le  habían  ofrecido  sus  relaciones  y  cuan- 
to le  fuere  necesario  para  su  negocio ;  que  hasta  la  fecha 
no  habia  recibido  los  3,558  ^  bs.  que  le  Habia  dejado  para 
remesarle ;  y  que  si  le  fuera  posible  enviarle  el  dinero  en 
letras  ú  oro  le  baria  un  gran  servicio,  pues  así  podría 
pasar  con  mas  facilidad  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
donde,  debia  hacer  sus  apartes. 

GaraíTa  contestó  en  14  del  mismo  mes  desde  San  Juan 
que  habia  mandado  orden  á  Mendoza,  de  que  le  enviaran 
una  letra  por  los  dos  valores  juntos. 

Y  en  28  del  mismo,  le  escribió  que  los  Sres.  BergallOi 
LafTerriére  y  G^  de  Mendoza,  le  habian  comunicado  que 
con  fecha  12  remitieron  á  Ledesma  Hnos.  del  Rosario, 
una  letra  á  su  favor  por  3,546;^  bs.,  incluyéndole  otra 
por  2,900  $  bs.  á  10  dias  vista. 

En  28  de  Junio,  Sarmiento  hizo  ante  un  Escribano  pú- 
blico, una  protesta  contra  Garaífa  por  la  falta  dé  remisión 
de  los  fondos,  por  los  perjuicios  que  esto  le  irrogaba. 

Y  en  1^  de  JuUó  escribió  á  Garaffa  diciéndole  que  se 
le  habian  ocasionado  muchos  perjuicios  por  la  falta  de 
remisión  de  fondos,  sobre  cuya  exactitud  estribaba  el 
buen  éxito  de  sus  negocios. 

En  15  del  mismo  mes.  Sarmiento  avisó  á  Garafia  que 
habia  recibido  la  letra  contra  Ledesma  Hnos.,  por  2,900 
$  bs  ,  que  habia  sido  aceptada  ;  y  que  en  cuanto  á  la  de 
Bergallo,  LafTerriére  y  G«,  esta  habia  sido  enviada  pero 
sin  aviso,  por  lo  que  habiéndose  tenido  noticia  de  ella 
recién  el  6,  la  endosó  á  Ledesma  Hnos.  para  cobrarla  y 
poner  el  valor  á  su  disposición. 

Gon  estos  antecedentes  D.  Ignacio  Sarmiento  demandó 
ante  el  Juez  Seccional  de  San  Juan,  á  D.  Pedro  V.  Garaffa 
por  la  Buma  de  8^462  $  bs.  procedentes  de  loi  daños  y 


peirjuicios  á  cau^a  de  la  inexacta  remisión  de  Fondos,  de 
que  trataba  el  convenio  de  2  de  Mayo. 

Espuso  que  confiado  en  el  cumplimiento  de  ese  con- 
trato, se  trasladó  al  Rosario  con  19  peones  y  lo  demáá 
necesario  para  arrear  dos  mil  vacas,  y  que  en  Junio  negoció 
con  D.  Camilo  Aldao  1,500  vacas  á  7  50  es.  bol.  cada 
una,  conviniendo  en  que  le  avisaría  sí  aceptaba  6  no  la 
Compra. 

Que  Ilegádole  el  dinero  recien  en  6  de  Julio,  fué  á  ajus- 
tar  la  compra  con  Aldao,  quien  le  contestó  que  no  podia 
ya  hacer  el  negocio ;  porque  habia  vendido  2,000  vacas 
al  Sr.  Bustos  de  Mendoza. 

Que  en  vista  de  lo  ocurrido,  y  no  encontrando  hacien- 
da en  Santa  Fé  despachó  los  peones  para  San  Juan,  y 
formuló  la  protesta  de  28  de  Junio. 

Que  asi,  por  la  falta  de  Garaffa  estuvo  en  el  Rosario 
como  dos  meses  sin  hacer  negocio  alguno,  con  un  gasto  de 
3,458^  15  es.  bol.,  suma  de  la  que  aquel  era  responsa- 
ble con  arreglo  á  los  artículos  215  y  222  del  Código  de 
Comercio,  por  tratarse  de  una  obligación  de  hacer,  como 
era  la  de  poner  fondos  en  el  Rosario  con  el  objeto  de  com- 
prar ganado. 

Que  era  también  responsable  de  la  suma  de  5,183  ^8S 
08.  bol.,  por  ganancias  no  obtenidas  como  se  podia  pro- 
veer con  arreglo  al  art.  223  del  Código  de  Comercio. 

Acompañó  á  la  demanda  las  -cuentas  detalladas  de  las 
que  resultan  los  saldos  espuestos. 

Conferido  traslado,  contestó  Garaffa  que  la  obligaóíon 
contraída  era  la  de  pagar  un  saldo,  de  cuentas  y  un  prés- 
tamo de  dinero  con  interés  reciproco  en  determinado  tíeol* 
pó  y  lagar. 

Que  esta  era  una  obligación  de  daf ,  y  no  de  faaK^ef. 
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Que  por  consiguiente,  en  caso  de  falta  de  cumplimientOi 
seria  aplicable  al  art.  225  y  se  deberían  los  intereses. 

Que  en  la  obligación  de  2  de  Mayo,  no  se  tuvo  .en 
vista  absolutamente  el  propósito  de  Sarmiento  de  comprar 
ganados,  y  si,  por  otra  parte,  este  no  hizo  el  negocio  fué 
porque  no  quiso,  puesto  que,  según  confesión  de  Sarmien- 
to, los  Sres.  Ledesma  le  ofrecieron  cuanto  necesitara. 

Concluyó  diciendo  que  en  todo  el  mes  de  Junio,  Sar- 
miento no  habia  resuelto  aun  que  negocio  debia  hacery 
que  era  incierto  el  convenio  con  Aldao,  é  inciertas  todas 
las  partidas  de  las  cuentas  que  presentaba. 

Fallo  del    JTuea  Seceloniil* 

San  Juan,  Enero  24  de  1871 

Vistos :  estos  autos  entre  Don  Ángel  Sarmiento  como 
apoderado  de  Don  Ignacio  Sarmiento  y  D.  Pedro  V.  Ca- 
raíTa,  demandando  el  primero  al  segundo  daños  y  perjui- 
cios por  la  demora  de  una  letra  de  cambio  con  lo  alegado 
por  las  partes  y  considerando  por  su  mérito. 

f  ®  Que  Sarmiento  funda  su  demanda  en  el  hecho  de 
haberse  marchado  al  Rosario  (Provincia  de  Santa  Fé),  con 
peones  para  comprar  hacienda  vacuna  y  conducirla  á  esta 
Provincia,  en  los  primeros  meses  del  ano  pasado,  cuando 
con  los  fondos  que  Garaffa  debia  remitirle  en  una  letra  de 
3y558  pesos  56  cent,  moneda  corriente^  en  todo  el  mes  de 
Marzo,  y  otra  de  SfiOOy  tan  luego  como  Sarmiento  se 
las  pidiera  del  Rosario,  cuya  obligación  por  parte  de  Ga* 
rafPa  constaba  del  recibo  de  f.  1*,  no  cumplió  estas,  remi- 
tiendo las  letras  con  posterioridad  á  la  época  fijada  en  el 
convenio,  y  cuando  Sarmiento  no  pudo  hacer  el  negocio 
de  la  compra  con  provecho  por  haber  recibido  los  fondos 
en  el  mes  de  Julio. 
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2®  Que  no  habiendo  veriñcado  dicho  negocio  por  falta 
de  cumplimiento  del  demandado  Garaffa,  haciendo  á  esto 
responsable  de  los  gastos  hechos  en  su  viaje  inátil,  con  el 
daño  emergente  y  lucro  cesanle^  deduce  su  acción  por  la 
suma  de  3,642  $  bolivianos  á  que  ascienden  aquellos  se- 
gún aparece  de  la  cuenta  de  fojas  8  ¿  11. 

So  Que  en  cuanto  al  derecho,  el  actor  invoca  los  artículos 
215  y  222  del  Código  de  Comercio,  que  hablan  de  las 
obligaciones  de  hacer  y  establecen  la  responsabilidad  jurí- 
dica  de  los  que  Faltan    á  ellas. 

i®  Que  por  su  parte,   contestando  Caraffa,   después  de 
algunas  explicaciones  relativas  al  hecho  de. la  demora  para 
la  remesa  de  las  letras,  y  contrayéndose  á  la  cuestión  de 
derecho,  sostiene  que  la  obligación  contenida  en  el  recibo 
de  f.  1%  por  sus   términos  y  por  su  misma  naturaleza  no 
es  de  hacer  sino  de  dar^  sugela  únicamente  al  pago  de  ios 
intereses  cuando   el  obligado   se  constituye  en  mora,  de 
conformidad  al  art.  225  del  mismo  Código,  que  habla  espre- 
sámente  de  la  obligación  de  dar  dinero;  que  el  interés  en 
caso  de    mora    estaba  prescrito   en  la  misma   obligación 
escrita  de  f.  1* ;  pues  allí  se  espresa  que  tanto  la  letra 
de  3^558  pesos,   por  el  saldo  de  lo  que  él  (Caraffa)  le  de* 
bia  á  Sarmiento,  como  la  de  3^000  que  se  comprometió 
á  adelantarle,  debian  cargarse  en  cuenta  corriente  lo  que 
importaba   la   fijación  de  intereses  recíprocos  por  el  tiempo 
trascurrido   hasta  la  liquidación,    hubiere    ó  no  demora. 
Agrega  que  él  no   puede  responder  de  lo  que   Sarmiento 
pudo  ó  no  pudo  hacer  en  el  Rosario  por  ta  demora  de 
dias  en  las  letras  que  debió    remitirle,  tanto  mas,   cuanto 
que  Sarmiento,  si  creia  indispensables  los  fondos  en  el  tiempo 
que  los  esperaba,  pudo  procurárselos  en  esa  plaza,  donde 
estaba  acreditado  por  sus   cartas  de  recomendación   y  lo 
T.  I.  14. 
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ofrecian  todos  los  que  precisase,  según  eonsta  de  U  carta 
de  r.  20,   reconocida  por  Sarmiento. 

5<>  Que  establecida  asi  la  cuestión  contraída  al  d^re* 
cho,  resulta  clara  y  evidente  la  falla  de  fundaipento  de  la 
demanda  y  la  justicia  del  demandado  quien  en  ningún 
sentido  ha  podido  ser  causante  de  los  daños  y  perjuicios 
que  reclama  Sarmiento,  siendo  el  caso  regido  por  el  art. 
225  del  Código  de  Comercio  que  se  refiere  á  la  obligación 
de  dar  una  suma  de  dinero. 

6o  Que  por  la  caria  de  f.  20  reconocida  por  Sarmiento, 
aparece  que  este  no  quiso  abrir  crédito  en  el  Rosario, 
no  obstante  los  ofrecimientos  que  tenia,  resultando  que  si 
no  hizo  el  negocio  que  proyectaba  fué  por  falta  de  volun- 
tad y  no  por  falta  do  fondos. 

Por  estas  consideraciones  y  otras  que  se  omiten  \  fj^llq, 
definitivamente  juzgando  y  declaro  de  conformidad  ^1  art. 
225  del  Código  de  Comercio,  que  D.  Ignacio  Sarmiento  no 
tiene  derecho  á  reclamar  los  daños  y  perjuicios  que  es- 
presa en  su  demanda,  debiendo  únicamente  sujetarse  á 
los  saldos  en  cuenta  corriente  que  tiene  con  el  deman- 
dado, conforme  á  los  términos  del  citado  recibo  de  f.  1^, 
con  costas.    Hágase  saber  original  y  repóngase  los  sellos. 

Natanael  MorúUo. 

Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente  : 

Fallo  de   la  Supreaia  Carie. 

Buenos  Aires,  Junio  27  de  187i. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas, 
la  sentencia  apelada  de  foja  treinta  y  seis ;  satisfechas  las 
de  esta  instancia   y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Francisco  Delgado.  — José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugartb. 
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CIA.USA.    miLlLVIII. 


Don  Manuel  Ocampo  con  la  Adminvstraeion  de  Rentas 
del  Rosario ^  sobre  mercaderías  embargadas. 


SufMriú.  — ^  I**  El  aft.  182  de  la  Ordenanza  de  aduana, 
tiene  por  objeto  definir  cuáles  son  las  mercaderias  que 
deben  considerarse  del  deudor. 

i^  Dicho  articulo  establece  una  presunción  de  derecha 
al' respecto,  para  verificar  el  embargo  de  que  trata  el 
art.  180. 

3o  El  embargo  debe  hacerse  después  de  vencidos  los 
tres  dias  de  gracia^  con  arreglo  al  art.  179. 

A^  No  existiendo  mercaderias  que  puedan  ser  embarga- 
das debe  ocurrirse  á  los  Tribunales  á  perseguir  el  cobro 
de  la  deuda,   art  187. 

5o  La  presunción  establecida  en  el  art.  182  se  refiere 
á  las  mercaderias  existentes  en  la  aduana  al  tiempo  de 
vencer  los  tres  dias  señalados   en  el  art.  179. 

6o  Si  en  ese  tiempo  no  existen  mercaderias  en  la  adua- 
na, el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  administrativa, 
y  entrar  en  la  judiciaria. 

7o  La  administración  no  puede  reasumirla  para  em- 
bargar las  mercaderias  entradas  con  posterioridad. 
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8o  Es  el  Juez  á  quien  se  debe  ocurrir,  quien  puede 
ordenar  el  embargo  de  estas. 

9o  Las  presunciones,  cuando  pueden  perjudicar  á  un 
tercero,  deben  limitarse  al  sentido  jigoroso  de  las  palabras 
empleadas  por  la  ley. 

10  El  embargo,  la  suspensión  del  despacho,  y  el  recurso 
á  los  tribunales  ordinarios  sirven  para  asegurar  el  percibo 
de  la  renta,  y  hacer  saber  al  comercio  el  estado  del  cré- 
dito del  comerciante  deudor  en  las  oficinas  fiscales. 

1 1  El  retardo  y  reserva  de  la  administración  en  tomar  las 
medidas  señaladas  por  los  artículos  de  la  ordenanza,  no 
puede  perjudicar  á  terceros,  que  por  esa  inacción  y  reser- 
va han  podido  ser  inducidos  en  error,  y  creer  solvente  al 
comerciante  que  no  lo  estaba. 

12  La  administración .  debe  ser  leal,  franca  y  pública  en 
en  sus  actos. 

13  Los  deudores  á  la  aduana  son  siempre  ciertos  y  no- 
minativamente conocidos  en  la  persona  de  los  introducto- 
res,  esportadores  y  sus  garantes. 

14  La  deuda  de  unos  no  puede  hacerse  efectiva  sobre 
los  bienes  de  otros. 

1 5  Las  mercaderias  introducidas  por  el  deudor  á  la  adua- 
na con  posterioridad  al  vencimiento  de  sus  letras,  pueden 
ser  embargadas  y  vendidas  por  orden  del  Jue?.  que  conoce 
del  cobro  fiscal,   siendo  realmente  de  aquel. 


Caso. — Don  Manuel  Ocampo,  de  Buenos  Aires,  remitió  á 
D.  Garlos  M.  Palacios,  del  Rosario,  una  partida  de  efectos, 
para  que  los  despachase  en  aquella  aduana  y  los  remitiese 
fí  D.  Gaspar  Taboada,   para  quien  habian  sido  comprados. 

El  conocimiento  fué  puesto  á  nombre  de  Palacios. 


ÜZ  JUSTICIA  NACIONAL.  205 

Llegada  la  carga  al  Rosario,  la  Aduana  embargó  los 
efectos,  y  ordenó  su  venta  en  remate  para  pagarse  de  lo 
que  la  adeudaba  Palacios. 

Sabido  esto  por  D.  Manuel  Ocampo,  se  presentó  al  P< 
Ejecutivo  Nacional,  y  alegando  que  el  caso  era  regido  por 
los  artículos  1634,  1635  y  1680  del  Código  de  Comercio, 
pidió  se  ordenase  la  suspensión  del  remate.  . 

El  P.  E.  ordenó  que  informase  el  Administrador  de  ren- 
tas, suspendiendo  el  remate. 

El  Administrador  informó  que  Palacios  debia  á  la  aduana 
derechos  por  mercaderías  introducidas,  y  una  pequeña 
suma  como  fiador  de  D.  Benito  Mendanha  que  estaba  con* 
cursado. 

Que  habiendo  sido  inótiles  las  diligencias  practicadas 
para  obtener  el  pago  de  su  deuda,  se  habia  visto  en  el 
caso  de  proceder  contra  las  mercaderías  introducidas. 

Que  las  que  embargó  fueron  las  que  existían  en  la  Ada-* 
na  á  nombre  de  Palacios^  de  conformidad  con  los  artículos' 
180  y  182   de  las  ordenanzas. 

Dado  este  informe  D.  Manuel  Ocampo  alegó  que  el  cré- 
dito por  el  cual  se  perseguia  á  Palacios  era  de  fecha  ante- 
rior á  la  remisión  de  sus  mercaderías. 

Que  Palacios  no  tenia  propiamente  casa  de  consignacio- 
nes en  el  Rosario,  sino  que  estaba  establecido  en  aquella 
plaza  como  un  agtote  para  el  despacho  de  los  efectos  que 
iban  de  tránsito  para  el  interior,  y  que  se  remitía  el  co- 
nocimiento á  su  nombre   para  que  pudiera  exijir  la  carga. 

Que  no  era  justo  ni  equitativo  cobrar  de  mercaderías 
pertenecientes  á  D.  Gaspar  Tabeada  la  deuda  anterior  del 
Sr.  Palacios. 

Que  el  procedimiento  de  la  aduana  era  contrario  al  or- 
den de  prelacion  de  créditos  en  los  concursos,  por  ser  él 
acreedor  de  dominio. 
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Que  d  art.  182  de  las  ordenanzas  solo  establece  una 
pi*esUneioQ  de  propiedad,  que  puede  ser  destruida  por  la 
evidencia;  de  otro  modo  seria  contrario  al  art.  17  de  la 
Constitución  que  garante  la  inviolabilidad  de  la  propiedad. 

El  t^.  E.  confirió  vista  dé  todo  al  Sr.  Procurador  Gene- 
ral, quien  lá  evacuó  diciendo  que  la  aduana  no  podia  re^- 
conocer  como  duefio  de  las  Ment^aderías  introducidas  sino 
á  Palacios. 

Que  en  efecto  el  art.  182  de  lad  ordenanzas  establece 
que  i  se  entenderá  ser  del  deudor  ó  del  fiador  todas  las 
t  mercaderías  que  estuvieren  en  la  aduana  á  nombre  de 
c  ellos  por  consignación  ó  por  transferencia  ^  ;  y  que  esta 
era  una  presunción  que  no  admitia  prueba  en  contrariOf 
pues  incluia  lad  mercaderías  consignadas,  á  pesar  de  q[ue 
estas  nunca  son  en  realidad  de  la  propiedad  del  consigna- 

tarío* 

Que  igual  prineipio  rije  en  todas  las  Uacionee  comercia- 
les, y  con  rázon,  porque  la  Aduana  no  puede  entrar  en  la 
investigación  de  la  propiedad  para  cobrar  sus  derechos,  y 
debe  devolver  las  Mercaderías  á  quien  se  las  entregó  en 
depósito. 

Que  la  aduana  no  tiene  otro  deudor  que  el  introductor, 
y  que  si  este  falta  á  Sus  obligaciones,  quedárian  impagos 
los  derechos  debidos,  si  no  pudiera  cobrarlos  de  las  mer- 
caderías depositadas  por  él,  porque  siempre  se  preseaterian 
acreedores  por  título  de  dominio. 

Que  por  lo  tanto,  era  de  opinión  que  la  aduana  debia 
UeVftf  adelante  sus   procedimientos. 

El  P»  E.  así  lo  ordenó* 

Entonces,  D.  Manuel  Ocampo,  obtenido  delP^  G«  el  pe^ 
miso  para  ocurrir  á  la  Justicia  Nacional,  se  presentó  ente 
el  Juez  de  la  Sección  del  Rosario,  y  éspuso  que  según  el 
art.  182  de  las  ordenanzas,  las  únicas  mercaderías  embarga- 
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bles  eran  las  que  Palacios  tenia  depositadas  en  la  aduana  al 
vencimiento  délas  letras,  y  no  las  que  le  hubiesen  sido 
consignadas  después. 

Que  las  mercaderías  en  cuestión  no  estaban  en  aquella 
condición,  y  fueron  embargadas  cuando  se  pidió  el  permiso 
del  desembargo  para  ttrasportarlas  innvediatamente  á  su 
destino. 

Que  por  otra  parte  no  fueron  consignadas  á  Palacios, 
sino  remitidas  á  él  para  despacharlas  y  enviarlas  á  su  desi- 
tino. 

Pidió  se  condenase  á  la  Administración  de  rentas  á  res- 
tituirle las  mercaderías  embargadas. 

Conferido  traslado,  el  Procurador  ñscal,  oponiéndose  á 
la  demanda,  contestó  que  el  art.  182  de  las  ordenanzas  era 
claro,  y  p^ra  la  aduana  no  habia  mas  dueño  de  las  merca'- 
derías»   que  aque^  que  las  introducía. 

Que  0I  encargo  hecho  por  Ocampo  á  Palacios  era  la 
consignación  de  que  trataba  dicho  artículo,  y  que  el  art. 
180  no  sp  refiere  solamente  á  las  mercaderías  en  depósito 
al  tien^po  de  vencerse  las  letras,  escluyeodo  las  introduoj- 
das  con  posterioridad;  de  manera  que,  mientras  no  se  pa- 
gase la  deuda,  en  cualquier  tiempo  podian  s^r  embargadas 
las  pderc^derias  para  pago  de  aquella. 

futió   <lel   Jties  §péitimmml. 

Hosarío,  Febrero  15  de  1871. 

Y  vistos  :  considerando,  le,  que  en  todas  las  operacio- 
nes de  Aduana,  que  establecen  una  relación  de  derecho 
entre  el  Fisco  y  los  particulares,  es  necesario  que  existan 
el  acreedor  y  deudor  ciertos,  en  personas  determinadas, 
de  modo  que  puedan  hacerse  efectivos  los  derechos  ycum- 
pUr^e  Us  obligaciones,  negun  las  leyes  vijentes  eq  ótden 


208       PALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

á  Aduana  y  percepción  de  sus  rentas  ;  2o,  que  en  el  caso 
en  cuestión,  el  acreedor  lo  es  evidentemente  el  fisco,  y  el 
deudor  no  puede  ser  otro  que  el  que,  bajo  el  nombre  de 
consignatario,  comisionista  6  encargado,  introduce  las 
mercaderías  y  pide  el  despacho  de  ellas,  ó  las  pone  bajo 
la  guarda  de  la  Aduana  en  sus  depósitos ;  pues  ese  intro- 
ductor es  la  única  persona  conocida  para  la  aduana  en  el 
momento  de  la  introducción ;  la  única  á  que  abre  crédito 
la  Administración ;  la  que  firmando  letras  se  obliga  al  pago 
de  los  derechos,  presentando  su  garantía  personal,  no 
menos  que  la  del  fiador  y  la  de  las  mismas  mercaderías  que 
el  deudor  tuviese  en  la  Aduana,  y  en  que  ha  de  trabarse 
el  embargo  y  hacerse  el  remate,  hasta  donde  alcanzen  á 
cubrir  el  importe  de  la  deuda,  con  los  intereses  y  costas 
de  cobranza,  como  literalmente  lo  dispone  el  art.  480  de 
las  Ordenanzas  de  aduiína  ;  3^,  que  no  puede  considerarse 
como  legal  ni  aun  practicable,  el  sistema  de  reconocer 
como  deudores  á  los  dueños  de  la  mercaderías  y  no  á  los 
que,  en  su  propio  nombre,  las  introduzcan,  pues  que  tal 
procedimiento  no  solo  pugna  abiertamente  con  el  art.  282 
de  las  ordenanzas  que  dice  :  c  se  entenderá  ser  del  deu- 
c  dor  ó  del  fiador  todas  la  mercaderías  que  estuviesen  en 
c  la  Aduana  á  nombre  de  ellos,  por  consignación  ó  por 
c  transferencia,  f  sino  que,  poniendo  á  la  Administración 
en  la  necesidad  de  perseguir  las  mas  veces  á  un  deudor 
ausente  ó  desconocido*,  se  le  ofrecería  un  litigio  en  cada 
cobro,  baciéndose  ilusoría  la  percepción  de  las  rentas  y 
burlando,  contra  los  preceptos  de  la  Constitución  y  los 
mandatos  de  la  ley,  el  derecho  perfecto  que  tiene  el  Fisco 
para  cobrarlos,  mediante  un  sistema  rápido,  preciso  y 
eficaz;  4o,  que  respecto  á  lo  que  importa  en  comercio  el 
acto  de  recibir  mercaderías  de  un  comerciante  de  Buenos 
Airesi  para  remitirlas   á  cualquier  plaza    del  interíory  asi 
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como  respecto  á  la  palabra  ó  nombre  que  ha  de  darse  eii 
ese  acto  y  persona   que  lo  desempeñe ,    es  preciso    tener 
presente,  que  tales  circunstancias  no  pueden  alterar  la  na- 
turaleza de  la  obligación,  ni  lá  persona  del  obligado,    ni 
libertar  á  este  de  la  prescripción  legal  que  tiende  á  perse- 
guir el  impuesto   sobre  el  que,   en  su  propio  nombre,    in- 
trodujo la  cosa  y   sobre  la  cosa  misma ;  debiendo  en  con- 
secuencia estarse  á  lo  dispuesto  en  el  árt.  300,  inciso  2o 
del  Código  de  Comercio,  que  llama  comisionista  Ó  consi- 
gnatario á  la  persona  que  desempeña  el  negocio   obrando 
á  nombre  propio,    sin    declarar   el  nombre    del    individuo 
que  le  ha  hecho  el  encargo  t    y  recordar  lo  que  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia  Nacional  ha  sentado  como  doctrina 
legal,   en  la  causa  CCXXII,    estableciendo    que,   c  en   las 
consignaciones  el   comisionista  es  el  único  obligado  por 
'omisiones  al  cumplimiento  de  los  reglamentos  fiscales  en 
las  negociaciones  que  se   le  confían ;  >    5o,   que  de  todo 
esto  se   deduce,   según   la   ley  de  comercio  y  los  usos  y 
prácticas  mercantiles,   de  acuerdo  con  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  que  es  reconocido  como  dueño  de  la  cosa,  el  que 
la  tiene  y  maneja  en  su  nombre,  sin  invocar  el  del  comi- 
tente ó  consigq^nte,  que  puede  ser  ó  no  el  verdadero  due- 
ño, sin  que  esto  importe  á  la  cuestión  ;  pues  que,    tales 
actos  en  el  comisionado  establecen  una   presunción  legíti- 
ma de  propiedad  para  todos  los  efectos  de  derecho  ;    sin 
que,   por  otra  parte,  se  conciba  racionalmente  que  pueda 
abrirse  crédito  á  un  consignatario  de    mercadería^  y  pro- 
seguir,  llegada  la  oportunidad  del  pago,  en  otra  persona 
desconocida,  el  cumplimiento  de  la  obligación  correlativa 
de  ese  mismo  crédito  ;    6o,   que  siendo  en  el  presente  caso 
lias  mercaderías  del  deudor   en  poder  de   la   Aduana,   la 
prenda  necesaria  para  el  pago  del  crédito,   se  encuentran 
constatados  en  autos  los  tres  puntos  precisos  para  justificar 
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los  procedimientos  ñscales,  á  saber :  1^,    que  D.  G^Ios 
María  Palacios  como  introductor  de  n^ercaderias  á  la  Adua- 
na, debia  ser  considerado  para  el  pago  de  lo^  derechos 
como  propietario  de  las  mismas  y  no  D.  Manuel    Oeampo 
que  se  muestra  posteriormente  como  dueño  de  eltas   para 
reclamar  de  los  procedimientos  ;   2^,  que  D.  Garlos  María 
Palacios  era  deudor  del  derecho  de  Aduana,   y  ella  hizo 
efectivo  el  pago  do  la  deuda,  antes  que  fuese  éste  concur- 
sado, ni  pudiesen  aplicarse  al  caso  las  reglas  que  sobre 
acreedores  y  privilegios  establecen   los  artículos    4695  y 
169T  del  Código  de  Comercio ;   3^,  que   las  mercaderías 
que  introdujo    últimamente  á  su  nombre  existian  preci- 
samente en  poder  de  la  Aduana,   cuando   se  hizo  en  ellas 
el  embargo  y  remate  reclamados,    no  pudiéndose  entregar 
esos  valores  que  constituan   la  prenda  legal,    mientras  el 
total  de  la  deuda  no  fuese  pagado  (art.  16,  L.  2o,  Sección 
1%  tít.  2^  del  Cód.  Civil) ;    y  considerando  por  último  que 
en  tales  procedimientos  la   Administración  de  Rentas  Ña^ 
Clónales,  fiel  al  sistema  y  práctica  seguida  invariablemente 
en  casos   análogos,  ha  observado  las  prescripciones  de  la 
ley  del  Congreso,  que  bajo  la  denominación  de  Ordenanzas 
de  Aduana,  rige  las  relaciones  de  esta  con  los  particula- 
res, y  que  el  Poder  Ejecutivo  Necional  en  cumplimiento  de 
la  misma,  ha  ordenado  y  sostenida  el  remate  de  las  pre- 
dichas  mercaderías,   consintiendo  después  en  que  la  parte 
que  se  creia  perjudicada  por  su   decisión  ocurriese  como 
lo  ha  Hecho  á  los  Tribunales  de  la  Nación,   á  reclamar  de 
ella.    Por  lo  tanto  y  atendiendo  lo  alegado  por  las  partes 
y  lo  demás  constante  de  autos,  fallo,  absolviendo  al  Go- 
bierno de  la  Nación  de  la  demanda  contra  él  interpuesta, 
y  hágase  saber,   reponiéndose  ios  sellos. 

Joti  M.  Zuviria. 
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Ooampo  apeló  y  se  concedió  el  recurso,  remitiéndose 
los  autos  á  la   Suprema  Corte. 

Vista  la  causa,  la  Suprema  Corte,  para  mejor  proveer 
decretó,  que  informase  él  Adrúinistrador  de  rentas  en  la 
Ciudad  del  Rosario,  sobre  los  siguentes  puntos: 

lo  En  qué  fecha  venció,  y  qué  valor  representaba  cada 
una  de  Ins  letras  de  que  era  deudor  D.  Carlos  M.  Palacios, 
con  distinción  de  las  que  eran  por  mercaderías  que  él 
mismo  había  introducido,  y  de  las  que  debia  como  fládór 
de  D.  Benito  Mendanha. 

2o  Si  se  habia  hecho,  y  en  qué  fecha^  á  cada  uno  de 
los  deudores,  la  notificación  por  escrito  de  que  habla  el 
art.  179  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  y  suspendidóseles 
el  despacho. 

3o  Si,  al  vencer  el  plazo  de  la  intimación,  existían  en 
la  Aduana  mercaderías  pertenecientes  á  Mendanha,  á  Pala- 
cios, ó  á  su  fiador  ÍD.  Víctor  Miranda,  y  en  caso  afirmativo, 
si  trabó  en  ellas  el  embargo  proscripto  en  el  art.  180. 

4o  Si,  no  existiendo  mercaderías  en  la  Aduana,  pasó  al 
t^rocurador  Fiscal,  con  los  documentos  de  crédito,  la  nota 
que  previene  el  art.  188,  y  en  qué  fecha. 

5o  Si  se  habia  entablado  y  en  qué  fecha  por  el  Procu- 
rador Fiscal^  ante  el  Juet  de  la  Secciod,  la  gestión  orde- 
nada en  el  art.   187. 

6o  Si  Mendanha,  Palacios  y  Miranda  se  encontraban 
legalmente  concursados,   y  desde  qué  fecha. 

?o  En  qué  fecha  y  en  qué  forma  se  solicitó  el  despacho 
de  las  mercaderías  que  constan  en  la  nota  agregada  á  f.  5. 

El  Administrador  de  rentas  evacuó  el  informe,  acompa- 
ñando en  copia  la  cuenta  general  de  los  derechos  adeuda- 
dos por  Palacios,  la  nota  de  las  mercaderías  embargadas, 
la  cuenta  del  rematador  de  las  mismas,  los  permisos  y  le- 
tras vencidas  adeudadas  por  Palacios,  y  el  permiso  de  las 
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mercaderías  remitidas  por  D.  Manuel  Ocampo  con  las  di- 
ligencias de  embargo  etc,  etc,  cuyos  detalles  y  fechas  se 
especifican  en  la  resolución  que  dictó  la  Suprema  Corte 
revocando  la  sentencia  de  1*  instancia. 
Este  fué  el 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Junio  27  de  1871. 

Visto  :  este  espediente  seguido  por  Don  Manuel  Ocampo 
contra  la  administración  de  rentas  en  la  Ciudad  del  Rosa- 
rio,  representada  por  el  Procurador  fiscal,  para  la  entrega 
de  mercaderías  embargadas  por  la  administración,   que  el 
demandante  reclama  como  suyas  ;  con  lo  informado  por  el 
administrador  y  documentos  en  copia  agregados  á  su  in- 
forme ;  de  todo  lo  cual  resulta  que,   siendo  deudor  á  la 
administración  Don  Carlos  M.  Palacios,   en  parte    por  sí 
mismo,   y  en  parte  como  fiador  de  don  Benito  Mendanha, 
de  varias  cantidades,  por  derecho  de  importación  y  esporta- 
cton,  que  ascendían  en  su  totalidad  á  diez  mil  cuatro  cientos 
treinta  y  cinco  pesos  cincuenta  y  nueve  centavos  fuertes, 
como  se  detalla  en  la  cuenta  general  ,de  foja  setenta  y  cua- 
tro y  foja  setenta  y  cinco,  se  embargó  por  la  administración, 
en  veinte  y  tres  de  Marzo  y  en  primero  de  Abril  de  mil 
ochocientos  setenta,  las  mercaderías  que  se  espresan  á  fojas 
cincuenta  y  ocho  vuelta,   cincuenta  y  nueve  vuelta  y  se- 
senta, y  fojas  sesenta  y  una  vuelta  y  sesenta  y  dos,    las 
que,  vendidas   en    público    remate  por   el  martiliero  Don 
Lisandro  de  la  Torre,  dieron  un  líquido  producto  de  doce 
mil  seiscientos  treinta  y  cinco  pesos  ochenta  y  un  cen- 
tavos  bolivianos,    equivalentes  á    nueve  mil    seiscientos 
veinte  y  siete  pesos  veinte  y  ocho  centavos  fuertes,   según 
consta  á  foja  setenta  y  dos  vuelta,  que  fueron  aplicados  dos 
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mil  quinientos  y  treinta  al  pago  de  los  derechos  correspon- 
dientes á  las  mercaderías  rematadas,  y  el  resto  al  de  las 
obligaciones  pendientes  de  Palacios,  quedando  contra  él 
un  saldo  de  tres  mil  trescientos  treinta  y  oQho  pesos  se- 
tenta y  dos  centavos  fuertes,  como  se  esplica  á  foja  setenta 
y  cinco  vuelta,  para  cuyo  cobro  se  pasó  nota  al  Procura^ 
dor  físcal,  en  diez  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
setenta,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  articulo  ciento 
ochenta  y  ocho  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

Y  considerando  en  lo  relativo  á  los  hechos ;  Primero^ 
que,  cuando  se  trabó  el  embargo,  en  veinte  y  tres  de  Marzo 
y  en  primero  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta,  las 
obligaciones  de  Palacios  estaban,  hacia  tiempo,  vencidas^ 
habiendo,  entre  las  que  procedían  de  los  permisos  enume-p 
rados  á  foja  setenta  y  cuatro,  varias  que  remontaban  al 
año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve,  siendo  las  otras, 
con  escepcion  de  una  sola,  correspondientes  á  los  meses 
de  Enero  y  Febrero  de  mil  ocho  cientos  setenta,  y  forman- 
do ellas,  con  los  reparos  hechos  en  la  cuenta, -la  mayor 
parte  del  débito — siete  mil  ocho  cientos  veinte  y  cinco  pe- 
sos sesenta  y  tres  centavos  -^  y  estando  vencidas  las  cuatro 
letras  enumeradas,  á  foja  setenta  y  cinco,  en  cinco,  seis, 
diez  y  seis  y  vemtinueve  de  Marzo,  sin  que  se  diera  cum- 
plimiento ^  en  cada  oportunidad,  á  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos ciento  setenta  y  nqeve  y  ciento  ochenta  de  las  Or- 
denanzas, respecto  á  la  intimación  del  pago  y  al  embargo 
de  las  mercaderías  que  tuviera  el  deudor,  en  las  épocas 
respectivas,  ni  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  ciento  ochenta 
y  ocho,  respecto- de  la  nota  al  Procurador  ñscal,  para  que 
ocurriese  á  gestionar  el  cobro  ante  los  Tribunales  ordina- 
rios, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  ciento  ochenta  y  siete  ; 
Segando,  que  el  primer  embargo  fué  decretado  y  practicado, 
d  veinte  y  tres  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta,   po. 
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el  valor  de  la  letra  vencida  el  diez  y  seis,  importante  seis 
cientos  veinte  y  siete  pesos  diez  y  nueve  centavos  fuertes,  y 
por  el  de  las  otras  dos  vencidas  en  )as  dias  cinco  y  seis, 
importante  ambas  trescientos  veinte  y  seis  pesos  sesenta  y 
Queve  centavos  fuertes,  como  se  v¿  á  foja  cincuenta  y  o^ho, 
habiendo  sido  decretado  y  practicado  fuera  de  los  términos 
señalados  en  la  Ordenanza,  por  lo  que  respecta  á  las  dos 
últimas ;  Tareera^  que  el  sejpundo  embargo  fué  decretado 
y  practicado  en  primero  de  Abril  de  mil  ochocientos  seten- 
ta, por  el  valor  de  la  letra  número  diez  y  nueve,  vencida 
el  veinte  y  nueve  de  Blarzo,  importante  ciento  ochenta  y 
nueve  pesos  un  centavo,  y  por  el  valor  de  los  permisos 
setecientos  cincuenta  y  seis,  quinientos  cuarenta,  cuatro- 
eientos  tres  y  trecientos  doce,  de  fechas  seis  de  Diciera- 
tire,  diez  y  ocho  de  Setiembre  y- treinta  y  uno  de  lulio 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  nuevOy  importantes  mil  onee 
pesos  sesenta  y  dos  centavosi  como  se  vé  á  foja  cincuenta 
y  nueve  vuelta,  habiendo  sido  decretado  y  practicado  fuera 
de  los  términos-  señalados  en  la  Ordenanza,  por  lo  que 
respecta  á  los  permisos;  Cuartüj  que  el  tercer  embargo 
fué  decretado  y  practicado  también  en  primero  de  Abril  de 
mil  ocho  'Cientos  setenta,  como  se  vé  ¿  foja  sesenta  y.  una 
vue^a,  por  el  valor  de  los  permisos  enumerados  á  foja  se* 
santa  vuelta,  importantes  seis  mil  setecientos  ochenta  y 
un  pesos  setenta  y  siete  centavos,  con  fechas  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  nueve  y  de  Enero  y  Febrero  de  mil  ocho 
cientos  setenta,  habiéndolo  sido  por  su  totalidad  fuera 
de  los  términos  señalados  en  lá  Ordenaza ;  QuintOj  que 
todos  los  efectos  embargados  y  reclamados  como  suyos 
por  Ocampo,  tuvieron  entrada  en  la  Aduana  del  Bosarío  el 
dia  diez  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta,  según  re- 
sulta del  permiso  que  corre  á  foja  setenta  y  siete  y  de  las 
diligencias  á  fojas  cincuenta  y  odio  vuelta,  cincuenta  y 
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nueve  vuelta  y  sesenta,   y  sesenta   y  una  vuelta  y  sesenta 
y  das. 

Y  en  lo  relativo  al  dereeho;  Primero,  que  el  artículo 
ciento  ochenta  y  dos  de  la  Ordenanza  tiene  por  objeto  de- 
fioir,  estableciendo  una  presunción  de  derecho,  cuáles  son 
las  mercaderías  que  debe  eonsiderarse  del  deudor,  para  ve- 
rificar en  ellas  el  embargo  de  que  habla  el  ciento  ochenta; 
Segundo^  que  ese  embafrgo  debe  hacerse  después  de  ven- 
cidos los  tres  días  de  gracia  acordados  al  deudor,  según  lo 
dispuesto  en  el  eiento  setenta  y  nueve,  y  no  existiendo  mer- 
cancías que  puedan  ser  embargadas,  ocurrirse  ante  los  Tri- 
foonales  ordinarios  á  perseguir  el  cobro  de  la  deuda,  confort 
me  á  le  dispuesto  en  el  ciento  ochenta  ^iete;  Tercero^  que, 
por  consiguiente,  la  presunción  establecida  en  el  artículo 
ciento  ochenta  y  dos  Be*»refíere  claramente  á  las  mercadea- 
rías que  estuviesen  en  la  Aduana  al  tiempo  de  vencer  los 
tres  días  eeñalados  en  el  ciento  setenta  y  nueve,  por 
cuasito,  81  en  eee  tiempo  no  existen  mercaderías  en  la  Adua- 
na, el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  administrativa 
para  entrar  en  la  jurisdicción  judiciaria,  sin  que  pueda  la 
administración  reasumir,  para  embargar  las  entradas  con 
posterioridad,  la  jurisdicción  de  que  se  ha  desprendido, 
con  menoscabo  de  la  que  corresponde  al  Juzgado  ^e  Sec- 
ción, ni  practicarse,  por  tanto,  el  embargo  sin  auto  judi- 
cial ;  Cuarto j  que  las  presunciones,  cuando  pueden  perju- 
dicar á  un  tercero,  no  deben  estenderse  á  mas  de  lo  que 
aotorisa  ^  testo  litoral  y  preciso  de  la  ley  en  que  se  fundan, 
sino  que  deben,  por  el  contrario,  limitarse  al  sentido  ri- 
goroso de  las  palabras  empleadas  por  la  misma  ley;  Quinto, 
que  el  embargo,  la  suspensión  del  despacho,  y  el  ocurso 
en  su  caso  á  loe  TTibiuiales  ordinarios,  de  que  hablan  los 
mencionados  >artículo6  de  la  Ordenanza,  sirven  no  solo 
para  asegurar  el  percibo  de  la  renla,  sino  también   para 
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producir  hechos  notorios  que  hagan  saber  al  comercio  el 
estado  en  que  se  encuentra,  en  las  oñcinas  fiscales,  el 
crédito  del  comerciante  que  ha  dejado  de  cumplir  las  obli- 
gaciones del  impuesto,  y  evitar  que,  por  falta  de  esos  he* 
chos  notorios,  sé  haga  de  buena  fé  consignaciones  al  co- 
merciante que  ha  faltado  á  su  crédito  en  la  Aduana,  por 
terceros  que  crean  que  su  consignatario  conserva  integro 
su  crédito  ;  Sesto^  que,  si  la  Aduana  ha  dejado  de  ocurrir 
á  los  Tribunales  ordinarios*,  por  medio  del  Procurador  fis- 
cal, y  reteniendo  la  jurisdicción  de  que  debia  desprenderse, 
por  un  tiempo  inayor  que  el  señalado  en  la  Ordenanza, 
no  puede,  ni  debe,  prevalerse  del  retardo  causado  por  ella 
misma,  en  perjuicio  de  otras  personas,  á  quienes  su 
inacción  y  su  reserva  ha  podido  inducir  en  error ;  porque 
no  es  moral,  ni  justo,  que  la  administración  que  debe  ser 
leal,  franca  y  pública  en  sus  actos,  guarde  en  reserva  sus 
créditos  vencidos,  cuando  al  tiempo  del  vencimiento  no 
hay  en  la  Aduana  mercaderías  que  embargar,  para  caer 
por  sorpresa  sobre  las  que  en  adelante  pudieran  ser  consi- 
gnadas al  deudor,  en  la  creencia  que  su  silencio  ha  auto- 
rizado, de  que  aquel  está  solvente  en  la  administración 
fiscal ;  Séptimo^  que  la  doctrina  establecida  en  los  prece- 
dentes considerandos,  no  puede  hacer  incierta  de  manera 
alguna  la  persona  de  los  deudores  á  la  Aduana,  pues  para 
la  Aduana  los  deudores  quedan  siempre  ciertos  y  nomina- 
tivamente conocidos  en  la  persona  de  los  introductores  ó 
esportadores,  y  en  la  de  sus  fiadores,  que  son  los  que  se 
han  obligado  para  con  ella  ;  no  importando  esa  doctrina 
otra  cosa  que  la  declaración  de  que  la  deuda  de  unos  no 
puede  hacerse  efectiva  sobre  los  bienes  de  otros,  siempre 
que  estos  justifiquen  satisfactoriamente  su  propiedad,  po- 
niéndolos á  cubierto  de  una  presunción  que  solo  podría 
comprenderlos  por  una  interpretación  ostensiva,  y  que  ello» 
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destruyen  por  una  prueba  en  contrario ;  Octavo,  que  esa 
doctrina  no  tiende  tampoco,  como  equivocadamente  lo  ha 
supuesto  el  Procurador  físcal  á  foja  veinte  y  siete  vuelta, 
ájpstablecer  el  principio,  que  seria  inadmisible,  c  de  que 
un  deudor  no  está  obligado  á  pagar  su  deuda  con  los  bienes 
que  hubiese  adquirido  después  de  su  vencimiento, '  sino 
únicamente  con  los  que  tuviese  al  tiempo  del  vencimiento» 
porque,  debiendo  ser  perseguido  el  deudor  ante  los  Tribu- 
nales ordinarios,  puede  el  Juez  de  Sección  mandar  que  se 
practique  el  embargo  sobre  las  mercaderías  que  hayan  en- 
trado con  posterioridad  á  la  Aduana,  y  que  solamente 
quedarán  á  cubierto  de  los  efectos  de  ese  embargo,  en  el 
caso  de  que  un  tercero  justiñque  que  son  de  su  propiedad, 
resultando  que,  sin  esa  justificación  y  siendo  realmente  del 
deudor,  están  afectas  al  pago,  aunque  el  deudor  las  haya 
adquirido  con  posterioridad  al  vencimiento,  de  modo  que 
la  doctrina  favorece  al  tercero,  sin  favorecer  al  deudor 
mismo  ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia 
apelada,  corriente  á  fojas  treinta  y  treinta  y  una,  y  previo 
pago  de  costas  y  reposición  de  sellos,  se  devuelve  el  espe- 
diente, á  fin  de  que,  si  don  Manuel  Ocampo  justifica  en 
cuanto  sea  bastante,  que  las  mercaderías  embargadas  y 
rematadas  por  la  Aduana,  son  de  su  propiedad,  se  le  man- 
de entregar  por  la  administración  de  rentas  en  la  Ciudad 
del  Rosario,  los  nueve  mil  seiscientos  veinte  y  siete  pesos 
veinte  y  ocho  centavos  fuertes  producto  liquido  del  remate, 
oon  deducción  de  los  dos  mil  quinientos  treinta,  importe 
de  los  derechos  correspondientes  á  las  mismas  mercaderías 
rematadas.  ^ 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.—  Marcelino  Ugarte. 


218        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CükUSil.    IILULIILIXL. 


El  Proeuroflor  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza j  contra  el 

albacea  de  la  testamentaria  de  D.  Saturnino  Ferreira, 

sobre  ejecución  de  sentencia  por  apremio. 


Sumario. — El  auto  intimando  el  pag^o  en  el  procedimien- 
to de  apremio  no  es  apelable. 


Caso. — Por  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juz- 
gada, la  testamentaría  de  D.  Saturnino  Ferreira  fué  conde- 
nada á  pagar  al  fisco  la  suma  de  321  ps.  bolivianos  y  sus 
intereses. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza  entabló 
la  via  de  apremio,  y  pidió  que  el  albacea  de  la  testamen- 
taria pagase  la  suma  mencionada. 

El  juez  ordenó  el  pago  dentro  de  tejrdbro  di  a. 

El  albacea  se  opuso  diciendo  que  la  testamentaría  no  es- 
taba aun  liquidada ;  que  tenia  el  término  de  un  año  para 
liquidarla ;  y  que  se  declárase  que  antes  de  ese  término  no 
estaba  obligado  á  pagar. 
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Conferido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  contestó  que  ese 
plazo  era  para  liquidar  la  testamentaria,  y  no  para  pagar 
sus  deudas,  siendo  además  el  pago  un  acto  de  liquidación 
pericial  que  simplifica  la  operación  final. 

Mendoza,  Febrero  25  de  1871. 

Y  vistos :  con  lo  espuesto  por  el  Ministerio  Fiscal  y  te- 
niendo presente,  que  el  año  legal  que  reclama  el  albacea 
es  precepto  que  solo  obliga  á  este  y  no  á  un  tercero  que 
nada  tiene  que  ver  con  la   partición. 

Siendo  el  Fisco  acreedor  y  no  heredero  y  que  aquel  no 
es  parte  en  la  familia  del  finado  Ferreyra  para  que  esté 
obligado  á  una  espera  semejante. 

Llévese  á  efecto  el  decreto  de  solvendo  fecha  primero  del 

corriente,  con  costas. 

Palma. 

El  albacea  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 
Fallo  de  te  Suprema  Corte. 

Baenos  Aires,  Julio  i*'  de  187i. 

Vistos:  no  siendo  apelable  el  auto  de  foja  diez  y  siete, 
devuélvase  el  espediente,  remitiéndose  al  Juez  de  Sección 
la  planilla  de  las  costas  para  que  las  haga  pagar  por  el  ape- 
lante. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Frangid 
00  Delgado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Marcelino  Ugarte. 
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CA.IJSA    JLW^ 


D.  Agustín  Rios  contra  D.  Luis  Scríbani  sobre  pruebas. 


5iimarío.— Solicitándose  el  examen  de  testigos  fuera  del 
municipio,  las  partes  pueden  asistir  á  él  y  hacer  preguntas 
verbales  á  los  testigos. 


Casos. — En  los  autos  seguidos  por  D.  Agustín  Rios  con- 
tra D.  Luis  Scribani,  sobre  propiedad  de  una  fínca,  estando 
la  causa  en  el  estado  de  prueba,  el  representante  de 
Rios  pidió  se  le  permitiese  hacer  algunas  preguntas  verba- 
les á  unos  testigos  cuyo  examen,  á  su  instancia,  había  sido 
cometido  al  Juez  de  Paz  de  Morón,  donde  iba  á  trasladarse 
al  efecto. 

Fallo  del  Jíues  Seccloiial 

Buenos  Aires,  Junio  15  de  1871. 

Como  se  pide,  previniéndose  en  el  oficio,  que  la  contra- 
parte tiene  derecho  para  repreguntar  á  los  testigos. 

Zavaleta. 
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La  parte  de  Scribani  pidió  revocatoria  de  este  auto  ape- 
lando in  subsidium,  fundada  en  que  la  falta  de  inteligencia 
profesional  en  los  Jueces  de  Paz  podia  dar  lugar  á  proce- 
dimientos ilegales,  y  en  que  los  testigos  debian  en  rigor 
ser  examinados  por  el  juez  de  la  causa. 

£1  juez  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria  con  arreglo  al  art. 
139  de  la  ley  de  procedimientos  en  su  segunda  parte,  y 
concedió  la  apelación  en  relación. 


Fallo  de  la  Suprema  €>orte. 

Buenos  Aires,  Jallo  4  de  1871. 

Vistos:  por  el  fundamento  del  auto  de  foja  setenta  y  siete 
vuelta,  se  confirma  el  apelado,  con  costas,  y  se  devuelve 
el  espediente,  previo  pago  de  las  causados  y  reposición  de 
sellos. 

» 

Salvador  María  del  Carril — Francisco  Delgado. 
— ^JosÉ  Barros  Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
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CilkUSil.     1LL.I. 


Don  Julio  G.   PauUen  eon  el  Procurador  fi$caU 
sobre  [diploma  de  abogado  nacianaL 


Smnario,  —  lo  La  ley  de  20  de  Junio  de  1855,  y  ei  de*^ 
creto  de  15  de  Setiembre  de  1854,  aprobado  por  aquella, 
fueron  disposiciones  de  carácter  provisorio. 

2o  La  facultad  otorgada  en  el  arL  2»  de  dicha  ley  no 
ha  sido  reproducida  por  las  leyes  de  16  de  Octubre  de 
1862  y  14  de  Setiembre  de  1863. 

3o  Son  estas  las  leyes  que  han  dado  á  la  Justicia  federal 
la  organización  que  hoy  tiene. 

4o  La  ley  de  26  de  Agosto  de  1863  determina  en  su 
art.  5o,  cuáles  son  los  abogados  y  procuradores  que  son 
admitidos  como  tales  en  los  Juzgados  de  la  Nación. 


Caso.  —  Don  Julio  6.  Paulsen  se  presentó  ante  el  Juzgado 
Nacional  de  San  Luis,  solicitando  se  le  otorgase  diploma 
bastante  para  ejercer  la  profesión  de  abogado  nacional  en 
toda  la  Provincia. 

Fundó  su  petición  en  el  art.  2o  de  la  ley  de  20  de  Junio 
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de  1855  que  faculta  á  lo»  Jueces  de  Sección  para  otorgar 
étplomas  de  abogados  Nacionales  á  favor  de  las  personas 
idóneas  que  ios  soliciten,  y  acompañó  algunos  documeotos 
para  acreditar  su  idoneidad. 

Et  Procurador  fiscal,  á  quien  se  dio  vista,  dijo  que  la 
ley  citada  había  caducado,  y  el  Juzgado  no  tenia  jurisdic- 
ción para  conceder  el  diploma  pedido,  por  cuanto  las  leyes 
de  i862  y  i 868  sobre  jurisdicción  de  los  Jueces  Federales 
no  se  la  concedían  sioó  en  los  casos  contenciosos  eiiitre 
partes,  y  no  en  casos  como  el  presente. 

Fuito  #el    Jíiaea  SaealMua* 

San  Luis,  Marzo  13  de  4871. 

No  siendo  las  leyes  citadas  por  el  Procurador  fiscal  de- 
rogatorias de  la  de  28  de  Febrero  de  1855,  no  está  en  las 
atribuciones  del  Jues  declararse  incompetente;  debiendo 
entenderse  que  la  vista  corrida,  es  únicamente  para  que 
el  Fiscal  dictamine  sobre  la  importancia  de  los  documentos 
adjuntos,  y  si  ellos  llenan  ó  no,  las  prescripciones  de  la 
mencionada  ley,  para  cuyo  objeto  devuélvase  en  vista. 

Saravia. 

El  Procurador  fiscal  apeló  de  este  auto  que  fué  revocado 
por  el  siguiente : 


F«U«  #e  la  Suprenra  €«rte. 

Baenos  Aires,  Julio  i  de  1871. 

Vistos  :  habiendo  sido  la  ley  de  veinte  de  Junio  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  cinco  una  disposición  de  carácter 
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provisorio,  como  lo  fué  el  decreto  de  quince  de  Setiembre 
de  mil  ochocientos  cincuenta  y  cuatro,  que  se  aprobó  por 
el  articulo  primero  :  ño  habiéndose  reproducido  la  facultad 
que  se  otorgaba  en  el  segundo,  por  las  leyes  de  diez  y  seis 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos  y  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  son  las 
que  han  dado  á  la  Justicia  Federal  la  organización  que  hoy 
tiene  ;  y  estando  declarado  por  el  artículo  quinto  de  la  de 
veinte  y  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
cuales  son  los  Abogados  y  Procuradores  que  serán  admi- 
tidos á  desempeñar  las  funciones  de  su  profesión  en  los 
Tribunales  Nacionales  —  se  revoca  el  auto  apelado  corriente 
á  foja  seis,  y  se  devuelve  el  espediente. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran-* 
CISCO  Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. —  Marcelino  Ugarte. 
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CÜ^USÜ.     X^LTII. 


Bespatix  y  de  Andreis  contra  D.  José  G.  Boteí, 
por  cobro  de  comisión  de  corretaje. 


Sumario.  —  lo  Todo  derecho  de  corretaje  debe  ser  paga- 
do proporcional  meo  te  por  ambos  contratantes,  no  mediando 
estipulación  en  contrario. 

2o  No  se  distingue  el  caso  en  que  las  partes  hayan  so- 
licitado ó  no  la  intervención  del  corredor. 

3o  La  comisión  que  por  tal  intervención  se  debe  al 
corredor,  concluido  el  negocio,  es,  no  existiendo  convenio 
especial,   la  que  sea  de  práctica  en  casos  iguales. 

4"*  La  comisión  usual  en  las  negociaciones  de  alfalfa, 
durante  la  guerra  con  el  Paraguay,  era  la  de  20  ^  m/c. 
por  tonelada,  ó  el  1  p.  o^^  á  opción  del  corredor,  y  paga* 
dera  por  mitad  entre  comprador  y  vendedor. 

5o  La  de  fletamentos  de  buques  con  destino  al  Paraguay 
era  la  de  5  p.  o/^  pagadera  por  el  fletante. 

6®  Guando  la  parte  actora  incurre  en  exceso  de  petición, 
y  la  demandada  en  él  de  negativa,  no  puede  decirse  que 
Bolo  el  plus  petitionis  es  la  causa  del  litigio. 

7^  En  ese  caso,  acordándose  por  la  sentencia  á  los  de- 

T.  I.  16. 
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mandantes  en  .gran  parte  lo  que  han  pedido,  estos  han 
tenido  causa  paca  litigar,  y  no  pueden  ser  condenados  en 
costas,   como  temerarios  litigantes. 


Caso.  —  En  17  de  Noviembre  de  1869,  el  procurador 
Don  Pablo  Frugoni  por  los  corredores  Despaux  y  de  An- 
dreis,  estrangeros,  demandó  ante  el  Juez  Seccional  de 
Buenos  Airea'  á  D.  José  6.  Botet  y  C^,  argentinos,  la  suma 
de  3,170;^  20  es.  fuertes,  por  comisión  de  compras  de 
pasto,  fletamentos  de  buques,  y  otros  desembolsos  según 
la  cuenta  que  acompañó  á  la  demanda. 

Botet  aceptó  la  cuenta,  rechazando  las  dos  siguientes 
partidas;  la  de  2,875  ;^fts.  por  comisión  convenida  de  2 
p.  o/o  en  la  contrata  sobre  pastos  con  Molina  y  C*,  impor- 
tante 115,000  ;jf  fts.,  y  la  de  75  ^  fts.  por  comisión  del  fle- 
tamento  del  «Arturo*  en  1,500;^  fts.  á  Molina  y  G^     " 

Respecto  á  la  I**  partida,  contestó  que  Botet  no  habia 
convenido  en  tal  comisión,  ni  habia  solicitado  para  ese  ne- 
gocio á  Despaux  y  de  Andreis,  sino  que  estos  se  la  ofrecie- 
ron espontáneamente. 

Respecto  á  la  2^  contestó  que  además  de  regir  en  cuanto 
á  ella  la  misma  razón,  la  comisión  de  5  p.  oJq  era  exagerada. 

En  un  juicio  verbal  á  que  fueron  convocadas  las  partes 
á  instancia  de  Botet,  convinieron  en  que  aceptándose  las 
demás  partidas  de  la  cuenta,  se  sometiera  á  juicio  arbi- 
tral la  resolución  relativa  á  las  dos  objetadas. 

Fué  nombraí^o  como  arbitro  D.  Eduardo  Madero,  quien 
mandó  se  presentasen  las  pruebas. 

Las  que  presentó  Frugoni  fueron:  lo  La  declaración  de 
D.  Ernesto  Beutefuhr,  D.  Miguel  Ballesleros  y  D.  José  Ma- 
ría Carranza,  diciendo  que  en  las  compras  y  ventas  de  al- 
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faifa  en  que  intervinieron  durante  la  guerra .  del  Paraguay, 
habian  recibido  de  comisión  20  $  m/c.  por  cada  tonelada, 
agregando  Carranza  que  este  precio  debia  Botet,  según  se 
lo  dijeron  Despaux  y  de  Andreis. 

2o  La  declaración  de  D.  Octavio  Rossi,  diciendo  que  en 
fletamentos  de  cabos  adentro  se  ha  pagado  5  p.  7o  do  co- 
misión. 

3""  La  do  D.  Garlos  Scotti,  diciendo  que  habia  oido  á 
Despaux  y  de  Andreis  haber  convenido  cdn  Botet  por  la  co- 
misión de  un  peso  fuerte  por  cada  tonelada. 

En  un  informe  presentado  al  arbitro,  espuso  el  procura- 
rodor  Frugoni  que  Despaux  exijió  á  Botet  por  comisión  un 
peso  fuerte  por  tonelada,  y  Botet  aceptó  gustoso ;  agre- 
gando que  los  5  $  m/c.  que  habia  de  exceso  era  poca  cosa 
en  un  negocio  tan  bueno,  y  que  sobre  esto  no  se  pudo 
presentar  prueba  escrita,  no  habiéndola  creido   necesaria. 

Las  pruebas  que  presentó  Botet  fueron : 

I**  Un  ejemplar  del  Reglamento  de  la  bolsa,  en  cuyo  art. 
58  se  señalan  por  corretaje  el  2|p.^/o  sobre  el  val<Tr  del 
flete  marítimo  pagadero  por  el  buque  ó  su  consignatario  ; 
y  el  i  p.  7o  poi*  venta  do  mercaderías,  frutos,  ganados  ó 
bienes  raices,  pagadero  mitad  por  el  comprador  y  mitad 
por  el  vendedor. 

2o  La  declaración  de  D.  Maleo  José  Martinez  diciendo 
haber  pagado  en  las  compras  de  pasto  ^p.  7o  de  comisión,  y 
alguna  vez  el  1  p*  7o  ^u^^do  la  compra  se  hacia  fuera  de  la 
ciudad. 

3""  La  declaración  de  D.  Augusto  de  la  Riostra  de  haber 
pagado  por  simple  comisión  de  compra  ó  venta  el  \  p.  7oi 
por  compra,  venta  y  recibo  el  1  p.  7o,  y  por  fletamentos  de 
buques  el  2^  p.  7o- 

i"^  La  declaración  de  D.  Esteban  Mendiondo  de  haber 
cobrado  el  ^  p.  7o  al  vendedor,  no  habiendo  convenio. 
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5^  La  de  D.  Ángel  Texo  de  haber  pagado  el{p.  ""/o  por 
las  compras  en  la  ciudad,  y  por  las  compras  fuera  de  la 
ciudad,  20^m/c.  por  tonelada  de  alfalfa. 

Después  de  presentadas  estas  pruebas  el  asunto  volvió  al 
conocimiento  del  Juzgado  de  Sección,  por  haber  renunciado 
Madero  el  cargo  de  arbitro  á  causa  de  tener  que  ausen- 
tarse. 

El  procurador  Frugoni  pidió  que  el  Juzgado  resolviese 
con  las  pruebas  producidas,  si  las  estimaba  suficientes. 

El  Juez  para  mejor  proveer  pidió  á  la  Cámara  Sindical 
de  la  Bolsa  un  informe  sobre  la  comisión  que  se  usa  pa- 
gar á  los  corredores  en  los  contratos  de  fletamentos  para 
los  ríos,  y  de  ventas  de  frutos  del  país. 

La  Cámara  Sindical  inform  ó  que  cuando  el  vendedor  era 
chacarero  no  se  acostumbraba  cobrarle  comisión  de  venta; 
que  siendo  comerciante,  barraquero  ó  especulador  en  el 
artículo,  el  corredor  cobraba  comisión  al  vendedor  y  com- 
prador ;  que  la  comisión  por  pasto,  durante  la  guerra  con 
el  Paraguay  se  pagaba  á  20  jf  m/c.  la  tonelada ;  y  que  por 
fletamentos,  durante  dicha  guerra,  se  pagaba  el  5  p.  ""¡o  de 
comisión. 


Fall«  del  Jíues  Seccional. 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1871. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  De^paux  y  de 
Andreis,  ciudadanos  estrangeros,  contra  el  ciudadano  ar* 
gentino  D.  José  Gregorio  Botet,  por  cobro  de  cantidad  de 
pesos,  y  resultando :  I'',  que  la  cantidad  demandada  es  la 
que  arroja  la  cuenta  de  foja  1^  importante  3.170  pesos,  20 
cts.  fuertes,  procedentes  de  diversas  comisiones  y  otrps 
servicios  que  en  la  misma  cuenta  se  detallan. 
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2^  Que  el  demandado  ha  reconocido  la  efectividad  de 
los  servicios  que  se  le  cobran  y  admitido  la  exactitud  de 
las  partidas  que  forman  la  citada  cuenta,  con  excepción  de 
la  segunda  por  comisión  de  venta  de  alfalfa  y  de  la  penúl- 
tima por  comisión  del  fletamento  del  buque  c  Arturo», 
observando  respecto  de  aquella  que  no  era  verdad  que  hu-* 
biese  sido  convenido  como  lo  espresaba  la  cuenta ;  y  res- 
pecto de  ambas,  que  los  demandantes  no  tenian  derecho 
para  cobrarle  comisión  por  las  negociaciones  citadas,  por-  ^ 
que  no  habia  solicitado  su  concurso  para  ello  y  que  aun- 
que tuviesen  derecho  á  alguna  comisión,  sería  esa  la  de 
arancel  y  ñola  que  cobraban,  muy  superior  á  aquella. 

3"*  Que  recibida  la  causa  á  prueba  para  que  las  partes 
produjesen  la  que  conviniese  á  sus  derechos,  se  han  pre-*^ 
sentado  las  que  corren  de  fojas  42  á  64. 

4°  Qfle  en  dicha  prueba  producida  ante  un  juez  arbitro  á 
cuya  decisión  sometieron  las  partes  sus  diferencias,  se  han 
omitido  algunas  formalidades;  pero  habiendo  los  deman- 
dantes pedido,  después  de  espirada  la  jurisdicción  arbitral, 
que  el  Juzgado  fallase  con  arreglo  á  las  constancias  de 
autos,  sin  que  á  este  respecto  se  manifestase  oposición 
por  la  contra  parte,  debe  entenderse  que  ambos  estaban 
conformes  en  que  se  prescindiera  de  las  formas  omitidas, 
y  en  que  el  juzgado  estimase  la  prueba  como  podria  haber- 
la estimado  el  juez  arbitro,  porque  de  lo  contrario  no  habría 
podido  pronunciarse  sentencia,  sin  recibirse  la  causa  á  prue-! 
ba. 

6^  Que  de  dicha  prueba  no  resulta  justificado  el  hecha 
de  que  se  hubiese  ofrecido  á  los  demandantes  la  comisioa 
del  dos  y  medio  por  ciento  que  cobran  por  su  intervención 
en  la  negociación  de  pasto  á  que  aluden  en  su  cuenta ; 
y  antes  al  contrario  los  demandantes  mismos  se  han  encar- 
gado de  justificar  la  falsedad  de  dicho  convenio  afirmando 
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en  su  escrito  de  fojas  54  y  55  que  antes  de  la  negociación 
habían  convenido  que  se  les  abonaría  la  comisión  de  un 
peso  fuerte  por  tonelada,  invocando  en  prueba  de  su  últi-^ 
ma  afirmación  el  testimonio  de  los  Sres«  Garlos  Scotti  y 
D.  José  M»  Carranza. 

6°  Que  tampoco  han  justificado  los  demandantes  la  exis- 
tencia de  la  convención  por  la  cual  se  les  acordase,  como 
han  dicho  posteríormente,  la  comisión  de  un  peso  fuerte 
por  tonelada,  por  cuanto  de  los  dos  testimonios  presenta- 
dos para  acreditar  este  hecho,  solo  D.  Garlos  Scotti  en  su 
declaración  de  fojas  57  vuelta  y  58  depone  de  conformidad, 
y  el  otro  testigo  D.  José  M*"  Carranza  en  su  declaración 
de  fojas  58  y  59  dice  que  la  comisión  convenida  fué  de  20 
nesos  papel  por  tonelada,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que 
ambos  testigos  son  solo  de  referencia  ú  oidas,  y  que  las 
persoaas  á  quienes  dicen  haber  oido  son  los  miamos  de- 
mandantes, circunstancias  que  no  permiten  dar  fé  á  sus  de- 
claraciones con  arreglo  á  la  ley. 

I""  Que  consta  por  el  informe  espedido  por  la  Cámara 
Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio,  y  que  corre  á  f.  90, 
oomo  también  por  las  declaraciones  de  D.  Mateo  J.  Martínez, 
D.  Augusto  de  la  Riestra,  D.  Ángel  Texo,  D.  Ernesto  Beu- 
tefuhr,  D.  José  M'^  Carranza  y  D.  Miguel  Ballesteros  que  se 
rejistran  de  fojas  57  á  64  ;  que  durante  la  guerra  del  Pa- 
raguay, época  en  que  tuvo  lugar  la  operación  á  que  este 
juicio  se  refiere,  era  costumbre  abonar  en  las  negociación- 
nes  de  pasto  ó  alfalfa  á  los  corredores  que  en  ellas  inter- 
venían, la  comisión  de  20  pesos  papel  por  tonelada,  ó  de 
un  uno  por  ciento  sobre  el  valor  total,  pagadero  mitad 
por  el  comprador  y  mitad  por  el  vendedor ;  pues  respecto 
á  la  espresada  comisión  de  20  pesos  por  tonelada  así  lo 
afirman  espresamente  los  tres  últimos  testigos  citados,  y 
presentados  por  la  parte  actora,  refiriéndose  á  hechos  pro- 
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pio8  en  que  han  sido  intermediarios ;  y  aun  cuando  la 
Cámara  Sindical  no  dice  espresamente  que  dicha  comisión 
era  pagadera  por  mitad  entre  comprador  y  vendedor,  di- 
ciendo que  se  abonaba  á  los  corredores  la  comisión  dicha 
de  20  pesos,  debe  entenderse  con  la  práctica  constante 
al  art.  58  del  Reglamento  de  la  Bolsa  y  especialmente  á 
la  disposición  del  art.  112  del  Gód.  de  Comercio,  á  abo- 
narse la  mitad  por  el  comprador  y  la  otra  mitad  por  el  ven- 
dedor ;  y  la  práctica  de  abonar  el  uno  por  ciento,  que  es 
la  que  el  artículo ....  del  Reglamento  de  la  Bolsa  establece 
para  las  ventas  de  frutos  del  país,  está  comprobada  plena- 
mente por  las  declaraciones  de  D.  Mateo  Martínez,  D.  Án- 
gel Texo,  que  afirman  haber  dado  en  las  compras  que  hi- 
cieron el  medio  por  ciento  y  por  la  de  D.  Augusto  de  la^ 
Riostra,  que  dice  que  la  comisión  era  del  uno  por  ciento 
en  lo  que  está  conteste  con  aquellos,  si  se  tiene  presente, 
que  si  como  compradores  pagaron  el  medio  por  ciento, 
debiendo  los  vendedores  abonar  otro  tanto  por  comisión, 
resulta  la  del  uno  por  ciento  á  que  Riostra  se  refiere. 

8^  Que  esta  diversidad  de  comisiones,  una  conforme  al 
Reglamento  de  la  Bolsa  y  proporcional  al  monto  de  las 
negociaciones  y  la  otra  fija,  prueba  que  fué  introducida  en 
beneficio  de  los  corredores,  habilitándolos  para  cobrar  lo 
que  mas  les  conviniere,  pues  no  es  de  presumir  que  en 
una  época  en  que  las  transacciones  de  artículos,  de  los 
que  fueron  objeto  de  la  negociación  de  que  se  trata,  fueron 
tan  activos  y  aumentaron  considerablemente  en  su  número 
é  importancia,  tendiese  á  disminuir  el  salario  de  los  in- 
terventores, que,  como  se  ha  visto  por  el  Reglamento  de 
la  Bolsa,  es  de  un  uno  por  cíenlo,  pagadero  por  ambos 
contratantes. 

9°  Que  la  comisión  de  fietamento  de  buques  con  destino 
al  Paraguay  era  de  un  cinco  por  ciento,  como  resulta  del 
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informe  último  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  del  Gq« 
mercio,  y  dicha  comisión  debe  de  acuerdo  con  lo  determi- 
nado por  el  art.  • .  •  citado  del  Reglamento  de  la  Bolsa,  en- 
tenderse abonable  por  solo  el  fletante. 

Y  considerando,  1"  Que  estando  constatado  en  autos  que  los 
Sres.  Despaux  y  de  Andreis  fueron  intermediarios  en  las  dos 
negociaciones  á  que  se  refieren  la  segunda  y  penúltima  parti- 
das que  por  comisión  cargan  en  su  cuenta,  autorizando  como 
ales  los  contratos  celebrados,  las  cuestiones  á  resolver  son 
las  siguientes  :  I*",  ¿tienen  derecho  Despaux  y  de  Andreis 
á  exigir  comisión  de  los  vendedores,  aunque  estos  no^hu- 
hieren  solicitado  su  intervención?  2*"  Admitido  el  derecho 
para  cobrar  comisión  ¿cuál  deberán  abonarlos  vendedores? 

2°  Que  la  primera  cuestión  está  resuelta  en  favor  de  los 
demandantes  por  el  art.  [112  del  Código  de  Comercio,  se- 
gún el  cual,  todo  derecho  de  corretaje,  no  mediando  esti- 
pulación en  contrario,  debe  ser  pagado  proporcionalmente 
por  ambos  contratantes,  y  la  parte  vendedora  no  ha  opuesto 
la  excepción  de  estipulación  en  contrario  en  el  caso  pre- 
sente, y  por  consecuencia  tanto  ella  como  el  comprador 
deben  abonar  la  comisión. 

3"^  Que  el  art.  112  citado  no  hace  excepción  de  los  ca- 
sos en  que  una  sola  de  las  partes  hubiere  solicitado  el  con- 
curso de  los  interventores  ó  corredores,  ni  habia  razón 
para  hacer  tal  excepción  porque  el  rol  natural  de  los  in- 
termediarios es  proponer  las.  negociaciones  á  los  tenedores 
de  aquellos,  á  todo  lo  cuál  se  agrega  que,  aprovechando 
ambas  partes  los  servicios  del  intermediario,  ambos  deben 
abonar  su  salario  ó  comisión. 

i""  Que  respecto  al  cuanto  de  la  comisión,  no  habién- 
dose estipulado  previamente  la  que  debia  abonarse  en  el 
caso,  debe  entenderse  que  se  sugetaban,  á  lo  que  era  de 
práctica  en  casos  iguales,    porque  debe  presumirse  que, 
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la  establecida,  ó  vigente  en  plaza,  bajo  el  influjo  de  intere- 
ses encontrados  sin  coacción  para  ninguno  de  los  intere- 
sados, es  la  remuneración  legítima,  dada  la .  especialidad 
del  servicio  prestado. 

S''  Que  como  se  ha  establecido  anteriormente  la  comi- 
sión usual  en  las  negociaciones  de  alfalfa  era  de  veinte 
pesos  papel  por  cada  tonelada,  ó  de  un  uno  por  ciento,  á 
opción  del  corredor,  y  pagadera  por  mitad  por  comprador 
y  vendedor ;  y  la  comisión  de  fletamento  de  buques  con 
destino  al  Paraguay  el  cinco  por  ciento  y  pagadera  solo  por 
el  fletante. 

6^  Que  por  consecuencia  Despaux  y  de  Andreis  tienen 
derecho  á  percibir  una  comisión  dentro  de  los  límites  fija- 
dos en  el  precedente  considerando,  siendo  á  su  opción  la 
que  hayan  de  cobrar. 

7°  Que  en  cuanto  á  la  comisión  que  los  demandantes 
cobran  por  el  fletamento  del  «Arturo»,  ó  sea  el  cinco  por 
ciento  sobre  el  monto  del  flete,  estando  arreglada  como 
se  ha  visto  anteriormente,  á  la  que  se  acostumbraba  cobrar 
en  la  época  de  la  negociación,  tienen  derecho  á  ella  los 
Srs.  Despaux  y  de  Andreis,  como  se  ha  establecido  en  el 
segundo  y  tercer  considerando  de  esta  sentencia. 

S""  Y  finalmente,  que  el  hecho  de  haber  los  demandantes 
cobrado  el  dos  y  medio  por  ciento  de  comisión  por  la 
venta  de  la  alfalfa,  fundándose  en  una  estipulación  espresa 
y  el  de  afirmar  posteriormente  en  su  escrito  de  fojas  54  y 
55,  que  la  comisión  convenida  fué  de  un  peso  fuerte  por 
tonelada,  los  constituye  en  litigantes  temerarios,  puesto  que 
cobraban  lo  que  ellos  mismos  confiesan  no  tener  derecho 
á  cobrar. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  condenando  á  D.  José  G. 
Botet  á  pagar  á  los  Sres,  Despaux  y  de  Andreis,  dentro  del 
término  de  diez  dias  el  saldo^  que  arroja  la  cuenta  de  f.  i*, 
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después  de  deducida  la  seg;unda  partida,  á  la  comisión  de 
medio  por  ciento,  ó  á  la  de  diez  pesos  moneda  corriente 
por  tonelada  ¿l  opción  de  los  demandantes,  con  los  intere- 
ses de  Banco  sobre  dicho  saldo  á  contar  desde  la  demanda, 
y  con  declaración  de  que  las,  costas  son  á  cargo  de  los 
demandantes  Uespaux  y  de  Andreis,  Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Z avale ta. 

El  procurador  Frugoni  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso 
libremente. 

Ante  la  Suprema  Corte  se  quejó  por  la  reducción  que  el 
Juez  de  Sección  hacia  respecto  de  la  comisión  en  el  ne- 
gocio de  alfalfa,  y  de  la  condenación  en  costas,  alegando 
que  aquella  debia  ser  cuando  menos  de  20  $  m/c.  por  to- 
nelada pagadera  por  Botet,  y  estas  debian  ser  á  cargo  del 
mismo  Botet,  quien  por  haber  negado  absolutamente  la 
deuda  de  las  partidas  objetadas,  había  obligado  á  Despaux 
y  de  Andreis  á  litigar. 

El  representante  de  Botet  pidió  la  confirmación  de  la 
sentencia  apelada,  fundándose  en  las  razones  mencionadas 
por  la  misma. 


Fullo  de  la  Supremii  Corte. 


Buenos  Aires^  Julio  11  de  1871. 

Vistos  :  por  sus  fundamentos,  con  excepción  del  conte- 
nido en  el  octavo  considerando,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  noventa  y  cuatro  vuelta  á  ciento  y  una  en 
cuanto  á  la  principal ;  y  considerando  que,  si  bien  Des- 
paux y  de  Andreis  han  pedido  de  mas  en  las  dos  partidas 
de  la  cuenta  presentada  á  foja  primera,  tiue  han  sido  ma- 
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teria  de  la  cuestión,  Don  José  G.  Botet  y  Compañía,  han 
negado  como  principal  medio  de  defensa,  en  el  escrito 
de  foja  diez  y  nueve,  todo  derecho  por  parte  de  los  de- 
mandantes á  pedir  cosa  alguna  á  ese  respecto,  lo  que 
equilibra  la  posición  jurídica  de  ambos  en  el  pleito,  pues, 
8i  los  unos  han  incurrido  en  exceso  de  petición,  los  otrcis 
han  incurrido  en  exceso  de  negativa,  sin  que  pueda,  por 
tanto,  decirse  que  solo  el  pliís  petilionis  ha  sido  la  causa 
del  litigio,  ni  que  los  unos  han  sido  mas  temerarios  que 
los  otros,  ni  que  los  demandantes  han  carecido  de  causa 
probable  para  litigar,  cuando  la  sentencia  les  acuerda  en 
gran  parte  lo  que  han  pedido  en  la  demanda. ;  se  revoc  a 
en  cuanto  á  la  condenación  de  costas,  que  deberán  abonarse 
según  se  hubieren  causado,  y  las  comunes  por  mitad ; 
satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvase el  espediente. 

Salvador  MarIa  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—  Marcelino  Ugarte. 
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C/i^USÜ.    L.XIII 


Don  Apolinario  Beniíez  contra  D.  Hoberto  Lange^ 

sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  — I""  No  puede  decirse  que  el  impresor  á  quiea 
se  encargó  imprimir  billetes  de  banco  fué  negligente  en 
evitar  su  sustracción,  por  el  hecho  de  haber  esta  sucedido. 

2"  Aun  siendo  responsable  de  la  sustracción,  no  lo  es 
de  los  perjuicios,  cuya  indemnización  se  pide,  si  aquellos 
no  han  sido  causados  por  el  simple  hecho  de  la  [¡sustrac- 
ción. 


Caso. — En  el  año  de  1867,  D.  Apolinario  Benitez  en- 
cargó á  D.  Roberto  Lange  el  gravado,  impresión  y  nunie- 
ración  de  varias  series  de  billetes  para  el  banco  de  su 
propiedad  en  la  Provincia  de  Entre-Rios. 

Entre  dichas  series  existían  las  de  B.y  M.,  de  las  que  apa- 
recieron circulando  algunos  billetes  con  la  firma  falsificada. 

En  Diciembre  de  1868  el  mismo  Lange  denunció  á  la 
Policía  á  un  empleado  de  su  establecimiento,  llamado  Fe- 
derico Shominger,  por  andar  circulando  billetes  falsos  del 
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banco  Benitez  de  Gualeguaychú,  impresos  en  su  litografía, 
y  pidió  se  le  aprehendiese  para  averiguar  si  ios  habia 
robado  cuando  fué  despedido  de  la  casa. 

Interrogado  Shominger  contestó  que  habia  lomado  cuatro 
billetes  de  20  $  bol.  cada  uno  de  dicho  banco,  los  que  cam- 
bió después  de  haberles  puesto  la  ñrma  semejante  á  la 
que  tenian  los  buenos. 

El  mismo  Shomitiger  confesó  haber  cometido  igual  sus- 
tracción y  falsificación  de  algunos  billetes  del  banco  cRio 
de  la  Plata»  de  $  2  fts.  cada  uno  impreso  en  la  litografía 
de  Lange. 

Por  estos  hechos  Shominger  fué  procesado,  y  condenado 
por  el  Juez  del  Crimen  de  la  Provincia  á  dos  años  de  pre- 
sidio, y  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Presentados  al  Banco  Benitez  varios  de  dichos  billetes 
falsificados,  se  presentó  D.  Apolinario  Benitez  ante  el  Juez 
de  Sección  y  demandó  á  D.  Roberto  Lange  para  que  fuera 
condenado  á  pagarle  la  suma  correspondiente  á  la  serie  M 
de  los  billetes,  y  á  la  suma  de  3,000  $  fts.  por  daños  y 
perjuicios  á  destinarse  á  los  hospitales  de  esta  ciudad,  con 
las  costas  del  juicio. 

Dijo  que  los  billetes  de  la  serie  M  falsificados,  no  tenían 
talones,  por  lo  que  debia  decirse  que  habian  [sido  sustraí- 
dos en  k  litografía  durante  la  impresión,  ó  en  tiempo 
de  la  quema  de  los  sobrantes,  apareciendo  fasí  duplicados. 

Que  de  esa  sustracción  era  responsable  Lange,  por 
cuanto  en  esa  clase  de  negocios  el  litógrafo  presta  la  culpa 
levísima,  y  se  hace  civilmente  responsable  de  todos  los 
abusos  que  pueden  cometer  sus  empleados,  como  sucedió 
con  Shominger  ;  y  Lange  no  habia  cumplido  con  la  obliga- 
ción de  entregar  todo  exceso  ó  duplicación,  lo  que  habia 
ocasionado  el  delito  de  Shominger. 

Que  por  tal  sustracción  seguida  de  la  falsificación,    Be- 
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nitez  se  había  visto  obligado  no  solo  á  pagar  los  billetes 
falsiñcados,  síqó  á  encargar  apresuradamente  á  los  Esta- 
dos Unidos  una  nueva  impresión  que  le  costó  9,000  $  (Is., 
para  acallar  la  alarma  que  semejante  hecho  habia  suscitado 
en  el  público. 

Acompañó  á  la  demanda  varios  billetes  de  la  serie  M. 
falsiñcados,  y  la  cuenta  que  en  6  de  Agosto  de  1867  Lange 
pasó  á  Benitez  por  la  impresión  de  billetes,  papel,  nume- 
ración^ encuademación  de  las  libretas,  y  planchas,  impor- 
tante la  suma  de  225,787  $  m/c. 

Lange  contestó  negando  que  la  falsificación  se  hubiese 
hecho  on  su  establecimiento  y  por  su  culpa. 

Dijo  que  ella  habia  podido  hacerse  en  la  casa  de  Beni- 
tez desde  que  él  recibió  las  planchas  al  terminarse  la 
impresión  entregada  á  su  satisfacción. 

Que  de  la  denunoia  hecba  contra  Shominger  por  la  fal- 
sificación de  cuatro  billetes,  no  se  podía  deducir  que  los 
acompañados  por  Benitez  y  todos  los  falsificados  hubiesen 
sido  impresos  en  su  litografía. 

Que  era  incierto  que  Benitez  hubiese  encargado  á  los 
Estados  Unidos  una  nueva  impresión  con  motivo  de  la  fal* 
sificaoion  denunciada. 

Que  él  había  tenido  todo  el  cuidado,  y  vigilancia  en  la 
impresión  que  se  le  habia  encargado. 

Pidió  ser  absuelto  de  la  demanda. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba. 

En  cuanto  al  hecho  de  haber  sido  impresos  en  la  litogra- 
fía de  Lange  los  billetes  presentados  como  falsificados  de 
la  serie  M  y  el  de  la  serie  B  se  presentaron  las  declaraciones 
de  D.  Diego  Stewart  y  D.  Manuel  Dolz,  diciendo  que 
Lange  en  la  casa  Benitez  reconoció  como  impresos  en  su 
establecimiento  los  billetes  falsificados ;  y  las  declaraciones 
de  D.  Enrique  Simón  y  D.  Enrique  Müller  diciendo  que  se 
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habian  impreso  en  la  litografía  de  Lange  billetes  iguales  á 
los  falsificados,  sin  poder  asegurar  si  estos  mismos  lo  ha- 
bian sido. 

En  cuanto  á  la  diligencia  prestada  por  Lange,  D.  Manuel 
Dolz  declaró  haber  visto  en  casa  de  aquel  billetes  del  banco 
Benitez  en  el  suelo,  en  las  mesas  y  sillas ;  y  los  testigos 
Müller  y  Simón  declararon  que,  mientras  duró  la  impresión, 
Lange  había  ejercido  la  vigilancia  debida. 

En  cuanto  al  pago  de  los  billetes  falsificados,  Benitez 
probó  por  testigos  que  habian  sido  convertidos  á  la  par. 

En  cuanto  á  la  impresión  encargada  á  los  Estados  Uni- 
dos, Lange  probó,  y  el  mismo  Benitez  confesó  que  el  en- 
cargo se  hizo  antes  que  se  descubriese  la  falsifícacion. 

Se  agregó  como  prueba  el  espediente  criminal  seguido 
contra  Federico  Shominger. 

Se  absolvieron  por  una  y  otra  parte  posiciones,  de  las 
que  resultó  que  habia  quedado  un  sobrante  de  la  serie  M, 
no  numerado,  que  Lange  dijo  haber  entregado   á  Benitez. 


Vallo  del  JFucB  ñmmmhmnmñ, 


Buenos  Aires,  Diciembre  6  de  1870. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Apolinario  Beni- 
tez contra  D.  Roberto  Lange  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  que  sostiene  el  primero  haberle  causado  Lange, 
por  no  haber  puesto  las  diligencias  necesarias  para  impe- 
dir que  se  sustrajese  de  su  establecimiento  de  litografía, 
los  billetes  impresos  allí  con  destino  al  Banco  Benitez  en 
Gualeguaychú,  de  lo  que  ha  resultado  una  falsifícacion  de 
estos  billetes  del  mismo  gravado  é  impresipn,  que  fueron  á 
parar  á  manos  estrañas,  y  resultando  de  ellos. 


k 
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lo  Que  ha  sido  Lange  el  litógrafo  que  se  encargó  del 
gravado  é  impresión  de  los  billeles  del  Banco  Benitez,  ha- 
biendo cobrado  por  su  trabajo  el  importe  de  la  cuenta  de 
f.  21,  lo  que  reconoció  el  mismo  Lange  en  el  acto  de  ab- 
solución de  posiciones  de  f.  144. 

S"*  Que  los  billetes  corrientes  en  autos,  tanto  los  de  la 
serie  marcada  con  B  como  la  de  Mj  han  sido  impresos  en 
la  litografía  de  Lange,  como  lo  comprueban  contra  la  aser- 
ción de  este  último  las  declaraciones  de  los  testigos  Diego 
Stewart  f.  129  vuelta,  y  Manuel  Dolz  f.  135  vuelta,  corro- 
borados por  la  presunción  que  arrojan  la  del  grabador  En- 
rique Simón,  f.  136  vuelta,  é  impresor  Enrique  Müller,  f. 
133  vuelta. 

3^  Que  contra  la  aserción  del  mismo  Lange  aparece  el 
testimonio  de  actuaciones  agregado  como  parte  de  prueba 
á  f.  231,  que  Lange  denunció  ante  la  Policía  á  su  depen- 
diente Luis  Federico  Schominger,  por  andar  haciendo  circu- 
lar billetes  del  Banco  Benitez,  los  que  hablan  sido  impresos 
en  su  litografía,  cuya  denuncia  apareció  después  compro- 
bada según  lo  demuestra  la  sentencia  condenatoria  que  se 
registra  en  los  mismos  obrados. 

4^  Que  la  falsificación  de  los  billetes  marcados  con  la 
letra  M  aparece  comprobada  de  la  duplicación  corroborada 
por  el  hecho  probado  en  autos,  de  que  ha  habido  falsifica- 
ción ejecutada  por  un  dependiente  de  la  casa  de  Lange. 

b""  Que  este  mismo  hecho  unido  al  que  resulta  del 
acta  de  posiciones  de  f.  258,  que  Lange  conservaba  en  su 
poder  un  sobrante  de  billetes  y  al  que  resulta  de  la  nota 
de  la  Policía  de  f.  151,  demuestra  que  Lange  no  empleó  la 
diligencia  requerida  por  la  naturaleza  del  negocio  que  ha- 
bía contraído  con  Benitez,  por  lo  que  aun  cuando  no  se 
haya  justificado  debidamente  que  la  falsificación  Schomínget 
se  hubiese  hecho  en  los  billetes  de  la  serie  Af ,  le  es  impu* 
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table  el  resultado  de  su  negligencia,  por  haber  depositado  su 
confianza  en  dependientes  indignos  de  ella,  y  haber  guardado 
indebidamente  en  su  poder  los  sobrantes  que  debió  inutilizar. 
6^  Que  no  se  ha  justificado  por  Benitez    quela    sustitu- 
ción de  los  billetes  impresos  por  Lange,  por  los  venidos  de 
los  Kstados  Unidos,  haya  sido  á  causa  de  hallarse  descubierta 
la  Talsíficacion  en    los  primeros,  y  7^  Que  por  el  contrarioi 
ha  probado  Lange  que  el  encargo  de  estos   últimos  billetes 
se  hizo  antes  de  descubrirse  la  falsificación  que  aparece  de 
las  actas  de  posiciones  de  fojas  248  y  258  y  considerando : 
1°,  que  si  bien  deben  serle  imputable    á  Lange  las  conse- 
cuencias de  la  falta  de  diligencia  que  se  ha  justificado   en 
autos,  su  responsabilidad  debe  solo  estenderse  á  las  indem^ 
nizaciones  civiles  y   nunca  á  una   indemnización  criminali 
como  lo  pretende  Benitez  en  su  escrito  de  i.  27,   pidiendo 
la  aplicación  de   una  multa  de  3,000  pesos  con   destino  á 
los  Hospitales  ;  2"",  que,   en  estas  condenaciones  se  debe 
solamente  tener  en  cuenta,  la  indemnización  de  los  perjui- 
cios que  se  desprenden  directamente  del  hecho  imputable  ; 
3^  que  en  el  caso  presente  habiéndose  probado  que  los 
billetes  venidos  de  los  Estados  Unidos   fueron  encargados 
antes  de  descubrirse  la  falsificación,  lo  que  prueba  que  con 
anterioridad  al  hecho  de  que  se  desprende  la  responsabilidad 
de  Lange,  se  tenia   la  intención  de  soslituirlos,   no  puede 
sostenerse  que  á  causa  de  aquella  se  hubiese  inutilizado 
la  impresión  de  Lange ;  4"",  que  el  único  perjuicio  compro- 
bado y  que  se  desprende  inmediatamente  de  la  falsificación, 
es  el  pago  de  los  billetes  falsificados  ;  y  S"*,   que  habiéndose 
justificado  por  Benitez  con  las  declaraciones  de  los  testigos 
Cayetano  Walls,  f.  224,  Francisco  Guerra,  f.  225,  y  Asisclo 
Méndez,  f.   226,  que  la   conversión    se  hizo   á  la  par,   la 
responsabilidad  de  Lange  debe  estenderse   hasta  el  valor 
escrito  de  la  serie  M;  por  estos  fundamentosi  fallo,   que 
X.  I.  17, 
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debo  condenar  á  D.  Roberto  Lange  de  acuerdo  con  lo  pres- 
crito por  los  articules  221  y  223  del  Código  de  Comercio  á 
pagar  al  demandante  por  razón  de  daños  y  perjuicios  el  va- 
lor escrito  de  la  serie  Af,  el  que  deberá  ser  previamente 
liquidado  por  el  actuario,  sin  especial  condenación  en  cos- 
tas. Hágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Andrés  Ug arriza. 

Las  dos  partes  apelaron  de  la  sentencia. 

Lange  pidió  se  le  absolviese  del  pago  de  los  billetes  de  la 
serie  cM.> 

Dijo  que  no  estaba  probado  que  dichos  billetes  habian 
sido  impresos  por  él,  ni  que  hubiesen  sido  sustraidos  de  su 
establecimiento ;  y  que  era  posible  que  la  duplicación  de 
aquellos  hubiese  salido  de  la  misma  casa  de  Benitez,  ya 
porque  la  entrega  de  los  billetes  impresos  en  su  litografía 
se  habia  hecho  en  diferentes  ocasiones  y  sin  contarlos, 
según  la  confesión  de  Benitez  y  su  representante  Holteroff ; 
ya  porque  según  la  misma  confesión,  Benitez  había  recibido 
siempre  muestras  de  cada  serie  de  billetes;  ya  porque  habia 
sido  entregada  á  Benitez  la  plancha,  y  cualquiera  podía 
imprimir  billetes  con  ella. 

Benitez  pidió  que  se  condenase  Lange  á  pagar  los  3,000 
ps.  fts.  pedidos  en  la  demanda  y. las  costas,  á  mas  del  pago 
de  los  billetes  de  la  serie  cM.» 

Dijo  que  estaba  probada  la  negligencia  de  Lange,  que 
dejaba  en  el  suelo  los  billetes  y  se  iiaba  de  un  desconocido 
como  Shominger  para  quemar  los  sobrantes. 

Que  de  ese  descuido  so  ocasionó  el  hurto  y  la  falsifica- 
ción, debiendo  por  consiguiente  ser  imputada  á  Lange. 

Que  de  esa  falsificación  se,  derivó  un  perjuicio  á  Benitez 
por  lucro  cesante,  desde  que  los  billetes  cayeron  en  descrédito. 
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Que   esos  perjuicios  debian  ser  indemnizados,  y  pur  eso 
pedia  la  suroa  de  3,000  ps.  fls.  que,  por  su  desprendimiento* 
solicitó  fuesen  aplicados  á  los    hospitales,   y  no    porque 
hubiese   considerado  el   pago  de   dicha  suma  como   una 
pena. 

Que  Ldnge  le  había  obligado  á  entrar  en  este  proceso 
por  su  culpa,  y  por  consiguiente  debía  responder  de  las 
costas  del  pleito. 


FaUo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  iTde  1871. 

Gonsiierando — Primero:  que  la  responsabilidad  civil  que 
se  deduce  por' el  demandante  contra  Don  Roberto  Lange, 
se  funda  únicamente  en  la  negligencia  que  le  imputa  para  el 
cuidado  en  la  impresión  de  los  billetes,  á  Qn  de  evitar  su 
sustracción — Segundo:  que  del  hecho  mismo  de  la  sustrac- 
ción perpetrada  no  se  puede  lógicamente  deducir  como  con- 
secuencia única  la  verdad  de  aquella  imputación — Tercero: 
que  lo  que  á  ese  respecto  declara  el  testigo  Don  Manuel 
Dols,  á  foja  ciento  treinta  y  seis  vuelta,  está  terminantemen- 
te contradicho  por  los  testimonios  de  Don  Enrique  MíiUer, 
á  foja  ciento  treinta  y  cinco  in  fine  y  ciento  treinta  y  cinco 
vuelta,  y  de  Don  Enrique  Simón,  á  foja  ciento  cuarenta, 
según  los  cuales  el  demandado  Lange  ejercitó,  mientras 
duró  la  impresión  de  los  billetes,  la  vigilancia  debida — 
Cuarto:  que,  aun  en  el  supuesto  contrario,  no  siendo  cau- 
sado el  perjuicio  cuya  reparación  demanda  Don  Apolinario 
Benitos,  por  eLsimple  hecho  de  la  sustracción,  sino  por  los 
de  falsiñcacion  de  la  firma  y  circulación  de  los  billetes,  en 
que  ninguna  participación  se  ha  atribuido,  ni  menos  com- 
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probado,  á  Don  Roberto  Lange,  y  de  los  cuales  no  fué  la 
sustracción  sino  un  acto  preparatorio,  sin  coffsecuencia 
alguna  por  sí  misma  si  no  hubiese  sido  subseguido  por  los 
otros,  que  son  los  que  consumaron  el  delito  de  Luis  Fede- 
rico Schoninger,  y  los  que  causaron  el  daño ;  por  estos 
fundamentos  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  tres- 
cientos sesenta  y  tres  y  trescientos  sesenta  y  cuatro,  y  se 
absuelve  á  Don  Roberto  Lange  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Apolinario  Benitos ;  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado 
de  su  procedencia,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos  en  la  instancia,  y  al  Superior  Tribunal  de  Justicia  en 
la  Provincia,  con  el  correspondiente  oñcio,  el  espediente 
agregado  ad  effectum  videndL 

Salvador  María  del  Carril — Fran- 
cisco Delgado — iost  Barros  Pazos 
— Marcelino  Ugartb. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  245 


CA.UBÍ1.     XUIir. 


Don  Pablo  Zorrilla  contra  Don  Felü  Calderón^  sobre 
*  evkcUm  y  saneamiento. 


Sumario.  —  1^  Las  convenciones  hechas  en  los  contratos, 
forman  para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse. 

2^  Vendido  un  terreno  al  propietario  del  terreno  limítrofe 
con  la  cláusula  de  darse  por  terminada  la  diferencia  exis- 
tente sobre  un  pedazo  de  terreno  entre  él  del  vendedor  y  él 
del  comprador,  este  no  puede  exijir  de  aquel  el  saneamien- 
to de  la  parte  comprendida  en  la  venta  que  aparezca  per- 
tenecer al  comprador,  si  resulta  que  sobre  esa  parte  de 
terreno  existia  una  cuestión  entre  los  dos. 

3°  No  probándose  la  existencia  de  otra  cuestión,  debe 
decirse  que  esa  era  la  especiflcada  en  el  contrato  de  com- 
pra-venta, por  el  cual  se  daba  por  concluida. 


Caso.  — En  San  Luis  en  8  de  Enero  de  1870,  D.  Feliz 
Calderón  y  D.  Pablo  Zorrilla  celebraron  un  contrato  por  el 
cual  el  primero  vendió  al  segundo  una  estancia  conocida  por 
las  cTres  Chácaras»  y   cVivorita»  con  toda  su  área  de  ter- 
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reno,  ganados  etc.,  por  el  precio  de  9,000  ;$fboliv.,  mitad 
al   contado,  y  mitad  á  seis  meses  de  plazo. 

Calderón  quedó  obligado  á  otorgar  la  correspondiente  es- 
critura á  Zorrilla  c  tan  luego  como  este  hubiese  hecho  men- 
surar la  estancia  y  se  supiese  el  número  de  cuadras  que 
contenía,  componiéndose  aquella  de  50  cuadras  de  Sud 
á  Norte,  que  arrancarán  desde  el  lindero  N.,  y  desde 
Naciente  á  Poniente  desde  el  terreno  de  los  Funes  hasta 
la  Cañada,  lindando  por  el  Sud  con  Doña  María  Antonia 
Calderón.   > 

En  el  final  del  contrato  se  puso  esta  cláusula,  c  Por 
el  presente  contrato  queda  de  todo  punto  terminaba  la 
diferencia  que  habia  entre  los  contratantes  sobre  un 
pedazo  de  terreno  éntrela  cVivorita»  y  la  cEscondida». 
Después  que  Zorrilla  hubo  pagado  todo  el  precio  del 
campo  comprado,  se  presentó  ante  el  Juzgado  Nacional  de 
San  Luis,  diciendo  que  de  la  mensura  practicada  resultó 
que  en  la  venta,  en  la  dirección  de  Norte  á  Sur,  fué  com- 
prendida una  parte  de  terreno  correspondiente  á  la  Estancia 
de  la  cEscondida»  de  propiedad  del  demandante,  según  el 
plano  «acompañado,  y  compuesto  de  763  cuadras  y  7,500 
varas  cuadradas. 

Que  debiendo  el  vendedor  sanear  al  comprador  la  cosa 
vendida,  pedia  que  Calderón  fuese  condenado  á  pagarle  el 
importe  del  terrero  mencionado  á  razón  de  nueve  reales 
bolivianos   la  cuadra  cuadrada,  que  era  su  menor  precio. 

Conferido  traslado.  Calderón,  oponiéndose  á  la  demanda 
contestó  que  de  tiempo  atrás  existia  entre  él  y  Zorrilla  una 
cuestión  sobre  si  el  pedazo  de  terreno,  porque  se  le  deman- 
da, pertenecia  á  la  cEscondida»,  ó  á  la  cVivoritat,  cues- 
tión que  se  ventilaba  ante  el  Juez  de  lo  Civil  Dr.  Perreyra. 
Que  llamados  á  conciliación,  propuso  á  Zorrilla  ante  el 
Juez  venderle  la  cVivorita»  en  las  condiciones  del  contrato 
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y  eláusula  final,  propuesta  que  £ué  aceptada,  antes  de  que 
se  decidiera  la  mencionada  cuestión. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  sobre  los  siguientes  puntos. 

1^  Si  los  terrenos  cuyo  saneamiento  se  solicita  no  han 
sido  objeto  de  controversia  entre  Calderón  y  Zorrilla. 

2o  Cuáles  fueron  los  terrenos  cuestionados,  ó  cuál  la 
diferencia  que  hubo  entre  ellos  sobre  un  pedazo  de  terreno 
entre  la  «Vivorita»  y  la  cEscondida»,  que  quedó  terminada 
por  el  contrato  de  compra*venta  de  8  de  Enero  de  1870. 

3o  Cuánto  mas  probar  convenga. 

D.  Hermenegildo  Adaro,  agrimensor,  declaró  que  hubo 
una  cuestión  entre  Zorrilla  y  Calderón  sobre  límites  de 
terrenos;  que  en  el  juzgado  de  lo  civil  Calderón  pro- 
puso azorrilla  venderle  la  estancia,  no  sabiendo  por  qué 
causa. 

El  Dr.  D.  Cristóbal  Perreyra,  diputado  Provincial,  infor- 
mó haber  intervenido  como  Juez  en  una  cuestión  de  limites 
antre  la  estancia  fVivorita»,  y  €  Escondida»,  y  supo  que 
las  partes  se  arreglaron,  ignorando  las  condiciooes. 

Don  Fernando  y  D.  Florencio  Becerra,  D.  Ignacio  Sosa 
y  D.  Rafael  Ferreira,  testigos  tachados  por  haber  declarado 
fuera  del  término  y  sin  prestar  juramento,  depusieron  que 
hubo  una  cuestión  sobre  limites  entre  los  propietarios  de 
la  c Escondida»,   y  de  la  cYivorita». 

Se  presentaron  los  títulos  de  propiedad  de  la  estancia 
cEscondida»  y  cYivorita»,  se  absolvieron  posiciones  por 
Calderón,  de  las  que  nada  resultó,  como  tampoco  de  una 
declaración  del  testigo  D.  Victor  Justo. 

Se  agregó  un  espediente  seguido  en  1868  ante  el  Juez 
de  lo  Civil. 

Fué  este  iniciado  por  Calderón,  diciendo  que  Zorrilla 
propietario  de  la  cl^scondida»  lindera  por  el  Norte  con  la 
«Vivorita»  estaba  formando  un  potrero  en  terreno  de  esta  ; 
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y  que  no  estando  bien  determinados,  los  linderos  que  se- 
paraban ambos  campos,  pedia  el  deslinde  del  suyo  nom- 
brando al  agrimensor  Adaro. 

El  Juez  ordenó  el  deslinde  con  citación  de  Zorrilla. 

El  Agrimensor  espuso  que  habia  reconocido  los  linderos 
de  Calderón,  Funes  y  Zorrilla,  y  por  su  colocación  habia 
visto  que  era  imposible  verificar  el  deslinde  sin  salir  de  sus 
atribuciones,  concretándose  á  levantar  un  croquis  de  las 
propiedades  €  Escondida»  y  iVivorita»,  para  que  resolviera 
el  Juez;  que  casi  todo  el  terreno  de  la  cEscondida»  es- 
taba comprendido  en  la  propiedad  de  Calderón,  por  lo  que 
los  trabajos  de  Zorrilla  quedaban  en  terreno  de  aquel,  si 
se  aceptaban  sus  linderos. 

Se  llamó  las  partes  á  conciliación,  y  á  nada  se  arribó. 

El  Juez  de  lo  Civil  dictó  el  siguiente  auto. 

N  San  Luis,  Agosto  12  de  1869. 

Vistos  y  atendiendo  :  1^,  á  que  la  solicitud  de  Don  Feliz 
Calderón  solo  se  dirijo  al  deslinde  de  los  terrenos  de  la 
fVivorita»  por  el  costado  Norte,  con  la  estancia  de  cEs- 
condida» ;  2o,  á  que  según  las  escrituras  de  Calderón,  sus 
terrenos  están  sujetos  á  los  linderos  de  las  de  la  estancia 
de  Nogoli,  siendo  el  lindero  Norte  el  que  el  perito  agri- 
mensor en  el  croquis  adjunto,  señala  con  el  nombre  de  Cal- 
derón ;  3%  á  que  este  lindero  por  las  escrituras  de  Nogoli, 
está  en  virtud  de  mensura  y  amojonamiento  anterior  de  con- 
formidad de  interesados  y  que  por  consiguiente  es  un  punto 
fijo  y  determinado,  que,  á  no  haber  otro,  debe  servir  de  par- 
tida, el  Dr.  Castro  en  su  Práct.  For.  :  Cap.  9^  num.  589  ; 
4o,  á  que  según  la  nota  del  perito  y  el  croquis  adjunto,  de  este 
punto  de  partida,  verificado  el  deslinde,  toma  la  linea  Oeste 
la  mayor  parte  de  los  terrenos  de  la  cEscondida»,  que 
tienen  una  mensura  y  deslinde  propios,  como  se  vé  por  los 


DE  JUSTICIA  Nacional.  249 

documentos  presentados  por  D.  Pablo  Zorrilla,  que  hasta 
tanto  se  esclarezca  el  verdadero  derecho  de  propiedad  y  pose- 
sión sobre  ellos,  deben  ser  respetados  por  el  Juez  ;  y  5°, 
que  al  Juez  corresponde  en  virtud  de  los  títulos  que  los 
interesados  han  presentado,  determinar  el  punto  que  ha  de 
servir  de  partida  y  la  manera  como  se  ha  practicar  el  des- 
linde. 

Por  tanto,  y  en  mérito  de  lo  que  consta  de  autos  y  de  los 
anteriores  considerandos,  declaro :  1^  Se  practique  el  deslinde 
solicitado  por  D.  Felv&  Calderón  de  los  terrenos  de  la  fVivo- 
fita  I  con  los  de  la  c  Escondida»,  tomando  por  punto  de  par- 
tida el  lindero  Nor-oeste  de  la  estancia  de  Nogoli :  2o  Que 
tocando  á  la  linea  A  B  que  señala  el  croquis,  de  la  cEscon- 
dida»,  después  de  revisada  esta  escrupulosamente,  el  punto 
B  con  el  rumbo  correjido  se  prolongue  al  Oeste  hasta  salvar 
los  terrenos  que  demarcan  los  titulos  déla  cEscondida»,  sin 
perjuicio  de  la  prolongación  de  la  linea  al  Oeste  del  punto 
A  de  partida  hasta  donde  por  sus  titulos  convenga  al  solici-^* 
tante  ;  y  3®  Que  previo  el  plano  que  el  Sr.  agrimensor  le- 
vantará con  detalles  claros  y  circunstanciados  especialmente 
en  la  parte  de  colindacion  de  la  cEscondida»  con  la  cVi- 
vorita»,  se  devuelva  con  las  diligencias  originales  y  los 
títulos  de  ambos  terrenos  y  espediente,  á  fín  de  que  los 
interesados  puedan  hacer  valer  sus  derechos  en  forma  ante 
el  Juzgado,  según  les  conviniere.  Hágase  saber  y  repón- 
gase el  papel  común  con  el  sellado  correspondiente. 

C.  Fereyra 
Con  estos  antecedentes  se  dictó  el  siguiente  : 

Fallo    del  JFuez  Hecelonal. 

San  Luis,  Abril  82  de  1871. 
Vistos  :  en  la  causa  civil  ordinaria  iniciada  por  D.  Pablo 
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Zorrilla,  de  nacionalidad  Española,  contra  D.  Félix  Calde- 
rón, Argentino,  sobre  saneamiento  de  cierta  estencion  de 
terreno  que  el  primero  dice  ser  de  su  propiedad,  y  que 
ha  sido  incluido  en  la  estancia  denominada  fVivorita»  y 
Tres  Chacras,  vendida  por  el  segundo  á  aquel ;  acompañan- 
do á  la  demanda  un  plano  de  la  estancia  vendida,  y  la  es- 
critura del  contrato  de  venta  que  se  registra  á  f .  1",  en  el 
que  se  resistra  un  articulo  concebido  en  estos  términos. 
CoTK^  ei  presente  contrato  queda  de  todo  punto  terminada  la 
diferencia  que  habia  entre  los  contratantes  sobre  un  pedazo 
de  terreno  entre  la  tVivorita*  y  la  t Escondida^  estancia^  esta 
del  comprador  Sr.  Zorrilla. 

Tramitado  el  juicio  y  abierto  á  prueba,  se  fijaron  como 
puntos  á  probarse  por  el  actor  ;  1^  Que  los  terrenos  cuyo 
saneamiento  solicita,  no  han  sido  objeto  de  controversia  en- 
tre el  Sr.  Calderón  y  el  demandante  ;  2o,  cuáles  fueron  los 
terrenos  cuestionados,  ó  cuál  la  diferencia  que  hubo  entre 
'loa  contendores  sobre  un  pedazo  de  terrenos  entre  la  cVi- 
vorita»  y  la  €  Escondida»  que  quedó  terminada  por  el  contra- 
to de  compra-venta  ^^elebrado  entre  ambos  ;  3"",  cuánto  mas 
probar  le  convenga ;  —  el  demandado  podrá  producir  como 
contraprueba  lo  que  á  su  derecho  lo  convenga. 

El  .Sr.  Zorrilla  ha  producido  como  prueba  dentro  del 
término  los  títulos  de  propiedad  de  las  estancias  c  Escon- 
dida» y  cVivorita»  algunas  contrapreguntas  hechas  al  tes- 
tigo Adaro  gi^osentado  por  Calderón,  y  unas  posiciones  de 
este,  y  fuera  de  término,  según  el  informe  del  actuario,  las 
declaraciones  de  Fernando  Becerra,  Ignacio  Sosa,  Rafael 
Ferreyra  y  Florencio  Becerra,  corrientes  de  fojas  40  á  42 
vuelta. —  Por  parle  de  Calderón  se  han  producido  las  decla- 
raciones de  D.  Hermenegildo  Adaro,  D.  Víctor  Tula  y  el 
informe  del  Diputado  Provincial  Dr.  D.  Cristóbal  Pereyra 
corrientes  de  fojas  23  vuelta  á  29,  respecto  de  las  que  se 
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ha  alegado  por  ambas  partes,  tachando  por  la  de  Calderón 
las  declaraciones  de  los  testigos  Fernando  y  -Florencio  Be- 
cerra, Sosa  y  Ferreyra,  la  de  los  tres  últimos  por  haberse 
recibido  sin  juramento,  y  todos  por  no  haber  sido  en  el 
dia  designado  por  este  Juzgado  :  estudiadas  las  pruebas* 
los  alegatos  y  el  informe  oral  de  los  defensores  y  conside- 
rando : 

I""  Que  examinados  los  títulos  y  planos  de  las  fíncas  tVi- 
vorita»  y  cEscondida»,  se  presenta  á  primera  vista  el  origen 
de  una  cuestión  que  tarde  ó  temprano  tenia  que  desarrollar- 
se, puesto  que  los  de  la  cVivorita»^  acuerdan  á  su  pro* 
pietario,  hacia  el  Norte,  derecho  sobre  media  legua  mas  ^ 
m^nos  de  frente  al  naciente  con  una  legua  de  fondo  al  po- 
niente dentro  de  los  terrenos  de  la  cEscondida» ;  y  los  títu- 
los de  esta,  dan  á  su  propietario  igual  derecho  sobre  el 
mismo  terreno  hacia  el  Sud,  introduciéndose  en  los  de  la 
cVivorita»,  sin  que  sea  lícito  á  este  Juzgado,  ni  del  caso 
presente,  entrar  á  califlcar  la  importancia  ó  mayor  valor  do 
los  referidos  títulos. — Considerando  2"^  Que  esta  cuestión 
vino  á  desarrollarse  con  motivo  de  la  solicitud  de  deslinde 
que  Calderón  hizo  ante  el  Juez  de  [fuero  Civil  corriente  á 
f.  67,  cuestión  que  se  pone  mas  de  manifiesto  por  el  infor- 
me  del  agrimensor  i4daro  de  f'71,  en  el  que  espresa  qué 
suspende  sus  procedimientos  por  no  ser  de  su  competencia 
ni  la  del  Juez  de  Paz  que  la  acompaña  resolver  la  cuestión 
que  se  presenta,  cual  era,  tde  que  casi  el  iodo  de  la  Et- 
candida  está  comprendida  en  la  propiedad  del  Sr.  Caideranf. 

Considerando,  3^  Que  llamados  á  conciliación  por  el  Juez 
de  lo  Civil  según  consta  á  f.  71  vuelta,  no  pudieron  conve- 
nirse entre  Zorrilla  y  Calderón  sobre  el  punto  que  debia 
servir  de  partida  para  trazar  la  línea  divisoria  entre  sus 
propiedades  cEscondida»  y  cVivorita*  ;  con  cuyo  motivo  el 
Juez  tuvo  que  determinar  el  punto  de  partida  de  la  linea  divi- 
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soría,  salvando  los  derechos  de  Calderón  según,  se  vé  á  f. 
73,  en  el  segando  período  del  4®  considerando  de  su  auto 
en  el  que  dice  :  ly  que  hasta  tanto  se  esclarezca  el  verdadero 
derecho  de  propiedad  y  posesión  sobre  eUas  deben  ser  respetados 
por  el  Jm%%.  Considerando  it"  Que  por  la  declaración  de  Adaro 
é  informe  del  Dr.  D.  Cristóbal  Pereyra  ante  mencionado, 
consta  que  existia  una  cuestión  de  limites  entre  Zorrilla  y 
Calderón.  —  Considerando  5®  Que  eu  caso  de  dar  algún  va- 
lor á  las  declaraciones  de  los  Becerra,  de  Sosa  y  Ferreyra, 
ellas  solo  probarían  que  hubo  una  cuestión  ó  diferencia  so- 
bre límites  entre  los  propietarios  de  la  «Escondida»  y  «Vi- 
vorita»,  pero  sin  determinar  el  área  de  terreno  ni  aun  el 
punto  cuestionado ;  cuestión  que  no  se  llevó  ó  al  ment)s  no 
consta,  ante  los  Tribunales  y  que  por  consiguiente  no  ha 
podido  ser  materia  de  transacción. — Considerando  6^  Que 
referiéndose  ambas  partes  al  contrato  de  f.  1&,  tienen  que 
subordinarse  á  lo.  en  él  convenido :  pues  las  convenciones 
hechas  en  los  contratos  forman  para  las  partes  una  regla  á  la 
cual  deben  someterse  como  á  la  ley  misma,  art.  61,  Cap. 
4o,   tít.  l^  y  Sec.  3»  Libro  2%  Código  Civil. 

Considerando  7o — Que  estando  al  tenor  literal  del  contra- 
to, la  cuestión  terminada  por  él  es  la  que  existia  entre 
ambos  contratantes  al  tiempo  del  contrato  y  no  la  que  pudo 
haber  existido  entre  los  causantes  ó  predecesores,  y  esta 
cuestión  no  ha  sido  ni  podido  ser  otra  que  la  origi- 
nada por  la  solicitud  de  deslinde  hech¿  por  Caldeen. — 
Considerando  8^ — Que  las  palabras  pedazo  de  terreno 
que  ha  servido  de  fundamento  á  la  parte  de  Zorrilla' 
para  formar  el  argumento  de  que  'no  pudo  reputarse 
pedazo  lo  que  es  la  mitad  de  la  « Escondida  >  está 
bien  empleada  por  la  parte  de  Calderón,  pues  al  repu- 
tar la  suya  comparándola  con  el  resto  [de  la  estancia 
que    vendia,  en  verdad  es  un   pedazo;   pues  no   alcanza 
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ni  á  lá  octava  parte  de  ella ;  pudiendo  decirse  otro  tanto 
si  se  toma  la  <  Escondida  t  en  su  ostensión  total  al 
tiempo  del  contrato,  pues  componiéndose  entonces  de 
los  terrenos  que  fueron  dados  por  el  Gobierno  en  pago  al 
Coronel  Dominguez,  y  se  unió  por  compra  á  la  <  Escon- 
dida, >  y  del  que  Don  Santiago  Laborda  compró  al  Go- 
bierno, la  parte  cuestionada  es  un  pedazo  que  apenas 
alcanzará  á  una   cuarta   parte. 

Por  estas  consideraciones  y  leyes  citadas,  definitiva- 
mente juzgaqdo — fallo  :  Que  debo  declarar  y  declaro  que 
el  Sr.  Zorrilla  no  ha  probado  bu  acción  y  que  por  con- 
siguiente no  hay  lugar  al  saneamiento  solicitado,  absol- 
viéndose al  demandado  Don  Félix  Calderón;  siendo  de 
cargo  del  actor  el  abono  de  costas.  Repónganse  los  se- 
llos; y  si  no  hubiese  apelación,  archívese  devolviéndose 
los  títulos,    dejándose    constancia  de  su  desglose. 

/.  Pablo  Saravia. 

Zorrilla   apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

Ante  la  Suprema  Corte  alegó  que  la  cuestión  dirimida 
por  ^e\  contrato  de  compraventa,  fué  un  ángulo  que 
forman  las  dos  Estancias  en  donde  están  las  casas  de 
la  Vivorita ;  y  que  estaba  pronto  á  justificarlo  con  tes- 
timonio de  personas  respetables. 

Que  hubo  irregularidad  en  el  procedimiento  del  Juez, 
porque  una  vez  opuesta  á  la  demanda  la  excepción  de 
transacción  fundada  en  el  contrato  de  compraventa,  de- 
bía imponerse  al  demandado  la  prueba  de  que  la  cues- 
tión tranzada  versaba  sobre  el  terreno  reclamado. 

Que  esta  prueba  no  se  había  rendido,  pues  se  había 
alegado  ser  la  existente  ante  los  Tribunales  de  la  Pro- 
vincia, y  esta  versaba  sobre  el  deslinde  pedido  por  Cal- 
derón. 
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Que  mientras  tanto  en  el  contrato  ae  había  especifi- 
cado la  estension  de  50  cuadras  del  terreno  de  Norte 
¿  Sud,   por    lo  que  estas  debian   ser   saneadas. 

Que  si  el  vendedor  hubiese  querido  ponerse  á  cubier- 
to de  dicha  obligación,  habría  debido  vender  lo  que  resul- 
tase de  la   mensura. 

Pidió  que  revocándose  la  sentencia  apelada,  se  conde- 
nara  á  Calderón  con  arreglo  á  la    deniíanda. 

Contestó  la  parte  del  apelado  pidiendo  la  confirmación 
de  la  sentencia. 

Dijo  que  el  saneamento  tiene  lugar  cuando  ha  ha- 
bido eviccion,  art  93,  cap*.  5,  tit.  3,  secc.  3,  lib.  2,  del 
Gód.  Civil,  y  en  este  caso  nadie  habia  demandado  y 
vencido  en  juicio  á  Zorrilla,  disputándole  el  terreno  en 
Cuestión. 

Que  el  contrato  de  8  de  Enero  de  1870  era  una 
venta  por  junto,  según  la  definición  del  art.  18,  cap. 
1,  tit.  3,  secc.  3,  lib.  2,  del  Cód.  Civil,  pues  Calde- 
rón vendia  en  masa  y  por  un  precio  la  estancia,  sin 
oonocef  bu  estension;  y  que  en  esta  clase  de  contratos 
el  vendedor  no  está  obligado  á  sanear  una  estension  de- 
terminada. 

Que  además  por  el  contrato  de  compra  venta  se  con- 
viene en  que  debia  quedar  concluida  toda  cuestión  sobre 
limites. 


l*allo  die  la  Suprem»  Cwrim, 


Buenos  Aires,  Julio  i5  de  1871. 

Vbtos:   por  sus   fundamentos  so   confirma  con  costas 
la  sentencia   apelada,   corriente   de  fojas  noventa  y  dos 
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á  noventa  y   cuatro  vuelta;  satisfechas  las  de  la  instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los    autos. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
,  CISCO  Dblgado. — José  Barros  Pazos. 
— Marcelino  Ucartb.. 


mi  M 


GülUSü^  %JU\í 


D.  Alejandro  Paz  contra  Lamas^  Regúnega  y  C^,  sobre 
desembargo^  en  recurso  de  quefa. 


Sumario — lo  El  auto  no  haciendo  lugar  á  un  desembargo 
pedido  durante  el  curso  de  la  causa,  no  infiere  gravamen  irre-' 
parable  por  la  definitiva. 

2o  Los  autos  interlocutorios  que  no  causan  gravamen 
irreparable  por  la  deñnitiva,  no  son  apelables. 


0 

Caso — Lamas,  Regúnega  y  G^.  demandaron  á  D,  Ezequiel 
Paz,  esponiendo  haber  entrambos  comprado  el  vapor  cGo- 
mercio  del  Rosario»  para  el  servicio  de  una  sociedad  anó- 
nima, según  escritura  pública. 
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Que  al  liquidarse  la  sociedad  se  llamó  á  propuestas  para 
la  venta  del  vapor,  ofreciendo  D.  Ezequiel  Paz  19,300  pesos 
fuertes,  pagaderos  7,300  ps.  fls.  al  contado  para  atender  las 
deudas  del  buque  y  con  la  garantía  de  Lamas,  Regúnega  y 
G\,  y  12,000  ps.  fts.  á  pagarse  al  Crédito  Mobiliario. 

Que  no  habiendo  cumplido  Paz  con  sus  compromisos,  se 
negaron  á  hacer  el  traspaso  de  la  mitad  del  vapor,  y  sabedo- 
res de  que  Paz  pretendía  vender  el  vapor  al  Gobierno  Nacio- 
nal entablaban  demanda  por  la  mitad  del  vapor,  y  los  daños 
y  perjuicios,  y  pidieron  por  otro  si  se  librara  oñcio  al  Minis- 
terio de  Hacienda  para  que  quedara  embargado  el  valor  del 
buque. 

Los  mismos  ampliaron  la  demanda  cobrando  4,920  pesos 
90  c.  fts.  por  suministros  hechos  al  vapor,  y  manifestando 
que  este  habia  sido  arrendado  al  Gobierno  Nacional,  y  no 
vendido,  como  suponían  antes,  pidieron  se  embargasen  los 
arrendamientos. 

Se  admitió  la  demanda,  y  se  ordenó  el  embargo  pedido. 

D.  Ezequiel  Paz  reclamó,  y  no  se  hizo  lugar  á  su  reclamo. 

Estando  para  terminarse  la  cuestión  entre  los  demandan- 
tes y  D.  Ezequiel  Paz,  se  presentó  en  juicio  D.  Alejandro 
Paz,  hermauo  de  este,  pidiendo  el  desembargo  de  los  arren- 
damientos en  virtud  de  haber  comprado  él  á  D.  Ezequiel 
Paz,  el  vapor,  y  haber  hecho  él  el  contrato  de  arriendo  coa 
el  Gobierno;  agregando  que  á  su  vez  habia  vendido  el  vapor 
á  l)a  Estefanía  Onieva,  obligándose  á  sanearlo. 

Contestaron  los  demandantes  alegando  á  su  favor  los  pri- 
vilejios  acordados  por  el  Código  de  Comercio  en  sus  artículos 
1021,1022  y  1023. 

Vallo    del   Juea   9eecioiial* 

Buenos  Aires^  Junio|l<'  de  1871. 

Autos  y  vistos;  por  los  fundamentos  espuestos  en  el  pre- 
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cedente  escrito  no  ha  lugar  á  lo  pedido  por  D.  Alejandro  Paz 
y  sigan  los  autos  según  su  estado,  siendo  las  costas  de  este 
incidente  á  cargo  del  referido  Paz. 

Ugarriza. 

D.  Alejandro  Paz  apeló  y  se  le  negó  el  recurso  con  arreglo 
al  artículo  300  de  la  ley  de  procedimientos. 

Apeló  de  hecho  ante  la  Suprema  Corte.  Evacuado  el  in- 
forme correspondiente  por  el  Juez  de  Sección  se  dictó  el 
siguiente 

Fallo  de  la'  Suprenta  Carie. 

Buenos  Aires,  Julio  15  de  1871. 

No  causando  gravamen  irreparable  por  la  definitiva  el 
auto  de  que  se  queja  Don  Alejandro  Paz,  y  no  siendo,  por 
tanto,  apelable  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  dos- 
cientos seis  de  la  ley  de  procedimientos,  no  ha  lugar  con 
costas  ai  recurso. 

Salvador  María  del  Carril— Fran- 
cisco Delgado — José  Barros  Pa- 
zos— Marcelino  Ugarte. 


>•••< 


T.  I.  •  18. 
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CAUHJL     JL^^VI. 


D.  Lisandro   Moyano  contra  D.  Javier  Molina  ^  sobre  delito  de 

falsa  denuncia. 


Sumario. — i  o  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para 
conocer  del  delito  de  falsa  denuncia,  relativo  á  un  crimen 
ordinario  cometido  en  territorio  provincial. 

2o  Son  nulos  en  consecuencia  los  autos  que  se  dicten  ai 
respecto  por  un  Juez  de  Sección. 

30  La  aparición  ante  un  Juzgado  Federal  de  un  proceso 
levantado  por  la  autoridad  provincial ;  sin  constar  de  que 
manera  ha  pasado  de  una  á  otra  jurisdicción,  es  una  irre- 
gularidad notable. 


Caso. — En  9  de  Mayo  de  1869  D.  Javier  Molina,  comisario 
del  distrito  de  Maipú,  Provincia  de  Mendoza  dio  parte  al  Juez 
del  Crimen  que  de  los  potreros  deD.LisandroMoyano,  habian 
sido  sacadas  y  conducidas  á  Chile  ciento  y  tantas  muías  de  las 
robadas  en  San  Juan  por  Santos  Ponce,  capataz  de  arreos  del 
citado  Moyano,  y  los  hermanos  de  aquel,  previniéndole  que 
estos  Ponce  anteriormente  á  la  revolución  habian  estado  en 
la  cárcel  por  ladrones,  y  que  durante  la  rebelión  habian  to- 
mado una  parte  activa  en  ella. 

El  Juez  del  Crimen  mandó  levantar  el  sumario,  agregando 
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en  su  auto  c  y  probado  el  hecho  en  la  ptírte  que  baste^  captú^ 
resé  á  D.  Lisandro  Moyano  y  demás  cómplices,  > 

Esta  orden  de  prisión  produjo  el  que  prendieran  á  Moyano 
sin  prueba  alguna. 

Resultó  luego  que  este  se  hallaba  en  Chile,  cuando  lleva- 
ron las  muías  á  sus  potreros,  y  cuando  las  sacaron  de  ellos, 
de  modo  que  no  podia  tener  complicidad  alguna  en  el 
hecho. 

Fué  puesto  por  consiguiente  en  libertad  bajo  fianza. 

El  sumario  sobre  el  robo  de  muías  no  flgura  en  el  proceso^ 
y  solo  existen  en  él  las  declaraciones  de  varios  testigos  exa- 
minados por  la  autoridad  provincial,  para  averiguar  si  Mo-« 
yano  habia  sido  cómplice  de  la  rebelión  encabezada  por  Juan 
de  Dios  Videla;  resultando  de  ellas  que  el  dia  de  la  revolu- 
ción, Moyano,  por  orden  del  mismo  Comisario  D.  Javier 
Molina,  reunió  en  su  casa  unos  veinte  hombres  que  se  in^ 
corporaron  á  las  fuerzas  del  Gobierno  legal,  y  que  tres  dias 
después,  cuando  la  rebelión  aun  no  estaba  pronunciada,  un 
oñcial  de  Videla  reunió  en  la  misma  casa  unos  ocho  hom- 
hveSj  con  los  que  marchó. 

Estas  actuaciones  practicadas  ante  el  Juez  del  Crimen, 
aparecen  de  repente  en  la  oficina  del  Juez  de  Sección  sin 
decreto  mandándolas  pasar,  ni  auto  del  Juez  Seccional  reci- 
biéndolas, con  una  petición  de  D.  Lisandro  Moyano  de  26 
de  Marzo  de  187U  solicitando  que  en  virtud  de  no  resultar 
cargo  alguno  contra  él  y  ser  nulo  lo  actuado  por  el  Juez  del 
Crimen  se  sobreseyera  en  la  causa,  y  se  cancelara  la  fianza 
carcelera  que  habia  tenido  que  prestar. 

El  Juez  de  Sección  proveyó  ordenando  que  Molina  activara 
el  asunto  como  damnificado  y  acusador,  y  acusara  dentro 
de  nueve  dias  bajo  apercibimiento  de  sobreseer  en  la  causa. 

Este  decreto  se  notificó  á  Molina  en  28  de  Mayo  de  1870. 

En  11  de  Junio,  Moyano  pidió  se  sobreseyera  en  la  causa 
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en  virtud  de  no  haberse  presentado  Molina,  y  se  le  dejaran 
á  salvo  sus  derechos  contra  este. 
El  Juez  de  Sección  dictó  el  siguiente  auto  : 

Mendoza,  Junio  15  de  1870. 

Habiendo  pasado  con  exceso  el  término  de  9  dias  que  se 
acordó  á  D.  Javier  Molina  para  que  produjese  acusación  con- 
tra  D.  Lisandro  Moyano  á  virtud  de  su  querella  presentada 
al  Juez  del  Crimen,  como  cómplice  de  Santos  y  Clemente 
Ponce,  denunciados  por  ladrones  de  varias  muías  robadas  en 
San  Juan  en  tiempo  de  la  rebelión. 

Estando  apercibido  el  Sr.  Molina  por  auto  de  26  de  Marzo 
de  este  año,  que  si  no  acusa  se  mandará  sobreseer. 

En  virtud  de  no  haber  acusado  hasta  la  fecha. 

Habiendo  la  parte  de  Molina  reclamado  al  vencimiento  del 
término  susodicho,  que  se  cumpla  con  el  apercibimiento 
hecho. 

Considerando  que  todo  lo  obrado  ante  el  Juez  del  Crimen 
es  nulo  de  hecho  y  derecho  por  ser  notablemente  incompe- 
tente para  arrogarse  el  conocimiento  de  una  causa  que  es 
privativa  de  la  Justicia  Nacional,  según  así  lo  establece  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  y  lo  ha  determinado  la  Corte 
Suprema  por  varias  declaraciones  al  respecto. 

Considerando  que  quien  es  apercibido  A  ejercitar  un  dere- 
cho voluntario  dentro  un  término  dado,  y  no  lo  hace,  se 
entiende  que  desiste. 

Sobreséase  en  esta  causa  y  archívese  con  reserva  de  su 
derecho  á  D.  Lisandro  Moyano  para  que  repita  como  y 
cuando  viere  convenirle  contra  quien  corresponda  en  tér- 
mino legal. 

Cancélese  la  fianza  carcelera  otorgada  por  D.  Pascual 
Suarez  corriente  á  f.  15  á  favor  de  Moyano. 

Palma. 
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D.  Lisaadro  Moyano  en  uso  de  la  reserva  hecha,  acusó  á 
D.  Javier  Molina  por  calutnaia  y  falsa  denuncia,  y  pidió  se 
le  aplicase  el  máximun  de  la  pena  prescrita  por  los  articules 
66  y  73  de  la  ley  nacional  penal. 

Conferido  traslado,  Molina  declinó  de  jurisdicción,  diciendo 
que  el  sumario  levantado  ante  el  Juez,  sobre  el  cual  se  ba- 
saba la  acusación,  habia  sido  declarado  nulo,  y  no  podia  dar 
causa  á  este  juicio. 

Que  por  otra  parte,  el  crimen  que  acusaba  Moyano  no  cor- 
respondia  á  la  Justicia  Nacional  el  juzgarlo,  y  si  á  los  Tribu- 
nales Provinciales. 

Moyano  contestó  que  por  el  auto  de  26  de  Marzo  de  1870 
se  caliñcó  á  Molina  como  denunciante. 

Que  este  auto  fué  consentido  por  él. 

Que  siendo  competente  la  Justicia  Nacional  para  la  causa 
principal  iniciada  por  la  denuncia  de  Molina,  lo  debia  ser 
para  juzgar  la  falsedad  de  la  denuncia,  por  ser  esta  un  inci- 
dente de  aquella. 

Que  la  nulidad  del  proceso  declarada  por  el  Juzgado  de 
Sección,  era  un  antecedente  mas  para  establecer  la  compe- 
tencia del  mismo  en  la  causa  principal  é  incidentes. 

Se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal,  y  este  sostuvo  la  compe- 
tencia del  Juzgado  Federal  por  emanar  la  acción  de  Moyano 
del  juicio  en  el  cual  fué. competente  aquel,  y  por  establecerse 
en  el  articulo  73  de  la  ley  nacional  criminal,  la  pena  de  las 
denuncias  ó  acusaciones  que  hubieren  sido  declaradas 
calumniosas. 

Fallo  del  Jíiiess  de  üeceion. 

Mendoza,  Octubre  13  de  i  870. 

Y  vistos:  considerando :  lo  Que  el  espíritu  y  tendencia 
manifiesta  de  la  resolución  de  15  de  Junio  del  presente  año 
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f,  27,  no  es  otra  que  anular  el  sumario  iniciado  por  el  comi- 
sario D.  Javier  Molina,  seguido  por  el  Juez  del  Crimen  en 
razón  que  ni  uno  ni  otro  tienen  jurisdicción  para  encausar  á 
un  ciudadano  sobre  rebelión  y  demás  crímenes  perpetrados 
con  ocasión  de  ella,  por  ser  esta  una  facultad  privada  á  la 
Justicia  Federal,  según  el  caso  resuelto  por  la  Corte  en  la 
causa  de  Luciano  Chilote  No  Í79,  y  las  causas  XXIII,  XXIV, 
XXXII  y  XXXIII  cFaliosdela  Corte,  tomo  5o»;  2o  Que  esta 
anulación  no  importa  mas  que  rechazar  una  prueba  y  toda 
su  actuación  por  no  ser  jurídica  ni  Ugal,  desde  que  quien 
lo  forma  y  autentiñca  no  es  autoridad  lejítima  ni  constitu- 
cional ;  3o  Que  de  aquí  se  deriva  la  consecuencia  mas  que 
lójica  y  congruente :  que  no  siendo  legales  ante  la  Justicia 
Nacional  los  actos   del  Comisario    Molina   como  del  Juez 
Yidela   Correa,  no  se   puede  ni,  debe  proceder  por  ellos  y 
faltándoles  la  fé  pública,  todas  las   fojas  del  sumario  son 
libelos   privados    que  sin    legalizarlos   son  insigniñcantes ; 
4o  Que  el  sumario  en  una  causa  criminal  entre   partes  no 
es  indispensable,  por  tanto,  es  esta  la  razón  porque  el  Juez 
ha  pasado  al  ordinario  en  vista  que  aquel  era  nulo  ;  5o  Que 
el  hecho  de  haber  declarado  el  Juez  esto  último,  no  es  un 
fundamento  aceptable  que  por  ser  formado  ese  sumario  en 
jurisdicción   provincial,  no  puede  la  nacional   admitir  una 
acusación  aunque  se  instaure  sin   fundamento  lejitimo  ya 
que  este  se  puede   dar  en. el  término  ordinario  de  prueba; 
6o  Que  basándose  la  acusación' sobre  hechos  con  ocasión  de 
la  rebelión,  la  competencia  nacional  es  indispensable,  mu- 
cho mas  cuando  se  trata  de  un  delito  que  está  previsto  por 
losf  artículos  18  y  73   de  la  Ley  Penal  'Nacional   de  14  de 
Setiembre  de  1 863  ;  7o  Que  habiendo  acusación   de  parte 
interesada  que  desafia  la  prueba,  ¿cómo  es  rebelde  y  cóm- 
plice de  ladrones  en  tiempo  de  la  rebelión  ó  con  ocasión  de 
ella?  tanto  la  causa  pública  está  interesada  en  averiguar  la 
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verdad  porque  de  aquí  resultará  ó  la  vindicación  ó  el  cas- 
tigo de  uno  ú  otro  contendor;  y  8o  Que  si  es  caso  juzgado 
por  la  Corte  Suprema  que  la  imputación  de  ciertos  abusos 
á  los  poderes  provinciales  no  es  justificable  ante  la  jurisdio- 
oion  nacional,  esta  regla  solo  comprende  las  infracciones 
de  leyes  provinciales  y  no  nacionales  sobre  casos  y  personas 
sugetas  á  ella  como  son  los  de  rebelión,  sedición,  &a.  &a.  y 
sus  consecuencias,  entre  los  cuales  se  cuenta  la  calumnia 
como  un  crimen  particular  previsto  por  los  artículos  i8  y  24 
de  la  ley  arriba  citada. 

Habiendo  el  Fiscal  dictaminado  en  pro  de  la  justicia 
nacional,  con  mas,  que  su  personal  es  el  mismo  que  flsca- 
lizó  los  actos  de  D.  Lisandro  Moyano  ante  el  Juez  del  Cri- 
men D.  Daniel  Videla  Correa. 

El  Juez  de  Sección  se  declara  competente  para  conocer 
de  la  acción  por  calumnia  interpuesta  á  f.  31,  y  en  atención 
á  que  el  sumario  es  desautorizado  é  ilejitimo,  no  se  puede 
proceder  por  él  á  la  aprehensión  del  presunto  delincuente  ni 
embargo  de  sus  bienes. 

En  su  virtud  D.  Javier  Molina  conteste  derecho  la  acusa- 
ción de  f.  3i.     Cada  parte  paga  sus  costas. 

Palma. 

Molina  apeló  y  se  \0  concedió  el  recurso  en  relación. 

Vista  la  causa  por  la  Suprema  Corte,  se  pasó  cpara  mejor 
proveer»  en  vista  al  Sr.  Procurador  General. 

Este  funcionario  observó  que  no  se  comprendía  la  razón 
del  decreto  de  26  de  Marzo  de  1870. 

Que  si  el  Juez  de  Sección  quiere  que  el  Comisario  Molina 
viniera  ante  él  á  hacer  buena  su  denuncia  sobre  el  robo  de 
muías,  el  conocimiento  de  esa  causa  no  le  competía. 
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Que  si  queria  que  viniera  á  acusar.á  Moyano  por  rebelión, 
Molina  no  le  habia  hecho  tal  cargo. 

Que  en  virtud  de  la  reserva  inmotivada  que  hizo  el  Juez 
en  el  auto  de  15  de  Junio  de  1870,  Moyano  entabló  la  acu- 
sación, para  conocer  la  cual  el  dicho  Juez  se  habia  declarado 
incompetente: 

Que  el  auto  apelado  debia  revocarse:  lo  porque  la  acusa- 
ción de  calumnia  no  es  del  fuero  nacional;  2o  porque  la 
pretendida  calumnia  se  referia  solo  al  robo  de  unas  muías, 
cuyo  conocimiento  no  competia  á  la  justicia  nacional. 

Que  por  esto  pedia  la  revocación  del  ^uto  apelado  aperci- 
biendo al  Juez  por  sus  irregulares  procedimientos. 


nillo  de  la  Suprema  Corte.* 

Buenos  Aires,  Julio  18  de  1871. 

Vistos,  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor  Procurador 
General;  y  considerando  :  Primero,  Que  la  denuncia  hecha 
de  oficio  al  Juez  del  Crimen  en  Mendoza,  por  Don  Javier 
Molina,  Comisario  del  Cuarto  Distrito  Maipú,  se  refiere  úni- 
camente al  arreo  de  ciento  y  tantas  muías  de  las  robadas  en 
San  Jmn^  foja  cuatro :  Segundo,  que,  refiriéndose  á  un 
delito  ordinario,  reservado  al  fuero  común  de  la  Provincia 
en  cuyo  territorio  ha  sido  perpetrado,  el  Juzgado  Seccional 
ha  carecido  de  toda  jurisdicción  para  tomar  conocimiento  de 
la  causa,  siendo  además,  notable  la  irregularidad  de  que  apa- 
rezca en  el  Juzgado  Nacional,  sin  auto  del  Provincial,  ni 
oficio  de  remisión,  no  constando,  por  consiguiente,  de  que 
manera  ha  pasado  de  una  á  otra  jurisdicción:  Tercero,  Que, 
no  siendo  competente  el  Juez  de  la  Sección  para  conocer  de 
ese  proceso,  no  ha  podido  dictar  validamente  el  auto  de  foja 
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veinte  y  cuatro  vuelta,  por  el  cual  impuso  al  denunciante 
Molina  la  obligación  de  deducir  formal  acusación  en  término 
de  Aueve  dias,  ni  el  de  foja  veinte  y  siete  vuelta,  por  el  cual 
mandó  sobreseer  en  el  proceso,  con  reserva  de  su  derecho  al 
denunciado  Moyano,  ni  admitir  la  acusación  de  calumnia 
¿echa  por  este  á  foja  treinta  y  una,  en  virtud  de  la  reserva 
espresada;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado, 
corriente  de  foja  sesenta  á  foja  sesenta  y  dos,  y  préviu  pago 
de  costas  y  reposición  de  sellos,  se  devuelve  el  espediente, 
haciéndose  al  Juez  de  Sección  la  prevención  indicada  por  el 
señor  Procurador  General,  en  el  último  párrafo  de  su  prece** 
dente  vista. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.— José  Barros  Pa- 
zos— Marcelino  Ugarte. 
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cjlusa  :x^l.vii 


D.   Adolfo  Roger,  contra  D.  Pablo  Pruneda^  sobre  daños  y 

perjuicios. 


Sumario. — Los  jueces  Nacionales  no  ejercen  jurisdic- 
ción sobre  los  empleados  de  Provincia,  para  mandar 
que  estos  otorguen  testimonio  de  actos  pasados  ante 
los  Tribunales    Provinciales. 


Caso,  —  D.  Adolfo  Roger  representado  por  D.  Eduardo 
Tiífoinet,  demandó  á  D.  Pablo  Pruneda  por  los  daños 
,  y  perjuicios  que  decia  haberle  inferido  por  haberle  hecho 
cerrar  su  establecimiento  de  comercio,  pidiendo  su  de- 
claratoria de  quiebra. 

Conferido  traslado,  Pruneda  opuso  las  excepciones  de 
incompetencia  y  lilispendencia,  diciendo  que  revocada  la 
declaratoria  de  quiebra  sin  su  audiencia,  habia  apelado 
del  auto  relativo,  y  estaba  pendiente  la  apelación;  por 
lo  que  no  podia  decidirse  si  habia  lugar  ó  nó  á  la  indem- 
nización  antes    de    resolverse  la    apelación. 

Se  confirió  traslado,  y  Roger  dijo  que  para  contestar- 
lo le    era    necesario  la  copia   de  todo  lo  obrado  ante   el 
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Tribunal   de   Gomeicio,   y   pidió  se  oñciase  á  este   para 
que   el  Escribano  cel  Tribunal   otorgase   dicha  copia. 


Fall»  del    Jíuez   Seccional. 


San  Luis,  Abril  28  de  1871. 

No  ejerciendo  tste  Juzgado  jurisdicción  sobre  lo;  em- 
pleados de  Provbcia,  y  teniendo  el  ocurrente  espedita 
la  vía  para  ocurir.  por  sí  mismo  al  Juez  de  Comercio, 
para  que  se  le  otorgue  el  testimonio  que  sobre  lo  principal 
solicita,  no  ha  lugar,  y  ocurra  donde  corresponde :  al 
primer  y  segunde  oíro  ai,  como  se  pide. 

« 

Saravia. 

Apelado  poi  Roger  este  auto  fué  confirmado  por  el 
siguiente 

TaUo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  20  de  1871. 

Vistos:  Po*  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas 
el  auto  apeldo  de  foja  quince,  satisfechas  estas  y  re- 
puestos los  leilo»,  devuélvanse  los  ñutos. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Marcelino  Ugarte. 
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CÍ1.USA  ÜLI^Vin. 


D.  Manuel  Condom  (hijo)  contra  D.  Manud  Medina  sobre  ius- 
pensión  de  vn  juicio  ejecutivo  á  causa  as.  moratorias. 


Sumario.  — La  oposición  á  la  orden  de  sispension  de  los 
juicios  ejecutivos,  dictada  por  el  juzgado  de  oomercio,  en  vir- 
tud de  un  juicio  de  moratorias,  es  un  incidente  de  este,  y 
debe  ventilarse  ante  el  juez  de  las  mismas. 


Caso.  —  D.  Lorenzo  Jordana  siguió  un  jiicio  ejecutivo 
contra  D.  Manuel  Medina  por  cobro  de  pesos 

A  esta  ejecución  se  mezcló  otra  de  D.  Maauel  Condom, 
apoderado  de  Medina  contra  este  por  cobro  dt  costas  y  ho- 
norarios. 

Llegado  el  juicio  al  estado  de  haberse  ordenado  el  re- 
mate de  las  cosas  embargadas,  el  juez  de  sección  recibió 
una  nota  del  de  Comercio,  comunicando  que  ifedina  habia 
pedido  moratorias,  y  que  habiendo  llenado  hs  requisitos 
del  art.  1829  del  Cód.  de  Gom.  se  habia  decrdado  la  sus- 
pensión de  las  ejecuciones,  y  la  devolución  de  los  ob- 
jetos embargados. 

Hecho  saber  á  las   partes,   Jordana    hizo   piesenle  que 
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los  objetos  erobai;gadis  ya  hablan  sido  vendidos,  y  por 
consiguiente  debian  nandarse  liquidar  y  pagar  las  cos- 
tas,  entregándose  el  resto  al   solicitante. 

El   juez  dictó   el   siguiente  auto: 

Buenos  Atres^  Junio  3  de  1871. 

Y  vistos :  no  pudienio  el  juzgado  continuar  en  el  co- 
nocimiento de  esta  cajsa,  mientras  esté  pendiente  el  de 
moratorias,  que  como  miversal  avoca  á  si  todos  los  juicios 
que  se  siguieren  contra  el  deudor  Medina,  hágase  saber 
al  solicitante,  ocurra    ionde   corresponda. 

Zavaleta. 

D.  Manuel  Gondom  por  su  parte  se  opuso  á  la  petición 
del  juzgado  de  Gomersio,  alegando  que  Medina  no  era 
comerciante,  en  cuyo  caso  no  podian  concedérsele  mo- 
ratorias. 

Vftllo  éel  Juea  Seceioaal. 

-^ 

Buenos  Aires,  Junio  3  de  1871. 

Siendo  el  juicio  promovido  un  incidente  de  las  mo- 
ratorias, Dcurra  donde  corresponda. 

Zavaleta. 
Apelad)  este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 


FaUo  de   la  Suprenuí  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  20  de  1871. 

Visbs:  —  Por  su  fundamento  se  confirma   el  auto  ape- 
lado, iorríente  á    foja  cuarenta  y   siete  vuelta,  y  se  de- 


270  FALLOS   DE   LA   SUPRfiM  CORTE 

vuelve  después  de    satisfechas  las  cos||i8  y  de  repuestos 

los  sellos. 

» 

Salvador  Mará  del  Carril. — Fran- 
cisco Delg/do. — José  Barros  Pa- 
zos.—tMarcslino  Ugarte. 


CJLUSA    1ÍLL.I3IL. 


D.  Mariano  Cabal  contra   D.  Guillermo  Matti    lobre  reivin- 

dicaáon  y  llanos  y  perjuicios. 


Sumario.  — i  o  La  parte  á  quien  se  ha  codTerido  un 
traslado,  y  se  le  acusa  rebeldía,  no  decae  de  si  derecho 
sino  después  de  pasadas  las  24  horas  que  $  acuer- 
dan   para   contestarla. 

2""  No  puede  acusarse  rebeldía  á  la  parte,  qua,  antes 
de  contestar,  ha  deferido  posiciones  admitidas  por  el 
juzgado,    mientras  estas  no    sean    absueltas. 


Caso.  —  D.  Augusto  Almada  por  D.  Máximo   Gahl  de* 
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mandó  á  D.  Guillermo  Matli  por  ^a  entrega  del  vapor 
<  Proveedor»,   y  el  pago  de  sus  arrendamientos  é  intereses. 

Conferido  traslado,  Matti,  después  de  un  articulo  re- 
suelto en  su  contra,  contestó  la  demanda  acompañando 
varices    documentos. 

Se  dio  traslado  de  los  documentos  en  11  de  Febrero 
de  1871. 

En  15  del  mismo  Almada  pidió  se  regulasen  los  hono- 
rarios del  articulo. 

Se  decretó  en  22  de  Febrero  c  evacuado  que  sea  el 
traslado   se    proveerá.  »  ^ 

En    18    de   Febrero   Matti,    acusó  rebeldia. 

Se  intimó  se  contestara  el  traslado  dentro  de  24  horas, 
en   23  de   Febrero.   . 

Almada  pidió  se  suspendieran  los  efectos  de  este  de- 
creto, porque  no  estaba  aun  ejecutariado  el  otro  de  S2 
de  Febrero  del  cual  habia   reclamado. 

Por  auto  de  24  de  Febrero  declaró  el  juez  que  la 
rebeldía  acusada  habia  sido  estemporánea,  y  la  dejó  sin 
efecto,  suspendiendo  el  término  mientras  no  estuviese 
ejecutoriado  el  auto  de  la  misma  fecha,  no  haciendo  lugar 
al   recurso  contra  el   decreto  de  22  de  Febrero. 

Dictado  este  auto,  Almada  deñrió  posiciones  á  Matti,  para 
con  su  confesión  contestar  el  traslado. 

Se  citó  á  Matti  por  decreto   de  7  de  Mayo. 

Este  pidió  revocatoria  y  apeló  in  subsidium  de  dicho  de- 
creto. 

Se  conferió   traslado. 

Aln^a  no  se  hallaba  en  la  ciudad  á  causa  de  la 
epidemia    reinante  en   esa  época. 

El  traslado  se  le  notificó  por  fijación  de  una  cédula 
en  la  puerta  de  su  casa  cerrada,   en  17  de  Abril. 

En  23  de  Mayo,   Matti   acusó    rebeldia. 
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El  juez  por  auto  de  30  de  Mayo,  atentas  las  circuns-' 
tancias  excepcionales  de  la  época,  concedió  9  dias  á  Almada 
y  mandó  citarle  por   edictos. 

En  3  de  Junio  compareció  Almada  y  notiñcado  del 
auto  anterior,  contestó*  el  traslado,  oponiéndose  al  recurso 
dé  Matti. 

El  juez  por  auto  de  13  de  Junio  no  hizo  lugar  á  la  revo- 
catoria y  concedió  en  relación  la  apelación, 

Matti  hizo  presente  que  al  pedir  la  revocatoria  habla 
acusado  también  rebeldía,  y  que  nada  se  habia  resuelto 
sobre  estaf  por  lo  que  pedia  aclaraciones  al   respecto. 

FaUo  del  Jíuez  fileccionfil. 

Buenos  Aires,  Junio  17  de  1871. 

No  caducando,  con  arreglo  al  art.  12  de  la  ley  de 
Procedimientos,  ningún  derecho  sino  es  que  hubiesen  trans- 
currido las  24  horas  que  se  acuerdan  para  la  rebeldía,  sin 
que  la  parte  usara  de  su  derecho,  y  habiéndose  declarado 
estemporánea  la  rebeldía  acusada  en  el  escrito  de  fojas  60, 
como  resulta  del  auto  de  24  de  Setiembre  último,  y  estan- 
do pendiente  la  absolución  de  posiciones,  que,  según  lo  or- 
denado por  el  Juzgado, 'debe  ser  pérvia  á  la  contestación  del 
traslado  pendiente,  no  ha  lugar  á  la  rebeldía  acusada. — Re- 
póngase el  sello. 

Zavaleta. 

Apelado  este  auto  por  Matti  fué  confirmado  por  el  si- 
guiente 

Fallo  de  la   Suprema  €)orte. 

Buenos  Aires^  Julio  20  de  1871. 
Vistos: — Por  sus  fundamentos,  se   confirma  con  costas 
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el  auto  apelado  de   foja  ochenta  y  seis,  satisrechas  estas  y 
repuestos    los    sellos,    devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos, — 
Marcelino  Ugarte. 


CJLIJSi%     Ma. 


D.  Lorenzo  Jordana  contra  D.  Mantícl  Medina ^  sobre  suspen- 
sión de  un  juicio  ordinario  á  Ctiusa  de  moratorias. 


Sumario. — i^  El  curso  de  las  causas  pendientes  ó  que  de 
nuevo  se  iniciaren,  solo  se  suspende,  por  efecto  de  la  mora- 
toria, en  cuanto  á  la  ejecución. 

2o  El  juicio  de  moratorias  no  atrae  las  causas  iniciadas 
contra  el  deudor,  mientras  no  esté,  terminado  el  procedi- 
miento ordinario  y  se  trate  de  ejecutar  la  sentencia. 


Caso. — D.  Lorenzo  Jordana  siguió  ante  el  Juzgado  Nacional 

T.  I.  i9. 
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de  Buenos  Aires  un  juicio  ordinario  sobre  indemnización  de 
perjuicios  contra  U.  Manuel  Medina,  cuyo  juicio  concluyó 
por  sentencia  ejecutoriada  condenando  á  Medina  al  pago  de 
2,000  pesos  m/c,  y  á  la  indemnización  de  los  perjuicios  que 
liquidasen  los  peritos. 

Mientras  se   tramitaba  el  nombramiento   de  peritos,  se 
dictó  el  siguiente 


Fallo  del  Jíiiea  de  Seeeion. 


Buenos  Aires,  Juoio  15  de  i871. 

Resultando  de  otros  autos  seguidos  por  D.  Manuel  Gon- 
dom  hijo,  contra  D.  Manuel  Medina  por  cobro  de  honorarios, 
que  este  último  se  halla  concursado,  pásese  al  Tribunal  de 
Comercio  previo  pago  de  costas. 

ZavaUta. 

Jordana  apeló,  diciendo  que  Medina  no  se  hallaba  concur- 
ss^daí  pino  que  habia  pedido  moratorias,  y  que  por  estas  se 
suspendiau  las  ejecuciones,  perp  no  los  juicios  ordinarios, 
ni  estas  se  avocaban  aIJuez  de  las  moratorias. 

Se  concedió  la  apelación  y  el  auto  apelado  fué  revocado 
por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Julio  20  de  1871. 

Vistos  y  considerando :  Primero,   Que  de  los  otros  autos 
á  que  86  refiere  el  Juez  de  la  Sección,  que  han  sido  vistos 
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por  esta  Suprema  Corte,  no  resulta  que  Don  Manuel  Medina 
se  encuentre  concursado,  sino  simplemente  que  ha  pedido 
moratoria  hnte  el  Juez  de  Comercio  en  la  Provincia ;  Segun- 
do, Que  el  curso  ordinario  de  las  causas  pendientes,  ó  que 
de  nuevo  se  iniciaren,  solo  se  suspende,  por  efecto  de  la 
moratoria,  en  cuanto  á  la  ejecución,  como  espresamente  lo 
dispone  el  párrafo  segundo  artículo  mil  setecientos  cuarenta 
y  tres  del  Código  de  Comercio;  Tercero,  Que  no  hay  por 
consiguiente  razón  para  que  el  juicio  de  moratoria  atraiga, 
como  el  juicio  universal  de  concurso,  con  perjuicio  de  las 
jurisdicciones  en  que  se  encuentren  arraigadas,  todas  las 
causas  iniciadas  contra  el  deudor,  mientras  no  esté  termi- 
nado el  procedimiento  ordinario  y  se  trate  de  ejecutar  la 
sentencia;  se  revoca  el  auto  apelado,  corriente  á  foja  tres- 
cientos dos  vuelta,  y  se  devuelve  el  espediente  después  de 
satisfechas  las  costas  y  de  repuestos  los  sellos. 

Salvador  María  del  Carril — Francisco 
Delgado — José  Barros  Pazos — Mar- 
celino Ugarte. 
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CUASil.    I^f 


D.  Manuel  Cruz  Videla  contra  Z>.  Ursulo  Funes^  sobre  cum- 
plimiento de  contrato. 


Sumario. — El  que  altcraa.su  residencia  en  dos  pro* 
vincias,  y  en  una  de  ellas  tiene  propiedades  raices,  debe 
considerarse  vecino  de   esta. 


Caso.  — D.  Manuel  Cruz  Videla  vecino  de  Mendoza  de- 
mandó ante  el  juez  Nacional  de  Mendoza  á  D.  Ursulo  Funes 
sobre  el  cumplimiento  de  una  venta  de  hacienda  cele- 
brada en  Mendoza  en  Junio  de  1868,  alegando  ser  Funes 
natural  y  vecino    de  San  Luís. 

Conferido  traslado,  Funes  declinó  de  jurisdicción,  diciendo 
ser  también  vecino  de  Mendoza  donde  estaba  domicilia- 
do con  su  familia  con  ánimo  de  permanecer  alli,  y 
tenia  propiedades    raices. 

Agregó  que  siendo  ciudadanos  argentinos  el  demandante 
y  demandado,  y  vecinos  de  una  misma  provincia,  la  causa 
pertenecia  á   h.  justicia  provincial. 

Videla  negó  que  el  domicilio  de  Funes  &iese  en  Men- 
doza. 
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Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  de  esta  resultó  que 
Funes  alternaba  su  residencia  en  Mendoza,  como  en  San 
Luis,  y  tenia    propiedades  raices  en  Mendoza. 


Fallo  del  Jíuea  SaeaioiíAl. 


Mendoza,  Marzo  24  de  1871. 

Y  vistos. — D.  Manuel  Cruz  Videla  demanda  á  D.  Ur- 
sulo   Funes  por   falta    de   cumplimiento   de  un   contrato. 

El  demandado  declina  de  jurisdicción  alegando  que 
ambos  contendores  son  vecinos  domiciliados  q^ue  no  tienen 
entrada   ante   la  Justicia  FederaL 

Que   ese  pleito  debe  ir  á   la  jurisdicción  de  Provincia^. 

El  demandante  responde:  cque  su  colitigante  no  solo  es 

<  natural  de  San  Luis  ó  Córdoba  sino  que  alli  ha  teni- 
c  do  su  residencia  viniendo  á  esta  con  frecuencia  con 
i  motivo  de  sus    negocios  de  ganado,  sin  que  por   esto 

<  se  haya  establecido  aquí  hasta  hoy,  etc.  > — Teniendo 
presente:  Que  la  prueba  rendida  por  ambas  partes  en 
general  acredita:  que  D.  Ursulo  Funes  alterna  su  resi- 
dencia, ya  en  Mendoza  como  en -San  Luis  y  que  la  po- 
sición absuelta  á  foja  40  vuelta  por  D.  Manuel  Cruz  Videla 
confiesa  que  D.  Ursulo  Funes  tiene  Una  propiedad  raiz  en 
Mendoza. 

Con  arreglo  al  art.  11  de  la  Ley  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863  sobre  jurisdicción :  se  declara:  Que  siendo 
los  dos  contendores  vecinos  de  Mendoza,  en  el  concepto 
del  art.  dicho,  esta  causa  ó  su  conocimiento  correspon- 
de á  la  Justicia  provincial,  con  costas. — Repóngase. 

Palma. 
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Apelado   este  auto  en    relación,  fué  confirmado  por   el 
siguiente 


Fallo  de  1»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  25  de  1871. 

Visto :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  una,  y  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril — Fran- 
cisco Delgado — José  Barros  Pazos 
— Marcelino  Ugarte. 


■I  •  M 
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CAU»A  L.II. 


El  capitán  Blom  de  la  barca  rusa  c  Sennatin  »  contra  Dtetjen 

y  C^.  iobre  estadías  y  multa. 


Sumario. — I""  La  presentación  del  conocimiento  es  ne- 
nesaria  en  las  demandas  que  versan  sobre  cláusulas  del 
mismo. 

2^  Lo  es  también  cuando  se  trata  de  exigir  al  fleta- 
dor el  cumplimiento  de  obligaciones  especiales  contenidas 
en  la  póliza. 

3°  En  ese  caso  el  conocimiento  debe  tener  la  cláu- 
sula  segnn  la  póliza  de  fletamento. 

i*"  No  es  necesario  acompañarlo  á  las  demandas  sobre 
estadias  convenidas   en  la  póliza    de   fletamento. 

5^  En   ese  caso    basta   acompañar  esta  áltima. 


Caso.—l).  Luis  Burmeister,  por  el  Capitán  Blom  de  la 
barca  rusa  c Sennatin»  demandó  ante  el  Juez  Seccional 
de  Buenos  Aires  á  Deeljen  y  G*'  por  la  suma  de  £  1640 
importe  de  mulla  ^n  que  estos  habian  incui'rido,  y  es- 
tadias, por  no  haberse  hecho  la  descarga  dentro  del  téfmino 
estipulado. 
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Conferido  traslado,  Deetjen  y  (1*  opusieron  la  escep- 
cion  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
(a  demanda,  por  no  haber  acompañado  á  ella  un  ejem- 
plar del  conocimiento,  según  el  precepto  dei  art.  1211 
del  Gód.   de  Gom. 

Contestó  Burmeister  que  este  articulo  se  reñere  á  las 
acciones  relativas  á  la  carga,  su  magnitud,  peso,  condición 
etc.,  pero  nó  á  las  relativas  al  pago  de  flete,  y  pactos 
estipulados  en  el  contrato  de  fletamento,  para  las  que 
basta  la  póliza  acompañada  á  la  demanda,  art.  1186, 
inc.  6   y  7,   del   Cód.  de   Gom. 


Fallo    d«l  Jíiiex    Seccioaal. 


Buenos  Aires,  Julio  ^1  de  1871. 

Y  vistos.  Considerando:  1°  Que  la  presentación  del 
conocimiento  solo  es  necesaria,-  según  el  art.  1211  del 
Código  de  Comercio,  cuando  se  deduce  alguna  acción  que 
deba  resolverse  por  las  cláusulas  del  conocimiento,  como 
se  colije  de  la  redacción  del  Código  donde  está  inserto  di- 
cho articulo,  del  1210  y  segundo  párrafo  del  articulo 
1211,  ó  cuando  no  siendo  el  fletador  el  mismo  porta- 
dor del  conocimiento,  se  trata  de  exijirle  el  cumplimiento 
de  obligaciones  especiales  contraidas  en  la  póliza,  lo  que 
solo  tendría  lugar  en  el  caso  en  que  el  conocimiento, 
como  lo  previene  el  art.  1195  del  Código,  tuviese  lá  cláusu- 
la,  según  la  póliza  de  fletamento. 

2^  Que  no  se  trata  en  el  presente  juicio  de  exijir  el 
cumplimiento  de  obligaciones,  contenidas  en  el  conoci- 
miento, sino  del  pago  de  estadías  ó  sobre  estadías  que 
el  demandante   afirma  haber   sido  convenidas  en    la  pó- 
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liza  de  la  que  se  acompaña  un  ejemplar;  ni  los  deman- 
dados alegan  ser  terceros  portadores  de  los  conocimientos, 
ó  que  no  conocieron  las  cláusulas  de  la  póliza,  á  todo 
lo  cual  se  agrega  que  en  el  último  caso,  podrían  oponer 
como  perentoria  dicha   escepcion. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  al  articulo  pro- 
movido por  Deetjen  y  G*-  quienes  deberán  contestar  de- 
rechamente á  la  demanda,  previa  copia  que  se  hará  de 
las  piezas  de  los  documentos  que  lo  instruyan  según  lo 
ordenado  en  el  art.  8""  de  la  ley  de  procedimientos. — 
Repónganse   los  sellos. 

Manuel  Zavakta. 

Apelado  este  auto  en  relación,  fué  confirmado  por  el 
siguiente 

Fallo  de  I»  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  25  de  1871. 

Visto:  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  cinco,  y  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
•  CISCO  Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.— Marcelino  Ugarte. 
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CÍ1.USA    LilII 


Contienda  de  competencia  entre  el  limo.  Sr.  Obispo  de  San  Juan 
de  Cuyo,  y  el  Juez  de  la  Sección  de  San  Juan,  en  la  causa 
contra  el  Provisor  del  Obispado  Dr.  D.  Braulio  Laspiur,  por 
defraudación  de  rentas  fiscales. 


Sumario.  —  I**  Las  rentas  físcalesno  pueden  ser  invertidas 
sino  con  arreglo  á  la  ley  ó  presupuesto  de  gastos  nacionales. 

2o  La  ley  del  presupuesto  determina  la  inversión  que  debe 
darse  á  los  fondos  votados  para  el  sostenimiento  del  culto. 

3^  Por  el  hecho  de  entregarse  al  habilitado  de  la  respec- 
tiva Iglesia  para  que  tengan  la  aplicación  señalada,  no  se 
cambia  la  naturaleza  de  esos  bienes. 

Ao  El  habilitado. procede  en  eso  como  ájente  del  P.  E.  N. 
á  quien  compete  la  inversión,  y  quien  podría  hacerlo  por 
medio  de  empleados  directamente  nombrados  y  dependientes 
de  él. 

S**  La  imputación  de  que  dichos  fondos  hayan  sido  de- 
fraudados, constituye  la  de  un  delito  sometido  para  su  juzga- 
miento á  los  Tribunales  federales. 


Caso.  —  Gn  11  de  Marzo  de  1871  se  presentó  ante  elJuez 
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da  la  Sección  de  San  Juan,  D.  i\aimundo  Pujador  denuncian- 
do que,  durante  la  ausencia  del  Sr.  Obispo,  en  su  viaje  al 
Concilio  del  Vaticano,  el  Sr.  Provisor  encargado  del  Obispado 
Dr.  D.  Braulio  Laspiur,  en  las  planillas  de  sueldos  y  gastos  de 
la  Iglesia,  pasadas  á  la  Administración  de  Rentas  Nacionales, 
habia  hecho  ñgurar  al  esponente  m  clase  de  Sochantre  de 
la  Catedral,  oon  el  sueldo  de  28^ftes.  mensuales,  sin  que 
fuera  tal  Sochantre,  ni  hubiera  recibido  el  sueldo  asignado 
en  las  planillas. 

Con  esta  denuncia  se  inició  un  sumario  criminal  contra 
el  Provisor  Dr.  Laspiur,  dictándose  auto  de  prisión,  y  desig- 
nándosele en  atención  á  su  dignidad,  la  ciudad  por  cárcel. 

En  este  estado,  el  Dr.  Laspiur  ocurrió  al  limo.  Sr.  Obispo 
de  San  Juan,  esponiendo  que  los  bienes  de  que  se  trataba, 
desde  el  momento  de  ser  entregados  por  las  cajas  nacionales, 
pasaban  á  ser  eclesiásticos,  y  el  juzganaiento  de  su  adminis- 
tración é  inversión,  hecha  por  persona  eclesiástica  corres- 
ponde á  la  juriadiceion  eclesiástica,  que  invocaba  en  el  caso. 

Acompañó  á  esta  petición  la  copia  de  una  nota  de  20  de 
Febrero  de  1871,.  dirijida  por  el  Secretario  del  Obispado  á  la 
Contaduria  General  de  la  Nación,  coateniendo  estas  palabras. 
<  Sobre  el  Sochantre  de  la  Catedral  cuyo  sueldo  asignado  á 
c  esta  plaza,  se  ha  acostumbrado  pagar  en  dos  cantores  en 
c  quienes,  desde  anos  atrás  se  ha  empleado  la  dicha  cantidad 
c  como  á  Sochantres,  y  aun  ahora,  se  continúa  el  mismo  ré- 
%  jimen,  mieatras  se  consiga  el  personal  idóneo  que  pueda 
«  desempeñar  esta  plaza  y  ganar  esta  cantidad.  • 

El  Sr.  Obispo  corció  vista  al  fiscal  eclesiástico,  quien  dijo 
que  todo  estaba  reducido  á  que  el  Provisor»  sin  haber  Sochaa- 
traen  la  Catedral,  percibió  la  renta  asignada,  permitiendo 
que  como  tal  figurase  Pujador  en  las  planillas,  al  cual  no  se 
la  pagaba  íntegra ,  sino  como  á  uno  de  tantos  cantores  entre 
los  que  se  distribuia  aquella. 
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Que  la  ley  reconoce  como  fondos  de  la  iglesia,  las  cantida- 
des votadas  para  el  sostenimiento  del  culto,  y  por  consiguiente 
cualquier  abuso  sobre  ellas,  corresponde  ser  juzgado  por  la 
jurisdicción  eclesiástica. 

Que  por  otra  parte,  el  Provisor  habia  dado  conocimiento 
oficial  á  la  Contaduría  General  del  superávit,  y  la  conducta 
de  un  Provisor  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  no  podía  ser 
residenciada  sino  por  el  Sr.  Obispo. 

Por  lo  que  creia  que  debia  promoverse  contienda  de  com- 
petencia al  Juez  Nacional. 

« 

Fallo  del  Ilmo.  Señor  Obispo  de  San  Juan  de  Cuyo. 

San  Juan,  Abril  17  de  1871. 

Autos  y  vistos,  y  considerando]:  i°  Qué  el  Sr.  Juez  Federal 
de  esta  Provincia  ha  levantado  sumario  á  nuestro  discreto 
Provisor  y  Vicario  General  del  Obispo,  Presbitero  Dr.  Don 
Braulio  Laspiur,  donde  se  pretende  hacerlo  figurar  reo  de 
defraudación  al  Tesoro  Nacional,  sin  otro  precedente  que 
haberlo  denunciado  un  cantor,  D.  Raimundo  Pujador,  espo- 
niendo, que  en  la  planilla  de  pago  de  los  varios  funcionarios 
eclesiásticos  aparece  cual  Sochantre,  y  no  percibia  la  dota- 
ción detesta  plaza,  puesta  á  disposición  de  la  Curia  Ecle-^ 
siástica. — 2o  Que  no  estando  aun  provisto  ese  empleo  y  con- 
curríendo  al  servicio  otros  cantores  y  músicos,  el  discreto 
provisor  las  firmó  distribuyendo  entre  todos  ellos  la  renta 
asignada,  y  habiendo  resultado  un  superávit,  se  puso  á  dis- 
posición del  Contador  Jeneral,  después  de  dar  cuenta  á  nos. 
— 3o  Que  una  vez  recibido  aquel  sueldo,  dejó  de  ser  dinero  fis- 
cal, tanto  mas  cuanto  que  por  ley  del  presupuesto  Nacional, 
pertenece  á  fondos  eclesiásticos  ó  á  rentas,  con  que  deben  ser' 
remunerados  los  respectivos  empleados,  y  pasó  á  constituir  en 
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parte  y  lo  que  se  llama  bienes  de  la  Iglesia,  destinados  para 
fomento  del  Culto,  que  el  Gobierno  Nacional  es  obligado  á 
sostener,  según  el  código  fundamental. — Ao  Que  haciendo  el 
provisor  distribución  del  sueldo  entre  varios  cantores,  por  no 
estar  provisto  -  aquel  oficio  de  Sochantria,  con  reserva  del 
sobrante  para  dar  cuenta,  como  realmente  lo  hizo,  ejerció 
actos  de  mero  administrador  y  ecónomo,  de  los  cuales  solo 
incumbe  al  Obispo  conocer  y  jyzgar,  con  esdusion  de  otra 
autoridad  cualquiera,  y  calificarlos  arreglados  ó  abusivos. 

—  h""  Qué  á  ningún  Juez  Secular  le  es  permitido  darles 
distinto  carácter,  y  menos  titularlos  usurpación  al  Tesoro 
Nacional,  procurando  por  semejante  medio  indirecto  some- 
terlos á  juzgamiento  con  menosprecio  de  nuestra  autoridad 
Episcopal  y  vilipendio  del  sacerdocio,  produciendo  grande 
alarma  en  ambos  Cleros  secular  y  regular,  y  en  nuestra  so- 
ciedad por  entero,  viendo  repentinamente  preso  al  citado 
Provisor  y  Vicario  General,  como  9ctualmente  se  encuentra, 
por  actos  administrativos  y  económicos,  que  no  reconocen 
otro  Juez,  ni  reconocieron  desde  los  primeros  tiempos  de  la 
Iglesia  que  al  Diocesano,  según  doctrina  de  autores  canonis- 
tas, y  aun  puede  consultarse  el  Diccionario  Canónico,  edi- 
ción parisiense  de  1854 — attloulos  Administrador  y  Ecónomo. 

—  6^  Que  de  otro  modo  debería  tolerarse  á  los  jueces,  juz- 
gar hechos  ajenos  á  su  jurisdicción,  con  el  arbitrio  muy  fácil 
de  desfigurarlos  tan  solo  porque  al  fin  podrán  declarar  en 
sus  fallos,  que  no  merecieron  ser  calificados,  como  lo  fueron 
en  su  principio,  cuando  las  personas  sometidas  á  juicio  hu- 
bieren sufrido  vejámenes  tal  vez  injuriosos  y  sacrdegos.  — ^Por 
estas  consideraciones  y  varias  otras  que  omitimos  detallar, 
declaramos  con  lo  espuesto  por  el  Fiscal,  y  atento  al  art.  S**, 
ley  de  procedimientos  en  los  Tribunales  Nacionales,  que 
debemos  abrír  y  abrimos  desde  ya  competencia  al  Sr.  Juez 
Seccional,  para  que  nos  remita  todo  lo  obrado  en  su  Juzgado 
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contra  el  Discreto  Provisor  y  Vicario  General  del  Obispado 
Dr.  D.  Braulio  Laspiur,  so  protesto  del  denuncio  de  un  can«* 
tor,  dicho  Pujador,  invadiendo  la  jurisdicción  eclesiástica, 
con  el  supuesto  non^bre  de  defraudación  al  Tesoro  Nacional, 
que  se  ha  dado  á  aquellos  actos,  practicados  por  un  empleado 
eclesiástico,  autorizado,  y  que  de  ese  modo  queda  espedila 
nuestra  privada  autoridad,  reservándonos  en  el  caso  -ines*' 
perado  de  no  ceder,  llevar  esta  cuestión  para  ante  la  Exma. 
Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional;  diríjase  en  consecuen- 
cia el  correspondiente  oflcio  con  sus  antecedentes  al  Sr. 
Juez  Federal,  y  diríjase  también  inmediatamente  las  notas 
acordadas  —  El  Obispo.  — ^  Está  conforme :  Salvador  GiUii 
Secretario. 

El  Juez  Nacional  dio  vista  de  este '  auto  al  procurador 
fiscal,  quien  sostuvo  la  competencia  del  juzgado  federal  en 
el  caso. 

Dijo  que  habiéndose  abolido  todo  fuero  personal  debia  pres- 
cindir de  la  calidad  personal  del  acusado,  para  ocuparse  solo 
de  la  materia  del  juicio. 

Que  la  ley  tle  i4  de  Setiembre  de  1863  sobre  competen- 
cia de  los  Tribunales  Nacionales,  atribuye  á  los  jueces  de 
Sección  el  conocimiento  de  los  delitos  sobre  defraudación  de 
la  renta  pública. 

Que  esta  era  el  delito  denunciado. 
Que  no  era  exacta  la  teoría  del  fiscal  eclesiástico  sobre 
los  fondos  destinados  al  sostenimiento  del  culto,  porque 
el  Ejecutivo  Nacional,  al  mandar  hacerlos  pagos  tiene  el 
deber  por  la  ley  de  cuidar  que  los  agentes  encargados  para 
ello,  les  den  la  debida  aplicación,  y  enjuiciarlos  en  caso  de 
malversación. 

Que  á  estar  á  la  doctrina  del  señor  Obispo,  podría  el 
encargado  do  recibir  la  planilla,  alzarse  con  su  importe,  in- 
clusa  la  partida  asignada  al  Obispo,  sin  que  nada  pudiera 
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hacer  el  Ejecutivo  Nacional,  ni  tampoco  el  Obispo  porque 
encontrándose  él  mismo  robado  no  podría  ser  juez  en  el 
cwo. 

Que  según  el  mismo  auto  del  señor  Obispo,  el  Provisor 
al  rendir  cuenta  de  su  administración  presentó  un  superá- 
vit en  dinero  que  puso  á  disposición  de  la  Contaduría  Na- 
cipnalf  la  cual  era  una  prueba  contra  sus  asertos,  porque 
si  los  tesoros  nacionales  se  convierten  en  eclesiásticos  por 
el  mero  hecho  de  hacerse  el  abono  de  la  planilla  de  la  Cu- 
ria, la  devolución  no  se  habria  verificado,  sino  que  el  su- 
perávit se  habria  reservado  para  disponer  de  él  ad  libitum 
en  beneficio  de  la  Iglesia. 


Vallo    del    Jues   Seccional. 


San  Juan,  Abril  20  de  1871. 

Vi9tos  estos  autos  sobre  competencia  promovida  por  el 
limo.  Sr.  Obispo  de  esta  Diócesis,  reclamando  la  jurisdicción 
de  la  causa  criminal  iniciada  ante  este  juzgado  contra  el 
Sr.  Provisor  y  Vicario  General  del  Obispado  Dr.  D.  Braulio 
Labpiur,  por  haber  hecho  fígurar  empleados  supuestos  en 
las  planillas  de  sueldos  de  la  Curia  Eclesiástica,  con  lo 
espuesto  por  el  Sr.  Fiscal,  y  considerando  especialmente — 
lo  Que  en  el  sumario  levantado  en  virtud  de  la  denuncia 
de  D.  Raimundo  Pujador,  de  haber  figurado  como  sochantre 
del  Cabildo  Eclesiástico,  en  las  planillas  firmadas  mensual- 
mente  por  el  referido  señor  Provisor,  no  se  trata  de  un  deli- 
to por  mala  administración  de  biene$  eclesiásíico$,  ni  de  la 
conducta  del  señor  Provisor  y  Vicario  General  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  como  falsamente  lo  supone  el  Fiscal 
Eclesiástico  y  lo  establece  el  limo.  Sr.  Obispo  en  su  auto 
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de  fojas  cinco ;  2o  Que  sujetándose  á  los  términos  espre- 
sos de  la  denuncia  que  dio  ocasión  al  sumario,  se  vé  cla- 
ramente que  el  delito  que  se  persigue  es  el  de  defraudación 
'  de  las  Rentas  Nacionales,  presentando  planillas  falsas,  6  sean 
documentos  ó  cuentas  falsas^  previsto  por  el  art.  82  de  la  ley 
penal  del  14  de  Setiembre  del  63 ;  3o  Que  en  los  mismos 
hechos  denunciados  se  encuentra  comprendido  el  delito  de 
€  falsedad  >  previsto  por  el  art  64  de  la  misma  ley  en  sus 
incisos  2o  y  4o  y  cuyo  conocimiento  como  el  anterior,  es- 
tá sujeto  por  dicha  ley  al  juzgamiento  de  los  Tribunales 
de  la  Nación ;  4o  Que  por  lo  espdesto  se  vé  claramente  que 
el  verdadero  cuerpo  del  delito  que  motiva  este  proceso,  es  la 
planilla  falsa  Armada  y  presentada  por  el  señor  Provisor 
según  el  denuncio  para  ser  abonada  por  el  Tesoro  Nacional^ 
la  que  en  ningún  sentido  puede  considerarse  como  materia 
eclesiástica  para  los  efectos  del  fuero ;  5^  Que  es  contrario 
á  todo  principio  y  aun  del  buen  sentido,  la  teoría  sentada 
por  el  limo.  Sr.  Obispo,  de  considerar  como  bienes  eclesiás- 
ticos los  dineros  de  la  Nación,  aun  siendo  mal  cobrados  y 
mal  percibidos^  por  el  solo  hecho  de  haber  ingresado  á  los  bie^ 
nes  de  la  Iglesia^  siendo  una  prueba  latente  de  ello,  el  acto 
espontáneo  veriflcado  por  el  mismo  señor  Obispo  de  poner  á 
disposición  del  Tesoro  Nacional  el  superávit^  de  la  cantidad 
que  por  razón  del  sochantre  entiende  haberse  cobrado  de 
m4is ;  6"^  Que  las  demás  razones  en  que  se  funda  el  auto 
del  señor  Obispo,  de  fojas  cinco  relativas  á  la  inocencia  del 
procesado  y  el  estado  de  alarma  del  clero  y  sociedad,  son 
inoportunas  é  impertinentes  en  la  presente  cuestión  en  que 
solo  se  trata  de  la  jurisdicción.  Por  estas  consideraciones 
y  las  que  espone  en  su  vista  el  señor  Fiscal,  de  conformi- 
dad á  ella — Fallo  y  declaro :  que  este  Juzgado  tiene  juris- 
dicción y  es  competente  para  conocer  y  resolver  en  el  pre- 
sente juicio,  no  haciéndose  lugar  á  la  remisión  de  los  autos 
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solicitada  por  el  señor  Obispo ;  comuniqúense  por  oñcio 
acompañándose  copia  de  la  vista  Fiscal  y  del  presente  auto, 
con  recomendación  de  avisar  al  Juzgado  si  insiste  ó  desiste 
de  su  reclamo,  á  los  efectos  del  articulo  cincuenta  y  uno  de 
la  Ley  de  procedimientos  del  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres. 

Nataniel  Morcillo. 

Habiendo  insistido  cada  uno  en  sostener  su  competencia, 
se  remitieron  los  autos  á  la  Suprema  Corte. 

Vista  la  causa,  se  conflrió  vista  al  señor  Procurador 
General  c  para  mejor  proveer.  > 

Este  funcionario  espuso  que  el  Juez  de  Sección  pretendía 
con  razón  que  el  caso,  como  todos  los  de  defraudación  de 
rentas  cometida  por  la  presentación  de  falsas  cuentas,  caía 
bajo  su  jurisdicción,  porque  era  un  delito  deñnido  y  penado 
por  las  leyes  del  congreso  y  afectaba  los  intereses  fiscales. 

Que  si  se  tratara  de  residenciar  al  Provisor  por  el  modo 
como  había  manejado  los  bienes  de  la  iglesia,  sería  el  caso 
de  competencia  del  Obispo ;  pero  que  se  trataba  de  un  de- 
lito cometido  en  perjuicio  del  Fisco  Nacional,  de  haber  es- 
tado percibiendo  el  sueldo  de  un  empleado  por  medio  de  una 
falsedad. 

Que  perseguir  este  delito  lejos  de  ser  un  abuso  ó  un  sa- 
crilejio,  era  un  acto  de  justicia  altamente  moralizador,  al 
que  debió  contribuir  todo  el  clero  virtuoso  y  honrado,  y  el 
prelado  el  primero,  porque  no  puede  patrocinar  la  menti- 
ra sin  rebajar  su  dignidad  y  los  respetos  de  que  debe  ro- 
dear su  mitra. 

Pidió  se  declarase  que  el  conocimiento  de  la  causa  cor- 
respondía al  Juez  de  Sección. 

T.  I.  20. 


\ 
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Fiaio  ám  I»  Huprem»  €)orim. 

Buenos  Aires^  Julio  25  de  1871. 

Vistos :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General,  y  considerando:  Primero^  que 
que  las  rentas  que  forman  el  tesoro  de  la  Nación,  no  pueden 
ser  invertidas  sino  con  arreglo  á  la  ley  ó  presupuesto  de 
gastos  nacionales,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
trece,  artículo  ochenta  y  seis  de  la  Constitución  Federal ; 
segundo^  que  la  ley  del  presupuesto  determina  espresamente 
la  inversión  que  debe  darse  á  los  fondos  vots^os  por  el 
Congreso  para  el  sostenimiento  del  culto;  tercero^  que, 
por  el  hecho  de  entregarse  al  Obispo,  administrador,  ecó- 
nomo ó  habilitado  de  la  respectiva  Iglesia,  para  que  ten- 
gan, por  intermedio  suyo,  la  aplicación  á  que  han  sido 
destinados,  no  se  cambia  la  naturaleza  de  esos  bienes; 
pues,  en  la  distribución  que  de  ellos  hace  el  Obispo, 
administrador,  ecónomo,  ó  habilitado  de  la  Iglesia,  no 
procede  sino  como  agente  especial  para  ese  objeto,  del  Po- 
der Ejecutivo  Nacional,  á  quien  compete  la  inversión,  con- 
forme al  antes  citado  artículo  de  la  Constitución,  y  que 
podría  hacerlo,  con  prescindencia  del  Diocesano,  por  me- 
dio de  empleados  directamente  nombrados  y  dependientes 
de  él ;  (marto^  que  esta  doctrina  ha  sido  reconocida  por  el 
señor  Obispo  de  Cuyo,  en  el  hecho  de  dar  cuenta  al  Ejecu- 
tivo Nacional  de  la  inversión  de  los  fondos  destinados  al 
culto,  y  de  poner  á  su  disposición  el  sobrante ;  quinto^  que 
falta,  en  consecuencia,  el  único  fundamento  aducido  por  su 
Señoría  Ilustrísima  para  formar  competencia  al  Juez  de  Sec- 
ción, esto  es,  la  suposición  de  que,  por  el  hecho  de 
salir  del  tesoro  nacional,  los  fondos  votados  para  el 
culto  se  convierten  en  bienes  eclesiásticos,  sujetos  á  su 
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jurisdicción  esclusiva ;  sesto^  que,  desapareciendo  ese  único 
fundamento,  la  imputación  de  que  los  fondos  lian  sido  de; 
fraudados,  sea  hecha  con  razón  ó  sin  ella,  constituye  la 
imputación  de  un  delito  previsto  por  la  ley  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  y  sometido 
para  su  juzgamiento  al  Juez  de  la  Sección,  á  quien  corres- 
ponde oportunamente  declarar  la  culpabilidad  ó  la  inocen- 
cia del  imputado,  conforme  á  los  artículos  segundo  y  tercero 
de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales ;  por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del 
auto  que  corre  de  foja  cuarenta  y  cinco  vuelta  á  foja  cua* 
renta  y  siete,  se  declara  que  el  Juez  de  Sección  en  la  Pro- 
vincia de  San  Juan,  es  el  competente  para  conocer  y  decidir 
en  este  juicio;  devuélvasele,  en  consecuencia,  el  espedien- 
te, junto  con  el  actuado  ante  la  Curia  Eclesiástica,  comu- 
nicándose por  oficio  esta  resolución  al  Ilustrisimo  señor 
Obispo  de  San  Juan  de  Cuyo* 

Salvador  María  del  Carril. —Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— Marcelino  Ugabte. 
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C.4VHA    L.1V. 


Lamas,  Regúnega  y  C^.   contra  D.  Alejandra  Paz^  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario.^^El  auto  de  solvendo  en  el  juicio  ejecutivo  no  es 
apelable. 


Caso, — (1)  Pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sen- 
tencia de  la  Suprema  Corte,  (echa  23  de  Marzo  de  i871,  en 
la  causa  seguida  por  Lamas,  Regúnega  y  G*.  contra  D.  Ale- 
jandro Paz,  por  cobro  ejecutivo  de  pesos,  el  Juzgado  de  Sec- 
ción dictó  auto  de  solvendo  contra  el  ejecutado. 

Paz  pidió  revocatoria  del  auto  de  solvendo,  Fundado  en 
que  Lamas,  Regúnega  y  G^.  no  tenian  personería,  la  que 
solo  correspondia  al  Banco  de  Londres  y  Uio  de  la  Plata. 

El  Juzgado,  en  atención  á  que  después  de  protestada  la 
letra  por  el  Banco  de  Londres,  habia  sido  cobrada  con  inte- 
reses y  costas  al  endozante  Lamas,  Regúnega  y  G^.  á  quien 
se  transfirieron  los  derechos  contra  Paz,  no  hizo  lugar  á  la 
revocatoria.  . 

(1)    Véase  pajina  108. 
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Paz  apeló  entonces  para  ante  la  Suprema  Corte,  fundado 
en  que  ni  la  transferencia  ni  el  poder  del  apoderado  de  los 
ejecutantes,  estaban  autenticados  como  debían,  habiendo 
sido  otorg;ados  en  otra  Provincia. 

Fallo  del  Jues  de  9ecelon. 

Buenos  Aires,  Julio  i^  de  1871. 

No  siendo  el  auto  recurrido  de  los  que  pueden  apelarse, 
con  arreg;lo  al  juicio  ejecutivo,  no  ha  lugar;  y  siendo  poter- 
tativo  en  el  Juzgado  el  mandar  autenticar  los  documentos, 
que  se  exhibieren,  cuando  no  vienen  revestidos  de  todos  los 
requisitos  legales,  intímese  al  ejecutante  lo  haga  con  arreglo 
al  artículo  2o  de  la  ley  de  26  de  Agosto  de  i  863. 

Ugarriza, 

No  conformándose  Paz  con  este  auto  ocurrió  directa- 
mente á  la  Suprema  Corte. 

Con  el  informe  del  Juez  de  la  causa  en  que  constan  los 
hechos  mencionados  se  dictó  el  siguiente ; 

Fallo  de  la   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1871. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  informe,  devuélvase  al 
Juez  de  la  causa  para  que  lleve  adelante  sus  procedimientos, 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  M.  del  Carril — Francisco 
Delgado— José  Barros  Pazos  — 
Marcelino  Ugarte. 
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füíenio  Pando,   por  cobró  de 


^  ídéatioos  deben  dictarse  idéO' 


'Garñas,  con  poder  de  D.  Juan 
istituyó  á  este  por  escritura  de 
leudor  por  la  suma  de  2,000 
is  desde  24  de  Julio  del   mis- 

á  favor  de  D.  Francisco  Bus- 
tiendo  la  obligación  con  la  hi- 
representado  sito  en  Mendoza, 
icio  ejecutivo  para  el  pago  de 

iatereses,  contra  D.  Juan  An- 
ote, D.  Pablo  Salas  por  Pando 
habilidad  del  título,  diciendo 
(las  habia  carecido  de  facultad 
to   que    fundaba    la  ejecución. 


/ 
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^  "^^on  que  el   poder  de  D.  Urizar 

.'^.^.  B^  no  solo  contenia  autorización 

^         '^^  1^  la  cuentas  del  Establecimiento 

,  "^^j^  iiniquitos  que  fué  el  origen  de  su 

''^¿^       ^^       ^  tenia  también  la  facultad  de  represen- 

'  :^/^^^     ^'^  ^uicío,  ajustar  toda  clase    de   transacio- 

"  *^  ^^^^^  ^j^  jntos  sin  limitación  alguna. 

^1^  .s  Urizar   Garfias   habia   ejercido  un  mandato 

y   el  caso  debia  ser  resuelto  por  el  art,  347 

go  de  Comercio,    que  obliga  al  mandante  aunque 

jodatario  hubiese  excedido  los  términos  de  sus  faculta- 

j,  dejándole  solamente  sus  acciones  para  repetir  contra 

el  mandatario 

Se  recibió  á  prueba  la  escepcion  y  producida  la  que  se 
relaciona   en  el  auto  del  Juez,  se  dicto  el   siguiente 


Fallo  del  Jues   Seccional. 

Mendoza^  Marzo  23  de  1871. 

Y  vistos :  Con  lo  alegado  en  audiencia  del  Lunes  6 
del  corriente  por  el  abogado  de  D.  Juan  Antonio  Pando  y 
en  virtud  del  memorial  último  que  presentó  D.  Francisco 
Bustos  en  contestación  al  informe  oral  del  susodicho  abo- 
gado. 

Sin  tomar  en  cuenta  el  Código  Argentino  por  ser  este 
un  caso  retroactivo  á  su  sanción  y  vigencia. 

Considerando,  1"*  que  el  ejecutado  no  ha  probado  la  escep- 
cion opuesta  de  inhabilidad  del  título  (foja  9)  por  cuanto  toda 
8U  argumentación  la  hace  consistid  en  la  serie  de  poderes  que 
acompaña  por  su  escrito  de  f.  31. 

2^  Que  todos  estos  no  dicen  mas :  que  D.  Antonio  Urizar 
Garfías  no  pudo  constituir  jueces  arbitros  etc.,  ni  hipóte- 
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car,  etc.,  ni  comprar  propiedades   raices  sin  su    espresa 
facultad. 

3<^  Que  el  punto  de  la  disputa  no  es  este,  sino  el  saber, 
¿si  D.  Antonio  Urizar  Garfias,  pudo  ó  nó  legiHmamente  jírar, 
abrir  crédito,  en  una  palabra,  contraer  préstamo  ó  mutuo, 
obligando  una  propiedad  raiz  de  su  comitente. 

4^  Que  este  es  un  problema  ya  resuelto  en  el  juicio  de 
D.  Fabián  Correa  con  Pando,  caso  idéntico  á  este  por  sen- 
tencia de  8  de  Junio  de  1870  confirmada  por  la  Suprema  de 
29  de  Noviembre  del  mismo  año,  es  decir,  que  el  poder 
constante  á  foja  65  está  ya  calificado  por  sentencia  ejecuto- 
riada dada  de  grado  en  grado  y  á  mas  segundada  por  otra  de 
1*  Instancia  pendiente  ante  el  superior  por  ejecución  de  D. 
Claudio  Moyano  contra  Pando,  escritura  pública  con  la  misma 
hipoteca  que  la  que  se  jestiona  actualmente 

5"^  Que  ante  decisiones  de  tal  clase  la  cosa  juzgada  es  su- 
prema ley  .y  los  Tribunales  tienen  que  ser  consecuentes  en 
sus  fallos,  los  cuales  han  resuelto  ya,  que  Don  Antonio 
Urizar  Garfias  á  virtud  del  poder  de  foja  65  pudo  muy  bien 
negociar  jiros  y  préstamos  de  dinero  para  dar  impulso  al 
negocio  de  su  principal,  mas  no  hipotecar  las  cosas  raices 
de  este  último.    . 

6o  Que  á  todo  se  agrega  que  el  negocio  de  jiros  en  esta 
plaza  para  el  esterior  de  esta  Provincia  aparece  corriente  y 
admitido  entre  Pando  y  Urizar  como  lo  manifiestan  las  piezas 
constatadas  en  autos  de  f.  15  vuelta  á  19y  claramente 
entra,  tpso  jt/re,  en  la  amplitud  del  poder  de  f.  20  trasmitido 
después  á  D.  Antonio  Urizar  Garfias. 

Obedeciendo  la  cosa  juzgada  y  en  consonancia  de  los  fun- 
damentos espuestos. 

Se  declara :  Que  la  escritura  de  f.  1,  fechada  el  18  de  No- 
viembre de  1869  vale  como  crédito  escriturario  y  no  hipóle^ 
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cario  en  razón  que  el  poder  de  Pando  á  Urizar  no  es  bastante 
para  hipotecar.  Por  tanto : 

No  ba  lugar  á  la  oposición  con  costas. 

Llévese  adelante  la  ejecución  por  capital  é  intereses  inso- 
lutos. Asi  lo  proveo  y  mando  por  esta  mi  sentencia  de- 
ñnitiva. 

El  actuario  agregue  al  pié  del  poder  de  f .  20  la  sustitución 
de  D.  Fernando  Urizar  á  favor  de  su  hijo  Don  Antonio  Urizar 
Garfias  en  caso  que  hubiese  apelación. 

Juan  Palma. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprevi»  Caerte. 

Buenos  Aires,  Julio  29  de  1871. 

Yutos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  sesenta  y  ocho;  y  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Francis- 
co Delgado. —  José  Barros  Pazos.  — 
Marcelino  Ugarte. 


*^—* 
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CJLUSA    LiVI. 


Dm  Clodomiro   Moyano   contra   D.  Juan   Antonio  Panao^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  En  casos   idénticos  deben  dictarse  idénticas 
resoluciones. 


Caso.  — En  Mendoza  á  27  de  Octubre  de  1869,  D.  Anto- 
nio Urizar  Garfias,  con  poder  de  D.  Juan  Antonio  Pando, 
chileno,  reconoció  á  fovor  de  D.  Clodomiro  Moyano,  argen- 
tino, ki  suma  de  8,050  pesos  boliv.  66  cent,  con  el  interés 
de  i  por  ciento  mensual,  declarando  que  esa  suma  era  la 
misma  de  que  habia  otorgado  escritura  en  19  de  Mayo  del 
mismo  año,  sin  mencionar  qae  la  otorgaba  como  apode- 
rado de  Pando,  y  que  por  lo  tanto,  debia  retrotraerse  el 
reconocimiento  á  la  fecha  de  19  de  Mayo,  debiendo  el  pago 
efectuarse  á  los  AO  dias  en  moneda  boliviana ;  y  garantió 
la  deuda  con  la  hipoteca  de  un  sitio,  bodegas  y  plantío  de 
propiedad  de  Pando. 

El  poder  en  virtud  del  cual  Urizar  Garfias  contrajo  la 
obligación  mencionada,  con  tenia  facultades  generales  para 
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representar  los  derechos  y  acciones  de  Pando ;  iniciar,  se- 
guir y  concluir  los  asuntos  y  pleitos  iniciados  y  á  iniciarse; 
administrar  todos  sus  intereses,  recaudando  los  que  se  ha- 
llaren en  poder  de  otros ;  exigir  y  tomar  cuentas ;  compro- 
meter en  arbitros,  transigir  cuentas,  cobrar  créditos  y 
documentos,  tomar  posesión,  otorgar  recibos  y  finiquitos ; 
y  hacer  y  practicar  cuanto  el  otorgante  pudiera  practicar  en 
sus  propios  intereses  y  bienes. 

En  19  de  Enero  de  1870,  Moyano  en  virtud  de  la  es- 
critura de  27  de  Octubre  entabló  juicio  ejecutivo  contra 
Pando. 

Citado  de  remate  el  deudor,  su  apoderado  D.  Pablo  Salas, 
opuso  la  escepcion  de  inhabilidad  del  título,  alegando  que 
Drizar  Garfias  no  tenia  facultad  para  reconocer  deudas  en 
escritura  pública,  é  hipotecar  bienes  en  perjuicio  de  Pando. 

Sustanciada  la  escepcion  y  producida  la  prueba,  se  dictó 
el  siguiente 

« 

Fallo    del   Jíues   Seccional. 

Mendoza^  Enero  26  de  1871. 

Y  vistos,  teniendo  á  la  vista  el  espediente  entre  D.  Fa- 
bián Correa  y  D.  Juan  Antonio  Pando,  núm.  321. 

Refleccionando  que  este  caso  es  idéntico  al  de  Correa,  y 
que  por  sentencia  de  29  de  Noviembre  de  1870  se  confirma 
la  de  1*  Instancia  de  8'  de  Junio  del  mismo  año. 

Se  declara :  que  es  valido  el  título  otorgado  el  27  de 
Octubre  de  1869  corriente  á  f.  2  y  3  de  este  cuaderno, 
como  escritura  simple,  pero  no  como  hipotecario,  valiendo 
para  este  caso  los  fundamentos  de  mi  sentencia  ya  citada. 
En  su  virtud  no  es  lejítima  la  escepcion  opuesta  en  el 
sentido  de  ser  enteramente  nulo  el  título  ya  dicho.     Este 


300  FALLOS   DB   LA   SUPREMA  CORTE 

valga  como  crédito  escriturado.     En  consecuencia;  se  pro- 
nuncia sentencia  de  trance  y  remate. 

Llévese  adelante  la  ejecución  por  todos  sus  grados  é  ins- 
tancias, tácese  el  fundo  hipotecado,  remátese,  y  con  su 
producto,  hágase  cumplido  pago  al  ejecutante  por  capital 
insoluto,   intereses  y  costas. 

Y  por  esta  mi  sentencia  deflniliva,  así  lo  proveo  y  mando. 

Repóngase. 

Juan  Palma. 

Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Vallo  de  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires>  Julio  29  dé  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  nu^ve;  y  satisfechos 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril— Fran- 
cisco Delgado — José  Barros  Pa- 
zos—Marcelino Ugarte. 
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CttWJL     L.VII 


La$  herederos  de   D.    José  B,   Molina    contra  D.    Dionisio 

Várela^  sobre  recurso  de  rescisión. 


Sumario.  —  lo  El  contumaz  declarado  puede  interponer 
el  recurso  de   rescisión. 

2o  Este  recurso  no  puede  ser  otro  que  el  designado 
con  el    nombre    de  recurso  de  nulidad. 

3o  De  toda  petición  ó  escrito  de  que  haya  de  darse 
traslado,  así  como  de  los  documentos  con  que  se  ins- 
tniya,  debe  acompañarse  una  copia  en  papel  simple,  firmada 
por  la  parte  que  lo  haya  presentado. 

4o  Esa  copia  debe  ser  entregada  al  demandado,  al 
notificársele   el   traslado  de   la  demanda. 

5o  Este  requisito  es  esencial  para  la  validez  del  em- 
plazamiento. 

6o  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  lo  pres- 
crípto  en  la   ley,    anula  los  procedimientos  subsiguientes. 

7o  La  notificación  del  emplazamiento,  sin  entregar  la 
copia  de  la  demanda  y  documentos  con  que  se  instruye, 
contraviene  á  lo  proscripto  en  el  art.  59  de  la  ley  de 
procedimientos. 
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80  El  demandado  no  debe  ser  declarado  incurso  en  re- 
beldía,  cuando  ha   sido  nula  la  cédula  de  emplazamiento. 

9o  En  ese  caso  debe  ser  emplazado  nuevamente  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  i  87  de  dicha  ley. 

iO.  Mucho  mas  si  el  juez  emplazante  advierte  In  omisión, 
por  haberla  hecho  valer,  aunque  en  forma  irregular,  al 
emplazado. 


Caso. — Por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  12  de  Fe- 
brero de  1870  fué  condenado  D.  Marco  Antonio  Lio- 
veras  por  el  delito  de  rebelión,  á  la  pena  de  cuatro  años 
de  destierro  y  á  la  mulla  de  2^000  pesos  boliv.  con 
las  responsabilidades  civiles  del  caso,  y  costas  del  pro- 
ceso. 

En  Enero  de  1868  D.  Dionisio  Várela  solicitó  ante 
el  Juez  de  Sección  de  San  Juan  se  levantara  una  su- 
maria para  acreditar  que  por  orden  del  Gobierno  revo- 
lucionario de  D.  José  B.  Molina,  siendo  sus  Ministros 
D.  Marco  Antonio  Lloverás  y  D.  Federico  Legrand,  fué 
puesto  incomunicado  con  grillos,  se  le  impuso  una  multa 
de  2,000  pesos  boliv.,  fué  destituido  del  cargo  de  Juez 
del   Crimen,   y  desterrado   para  Chile. 

Acreditados  estos  hechos,  formuló  una  cuenta  de  4020 
pesos  boliv.  por  perjuicios,  y  entablando  querella  civil* 
demandó  su  pago  contra  D.  Marco  Antonio  Lloverás,  y 
los  herederos  de  D.  José  B.  Molina,  pidiendo  se  embar- 
garan bienes  á   los    demandados. 

Se  dio  traslado  de  la  querelle,  mandando  citar  á  los 
herederos  Molina  en  Mendoza,  y  se  ordenó  el  embargo 
de  bienes  por  valor  de    2,500  pesos  bolivianos. 

Los  herederos  Molina  fueron  notiflcados  de  la  querella 
el  16  de  Marzo  de   1869,   pero  sin   entregárseles  la  có- 
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pía  de  la  querella  y  sus  antecedentes,  y  se  ejecutó  el 
embargo   sobre   una   finca    de  Panquegüa    en  Mendoza. 

Los  herederos  Molina  pidieron  al  Juez  de  Sección  de 
Mendoza  hiciera  saber  al  de  San  Juan  que  la  finca  de 
Panquegüa  les  pertenecía  por  herencia  maternal  y  que 
apelaban  del  auto  ordenando    el  embargo. 

Remitidas  las  diligencias  al  Juez  de  Sección  de  San 
Juan,  este  declaró  que  era  ilegal  la  forma  del  recurso, 
y  que  se  hiciera  saber  á  los  herederos  Molina  que  de- 
bían comparecer  á  estar  á  derecho  dentro  de  8  dias 
desde  la  notificación. 

En  8  de  Junio  de  i  869  fueron  notificados  todos  los 
herederos  Molina,  y  á  petición  de  Várela  fueron  de- 
clarados rebeldes  en  15  de  Julio  j)or  no  haber  compa- 
recido. 

Desde  entonces  siguió  la  causa  con  Lloverás,  y  sus- 
pendida esta  hasta  la  conclusión  de  la  causa  criminal 
resuelta  por  el  fallo  mencionado  de  12  de  Febrero  de 
1870,   se  dictó  <este 


Fallo    del  Jíues  Scceional. 

San  Juan,  Marzo  23  de   1870. 

Vistos  estos  autos  entre  D.  Dionisio  Várela  con  los  he- 
rederos del  finado  D.  José  B.  Molina,  ausentes  y  declarados 
rebeldes,  y  D.  Marco  Antonio  Lloverás  demandando  el 
primero  é  los  últimos  el  pago  de  la  cantidad  de  4020 
pesos  bolivi.  procedentes  de  una  contribución  impuesta  por 
el  titulado  Gobernador  de  la  Provincia  en  Marzo  de  1867, 
firmada  por  el  Gobernador  Molina  y  su  Ministro  Lio- 
veras,  y  otros  daños  y  perjuicios  que  se  le  irrogaron  por 
la  destitución  del  empleo  de  Juez  del  Crimen,  prisión    y 
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destierro  impuesto  por  dicho  Gobernador  ai  mismo  Sr. 
Várela,  con  lo  alegado  y  probado  por  las  partes  y  con- 
siderando por   el    mérito  de   los  autos. 

i^  Que  por  la  sumaria  información  levantada  á  soli- 
citud del  demandante  que  corre  desde  foja  A  hasta  ii, 
la  nota  original  y  pasaporte  de'  fojas  i  3  y  i 4,  resultan 
comprobados  los  siguientes  hechos  :  1^  Que  en  20  de  Marzo 
de  1867  durante  la  rebelión  en  esta  Provincia  el  titu- 
lado Gobernador  puesto  por  los  rebeldes,  D.  José  B.  Molina, 
con  sus  Ministros  Marca  Antonio  Lloverás  y  Federico  G. 
Legr'and,  destituyó  á  D.  Dionisio  Várela  del  empleo  de 
Juez  dol  Crimen  que  desempeñaba,  constituyéndolo  en  pri- 
sión, y  haciéndolo  salir  á  los  dos  días  del  territorio  de 
la  República  en  cla«e  de  desterrado,  con  dirección  á 
la  de  Chile,  donde  permaneció  hasta  que  restablecido 
el  orden  legal  de  la  Provincia  volvió  á  la  misma,  siendo 
'repuesto  en  su  empleo  en  Setiembre  del  mismo  año  — 
%o  Que  durante  su  prisión  se  le  impuso  por  el  mismo 
Gobierno  una  contribución  forzosa  de  2,000  pesos,  que 
tuvo  que  satisfacer,  valiéndose  para  ello  de  otras  per- 
sonas, entregando  al  Gobierno  mil  pesos^  en  flaUx  y  mU 
en  mercaderías, 

2<>  Qua  por  estos  actos  de  violencia  ejercidos  contra 
su  persona.  Várela  demanda  á  los  herederos  de  D.  José 
B.  Molina  ya  finado,  residentes  en  Mendoza,  y  que  le- 
galmente  citados  no  han  comparecido  al  juicio,  consti- 
tuyéndose enscontumasía  y  rebeldía,  y  contra  D.  Mar- 
co Antonio  Lloverás,  como  participe  y  solidariamente 
responsable  de  aquellos  hechos,  pidiendo  el  p«ngo  de 
la  cantidad  mencionada,  que  figura  en  la  cuenta  de 
foja   12. 

3o  Que  Lloverás'  contestando  á  la  querella  se  escep- 
ciona  diciendo:  I""  Que  sirvió  el  cargo  de  Ministro  obliga- 
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do  por  '  la   fuerza  y  contra   su  voluntad :  2®  Que  las  con- 
tribuciones que  imponía  el  Gobernador  Molina  eran  entrega- 
das  á    él    mismo  y   su    Ministro   Legrand,   sin    hacerlas 
ingresar  en   Tesorería,   y   sin  que  Lloverás  tuviese   parte 
y  ni   aun  conocimiento.  3^  Que  la    partida  de   750  pesos 
procedentes  de    sueldo  que   dejó   de  percibir  á   causa  da 
su    destierro    desde   Marzo  hasta    Setiembre,   es   injusta, 
pues   el  orden    legal  fué    restablecido   en  Abril,  en    cuyo 
tiempo  regresó    Várela    de    Chile,   siendo    por  lo   mismo 
inculpable  de  que  no   hubiera  sido  repuesto  en  su  empleo 
hasta  Setiembre  y  que  habiendo  sido  pagado  de  sus  sueldos 
desde  Enero  hasta  Abril  inclusive,  no  ha  sufrido  ningún 
perjuicio  por  causa  de  su    destierro.  4®  Que  la  orden  de 
destitución  y  pasaporte  de   destierro  firmados  por  él  co- 
mo Ministro,   en  vez  de  traerle   perjuicios  sirvieron   para 
salvarlo    de   mayores   males    de  que  estaba    amenazado, 
por  cuanto  Várela  era  considerado  como  enemigo  por  los 
rebeldes  y   al  firmarlos   lo  hizo  con  la  intención  de  sal- 
varlo. 

4^  Considerando,  respecto  de  estas  escepciones :  que,  1^ 
constando  del  espediente  críminal  agregado,  que  Lloverás 
ha  sido   declarado  responsable   del    delito  de  rebelión,  en 
su   carácter  de  Ministro,  aplicándosele  la    pena   señalada 
por  la   ley,   no  pudiendo  valer  contra  la  sentencia  ejecu- 
toriada,   la  prueba   de  testigos  que  aduce  el  demandado, 
la  que  además   es  insuficiente  para   acreditar  la  fuerza  y 
falta,  de  voluntad  para  desempeñar  el  cargo  de  Ministro. 
2®  Que    aunque   resulta     probado  que  Molina  y   Legrand 
disponían  de  las  cantidades  que  recibian  por  contribución, 
sin  ingresarlas   al  Tesoro    Provincial,  no  consta    que  la 
que  se  impuso  á  Várela   fué   sin  el  conocimiento  de  Lio- 
veras,   quien  como  Ministro  de  Gobierno  que  la  impuso, 
es  solidariamente  responsable  de  todos  sus  actos,  mientras 
T*  h  21, 
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no  constia  lo  contrario.  3o  Que  del  informe  de  \í  Teso« 
reria  de  foja  84  vuelta  oonata  que  Várela  recibió  sus 
sueldos  como  Juez  del  Crimen  desde  Enero  hasta  Abril 
de  ese  año,  y  oonsta  que  regresó  de  Chile  en  Marzo, 
según  su  propia  confesión,  ai  pedir  el  valor  de  los  gastos 
por  mas  de  dos  meses  y  que  el  orden  legal  fué  resta- 
bleeido  en  Abril,  los  demandados  no  son  responsables 
del  heoho  de  no  haber  sido  repuesto  desde  el  dia  de 
su  llegada,  pyes  habia  cesado  la  causa,  y  el  hecho  de 
su  reposición  en  Setiembre  no  dependió  de  la  voluntad 
de  los  demandado^;  de  lo  que  resulta,  que  estos  serian 
roaponsables  de  los  sueldos  desde  el  1^  de  Mayo  hasta 
el  dia  de  su  llegada  á  esta,  lo  que  no  oonsta  ni  el 
aotor  ha  pretendido  probarlo,  como  debió  hacerlo.  4f''  Que 
no  se  ha  probado  por  Lloverás  la  circunstancia  de  que  la 
destitución  y  destierro  de  Várela,  sirvió  á  salvarle  de  mayo- 
res males,  como  debia  hacerlo  para  eximirse  de  su  responsa- 
bilidad, acreditando  su  buena  intención. 

5o  Que  la  partida  de  quinientos  pesos  que  figura  en  la 
Quenta  de  f«  IS^  procedentes  de  gastos  de  viaje  y  manten- 
oioA  de  mas  de  dos  meses  en  Chile,  no  está  lejítimamente 
acreditada,  e^>mQ  pudo  y  debió  hacerlo  el  actor,  espresan- 
do en  esa  como  un  accidente  de  aus  gastos  ordinarios, 
iioó  se  hubiera  efectuado  su  destierro,  para  que  impor- 
tase un  verdadero  perjuicio  limitándose  á  acreditar  con 
testigos  que  la  cuenta  es  un  cálculo  prudente,  en  cuyo 
caso  el  Juez  debe  graduar  el  daño  sin  sugetarse  al, jura- 
mento de  la  parte. 

6"^  Que  la  partida  de  i40  pesos  procedentes  de  flete  y 
mulaf  arrebatadas  por  los  rebeldes,  estando  el  priaoüer 
punto  oomprendido  en  la  cuenta  de  gastos,  y  no  habiéndole 
prendo  el  hecho  del  arrebato  de  los  animales,  no  puede 
ser  considerado  oomo  legítimo. 
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7o  Que  es  uri  principio  vulgar  de  derecho  que  las  i^es- 
ponsabilidades  civiles  procedentes  de  delito,  caso  de  muerte 
del  autor,  recaen  sobre  \oú  herederos  legítimos  que  acep-^ 
tando  la  herencia,  entran  en  posesión  de  los  bienes  del 
finado,  como  sucede  en  este  caso  respecto  de  los  herede- 
ros del  rebelde  José  B.  Molina. 

Y  omitiendo  otras  consideraciones  ;  fallo,  defíniti^aitien- 
te  juzgando  y  declaro:  Que  Don  Marco  Antonio  Llovera^ 
y  los  herederos  del  finado  D.  José  Bernardo  Molina^  Don 
Tiburcio  Zapata,  como  albacea  y  en  representación  de  su 
esposa  Sista  Molina,  Don  Bruno,  Don  Segundó  y  Don  Gui- 
llermo Molina,  en  su  ausencia  y  rebeldía,  son  responsables 
de  mancomún  et  insoMum  al  pago  a  favor  de  D*  Dionicio 
Várela  de  la  cantidad  que  espresa  la  cuenta  de  f.  i 2,  con 
escepcion  de  las  partidas  de  750  y  140  pesoi  que  se  de- 
claran ineficaces  y  lá  de  500  que  por  arbitrio  judicial  se 
reduce  á  la  de  200  pesoi  bolivianos  con  la  advertedcia, 
que  la  partida  de  intereses  de  la  cuenta  se  entienda  aug- 
mentada con  las  que  vayan  corriendo  hasto  hacer  efectivo 
pago  del  capital  á  que  se  refiere,  siendo  de  cargo  de  lod 
demandados  las  costas  del  juicio,  también  de  mancomún  et 
innolidum.  Hágase  saber  original  y  dirigase  exhorto  al  Sr. 
Juez  de  Sección  de  Mendoza,  con  inserción  de  esta  sen- 
tencia para  que  sean  notificados  los  declarados  rebeldes, 
á  quienes  se  les  señala  el  término  de  20  dias  para  solici- 
tar  su  rescisión.  Uepóngase  los  sellos. 

Natanael  Morcillo. 

La  sentencia  fué  apelada  por  Lloverás,  pero  se  declaró 
desierto  el  recurso. 

La  misma  fué  notificada  á  los  herederos  Molina  en  23 
de  Mayo  de  1870. 
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Se  presentaron  ellos  en  14  de  Junio,  alegando  que  de- 
bieron ser  demandados  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Men^ 
doza,  y  que  nada  habian  recibido  por  herencia  de  Don  José 
B.  Molina,  por  cuyos  actos  se  les  demandaba ;  por  lo  que 
interponían  de  la  sentencia  notificada  el  recurso  de  apela- 
ción y  nulidad. 

El  Juez  de  Sección  decretó  que  estando  ellos  constitui- 
dos en  rebeldia,  y  no  pudiendo  interponer  los  recursos  de 
apelación  y  nulidad  con  arreglo  al  art.  191  de  la  ley  de 
procedimientos,  no  hacia  lugar  á  lo  solicitado. 

Várela  entabló  juicio  ejecutivo  para  la  venta  de  los  bie- 
nes embargados  en  Mendoza,  y  no  obstante  la  oposición 
de  los  Molina,  fueron  vendidos  los  bienes,  siendo  adjudi- 
cados al  mismo  Várela. 

Los  herederos  Molina  interpusieron  recurso  de  f.queja 
ante  la  Suprema  Corte  con  solicitud  de  26  de  Setiembre  de 
1870,  la  que  no  se  pudo  tramitar  por  no  haber  constituido, 
ni  conocerse  el  domicilio  de  los  recurrentes. 

En  16  de  Marzo  de  1871  se  presentó  un  apoderado  de 
los  Molina  á  proseguir  el  recurso. 

Se  pidió  informe  al  Juez  de  Sección  de  San  Juan,  y 
leido  este,  la  Suprema  Corte  pidió  se  remitieran  los  autos 
principales  y  los  ejecutivos,  y  en  seguida  dictó  este 

Fallo  de  la  Suprema  Corte* 

Baenos  Aires,  Julio  29  de  1871. 

Vistos,  y  considerando:  Primero,  que  el  articulo  ciento 
noventa  y  uno  de  la  ley  de  procedimientos  autoriza  al  con- 
tumaz declarado,  para  interponer  el  recurso  de  rescisión ; 
Segundo^  que  ese  recurso,  llamado  de  rescisión  en  el  título 
diez  y  nueve  de  la  ley,   cuya  naturaleza,  forma  y  sustancia- 
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cion  no  86  determina  especialmente  en  parte  alguna,  con 
aquella  denominación,  no  puede  ser  otro  que  el  de  que 
trata  el  titulo  veinte  y  dos  designándolo  con  el  nombre  de 
recurso  de  nulidad  ;  Tercero ^  que  los  herederos  de  Don 
José  Bernardo  Molina  interpusieron  á  foja  trecientos  cua- 
renta y  seis  del  espediente  principal,  mandado  traer  á  la 
vista,  los  recursos  de  apelación  y  nulidad  contra  el  fallo 
de  foja  trecientos  y  nueve;  Cuarto,  que,  aunque  por  ha- 
llarse declarados  en  rebeldía,  no  les  era  permitido  ínter* 
poner  el  recurso  de  apelación  simplemente,  podian,  sin 
embargo,  interponer  el  de  nulidad  conforme  al  ya  citado 
artículo  ciento  noventa  y  uno,  siendo,  por  consiguiente, 
inexacto  el  fundamento  que  motiva  el  auto  denegatorio  de 
foja  trescientos  cuarenta  y  ocho  vuelta;  Qninto,  que,  según 
lo  dispuesto  en  el  articulo  octavo  de  la  ley,  de  toda  pe- 
tición ó  escrito  de  que  haya  de  darse  traslado,  así  como 
de  los  documentos  con  que  se  instruya,  debe  acompañarse 
una  copia  en  papel  simple,  hecha  y  Armada  por  la  parte 
que  lo  haya  presentado ;  Sesto,  que  esa  copia  debe  ser  en- 
tregada al  demandado,  al  notificársele  el  auto  que  le  con- 
fiera traslado  de  la  demanda,  según  lo  prevenido  en  el 
artículo  cincuenta  y  nueve ;  Séptimo^  que  ese  requisito  debe 
reputarse  esencial  para  la  validez  del  emplazamiento,  por- 
que mientras  no  esté  cumplido,  no  pudiendo  el  demandado 
conocer  la  acción  y  pretensiones  deducidas  contra  él  por 
el  actor,  no  puede  preparar  sus  excepciones  y  medios  de 
defensa,  aprovechando  el  término  que  le  está  concedido 
para  oponerlas;  Octavo^  que,  ademas,  toda  notificación 
hecha  en  contravención  á  lo  proscripto  en  la  ley,  anula, 
según  el  artículo  setenta  y  uQo,  los  procedimientos  subsi- 
guientes, y  la  notificación  del  emplazamiento,  sin  entregar 
la  copia  de  la  demanda  y  de  los  documentos  con  que  se 
instruya,  contraviene  á  lo  proscripto  en  el  recordado   artf- 
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oulo  oincuenta  y  oueve;  Noveno,  que  el  demandado  no 
debe  ser  declarado  incurso  en  rebeldía,  cuando  ha  sido 
nula  la  cédula  de  emplazamiento,  debiendo,  en  tal  casoí 
ser  emplazado  nuevamentei  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  articulo  ciento  ochenta  y  siete ;  Décimo,  que,  al  hacerse 
el  emplazamiento  á  los  herederos  de  Molina,  no  se  les 
entregó  copia  de  la  demanda,  como  resulta  del  exhorto  y 
de  las  diligencias  que  corren  de  fojas  doscientos  treinta  y 
tres  á  doscientos  treinta  y  cinco  vuelta ;  Undécimo,  que,  en 
los  escritos  de  fojas  doscientos  treinta  y  ocho  y  doscientos 
cuarenta  y  tres,  presentados  ante  el  Juez  de  la  Sección  en 
Mendoza,  para  que  fuesen  remitidos  al  de  San  Juan,  hi- 
cieron ellos  valer  la  omisión,  reclamando  la  nulidad  en  toda 
forma  de  derecho,  foja  doscientos  cuarenta  vuelta  y  foja 
doscientos  cuarenta  y  tres ;  Duodécimo,  que,  apercibido  el 
Juez  de  la  causa  por  esa  reclamación,  de  la  omisión  en 
que  se  habia  incurrido,  debió  mandarlo  reparar  al  librar 
segundo  exhorto  al  Juez  de  Sección  de  Mendoza,  para  que 
fuesen  nuevamente  citados  los  herederos  de  Molina ;  Déci^ 
motercio,  que,  en  vez  de  proceder  asi,  prescindiendo  de  la 
irregularidad  que  pudiera  haber  en  la  manera  con  que  la 
objeción  fué  deducida,  conforme  á  la  facultad  que  le  concede 
y  á  la  obligación  que  le  impone  la  ley  décima,  titulo  veinte 
y  siete,  libro  cuartOi  Recopilación  Gastellena,  supletoria  de 
la  de  procedimientos,  dictada  por  el  Congreso  en  catorce 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  según  lo 
espresa  el  artículo  trescientos  setenta  y  cuatro,  se  limitó, 
bajo  el  protesto  de  ilegalidad  en  la  forma,  á  librar  segundo 
exhorto  de  emplazamiento  con  la  misma  omisión  objetada 
al  anterior,  foja  doscientos  cuarenta  y  siete  vuelta,  decla- 
rando á  los  citados  contumaces  por  auto  de  foja  doscientos 
cincuenta  y  cinco,  y  siguiendo  en  cuanto  á  ellos  el  proce- 
dtn^iento  en  rebeldía ;  por  estos   fundamentos,   se  declara 


DK  IDSmCfA  NAcmmL.  Mi 

nab  todo  lo  obrado  desJe  la  foja  doscientos  treinta  y  una 
del  cuerpo  principal,  en  cuanto  se  refiere  á  los  herederos 
de  Don  José  Bernardo  Molina,  y  reponiéndose  la  oausa  al 
estado  que  tenia  cuando  se  interpuso  la  demanda,  se  de-* 
vuelve  al  Juez  á  quo^  para  que  proceda  y  determine  con 
sujeción  á  derecho,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos. 

Salvador  María  del  Carril.  --Francisco 

DCLGAD0«--T-J0S¿     BiüROS    PaZ03. — 

Marcelino  Ugarte. 


€i%Uí»Ji  I^VIII. 


Don   José  Iturraspe  contra   D,   José  Freiré, 

por  cobro  de  pesos. 

Sumario  i  o  —  El  encargado  del  cobro  de  un  crédito,  sien- 
do de  su  cuenta  todos  los  gastos  de  las  diligencias  necesa- 
rias, debo  abonar  aquellos  y  practicar  estas  hasta  su  ter- 
minación. 

8^  No  cumpUondo  con  estas  obligaciones,  la  revooacioQ 
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del  convenio  por  el  cual  se  prometió  al  encargado  la  mitad 
de  lo  que  se  cobrase,  es  imputable  á  éste,  y  no  le  dá  dere- 
cho para  percibir  la  compensación  convenida. 


Caso.  —  D.  José  Iturraspe,  Cónsul  de  Portugal  en  Santa 
Fé,  se  presentó  ante  el  Juzgado  Nacional  de  esa  Sección 
esponiendo  que  su  padre  político  D.  José  Freiré  lo  habia 
encargado  verbalmente  para  preparar  y  hacer  reconocer  las 
acciones  que  éste  tenia  contra  el  Gobierno  Nacional  por  los 
perjuicios  sufridos  en  la  guerra  civil,  conviniendo  en  darle 
por  compensación  la  mitad  de  las  sumas  que  fuesen  reco- 
nocidas y  abonadas. 

Que  habiendo  sido  reconocida  á  favor  de  Freiré  la  suma 
de  4,635  pesos  fuertes  en  fondos  públicos,  cuya  venta  ha- 
bia producido  3,774  pesos  fuertes,  le  debia  Freiré  la  suma 
de  1,887  pesos  fuertes,  que  se  negaba  á  pagarle. 

Que  por  esto  se  veia  obligado  á  demandarle  dicha  suma 
con  sus  intereses  y  costas. 

A  la  demanda  acompañó  una  carta  de  D.  José  Freiré 
dirijida  á  su  hijo  D.  Marcelino  Freiré  en  5  de  Octubre  de 
1869,  díciéndole  que  habia  negado  á  D.  José  Iturraspe  la 
mitad  de  la  suma  ofrecida,  porque  el  crédito  correspon- 
diente no  habia  sido  aun  reconocido,  y  que  le  entregase  el 
espediente,  sacando  recibo,  para  que  subsanase  los  requisi- 
tos que  faltaban,  siendo  de  su  cuenta  los  gastos. 

Conferido  traslado',  D.  José  Freiré  pidió  se  rechazara  la 
demanda,  porque  los  gastos  de  los  reclamos  debian  ser  de 
cuenta  de  Iturraspe,  y  éste  no  los  habia  pagado,  habiendo 
el  demandado  pagado  los  causados  en  Santa  Fé  para  levan- 
tar una  información  sumaria,  y  porque  las  diligencias  ante 
el  Gobierno  y  el  Congreso  Nacional  habian  sido  practicadasi 
respecto  al  crédito  en  cuestión  por  su  hijo  D.    Marcelino 
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Freiré,    quien    habia  pagado  también  todos  los  gastos   ne- 
cesarios hasta  la  lerminacion  del  asunto. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,   y  producida  la  que    se   exa-r 
mina  en  la  sentencia  de  1*-  instancia,  se    dictó  el  siguiente 


Vallo  del  «inez  Scecional. 

Rosario,  Octubre  15  de  1870» 

Y  vistos:  Resultando  de  estos  autos:  lo  Que  los  térmi- 
nos en  que  está  concebida  la  demanda,  como  los  de  la 
contestación  y  las  pruebas  producidas  por  el  demandante  y 
el  demandado,  tienden  á  establecer  incuestionablemente  la 
existencia  de  un  convenio  entre  Don  José  Freiré  y  su  hijo 
político  Don  José  Iturraspe,  en  virtud  del  cual  quedaba 
este  encargado  de  la  justificación  y  cobro  al  Gobierno  Na- 
cional, del  valor  do  perjuicios  sufridos  por  aquel  en  sus 
bienes  de  campo;  2^  Que  del  conjunto  de  las  pruebas  de 
una  y  otra  parte  aparece  también  claramente,  que  ese 
convenio  no  era  gratuito,  pues  si  de  un  lado  se  ofrecia  al 
encargado  de  las  diligencias  del  cobro  de  la  mitad  de  lo 
que  se  reconociese  y  pagase,  como  lo  espresa  el  demandan- 
te y  no  lo  niega  el  demandad<{,  también  aparece  evidenciado 
en' autos,  tanto  por  la  carta  de  foja  primera  como  perlas 
tramitaciones  posteriores  del  cobro,  é  inteligencia  que  se  dio 
á  todos  los  actos  del  mismo,  que  esa  retribución  era  á 
condiciun  de  que  los  gastos  que  por  el  se  hiciesen  debian 
ser  á  cargo  del  comisionado  al  efecto  y  no  al  del  dueño 
de  los  créditos  a  cobrar ;  3^  Que  Don  José  Iturraspe,  nada 
ha  probado  on  autos,  que  induzca  á  dar  otra  interpretación 
del  convenio  celebrado  con  su  padre  político  Don  José 
Freiré  y  que  tienda  á  establecer,  que  este  le  hubiese  ofre- 
cido la  mitad  de  lo  que  se  cobrase  por  perjuicios,  quedan- 
T.  I.  22 
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do  ademas  á  cargo  del  dueño  los  gastos  de  la  cobranza  ; 
4°  Que  esta  úUima  condición  ó  circunstancia  no  tiene  otro 
fundamento  en  los  autos,  que  el  hecho  de  haber  sido  pa- 
gados por  Don  José  Freiré  todos  los  gastos  de  las  diligen- 
cias hechas  por  Don  José  Iturraspc,  contra  los  espresado 
por  aquel  en  su  carta  de  f.  1",  y  contra  lo  que  resulta  de 
las  pruebas  producidas  por  el  demandado  fojas  47  á  50 
inclusive,  donde  se  vé  que  el  nuevo  encargado  Don  Marce- 
lino Freiré,  hizo,  por  sí,  •  los  gastos  que  demandó  la  ges- 
tión de  este  asunto ;  5®  Que  Don  José  Iturraspe,  no  ha 
probado  que  hiciese  por  sí,  gasto  alguno  en  la  parte  de  las 
diligencias  que  le  fueron  encomendadas  al  principio,  sino 
que  presentó  las  cuentas  é  hizo  pagar  todos  los  gastos  á 
su  padre  político,  hasta  que,  encargado  de  la  gestión  Don 
Marcelino  Freiré,  vino  á  quedar  revocado  y  sin  efecto  el 
convenio  verbal  celebrado  por  aquel.  Y  considerando  que 
en  la  anulación  ó  revocación  del  convenio  primitivo,  no 
son  la  culpa  y  responsabilidad  á  cargo  del  dueño  de  los 
créditos  á  cobrar,  que  ofreciera  la  mitad  de  lo  que  se  co- 
brase, sino  del  que  encargado  del  cobro  y  de  los  gastos, 
ni  hizo  en  el  modo  y  forma  convenidas  ni  desempeñado 
aquel  sino  en  parte  ni  reclamado,  por  último,  de  los  efec- 
tos de  esa  revocación  si  le  perjudicaba,  en  el  tiempo  ra- 
cionalmente debido  y  oportuno,  dejando  transcurrir  años 
para  hacerlo;  loque  importa,  cuando  menos,  un  indicio 
contra  la  estabilidad  y  vigor  del  derecho  que  invoca.  Por 
tanto,  y  atento  al  mérito  de  estos  autos,  las  pruebas  pro- 
ducidas y  lo  alegado  por  las  partes ;  de  todo  lo  que  resulta 
que  el  demandante  no  ha  probado  su  acción,  y  sí,  sus  excep- 
ciones el  demandado;  se  absuelve  á  este  de  la  demanda 
Ley  1*,  Tít.  14,  Part.  3^,  con  costas  al  demandante.  Ley 
8,  Tít.  22,  Part.  3^.   Hágase  saber  y  repóngase  los   sellos. 

José  María  Zuviria. 
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Apelada  esta  sentencia  por  Don  José  Iturraspe,  fué  con 
Armada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  Caerte. 


Buenos  Aires,  Agoslo  3  de  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  setenta  y  dos,  satisfechas  estas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos. —  Marcelino  Ugartr. 
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CAUSA     LiIÜL. 


El  Banco  Italiano  contra  la  Empresa   del  alumbrado  á  Gas 
de  la  ciudad  del  Rosario j  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No   mejorándose  el   recurso  en  tiempo,  á  la 
primera  rebeldía  se  declara  desierta  la  apelación: 


Caso. — En  la  causa  seguida  por  el  Banco  Italiano  contra 
la  Empresa  del  alumbrado  á  Gas  de  la  ciudad  del  Rosario, 
venida  á  la  Suprema  Corte  por  apelación  libre  concedida 
á  solicitud  de  la  Empresa  del  Gas  de  la  sentencia  defi- 
nitiva del  Juez  de  Sección  del  Rosario,  el  apoderado  del 
Bdnco  Italiano  acusó  rebeldía  á  la  parte  apelante  por  ha- 
ber dejado  vencer  el   término  sin  mejorar  el  recurso. 

Espedido  por  el  Secretario  el  certificado  de  haber  ven- 
cido efectivamente  el  término,  se  dictó  el  siguiente  : 

Fallo  de   la  Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1871. 

Pop  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
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de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación,  y  de- 
vuéWanse  los  autos  previo  pago  de  costas  y  reposición  de 
sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado. — José  Bar- 
ros Pazos.— Marcelino  Ugartb. 


-.e--^-  Va;.,'<¿ 


CIVSA    I^IL. 


Dm  Alqandro  Paz  contra  Rezia  y  Sala^  sobre 

desemabrgo   de  dinero. 


Sumario.  —  lo  Los  suministros  hechos  á  un  buque  tie- 
nen privilegio  sobre  este  y  sus  productos. 

2"*  La  propiedad  de  un  buque  no  puede  transferirse  sino 
con  todas  las  cargas,  y  quedando  á  salvo  los  derechos  y 
privilegios  de  los  acreedores  del  buque. 

3o  El  embargo  decretado  de  arrendamientos  de  ún  bu- 
que con  el  objeto  de  garantir  las  resultas  del  juicio  promo- 
vido por  los  acreedores  del  buque,  y  cuyo  importe   debe 
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ser  aplicado,  concluido  que  sea  el  Juicio,  á  los  que  prueben 
mayor  derecho,   no  infiere  perjuicio  al  que  cree  tenerlo. 


Caso.  —  Los  Sres.  Rezia  y  Sala,  siguiendo  un  juicio  eje- 
cutivo contra  D.  Ezequiel  Paz  por  importe  de  arlfculos 
suministrados  al  vapor  c Comercio  del  Rosario»  de  su  pro- 
piedad, pidieron  y  obtuvieron  el  embargo  de  los  arrenda- 
mientos de  dicho  vapor  adeudados  por  el  Gobierno  Na- 
cional . 

D.  Alejandro  Paz^'  hermano  de  D.  Ezequiel  Paz,  diciendo 
ser  actual  dueño  del  mencionado  vapor,  pidió  el  desem- 
bargo de  los  arrendamientos. 

Alegó  que  no  constaba  que  las  cuentas  cobradas  por  Re- 
zia y  Sala  fueran  debidas  por  D.  Ezequiel  Paz,  ni  que  los 
artículos  respectivos  hubiesen  sido  suministrados  en  oca- 
sión del  último  viaje  del  vapor ;  y  que  los  arrendamientos 
embargados  no  pertenecian  á  D.  Ezequiel  Paz.  sino  al 
demandante,   quien  lo  arrendó  al  Gobierno  Nacional. 

El  apoderado  de  Rezia  y  Sala  contestó  que  su  crédito 
procedía  de  gastos  hechos  para  la  cons^ervacion  del  vapor, 
y  que  este  debia  su  importe,  sin  distinguir  cual  fuese  su 
actual  propietario. 


Fallo  del  Jues  Seccional. 


Buenos  Aires,  Julio  7  de  1871. 

Y  vistos :  estos  autos  iniciados  por  Don  Alejandro  Paz 
deduciendo  tercería  en  el  juicio  ejecutivo  proo^ovido  por  los 
sei)ores  Rezia  y  Sala  contra  el  vapor  «Comercio  del  Rosa- 
rio»,  pretendiendo  mejor  derecho  á  los  arrendamientos  de 
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(Kcbo  vapor,  y  considerando:  1^  Que  las  cuentas  cuyo 
valor  reclaman  los  señores  Rezia  y  Sala,  proceden  do  su- 
ministros hechos  al  mismo  vapor.  —  2o  Que  el  mismo 
buque  y  sus  productos  están  especialmente  afectos  al  pago 
de  estas  deudas  previlegiadas,  art.  1020  y  1021  del  Gód. 
de  Comercio.  —  3^  Que  cualquiera  que  sea  el  titulo  por  el 
que  se  haya  transmitido  la  propiedad  del  buque  en  cues- 
tión al  Sr.  Paz  ó  á  la  persona  de  quien  lo  tiene  en  arrien- 
do, no  ha  podido  tener  lugar  este  traspaso  sino  con  todos 
las  cargas  y  quedando  á  salvo  los  derechos  y  privilegios 
de  los  acreedores  del  buque,  articulo  1020  citado. — io 
Que  aun  prescindiendo  de  estas  consideraciones,  el  em- 
bargo decretado  contra  los  arrendamientos  del  vapor  «Co- 
mercio del  Rosario»  no  tiene  mas  objeto  que  garantir  las 
resultas  del  juicio,  pues  una  vez  pronunciado  este,  su  im- 
porte será  aplicado  á  los  que  prueben  mejor  derecho,  y 
5*^  Que  en  este  concepto  no  puede  pretenderse  por' don 
Alejandro  Paz  que  le  inñere  perjuicios  del  embargo  decre- 
tado; por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  remisión 
de  la  nota  de  desembargo,  solicitada  por  D.  Alejandro  Paz 
en  su  escrito  de  f.  1",  y  por  lo  que  resulta  de  la  nota  del 
Ministerio  de  Hacienda  de  29  de  Marzo  último,  reténgase  á 
disposición  del  Juzgado  los  arrendamientos  correspondientes 
al  vapor  «Comercio  del  Rosario»  para  lo  que  deberá 
reiterarse  aviso   al  Ministerio   de  Hacienda. 

Ugarriza, 
Apelada  esta  sentencia,   fué   confirmada  por  el  siguiente 


WwMm  de  la  Wupwmmtm  €«rto» 

Buenos  Aires^  Agosto  8  de  i  871. 
Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
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auto    apelado   de  foja  once    vuelta,    y  salisiéchas  estas    y 
repuestos  los  sellos ^  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado. — ^José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


Cil^USA    t^JLl. 


Don  Gregorio  Zapata  con  el  Presbítero  Don  José  Olmos^ 

por  cobro   de  pesos. 


Sumario.  —  No   se  considera  probado   el   hecho,    sobre 
cuya  verdad  deponen  testigos  meramente  auriculares. 


Caso.  — Don  Gregorio  Zapata,  vecino  de  San  Júan^ 
demandó  ejecutivameiite  por  cobro  de  pesos  al  Presbítero 
D.  José  Olmos,  vecino  de  Mendoza. 

Notifícado  el  auto  de  solvendo,  el  demandado  opuso  que 
habia  hecho  cesión  de  bienes  en  San  Juan,   antes  de  tras- 
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bdarse  á  ia  Provincia  de  Mendoza,  cuya  excepción  se 
desechó  por  no   haberse  llegado  á  la  citación  de  remate, 

Pero  habiendo  señalado  la  Suprema  Corte  por  fallo  de  12 
de  Noviembre  de  1870,  que  la  escepcion  de  incompetencia 
podia  deducirse  al  empezar  el  juicio,  y  debia  resolverse 
ante  todo,  se  abrió   la  causa  á  pcueba 

La  prueba  presentada  por  Olmos,  se  redujo  á  las  de- 
claraciones de  tres  testigos. 

El  primero  D.  Ramón  Videla  declaró  que  le  constaba 
que  el  Presbítero  Olmos  habia  hecho  cesión  de  bienes  en 
San  Juan  por  dicho  del  Obispo  Aldasor,  y  por  ser  notario 
de  la   Curia. 

El  segundo,  ü.  Pedro  Pelliza  declaró  que  le  constaba 
por  dicho  del  Sindico,  de  quien  no   recordaba  el  nombre. 

Y  el  tercero  D.  Salvador  de  la  Ueta  declaró  que  lo 
habia  oido,  y  se  lo  habia  dicho  Olmos. 


Fallo  del  «fues  Seceioiíal. 


Mendoza,    Abril  19  de  1871. 

Y  vistos:  la  presente  articulación  se  pretende  basar  en 
que  el  ejecutado  tiene  hecha  cesión  de  bienes  en  la  Provin- 
cia de  San  Juan. 

Su  pretencion  es,  que  el  ejecutado  ocurra  al  concurso  alli, 
y  que  aquí  lo  deje  libre  con  relación  al  pago  del  docu- 
mento de   f.    3. 

¡Qué  hay  concurso!  ¿Este  es  el  tema  obligado  en  que 
se  funda  la  incompetencia  de  la  Justicia  Federal? 

Considerando  —  1^  Que  aun  que  se  alega  que  la  prueba 
motivada  por  el  interrogatorio  de  F.  BA  se  ha  recibido 
fuera  del   término   legal,    al  argumento  carece  de  lógica 
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jurídica,  por  cuanto  es  un  principia  reconocido  que^  la 
prueba  testimonial  ofrecida  en  tiempo  vale,  aun  que  se 
reciba  después. 

^  —  Que  sin  embargo,  la  testimonial  no  es  concluyente, 
desde  que  los  te$tigos  D.  Salvador  de  la  Reta  y  Pedro  Y. 
Pelliza  son  algo  vagas,  pues  el  primero  es  de  oidas  y  el 
segundo  también  y  justamente  no  recuerda  la  persona  del 
síndico  que  es  quien  dice  que  se  lo  contó. 

3*  —  Que  el  testimonio  de  D.  Ramón  Videla  también  es  de 
referencia,  y  la  aseveración,  c  que  ha  sabido  la  cesión  oo* 
mo  Notario  Ecleaiiástico»  sin  dar  razón,  es  también  sospe- 
chosa é  infundada. 

40  —  Que  un  hecho  auténtico  como  es  la  formación  de 
un  concurso  ante  los  tribunales  de  un  país  tan  inmediato 
á  este  (la  prueba  desacreditada  por  regla  general^  de  testi- 
gos) no  puede  satisfacer  la  conciencia  de  un  juez  de  dere- 
cho, ya  que  el  articulista  ha  podido  facilitar  prueba  docu- 
mental con  sobrado  tiempo,  pues  San  Juan  está  muy 
cerca  y  las  autoridades  de  allí,  se  espiden  con  mucha  re- 
gularidad. 

5o--pQue  bajo  la  hipótesis  de  concurso  (este  nombre 
terrorífico  para  todo  acreedor  legitimo  digno  de  amparo) 
no  se  puede  estimar  como  apoyo  al  cumplimiento  de  un 
deber,  smó  se  acredita  que  quien  concurre  á  él,  ha  llenado 
las  fórmulas  jurídicas  del  procedimiento,   y: 

A^  —  Que  el  Juez  no  vé  en  todo  este  juicio  mas  que  un 
solo  anuncio  de  formación  de  coocurso  en  tiempo  de  An* 
taño. 

Se  declara  competente  la  Justicia  Nacional  para  enten- 
der en  este  asunto,  con  costas  al  articulista.  Repónganse 
los  sellos. 

Palma. 
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Apelada  esta  sen tencin,  fué  confirmada  por  el  siguiente: 


Fallo  de  Ui   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  10  de  1871. 

Vistos :  y  considerando,  Primero,  que  la  excepción  de 
incompetencia  opuesta  por  el  Presbítero  don  José  Olmos  en 
el  juicio  ejecutivo  iniciado  contra  él  en  el  Juzgado  Seccio- 
nal de  Mendoza,  por  don  Pascual  Ruiz  en  representación  de 
don  Gregorio  Zapata,  se  funda  únicamente  en  el  hecho 
alegado  de  haber  formalizado  concurso  voluntario  de  acree- 
dores, en  la  ciudad  de  San  Juan  antes  de  trasladarse  á 
la  de  Mendoza ;  Segundo,  que  ese  hecho  no  ha  sido  pro- 
bado suficientemente  por  el  demandado,  pues  los  testigos 
que  ha  presentado  con  ese  proposito  son  meramente  auri- 
culares, refiriéndose  uno  al  mismo  Presbítero  Olmos  y  los 
demás  á  otras  personas ;  Tercero,  que  teniendo  aquellos 
ese  carácter,  su  testimonio  carece  de  valor  jurídico,  según 
lo  dispuesto  en  la  ley  veinte  y  nueve,  título  diez  y  seis, 
Partida  tercera  ;  por  estos  fundamentos  se  confirma,  con 
costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  ocho,  y  satis- 
fichas  las  de  esta  instancia,  devuélvanse  al  juez  de  la  causa 
p9ra  que  lleve  adelante  sus  procedimientos  con  arreglo  á 
derecho. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado. —  José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
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CAVfilA    Li^II. 


El  Procurador   General   contra  Don  Diego  Bruce^  por 

injurias  inferidas  á  un  Cónsul  en  el  desempeño  de 

síM  funciones f   sobre  competencia. 


Sumario.  —  1^  El  conocimiento  de  las  causas  en  que 
versan  los  privilegios  y  exenciones  de  los  Cónsules  y  Vice 
Cónsules  en  su  carácter  público,  corresponde  orijinaria- 
mente  á  la  Suprema  Corte. 

2o  Las  injurias  inferidas  á  un  Cónsul  en  la  oñcina  del 
Consulado  con  motivo  del  desempeño  de  sus  funciones  ofi- 
ciales, afectan  la  libertad  y  seguridad,  sin  las  que  no  puede 
desempeñar  bjen  su  mandato. 

3<^  Esas  injurias  comprometen  las  prerogativas  de  su 
carácter  público,  y  determinan  el  ejercicio  de  la  jurisdic- 
ción, que  compete  á  la  Corte  Suprema. 


Caso. —  En  27  de  Diciembre  de  1870,  el  Cónsul  Cbileno 
residente  en  Mendoza  comunicó  í\\  Juez  de  1*  Instancia  que 
el  24  del  mismo  mes,  con  motivo  de  haber  avisado  á  D. 
Diego  Bruce,  ciudadano  chileno,  de  no  intentar  la  intro- 
ducción  de  ganado  en  Chile  prohibida  por  decreto  de  aquel 
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Gobierno,  por  cuanto  habia  ya  dado  cuenta  á  su  Gobierno 
de  que  se  intentaba  aquella  por  las  Estancias  del  Sud,  el 
citado  Bruce  comenzó  á  quejarse  de  habérsele  dado  tarde 
ei  aTÍso,  y  siguiendo  las  quejas  le  reprochaba  que  el  Cón- 
sul era  en  cierto  modo  conocedor  del  proyecto  que  Bruce 
tenia  de  introducir  ganado  ;  que  entonces  el  Cónsul  le 
dijo  con  calma,  que  era  necesario  no  tergiversar  los  hechos 
hasta  el  punto  de  mentir;  que  á  esas  palabras  del  Cónsul, 
dichas  en  su  despacho,  Bruce  empezó  á  dirigirle  injurias 
diciéndole  que  era  un  canalla  y  un  trompeta,  amenazán- 
dole con  el  basten  ;  y  que  después  anduvo  propalando 
que  con  consentimiento  del  Cónsul  introducia  contrabando 
de  ganado  ;  que  habiendo  sido,  por  tales  hechos,  insultado 
en  su  carácter  consular,  con  motivo  de  sus  actos  oficiales, 
y  en  su  propio  despacho,  correspondia  la  causa  á  los  Tri- 
bunales Federales,  pero,  por  hallarse  estos  en  la  feria,  se 
dirigia  al  Juez  de  1'  Instancia,  para  que  levantando  un 
sumario  decretase  la  prisión  del  culpable. 

El  Juez  del  Crimen  levantó  la  sumaria,  ordenó  la  prisión 
de  Bruce,  que  se  eximió  de  ella  bajo  fíanza,  y  pasó  los 
autos  al  Juez  Federal. 

^  Este  declaró  que  la  causa  pertenecia  á  la  Suprema  Corte 
con  arreglo  al  art.  1®,  inc.  i  de  la  ley  de  24  de  Setiembre 
de  1863  sobre  jurisdicción,  pero  que  estando  incompleto 
el  sumario  y  muy  distante  la  Suprema  Corte,  iba  á  con- 
cluirlo con  las  declaraciones    de  los  testigos  presenciales. 

Asi  lo  hizo,  y  después  de  algunos  incidentes  sobre  la 
intervención  del  Ministerio  fiscal,  la  prisión  del  procesado 
y  la  fíanza  carcelera,  remitió  los  autos  á  la  Suprema 
Corte. 

Dado  vista  al  Sr.  Procurador  General,  este  espuso,  que 
tratándose  de    las   inmunidades  debidas  á  un    Cónsul   es- 
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trangero,  el  coDooimiento  correspondía |en  1*  instancia  ala 
Suprema  Corte. 

Que  el  Juez  de  Sección  habla  procedido  acertadamente 
levantando  en  Mendosa  el  .sumario,  por  residir  allí  los  tes- 
tigos y  haberse  cometido  allí  el  delito. 

Que  siendo  á  cargo  del  Gobierno  Nacional  el  asegurar 
á  los  Cónsules  estrangeros  el  goce  de  las  inmunidades  que 
les  corresponden  por  el  derecho  de  gentes,  creia  que  la 
acusación  debía  seguirse  por  el  Ministerio  público,  y  en 
este  concepto  acusó  á  D.  Diego  Bruce  por  haber  atribuido 
falsamente  al  Cónsul  de  Chile  D.  Nicanor  Centeno  conniven* 
cia  en  un  contrabando  de  ganado,  y  haberle  insultado  ea 
su  despacho  con  las  palabras  de  canalla  y  trompeta  é  in- 
digno de  ejercer  las  funciones  consulares,  y  pidió  contra 
él  la  pena  de  300  $  íls.  de  multa. 

Conferido  traslado,  el  representante  de  Bruce  declinó 
de  jurisdicción  :  que  el  caso  era  de  simples  injurias,  y 
que  pertenecía  al  Juzgado  del  Crimen  de  la  Provincia» 
pues  no  habla  sido  atacado  ningún  privilegio  ni  exención 
consular. 

Contestó  el  Sr.  Procurador  General  que  el  acto  de  in- 
sultar ú  un  cónsul  en  su  despacho  por  el  modo  como 
desempeñaba  sus  funciones  consulares  era  un  ataque  á 
inmunidades  de  que  gozan  estos  empleados  por  el  derecho 
de  gentes  ;  y  que  por  consiguiente  correspondía  el  caso  á 
la   Suprema  Corte. 

Vallo  úm  la   Hupreana  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  iO  de  187i. 

Vistos  :  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
señor  Procurador  General ,  y  considerando  ;  Primero,  q^D 
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el  conocimiento  de  las  causas  en  que  versen  los  privile- 
gios y  exenciones  de  los  Cónsules  y  Vice  Cónsules  estran- 
geros  en  su  carácter  público,  corresponde  originariamente 
á  la  Suprema  Corte,  según  el  párrafo  cuartd,  artículo  pri- 
mero de  la  ley  sancionada  en  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres  ;  Segundo^  que  las  injurias  infe- 
ridas á  un  Cónsul,  en  la  oficina  del  Consulado,  con  mo- 
tivo del  desempeño  de  sus  funciones  oficiales,  afectan  Id 
libertad  y  la  seguridad  sin  las  que  no  podria  desempeñar 
bien  su  mandato,  y  que,  con  arreglo  á  los  principios  del 
derecho  de  gentes,  le  debe  garantir  la  Nación  en  cuyo 
territorio  está  llamado  á  ejercerlas  ;  Tercero^  que  esas  in- 
jurias comprometen,  por  consiguiente,  las  prerogativas  de 
6u  carácter  público,  y  determinan  el  ejercicio  de  la  juris- 
dicción que  compete,  en  tales  casos,  á  la  Corte;  por  estos 
fundamentos  no  ha  lugar,  con  costas,  al  articulo  promo* 
vido  de  foja  noventa  y  nueve,  y  Don  Adolfo  Aldao  evacué 
en  el  término  ordinario  el  traslado  pendiente. 

Salvador   María  dbl  Carril.-^ 
Francisco  Delgado. —José  Bar 
ROS  Pazos.— Marcelino  Ugartb. 


328  FALLOS     DE   LA    SUPREMA   CORTE 


Ci9LUSi9L   L.ltLIII 


Don   Rudecindo  Villanuevay   contra  D.  Juan  Antonio  Pando 
y  D.   Fabián  Correa^  sobre  tercería  de  oposición. 


Sumario.  — 1*^  La  terccria  de  oposición  en  el  juicio  eje- 
cutivo debe  sustanciarse  en  juicio  ordinario,  por  cuerda 
separada,    con  el  ejecutante  y  el  ejecutado. 

2o  En  el  juicio  ordinario,  después  de  contestada  la  de- 
manda, sí  no  se  hubiese  recibido  á  prueba  la  causa,  debe 
el  Escribano  poner  el  espediente  al  despacho,  y  el  Juez 
llamar  autos  para  sentencia. 

3o  El  llamamiento  de  autos  es  una   formalidad  esencial. 

4o  Las  partes  tienen  el  derecho  de  pedir  se  señale  día 
para   informar  in  voce. 

5®  El  título  para  fundar  una  tercería  es  la  causa  legal 
en  que  se  funda  el  derecho,  y  puede  existir  aun  carecién- 
dose  de  documento   probatorio. 

6^  El  puede  justificarse  con  los  otros  medios  de  prueba 
admitidas  en  derecho. 

7^  Habiendo  hechos  alegados  por  el  demandante,  y  no 
consentidos  por  el  demandado,  si  el  Juez  no  considera 
necesario  recibirlos  á  prueba,  debe  espresar  en  la  sentencia 
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los  fundamentos  de    derecho   que  motivan  su   resolución 
sobre  lo  principal. 

8^  Las  omisiones  y  procedimientos  irregulares  del  Juez, 
no  deben  gravar  á  los  litigantes  con  costas  indebidas,  y 
estas  deben  ser  á  cargo  de  aquel. 


Caso.  —  Don^udecindo  Villanueva  se  presentó  ante  el 
Juzgada  de  Sección  de  Mendoza,  esponiendo  que  había  in- 
terpuesto demanda  contra  D.  Juan  Antonio  Pando  por  el 
pago  del  trigo  que  se  le  debia,  según  constaba  de  los  vales 
que  había  acompañado  á  la  demanda,  y  que  este  habia 
sufrido  entorpecimiento  por  haberse  negado  el  apoderado 
de  Pando  á  representarle  en  el  juicio. 

Que  habiéndose  rematado  el  fundo  do  Palmira,  que 
estaba  especialmente  afecto  al  pago  de  dicho  trigo,  y  te- 
miendo quedar  insoluto,  si  se  destinaba  su  valor  á  las 
deudas,  para  cuyo  pago  se  habia  practicado  el  remate, 
venia  á  deducir  tercería  coadyuvante,  pidiendo  se  declarara 
que  tenia  mejor  derecho  para  ser  reintegrado  de  su  crédito 
con  lo  producido  del  Molino  de  Palmira. 

Dijo  que  el  contrato  por  el  cual  dejó  en  dicho  esta« 
blecimiento  el  trigo  cuyo  valor  perseguía,  era  un  depó- 
sito irregular,  por  haber  el  deudor  adquirido  el  derecho  de 
consumir  la  especie  depositada  con  la  obligación  de  resti- 
tuir otra  igual  en  trigo,  ó  harina,  ó  de  satisfacer  su  valor 
á  voluntad  del  deponente ;  siendo  así  que  los  acreedores 
de  dominio,  como  los  de  bienes  que  el  deudor  tiene  á  tí- 
tulo de  depósito,  son  por  las  leyes,  perferidos  á  los  demás. 

Conferido  traslado  al  ejecutante  D.  Fabián  Correa  y  ejecu- 
tado D.  Juan  Antonio  Pando,  contestó  éste  que  el  depósito 
de  trigo  daba  al  depositante  preferencia  para  ser  pagado, 
ó  cuando  menos  el  derecho  de  ser  pagado  á  prorata  coa 
T.  I,  23 
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los  demás,  debiendo  avaluarse  el  trigo  con  arreglo  al 
valor  en  la  fecha  del  depósito. 

El  ejecutante  contestó  que  debia  rechazarse  la  tercería, 
porque  en  la  demanda  no  se  espresaba  la  cantidad  que  se 
pedia,  ni  se  acompañaba  el  titulo  en  que  se  fundaba* 

Que  por  consiguiente,  no  se  podía  juzgar  si  la  acción 
procedía  de  un  depósito,  cuando  se  hizo  este,  y  con  que 
condiciones.  # 

Fallo  del  Jues  de  Sección. 

Mendoza,  Marzo  13  dé  1871. 

Autos  y  vistos.  Desde  que  el  opositor  no  presenta  título 
como  fundar  su  tercería  al  crédito  de  D.  Fabián  Correa. 

No  teniendo  el  Juez  una  base  como  recibir  esta  causa 
á  prueba,  una  vez  que  ella  falta. 

Considerando  que  la  presente  tercería  carece  de  forma 
regular. 

No  ha  lugar  á  ella  con  costas.  Palma. 

Villanueva  apeló,  diciendo  que  habia  presentado  los  vales 
que  acreditaban  su  acción,  y  estos  constituían  su  titulo. 

Que  aunque  asi  no  fuera  en  la  demanda  se  esponian  los 
hechos  que  la  fundaban  y  estos  debían  recibirse  á  prueba* 

Que  á  pesar  de  eso  se  habia  fallado  sin  recibir  la  causa 
á  prueba  y  sin  citar  á  las  partes  para  sentenóia. 

Concedida  la  apelación  en  relación,  fué  anulada  la  sen- 
tencia por  el  siguiente: 

Folio  de  lo  Supremo  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  12  de  1871. 

Vistos:  y  considerando — -  Primero ,  que  la  sentencia  de 
foja  seis  vuelta  ha  sido  pronunciada  sin  previa  citación  á 
las  parles ;  —  Segundo^  que,  según  el  articulo  trescientos 
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y  uno  de  ]a  ley  de  procedimientos,  la  tercería .  de  oposi* 
cion  en  el  juicio  ejecutivo,  sea  coadyuvante  6  escluyenle, 
se  debe  sustanciar  en  juicio  ordinario,  por  cuerda  separada, 
con  el  ejecutante  y  el  ejecutado  ;  —  Tercero,  que  según  el 
articulo  ciento  setenta  y  ocho  de  la  misma  ley,  en  el 
juicio  ordinario,  después  de  pasados  los  seis  dias  de  que 
habla  el  ciento  setenta  y  siete,  ó  después  de  contestadas 
la  demanda  ó  la  reconvención,  si  no  se  hubiera  recibido 
á  prueba  la. causa,  debe  el  Escribano  poner  el  espediente 
al  despacho,  y  el  Juez  acto  continuo  llamar  autos  para 
sentencia;  —  Ctuirto,  que  ese  llamamiento  de  autos  no  es 
una  vana  formalidad  en  el  juicio,  de  que  pueda  prescin- 
dirse  al  arbitrio  del  Juez,  sino  una  advertencia  que  nece- 
sariamente debe  hacerse  á  los  litigantes,  para  que  usen, 
si  les  conviene,  del  derecho  que  les  acuerda  el  artículo 
ciento  ochenta,  pidiendo  que  se  señale  dia  para  que  ellos 
ó  sus  defensores  puedan  informar  in  voce,  derecho  de  que 
no  le  es  permitido  defraudarlos  al  Juez,  estándoles  con- 
cedido por  espresa  disposición  de  la  ley ;  —  Quinto,  que 
es,  ademas,  inexacto  el  motivo  enunciado  en  la  espresada 
sentencia^  de  que  el  opositor  no  presenta  título  para  fun- 
dar su  tercería  ;  poique  el  titulo  no  es  precisamente  el  do- 
cumento con  que  se  haya  de  justiflcar  el  derecho  ó  la 
acción  que  se  deduce,  sino  la  causa  legal  en  que  se  funda 
el  derecho,  el  acto  jurídico  de  que  se  deriva  la  acción ; 
de  manera  que  el  título  puede  existir  aun  careciéndose  de 
documento  probatorio,  y  justificarse  con  los  otros  medios 
de  prueba  que  son  admitidos  en  derecho ;  y  habiendo  dicho, 
Don  Reducindo  Villanueva  en  el  escrito  presentado  á  foja 
primera,  que  su  crédito  procede  de  un  depósito  irregular 
de  trigo  que  hizo  en  el  establecimiento  cMolinos  de  Pal- 
mira»,  ha  manifestado  cual  es  el  titulo  que  tiene  para  fun- 
dar su  tercería,   aun  cuando  no  haya  presentado  documento 
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alguno  para  probarlo  ;  —  Sesto,  que,  por  otra  parte,  en  el 
mencionado  escrito  á  foja  primera,  se  hace  referencia  de 
unos  vales  que  se  dice  presentados  en  el  espediente  de 
demanda  interpuesta  contra  Don  Juan  Antonio  Pando,  de 
modo  que,  si  la  presentación  en-  aquel  espediente,  de  los 
vales  fuera  cierta,  aun  confundiendo  el  titulo  con  los  docu- 
mentos que  son  la  prueba  del  título,  no  podría  hacerse  la 
afirmación  en  que  se  funda  la  sentencia  ;  —  Séptimo^  que 
el  Juez  ha  omitido  mandar  que  se  trajera  á  la  vista  el 
mencionado  espediente,  antes  de  sentenciar,  para  hacerlo 
con  conocimientos  de  los  indicados  vales  ;  —  Octavo^  quOy 
en  todo  caso,  habiendo  hechos  alegados  por  el  opositor 
como  fundamento  de  su  tercería  que  no  han  sido  consen- 
tidos ó  confesados  por  el  ejecutante,  el  Juez,  si  consideraba 
que  era  su  comprobación  necesaria  para  resolver  lía  causa, 
ha  debido  recibirla  á  prueba  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
'  artículo  noventa  y  uno  de  la  ley  de  procedimientos,  y  si 
no  consideraba  necesaria  la  recepción  á  prueba,  ha  debido 
espresar  en  la  sentencia  los  fundamentos  de  derecho  sobre 
lo  principal,  que  sirvieran  de  motivo  á  su  resolución, 
como  está  prescríplo  en  el  articulo  trece  de  la  ley; — Noveno^ 
que  las  omisiones  y  los  procedimientos  irregulares  del  Juez, 
no  deben  gravar  á  los  litigantes  con  indebidas  costas  ; 
por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de 
foja  seis  vuelta,  y  reponiéndose  la  causa  al  estado  que 
tenia  antes  de  pronunciarse,  se  devuelve  el  espediente  para 
que  el  Juez  proceda  y  determine  con  arreglo  á  derecho, 
declarándose  que  todas  las  costas  causadas  desde  la  espre- 
sada foja  seis  vuelta  son  á  cargo  del  Juez  de  la  Sección* 

Saltador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado.— José  Bar- 
ros  Pazos. — Marcelino  Ugartb. 
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C1A.USA  LiULIV 


Don  Marcelino   Gacitua  contra  D.    Luis    Thiriot^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  No   mejorándose  en   tiempo  el  recurso   de 
apelación,  á  la  primera  rebeldía,  se  declara  desierto. 


Caso. — D.  Luis  Thiriot  apeló  de  la  sentencia  definitiva 
que  el  Juez  de  Secccion  de  Córdoba,  pronunció  en  la  causa 
seguida  por  D.  Marcelino  Gacitua  contra  el  apelante  por 
cobro  de  pesos. 

Concedida  la  apelación  libremente,  Thiriot  no  mejoró 
el  recurso. 

Pasado  el  término,  Gacitua  acusó  rebeldía  y  previo  el 
certificado  del  Secretario  de  haber  vencido  el  término,  se 
dictó  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Oorte. 

Buenos  Aires,  Agosto  17  de  1871. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la  ley 
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de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación  ;  devuél- 
vanse en  consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y 
reposición  de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado, —  José  Barros   Pazos. — 
Marcelino  Ugarte.  —  José  B.  Go- 
rostiaga. 


*—* 


CAUSü.    L.1LV 


Criminal f  contra  Bernabé  González,  por  homicidio. 


Sum4irio.  —  lo  El  homicidio  simple  cometido  en  estado 
de  embriaguez  y  en  pelea,  habiendo  habido  provocación 
de  una  y  otra  parte,  es  penado  con  cinfto  años  de  trabajos 
forzados. 

2o  La  demora  no  justificada  de  la  defínicioh  de  un  pro- 
ceso criminal,  dá  lugar  á  que  pueda  descontarse  de  la  pena 
infligida,  el  tiempo  de  prisión  sufrida  por  el  condenado 
durante  dicha  demora. 
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So  Las  causas  criminales  deben  ser  sentenciadas  dentro 
de  diez  dips^  después  de  llamados  los  autos  y  de  terminada 
la  audiencia  sub-siguiente. 


Caso.  —  En  la  noche  del  16  de  Octubre  de  1869,  á 
consecuencia  de  una  disputa,  en  la  que  se  cambiaron  in- 
sultos por  una  y  otra  parte,  entre  Bernabé  González  y 
Antonio  Costa,  sobrevino  una  pelea,  en  la  que  el  primero 
infirió  dos  heridas  con  cuchillo  al  segundo,  quien  murió  de 
resultas  de  una  de  ellas. 

Este  hecho  sucedió  en  la  Isla  de  Pavón  sobre  la  Costa 
de  Patagones. 

D.  LuisTiedrabuena  capitán  del  buque  de  la  Marina  Ar- 
gentina «Espora»  levantó  un  sumario  sobre  el  hecho,  que 
fué  remitido  al  Juez  de  Sección  ocho  meses  después. 

El  Juez  de  Sección  completó  el  sumario  con  las  declara- 
ciones de  los  testigos  y  confesión  del  acusado,  de  todo  lo 
que  resultó  comprobada  la  muerte  de  Costa  á  consecuencia 
de  las  heridas  inferidas  por  González,  resultando  también 
probada  la  dispula  é  insultos  que  precedieron  la  pelea,  así 
como  el  estado  de  embriaguez  en  que  se  hallaba  el  heridor. 

Pedida  por  el  Procurador  Fiscal  contra  González  la  pena 
de  10  años  de  trabajos  forzados,  hecha  la  defensa,  y  pasado 
el  término  probatorio  sin  producirse  prueba  alguna  dentro 
de  él,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  del  Jues  Seraloital. 


Buenos  Aires,  Julio  10  de  1871. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra   Bernabé  González 
por  homicidio  cometido  en  la  persona  de  Antonio  J.  Costa 
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en  la  isla  de  Santa  Cruz  sobre  la  costa  de  Patagones ;    y 
resultando  :   1*^  Que  á  consecuencia  de  una  disputa   en  que 
se  cambiaron  insultos  por  una  y  otra  parte  sobrevino  pelea 
entre  Bernabé  González  y  Antonio  J.  Costa,   en  la   que  el 
primero  infirió  á  este  dos  heridas  con  cuchillo   una  en  la 
cara  de  poca  gravedad  y  otra  en    el  vacio  de  muchísima 
gravedad,  todo  lo    que   resulta  por   confesión    del  mismo 
procesado  fojas  5  y  21  vuelta,  y  declaración  de  los  testigos 
Enrique  Hausen  f.    10  y  Luis  Piedrabuena  f.  15;   2*"  Que 
estas  heridas  ocasionaron  la  muerte  á  Costa  á  los  tres  dias 
de  haberlas   recibido,  lo    que  resulta  de  las  declaraciones 
citadas  y  de  la  de  Jacinto   Coloma  f.    12  vuelta;  3o  Que 
cuando  tuvo  lugar  dicha  pelea  se  hallaba  González  en  esta- 
do de  embriaguez  el  que  le  era  habitual  sin  que  por  eso 
le  hubiese  conducido  nunca,  antes  délo  ocurrido  con  Costa 
á  ningún  exceso  ;  4?^  Que  por  el  testimonio  de  Piedrabuena, 
aparece  que  doce  años  que  le  ha  servido  el  procesado  su 
conducta  ha  sido  regular;  y  5^  Que  de  los  antecedentes^ 
del  proceso  no  se  desprende  que  hubiese  ningún  motivo  de 
enemistad  entre  el  procesado  y  su  victima  ;    por  estos  an- 
tecedentes fallo,    declarando  al  procesado  Bernabé   Gonzá- 
lez, confeso    y  convicto  del    delito  de    homicidio  simple 
perpetrado  en  la  persona  de  Antonio  J.  Costa,  obrando   á  su 
favor  las  circunstancias  atenuantes  de  su  estado  de  embria- 
guez y  de  haber  sido  ejecutado  en  pelea  en  que  la  provoca- 
ción tuvo  lugar  de  una  y  otra   parte,  en  su  consecuencia, 
y  estando  en  desuso  las  penas  impuestas  por  nuestras  leyes 
á  este  delito,  lo  condeno  á  cinco  años'  de  trabajo  forzados 
de  los  que  le  serán  descontados  la  mitad  del  que  lleva  de 
prisión  y  á  las  costas  del  proceso.    Hágase  saber,  comuni- 
qúese al  Exrao.  Gobierno  para   su  cumplimiento  y  repón- 
igase  los  sellos. 

Andrés  ügarriza. 
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Apelada  la  sentencia  y  notado  en  segunda  instancia  el 
largo  término  transcurrido  de  ocho  meses  desde  la  per- 
pretacion  del  delito  hasta  el  levantamiento  del  sumario,  y> 
de  jiueve  meses  desde  el  llamamiento  de  autos  hasta  la 
sentencia,  se  dictó  el  siguiente  : 


Fallo  de  iü    Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1871. 

Vistos  :   por  sus  fundamentos  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  veinte  y  nueve  vuelta,    reformándose  en  la 
parte  que  determina  el  tiempo  que  deberá  descontarse  de 
los  cinco  años  de  trabajos  forzados  que  se  imponen  de  pena; 
el  cual  deberá  ser  de  diez  y  siete  meses,   por  la  icjustiflca- 
ble  demora  qu&  ha   sufrido  esta    causa,   en  ocho    meses 
transcurridos  desde  la  perpetración   del  delito  hasta  el  le- 
vantamiento  del  sumario,  y  en  nueve  meses  que  el  Juez  de 
primera  Instancia  ha  retardado  la  sentencia,  cuando  por  el 
artículo  trescientos  sesenta  y  dos  de  la  ley  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos   sesenta  y  tres,   solo  se  con* 
cede   para  pronunciarla  diez  dias  después   de  llamados  los 
autos  y  de  terminada  la  audiencia  subsiguiente.    Por  tanto 
previo  el  correspondiente  oficio  del  Poder  Ejecutivo  Nacio- 
nal,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — Mar- 
celino Ugarte. — José  B.  Gorostiaga. 
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C^USü.   L.1LVI 


Criminal,  contra  Tristan  BrócaUj  por  hurto  á  bordo 
del  pailebot  t  Arrogante  Emilia.  ^ 


Sumario.  —  lo  Para  imponer  pena  en  las  causas  crimi- 
nales, es  necesario  que  exista  una  prueba  clarisima  acerca 
de  la  perpetración  del  delito,  y  de  la  persona  del  delin- 
cuente. 

2o  La  declaración  del  interesado  en  el  hurto,  no  ratifi- 
cada en  el  plenario  no  tiene  valor  alguno. 

3o  Este  indicio  y  otras  presunciones  del  mismo  género, 
no  pueden  justificar  la  imposición  de  pena  contra  el  pro- 
cesado. 

4o  Todo  hombre  se  reputa  bueno,  mientras  no  se  prueba 
lo  contrario. 


Cobo.  — En  la  noche  del  15  de  Abril  de  1870  fué  remi- 
tido á  la  Policía  el  marinero  Tristan  Brocate  del  pailebot 
c Arrogante  Emilia»,  por  haber  estado  en  completo  estado 
de  embriaguez,  dando  escándalo  en  la  calle  del  25  de  Mayo, 
y  por  acusarle  el  patrón  del  pailebot,  D.  Santiago  Vignoli 
de  haberle  robado  á  bordo  un  día  que   lo  dejó  solo,   tres 
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onzas  y  medía  de    oro,  una  moneda  de   once  patacones, 
y  una  libra  esterlina. 

Tomada  la  declaración  del  procesado  y  la  del  patrón 
del  pailebot,  se  tomó  confesión  á  aquel  haciéndole  cargo 
de  haber  sustraido  de  la  cámara  del  capitán  el  dinero  que 
este  tenia  alli,  de  haber  abandonado  el  buque  cuando  el 
capitán  lo  dejó  solo  aUí;  y  de  habérsele  encontrado  una 
libra  esterlina  cuando  el  procesado  decia  no  tener  nada. 

El  procesado  negó  el  primer  cargo,  reconoció  el  segundo, 
y  negó  el  tercero  diciendo  que  creia  que  el  patrón  le  debia 
haber  puesto  en  el  bolsillo  la  libra  cuando  lo  prendieron, 
pues  se  hallaba  presente. 

Acusado  de  hurto  por  el  procurador  fiscal,  quien  pidió 
se  le  aplicase  una  pena  arbitraria,  y  contestádose  por  el 
defensor  que  el  delito,  de  que  se  acusaba  á  Brocate,  no 
eslaba  probado,  se  abrió  á  prueba  la  causa. 

No  fué  producida  prueba  alguna,  y  llamados  autos  se 
dictó  el  siguiente: 


Fallo  del  Jíuez  Seccional. 


Buenos  Aires,  Julio  10  de  1871. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  el  marinero  del 
pailebot  c Arrogante  Emilia»  Tristan  Brocate,  por  hurto 
perpetrado  á  bordo  de  un  buque  contra  el  patrón  del 
mismo,  Santiago  Vignoli  y  resultando  de  ellos :  1^  Que 
el  procesado  quedó  solo  á  bordo  del  pailebot  el  dia  17 
de  Abril  del  año  ppdo.,  quedando  encargado  por  el  pa- 
trón del  cuidado  de  él,  según  todo  consta  de  su  propia 
confesión  á  fojas  2  y  26  vuelta,  y  declaración  del  patrón 
á  f.   ii  vuelta;  2o    Que   abandonando  la  custodia  de  que 
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estaba  encargado,  bajó  á  tierra  donde  fué  encontrado  ebrio 
en  la  calle  de  Mayo,  según  resulta  del  parte  del  Comi- 
sario á  f.  1* ;  3""  Que  el  patrón  del  pailebot  se  queja 
de  haber  sido  robado  á  bordo  de  una  cantidad  de  di- 
nero que  tenia  en  su  cámara  en  la  que  habia  una 
libra  esterlina  que  fué  encontrada  en  poder  del  pro- 
cesado sin  que  pueda  dar  razón  de  como  existia  esa  mo- 
neda en  su  poder ;  4<>  Que  no  siendo  de  ninguna  manera 
aceptable  ni  verosimil  que  por  la  embriaguez  en  que  se 
encontraba  hubiese  perdido  á  tal  punto  la  conciencia  de 
sus  actos  que  no  pueda  conservar  memoria  de  ninguno  de 
los  que  ejecutó  el  día  de  su  desaparición  del  buque  ;  y  5o 
Que  no  habiendo  rechazado  en  su  confesión  los  cargos 
que  le  fueron  dirigidos  acojiéndose  á  su  sistema  inverosimil 
de  defensa,  debe  considerarse  como  una  especie  de  confesión 
de  ellos  ;  por  estos  fundamentos,  declaro  á  Tristan  Brocate 
convicto  del  delito  de  hurto  cometido  á  bordo  del  pailebot 
c  Arrogante  Emilia  i  califícado.por  la  circunstancia  agravante 
de  haber  sido  hecho  al  patrón  del  buque  y  abusando  de 
la  confianza  depositada  en  él  al  encargarle  de  la  custodia  ; 
en  su  consecuencia  y  siendo  arbitral  la  pena  que  corres- 
ponde en  este  caso,  lo  condeno  á  la  de  dos  años  de  tra- 
bajos forzados  con  deducción  de  la  mitad  del  que  tenga 
de  prisión  y  al  pago  de  las  costas.  Hágase  saber,  comu- 
niqúese al  Exmo.  Gobierno  para  su  cumplimiento  y  re- 
póngase los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

Apelada  la  sentencia,    fué  revocada  por  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  C^orte. 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1871. 
Vistos :   De  este  proceso  resulta  que  habiendo  sido  apre- 
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hendido  Tristan  Brocate,  porque,  estando  completamente 
ebrio,  hacia  un  inmenso  escándalo  en  la  calle  del  veinte 
y  cinco  de  Mayo,  en  la  noche  del  quince  de  Abril  del  año 
próximo  pasado,  según  se  dice,  en  el  parte  de  foja  primera, 
acusándole  ademas  el  patrón  del  pailebot  c  Arrogante  Emi- 
lia» Don  Santiago  Bignole,  de  haberle  robado  de  á  bordo 
de  él  una  cantidad  de  dinero,  en  varias  especies  de  mo- 
neda. Instruido  el  proceso,  el  Procurador  Fiscal  ha  acusado 
á  Brocate  como  autor  de  ese  hurto,  pidiendo  se  le  con- 
dene á  la  pena  discrecional  que  el  Juez  considere  justa, 
y  le  ha  sido  impuesta  la  de  dos  años  de  trabajos  forzados 
con  deducción  de  la  mitad  del  tiempo  de  prisión  sufrida, 
esto  es,  de  ocho  meses,  pues  fué  aprehendido  el  quince  de 
Abril  de  mil  ochocientos   setenta. 

Y  considerando  ;  Primero^  que  la  Ley  exije  muy  sabia- 
mente para  justificar  la  imposición  de  pena  en  las  causas 
criminales  que  el  proceso  muestre  una  prueba  tan  clara 
como  la  luz  del  mediodía,  de  manera  que  mon  venga 
dubda  alguna»  en  el  ánimo  del  Juez  á  cerca  de  la  perpe- 
tración del  delito  y  de  la  persona  del  delincuente  ;  Según' 
doj  que  en  el  presente  caso  no  está  acreditado  el  hurto 
de  dinero  imputado  á  Brocate,  pues  apenas  existe  el  leví- 
simo indicio  que  nace  de  la  denuncia  de  Bignoli,  patrón 
del  pailebot  que,  en  su  declaración  de  foja  trece  vuelta 
se  supone  robado,  no  teniendo  esa  deposición  valor  alguno, 
tanto  por  ser  interesado  en  la  causa^  como  por  no  haber  sido 
aquella  ratificada  en  el  plenario  según  consta  á  foja  tres ;  Ter- 
cerOj  que  no  cfoncurriendo  contra  el  acusado  sino  presuncio- 
nes tan  leves  como  la  que  queda  refutada,  no  se  le  puede 
imponer  pena  alguna,  por  lo  prescrito  en  la  Ley  octava,  Títu- 
lo catorce.  Partida  tercera,  que,  dando  la  razón  de  su  disposi- 
ción dice  cGa  las  sospechas  muchas  vegadas  non  aciertan  con 
la  verdad»,  y  ademas  porque  es  también  un  principio  de  de- 
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recho  que  todo  hombre  se  reputa  bueno,  mientras  no  se 
le  pruebe  lo  contrario  ;  por  estas  consideracioneSf  y  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  primera  y  doce,  titulo 
catorce,  Partida  tercera,  y  veinte  y  sois  titulo  primero, 
Partida  séptima,  se  revoca  la  sentencia  apelada  y  se  declara 
á  Tristan  Brócete  libre  y  quito  de  toda  culpa  y  cargo , 
devolviéndose  el  proceso  al  Juez  á  quo  para  que  le  mande 
poner  inmediatamente  en  libertad. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado. — José  Bar- 
ros Pazos. —  J.  B.  Gorostiaga. 


cülUSü.    i^xvii: 


Don  José  Qíiartino  contra  Don  Casimiro  Ferrer^  por  cobro 
de  fletes  i  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 


Sumario.— 'io  El  capitán  de  un  buque,  obligado  por  el 
conocimiento  á  entregar  la  carga  en  el  puerto  de  su  des- 
lino, cumple  el  contrato  entregando  la  carga  en  dicho 
puerto. 
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2^  Por  consiguiente  tiene  derecho  á  exijir  el  pago  del 
flete,   no  oponiéndose  excepción  legitima. 

3o  Para  que  la  excepción  de  no  haber  hecho  el  capitán 
escala  en  un  puerto  intermedio,  y  entregado  allí  parte  de 
la  carga,  se  tenga  en  consideración,  para  responsabilizar  á 
aquel  de  los  daños  y  perjuicios  procedentes  de  esta  falta 
al  contrato,  es  necesario  probar  la  pérdida  ó  la  privación 
del  lucro  que  por  consecuencia  inmediata  y  directa  de 
dicha  falta,  haya  efectivamente  sufrido  el  fletador. 

4o  No  dándose  esta  prueba,  y  existiendo  además  pre- 
sunciones contrarias,  la  excepción  opuesta  no  puede  des- 
virtuar la  acción  del  fletante  para  el  pago  del  flete. 


Caso. — Don  José  Quartino,  capitán  de  la  goleta  nacional 
c Joven  Violantina»  en  viaje  del  puerto  de  Buenos  Aires 
para  él  de  la  Asunción,  con  escala  en  Humaitá  recibió  á 
su  bordo  de  D«  Pedro  Ferrer,  y  por  cuenta  de  D.  Ca- 
simiro Ferrer  400  barricas,  y  400  bolsas  de  harina  para 
entregar  en  el  punto  de  su  destino  por  el  flete  de 
1,280  ;Jffl8. 

En  29  de  Abril  de  1870,  entregó  la  carga  en  el  puerto 
de  la  Asunción  á  D.  Gerardo  Ferrer. 

Este  espresó  en  el  recibo  de  la  carga  haber  pagado 
á  Quartino  solo  640  $  fts.  conviniendo  con  él  que  el 
resto  del  flete  se  cobrase  en  Buenos  Aires  si  habia  de- 
recho, por  no  haber  el  buque  hecho  escala  en  Humaitá, 
como  se  habia  convenido. 

Negándose  D.  Casimiro  Ferrer  á  pagar  dicho  resto» 
Quartino  lo  demandó  por  su  pago,  esponiendo  que  habia 
tocado  en  Humaitá,  y  como  nadie  se  habia  presentado  á 
recibir  la  carga,   habia  seguido  para  la  Asunción. 

Que  habiendo  el  comisionado  allí  recibido  toda  la  carga 
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sin  exigirle  que  dejase  una  parte  de  ella,  á  su  retorno, 
en  Humaitá,  había  aprobado  su  proceder,  novando  así  el 
contrato  de  fletamento. 

Don  Casimiro  Ferrer  entabló  á  su  vez  demanda  contra 
Quartino,  que  se  mandó  tener  como  contrademanda,  pi- 
diendo indemnización  de  daños  y  perjuicios,  por  no  haber 
hecho  escala  en  Humaitá,  y  no  haber  entregado  allí  la 
carga  que  se  habia  vendido  á  16  ;^  fts.  la  barrica  libre 
de  derechos,  mientras  que  en  la  Asunción  tuvo  que  es- 
perarse tres  meses  para  la  venta,  tuvo  que  pagarse  el  5 
por  oj^  de  derechos,  y  no  se  obtuvo  mas  precio  que  él 
del2;$f50cs.  por  barrica. 

Conferido  traslado  de  la  contrademanda,  contestó  Quar- 
tino que  Ferrer  no  habia  recibido  los  perjuicios  alegados, 
y  que  si  ellos  fueran  ciertos,  no  tendria  derecho  á  exijir 
su  indemnización,  porque  habrían  sido  posteriores  á  la 
novación  del  contrato. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  producida  la  que  se 
examina  en  la  sentencia,  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  del  Jueas  Heecional. 


Buenos  Aires,  Junio  13  de  1871. 

Vista  la  demanda  deducida  por  Don  José  QuartinOi 
contra  Don  Casimiro  Ferrer,  por  cobro  de  fletes  de  unas 
barricas  de  harina  trasportadas  á  la  República  del  Para- 
guay, por  cuenta  del  segundo  en  la  goleta  nacional  cJóven 
Yiolantina»  de  la  propiedad  del  primero;  vista  la  contra- 
demanda  deducida  por  Ferrer  contra  Quartino  por  daños 
y  perjuicios,  procedentes  de  falta  de  cumplimiento  al  con- 
trato del  esprosado  transporte  de  parle  de  harinas,  y  vista 
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también  la  prueba  que  ambas  partes  han  producido  en 
apoyo  de  sus  pretenciones,  resulta  lo  siguiente:  lo  Que 
el  capitán  de  la  goleta  nacional  c Joven  Violaniina»  en 
viaje  de  este  puerto  al  de  la  Asunción,  con  escala  en 
Humaitá,  recibió  á  su  bordo  bajo  partida  de  registro,  de 
D.  Pecbro  Ferrer  y  por  cuenta  de  D.  Casimiro  Ferrer  400 
barricas  y  400  bolsas  de  harina,  para  entregarlas  en  el 
puerto  de  su  destino  por  el  flete  convenido  de  mil  dos 
cientos  ochenta  pesos  fuertes^  todo  lo  cual  consta  de  la  copia 
del  conocimiento,  que  corre  á  f .  2  y  del  escrito  de  D. 
Casimiro   Ferrer  á  f.  10. 

2o  Que  la  carga  fué  entregada  en  la  Asunción  á  D.  Ge- 
rardo Ferrer,  quien  con  fecha  29  de  Abril  del  año  ppdo. 
expidió  el  recibo  de  f.  1^,  espresando  haber  pagado  al  pa- 
trón de  la  tf  Joven  Violantina»  la  cantidad  de  640  pesos 
fuertes,  y  haber  convenido  con  dicho  patrón  que  lo  restante 
del  flete  fuese  cobrado  en  Buenos  Aires,  si  habia  derecho 
á  él  por  no  haber  el  buque  hecho  la  escala  en  Humaitá, 
como  estaba  acordado — (Recibo  de  f.  1*  reconocido  por 
la  parte  de  Ferrer  á  f.  17  vuelta.) 

S""  Que  el  propietario  del  buque,  acompañando  los  do- 
cumentos referidos,  entabla  demanda  contra  Don  Casimiro 
Ferrer  por  el  resto  del  flete,  importante  640  pesos  fuertes 
y  por  las  costas  que  ocasionase  la  cobranza,  fundándose  en 
que  el  buque  habia  tocado  en  Humaitá  y  nadie  se  habia 
presentado  á  recibir  la  carga,  hecho  que  además  debia 
presumirse  cierto  porque  estando  dicho  puerto  mucho  mas 
cerca  que  el  de  la  Asunción  donde  fué  recibido  la  harina, 
no  le  era  difícil  ni  gravoso  tocar  en  aquel  puerto  inter- 
medio ;  y  que  aunque  asi  no  fuese,  habiendo  sido  recibida 
la  carga  en  buen  estado  en  -la  Asunción,  y  no  habiendo 
exigido  el  cargador  que  fuese  entregada  en  Humaitá,   es* 

tando  á  las  leyes  generales  sobre  navegación ,  recibida  toda 
T.  h  24, 
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la  carga  se  entieodei^  coasentido  el  proceder  del  fletador  — 
(escrito  de  fojas  21  y  22.) 

4o  Que  el  demandado  Ferrer  dedujo,  después  de  las 
primeras  gestiones  iniciadas  por  Quartino,  una  demanda, 
por  cuerda  separada,  la  que  en  la  acta  de  f.  9  del  espe* 
diente  agregado  se  convino  en  considerar  como  contrade- 
raanda  ó  reconvención. 

5o  Que  dicha  contrademanda  versa  sobre  cobro  de  can- 
tidad de  pesos  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  no 
haber  la  c  Joven  Violantinat  hecho  escala  -  en  Humaitá, 
cuando  era  convenido  hacer  dicha  escala  para  tomar  allí 
órdenes  respecto  á  la  carga,  siendo  dicha  circunstancia 
la  causa  de  no  haberse  recibido  la  carga  en  Humaitá, 
donde  se  habian  vendido  harinas  á  16  pesos  fuertes  bar- 
rica, libres  de  derechos,  mientras  que  en  la  Asunción  solo 
se  obtuvo  el  de  doce  y  medio  pesos  fuertes,  teniendo  ade- 
más que  pagar  el  cinco  por  ciento  de  derechos  y  que 
esperar  tres  meses  para  la  venta. 

6o  Que  la  parte  de  Quartino  niega  á  Ferrer  el  derecho 
de  cobrar  los  perjuicios  que  dice  haber  sufrido  por  el  re- 
cibo de  la  carga  en  la  Asunción,  jfundándose  en  primer 
lugar,  en  que  si  los  perjuicios  fuesen  ciertos,  como  pos- 
teriores á  la  novación  del  contrato  no  son  legítimos,  y 
en  segundo  lugar,  en  que  entendia  que  no  habla  sufrido 
tales  perjuicios,   como   resulta  de  la  prueba. 

7o  Que  se  recibió  la  causa  á  prueba  á  fin  de  que  [las 
parles  acreditaran  los  siguientes  puntos  :  lo  Si  el  buque 
hizo  escala  en  Humaitá,  y  en  caso  negativo  qué  causa 
le  impidió  hacer  dicha  escala. 

2o  Por  qué  el  consignatario  de  la  carga  se  recibió  de 
ella  en  la  Asunción  y  no  exijió  que  el  buque  regresase  á 
Humaitá  para  entregarla   en  dicho  punto. 

3o  Qué  perjuicios  se  siguieron  al  cargador  por  el  hecho 
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de  haberse  omitido  la  escala  en  Humaitá,  y  cuál  sea  su 
valor. 

8o  Que  la  prueba  rendida  por  las  partes  consiste  en 
declaraciones  de  Manuel  Risso  que  según  afirma  fué  tri- 
pulante de  la  goleta  c Joven  Violantina*  de  Bartolomeo 
Soliniano,  marinero  á  sueldo  de  Quartino,  y  Cosario 
Cuneo,  que  afirma  haber  sido  el  patrón  del  mismo,  bu- 
que en  el  viaje  dicho,  las  que  corren  de  fojas  19  á  24,  y 
en  las  posiciones  absueltas  por  Quartino  á  í.  32  vuelta 
y  33. 

9o  Que  las  declaraciones  citadas,  contraidas  únicamente 
al  primer  punto  del  auto  de  prueba,  no  son  bastantes  para 
dejar  incontrovertiblemente  constatado  el  hecho  de  haber 
la  €  Joven  Vioiantina»  hecho  escala  en  Humaitá,  por  cuan- 
to los  dos  primeros  testigos  afirman  haber  tocado  en 
dicho  punto  el  dos  de  Mayo,  fecha  evidentamente  falsa 
puesto  que  la  entrega  de  la  carga  terminó  el  29  de  Abril 
en  la  Asunción,  según  el  recibo  de  f.  1*,  á  lo  que  se 
agrega  que  Soliniano  dice  que  el  viaje  lo  hizo  bajo  las 
órdenes  de  D.  José  Quartino,  cuando  el  testigo  Cuneo 
afirma  haber  sido  el  patrón  del  buque  en  el  mismo  viaje, 
siendo  de  notar  además  que  habiéndose  ordenado  que 
Quartino  exibiese  el  diario  de  navegación  y  el  rol  de  tri- 
pulación de  la  goleta  c Joven  Violantina»  al  efecto  de  ave- 
riguar si  el  buque  hizo  realmente  la  escala  en  cuestión, 
y  si  los  testigos  presentados  eran  marineros  de  dicho  bu- 
que,  no  se  presentaron  dichos  libros. 

10  Que  sobre  el  segundo  y  tercer  punto  del  auto  de 
prueba  no  se  ha  rendido  ninguna  por  las  partes,  por  cuanto 
las  declaraciones  de  que  se  ha  hecho  mérito  se  limitan 
solo  al  primer  punto  de  las  posiciones  de  f.  32  que  solo 
son  pertinentes  del  mismo  primer  punto. 

Y  considerando;  lo  Que  según  el  conocimiento  exhibido 
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el  capitán  de  la  «Joven  Violantina»  estaba  obligado  á  en- 
tregar la  carga  en  el  puerto  de  su  destino,  y  siendo  este 
según  el  mismo  documento  el  de  la  Asunción,  ha  cum- 
plido el  contrato  entregando  en  dicho  puerto,  como  lo  ha 
jefectuado. 

2o  Que  por  consecuencia  el  fletante  tiene  derecho  para 
exigir  el  pago  del  flete  estipulado  y  no  habiendo  recibido 
sino  la  mitad  de  él,  el  fletador  está  obligado  á  abonar  la 
otra  mitad,  salvo  que  acreditase  escepcion  legítima  que  lo 
autorizase  á  retener  parte  del  flete,  ó  á  cobrar  daños  y 
perjuicios  por  mora  ó  por  falta  de  alguna  de  las  estipu- 
laciones del  contrato. 

3o  Que  el  fletador  Ferrer  ha  deducido  reconvención 
por  daños  y  perjuicios  procedentes,  según  afírma,  de  no 
haber  el  buque  hecho  escala  en  Humaitá,  reconvención 
que  ha  sido  rechazada  por  el  fletante,  negando  que  hubiese 
faltado  á  lo  estipulado,  y  que  el  fletador  hubiese  sufrido 
daños  y  perjuicios. 

4o  Que  aunque  en  vista  del  recibo  de  f.  1*  y  de  la  de- 
fíciencia  de  la  prueba  rendida  por  Quartino,  la  presunción 
legal  es  que  el  buque  no  hizo  escala  en  Humaftá,  pues 
no  se  concibe  que  el  patrón  dejara  consignar  en  el  recibo 
un  hecho,  que  le  era  perjudicial,  si  el  no  fuera  cierto ;  y 
aunque  por  lo  misma  consta  que  el  patrón  faltó  al  con- 
trato lo  que  le  impondría  la  responsabilidad  de  daños  y 
perjuicios  procedentes  de  la  violación  ó  falta  de  cumpli- 
miento al  contrato,  para  que  dicha  responsabilidad  exista, 
es  indispensable  que  al  fletador  se  hubiesen  efectivamente 
seguido  daños  ó  causadósele  perjuicios  con  motivo  de  dicha 
falta,  esto  es,  que  hubiese  sufrido  alguna  pérdida,  ó  que  se 
le  hubiese  privado  de  un  lucro  por  consecuencia  inmediata 
y  directa  de  la  falta  de  cumplimiento  (artículos  222  y  223 
del  Código  de  Comercio). 
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5o  Que  tal  prueba  no  existe  ni  ha  sido  intentada  si- 
quiera, pues  nada  hay  en  autos  que  puede  hacer  presumir 
que  existiera  una  diferencia  tan  notable  en  el  precio  de  la 
harina  en  dos  puertos  inmediatos,  entre  sí,  y  que  se 
proveen  del  mismo  mercado,  y  menos  aun  debe  presu- 
mirse esto  cuando  se  encuentran  en  la  misma  linea  de 
navegación,  el  puerto  donde  se  dice  que  los  precios  eran 
mas  altos  es  paso  preciso  para  llegar  al  otro  donde  eran 
mas  bajos,  á  todo  lo  cual  se  agrega  que  si  tal  diferencia 
hubiera  existido,  es  de  presumir  que  el  cargador  no  habría 
aceptado  la  entrega  de  la  carga  en  la  Asunción  sino  que 
habría  exijido  que  el  buque  regresase  al  de  Humaitá  para 
entregar  en  él  la  carga. 

6o  Que  por  consecuencia  Ferrer  no  ha  probado  la  le- 
galidad de  sus  pretenciones  y  deben  por  tanto  ser  repelidas. 

Por  estos  fundamentos ;  fallo,  condenando  á  D.  Casimiro 
Ferrer  á  pagar  á  D.  José  Quartino  ó  á  sus  herederos,  la 
cantidad  de  seis  cientos  cuarenta  pesos  fuertes,  sin  hacer 
lugar  á  la  reconvención  deducida  por  Ferrer  y  sin  especial 
condenación  en  costad.    Repónganse  los  sellos. 

Manuel  Zavaleta. 

Apelada  la  sentencia  por  Ferrer,  fué  confirmada  por  el 
siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  29  de  1871. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  tres,  y  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos,—José  B.   GORROSTIAGA. 
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CAUSA    I^ULVIII* 


Don  Macario  Nazarri  contra  D.  Antonio  Caballero  y  Hnos. , 
sobre  desembargo  de  una  tropa  de  carretas^  é  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 


Sumtirio.  —  lo  Acreditado  por  un  tercero  el  dominio  so- 
bre una  tropa  de  carretas,  embargada  para  asegurar  el 
pago  de  la  deuda  de  otro,    debe  ordenarse  el  desembargo. 

2o  Sí  el  embargo  ha  sido  solicitado  y  obtenido .  bajo  la 
responsabilidad  de  quien  lo  pidió,  este  se  hace  respon- 
sable de  los  daños  y  perjuicios  <(ue  de  dicho  embargo  se 
le  hayan  seguido  al  dueño. 


Caso. — En  28  de  Setiembre  de  1870,  Don  Antonio  Ca- 
ballero y  Hermanos,  vecinos  de  Córdoba,  por  una  suma  de 
dinero  que  les  debia  D.  Gregorio  López,  vecino  de  San- 
tiago, pidieron  al  Juez  de  Sección  de  Córdoba  que  se 
embargara  bajo  responsabilidad  de  los  demandantes,  una 
tropa  de  carretas  que  habia  llegado  á  ese  punto  al  cui- 
dado de  dicho  López. 

Ordenado  el  embargo  bajo  la  responsabilidad  de  aquellos, 
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D.  Gregorio  López  declaró  que  la  tropa  de  carretas  no 
era  suya,  sino  de  D.  Macario  Nazarri  del  cual  el  deman- 
dado era  capataz. 

Se  ejecutó  el  embargo,  presentándose  luego  D.  Macario 
Nazarri,  y  pidiendo  el  desembargo  de  la  tropa  por  ser  él 
el  .dueño  de  las  carretas,  con  escepcion  de  dos  que  habían 
sido  prestadas  á  López,  y  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios por  haber  estado  la  tropa  ya  contratada  y  cargada 
en  parte. 

Sustanciados  y  resueltos  varios  incidentes,  uno  de  los 
cuales  versó  sobre  el  embargo  de  la  tropa  dándose  fianza, 
la  que  no  se  admitió  por  resistirla  los  Sres.  Caballero  y 
Hnos.,  se  sustanció  la  petición  de  Nazarri,  dándose  tras- 
lado. 

Caballero  y  Hnos.  contestaron  que  los  documentos  acom- 
pañados por  Nazarri  no  probaban  su  dominio  sobre  la 
tropa  de  carretas. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  acerca  de  la  propiedad  de 
Nazarri  sobre  la  tropa   de  carretas,  bueyes,  muías  y  ca-   ^ 
ballos,  y  sobre  el  hecho  de  estar  ya  contratada  y  cargada 
aquella,  cuando  se  trabó  el  embargo. 

Producida  la  prueba  que  se  examina  en  la  sentencia, 
y  llamados  los  autos,  se  dictó  el  siguiente  : 


Fallo  del  Jues  SecciODal. 


Córdoba,  Junio  7  de  1871. 

Vistos  :  estos  autos  entre  Don  Macario  Nazarri  y  los  Sres. 
Antonio'  Caballero  y  Hermanos,  demandando  el  primero 
a   devolución  de  una  tropa  de  carretas  con   los  bueyes, 
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aparejos  y  demás  útiles  embargados   por  los  segundos  á 
su  capataz  D.  Gregorio  López  por  ser  este  deudor  de  los 
úllimos  y  creerlo  propietario  de  la  tropa,  como  la  indem- 
nización   de  daños  y  perjuicios   causados  por  dicho  em- 
bargo ;    con  lo    espuesto    por    las    partes    y  la   prueba 
producida.    Y  considerando    que  Don  Macario  Nazarri  ha 
acreditado   debidamente  con  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos D.  Antonio  Dominguez  á  f.  77,  D.  Adolfo  Igarzabal  á 
f.  79,   D.  Martin  Ramos  f.  80,  D.  Ramón  Santucho   á  f. 
114  vuelta,    D.  Gregorio  Santillan  á  f.  115,  D.  Francisco 
Santillan  á  f.  116,    D.  Manuel  Salvatierra  á  f.  1 16  vuelta 
y  D.  Alejandro  Montes  á  f.  Il7  vuelta  ;   que  la  tropa,  co- 
mo los    bueyes,   aparejos  y  útiles  son   de  su  propiedad, 
con  escepcion  de  dos  carretas  y  cuatro  bueyes  que  resul- 
tan ser  de  pertenencia  de   López,    según  lo    conGesa   el 
mismo  Nazarri  absolviendo  posiciones  á  f    ,   y  respondien- 
do á  la  primera  pregunta   y  lo  declara    D.  Garlos  Garreras 
á  f.  90,  contestando  á  la  tercera  pregunta.    Que  según  la 
declaración  de  los  testigos  ya  nombrados,  Dominguez,  Igar- 
zabal, Ramos  y  Salvatierra,   la  tropa  tenia  al   tiempo  de 
efectuarse  el  embargo  dos  ó  tres  carretas  cargadas,  pues 
estaba  recibiendo   nueva    carga  para  llevar  de  regreso  á 
Santiago.    Que  los   Sres.    Gaballero  y   Hnos.  pidieron  el 
embargo   de   dicha    tropa  bajo   su  responsabilidad    según 
consta  de  su  escrito  de  f.... 

Por  estas  consideraciones,  mando  se  alce  el  embargo 
de  dicha  tropa,  bueyes,  aparejos  y  útiles  y  se  entregue  á 
Don  Macario  Nazarri  ó  su  apoderado  y  declaro  que  los 
Sres.  Gaballero  y  Hermanos  son  responsables  de  los  daños 
y  perjuicios  causados  por  dicho  embargo  así  como  de  las 
costas  y  costos  del  presente  juicio,  debiendo  hacerse  el 
justo  precio  ó  estimación  de  dichos  daños  y  perjuicios 
en  todo  lo  que  no  estuviese  de  otra  manera  determinado 
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en  estos  autos,  por  peritos  nombrados  de  común  acuerdo 
por  las  partes.  Hágase  saber  y  repóngase  los  sellos. 

Saturnino  M.  Laspiur. 
Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente: 


Fallo  de  la  Suprema  C)orte. 


Buenos  Aires,  Agosto  29  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la 
sentencia  apelada,  corriente  de  foja  cieuto  treinta  y  tres 
vuelta  á  ciento  treinta  y  cuatro  vuelta ;  satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase  el  espe- 
diente ;  previniéndose  al  Juez  de  la  causa  mande  reponer 
el  sello  que  falta  y  suplir  las  deficiencias  señaladas  en  el 
certificado  de  foja  ciento  ochenta  y  ocho. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado, — José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
— j.  b.  gorostiaga. 


CJ^V^A.  \SJL.V7L. 


lad  Chu^^  contra  Don   Cesar  Palacio,  reeuno    de 
'     gaeja  contra  el  Juex  nacional  de  Mendoza, 
sobre  fianza  de  arraigo 


Sumario.  — io  La  fiaaza  de  arrai|fo  de  que  trata  el  art. 
14  áe  la  ley  de  procedimientos,  se  refiere  al  demaodante 
straajero  no  domiciliado  en  la  República,  y  no  al  no  do- 
lioiiiado  en  la  Provincia  en  cuyo  Juzgado  Seccional  ins- 
lure  su  demanda. 

2o  A  no  ser  asi,  se  violaria  el  art.  20  de  la  Constítucioii 
ir  el  cual  los  estrangeros  gozan  en  el  territorio  de  la 
ación  de  todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano. 

3°  El  ciudadano  vecino  de  una  provincia  demandando 

un  ciudadano  vecino  de  otra  no  está  obligado  á  dar  la 
inza  de  arraigo  prescripta  por  el  citado   artículo  74. 


Caso.  —  D.  Felipe  Correa  con  poder  de  D.  José  Chavarri 
español,  domiciliado  en  Santa  Fé,  demandó  ante  el  Juez 
de  la  Sección  de  Mendoza,  sobre  falta  de  cumplimiento  á  un 
contrato  á  D.  Cesar  Palacios,  argentino,  vecino  de  esta 
provincia. 
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D.  Cesar  Palacios,  antes  de  contestar  la  demanda,  pidió 
que  Ghavarri  arraigase  el  juicio. 

Formado  articulo,  se  resolvió  accediendo  á  la  preten- 
sión de  Palacios. 

Ghavarri  pidió  revocatoria  y  apeló^  y  no  se  hizo  lugar  á 
ninguno  de  los  recursos. 

Apeló  entonces  de  hecho  ante  la  Suprema  Corte  alegan* 
do  que  el  art,  74  de  la  ley  de  procedimientos  en  el  que 
se  había  fundado  el  Juez  de  Sección  se  referia  al  domicilio 
fuera  de  la  República,  y  no  al  domicilio  fuera  de  la  Sec- 
ción. 

Que  no  habia  ley  alguna  que  obligase  á  un  ciudadano 
de  una  provincia  á  arraigar  el  juicio  cuando  demandaba 
al  ciudadano  de  otra  ante  los  tribunales  de  esta ;  y  que 
concediendo  la  Constitución  al  estrangero  habitante  de  la 
Nación  los  mismos  derechos  civiles  que  al  ciudadano,  no 
podií)  exigírsele  la  fíanza  de  arraigo  en  el  presente  caso. 

Que  no  pudiendo  las  leyes  ser  contcadictorias  de  las  ga- 
rantías acordadas  por  la  Constitución,  el  art.  74  citado  no 
podia  tener  otra  interpretación  que  la  de  exijirse  la  fíanza 
á  los  estrangeros,  que  no  siendo  domiciliados  en  la  Repú- 
blica viniesen  á  demandar  á  los  ciudadanos  domiciliados 
en  ella. 

La  Suprema  Corte  pidió  informe  al  Juez  de  Sección, 
quien  transcribió  los  autos  relativos,  diciendo  que  su  opi- 
nión era  que  el  art.  74  correspondía  también  á  los  es- 
irangeros  domiciliados  en  la  República,  pero  fuera  de  la 
Sección,  y  que  el  escrito  de  Ghavarri  á  que  contestaba 
con  su  informe  era  brillante,  oropel  falso,  pero  nada  de 
sustancia. 
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Vista  la  causa  se  dictó  el  siguiente : 

Falla  de  la   Saprema  Carta. 

Buenos  Aires,  Agosto  29  de  1871. 

Vistos :  de  este  espediente  resulta  que,  habiendo  Don 
José  Ghavarri,  estrangero  y  vecino  de  la  Provincia  de  Santa 
Fé,  demandado,  sobre  el  cumplimiento  de  obligaciones,  á 
Don  Cesar  Palacios,  argentino  y  domiciliado  en  la  de  Men- 
doza, ante  el  Juzgado  Seccional  de  esta,  el  demandado  de- 
dujo articulo  previo  para  que  el  demandante  arraigara  el 
juicio,  y  el  Juez  le  ha  condenado  á  otorgar  la  competente 
fianza  para  poder  proseguir  la  acción  instaurada,  y  el  ex- 
pediente ha  venido  á  la  Corte  por  el  recurso  de  queja. 

Y  considerando ,  Primero j  que  el  auto  recurrido  se  funda 
únicamente  en  la  disposición  del  articulo  setenta  y  cuatro 
de  la  ley  de  procedimientos  que  dice  que  c  si  el  deman- 
c  dante  fuese  estrangero  no  domiciliado,  será  también 
c  excepción  dilatoria  la  del  arraigo  del  juicio  ;  >  Segundo, 
que  para  exijir  el  Juez  la  fianza  de  arraigo  á  un  estrangero 
domiciliado  en  otra  Provincia  ha  entendido  que  ese  articulo 
exije  para  admitir  su  demanda,  que  él  sea  domiciliado  en 
la  Provincia  en  cuyo  Juzgado  Seccional  se  instaure ;  Ter^ 
cero^  que  esa  interpretación  del  articulo  setenta  y  cuatro 
es  contraria  á  su  texto,  pues,  hablando  de  domicilio,  en 
términos  genéricos  y  absolutos,  debe  entenderse  que  esta- 
tuye acerca  del  domicilio  nacional  y  no  del  de  Provincia, 
y  en  tal  caso,  no  habiendo  la  ley  hablado  taxativamente 
como  debió  hacerlo,  si  la  mente  del  legislador  hubiera 
sido  exijir  al  demandante  estrangero,  el  domicilio  del  lu- 
gar del  juicioi   para  no  dar  lugar  á  contrarias  interpreta- 
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ciones,  debe  aplicarse  la  regla  de  derecho  que  epseña  que 
nbi  lex  non  distinguit  neo  nos  distinguere  debemus ;  Cuarto ^ 
que,    al  prescribir  el    artículo     setenta  y  cuatro    citado 
la  fianza  de  que  se  trata,    debe  suponerse  racionalmente 
que  los  legisladores   se   propjüisieron  solamente  garantir  á 
los  habitantes  de  ia  República  de  que  los  estrangeros  tran- 
seúntes, no  radicados  en  ella,  por  los  vínculos,  que  es- 
tablecen la  familia,  los  bienes,   las  profesiones  liberales  ó 
industriales,   no  pudieran  molestarlos  y  perjudicarlos  con 
demandas  irresponsables  temerarias  y  de  mala  fé ,  Quinto^ 
que,  en  el  caso  del  dia,   ese  fin,  y  esa  previsión  del  legis- 
lador se  hallan    completamente    consultados,    desde    que 
Chava rri  tiene  su  domicilio,  sus  negocios  y  sus  bienes  en 
la  Provincia  de  Santa  Fé,   y,  por  consiguiente,  es  fuera  de 
toda  duda  que,  ejecutoriada  la  sentencia  que  se  pronuncie, 
en  el  Juzgado  Seccional  de  Mendoza,  donde  ha  instaurado 
su  demanda,  puede  ser  ejecutada  en  cualquiera  Provincia 
de  la  República,  porque  su  legislación  es  uniforme  ;  Sesto^ 
que,  si  no  se  interpretara,  de  este  modo,   el  articulo  se- 
tenta y  cuatro,  aplicado  al  caso  por  el  Juez  a  quo^  se  vio- 
laría la  disposición  del  artículo  segundo  de  nuestro  Código 
fundamental,  que  estatuye    c  que  los  estrangeros  gozan  en 
€  el  territorio  de  la  Nación   de  todos  los  derechos  civiles 
c  del  x^iudadano ;  >  puesto  que  á  un  estrangero  domiciliado 
en  una  Provincia  que  demanda  á  un  argentino  vecino  de 
otra,  se  le  manda  dar  una  fianza  de  arraigo,  que  jamas  se 
ha  exijido  ni  puede   exijirse   al  natural   del   país  en  igual 
caso;  Séptimo^  que  el  hecho  de  que  Ghavarri  está  domici- 
liado en  Santa  Fé  se  halla    establecido  por  el  Juez  en  su 
informe  de  foja  siete,   que   indebidamente  denomina  con- 
testación al  escrito  del  apoderado  de  aquel,  asumiendo  así 
el  rol  de  litigante,  y  en  el  que  olvidando   que  habla  con 
la  Corte,  se  permite  clasificar  los  argumentos  de  aquel| 
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en  términos  impropios  y  ajenos  á  la  decorosa  gravedad  de 
los  debates  forenses ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el 
auto  apelado  y  se  declara  que  Don  José  Ghavarri  no  está 
obligado  á  dar  fianza  de  arraigo  para  proseguir  el  juicio 
iniciado  contra  Don  Cesar  Palacios ;  y  satisfechas  las  eos* 
tas,  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado. —José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


CitUSA     ÍXSl 


Don  José  Siehes  contra  el  propietario  del  vapor   ^Comercio 
del  Rosúífio^  por  cobro  ejecutivo  de  pesos ^  y  embargo. 


Sumario.  —  !<>  Una  cuenta  por  suministros  de  carbón  á 
un  vapor,  reconocida  por  quien  se  dice  agente  y  autorizada 
á  tomar  carbón,  pero  no  reconocida  por  el  armador  quien 
niega  además  la  autorización  del  agente,  no  dá  lugar  á 
acción  ejecutiva  para  el  cobro  de  su  importe. 
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2o  No  estando  acreditada  la   deuda  de  un   buque,  no 
puede  embargarse  este. 


Caso. — Don  José  Siches  presentó  una  cuenta  de  carbón 
suministrado  al  vapor  «Comercio  del  Rosario»  desde  23  de 
Julio  hasta  7  de  Octubre  de  1870,  por  4,764  $  fts.,  con  el 
conforme  de  D.  Martin  Monasterio  agente  del  vapor,  Don 
Alejandro  Garduer  maquinista,  y  el  capitán  Morsse,  quien 
limitó  sü  conforme  hasta  el  dia  7  de  Setiembre  de  1870. 

No  existiendo  estas  personas  en  Buenos  Aires,  Siches 
pidió  que  D.  Ezequiel  Paz  propietario  del  vapor  reconociera 
la  cuenta. 

Este  no  reconoció  los  conformes,  agregando  que  aunque 
fueran  ciertos,  no  podian  tener  fuerza  alguna,  porque  el 
capitán  dejó  de  serio  en  4  de  Setiembre,  Monasterio  nada 
tenia  que  hacer  con  el  vapor,  y  el  maquinista  no  estaba 
autorizado  á  tomar  carbón. 

Habiendo  llegado  Monasterio  á  la  ciudad  se  le  hizo  re- 
conocer el  conforme  relativo.  El  mismo  declaró  haberlo 
puesto  como  agente  del  vapor  y  por  haber  estado  autori- 
zado para  proveer  al  vapor  de  carbón  y  de  todo  lo  que 
necesitase. 

Con  esta  diligencia  Siches  pidió  el  pago  de  la  cuenta 
dentro  de  tercero  dia,  y  el  embargo  del  vapor. 

Fallo  del  Suem  SeeeioBal. 

Buenos  Aires,  Julio  29  de  1871. 

No  estando  el  documento  presentado  en  las  condiciones 
determinadas  por  los  artículos  248  á  251  de  la  ley  de 
procedimientos,  no  ha  lugar  á  lo  pedido   en  lo  principal ; 
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al  otrosí^  no  pudiendo  embargarse  el  buque  sin  que  esté 
acreditada  la  deuda,  no  ha  lugar  por  ahora.  Repóngase  el 
sello. 

Zavaleta. 
Apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente  : 


FaIIo  de  la  Suprenm  Corto. 


•    \ 


Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas , 
el  auto  apelado  de  foja  diez  y  siete  vuelta,  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 
Mareclino  Ugarte.  —  José  B.  Go- 

ROSTUGA. 
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Cü^USÜL    I^XXl 


El  Procurador   Fiscal  contra  Don  Baltasar  Moreno^  por 
una  publicación  hecha  contra  el  Juez  Nacional 

de  Buenos  Aires. 


Sumario. — Los  Tribunales  Federales  no  son  competen*- 
tes  para  conocer  en  los  delitos  de  imprenta. 


Caso.  —  En  el  periódico  cEl  Nacional»  de  14  de  Junio  de 
1870,  Don  Baltasar  Moreno  publicó  el  siguiente  artículo : 

c  ¿Qué  hay  del  asunto  Lasalle,  que  tiene  que  fallar  el 
c  Juez  de  Sección  Dr.  Zavalela  hace  ya  mes  y  medio? 

c  Seguimos  paso  á  paso  todo  cuanto  al  respecto  se 
c  maquina,  y  estamos  dispuestos  á  llamar  las   cosas  por 

<  su  nombre. 

c  Ya  el  Nacional  se  ocupó  dos  veces  de  este  feo  asunto, 
c  en  virtud  de  denuncias  del  corresponsal  de  un  diario 
c  de  Montevideo,  que  nadie  ha  desmentido. 

c  Es  necesario  salvar  la  moral,  y  si  se  quiere  tener  em- 

<  pleados  honrados,   una  vez  que    han   cumplido  con  su 
«  deber,   no  se  les  debe  interceptar  sus  derechos. 

«  A  buen  entendedor,  pocas  palabras ; 
T.  h  25 
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i  Volverernoi  sobre  el  asunto  si  fuera  necesario.  > 
Orieuüio  el  reconocimiento  del  artículoi    Don  Baltasar 
Moreno  se  présenlo  diciendo  que  el  Juzgado  Nacional  era 
incompetente  para  conocer  en  delitos  de  imprenta,  y  que 
el  Juez  í)f.  Zavaleia  estaba  impedido  para  esta  causa. 

l)/ido  vista  al  Procurador  Fiscal,  este  dijo  que  la  publi- 
cación anterior  contenia  una  amenaza  contra  un  Juez  Na- 
cional en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  siendo  este  un 
delito  provisto  por  el  art.  30,  inc.  3^  de  la  ley  de  14  de 
Boliombro  de  1803,  acusó  á  Don  Baltasar  Moreno  por 
delito  do  desacato  contra  las  autoridades  nacionales,  pi- 
diendo la  pona  do  50  $  fts.  de  multa  con  arreglo  al  art. 
82  do  la  citada  ley. 

Posados  los  autos  al  Juez  Dr.  Ugarriza  y  conferido  tras- 
lado, 1).  Baltasar  Moreno  declinó  de  jurisdicción,  alegando 
quo  lo  ostoblooido  en  las  causas  de  desacato  contra  las 
ouloridudos  nacionales  no  modiñcaba  el  principio  de  ser. 
inoonipotonlos  los  Tribunales  Nacionales  en  negocios  de 
impronta. 


lUlo  4el  Summ  0«e€ftiMUül, 


Buenos  Aires»  Julio  5  de  4871. 

Y  visloSi  siendo  la  acusación  Fiscal  por  desacato  cooae- 
Udo  contra  U  Autoridad  NacionaU  cuyo  delito  corresponde 
su  jui^ranuento  iV  la  Justicia  Nacional  según  el  titulo  sesto 
do  U  loy  Poudli  no  ha  lugar  á  la  declinatoria  de  jurísdio- 
cioa'  quo  so  solicita  y  conteste  derechamente  D.  Baltasar 
Mur^ao  ú  lra;^ado  pendiente,  y  repóngase  el  sello» 
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Moreno  apeló ;  vista  la  causa  por  la  Suprema  Corte,  se 
dio,  para  mejor  proveer,  vista  al  Sr.  Procurador  General. 

Este  funcionario  pidió  se  mandara  sobreseer  en  la  causa 
por  no  encontrar  en  el  suelto  acusado  insulto  de  ninguna 
clase  contra  el  Juez  de  la  Sección,  agregando  que  si  se 
hubieran  realmente  dirigido^ insultos  al  mismo  por  el  modo  de 
desempeñar  su  oficio,  sostendría  ser  de  la  competencia  de  la 
Justicia  Nacional  el  corregirlos. 


Fiill*  dé  lá  iMpreiIftii  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1871. 

Vistos :  de  conformidad  á  lo  proscripto  en  el  artículo 
treinta  ;  dos  dé  la  Constitución,  y  á  la  jurisprudencia  esta- 
blecida por  esta  Suprema  Corte,  en  los  fallos  do  fecha 
doce  de  Abril  de  mil  ochocientos*  sesenta  y  cuatro  y  diez  y 
seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  pro- 
nunciados el  primero  en  la  causa  seguida  contra  el  Doctor 
Don  Manuel  J.  Argerich,  y  el  segundo  en  la  causa  seguida 
contra  Don  M.  Laforest,  se  revoca  el  auto  apelado, 
caiTíente  á  foja  once  vuelta  y  se  declara  que  la  Justicia 
Nacional  es  incompetente  para  conocer  de  la  acusación  in- 
tentada por  el  Procurador  Fiscal  contra  Don  Baltasar  Mo- 
reno por  delito  de  imprenta  ;  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvase  el  espedientOi 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —José  Barros  Pa- 
zos.^—Marcelino  Ugarte.  — Josií 

B.  GOROSTUGA. 
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CAUSA.    I^ÜL^iLII. 


Don  Julio  Joñas  contra  la  viuda  de  D.  José  JA.  Casal^ 

sobre  regulación  de  hnor arios. 


Sumario. — El  decreto  ordenando  la  regulación  de  hono- 
rarios no  es  apelable. 


Caso.  —  El  procurador  D.  Julio  Joñas  con  poder  de  D. 
José  M.  Casal  siguió  un  juicio  contra  D.  Feliz  José  Rim- 
baud  y  D.  Antonio  Seguez. 

La  demanda  fué  rechazada  por  sentencia  definitiva  con- 
denándose en  costas  al  actor. 

Joñas  renunció  el  poder,  y  apeló. 

Dado  traslado  á  Casal,  contestó  que  el  asunto  se  habia 
seguido  de  cuenta  de  Joñas,  y  no  se  le  debia  admitir  la 
renuncia  del  poder. 

El  Juez  declaró  que  las  ulterioridades  del  juicio  se  en- 
tendiesen con  Casal,  salvo  su  derecho  contra  el  apoderado, 
y  concedió  la  apelación. 

Remitidos  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  se  ordenó  que 
Casal  manifestara  si  aceptaba  la  apelación  interpuesta  por 
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JonaSi  y,  habiendo  manifestado  que  no  la  aceptaba,  se 
mandó  devolver  los  autos. 

Vueltos  estos  al  Juzgado  de  Sección,  Joñas  pidió  se  re- 
gulasen sus  honorarios. 

Se  ordenó  la  regulación. 

La  viuda  de  Casal  á  quien  se  notificó  la  providencia, 
se  opuso  á  ella,  alegando  que  el  asunto  habia  sido  iniciado 
y  seguido  de  cuenta  y  responsabilidad  de  Joñas. 

Conferido  traslado,  este  dijo  que  debía  llevarse  adelante 
la  regulación  por  ser  impertinente  é  importuna  la  observa- 
ción de  la  viuda  de  Casal. 

Fallo  del  Suem  Seccioiml. 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1871. 

0 

Y  vistos:  llévese  adelante  la  regulación  como  está  man- 
dado. 

Ugarriza. 

La  viuda  de  Casal  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en 
relación. 

Fallo  de  la  Suprema  l)orie. 

Buenos  Aires,  Setiembre  2  de  1871. 

Vistos :  no  siendo  apelable  el  auto  de  foja  doscientos 
treinta  y  dos  con  arreglo  al  artículo  doscientos  y  seis  de 
la  ley  de  procedimientos,  devuélvase  al  Juez  de  Sección, 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Salvador  María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — Mar- 
celino UgARTE. — José  B.  GOAOSTIAGA. 


I 
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iCAVmJk    EalL^OM 


Don   Francisco  Elias  con  Don  Damián   Cuyas^   sobre  cobro 
de  yesos  y  devolución  de   Fondos  Públicos. 

Recurso   de  queja* 


Sumario.  —  1^  Es  obligación  do  los  Jueces  proveer  las 
peticiones  que  hagan  los  litigantes,  según  el  mérito  le|fal 
que  contuvieren. 

2o  No  basta  para  que  las  dejen  de  tomar  en  considera- 
ción y  las  manden  devolver,  la  circunstancia  de  que  sean 
presentadas  sin  que  haya  traslado   conferido. 


Caso.  —  Don  Francisco  Elias  en  demanda  promovida  por 
Don  Damián  Cuyas  para  pagar  una  suma  que  adeudaba  D« 
Juan  Cuyas  y  obtener  devolución  de  unos  fondos  públicos 
dados  en  garantía,  se  presentó  al  Juez  de  la  Sección  de 
Buenos  Aires,  diciendo  que  al  iniciarse  dicha  demanda,  «1 
promovió  artículo  para  que  se  legitimase  la  per&onería 
del  demandante,  articulo  que  se  falló  declarándose  que  no 
estaba  obligado  á  contestar  la  demanda  mientras  este  no 
se  justificase. 

Que  apoyándose  el  actor  en  algunas  partidas  traídas  del 
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"Bstrahjepo,  y  cuya  veracidad  no  reconocía,  se  entablaba 
nueva  demanda,  y  se  pedia  el  reconocimiento  de  un  docu- 
iliento   para  darle  un  carácter  ejecutivo. 

Fundado  en  este  pidió  sb  declarase  que  los  documentos 
no  éiran  bastantes  para  justificar  la  personería  del  actor. 

Auto  del  Swem  de  Seeeion. 

Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1871. 

No  habiendo  conferido  á  esta  parle  traslado  alguno,  de- 
vuélvase  ^in  mes  trámite  este  escrito. 

üg  arriza. 

Elias  pidió  revocatoria  ó  apelación  en  subsidio  de  este 
auto,  fundado  en  que  para  hacer  uso  de  un  derecho,  no 
es  necesario  esperar  á  que  el  Juez  confiera  traslado,  sino 
que  por  el  contrario  es  preciso  á  veces  anticiparse  y  pedir 
la  providencia  del  Juez,  y  en  que  en  este  caso  no  estaba 
obligado  á  prestar  reconocimiento  de  documentos,  porque 
quien  lo  pedia  carecia  de  personería. 

Negado  uno  y  otro  recurso,  Elias  ocurrió  de  hecho  ante 
la  Suprema  Corte,  alegando  que  la  providencia  del  Juez  le 
infiere  gravamen  irreparable,  porque  si  se  cumpliera,  que- 
daría establecida  la  personería  del  demandante  y  su  dere- 
cho al  documento,  que  son  los  puntos  que  motivan  ei 
recurso. 

Con  el  informe  del  Juez  se  dictó  el  siguiente  : 


Fallo  de  lo   Supreino  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  2  de  1871. 

Siendo  obligación  de  los  Jueces  proveer  las  peticiones  que 
hagan  los  litigantes,  según  el  mérito  legal  que  contuvieren, 
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y  no  bastando  para  que  las  dejen  de  tomar  en  considera- 
ción y  las  manden  devolver,  la  circunstancia  de  que  sean 
presentadas  sin  que  haya  traslado  conferido  ;  se  revoca  el 
auto  apelado  corriente  á  foja  tres,  y  se  devuelve  el 
espediente,  previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos, 
para  que  el  Juez  de  la  causa  resuelva  como  sea  de  justicia 
el  articulo  promovido  por  Don  Francisco  Elias  en  el  es- 
crito de  fecha  dos  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta, 

Salvador  MarIa  del  Carril.— 
Francisco  Delgado.— José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
— José  B.  Gorostuga. 
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CAUSA   EulSilLrv. 


Don  Francisco  Augusto  y  Don  Domingo  Scuba^  contra 
el  Capitán  del  Puerto  de  Corrientes. 


Sumario.  —  En  las  causas  de  menor  cuantía,  la  Suprema 
Corte  no  puede  conocer  por  recurso  [de  apelación. 


Caso.  —  El  Capitán  del  Puerto  de  Corrientes  dirigió  una 
requisitoria  al  Capitán  del  Puerto  del  Paraná,  para  la 
aprehensión  de  Francisco  Augusto  y  Domingo  Scuba,  por 
complicidad  en  el  delito  de  heridas  contra  un  empleado  del 
Resguardo. 

El  capitán  del  Puerto  de  Paraná  los  aprehendió,  y  los 
remitió  por  el  vapor  «Goyai  con  el  equipaje,  dinero  y 
prendas  que  tenian  según  inventario,  previniendo  que  el 
capitán  del  cGoya»  llevaba  el  dinero  en  depósito  para  el 
pago  del  pasaje  de  los  presos,  sus  mujeres  y  remolque  da 
una  embarcación  de  los  mismos. 

Con  este  dinero  y  una  pe*|ueña  cantidad  mas  el  capitán 
del  Puerto  de  Corrientes  pagó  los  pasajes,  y  remitió  todo 
lo  resultante  del  inventario  á  disposición  del  Juez  da 
¿acción.  ^ 
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Seguida  la  causa  contra  los  citados  Scuba,  se  mandó  so- 
breseer. 

El  defensor  de  ellos  pidió  se  ordenase  la  entrega  de 
cincuenta  y  tantos  pesos  fuertes,  ropa  y  alhajas  tomadas  á 
los  procesados  y  remitidos  por  el  capitán  del  Puerto  del 
Paraná. 

Asi  se  ordenó,  y  notificado  el  capitán  del  Puerto  de  Cor- 
rientes, contestó  que  el  dinero  lo  habia  dado  en  parte  por 
pago  de  los  pasajes  y  remolque,  y  las  alhajas  estaban  en 
depósito  en  casa  del  Dr.  Guastavino,  quien  en  ese  momento 
se  hallaba  en  el  campo. 

A  instancia  del  defensor,  y  del  procurador  fiscal,  se  dictó 
este: 


FAlto  del  Sum»  Seeetonal. 


Corrientes,  Junio  10  de  1874 . 

Vista  la  <05licftud  del  Üefetisotr  de  los  pí^ocesados  FraB» 
iñtfco  Augusto  y  Domingo  Scúba,  pidiendo  se  ordene  «I 
Capitán  del  Pueirto  entregar  el  diliero  y  alhajas  que  le  fue«- 
ron  embargadas,  y  depositadas  en  la  Capitanía,  coando  sé 
les  Indujo  á  priBion,  wgun  consta  de  la  planilla  que  corre 
A  f.  ii,  pasada  é  este  Jusrgade  .pelr  aquel,  y  considerando  ; 
í^  Que  el  Capitán  del  Puerto  se  ha  Degado  á  entregar  el 
dinero  refMndot,  manifestando  en  el  informe  pasado  p>or  el 
cifi^al  eMatgado  de  la  Capitanía  que  corre  á  fojas  71  y  72, 
que  con  él  se  abonó  el  pasaje  de  los  procesados,  desde  el 
ftraná  donde  fikeron  capturados,  hasta  esta  Ciudad,  y  por 
ib  4ue,  respecto  á  las  alhajas  espresadae  en  el  inventario, 
€ice»  que  las  entregará  «si  qué  reigrese  su  hermano  á 
quien  se  las  dio  á  guardar  según  aparece  del  docttnoíe&to 
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qm  corre  á  f.  S3  otorgado  por  aquel  á  favor  de  los  prece- 
aados ;  2®  Que  no  ha  podido  pagar  la  conducción  de  Ichs 
presos  y  remolque  de  su  lancha,  coa  el  dinero  de  estos. — 
lo  Porque  estaba  embargado  por  decreto  judicial,  y  por  lo 
tanto  no  podia  hacer  pago  alguno  sin  la  correspondiente 
orden  del  juzgado,  y  2o*  porque  habiéndose  sobreseído  en 
su  causa  sin  imponérseles  condenación  en  costas,  seria 
injusto  se  les  oblígase  á  pagar  los  gastos  de  conducción, 
cuando  no  «son  responsables  ni  de  las  costas  del  prooeso. 
3^  Que  por  lo  que  respecta  á  las  alhajas  es  justo  coneedéN 
sele  un  plazo  prudencial  para  que  las  entregue,  en  aten- 
ción á  que  las  ha  dado  á  i^uardar  á  su  hermano  que  se 
hallaba  ausente  á  consecuencia  de  la  epidemia  reinante; 
por  estos  fundamentos  se  declara  que  el  Capitán  del  Puerto 
debe  abonar  á  Francisco  Augusto  y  Domingo  Scuba,  la 
cantidad  de  cincuenta  y  un  pesos  cincuenta  centavos  fuertes 
y  siete  centavos  bolivianos  (51  $  fls.  50  cent,  y  7  es.  bol.) 
según  lo  espresa  el  inventario  de  f.  14  en  el  término  de 
tercero  dia,  y  dentro  de  veinte  las  alhajas  que  espresa  el 
mismo  inventario ;  sin  perjuicio  de  que  pueda  cobrar  de 
quien  corresponda  el  dinero  espresado,  mediante  el  recibo 
que  debe  conservar  en  su  poder ;  previniéndose  que  la 
entrega  debe  hacerse  á  los  procesados  en  persona,  ó  al  que 
presente  poder  bastante  á  esto  efecto,  dejando  constancia 
en  autos,  con  costas  al  Capitán  del  Puerto  y  repónganse 
los  sellos  de  este  incidente. 

Carlos  Luna. 
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Cl  Capitán  del  Puerto  de  Corrientes  apeló,  y  concedido 
•1  recurso  en  relación,  se  dictó  el  siguiente : 


F«U«  fto  lA  Snprenuí  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1871. 

Vistos,  no  pudiendo  la  Suprema  Corte  conocer  de  esta 
causa,  con  arreglo  al  articulo  cuarto  de  la  ley  sobre  Juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  de- 
vuélvanse al  Juez  de  Sección. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado. —  José  Bar- 
ros Pazos.— Marcelino  Ugarte. 
— José  B.  Gorostiaga. 
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CAfJBA  UILJLV. 


Ferrando  Hnoi.  contra  Don  José  Canaverü^  por  demolición 

de  una  obra.    Sobre  competencia. 


Sumario. — En  las  causas  civiles  en  que  un  estrangero 
demanda  á  un  ciudadano  ante  los  Tribunales  de  Provincia, 
se  entiende  que  la  jurisdicción  ha  sido  prorogada,  y  su 
conocimiento  corresponde  á  estos. 


Caso.  —  Ferrando  Hnos.,  estrangeros,  demandaron  ante 
el  Juez  de  1*  Instancia  de  Buenos  Aires,  á  Don  José  Ga- 
naveris,  argentino,  sobre  demolición  de  una  obra. 

Conferido  trasladu,  este  declinó  de  jurisdicción,  diciendo 
que  la  causa  pertenecia  á  la  Justicia  Nacional  por  la  dis- 
tinta nacionalidad  de  las  partes. 

Ferrando  Hnos.  se  adhirieron  á  la  declinatoria,  y  el  Juei 
de  1*  Instancia  de  conformidad  de  partes  pasó  el  espediente 
al  Juzgado  de  Sección. 

Reproducida  ante  este  la  demanda  se  dictó  el  siguiente : 

Fa11«  del  J^uea  Secelonal. 

Buenos  Aires,  Agosto  18  de  1871. 
Resultando  de  los  antecedentes,  que  este  juicio  es  entro 
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un  estrangero  y  un  ciudadano  argentino,  y  que  el  primero 
dedujo  la  demanda  ante  |la  jurisdicción  Provincial,  y  dispo- 
niendo el  art.  12,  inciso  4o  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  que  siempre 
que  en  pleito  civil  un  estr^ngero  demande-  ante  un  Juez  ó 
Tribunal  de  Provincia,  se  entenderá,  que  la  jurisdicción 
ha  sido  prorogada  y  que  la  causa  debe  sustanciarse  por 
los  Tribunales  Provinciales,  sin  que  pueda  ser  traido  á 
la  jurisdicción  Nacional  por  recurso  alguno,  salvo  en  los 
casos  especiflbados  en  el  art.  i4  de  la  misma  ley,  en  los 
cuales  no  se  halla  comprendido  el  presente ;  y  que  por 
consecuencia  no  ha  podido  venir  á  este  Juzgado  por  de- 
clinatoria de  jurisdicción  ;  no  ha  lugar,  y  esta  parte  ocurra 
donde  corresponda.    Repóngase  el  sello, 

Zamleta. 

Ganaveris  apeló,  y  concedido  el  recurso  de  la  sentenciai 
esta  fué  conñrmada  por  el  siguiente : 


nato  il#  to  Sapreni»  CMte. 

Buenos  Aires>  Setiembre  7  de  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costasv 
el  soto  apelado  de  foja  á\ez  vuelta^  satisfechas  y  repuestos 
losisellosf  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— Marcklino  UjGARTfi.^  JosÉ  B.  Go- 

R0STIAGA. 


])s  iV9!fim  fAAAm^hf 


Competencia  entre  el  Juzgado  Nacional  de  la  Sección  de  San 

Juan^  y  él  de  la  Sección  de  Tücuman,  sobre  imposición 

de  multa  por  estravio  de  correspondencia. 


Sumario. — !<>  El  fuero  de  las*  causas  oiviles^  se  'determi- 
na por   el  lugar  del  contrato  ó  por  él  del  domicilio    de 
los  demandados. 

29  La  Suprema  Corte  no  puode  proveer  sobre  lo  quec. 
no  ha.  venido  por  apelación  á  su  conocimiento  en  los'casot" 
en  que  no  tiene  la  jurisdicción  originaria. 


Caso. — En  19  de  Setiembre  de  1870,  el  Administrador  - 
de  Correos  de  San  Juan  comunicó  al  Jues  Nacional  de  esa 
Sección,  que  según  una  acta  levantada  por  el  Administra- 
dor d^  Correos  da  Tucyman  resultaba  que  el  paquete  de 
correspondencia  para  Tucuman,  entregado  el  28  de  Agosto 
al  cpnlratista  de  la.  correspondencia  D.  Benigno. Zelada,  se 
hab;¡a  es^aviado  y  hallado  en  el  cs^mpo,  faltando;  algunasi. 
de  las  cartas  q^e.debia  contener 

Que  siendo  el  caso  de  eslra,víp  previsto  poT  :e)  contralor 
heQ^Q ,  con  Zelada  e?,  su,  art.  50,  y  multado.,  c^:  ¿  lAi  bwmi 
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de  100  j  As.  asi  como  lo  era  en  el  contrato  celebrado  con 
la  Empresa  dei  Mensagerías  c Iniciadoras»,  habia  intimado 
á  Zelada  al  pago  de  la  multa. 

Que  este  se  habia  escusado  en  que  debia  pagarla  Don 
Juan  Echegaray  con  quien  habia  tratado  el  transporte  de 
la  correspondencia  entre  Villa  Argentina  y   Tucuman. 

Que  intimado  Echegaray,  se  habia  negado  á  pagarla. 

En  su  consecuencia  pedia  se  condenara  á  Zelada  y  Eche- 
garay al  pago  de  la  multa  mencionada  de  100^  fls. 

Pasado  vista  al  Procurador  Fiscal,  contestó  que  la  pér- 
dida de  la  correspondencia  era  un  hecho  punible  por  la 
ley,  y  que  habiéndose  cometido  el  delito  en  Tucuman, 
porque  allí  se  habia  encontrado  la  correspondencia  perdida, 
allí  debia  seguirse  la  causa. 

De  acuerdo  con  este  dictamen,  el  Juez  de  Sección  re- 
mitió la  causa  al  de  Tucuman. 

El  Procurador  fiscal  de  esta  última  Sección  espuso  que  la 
demanda  del  Administrador  de  Correos  de  San  |Juan  versaba 
sobre  el  pago  de  la  multa,  y  era  civil  contra  los  contra- 
tistas residentes  en  San  Juan,  fundada  en  un  contrato 
hecho  allí ;  y  que  por  lo  tanto  el  Juez  competente  en  la 
causa  era  él  de  la  Sección  de  San  Juan. 


Fallo  del  JTues  Seceioiuil. 


Tucuman,  Noviembre  21  de  1870. 

De  acuerdo  este  Juzgado  de  Sección  con  las  observación 
nos  del  Procurador  Fiscal,  respecto  á  que  la  acción  in- 
tentada en  San  Juan  contra  el  empresario  Don  Manuel  B. 
Zelada  es  puramente  civil,  y  que  á  mas  es  del  cargo  de 
dicho  Empresario,  por    el    art.    1^  de  su   compromiso | 
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hacer  conducir  y  traer  la  correspondencia  pública  ¡f  oficial  de 
su  cuenta  y  riesgo;  de  manera  que  habiendo  aceptado  para 
la  mencionada  conducción  de  la  correspondencia,  á  hom- 
bres privados  de  su  servicio,  y  no  correistas  Nacionales, 
se  hallan  allí  (en  San  Juan)  tanto  el  contratante  como  los 
conductores  en  su  domicilio  natural  y  legal ;  y  que  final- 
mente, no  aparece  de  autos  ninguna  causa  estraña,  que 
hubiera  ocasionado  el  estravio  de  ese  paquete  de  corres- 
pondencia de  que  habla  el  acta  levantada  por  el  Adminis* 
trador  de  Correos  de  esta  ciudad  á  f.  3,  pues  que  su  con- 
ductor no  dio  cuenta  á  la  administración  de  alguna  vio- 
lencia que  hubiere  esperimentado  en  su  tránsito  para 
extracción  de  ese  paquete  de  la  balija  donde  debió  estar^ 
sino  que  fué  encontrado  en  un  campo  de  la  Provincia,  y 
entregado  por  un  particular  como  consta  de  autos. 

Por  estas  consideraciones,  se  declara  este  Juzgado  in- 
competente para  conocer  y  proceder  en  la  presente  causa, 
y  devuélvase  el  espediente  por  el  próximo  correo,  al  Sr. 
Juez  Nacional  de  la  Sección  de  San  Juan  para  los  efectos 
de  ley. 

Agustín  Justo  de  la  Vega, 

Vueltos  los  autos  á  San  Juan,  el  procurador  fiscal  da 
esta  Sección  dijo  que  si  la  correspondencia  hubiera  sido 
perdida,  eslaria  de  acuerdo  con  el  procurador  fiscal  de 
la  sección  de  Tucuman ;  pero  que  no  se  sabia  si  la  corres- 
pondencia habla  sido  perdida  por  el  correista,  ó  sustraida 
de  la  administración  de  Tucuman,  en  cuyo  caso  Zelada  no 
era  responsable  de  la  multa. 

Que  siendo  dudoso  este  hecho,  era  necesario  esclarecer- 
lOf  y  para  eso,  mandar  el  espediente  ó  Tucuman  para 
instruir  el  sumario  y  resolver. 

T.  I.  26 
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' .  tercera,  en  representación  del  Director  Gene- 
js,  por  el  administrador  en  San  Juan,  Don 
i^enoir,  contra  Don  Juan  Pascual  Echegaray  y  Don 
.0  Zelada,  para  que  se  les  condene  al  pago  de  cien  pe- 
^  tuertes  de  multa,  en  virtud  de  la  eslipulacion  contenida 
en  el  artículo  trece  del  contrato  agregado  á  foja  primera, 
á  que  hace  referencia  el  articulo  quinto,  del  que  corre  á 
foja  dos,  es  de  carácter  puramente  civil;  Segundo^  que 
no  siéndole,  por  consiguiente,  aplicable  lo  dispuesto  en  el 
articulo  ciento  dos  de  la  Constitución  Nacional,  respecto 
del  lugar  en  que  se  debe  hacer  la  actuación  de  los  juicios 
criminales,  el  fuero  de  la  causa  tiene  que  determinarse 
por  el  lugar  del  contrato,  ó  por  el  del  domicilio  de  los 
demandados  ;  Tercero^  que  estos  tienen  su  domicilio  en  la 
Provincia  de  San  Juan,  en  donde  también  ha  sido  el  con- 
trato celebrado,  según  consta  por  la  copia  presentada  á 
foja  dos ;  Cuarto^  que  proveyendo  esta  Suprema  Corte  el 
sobreseimiento  pedido  por  el  señor  Procurador  General, 
proveeria  sobre  lo  que  no  ha  sido  juzgado  en  la  primera 
instancia,  ni  venido  por  apelación  á  su  conocimiento,  es- 
tendiendo  fiu  jurisdicción  originaria  á  un  caso  que  no  se 
encuentra  comprendido,  en  la  que,  con  ese  carácter,  le 
atribuye  el  artículo  ciento  uno  de  la  Constitución.  Por 
estos  fundamentos,  no  haciéndose  lugar  al  sobreseimiento 
indicado,  se  declara  que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  al  Juez  de  Sección  en  la  Provincia  de  San 
Juan,  al  cual  se  devolverán  los  autos  para  que  proceda  y 
determine  con  arreglo  á  derecho. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos 
—Marcelino  Ugarte. — José  B.  Go- 

ROSTIAGA. 
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El  Procurador  Fischl  de  la  Provincia  de  San  Juan  contra 

el  Prior  del  Convento  de  Santo  Domingo^  por  el  precio 

de  una  finca  de  dicho  convento ; — sobre  inconsti-^ 

tuciouítUdad  de   una   ley. 


Suinarb,  — 1^  Puesta  en  cuestión  una  ley  de  provincia 
bajo  la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitución  Na- 
cional, y  pronunciada  la  sentencia  final  de  los  tribunales 
provinciales  en  favor  de  la  validez  de  la  ley,  corresponde 
á  la  Suprema  Cforte  el  recurso  de  apelación  de  dicha  sen- 
tencia. 

2o  Los  Poderes  de  Provincia  no  pueden  ejercer  facultad 
alguna  de  las  que  han  sido  delegadas  á  los  Poderes  Pú- 
blicos de  la  Nación,  ni  de  aquellos,  cuyo  ejercicio  por  los 
Poderes  Provinciales  obstraria  ó  haria  ineficaz  él  de  los 
que  corresponden  á  los  Poderes  Nacionales. 

2"  Todas  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado  están 
bajo  el  imperio  y  jurisdicción  de  los  Poderes  Nacionales. 

4o  Los  Poderes  Provinciales  no  pueden  legislar,  ni  ejer- 
cer actos  de  jurisdicción,  de  manera  que  se  alteren  ó  mo- 
difiquen las  relaciones  ya  existentes  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,   ó  que  se  cree  otras  nuevas. 
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b"*  Corresponde  exclusivaineate  al  Congreso  admitir  en  el 
lerrilorio  de  la  Nación  otras  órdenes  religiosas,  á  mas  de 
las  existentes. 

6^  Si  los  Poderes  Provinciales  tuvieran  la  facultad  de 
suprimir  las  órdenes  religiosas  existentes,  podrian  supri- 
mir también  las  nuevamente  admitidas  por  el  Congreso. 

7""  Esto  baria  ineficaz  la  citada  atribución  del  Congreso. 

8^  La  ley  de  la  Provincia  de  San  Juan  de  16  de  Agosto 
de  1870,  es  incompatible  con  dicha  atribución  del  Con- 
greso,  y  repugnante  á  la  Constitución  general. 


Caso.  —  En  16  de  Agosto  de  1870,  el  Poder  Ejecutivo 
de  la  Provincia  de  San  Juan  promulgó  la  siguiente  ley. 
c  Art.  1°  Estando  estinguidos  de  hecho  los  conventos  de 
Santo  Domingo  y  San  Agustin,  decláranse  estos  caducos, 
y  perdida   su   capacidad  de  persona  jurídica, 
t  Art.  2o  El  Poder  Ejecutivo  procederá  á  ocupar  y  realizar 
los  bienes  de  los  estinguidos  conventos. 
«  Art.   3""  El  producido  de  los  bienes  realizados  se  inver- 
tirá en  los  objetos  siguientes: 

c  lo  En  construir  el  templo  de  Santo  Domingo  en  el 
local  en  que  está  trazado  ó  eu  otro  que  se  estime  con- 
veniente. 

c  2o  En  concluir  igualmente  los  templos  de  S.  Agustin, 
la  Merced,  y  Capilla  de  Dolores. 

€  3®  En  dotar  de  capellanes  los  mencionados  templos  á 
los  que  se  les  asignará  una  pensión  que  no  baje  de  30  ^  fts. 
mensuales,  debiendo  preferirse  á  los  sacerdotes  de  las  ór« 
denes  estinguidas. 

c  4^  En  costear  lo  necesario  para  culto  y  ornato  de  dichos 
templos.  > 
En  virtud  de  esta  ley  el  procurador  fiscal  de  la  Provincia 
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de  San  Juan  se  presentó  ante  el  Juez  de  1^  Instancia,  di- 
ciendo que  Don  Victoriano  Gallo  había  depositado  4,000  y 
tantos  pesos  procedentes  de  la  compra  de  la  Cbacarilla,  y 
tenia  además  firmada  una  escritura  de  obligación  por 
5,500^  á  favor  del  convento  de  Santo  Domingo,  bajo  el 
nombre  de  Fr.  Paulino  Albarracin  ;  y  pidió  que  el  dinero 
depositado  'ingresara  á  la  Tesorería  Provincial,  espidién- 
dose las  órdenes  respectivas;  y  que  Gallo  reconociera  al 
Fisco  de  la  Provincia  como  único  acreedor  de  la  cantidad 
que  se  habia  obligado  á  pagar  al  Convento  de  Santo  Do- 
mingo. 

Gonrerido  traslado  á  Fr.  Paulino  Albarracin,  y  á  Don 
Victoriano  Gallo,  este  contestó*  que  relativamente  al  dinero 
depositado,  él  lo  habia  consignado,  y  la  consignación  judi- 
cial equivalia  al  pago ;  por  lo  que  nada  tenia  que  alegar. 

Y  en  cuanto  al  dinero  que  debia,  no  estaba  vencido  el 
plazo  de  la  obligación,  y  si  por  la  ley  el  Fisco  se  habia 
subrogado  al  estinguido  Convento  de  Santo  Domingo,  no 
era  necesario  que  la  subrogación  se  hiciera  por  ministerio 
del  Juez,  exijiendósele  el  reconocimiento  que  solicitaba  el 
procurador  fiscal. 

Fray  Paulino  Albarracin  contestó  que  teniendo  un  vale  á 
la  orden  por  la  cantidad  depositada,  no  habia  mas  acreedor 
que  él,  no  pudiendo  el  vale  trasmitirse  sino  por  via  de 
endoso. 

Y  que  respecto  al  crédito  por  5,500  ^,  no  era  ese  el 
modo  de  apoderarse  de  las  temporalidades  del  Convento, 
aunque  fuera  legal  su  disolución;  sino  que  debia  enta- 
blarse juicio  por  rendición  de  cuentas,  y  demandarse  la 
entrega  en  forma  previa  facción  de  inventarios, 
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FaIIo  del  Jíues  de   t*   Instancia 

V 

San  Juan,  Setiembre  14  de  1870. 

Vistos ;  el  Procurador  Fiscal  demanda  la  entrega  de  4470 
pesos,  que  Don  Victoriano  Gallo  depositó  en  el  c Banco  de 
Cuyo»  procedentes  de  la  venta  de  la  Ghacarilla  celebrada 
por  Fray  José  Paulino  Albarracin,  y  también  que  ol  Estado 
sea  subrogado  en  el  derecho  á  cobrar  5,000  y  tantos  pesos 
que  queda  debiendo  procedentes  de  la  misnia-venta,  obli- 
gación que  consta  de  escritura  pública  otorgada  á  favor 
del  Padre  Albarracin.  El  Padre  Albarracin  dice  que  tenien- 
do un  vale  A  la  orden  por  la  cantidad  depositada  no  hay 
mas  acreedor  que  él,  y  que  solo  por  endoso  seria  trans* 
misible  su  crédito.  Agrega  también,  que  admitiendo  como 
legal  la  extinción  del  Convento  deberia  ser  llamado  á  ren- 
dir cuentas,  y  con  lo  espuesto  por  el  Sr.  Gallo,  y  consi- 
derando: lo  Que  por  la  ley  de  16  de  Agosto  del  corriente 
año  se  declara  estinguido  el  Convento  de  Santo  Domingo, 
y  sus  temporalidades  de  propiedad  físcal ;  2o  Que  aunque 
el  Sr.  Gallo  haya  dado  al  Padre  Albarracin  un  vale  á  la 
orden  por  el  valor  de  la  venta  de  la  ChacarHla  queda  por 
Ministerio  de  la  ley  subrogado  el  Estado  en  los  derechos 
de  acreedor,  Cód.  de  Com.  Seo.  2%  Libro  2o,  tít.  15;  3o 
Que  la  rendición  de  cuentas  es  materia  de  un  juicio  dis« 
tinto  del  que  so  trata.  Por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo 
con  la  ley  del  16  de  Agosto  del  corriente  año  ;  fallo,  y 
declaro  :  que  los  4,470  pesos  depositados  en  el  c Banco  de 
Cuyo>  ingresen  en  arcas  Fiscales  para  cup  efecto  se  re- 
mitirá al  Ministerio  de  Gobierno  el  oficio  correspondiente, 
y  notifíquese  al  Gerente  del  Banco  de  Cuyo  para  que  haga 
la  entrega  ;  quedando  subrogado  en  el  Estado  el  derecho  á 
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percibir  los   5,500   pesos   que    Don  Victoriano  Gallo  resta 
por  la  compra  de  la  Ghacarilla.    Hágase  saber  original. 

Segundo  Benavidez. 

El  padre  Albarracin  apeló  de  la  sentencia  y  en  la  espre- 
sion  de  agravios,  alegó  que  la  ley  de  Agosto,  suprimiendo 
el  Gonvento  de  Santo  Domingo,  era  contraria  á  la  Gonstr 
tucion  Nacional  que  quita  á  las  Provincias  y  atribuye  á 
la  Nación  la  facultad  de  rejir  el  culto  en  la  parte  temporal; 
00  pudiendo  por  otra  parte  suprimirse,  ni  por  la  Nación, 
los  Gonventos  existentes  en  la  época  en  que  se  dictó  la 
Gonstilucion. 

Gontestó  el  Procurador  Fiscal  que  no  habia  ninguna  ga- 
rantía, ni  principio  fundamental  afectado  por  la  ley  de 
Agosto. 

Que  el  Gongreso  tiene  la  facultad  de  permitir  el  estable- 
cimiento de  nuevas  órdenes  religiosas,  pero  ninguna  sobre 
las  ya  existentes. 

Que  por  consiguiente,  teniendo  las  Provincias  el  poder 
no  delegado  á  la  Nación,  podían  legislar  respecto  de  estas. 

Que  la  ley  de  16  de  Agosto  no  suprime  propiamente  el 
Gonvento,  sino  que  lo  declara  caduco,  estándolo  ya  de 
hecho,  pues  Santo  Domingo  tiene  un  solo  fraile,  uno  el 
Gonvento  de  S.  Agustin,  y  ninguno  él  de    la  Merced. 

Fallo  del  Superior    Tribunal  de  Jíuvtieia. 

San  Juan,  Marzo  10  de  1871. 

Vistos  y  considerando,  que  por  la  ley  de  16  de  Agosto 
de  1870,  se  declara  extinguido  el  Gonvento  de  Santo 
Domingo,  y  sus  bienes  se  destinan  á  los  objetos  que  dicha 
ley  espresa;    que  siendo  un  Gonvento    persona  jurídícap 
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está  sometido  en  cuanto  á  su  capacidad  de  derecho  y  sus 
bienes  á  las  leyes  del  país  de  su  domicilio,  y  por  tanto 
la  referida  ley  de  16  de  Agoslo,  en  nada  pugna  la  atribu- 
ción que  el  artículo  67,  inciso  20,  de  la  Constitución  Na- 
cional confiere  al  Congreso  Argentino,  pues  esta  disposi- 
ción es  limitada  á  permitir  ó  no  la  introducción  al  terri- 
torio de  la  Nación,  de  nuevas  órdenes,  sin  afectar  el 
derecho  privado  de  las  Provincias.  —  Por  estas  considera- 
ciones, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  artículos  19  y  21, 
tít.  lo,  lib.  lo,  Sección  1*  Cód.  Civil  Argentino,  se  con- 
firma la  sentencia  recurrida  de  Setiembre  14  de  1870,  con 
costas. — Satisfechas  las  costas  procesales  de  esta  Instancia 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse,  notificándose  original; 
Juan  C.  Albarracin.  — Nicanor  Larrain.  —  Daniel  S.  Aubone. 

Fray  Paulino  Albarracin,  fundado  en  el  inc.  2o,  art.  14, 
de  la  ley  Nacional  sobre  competencia  de  los  Tribunales 
Federales,  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte,  y  se  le  con- 
cedió el  recurso  libremente. 

Su  representante  ante  la  Corte,  pidió  se  declarase  que 
siendo  inconstitucional  la  ley  de  16  de  Agosto,  el  Con- 
vento de  Santo  Domingo  no  tenia  el  deber  de  cumplirla. 

Alegó  que  las  Provincias  no  tienen  por  la  Constitución 
la  facultad  de  suprimir  los  Conventos. 

Espuso  que  en  tiempo  de  la  Colonia  todos  los  Conventos 
fueron  erijidos  por  los  Reyes  de  España  en  ejercicio  del 
patronato,  espresamente  concedido  por  la  Sede  Pontificia. 

Que  con  arreglo  á  las  bulas  relativas  al  Patronato,  los 
derechos  de  la  Corona  se  referian  no  solo  á  la  creación 
de  las  Iglesias  y  Monasterios,  sino  también  á  su  extinción, 
como  sucedió  con  la  Compañía  de  Jesús,  suprimida  por 
decreto  Real  en  todos  los  dominios  de  España,  mantenién- 
dose en  estos  términos  el  patronato  entre  nosotros,  hasta 
la  época  de  la  Independencia. 
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un  estrangero  y  un  ciudadano  argentino,  y  que  el  primero 
dedujo  la  demanda  ante  |la  jurisdicción  Provincial,  y  dispo- 
niendo el  art.  12,  inciso  4o  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  que  siempre 
que  en  pleito  civi)  un  estr^ngero  demande-  ante  un  Juez  ó 
Tribunal  de  Provincia,  se  entenderá,  que  la  jurisdicción 
ha  sido  prorogada  y  que  la  causa  debe  sustanciarse  por 
los  Tribunales  Provinciales,  sin  que  pueda  ser  traido  á 
la  jurisdicción  Nacional  por  recurso  alguno,  salvo  en  los 
casos  especificados  en  el  art.  i 4  de  la  misma  ley,  en  los 
cuales  no  se  halla  comprendido  el  presente ;  y  que  por 
consecuencia  no  ha  podido  venir  á  este  Juzgado  por  de- 
clinatoria  de  jurisdicción ;  no  ha  lugar,  y  esta  parte  ocurra 
donde  corresponda.    Repóngase  el  sello, 

Zavaleta. 

Ganaveris  apeló,  y  concedido  el  recurso  de  la  sentencia, 
esta  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


Buenos  Aires»  Setiembre  7  de  1871. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costasv 
el  soto  apelado  de  foja  áiez  vuelta^  satisfechas  y  repuesti^s 
losisellosf  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— MARCELmO  UfiAATfi.^José  B.  Go- 

ROSTIAGA. 
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Competencia  entre  el  Juzgado  Nacional  de  la  Sección  de  San 

Jtian^  y  él  de  la  Sección  de  Tücumanf  sobre  imposición 

de  multa  por  estravio  de  correspondencia. 


Sumario. — lo  El  fuero  de  las*  causas  civiles^: se  determi- 
oa  por  el  lugar  del  coatrato  ó  por  él  del  domicilió  de 
los  demandados* 

2«  La  Suprema  Corte  no  puode  proveer  sobre  lo  que< 
no  ha.  venido  por  apelación  á  su  conocimiento  en  los*  caso» 
ep  que  no  tiene  la  jurisdicción  originaria. 


Caso. — En  19  de  Setiembre  de  1870,  el  Administrador* 
de  Correos  de  San- Juan- comunicó  al  Juez  Nacional  de  esa 
Sección,  que  según  una  acta  levantada  por  el  Administra- 
dor d^  Correos  de  Tucyman  resultaba  que  el  paquete  de 
correspondencia  para  Tucuman,  entregado  el  28  de  Agosto 
al  contratista  de  la.  correspondencia  D.  Benigno. Zelada,  se 
habia  estraviado  y  hallado  en  el  campo,  faltando,  algunasi: 
dejas  cartas  q^ie.debia  contener 

Que  siendo  el  caso  de  eslra^víp,  previsto  pof.e]  contralo.^ 
hepho  con  Zelada  ep.  su,  art.  5o^  ^  y  multado..  C90:  J&  suoml 
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Código  Civil,   que  es  aplicable  por  los  tribunales  provincia- 
les con  prescindencia   absoluta  de  los  nacionales. 

Que  no  tratándose  de  actos  de  patronato,  no  siendo 
afectado  el  culto  ni  comprometiéndose  la  Constitución,  ni 
las  prerogativas  nacionales  por  la  ley  de  16  de  Agosto, 
debia  esta  considerarse  como  válida,  y  válidas  las  senten- 
cias fundadas  en  ella. 

Fallo  de  la   Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1871. 

Vistos :  y  considerando  ;  Primero^  que  la  validez  de  la 
ley  sancionada  por  la  Legislatura  de  la  Provincia  de  San 
Juan  con  fecha  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
setenta,  ha  sido  puesta  en  cuestión  bajo  la  pretensión  de 
ser  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  y  la  decisión 
pronunciada  por  el  Tribunal  Superior  de  la  Provincia  ha 
sido  en  favor  de  la  validez  de  aquella  ley ;  Segundo,  que 
el  caso  se  halla,  por  tanto,  claramente  comprendido  en  la 
disposición  del  párrafo  segundo  articulo  catorce  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  de  la 
Nación;  Tercero,  que  los  Poderes  de  Provincia  ne  pueden 
ejercer  facultad  alguna  de  las  que  han  sido  delegadas  á 
los  Poderes  Públicos  de  la  Nación,  articulo  ciento  y  ocho 
de  la  Constitución  ;  ni  de  aquellas  cuyo  ejercicio  por  los 
Poderes  Provinciales  obstaría  ó  baria  ineficaz  el  ejercicio 
de  las  que  corresponden  á  los  Poderes  Nacionales ;  porque 
ninguna  de  las  Provincias  puede  dejar  sin  efecto,  sea  di- 
recta, sea  indirectamente,  las  prescripciones  de  la  Cons- 
titución que  es  la  ley  suprema  de  todas,  ni  la  integridad 
de  las  atribuciones  por  ella  conferidas  ;  Cuarto,  que  todas 
las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado  han  sido  puestas 
por  la  misma  Constitución   bajo  el  imperio  y  bajo  la  juris- 
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dicción  de  los  Poderes  Nacionales,  según  resulta  de  las 
disposiciones  contenidas  en  el  artículo  segundo,  en  los  pár- 
rafos dipz  y  nueve  y  veinte  del  artículo  sesenta  y  siete, 
octavo  y  noveno  del  ochenta  y  seis  y  cláusula  final  de 
ciento  ocho  ;  Quinto^  que  de  la  letra  y  del  espíritu  de  esas 
disposiciones  se  deduce,  que  los  Poderes  Provinciales  no 
pueden  legislar,  ni  ejercer  actos  de  jurisdicción,  de  manera 
que  se  altere  ó  modifique  las  relaciones  ya  existentes  entre 
la  Iglesia  y  el  Estado,  ó  que  se  cree  otras  nuevas ;  Sesto^ 
que,  según  el  párrafo  veinte  articulo  sesenta  y  siete  y  dis- 
posición fínal  del  ciento  y  ocho,  corresponde  al  Congreso, 
con  esclusion  de  los  Poderes  Provinciales,  admitir  en  el 
territorio  de  la  Nación  otras  órdenes  religiosas  á  mas  de 
las  existentes ;  Séptimo,  que,  reconociendo  en  los  Poderes 
Provinciales  la  facultad  de  suprimir  las  órdenes  religiosas 
existentes,  seria  preciso  reconocerles  también  la  de  suprimir 
las  que  fuesen  nuevamente  admitidas  por  el  Congreso,  lo 
que  haria  ineficaz  la  atribución  que  acuerda  á  este  la 
Constitución  Nacional,  pues  los  Poderes  Provinciales  po- 
drían, en  tal  caso,  nulificar  la  concesión  del  Congreso, 
suprimiendo  en  sus  respectivos  territorios  las  órdenes  cuyo 
establecimiento  hubiese  autorizado  aquel  ;  Octavo,  que, 
siendo,  por  consiguiente,  incompatible  con  la  atribución 
del  Congreso,  la  facultad  con  que  se  ha  creido  investida 
la  Legislatura  de  San  Juan,  al  sancionar  la  ley  de  diez  y 
seis  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta,  esta  ley  es  repu- 
gnante á  la  Constitución  general;  por  estos  fundamentos 
se  revoca  la  sentencia  apelada,  corriente  á  foja  veinte,  y 
se  devuelve  el  espediente,  previo  pago  de  costas  y  reposi- 
ción de  sellos. 

Francisco  Delgado.  —  José  Barros  Pa- 
zos.—Marcelino  Ugarte. — José  B. 

GOROSTIAGA. 
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Don  Benigno  Palacios  contra  Don  Ramón  AnzoáUgui^ 

sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — 1®  La  sentencia  debe  ser  conforme  á  la  ac- 
ción deducida^  en  juicio. 

2°  Interpuesta  acción  por  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  provenientes  de  un  pleito  temerario,  los  que 
provengan  de  otra  causa,  no  deben  tenerse  en  cuenta  ea 
ia  sentencia. 


Caso. — Don  Beinigno  Palacios,  se  presentó  ante  el  Jue2 
Federal  de  la  Sección  de  Salta,  diciendo  que  Don  Ramón 
Anzoátegui  habia  seguido  contra  él  con  la  mayor  injusticia 
un  pleito,  en  el  que  se  habia  declarado  que  carecía  de 
todo  derecho;  y  que  con  dicho  pleito  le  habia  inferiéo 
los  perjuicios  detallados  en  la  cuenta  que  presentó,  cuyo 
importe  era  de  375^  bol. 

Y  demandó  á  Anzoátegui  para  que  fuera  condenadoi  á 
pag^r  la  dicha  suma  con  las  costas  del  juicio. 

Conferido  traslado,  contestó  Auzoátegui  que  por  la  sen- 
tencia  que  concluyó  el  pleito  indicado  se  le  condenó  en 
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las  costas  sin  hacer  mención  de  los  perjuicios;  que  por 
consiguiente  Palacios  no  tenia  derecho  para  cobrar  los 
perjuicios  que  reclamaba,  los  que  no  tenían,  por  otra 
parte,  la  importancia  que  se  les  daba;  negó  que  hubiese 
habjdo  temeridad  por  su  parte  en  el  pleito,  y  pidió  se 
rechazara  la  demanda  con  costas. 

El  Juez  abrió  á  prueba  la  causa  sin  fijar  los  puntos 
sobre  que  aquella  debia  versar. 

Dentro  del  término  Palacios  presentó  varios  testigos 
que  absolvieron  un  roterrogatorio  de  preguntas  para  demos- 
trar el  mérito  de  los  perjuicios  cobrados,  y  que  estos  pro- 
venian  del  juicio  seguido  y  de  la  falta  de  cumplimiento  á 
un  contrato  por  parte  de  Anzoátegui. 


Wmülo   del  Jues  Seccioiuil. 


Salta,  Hayo  11  de  1870. 

Vistos  :  resulta,  que  Üon  Gavino  Córdoba  á  nombre  de 
Don  Benigno  Palacios,  argentino  y  vecino  de  la  Provincia 
de  Catamarca,  ha  demandado  á  Don  Ramón  Anzoátegui, 
argentino  y  vecino  de  esta  Provincia,  por  los  daños  y  per- 
juicios  ocasionados  según  espresa  en  su  demanda  y  en  su 
escrito  de  f.  15,  por  un  juicio  promovido  conlr^a  su  repre^ 
untado^  anU  este  Juzgado,  por  el  demandado ^  y  terminado 
en  contra  de  este^  y  con  costas ;  deduciendo  de  su  condena- 
eioB  en  costas  que  Anzoátegui  fué  temerario  dando  jugar 
á  ser  responsabilizado  por  los  daños  y  perjuicios  espresa- 
dos, como  intenta  el  demandante  que  lo  sea  en  el 
presente  juicio.  Que  contestando  Anzoátegui  ha  negado  la 
temeridad,  ha  negado  también  haber  causado  daños,  y 
ba  negado,  finalmente,  la  verdad   de  los  formulados   en 
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todas  sus  partes  por  la  demanda,  y  pidiendo  imposición  de 
costas. 

Y  considerando — Que  debiendo  la  sentencia  ser  con- 
forme á  la  acción  deducida  en  juicio  (art.  13  de  la  ley 
de  Procedimientos)  la  presente  no  puede  resolverse  sino 
sobre  los  daños  y  perjuicios  ocasionadoé  por  el  juicio  referido. 
Que  la  primera  partida  de  la  cuenta  de  gastos  presentada 
por  el  actor,  se  refiere  á  perjuicios,  que  si  los  ha  habido, 
no  admiten  esa  construcción,  porque  no  se  dice  que  ha- 
yan provenido  de  ese  juicio,  sino  lo  que  es  muy  diferente, 
de  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato.  Que  las  res- 
tantes partidas  hasta  la  décima,  inclusive,  con  exclusión 
de  la  sesta,  que  se  considerará  separadamente,  partidas  que 
suponen  la  obligación  impuesta  á  Palacios,  de  arraigo  de 
su  persona  y  bienes,  aunque  conducentes,  no  están  jus- 
tificadas, no  habiéndose  acreditado  en  el  término  de  prueba, 
que  por  este  Juzgado,  por  la  Policía,  coadyubando,  ó  de 
cualquier  otro  modo,  y  á  petición  de  Anzoátegui,  bajo  su 
responsabilidad,  se  hubiere  restringido  á  Palacios  la  li- 
bertad de  marcharse,  llevándose  sus  intereses  y  de  seguir 
el  juicio  por  medio  de  un  apoderado  como  lo  hizo  al 
último.  Que  la  sesta  partida,  que  contiene  un  cargo,  no 
por  el  juicio  mencionado,  sino  por  el  valor  ^e  un  flete, 
que  aparece  sin  relación  alguna  con  él,  es  también  in- 
conducente en  el  presente  juicio  —  Y  que  la  undécima, 
que  pertenece  á  las  costas  mandadas  pagar  en  el  juicio  de 
su  referencia,  que  han  debido  pedirse  verbalmente  como 
incidente  d&  este  juicio  verbal,  es  también  inconducente 
en  el  presente,  que  no  os  sobre  esas  costas,  sino  sobre  los 
daños  y  perjuicios.  Sobre  las  pruebas,  todas  inconducentes, 
hace  presenta  el  suscrito :  que  no  las  rechazó,  creyendo 
conformarse,  sino  á  la  letra,  al  espíritu  de  la  ley  Nacional 
del  caso,    porque   surjió  la   especialidad   de  que  no  podía 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  393 

concretar  la  admisión  al  único  punto  sujeto  á  prueba  en 
su  concepto,  que  era  el  del  arraigo,  sin  el  inconveniente 
de  prejuzgar  sobre  lo  principal^  que  siempre  debe  evitarse, 
y  haciendo  por  eso  y  para  la  excepción  que  tendrá  lugar 
en  la  parte  resolutiva,  la  salvedad  de  f.  26.  Por  los  fun- 
damentos espuestos  y  otros,  definitivamente  juzgando,  se 
declara:  que  D.  Benigno  Palacios  no  tiene  derecho  á  los 
perjuicios,  por  razón  del  juicio  referido,  que  ha  reclamado 
de  D.  Ramón  Anzoátegui,  con  costas,  exceptuándose  las 
del  término  de  prueba,  de  las  que  cada  parte  pagará  las 
suyas;  salvándose  el  derecho  que  puede  competir  al 
actor  para  reclamar,  como  corresponda,  el  valor  de  las 
partidas  referentes  á  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato, 
á  un  flete  y  á  las  costas,  ya  mencionadas  y  calificados 
de  inconducentes  en  el  presente  juicio. — Repónganselos 
sellos. 

Apohnio  Ormaechea. 

Apelada  esta  sentencia,   fué  confirmada  por  el  siguiente: 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  12  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas, 
la  sentencia  apelada  de  fojas  cincuenta  y  siete  y  cincuenta 
y  ocho,  y  se  devuelve  el  espediente,  debiendo  agregarse 
la  planilla  de  las  causadas,  con  inclusión  de  los  sellos 
que  deben  reponerse,  para  qtie  el  Juez  de  la  Sección  haga 
verificar  su  pago. 

Salvador  María  del  Carril.— 
Francisco  Delgado. — José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 

T.  vn.  ,  á7j 
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CAUSA  I^IK^ÜLIX. 


Don  Nicolás  Hederra  contra  ¿).  Matías  Godoy^  por  fijación 

de  limites;  —  sobre  competencia. 


Sumario.  —  En  las  causas  civiles  entre  un  estrangero 
y  un  ciudadano,  se  entiende  prorogada  la  jurisdicción  de 
los  tribunales  de  Provincia,  si  el  estrangero  ha  inter- 
puesto ante  ellos  su  demanda. 


Caso.  —  D.  Nicolás  Hederra,  chileno,  propietario  de  un 
fundo  sito  en  Mendoza,  demandó  á  D.  Matias  Godoy. 
argentino,  sobre  fijación  de  límites  antes  el  Juez  de  Letras 
de  la  Provincia. 

Godoy  declinó  de  jurisdicción,  diciendo  que  el  caso  cor^ 
respondía  á  la  Justicia  Nacional  por  ser  entre  un  estran- 
gero y  un  ciudadano  argentino. 

Conferido  traslado,  Hederra  contestó  que  el  derecho 
originario  disputado  pertenecia  á  su  Sra.  madre  que  era 
argentina,  y  por  tal  razón  correspondia  el  caso  á  la  jus- 
ticia de  Provincia  con  arreglo  al  art.  8  de  la  ley  nacional 
3obre  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales. 
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Fallo  del  Jacs  de  I^etraM. 

Mendoza,  Abril  17  de  1871. 

Vistos  :  se  declara  que  el  conocimiento  de  esta  causa 
corresponde  á  la  Justicia  Provincial,  con  costas,  cítese  á 
las  partes  para  el  viernes  28  del  presente  á  las  10  del 
dia,  al  objeto  ordenado  en  el  auto  fecha  29  del  mes  pró- 
ximo pasado,  bajo  apercibimiento  al  inasistente  de  haberlo 
por  conforme  con  el  juez  que  nombre  el  que  asista. 

« 

Godoy  apeló  y  la  sentencia  fué  confirmada  por  el  si- 
guiente : 

Fallo  de  la  nma.  Cámara. 

Mendoza,  Junio  2  de  1871. 

Autos  y  vistos,  con  la  escritura  en  copia  que  se  mandó 
presentar  por  decreto  de  10  de  Mayo  último,  se  confirma 
el  auto  apelado  de  17  de  Abril  del  corriente  año,  coa 
costas  del  recurso,  y  satisfechas  previamente,  se  devuel- 
ven, -reponiéndose  el  papel  de  f.  6. 

Gómez. — Estrella. — Garda. 

Godoy  apeló  para  ante  la  Suprema  Corte,  invocando  el 
inc.  3"",  del  art.  14  de  la  ley  sobre  competencia  de  los 
Tribunales  nacionales ;  y  concedido  el  recurso,  se  dictó 
el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  C?orte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  12  de  1871. 
Vistos :  habiendo   prorogado    Don  Nicolás    Hederra  la 
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jurisdicción  de  los  Tribunales  de  Provincia,  por  el  hecho 
de  interponer  entre  ellos  su  demanda,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  cuarto  artículo  doce  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia,  no  ha  lugar,  con  costas,  al 
recurso  intentado  por  Don  Matias  Godoy ;  devuélvanse 
los  autos,  previo  el  pago  de  las  causadas  y  reposición  de 
sellos. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado.— José  Bar- 
ros  Pazos. — Marcelino  Ugarte. 


CAUSA    I^ULIK^X. 


CriminaL  contra  Godo f redo  Malm,    por   complicidad  en  la 
sustracción  de  un  cajón  de  efectos  en  la  Aduana. 


Sumario. — 1**  El  hecho  de  haber  recibido  un  cajón  de 
de  efectos  sustraído  por  otro  de  los  almacenes  de  aduana, 
y  de  haberse  negado  á  devolverlo,  importan  la  ratiñcacion 
y  complicidad  en  la  sustracción. 

2""  No  es  escusa  legítima  la  de  haber  tenido  poder  de 
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la  casa  que  remitió  los  efectos  para  tomarlos,*  porque 
aun  probándose  la  existencia  del  poder,  y  que  los  efectos 
pertenecian  á  la  citada  casa,  el  apoderado  no  podia  to- 
marlos sin  consentimiento  de  los  antiguos  consignatarios, 
ó  sin  mandato  de    juez  competente. 

3^  La  pena  que  se  impone  al  cómplice  debe  ser  menor 
que  la  que  se   impone  al    autor  de  un   delito. 

4-®  En  el  presente  caso  el  cómplice  en  la  sustracción 
debe  sufrir  la  pena  de  800  pesos  fuertes  de  multa,  debien- 
do restituir  la  cosa  sustraída. 


Caso. —  En  el  mes  de  Noviembre  de  i869,  D.  Eduardo 
Füsslein  ex-dependiente  de  la  casa  Schemmel  Eggers  y 
G*,  firmó  unos  manifiestos,  falsificando  la  firma  de  dicha 
casa   para  sacar  unos   cajones  de   cigarros  y  mercaderías. 

Don  Antenor  Orftla  dependiente  de  la  casa  de  Don  Go- 
dofredo  Malm,  que  había  ido  á  la  Aduana  para  despachar 
algunas  mercaderías  de  este,  viendo  uno  de  los  despachos 
espedidos  á  favor  de  Schemmal  Eggers  y  G%  se  apoderó 
de  él,  y  se  hizo  entregar  uno  de  los  cajones,  llevándolo 
á   la  casa  de  Malm. 

Vuelto  Füsslein  á  la  Aduana,  y  conocida  la  entrega  de 
ese  cajón,  denunció  el  hecho  á  la  Aduana,  la  que  re- 
clamó de  Malni  el  cajón. 

Malm  se  rehusó  á  entregarlo,  alegando  que  los  Sres. 
Schemmel  Eggers  y  C%  se  habían  fugado  de  Buenos  Aires, 
y  que  él  tenia  poderes  de  la  casa  Schemmeld  de  Hamburgo 
que  había  remitido  las  mercaderías,   para  retirarles. 

Con  esto  vino  la  Aduana  en  conocimiento  de  que  la 
firma  de  Schemmel  Eggers  y  G^,  había  sido  falsificada, 
remitió  el  todo  al  Juez  de  Sección  del  Grímen. 

Orfíla  declaró    que   había    sacado   de  la   contaduría   el 
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manifíesfo  y  con  él  un  bulto  de  los  comprendidos  en  el 
mismo,  porque  sabia  que  la  casa  Scbemmel  de  Hamburgo 
habla  dado  á  la  de  Malm  poderes  para  sacar  todas  las 
mercaderías  que  hubiesen  consignado  á  Schemmel  Eggers 
y  C^  de  Buenos  Aires  ;  y  que  habiendo  visto  por  casua- 
lidad el  manifiesto,  lo  tomó  por  temor  que  Füsslein  lo 
llevase. 

Don  Gustavo  Nessler  al  frente  de  la  casa  de  Malm, 
quien  habia  ido  á  Estados  Unidos,  declaró  que  la  casa 
de  Malm  tenia  los  poderes  mencionados  por  Orfila,  y  que 
este  viendo  falsificada  en  el  manifiesto  la  firma  de  Schem- 
mel Eggers  y  G*",  lo  tomó  para  que  el  falsificador  no  lo 
llevara  fraudulentamente,  entregándolo  á  Malm;  que  este 
se  rehusó  á  volver  el  cajón  á  la  Aduana  cuando  se  lo 
pidió  porque  no  conocia  que  hubiese  mediado  un^  falsifi- 
cación; pero  que  apenas  conoció  lo  que  habia  hecho 
Füsslein,  se  apresuró  á  volverlo,  negándose  la  Aduana  á 
recibirlo. 

Vuelto  Malm  de  Estados  Unidos,  declaró  que  su  depen- 
diente Orfila,   viendo    falsiñcada    la   firma  de    Schemmel, 
tomó  el  manifiesto  y  llevó  un  l)ulto    á  la    casa  de  Malm, 
porque  sabia  que  tenia  poderes  para  recibir  las  mercade- 
rías dirigidas  por  Schemmel  de  Hamburgo  á  Schemmel  de 
Buenos  Aires;   que  cuando  la  Aduana  le  pidió  el  cajón,  en 
el  primer  momento  se  negó  á  entregarlo  porque  se   creia 
con  derecho  á  tenerlo  en  virtud  del  poder,  que  habia   sido 
presentado    otras    veces    á   la  Aduana  para    sacar    cinco 
cajones   mas  de   la   misma  procedencia;   pero  viendo  que 
la  Aduana  daba    otro  carácter  al  asunto,   ofreció  devolver 
el  cajón,  que  por  repetidas  veces  se  negó  á  recibir  el  Ad- 
ministrador de  Rentas. 

Que  el  poder  que  le  habia  mandado  Schemmel  de  Hambur- 
go, lo  habia  presentado  al  Tribunal  de  Comercio,  donde  se 
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habia  estraviado;  que  por  eso  escribió  á  Schemmel  le 
mandase  una  copia,  y  en  lugar  de  eso  le  mandaron  uno 
nuevo,  presentado  en  autos  ya  y  que  tenia  la  fecha  de  4 
de  Junio  de  1870;  y  presentó  una  carta  de  Schemmel  de 
la  misma  fecha  en  la  que  le  decia.  que  le  mandaba  ese 
nuevo  poder  para  que  lo  usara  en  lugar  del  que  le  ha- 
bia mandado  en  19  de  Julio  de  1869,  y  que  le  decia 
haberse  estraviado. 

Füsslein  no  declaró  por  haberse  fugado. 

El  Procurador  Fiscal  espuso  que  los  hechos  eran:  1**, 
que  Füsslein  habia  falsificado  un  manifíesto;  2^,  que 
Orfila  se  habia  apoderado  del  manifiesto  falsificado,  y 
con  él  sacado  un  bulto  de  la  Aduana ;  y  3°,  que  Malm 
teniendo  conocimiento  de  la  falsificación,  y  de  lo  obrado 
por  su  dependiente  Orñla  se  habia  negado  á  entegrar  el 
bulto  á  la  Aduana. 

Que  con  este  Malm  habia  ratificado  la  operación  de  su 
dependiente  y  héchose  cómplice  de  la  falsificación,  y 
pidió  contra  él  la  pena  de  un  año  de  prisión  y  1,000  j  ñs. 
de  multa  con  arreglo  á  los  artículos  25  y  64  de  la  ley 
nacional  penal,  dejando  abierto  el  proceso  contra  Orfíla 
y  Füsslein    que  se  habian  ausentado. 

El  defensor  de  Malm  contestó  que  este  no  habia  inter- 
venido, ni  sabido  ni  aprobado  la  falsificación  de  Füsslein, 
de  la  que  no  tenia  necesidad  para  sacar  las  mercaderias. 

Que  él  tenia  el  poder  de  Schemmel,  en  virtud  del 
cual  habia  sacado  otras  mercaderías,  y  que  en  virtud 
de  ese  mismo  poder  habría  sacado  el  bulto  en  cuestión, 
á  no  haber  mediado  la  tentativa  de  hurto  de  Füsslein 
para  sacarlo  ,por  medio  de  una  falsificación. 

Que  tampoco  habia  aprobado  la  operación  de  Orfila, 
pues,  cuando  supo  todo    lo  que  habia   sucedido    ofreció 
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dos  ó  tres  veces  volver  el  cajón  k  la  Aduana,  como  lo 
ofrecía  al  Juez  de  la  causa,  pues  lo  tenia  intacto  todavía. 

Se  abrió  á  prueba  la  causa,   y  Malm  presentó: 

1^  Una  petición  presentada  á  la  Aduana,  en  10  de 
Diciembre  de  i 869  devolviendo  el  cajón,  explicando  su 
conducta,  y  recordando  la  circunstancia  de  ser  apoderado 
de  Schemmel ;  á  cuya  petición  sigue  un  decreto  del  Ad- 
ministrador de  Rentas  no  haciéndole  lugar  por  pender  el 
asunto  ante  el  Juez  de  Sección. 

2?  Un  informe  del  Administrador  de  Rentas  diciendo 
que  cinco  cajones  introducidos  á  la  consignación  de  Schem- 
mel Eggers  y  G*^  habian  sido  transferidos  á  Malm,  quien 
los  despachó  en  9  de  Setiembre  de  1869;  que  creia  re- 
cordar haberle  Malm  mostrado  un  poder  general  de  la 
casa  Schemmel  de  Hamburgro  agregado  á  un  espediente 
que  tramitaba  ante  uno  de  los  Juzgados  de  Comercio  de 
la  Provincia. 

Se  pidieron  otras  diligencias  acerca  de  la  existencia  del 
poder  general  mencionado,   las  que  no  fueron   evacuadas. 

Fallo  del  Juez   Seceioiuil. 

Buenos  Aires,  Junio  30  de  1871. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Eduardo  Füssiein, 
Godofredo  Malm  y  Antenor  Orilla  por  falsifícacion  de  la 
firma  de  H.  L.  Schemmel  cometida  por  el  primero  en  el 
manifiesto  de  f.  3^,  y  sustracción  de  uno  de  los  cajones 
contenidos  en  dicho  manifiesto,  cometida  por  los  últimos 
valiéndose  del  manifiesto  falsificado;  y  considerando:  1^ 
Que  de  las  declaraciones  corrientes  en  autos  resulta  que 
D.  Antenor  Orfila,  dependiente  de  la  casa  de  Malm,  ha- 
biendo ido  á  la  Aduana  á  hacer  el  despacho  de  que  es- 
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taba  encargado,  y  notando  que  habia  un  despacbo  á  favor 
de  Schemmel  Eggers  y  G'',  se  apoderó  fraudulentamente 
del  manifiesto  y  se  bizo  entregar  las  mercaderías,  llegando 
hasta  estraer  uno  de  los  cajones  despachados ;  2^  Que  al 
tiempo  de  hacer  el  despacho  á  su  favor  conocía  ya  Orfila 
que  el  manifiesto  era  falsificado,  sabiendo  que  los  indi- 
viduos que  componían  la  casa  de  Schemmel  Eggers  y  G*^,  . 
habian  fugado  anteriormente,  no  pudiendo  por  lo  tanto 
firmar  ellos  el  manifiesto;  3^  Que  no  obstante  esto  Malm 
aceptó  el  cajón  sustraído  de  esta  manera  de  la  Aduana, 
aprobando  con  este  hecho  la  conducta  de  su  dependiente, 
y  resistió  en  seguida  su  entrega  cuando  le  fué  reclamado; 
4""  Que  lo  alegado  por  Malm  para  ^justificar  su  conducta 
que  los  efectos  remitidos  por  la  casa  de  Schemmel  Eggers 
de  Hamburgo  corrían  por  su  cuenta  en  virtud  de  un  poder 
general  que  habia  recibido  de  ella,  el  que  lo  autorizaba  á 
apoderarse  de  todos  los  efectos  que  hubiesen  remitido  á 
la  consignación  dé  Schemmel  Eggers  y  G'  de  esta  plaza, 
no  es  admisible  por  cuanto  este  poder  solo  podía  producir 
efecto  contra  los  que  habia  sido  dado  y  esto  solamente 
previo  los  trámites  legales  que  ha  omitido  en  este  caso 
Malm;  5""  Que  la  ignorancia  por  parte  de  Malm  con  res- 
pecto á  que  se  hubiese  cometido  una  falsificación  en  el 
manifiesto  de  despacho  no  lo  disculpa,  por  cuanto  una 
vez  reclamado  por  la  Aduana  el  cajón  sustraído,  aun 
suponiendo  que  el  dependiente  Orfila  no  le  hubiese  dado 
cuenta  exacta  del  modo  como  habia  estraido  ese  cajón  de 
la  Aduana,  era  de  su  deber  imponerse  en  la  Aduana  de 
esos  antecedentes  y  no  negar  inconsideradamente  la  en- 
trega que  se  le  reclamaba ;  6"  Que  respecto  á  la  existen- 
cia del  poder  que  autoriza  á  Malm  para  sacar  los  efectos 
remitidos  por  Schemmel  Eggers  de  Hamburgo,  sí  bien  no 
se  ha  probado  satisfactoriamente,   pues  no  ha  presentado 
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como  se  ordenó,  ni  se  ha  probado  su  estravío  lo  que 
hace  que  no  puede  apreciarse  debidamenle  ai  alcance  de 
sus  cláusulas,  resultan  vehementes  indicios  que  se  des- 
prenden de  la  carta  de  f.  47,  debidamente  autenticada  y 
del  informe  de  f.  76  vuelta,  de  que  ese  poder  ha  existido 
y  conferia  á  Malm  la  facultad  de  retirar  los  efectos 
.  pertenecientes  á  la  casa  de  Hamburgo  ;  7"^  Que  aun 
suponiendo  la  no  existencia  del  poder,  la  carta  de  foja 
47  escrita  en  una  fecha  en  que  la  casa  Schemmel  Eggers 
debia  ya  tener  conocimiento  de  lo  ejecutado  por  Malm, 
importa  una  aprobación  de  su  conducta  con  respecto  á 
los  intereses  de  la  casa  ;  8^  Que  si  bien  á  pesar  de  las 
facultades  conferidas  por  dicho  poder,  la  sustracción  fué 
indebidamente  hecha,  coloca  á  (os  ejecutores  OrGIa  y 
Malm  en  el  caso  previsto  en  el  inciso  3"*  del  art.  81 
de  la  ley  penal ;  9"*  Que  en  cuanto  á  la  falsiOcacion  co- 
nietida  en  el  manifiesto  de  f.  3"",  no  aparece  de  auto 
cosa  alguna  que  indique  que  los  individuos  de  la  casa 
de  Malm  la  hayan  cometido  ó  que  hayan  sido  cómplices 
de  ella,  apareciendo  por  el  contrario  del  escrito  de  foja 
4,  que  la  falsiñcacion  fué  cometida  para  defraudar  á 
dicha  casa ;  por  estos  fundamentos  y  no  habiendo  podido 
ser  aprehendido  Eduardo  Füsslein  y  Antenor  Orfíla,  sus- 
péndase el  procedimiento  con  relación  á  estos,  librándose 
previamente  el  correspondiente  oficio  á  la  Policía  para  que 
sean  aprehendidos  siempre  que  pudieran  ser  habidos,  todo 
de  acuerdo  al  art.  379  de  la  ley  de  Procedimient<)s,  y 
en  cuanto  á  Godofredo  Malm  condénasele,  de  acuerdo  á 
las  disposiciones  del  art.  81  de  la  ley  penal,  á  una  multa 
de  ocho  cientos  pesos  fuertes  y  á  las  costas  del  juicio ; 
hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 
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De  esta  sentencia  apelaron  el  Procurador  Fiscal  y  el 
defensor  de  Mahn,    y  se  concedió  la  apelación  libre. 

Ante  la  Suprema  Corte,  el  Sr.  Procurador  General  es- 
puso que  Mahn  estaba  en  Estados  Unidos  cuando  sucedió 
el  hecho  que  motivó  el  proceso  ;  que  el  art.  81  de  la  ley 
nacional  penal  trata  de  los  efectos  que  se  sustraen  clan- 
destinamente de  la  Aduana  sin  pagar  derechos,  y  en  el 
caso  se  habían  sacado  los  efectos  con  un  permiso  despa- 
chado, y  se  habian  pagado  los  derechos ;  que  Oí  fila  no 
habia  cometido  crimen,  porque  es  calidad  de  todo  cri- 
men, que  él  sea  cometido  en  perjuicio  de  la  persona,  de 
la  propiedad  ó  del  honor  de  un  tercero,  y  en  el  caso 
á  nadie  se  habia  inferido  perjuicio,  como  lo  reconocia  el 
mismo  Juez,  porque  Malm  estaba  autorizado  para  recibir 
y   administrar  los   bienes  de  Schemrael. 

Que  lo  regular  era  que  Orfíla  pidiese  el  cajón  á  nom- 
bre de  Malm,  como  consignatario,  y  no  valerse  de  una 
falsifícacion  para  obtenerlo  ;  pero  que  debia  tenerse  pre- 
sente que  ese  dependiente  no  podia  perder  tiempo,  porque 
Füssiein,  que  habia  falsificado  el  permiso  para  apode- 
rarse del  cajón,   andaba  tras  de  él. 

Que  no  habia  sino  un  solo  criminal,  y  era  Füssiein 
que  falsificó  la  firma  de  Schemmel  para  apoderarse  de  un 
cajón,  que  no  le  pertenecía. 

Y  pidió  se  revocase  la  sentencia,  ordenando  que  la 
causa  quedase   abierta  solo  contra   Füssiein. 

El  defensor  de  Malm  se  adhirió  en  todo  á  la  vista 
del  Sr.  Procurador  General,  haciendo  las  mismas  conclu- 
siones. 
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Fallo  de  ln  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  42  de  1871. 

Vistos  y  considerando;  —  Primero^  que  el  procesado 
Godofredo  Malm  recibió  un  cajón  de  efectos,  perteneciente 
á  la  casa  Schemmel  Eggers  y  Compañía,  que  su  depen- 
diente Antenor  Orfíla  sustrajo  de  los  almacenes  de  Aduana, 
valiéndose  del  permiso  de  foja  tercera,  que  fué  robado 
por  él  de  la  Contaduría,  y  cuya  firma  era  falsificada  por 
Eduardo  Füsslein ; — Segundo^  Que  reclamada  la  devolu- 
ción de  estos  efectos  por  el  Inspector  de  almacenes, 
Malm  se  negó  á  entregarlos ;  —  Tercero^  que  estos  actos 
importan  la  ratificación  por  Malm  del  delito  cometido  por 
su  dependiente  Orfila,  como  si  él  lo  hubiese  ordenado,  y 
le  constituyen  en  su  fautor  y  cómplice ;  —  Cuarto^  que 
el  motivo  que  alega  Malm  para  disculpar  su  conducta, 
de  que  estaba  autorizado  por  poder  de  la  casa  Eggers 
Schemmel  j  Compañía  de  Hamburgo,  para  tomar  todas 
las  mercaderías  que  vinieran  consignadas  por  ella  á  la 
de  Schemmel  Eggers  y  Compañía  de  Buenos  Aires,  y 
que  en  virtud  de  ese  poder  la  Aduana  le  habia  entregado 
antes  cinco  cajones  de  efectos — no  es  bastante,  ni  ha 
sido  justificado  en  esta  causa — porque  Malm  no  ha  exhi- 
bido dicho  poder,  ni  ha  comprobado  su  extravio  ni  consta 
tampoco  que  alguna  vez  le  hubiese  presentado  á  la  Adua- 
na, pues  que  los  referidos  cinco  cajones  no  le  fueron 
despachados  por  esta,  como  apoderado,  sino  como  á 
dueño  por  la  transferencia  que  de  ellos  le  hizo  la  casa 
Schemmel  Eggers  y  Compañía,  según  consta  del  informe 
del  Administrador  de  Rentas  nacionales  á  foja  setenta  y 
seis— -porque  aun    cuando  se    le  hubiese    conferido   ese 
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poder,  no  ha  comprobado  que  los  efectos   sustraídos  per- 
teneciesen ó  fueran  consignados  por  sus  poderdantes  —  y 
porque  aun   probándolo,   no    podia  tomarlos   ni   disponer 
de  ellos,  sin  el    consenlimienlo   de  los   consignatarios,   ó 
por  ausencia]  ó  fuga  de  estos,   sin  mándalo   de  Juez  com- 
petente, según  lo  reconoce   el  mismo  Malm  en  su  escrito 
de  foja  sesenta  y  dos ;  —  Quinto^  que  el  Procurador  Ge- 
neral ha  incurrido  en  error,   al  afirmar  en    su  vista  .  de 
foja  noventa  y  una,  que  consta  del  proceso,   que  Malm  se 
hallaba  ausente  en   Estados  Unidos  en  la  época  en  que 
tuvieron  lugar  los  hechos   criminales  que  se  persiguen,  y 
que  por  consiguiente  no  ha  tenido  la  menor   participación 
en    ellos  ;   pues  que  al    contrario   consta  á  fojas  primera 
vuelta,    cuarenta  y  dos  y   sesenta  y    dos    bajo   la   firma 
del  mismo  Malm,    que    él  se  hallaba    entonces   en    esta 
ciudad  y  que   él  en  persona  fué  quien  recibió  y  se  negó 
á  devolver  los   efectos   sustraídos  ;  —  SestOf  que  el  delito 
cometido    por    Antenor    Orfila,    sustrayendo    fraudalenta- 
mente  de  los  almacenes  de  Aduana,   efectos  que  no  per- 
tenecían á  su  patrón,  y   causando  asi  al  Fisco  el  perjuicio 
de  tener  que  pagar  el  valor  de  ellos  á  su  legítimo  dueño, 
está  claramente  previsto  y  penado  por  el  artículo  ochenta 
y  uno,  inciso  segundo  de  la  Ley  de  veinte  y  cinco  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  ; —  Séptimo,  que  aunque 
por  la  ley  diez,  titulo  noveno  y  regla  diez  y  nueve,  título 
treinta  y  cuatro,   partida  séptima,  se  impone  igual  pena  al 
cómplice,    que  al  autor  de  un  delito,  esos  preceptos  han 
sido  modificados  por  la  nueva  legislación  criminal,    casti- 
gando con  menor  pena  á  los  que  solo  han  participado  del 
delito,   después  de   consumado,  modificación  que  ha   sido 
confirmada  por   la  práctica  de  los  Tribunales,   que  es  la 
regla  que  debe   seguirse  en  estos   casos,    conforme  á  lo 
dispuesto  por  el  articulo  noventa  y  tres  de  U  |ey  penal 
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—  por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  la  sen- 
tencia apelada  se  confirma  esta;  debiendo  entenderse  or- 
denada también  por  eliá,  la  restitución  del  cajón  de  efectos 
sustraido  de  los  almacenes  de  Aduana,  con  arreglo  á  la 
prescripción  del  artículo  noventa  y  uno  de  la  precitada 
ley.  En  consecuencia,  satisfechas  las  cosías  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvase. 

Salvador  María  del  Carril.  — 
Francisco  Delgado. —  José  Bar- 
ros Pazos.— Marcelino  Ugarte. 
— José  B.  Gorostiaga. 


CLA.U8A    1.X1ILXI 


Don  Laureano  Pizarro  contra  la  Empresa  del  Ferro-Carril 
Central  Argentino^  sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  El  recurso  no    mejorado  en    tiempo  se  de- 
clara desierto,    acusándose  rebeldía  por  el  apelado. 


Caso.  —  El  Dr.  D.  Laureano  Pizarro  apeló  de  la  sentencia 
defibiliva  que  el  Juez  de  la  Sección  de  Córdoba  dictó  ea 
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» 

la  causa  que  habia  seguido  contra  la  Empresa  del  Ferro- 
carril Central  Argentino,  y  se  le  concedió  el  recurso  U- 
breinenle. 

No  habiéndolo  mejorado  dentro  del  tiempo,  se  le  acusó 
rebeldía,  y  espedido  el  correspondiente  certificado  por  el 
Secretario  de  haber  vencido  el  término  de  la  mejora,  se 
dictó  el  siguiente: 


Fullo  da  la   Suprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  1871. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  catorce  de  la 
ley  de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación, 
devuélvanse  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril.  — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
T— Marcelino  Ugarte. —  José  B.  Go- 

ROSTIAGA. 
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Don  José  M.  Bombal  contra  D.  Mauricio  Pennano,  por  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios  ;  — sobre  incompetencia. 


Sumario.  —  La  acción  por  daños  y  perjuicios  proceden- 
tes de  una  providencia  pronunciada  por  Tribunal  compe- 
tente, es  un  incidente  del  juicio  en  que  se  dictó  dicha 
providencia,  y  debe  ser  juzgada  por  el  juez  que  entendió 
en  aquel. 


Caso.  —  Don  Blas  Aspiazú  endosó  á  favor  de  Don  José 
María  Bombal,  ciudadano  argentino,  á  flnes  de  1868  un 
espediente  de  proveduria  mandado  inscribir  en  fondos 
públicos   nacionales. 

Se  presentó  Bombal  á  la  Administración  del  Crédito 
Público  para  obtener  la  inscripción  decretada,  y  hallando, 
que  el  espendiente  endosado  estaba  comprendido  en  un 
embargo  decretado  por  el  Juez  de  l'^  Instancia  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  á  petición  de  D.  Mauricio  PennanOi 
suspendió  la  inscripción. 

Levantado  el  embargo  después  de  varias  diligencias 
obtuvo  la  inscripción,  pero  no  con  los  intereses  desde  el 
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día  de  la  liquidación,   sino  solo  con  las  del  trimestre  en 
que  se  hizo  ]a  inscripción. 

Reclamados  aquellos  intereses  al  Gobierno,  no  se  hizo 
lugar  al  reclamo  dejándole  á  salvo  las  acciones  para  re- 
clamar los  perjuicios  causados  por  el  retardo  de  la  inscrip- 
cion,    de  quien  pidió  el  embargo. 

Con  estos  aateeedentes  demandó  ante  la  Justicia  Na- 
cional á  D.  Mauricio  Pennano,  estrangero,  por  el  pago 
de  dichos  perjuicios. 

Pennano  declinó  de  jurisdicción :  i^,  porque  la  acción 
de  Bombal  era  un  incidente  del  embargo  trabado  por  el 
Juez  de  1»  Instancia,  que  debia  ser  juzgada  por  este;  2o, 
porque  en  dicho  espediente,  radicado  ante  el  Juez  de  Is 
Instancia,  él  no  había  litigado  por  su  cuenta  sino  como 
apoderado  de  D.  Manuel  Lastra,  que  era,  como  Bombal 
ciudadano  argentino ;  3^,  porque  aun  en  el  caso  de  ser 
dueño  de  la  cuestión,  la  competencia  nacional,  cuando 
el  demandado  es  estrangero,  se  establece  con  el  consen- 
timiento de  este,  y  él  no  consentia  en  la  jurisdicción  del 
Juez  Seccional. 

Contestó  Bombal  que  él  demandaba  por  daños  y  per- 
juicios á  Pennano,  porque  hizo  el  embargo  del  cual  se 
le  causaron  aquellos;  que  esta  era  una  acción  principal, 
y  dirigida  contra  aquel,  cuya  nacionalidad  debia  tenerse 
en  vista,  para  establecer  el  fuero  Nacional ;  que  fué  Pen- 
nano y  no  Lastra  quien  pidió  el  embargo ;  y  que  habien- 
do presentado-  la  demanda  ante  el  Juzgado  competente, 
no  era  necesario  consentimiento  alguno  del  demandado 
para  establecer  la  competencia,  ni  la  ley  exijia  tal  con- 
sentimiento. 

Se  pidió  informe  al  Juzgado  de  1'  Instancia,  y  resultó 
que  Pennano  habia    por   si  y  no    en  representación   de 
Lastra  promovido  contra  Aspiazú  el  juicio  en  que  fué  or« 
Jf  VB,  88. 
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denado  el  embargo  en  cuestión,  y  que  este  lo  fué  antes 
del  endoso  hecho  por  Aspiazú  á  favor  de  BombaL 


Fallo   del  Jíuez   fi^eccional. 


Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1871. 

Y  vistos,  considerando:  lo  Que  el  presente  caso  solo 
puede  caer  bajo  la  jurísdiccion  de  los  tribunales  nacionales, 
por  razón,  de  las  personas,  como  lo  reconocen  ambos 
interesados. 

2"*  Que  cuando  los  Tribunales  Nacionales  son  únicamente 
competentes  por  la  diversa  nacionalidad  ó  diversa  vecindad 
de  las  partes  interesadas,  no  ejercen  una  jurisdicción  es- 
clusiva,  sino  concurrente  con  los  Juzgados  ó  Tribunales  Pro- 
vinciales, en  los  términos  establecidos  en  el  art.  12,  párrafo 
4o  de  la  ley  nacional  de  Setiembre  14*  de  1863,  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de   los  Tribunales  de  la  Nación. 

3o  Que  Pennano  ha  opuesto  las  siguientes  excepciones: 
la,  la  de  litis  pendencia  ante  los  Tribunales  de  la  Provin- 
cia, fundado  en  que  el  embargo  del  crédito  sobre  cuyo 
interés  versó  la  cuestión  propuesta  fué  decretado  por  el 
Juez  de  Provincia,  como  lo  reconoce  el  deman^lante  y 
con  el  consentimiento  del  cedenle  de  la  causa  seguida 
entre  D.  Mauricio  Pennano,  demandado  en  este  juicio  y 
D.  Blas  Aspiazú,  cedente  del  demandante  Bombal;  2^  No 
ser  el  demandado  Pennano,  sino  la  casa  de  D.  Manuel  de 
la  Lastra,  el  verdadero  propietario  de  los  fondos  para 
cuya  segurididad  se  embargó  el  crédito  cedido  al  deman- 
dante; y  que  por  consiguiente  la  calidad  de  ser  Pennano 
un  estrangero  y  Bombal  argentino,  no  debe  tenerse  en 
cuenta  para  surtir   ^\   fuero    federal;  y   suponiendo  c[ue 
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Pennano  fuese  cesionario  de  dichos  fondos  tampoco  seria 
competente  este  Juzgado,  porque  para  surtir  el  fuero 
Federal  es  necesario  que  el  derecho  disputado  pertenezca 
orijinariamente  al  demandante  ó  demandado. 

3^  Que  aunque  Pennano  íuese  el  primitivo  dueño  del 
derecho  en  disputa,  no  siendo  demandante  de  Bombal, 
sino  demandado  por  este,  soto  el  consentimiento  del  pri- 
mero podria  dar  competencia  á  la  Justicia  Nacional,  siendo 
en  su  defecto  la  única  competente  la  provincial,  como  lo 
es  en  el  presente,    en  que  se  niega  ese  consentimiento. 

4^  Hiie  de  los  informes  pedidos  á  los  Tribunales  de  la 
Provincia  ha  por  si  y  no  en  representación  de  la  casa 
de  Lastra,  promovido  contra  Aspiazú  el  juicio  en  que  or- 
denó el  embargo  cuyos  perjuicios  se  reclaman,  y  que 
dicho  embargo  fué  ordenado  á  solicitud  de  Pennano  y 
Aspiazú  mucho  antes  de  que  el  último  cediera  á  Bombal 
el  espediente  de  liquidación  á  que  se  refiere  el  último, 
y  que  el  embargo  tenia  por  objeto  suspender  la  entrega 
á  Aspiazú,  de  los  fondos  que  debia  entreg^lrsele  en  pago 
do  los  créditos   que  se  reconocieron  á  su  favor. 

5o  Que  tratándose  de  determinar  si  hay  ó  no  derecho 
para  reclamar  perjuicios  por  la  ejecución  de  una  provi- 
dencia dictada  por  Tribunal  competente,  este  es  el  que 
está  mas  habilitado  para  declarar  si  los  perjuicios  son  ó 
no  una  consecuencia  de  su  providencia,  porque  es  el 
único  que  puede  determinar  su  verdadero  alcance,  y  por 
consecuencia  hasta  donde  llega  la  responsabilidad  de 
aquel  ó  aquellos  á  cuya  instancia  se  dictó ;  todo  lo  cual 
viene  á  constituir  un  incidente  de  la  misma  causa  seguida 
entre  Pennano  y  Aspiazú,  y  que  debe  ser  resuelta  por  el 
mismo  Juez  que  entendió  en  aquella. 

6""  Que  la  conclusión  sentada  en  el  precedente  consi- 
derando es  tanto  mas   legítima  cuanto  que  no   pudiendo 
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en  este  caso  ser  competente  la  Justicia  Nacional  sino  es 
por  la  diversa  nacionalidad  de  las  partes,  el  que  desconoce 
la  competencia  es  el  estrangero,  esto  es  aquel  en  cuyo 
beneficio  se  ha  creado  el  fuero  federal,  y  el  único  que, 
sea  como  demandante  sea  como  demandado,  puede  pro- 
rorogar  la  jurisdicción  Provincial  como  terminantemente 
lo  dispone  el  art.  1%  inciso  4""  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
y  competencia  de  los  Tribunales  de  la  Nación. 

Por  estos  fundamentos  declárase  que  este  Juzgado  es 
incompetente  para  conocer  en  el  caso  que  se  le  ha  so- 
metido, el  cual  debe  ser  decidido  por  los  Tribunales 
Provinciales  y  sin  especial  condenación  en  costas. 

Repónganse  los  sellos. 

^Manuel  Z aválela. 
* 

Apelada  esta  sentencia  por  Bombal,  fué  confirmada  por 
el  siguiente  : 


Vallo  de  Im  Saprem»  Corte. 

Baenos  Aires,  Setiembre  16  de  1871. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas; 
el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  seis,  satisfechos  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse,  desglosándose  previamente 
las  fojas  cincuenta  y  seis  á  cincuenta  y  ocho  que  se 
traerán  para  resolver. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos 
—Marcelino  Ugarte. — José  B.  Go- 

ROSTIAGA. 


■  •••il 
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CAU»^    L.XX1K.II1 


Don  Marcoi  Aparicio  contra  D.   Pedro  MUego^  por 

desalojo  i — sobre  competencia. 


Sumario.  —  lo  El  juicio  radicado  ante  los  Tribanales  de 
Provincia,  debe  concluirse  ante  los  mismos,  aunque  sea 
entre  un  ciudadano  y  un  estrangero. 

i""  Una  declaratoria  de  la  Justicia  Provincial  no  puede 
dar  jurisdicción  á  la  Justicia  Nacional  en  los  casos  en 
que  esta  no  la  tiene  por  la  ley. 


Caso.  —  D.  Marcos  Aparicio,  argentino,  demandó  ante  el 
Juez  Nacional  de  Salta  á  D.  Pedro  Milego  estrangero, 
para  que  se  le  ordenara  la  desocupación  de  un  terreno 
que  el  primero  prestó  al  segundo  por  el  término  de  un 
año,   y  que  este  retenia  desde  casi  tres   años. 

D.  Marcos  Aparicio  acompañó  á  la  demanda  el  testimo- 
nio de  un  acta  de  la  que  resultaba  haber  interpuesto  la 
misma  demanda  ante  un  Juez  de  Paz  de  la  Provincia, 
quien  la  resolvió*;  y  el  testimonio  de  una  sentencia  del 
Juez  de  1»  Instancia,  que  es  del  siguiente  tenor: 

Salta,  Noviembre  11  de  1870. 
Vistos :  que  la  ealidad  de  estrangero  de  Pedro  Milego 
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86  halla  plenamente  probada  por  las  deposiciones  de  tres 
testigos,  corrientes  á  f.  17  y  la  confesión  del  demandante: 
que  siendo  el  demandante  ciudadano  argentino  y  el  de- 
mandado ciudadano  estrangero,  la  acción  debe  intentarse 
ante  su  Señoría  el  Juez  de  Sección,  art.  8o  de  la  ley  de 
14  de  Setiembre  de  1863  :  Que  la  declinatoria  interpuesta 
por  el  demandado,  ha  sido  antes  de  la  contestación  á  la 
demanda  y  por  consiguiente  dentro  del  término,  de  con- 
formidad al  art.  12  en  su  caso  i°  de  la  misma,  que  la 
proroga  de  jurisdicción  que  dice  el  demandante  haber 
becho  el  demandado  contestando  la  demanda  ante  el  Juez  de 
Paz  de  Rivadavia,  no  es  legal,  ni  puede  reputarse  por 
tal,  por  la  sencilla  razón  de  que  aquella  demanda  no  ha 
venido  en  apelación,  y  porque  la  que  se  ha  intentado 
ante  ese  Juzgado,  es  acción  nueva,  y  está  en  su  perfecto 
derecho  el  demandado,  para  hacer  uso  de  las  excepciones 
que  la  ley  le  concede.  En  esta  virtud  se  declara  este 
Juzgado  incompetente  para  conocer  en  el  presente  juicio. 
Reiténgrese  esta  foja. 

Rubén  Dios  de  Medina. 

» 
Presentada  la  demanda  con  los  dos  testimonios  citados, 

86  dictó  este. 


Fallo  del  JTues  Seccional. 


Salta,  Abril  14  de  1871. 

La  presente  demanda  á  nombre  de  D.  Marcos  Aparicio 
contra  D.  Pedro  Milego,  bazada,  como  ella  dice  en  su 
tercer  párrafo,  en  el  documento  de  f.  3*,  tiene  por  objeto 
el  que  el  demandado  desocupe  los    mismos  terrenos  de 
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que  se  trata  en  el  mencioaado  documento  de  f.  3a,  que 
contiene  idéntica  cuestión,  seguida  entre  las  mismas  par- 
tes, sin  declinatoria  alguna  por  razón  de  fuero,  ante  el 
Juez  Provincial  de  Barrancas,  y  decidida  por  él.  —  El  in- 
ciso ií"^  del  articulo  11  de  la  Ley  de  Jurisdicción  establece 
que  no  habrá  fuero  nacional  si  ^el  estrangoro  demandado» 
ante  un  Juez  de  Provincia,  contesta  á  la  demanda  sin 
oponer  la  excepción  de  declinatoria ;  siendo  esto  mismo 
lo  que  ha  sucedide  en  el  juicio  ;  corriente  á  fojas  3  y  4, 
con  Milego.  —  El  art.  14  déla  misma  ley  dispone  que, 
cuna  vez  radicado  un  juicio  ante  líos  Tribunales  de  Pro- 
vincia, sea  sentenciado  fenecido  ante  la  jurisdicción  Pro- 
vincial ;  >  estaiído  el  que  al  presente  se  entabla,  no  solo 
radicado,  sino  sentenciado  ya,  ante  dicha  jurisdicción. 
La  declaratoria  del  Juez  de  Letras,  corrienta  á  f.  6,  no 
puede  dar  jurisdicción  á  este  Juzgado,  I''  porque,  según 
ella  misma  espresa,  es  sobre  acción  diferente  de  la  de 
que  sé  trata  al  presente  y  se  contiene  en  los  documentos 
de  f.  3  y  4;  2o  porque,  aunque  así  no  fuera,  una  de- 
claratoria de  la  Justicia  Provincial  no  puede  dar  jurisdic- 
ción á  la  Justicia  Nacional  en  un  caso  en  que  como  el 
presente,  la  ley  se  lo  niega,  según  se  ha  visto  ya;  por- 
que como  lo  declaró  la  Suprema  Corte  de  Estados  Unidos 
en  el  caso  de  Urtetique  contra  D'Asbel  c  no  puede  po- 
nerse en  duda  que  las  Cortes  de  los  Estados  Unidos 
tienen  el  derecho  de  examinar  y  decidir  por  si  mismas 
los  fundamentos,  en  virtud  de  los  que  pretende  una  par- 
te reconocer  su  causa  de  las  Cortes  de  Estado  á  las 
Nacionales  »  c  teniendo  facultad  de  resolverla,  sino  apa- 
rece causa  suficiente  para  una  remoción  >  c  no  teniendo 
facultad  las  Cortes  de  Estados  para  compeler  á  las  Cortes 
Nacionales  para  asumir  jurisdicción  (Curtis,  ReportS|  tom^ 
11,   páj.  536), 
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Por  estos    fundamentos,     declárase   incompetente  este 
Juzgado  para  conocer  en  la  demanda  referida. 

Apolonio  Ormaechea. 
Este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente : 


Fallo  de  te  ftupreiiMi  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  1871. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas, 
la  sentencia  apelada  de  foja  catorce  vuelta,  satisfechas  y 
repuestos  los  sellos,    devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos,—Marcelino  Ugarte. — José 
B.  Gorostiaga. 


M  lUSTIGU  NAaONAL.  il  1 


Criminal  contra  Enrique  Sivori  y  Estevan   Balmareehñ  pút 
enganche  de  hombres  al  servicio  de  los  revolucionarios 

én  el    Estado  Oriental. 


Sumario. — í""  La'muerte  d6l.acu8ado  estinguo  la  aooion  * 
criminal. 

2o  El  levantamiento  de  tropas  en  el  territorio  organli- 
no,  sin  el  permiso  del  Gobierno,  es  una  violación  do  una 
de  las  mas  importantes  prerogativas  do  la  soborania  na- 
cional. 

3o  Es  además  un  delito  previsto  y  penado  por  el  art, 
7  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  si  se  hace  aquel 
contra   un  Gobierno  amigo* 

Ao  No  siendo  consumado  el  delito,  la  pena  á  imponerse 
al  procesado  por  él,  es   de  un  año  de  trabajos. 


Ca$o.— Enrique  Sivori  y  Esteban  Balmaraeba  fuaroo  acu- 
sados por  haber  en  el  territorio  de  la  República  Argea» 
tina,  enganchado  hombres  para  el  servicio  da  la  revolu^;íoa 
existente  en  b  República  Oriental  del  Uruguay  contra  su 
Gobierno  l^aL 

Probado  el  hecho  en    el  i^tunnrio   que  se  levanta,    el 

T-    I. 
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procurador  fiscal  sostuvo  que  el  enganche  de  soldados 
para  ir  á  dr^rrocar  á  un  Gobierno  amigo,  era  un  acto 
hostil,  que  no  siendo  aprobado  por  el  Gobierno,  se  ha- 
llaba previsto  por  el  art.  7  de  la  ley  Nacional  penal, 
pues  podia  dar  justo  motivo  de  queja  al  Gobierno  Oriental, 
y  ser  causa  de  guerra  ó  de  represalias ;  y  acusando  á 
los  procesados  como  reos  del  delito  de  violación  de  la 
neutralidad  del  territorio,  pidió  se  les  aplicara  la  pena 
señalada  por   el  art.    7    citado. 

La  defensa  se  concretó  al  hecho  de  que  el  enganche 
no  pasó  de  ser  una  tentativa,  pues  no  se  llevó  á  cabo, 
como  resultaba  de  autos,  y  la  simple  tentativa  no  podía 
ofrecer  los  peligros    que  mencionaba  el  prooiirador   flscal. 


FaIIo   del   JTuea  SecelOüAl. 


Buenos  Aires  Junio  23  de  181i. 

Y  vistos  estos  autos  9eguidos  contra  Enrique  Sivori  y 
Estovan  Balmareche,  por  haber  enganchado  hombres  en 
el  territorio  de  la  República  para  el  servicio  de  una  re- 
volución contra  el  Gobierno  establecido  en  la  vecina  Re- 
públioe  Oriental,  y  considerando:  !<>  Que  á  pesar  de  ha- 
llarse plenamente  justificado  que  los  procesados  han  trata- 
do de  enganchar  soldados  al  servicio  de  la  revolución 
Oriental,  según  resulta  de  las  declaraciones  contestes  de 
los  testigos  Julio  Morquilla  fojas  11  y  José  Ordoñez  fo- 
jas 12,  no  existe  una  ley  que  clasifique  de  delito  este 
acto,  y  establezca  su  penalidad.  2^  Que  el  enganche  de 
soldados  en  el  territorio  de  la  República,  hecho  por  par- 
ticulares y  sin  intervención  ni  consentimiento  del  Gobierno, 
no  podría   nunca  tomarse  por   el   Gobierno    contra  quien 
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se  hacen  estos  armamentos  como  un  acto  hostil,  capaz 
de  motivar  una  declaración,  de  guerra.  3^  Que  si  bien 
se  reputa  por  los  publicistas  de  derecho  internacional  un 
acto  de  buena  política  la  prohibición  de  armamento  para 
servicio  estrangero,  reconocen  también,  que  esta  Facultad 
es  inherente  á  la  soberanía  de  las  Naciones,  y  que  de 
un  ejercicio  no  pueden  quejarse  los  beligerantes,  ya  sea 
que  se  establezcan  ó  nó,  siempre  que  no  hubiere  par- 
cialidad, io  Que  en  este  concepto,  no  puede  sostenerse, 
como  lo  hace  ed  Procurador  Fiscal  en  su  vista  de  fojas 
31,  que  este  caso  esté  comprendido  en  la  disposición 
del  art.  7  de  la  Ley  penal,  la  que  espresamente  se  re- 
fiere á  los  actos  de  hostilidad  reconocida  como  tales 
por  el  derecho  de  las  Naciones.  5o  Que  no  existiendo 
una  disposición  legal  prohibitiva  de  los  enganches  de 
fuerzas  para  servicio  estrangero,  no  hay  transgresión  por 
parte  de  los  que  la  ejecuten  ni  por  consiguiente  delito ; 
por  estos  fundamentos  y  de  acuerdo  á  los  artículos  18 
y  19  de  la  Constitución  Nacional,  se  declara  álospro-^ 
cesados  Enrique  Sivori  y  Estovan  Balmarecha  absueltos 
de  los  cargos  formulados  contra  ellos  por  el  Procura^* 
dor  Fiscal,  en  su  vista  de  fojas  31,  y  exentos  de  toda 
pena  y  de  las  costas  del  juicio  ;  en  su  consecuencia, 
líbrese  el  correspondiente  oficio  á  la  Policía  para  que 
sean   puestos  en   libertad  y  hágase  saber. 

r 

Andrés  Ug arriza. 

• 

El  Procurador  Fiscal  apeló  de  esta  sentencia,  y  el  Sr. 
Procurador  general  ante  la  Suprema  Corte  dijo  que  es- 
tando los  acusados  convictos  de  haber  enganchado  y  em- 
barcado soldados  para  ir  á  engrosar  las  filas  de  la  rebe-> 
lian  oriental,  la  cuestión   á  resolverse  era,   si   esos  actos 
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son  hostiles  contra  el  Gobierno  de  aquella  República 
amig;a,  y  capaces  de  autorizar  represalias,  y  como  tales, 
condenados  y  penados  por  nuestra  ley  penal ;  ó  si  son 
actos   inocentes  y  permitidos. 

Que  acto  hostil  es  todo  aquel  que  importa  una  hos- 
tilidad directa;  y  que  no  puede  hacerse  mayor  hostilidad 
á  un  Gobierno,  que  reunir  tropas,  que  vayan  á  aumentar 
las  de   sus  enemigos   en  armas. 

Que  este  es  un  delito  gravísimo  entre  paises  vecinos, 
no  solo  porque  es  un  quebrantamiento  de  la  fé  y  leal- 
tad que  se  deben  las  naciones  reciprocamente,  sino  porque 
autorizaría  las  represalias,  que  serian  una  fuente  perpe- 
tua de  perturbación  en  paises,  como  estos,  en  que  las 
rebeliones  armadas  son  tan  frecuentes. 

Que  por  lo  tanto  debia  revocarse  la  sentencia  de  1* 
Instancia,  y  condenarse  á  los  acusados  á  dar  una  satis- 
facción   pública  y    á  trabajos   forzados  por  dos  años. 

Conferido  traslado,  el  defensor  de  los  acusados  volvió 
á  hacer  presente  que  el  enganche  no  tuvo  efecto,  y  que 
la  tentativa  sola  en  esa  clase  de  delito,  no  tenia  las  con- 
secuencias  peligrosas  para  la  República,  que  tenia  el  de- 
lito mismo;  y  dijo,  que  aunque  la  Suprema  Corte  no 
estuviera  de  acuerdo  con  los  considerandos  de  la  senten- 
cia apelada,  debia  estarlo  con  su  resolución,  por  la  ra- 
zón antes   mencionada. 

Recibídose  informe  de  haber  fallecido  el  acusado  Si- 
vori,   se   dictó  el  siguiente:  — 


FaIIo  de    Ia  Suprem»   Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  16  de  i  871. 
Vtito«:    resultando  de  la  precedente  nota  é  informes  ad- 
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juntos  del  Gefe  de  Policía,  que  el  pcocesado  Enrique 
Sivori *  falleció  en  el  Lazareto  de  esta  ciudad  el  dia  siete 
de  Abril  último,  se  declara  extinguida  la  acusación  de- 
ducida contra  él  en  esta  causa,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  las  leyes  siete  y  veintitrés  título,  primero,  par- 
tida séptima.  Y  considerando  respecto  al  acusado  Estovan 
Balmareche,  Primero  Que  está  convicto  por  las  declara- 
ciones de  Julio  Morquilla  á  fojas  once,  y  de  José  Car- 
domner  á  fojas  doce,  de  haber  enganchado  en  esta  ciudad 
á  algunos  individuos  para  ir  á  engrosar  las  filas  de  los 
revolucionarios  en  el  Estado  Oriental;  Segundo  Que  el 
levantamiento  de  tropas  en  territorio  argentino  sin  el  per- 
miso del  Gobierno,  es  una  violación  de  una  de  las  mas 
importantes  prerogativas  de  la  soberania  nacional ;  Tercero 
Que  es  ademas  una  hostilidad  que  si  no  fuera  reprimi- 
da, podría  comprometer  la  paz  y  la  posición  neutral  de 
la  Nación,  ó  exponer  á  los  ciudadanos  á  experimentar 
vejaciones  ó  represalias,  cuyo  delito  ha  sido  previsto  y 
penado  por  el  artículo  siete  de  la  ley  de  catorce  de 
Septiembre  de  9lil  ohocientus  sesenta  y  tres;  Cuarto  Que 
sin  embargo  consta  también  de  este  proceso  por  las  mis- 
mas declaraciones  antes  citadas,  que  los  individuos  en- 
ganchados por  Balmareche  no  pasaron  al  territorio  Oriental, 
porque  no  pudiendo  embarcarse,  desistieron  de  su  reso- 
lución, y  no  causaron  por  consiguiente  perjuicio  ni  ofensa 
alguna  al  Gobierno  de  aquella  República.  Quinto  Que 
no  habiéndose  por  tanto  consumado  el  deh'to  de  engan- 
che, viene  á  quedar  reducido  á  una  simple  tentativa, 
punible  cuando  mas,  con  la  pena  de  un  año  de  traba- 
Jos  que  determina  la  precitada  ley,  y  que  este  tiempo  de 
condena  es  el  mismo  que  Balmarech  lleva  de  prisión — 
por  estos  fundamentos  se  revoca'  la  sentencia  apelada  de 
fojas  treinta  y   sietej  y  dándose  por  compurgado  él  dell- 
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to  de  Estevan  Balmareche  con  el  tiempo  de  prisión  que 
ba  sufrido,  devuélvase  este  proceso  para  que  se  le'pon|;a 
en  libertad. 

Salvador  María  del  Carril.^ — Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos. ^ —  Marcelino  Ugarte. — José 
B.  Gorostiaga. 


CAUSA  L.1ILX.1ILT. 


Sievers  y  Meyer  contra  Woodgate  hnos,   por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  por  el  apelante 
^..  el  término  legal,  se  declara  desierta  la  apelación  á 
la  primera  rebeldía   que  acuse  el  apelado. 


en 


Caso. — En  la  causa  seguida  ante  el  Juzgado  de  Sec- 
ción de  Buenos  Aires  por  Sievers  y  Meyer  contra  Wood- 
gate hermanos  por  cobro  de  pesos,  estos  apelaron  de  la 
sentencia  definitiva  del  Juez  de  Sección,  y  se  les  conce* 
dio  el    recurso  libremente. 
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Pasado  el  término  para  la  mejora  del  recurso,  sin 
baberse  hecho  por  los  apelantes,  los  apelados  acusaron 
rebeldía,  y  habiendo  certificado  el  Secretario  que  el  ci- 
lado  término  había  vencido,   se  dictó  el   siguiente: 


FaUo  de  Im  SupreniA  Oorte. 

^Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  i87i. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certificado  hase  por 
desierta  la  apelación,  con  arreglo  al  articulo  doscientos 
catorce  de  la  Ley  de  Procedimientos  ;  devuélvanse  en 
consecuencia  los  autos,  previo  pago  de  costas  y  reposición 
de  sellos  por  el  apelante. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— Marcelino  Ugartb.— José  B.  Go- 
rostiaga. 
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CAUSA  L.llLliLX.VI 


P.   José  M.  Bombal   contra  D.  Mauricio  Pennano  sobr€ 

remisión  de  autos. 


Sumario, — La  remisión  de  los  autos  en  los  casos  pros 
criptos  por  los  artículos  211    y  225    de  la  Ley  de    Pro-^ 
cedimientos  debe  ser    hecha   por  los    mismos   Jueces  dé 
Sección,  con  oñcio    dirigido  al    Secretario  de  la  Suprema 
Corte, 


Caso. — Los  autos  relativos  á  la  causa  seguida  por  D. 
José  M.  Bombal  contra  Don  Mauricio  Pennano,  fueron 
remitidos  al  Secretario  de  la  Suprema  Corte  con  oficio 
firmado  por  el   Elscribano    del    Juzgado    de    Sección. 

El  Secretario  de  la  Corte  se  negó  á  recibirlos,  por  no 
venir  la  nota  de  remisión  firmada  por  el  Juez  de  Sec- 
ción. 

Dado  cuenta  por  el  escribano  de  la  negativa  de  la  Se- 
cretaria, el  Juez  de  Sección  declaró  que  esta  no  era 
ajustada  á  los  articules  211  y  223  de  la  Ley  de  Pro- 
cedimientos, por  cuanto  la  remisión  de  autos  que  en  elloa 
&e   ordena,    debe    entenderse  que   se  haga   por  el  escri- 
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baño  actuario  por  ser  este  el  único  que  puede  tener  pre- 
sente los  términos  dentro  de  los  cuales  deben  remitirse, 
y  no  ser  natural  que  la  responsabilidad  de  la  remisión 
dentro  del  «término  recaiga  sobre  el  Juez,  quien  no  está 
obligado  á  llevar  un  estado  de  las  causas  en  que  se  ha 
concedido    apelación . 

Y  ordenó  que  mientras  la  Suprema  Corte  resolviera 
la  forma  en  que  debian  remitirse  los  «autos,  se  hiciera 
la   remisión  por  el  Juez  directamente  á  la  Suprema  Corte. 

Hecha  de  este  modo  la  remisión,  se  recibieron  los  autos 
por  el  Secretario,  y  dado  cuenta  de  este  incidente,  se 
dictó  sobre  él    el  siguiente: — 


FaIIo  de  im  SupreniA  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  21   de  l87i. 

Vistos  en  el  acuerdo,  y  considerando :  Primero  que, 
aunque  el  artículo  doscientos  once  de  la  ley  de  proce- 
dimientos no  dice  espresamente  por  quien  deba  hacerse 
la  remisión  de  los  autos,  estando  ese  articulo  destinado, 
como  los  que  le  preceden  y  el  que  le  subsigue,  á  re- 
glar los  actos  y  procedimientos  del  Juez  que  otorga  la 
apelación,  no  puede  dejarse  de  entender  que  es  á  él  á 
quien  su  disposición  se  refiere — Segundo  que  el  tres- 
cientos sesenta  y  cuatro  d¡s{)one  literalmente  que  <  el 
Juez  remitirá  el  proceso,  >  y  no  hay  razón  alguna  plau- 
sible para  decidir  que,  en  unos  casos,  la  remisión  -se 
haga  por  el  mismo  Juez,  y  en  otros,  por  el  Escribano. — 
Tercero,  que  la  práctica  establecida  con  conocimiento  y 
tácito  asentimiento  de  la  Corte,  ha  interpretado  en  ese 
sentido  la   ley,  sin  que  haya  con  posterioridad  aparecido 
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que  hay  error  en  esa  interpretación,  ni  motivo  para  al- 
terar aquella  práctica,  que  es  conforme  á  la  intención 
y  á  la  letra  misma  de  la  ley. — Guarto,  que  no  existe 
relación  alguna  directa  entre  la  Suprema  Corte  y  los 
Escribanos  de  Sección,  siendo  los  Jueces  respectivos  los 
que  tienen  sobre  ellos  medios  de  vigilancia,  para  que 
cumplan  con  puntualidad  los  deberes  de  sus  cargos ,  y 
medios  de  represión,  conforme  al  articulo  diez  y  nueve 
de  la  ley  de  competencia,  que  pueden  llegar  hasta  la 
destitución,  conforme  al  diez  y  ocho  de  la  de  diez  y  seis 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  t  sin  per- 
juicio de  las  acciones  que  del  hecho  nacieren  por  los 
daños  causados»; — por  estos  fundamentos,  se  declara  que 
la  remisión  de  los  autos,  en  los  casos  de  que  tratan 
los  artículos  doscientos  once  y  doscientos  veinticinco  de 
la  ley,  debe  ser  hecha  por  los  mismos  Jueces  con  oficio 
dirigido  al  Secretario  de  la  Suprema  Corte  y  devuél- 
vase. 

Salvador  Mahía  del  Carril. — 
FRANGi3cq  Delgado. —  José  Bar- 
ros Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
—José  B.  Gorostiaga. 
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C/kUSA  L.X.1IL11VII 


Don  José  Caffarena  contra  el  Banco  Argentino  del  Rota' 
rio  de  Santa  Fé^  por  conversión  de  billetes. 


Sumario. — lo  La  facultad  de  fijar  el  valor  relativo  de 
las  monedas  estrangeras  que  hayan  de  tener  curso  le-* 
gal  en  la  República^  es  atribución  esclusiva  del  Con*- 
greso. 

2o  Esta  facultad  únicamente  lo  es,  cuando  se  trata  de 
admitir  en  la  circulación  la  moneda  estrangera  con  el 
carácter  de  moneda  legal  para  los  pagos,  y  no  cuando  se 
trata  de  escluir  ó  de  limitar  en  la  circulación  una  moneda 
estrangera  que  solo  reviste  el  carácter  de  moneda  tole- 
rada: 

do  La  moneda  de  plata  boliviana  no  está  ioduida  en  las 
que,  como  de  curso  legal  y  de  aceptación  obligatoria  en 
los  pagos,  enumeró  el  Congreso  en  la  ley  de  Octubre  de 
i863. 

4""  La  ley  de  Santa  Fé  de  30  de  Julio  de  4868,  tiene 
por  objeto,  ya  que  no  escluir  de  una  manera  total,  á  lo 
nenos  limitar  la  circulación  de  la  moneda  de  plata  bo« 
liviana. 

5*  Esta  ley  no  es  invasora  á  la  atribución  del  Congreso, 
sino  cooperadora    de  la  ejecución  que  debe  darse  á  sos 
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sanciones,  y  no  resulta,    por  tanto,   repugnante  á  la  Cons- 
titución Nacional. 

6o  En  la  Constitución  Nacional  no  se  encuentra  dispo- 
sición alguna,  como  la  que  contiene  la  de  los  Estados 
Unidos  de  Norte  América,  prohibiendo  espresamente  á  los 
Estados  diotar  leyes  retroactivas  ex  post  faclo^  ni  leyes  que 
alteren  las  obligaciones  nacidas  de  los  contratos. 

7°  La  observancia  de  esas  reglas  de  legislación  univer- 
versal,  ha  quedado  confiada  á  la  discreta  sensatez  de  las 
Legislaturas  Provinciales,  sien  las  respectivas  Constitu- 
ciones de  Provincia  no  les  han  sido  impuestas  como  una 
limitación  de  su  poder. 

8o  La  ley  de  Santa  Fé  de  30  de  Julio  de  1868,  no  es 
repugnante  á  la  Constitución  Provincial. 

9""  Está  en  la  esencia  del  orden  constitucional,  que  los^ 
tribunales  tengan,  no  solo  la  facultad,  sino  la  obligación, 
de  anteponer  en  sus  resoluciones,  los  preceptos  de  la 
Constitución  Nacional,  en  todo  caso,  y  los  de  las  res- 
pectivas Constituciones  de  Provincia  en  los  que  corres- 
ponda, á  los  preceptos  de  las  leyes  ordinarias. 

10  El  principio  contenido  en  el  número  anterior  no  es 
aplicable  cuando  los  actos  legislativos  son  solo  contrarios 
á  las  reglas  de  legislación  común. 

11  Ninguna  persona  puede  tener  derechos  irrevocable- 
mente adquiridos  contra  una  ley  de  orden  público. 

12  Son  leyes  de  orden  público  las  que  reglan  la  circu- 
lación monetaria  y  la  emisión,  de  los  bancos. 

13  Si  por  una  parte  carecen  las  Legislaturas  de  poder 
y  de  acción  sobre  los  hechos  pasados,  carecen  igualmente 
de  facultad  para  enagenar  el  porvenir  por  una  concesión 
gratuita. 

14  La  regla  que  niega  fuerza  retroactiva  á  las  leyes, 
no  estando  escrita  en  la  Constitución  sino  en  los  Códígoft* 
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comunes,  es  una  advertencia  hecha  á  los  jueces  para  la 
interpretación  y  aplicación  de  las  leyes,  y  no  una  limita- 
ción al  poder  de  las  Legislaturas,  ni  una  causa  de  nuli- 
dad  para  sus  disposiciones. 


Caso, — Don  José  Caffarena,  estrangero,  se  presentó  ante 
el  Juez  Nacional  de  Santa  Fé,  esponiendo  que  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  2o  de  la  ley  provincial  de  30 
de  Julio  de  1868  que  mandaba  á  los  Bancos  de  |emision 
de  la  Provincia  que  pagasen  sus  billetes  en  moneda  fuerte, 
después  de  30  dias  de  su  promulgación,  habia  pedido  al 
Banco  Argentino  el  cambio  de  billetes  por  1,000  $  bol. 
al  tipo  de  21  por  onza  de  oro ;  lo  que  el  Banco  se  habia 
negado  á  ejecutar,  por  lo  que  habia  hecho  el  correspon- 
diente protesto. 

Que  siendo  infundada  la  negativa  del  Banco,  lo  deman- 
daba para  que  fuese  condenado  á  la  conversión  solicitada 
y  al  pago  de  las  costas. 

Corrido  traslado,  el  Gerente  del  Banco  Argentino  con- 
testó que  la  ley  de  Julio  de  1868  que  ordenaba  la  con- 
versión, era  inconstitucional  y  violatoria  de  los  derechos 
adquiridos  por  el  Raneo,  por  lo  que  pedia  se  rechazara  la 
demanda  con  costas. 

Dice  que  ninguna  legislatura  de  Provincia  puede  fijar 
el  valor  de  una  moneda  estrangera,  pues  esa  es  una 
atribución  esclusiva  del  Congreso,  conforme  al  §  10,  art 
67  de  la  Constitución  Nacional. 

Que  una  Legislatura  Provincial  no  puede  por  sus  leyes 
obligar  al  deudor  á  que  pague  en  otra  moneda,  sea  da 
mayor  ó  menor  valor  que  la  que  se  estipaló  en  el  coo- 
trate. 

Que  no  puede  tampoco  revocar  por  una  ley   poeterior 
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las  coooesiones  hechas  á  una  persona  ó  sooiedad  por  una 
ley  anterior,  ni  alterar  ó  derogar  los  derechos  adquiridos 
en  virtud  de  ley  anterior,  ni  sancionar  ley  alguna  que  al- 
tere las  obligaciones  de  los  contratos  privados. 

Que  siendo  los  billetes  que  se  cobra  pagaderos  en  plata 
boliviana  ó  en  moneda  de  ley  á  su  elección,  él  cumplía 
entregando  4,000  $  bol.  que  consignaba  en  el  Banco 
Mauá  y  C*. 

El  Juzgado,  para  mejor  proveer,  mandó  agregar  testi*- 
monio  de  las  leyes  sobre  Bancos  en  la  Provincia,  de  fecha 
21  de  Agosto  de  1865  y  de  30  de  Julio  de  1868,  y  con 
estos  antecedentes  se  pronunció  el  siguiente  : 


FaIIo  del  JTues  de  Seeelois. 


Rosario,  Diciembre  6  de  1870. 

Y  visto  :  resulta  de  estos  autos;  1^,  Que  Don  José  Gafiar 
rena  demanda  al  Banco  Argentino  de  esta  ciudad  porque 
le  presentó  billetes  del  mismo  á  con;vertir  en  oro,  pof  ya* 
ior  de  mil  pesos,  en  veinte  notas  dis  einouenta  pesos  oada 
una  y  cuyo  tenor  es  oomo  sigue:  <GI  Baaoo  Ar^pentino 
pagará  á  la  vista  cincuenta  pesos  plata  boliviana  ó  3U 
equivalente  en  moneda  Ley.  » 2e^  Que  exige  el  demandante 
el  pago  en  oro  de  la  enunciada  cantidad  al  tipo  de  ^i 
pesos  bolivianos  por  on;Ba,  apoyando  su  exigencia  y  íhor 
dando  su  derecho  en  la  ley  de  la  Provincial  proiOiuJgada 
con  fecha  30  de  Agosto  del  ano  68,.  que  en  art.  lo  fija 
ese  tipo  á  la  moneda  boliviana  y  ordena  por  el  art.  ^ 
c  que  los  Bancos  de  emisión  de  la  Provincia  pagarán  sus 
billetes  en  moneda  fuerte  después  de  30  dias  de  la  pro- 
mulgación de  la  Ley.  >   3"",   Que  el  Baneo  Argentino  sin 
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prestarse  á  la  exigencia  de  pagar  en  oro,  consignó  en  plata 
boliviana,  en  el  Banco  Mauá,  •  á  disposición  del  tenedor  de 
los  billetes,  la  referida  cantidad,  alegando  que  la  tey  de 
Agosto  es  inoonstitucional  y  nula  por  falta  de  poder  en  la 
Legislatura  para  legislar  sobre  monedas,  ni  fijar  el  valor 
de  ellas  ;  porque  ataca  el  derecho  de  propiedad  garantido 
por  la  Constitución,  anulando  arbitrariamente  concesiones 
hechas  por  la  ley  anterior,  y  en  que  altera.  Analmente, 
obligaciones  de  contratos  puramente  privados: 

Y  considerando  :  I""  Que  por  el  art.  67,  inciso  10  de 
ia  Constitución  Nacional,  incumbe  al  Coagreso  General 
fijar  el  valor  á  las  monedas  estrangeras,  atribución  que  no 
se  estiende  á  las  Legislaturas  de  Provincia,  evitaqdo  así  el 
caso  que  resultaría  de  la  falta  de  uniformidad  en  la  Legis- 
lación en  materia  tan  importante;  y  que  vendria  a  com- 
prometer los  intertises  de  la  universalidad  de  los  ciudada- 
nos de  la  República ;  no  pudiendo  tampoco  dnjar  de  con- 
siderar á  la  moneda  boliviana,  como  moneda  estrangera 
en  el  sentido  déla  Constitución,  cualquiera  que  sea  el  ser- 
vicio á  que  se  le  destine  en  el  comercio  y  fluctuaciones  que 
esperimente  en  su  valor  con  relación  á  otras,  y  sin  que 
el  hecho  de  que  el  Gppgreso  no  le  haya  fijado  su  tipo, 
preste  tampoco  á  la  Legislatura  de  Santa  Fé,  una  atribucioa 
de  que  carece,  por  pertenecer  á  las  que  constituyen  el 
poder  delegado  á  la  Nación  y  que  es  esclusivo  á,  esta,  se- 
gún el  art.  108  de  la  Carta  fundamental. 

2o  Que  considerando  la  obligación  que  por  ese  billete 
reconoce  el  Banco,  no  puede  terjiveraarse,  restrinjirse, 
ni  ampliarse  por  actos  legislativos  que  no  pueden  alterar 
contratos  entre  partes  ni  destruir  concesiones  hechas  á 
ciudadanos  que  deben  reposar  tranquilos  sobre  los  dere- 
chos que  han  adquirido  licitamente  y  sobre  la  promesa  de 
la   Constitución  qge    se   los  garante  en  su  art.  17,  y  se 
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los  conñrma  la  legislación  civil  y  comercial,    en  sus  dis- 
posiciones concordanles,   siendo  del  caso  recordar  aquí   la 
regla  3^  del  Código  mercantil,  estableciendo  que  las  leyes 
nunca   alteran  los  derechos  adquiridos  ni  las  obligaciones 
nacidas  de  actos  ó  contratos  anteriores  á  su  promulgación. 
3o  Que  la   ley  de  la   Provincia,    ya  citada,   al   ordenar 
que  los  Bancos  de  emisión  paguen  todos   sus  billetes   en 
moneda  fuerte,   altera  la  sanción  especial  y  anterior  de  la 
Legislatura  en  que  aprueba  ios    estatutos  del  Banco,  así 
como  la  autorización  que  de  ellos  emana  para  emitir  notas 
á  boliviano,  con  la  obligifcion  alternativa  y  facultativa  en 
el  Banco  de  pagar  el  importe  del  billete  en  esta   moneda 
ó  su  equivalente  en  moneda  fuerte  ú  oro,  siendo  entonces 
la  ley  citada  de  Agosto,  no  solo  dictada  sin  el  poder  cons^ 
titucional  que  el  acto   requiere  dada  la  materia,   sino  que 
viola  un   acto  legislativo  anterior  y  restringe  á  la  vez  una 
convención  legitima  y  libre  entre  portes,  como  lo  es  la  de 
emitir  un  vale  á  la  vista,  en  que  el  deudor   se  compromete 
á  pagar  al   tenedor   una  cantidad  de  dinero   efectivo,  no 
simplemente  en  oro,  como  lo  mándala  ley  de  Agosto,  sino 
en  una  moneda  ó  en  otra  alternativamente;  esto  es  á  en- 
tregar un  valor  dado  en  plata  boliviana  ó  su  equivalente  en 
fuerte,  sin    que  ante   los    principios    de  la  jurisprudencia 
que   se  han   citado  y  que   rijen  el  caso,  sea  permitido  á 
una   ley  modiñcar  un  contrato   que  se  apoya  en  otra|ante- 
ríor,  ni  obligar  á  que  se  cumpla  en  una  forma  distinta  á  la 
que  se  estipuló  por  las  partes  interesadas,  en  uso  de  su 
derecho  de  propiedad,    comercio,  industria  y   demás  consa- 
grados por  la  Constitución. 

Por  tanto  y  atendiendo  á  que  la  obligación  por  parte 
del  Banco  Argentino  contenida  en  los  billetes  ó  notas  á  que 
se  contrae  este  litigio,  ha  sido  fielmente  cumplida  presen- 
tando en   pago  mil  pesos  en  plata  boliviana,    sin  que  por 
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los  fundamentos  espuestos  pueda  la  ley  de  Agosto  obligarle 
á  que  lo  hiciera  forzosamente  en  oro,  alterando  las  con^ 
diciones  espresas  de  ese  pacto  entre  particulares,  auto- 
rizado por  la  ley  anterior  y  no  susceptible  de  restricción, 
por  un  acto  legislativo  posterior,  emanado  del  mismo  Poder 
y  sin  facultad  constitucional. 

Se  absuelve  el  Banco  Argentino  de  la  demanda  entablada 
contra  él,  y  se  declara  cbancelado  el  crédito  con  la  entre- 
ga que  se  haga  al  tenedor  del  dinero  consignado  en  et 
Banco  Mauá.  — Hágase  saber  y  repónganse  los  sellos. 

Jo%¿  M.  Zuviría, 

Apelada  esta  sentencia  por  GafParena,  se  revocó  por  el 
siguiente : 


WtMo  de  la    üuprenuí   Corte^ 


Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1871. 

Vista  esta  causa,  en  la  que  Don  José  Caffarena,  es- 
trangero^  demanda  al  Banco  Argentino  de  la  ciudad  del 
Rosario,  para  obligarlo  á  que  convierta  en  oro,  con  ar- 
reglo á  la  ley  sancionada  por  la  Legislatura  de  la  Provin- 
cia de  Santa-Fé  en  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  ocho,  veinte  billetes  de  cincuenta  pesos  cada 
uno,  emitidos  á  pagar  en  c  plata  boliviana  ó  su  equiva- 
lente en  moneda  de  ley  > ,  y  en  la  que  el  mencionado 
Banco  se  escepciona  sosteniendo — que  la  ley  invocada  por 
el  demandante  es  inconstitucional,  porque  ninguna  Legis- 
latura de  Provincia  puede  fijar  el  valor  de  una  moneda 
estrangera,  pues  esa  es  una  atribución  esclusiva  del 
Congreso,  conforme  al  párrafo  diez,  artículo  sesenta  y  siete 
T.  I.  30 
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dé  la  GoQstUucion  Nacional  —  que  una  Legislatura  Provin- 
cial DO  puede,  por  sus  leyes,  obligar  al  deudor  á  que 
cumpla  su  obligación  en  otra  moneda,  sea  de  mayor  ó 
de  menor  valor,  que  la  que  fué  estipulada  al  tiempo  de 
contraerla  —  que  no  puede  tampoco  revocar  por  una  ley 
posterior  las  concesiones  hechas  á  una  persona  ó  sociedad, 
por  otra  ley  anterior  —  ni  alterar  ó  derogar  los  derechos 
adquiñdos  en  virtud  de  ley  anterior — ni  sancionar  ley 
alguna  que  altere  las  obligaciones  de  los  contratos  priva- 
dos— de  todo  lo  cual  deduce  que,  siendo  los  billetes  pre- 
sentados pagaderos  en  c  plata  boliviana  ó  en  moneda  de 
ley»,  á  su  elección,  la  obligación  queda  cumplida  con 
la  entrega  de  los  mil  pesos  plata  boliviana  qae  ha  depo- 
sitado en  el  Banco  Mauá  y  Compañía :  y  considerando  — 
PrimerOj  que,  aunque  la  facultad  de  fíjar  el  valor  relativo 
de  las  monedas  estrangeras  que  hayan  de  tener  curso  legal 
en  la  República,  á  fía  de  mantener  la  unidad  de  la  circu- 
lación y  facilitar  por  ese  medio  los  cambios  y  relaciones 
mercantiles  do  las  Provincias  entre  sí,  evitando  los  incon- 
venientes de  un  valor  monetario  incierto  y  variable  de 
lugar  á  lugar,  es  atribución  esclusiva  del  Congreso;  debe, 
sin  embargo,  entenderse^  por  la  misma  razón  en  que  se 
funda,  que  únicamente  lo  es  cuando  se  trata  de  admitir 
en  la  circulación  la  moneda  estrangera  con  el  carácter  de 
moneda  legal  para  los  pagos,  y  no  cuando  se  trata,  por 
el  contrario,  de  escluir  ó  de  limitar  en  la  circulación  una 
moneda  estrangera  á  la  que,  por  el  hecho  de  no  haber 
sido  admitida  por  el  Congreso,  le  falta  aquel  carácter» 
revistiendo  simplemente  el  de  moneda  tolerada ;  porque 
esa  moneda  se  encuentra,  en  tal  caso;  no  aceptada,  sino 
virtualmente  rechazada  por  el  Congreso,  y  la  Legislatura 
de  Provincia  que  legisla  respecto  de  su  valor  con  el  ob- 
jeto de  escluirla  ó  de  limitarla  en  su  curso^  lejos  de  usur- 
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par  la  atribución  del  Poder  Legislativo  Nacional,  no  hace 
otra  cosa  que  concurrir  y  auxiliar  la  ejecución  de  la  ley 
que  virtualmente  la  desconoce  como  moneda  legal. — Se- 
gundo,  que  la  moneda  de  plata  boliviana  no  está  incluida 
entre  las  que,  como  de  curso  legal  y  de  aceptación  obli- 
gatoria en  los  pagos,  enumeró  el  Congreso  en  la  ley  san- 
cionada el  veinte  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres. — Tercero^  que  la  sancionada  por  ^la  Legis- 
latura de  la  Provincia  de  Santa-Fé  el  treinta  de  [Julio  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  tiene  maniñestamente  por 
objeto,  ya  que  no  escluir  de  una  manera  total,  á  lo  me- 
nos limitar  la  circulación  de  la  moneda  de  plata  boliviana, 
quitándole  tu  multiplicación  fictiva  que  le  dá  la  emisión 
de  los  billetes  bancarios. — Cuarto ^  que  esa  ley  no  es,  por 
consiguiente,  invetera  de  la  atribución  del  Congreso,  sino 
cooperadora  de  la  ejecución  que  debe  darse  á  sus  san- 
ciones, y  no  resulta,  por  tanto,  repugnante  á  la  Consti- 
tución Nacional  bajo  este  punto,  de  vista. — Quinto,  que 
tampoco  resulta  serlo  bajo  los  otros  puntos  de  vista  en 
que  presenta  su  impugnación  el  demandado,  por  cuanto 
no  se  encuentra  en  la  Constitución  Argentina  disposición 
«  alguna,  como  las  que  contiene  el  párrafo  primero,  sección 
décima,  articulo  primero  de  la  de  los  Estados  del  Norte, 
prohibiendo  espresamente  á  los  Estados  dictar  leyes  re- 
troactivas e^  post  fado,  ni  leyes  que  alteren  las  obliga- 
ciones nacidas  de  los  contratos;  de  manera  que  la  obser- 
vancia de  esas  reglas  de  legislación  universal,  ha  quedado 
confiada  á  la  discreta  sensatez  de  las  Legislaturas  Provin- 
ciales, si,  en  las  respectivas  Constituciones  de  Provincia, 
no  les  han  sido  impuestas  como  una  limitación  de  su  po- 
der.—  Sesio,  que  correspondiendo,  en  consecuencia,  el 
conocimiakito  de  esta  causa  á  la  jurisdicción  federal,  úni- 
camente por    la    diversa  nacionalidad    de  las   partes,    la 
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decisión  se  debe  pronunciar  con  arreglo  á  las  leyes  pro- 
vinciales, según  está  dispuesto  en  el  artículo  cuarto  de  la 
ley  fecha  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  dos  y  en  el  artículo  veinte  y  uao  de  la  ley  de  catorce  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres. — Séptimo^  que 
no  restringiendo  la  Constitución  de  la  Provincia  de  Santa- 
Fé  las  facultades  de  su  Legislatura,  con  la  prohibición  de 
sancionar  leyes  retroactivas,  ni  leyes  que  alteren  las  obliga- 
ciones y  derechos  de  los  contratos  privados,  ó  leyes  revoca- 
torias de  concesiones  hechas  por  una  ley  anterior,  la  de 
treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  cualquiera 
que  sea  su  mérito  en  abstracto,  no  es  tampoco  repu- 
gnante á  la  Constitución  Provincial,  que,  sieedo  de  prete- 
rente  aplicación,  es  la  primera  á  que  se  debería  atender. 
—  Octavo^  que,  aun  cuando  está  en  la  esencia  del  orden 
constitucional,  que  los  Tribunales  tengan,  no  solo  la  fa- 
cultad, sino  la  obligación,  de  anteponer  en  sus  resolucio- 
nes, los  preceptos  de  la  Constitución  Nacional  en  todo  caso, 
y  los  de  las  respectivas  Constituciones  de  Provincia  en  los 
que  corresponda,  á  los  preceptos  de  las  leyes  ordinarias: 
porque,  siendo  la  Constitución  la  ley  suprema,  de  la  cual 
deriva  sus  facultades  el  Poder  Legislativo,  como  los  demás 
Poderes,  y  á  la  cual  están  todos  subordinados  en  su  ac- 
ción, no  puede  reputarse  válido  y  subsistente  ningún  acto 
que  le  sea  contrario;  no  sucede  lo  mismo  cuando  los 
actos  legislativos  son  opuestos,  no  á  la  Constitución,  sino 
á  las  reglas  de  la  legislación  común;  porque,  si  los  Tri- 
bunales pudieran  juzgar  del  mérito  intrínseco  de  las  leyes 
y  de  su  justicia  en  abstracto,  saliendo  de  sus  atribuciones 
que  son  jw  dicere^  no  jus  condere^  juzgar  según  las  leyes 
y  no  juzgar  de  las  leyes,  quedarían  sobrepuestos  al  Poder 
Legislativo,  cuyas  resoluciones  podrían  diariamente  inva- 
lidar á  pretesto  de  que  no  eran  ellas  conformes  á  la  jus- 


HE   JUSTICIA  NACIONAL.  437 

ticia,  viniendo  á  tener  al  fin,  contra  las  disposiciones  es- 
presas de  la  Constitución  que  consagran  la  reciproca  inde- 
pendencia de  los  Poderes,  la  parte  mas  innportante  en  la 
sanción  de  las  leyes,  que  necesitarihn  obtener,  en  tal 
caso,  la  flnal  aprobación  de  los  jueces  para  adquirir  su 
fuerza  obligatoria. — Noveno,  que  la  enoision  de  que  forman 
parle  los  billetes  cuya  conversión  se  pide  en  la  demanda, 
para  pagar  c  en  plata  boliviana  ó  en  moneda  de  ley,  > 
ha  sido  hecha  en  contravención  á  los  estatutos  del  Banco 
del  Rosario,  convertido  luego  en  Banco  Argentino,  que 
fueron  aprobados  por  la  ley  de  diez  y  seis  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  agregada  en  copia  á  foja 
veinte  y  tres  ;  pues  estos  estatutos,  lo  mismo  que  las  pri- 
mitivas bases  de  la  sociedad,  aprobadas  por  ley  de  veinte 
y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  au- 
torizaban al  referido  Banco  para  emitir  billetes  pagaderos 
en  moneda  boliviana,  ó  billetes  pagaderos  en  moneda  fuerte, 
y  no  billetes  pagaderos  en  ana  ú  otra  moneda  ^  á  la  elección 
del  deudor,  como  resulta  de  la  base  quinta  redactada  así 
El  Banco  podrá  emitir  billetes  pagaderos  al  portador  y  á  la 
vista  en  las  cajas  del  establecimiento  y  sucursales.  Los  bi- 
lletes podrán  ser  de  cualquier  valor,  desde  cinco  centavos 
fuertes  para  arriba,  y  en  boliviano  desde  medio  real  para  ar- 
riba,» y  del  artículo  cuarto  de  los  eslatutps  concebido  en 
estos  términos  tEI  Banco  podrá  emitir  billetes  pagaderos  al 
portador  y  á  la  vista  en  las  cajas  del  establecimiento  y  su- 
cursales, según  correspondan,  llevando  los  de  cada  sucur- 
sal su  sello  respectivo.  Los  billetes  podrán  ser  de  cualquier 
valor,  desde  cinco  centavos  fuertes  para  arriba,  y  en  boliviano 
desde  medio  real  para  arriba.  9  — Décimo,  que,  aun  cuando 
la  emisión  estuviese  rigorosamente  ajustada  á  los  términos 
de  la  concesión,  no  seria  exacto  decir  que  ella  no  podia 
ser  reglamentada  de  otro  modo,  6  revocada,  por  una  nueva 
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ley,  suponiendo  que  son  irrevocables  por  una  posterior  las 
concesiones  hechas  por  una  ley  anterior;  pues,  como  dice 
el  artículo  quinto  titulo  primero  de  los  preliminares  del 
Código  Civil,  c  ninguna  persona  puede  tener  derecho  irre- 
c  vocablemente  adquiridos  contra  una  ley  de  orden  pú- 
<  blico,  >  siendo  de  este  carácter  las  que  reglan  la  cir- 
ci^lacion  monetaria  y  la  emisión  de  los  bancos,  que  tanta 
transcendencia  tienen,  y  tanta  influencia  ejercen  sobre  la 
industria,  el  comercio  y  el  desenvolvimiento  del  progreso 
social ;  y  no  teniendo  tampoco  tan  absoluta  ostensión  la 
doctrina  de  la  irrevocabilidad  de  las  concesiones  hechas 
por  uaa  ley,  pues,  si  esa  doctrina  ampara  las  concesiones 
hechas  á  título  oneroso,  que  deben  considerarse  rigorosa- 
mente como  un  contrato  entre  el  concedente  y  el  concesio- 
nario, y  las  que  transfiriendo  una  propiedad  ó  un  derecho, 
se  consuman  por  un  acto  único  é  indivisible,  que,  una  vez 
ejecutado,  queda  definitivamente  completo,  y  como  perte- 
neciente al  pasado,  fuera  del  alcance  de  los  Poderes  socia- 
les, no  ampara  del  mismo  modo  las  concesiones  que, 
consistiendo  en  la  facultad  de  ejecutar  una  seria  de  actos 
sucesivos,  son  susceptibles  de  una  revocación  ulterior,  no 
en  cuanto  á  los  que  han  sido  ejecutados  ya,  pero  si  en 
cuanto  á  los  que,  no  habiendo  sido  ejecutados  todavía» 
ó  estando  en  principio  de  ejecución,  pertenecen  al  presente 
y  al  futuro,  y  quedan,  por  tanto,  al  tiempo  de  ejecutarse, 
bajo  el  imperio  de  la  nueva  ley;  pues,  si,  poruña  parte, 
carecen  las  Legislaturas  de  poder  y  de  acción  sobre  los 
hechos  pasados,  carecen  igualmente  de  facultad,  por  otra, 
para  enagenar  el  porvenir  por  una  concesión  gratuita,  y 
abdicar  su  atribución,  de  manera  que  se  inhabiliten  para 
legislar  en  adelante^  según  las  necesidades  y  según  los 
intereses  de  la  sociedad  que  ha  delegado  en  ella  el  ejer- 
cicio temporal  de  su  potestad  legislativa.  —  Undécimo^  que 
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la  regla  que  niega  fuerza  retroactiva  á  las  leyes,  no  es- 
tando escrita  en  la  Constitución,  sino  en  los  Códigos  co- 
munes, es  una  advertencia  hecha  á  los  jueces  para  la 
interpretación  y  aplicación  de  las  leyes,  y  no  una  limita- 
ción al  poder  de  las  Legislaturas,  ni  una  causa  de  nulidad 
para  sus  disposiciones ;  y  que,  por  consiguiente,  los  jueces 
no  pueden  negar,  fundados  en  esa  regla,  la  aplicación  de 
una  ley  cuando  de  pretérito  tempore  et  adhuc  pendentibus 
negotiis  cautum  sit,  L.  1°  G.  de  legibus. —  Duodécimo^  que 
las  otras  inripugnaciones  hechas  por  el  demandado  á  la 
aplicación  de  la  ley  que  invoca  el  demandante,  no  son 
sino  consecuencia  de  la  regla  que  niega  retroactividad  á 
las  leyes,  y  tienen,  por  tanto,  la  misma  significación  y 
la  misma  limitación  que  la  regla  en  que  se  basan;  —  por 
estos  fundamentos  se  revoca  la  sentencia  apelada,  corriente 
de  foja  veinte  y  cuatro  vuelta  á  foja  veinte  y  siete,  y  se 
declara,  que  el  Banco  Argentino  del  Rosario,  á  quien  se 
restituirá  su  depósito  en  el  Banco  Mauá  y  Compañía,  está 
obligado  á  convertir  los  veinte  billetes  presentados  por 
Don  José  Caífarena,  en  la  forma  que  establece  la  ley  san- 
cionada por  la  Legislatura  de  la  Provincia  de  Santa*Fé  con 
fecha  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  : 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase  el 
espediente. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado.  —  José  Barros 
Pazos. — Marcelino  Ugarte. 
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cülusjl  i^iil:xlxi/iii, 


Criminal,  contra  Antonio  Guerci^    por  falstficaeion 

de  moneda  de  curso  legal. 


Sumario,  —  l^.El  delito  de  cercenamiento  de  moneda  se 
comete  disnihiuyendo  su  peso,  sin  alterar  la  calidad  de  su 
metal,  ni  el  cuño. 

2o  El  delito  de  fabricación  de  falsa  moneda,  se  comete 
imitando  la  moneda  de  ley,  ya  por  una  acuñación  hecha 
con  metal  de  calidad  inferior,  ya  por  el  coloramiento  de 
monedas  legitimas  para  hacerlas  circular  por  mayor  precio 
del  que  realmente  tienen.  * 

3o  La  alteración  del  cuño  de  monedas  legítimas  de  plata, 
y  su  coloramiento  para  hacerlas  circular  como  monedas 
de  oro  por  un  valor  mucho  mayor,  es  delito  de  fabiica- 
cion  de  falsa  moneda. 

4o  La  mas  ó  menos  habilidad  en  ejecutar  la  operación 
fraudulenta,  no  cambia  la  naturaleza  intrínseca  del  hecho, 
ni   atenúa  la   criminalidad    del  autor. 

5o  Para  la  imposición  de  la  pena  debe  tomarse  en 
cuenta  la  magnitud  del  daño  que  cunsta  haberse  ocasio- 
nado. 
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Caso. — Antonio  Guerci  fué  acusado  de  haber  borrado 
la  cifra  de  <  1,000  r$U  >  de  las  monedas  de  esta  clase  del 
Brasil,  y  dorándolas  ó  haciéndolas  dorar  por  otro,  de 
haberlas  hecho  circular  como  monedas  de  oro  de  once 
pesos  fuertes. 

Cómplice  de  este  delito  fué  Antonio  Lucero,  quien  se 
fugó  de  la  cárcel,  por  cuya  razón  se  suspendió  el  procedi- 
miento en  su   contra. 

Comprobado  el  delito,    se  dictó  el  siguiente: 


VmXío  del  JueaE  Seccional. 


Buenos  Aires,  Julio  5  de  1871 

• 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  contra  Antonio.  Guerci  y 
Antonio  Lucero  por  falsificación  y  circulación  de  moneda, 
de  las  que  resulta  contra  el  primero  por  su  propia  con- 
fesión y  demás  antecedentes  del  proceso,  que  mediante  el 
precio  de  trescientos  pesos  moneda  corriente  que  le  ofre* 
ció  un  desconocido,  borró  la  espresion  del  valor  y  doró 
ó  hizo  dorar  por  su  cuenta  diez  y  seis  monedas  de  plata 
de  á  mil  reis  —  que  en  seguida  para  el  mismo  desconocido, 
hizo  igual  operación  con  veinte  monedas  mas,  dándoles 
con  esta  operación  la  apariencia  de  monedas  de  oro  de 
once  pesos  fuertes  cada  una  —  que  la  mayor  parte  de  estas 
monedas  entregadas  por  Guerci  al  desconocido,  que  de 
las  diligencias  ulteriores  del  proceso  á  f.  63  vuelta,  ha  re- 
sultado ser  Antonio  Lucero,  fueron  puestas  por  este  en 
circulación  como  monedas  de  oro;  que  [interrogado  Guerci 
por  la  Policía,  que  habia  descubierto  la  adulteración  de 
esta  moneda  alterada,  sobre  su  procedencia  negó  este  últi- 
mo toda    participación,  teniendo  que    reconocerla   en    se- 
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guida,  cuando  se  encontró  en  su  poder  seis  monedas  que 
le  habían  sido  rechazadas  por  mal  doradas  como  espresa 
en  su  declaración  de  f.  1^,  ó  que  reservó  como  garantía 
de  lo  que  quedaba  debiéndoseles  según  dice  en  la  de  foja 
6  vuelta.  —  Y  considerando:  lo  Que  reíi riéndose  la  dispo- 
sición del  art.  60  de  la  ley  penal  á  los  que  fabrican, 
introducen  ó  espenden  moneda  falsa  de  curso  legal,  no 
puede  comprenderse  en  ninguno  de  sus  términos  el  acto 
ejecutado  por  Guerci  quien,  sin  fabricar  la  moneda,  se  ha 
limitado  á  borrar  la  espresion  del  valor,  y  á  dorar,  ó 
hacer  dorar  piezas  de  moneda  legitima  de  plata.  —  2""  Que 
tomando  en  cuenta  el  delito  en  sí  mismo,  no  es  posible 
dejar  de  hacer  distinción  entre  la  fabricación,  {introducción 
ó  espendio  de  moneda  falsa,  que  introduce  una  verdadera 
perturbación  en  las  relaciones  comerciales,  y  supone  ade- 
más una  falsificación  de  sello  de  Estado,  ó  de  las  que 
son  reconocidas  como  tales  por  una  ley,  con  el  ;hecho  que 
aparece  de  este  proceso,  en  que  no  ha  intervenido  falsifi- 
cación del  sello  de  la  moneda,  ni  envuelve  perturbación 
grave  en  las  transacciones  mercantiles,  por  cuanto,  á  la 
simple  vista,  es  fácil  reconocer  las  monedas  doradas. 
—  3o  Que  estos  mismos  principios  sirven  de  base  á  las 
distinciones  establecidas  en  los  artículos  60  y  61  de  la 
ley  penal :  en  el  primero,  estableciendo  diferentes  grados 
de  criminalidad  entre  la  falsificación  ejecutada  sobre  las 
monedas  de  oro  y  plata,  que  sirven  para  la  mayor  parte  de 
las  transacciones,  y  la  de  las  especies  de  cobre,  que  son 
destinadas  á  una  circulación  mucho  mas  limitada  :  y  en  el 
segundo  en  que  se  establece  un  grado  inferior,  aun  para 
el  caso  de  cercenamiento,  en  que  no  interviene  la  falsifi- 
cación del  sello.  —  4^  Que  por  estas  consideraciones  el 
hecho  que  resulta  de  este  proceso  ,  es  mas  susceptible  de 
asimilar  se  al  caso  de  que  trata  el  art.   61 ,  por  cuanto  el 
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haberse  borrado  la  espresion  del  valor  puede  mas  bien  con- 
siderarse un  cercenamiento  de  la  moneda  legitima,  que 
una  fabricación  de  moneda  falsa,  y  muy  especialmente 
porque  en  sí  la  criminalidad  de  cercenar  y  la  de  alte- 
rar la  moneda  legítima  puede  mas  propiamente  ser  colo- 
cados en  la  misma  linea  (Chauveau  Adolphe,  tomo  II,  §  478) 
— 5o  Que  en  el  caso  recordado  por  el  Procurador  Fiscal 
del  proceso  de  Serapio  Quintana,  la  sentencia  condenatoria^ 
que  establece  que  el  acto  de  dorar  monedas  de  plata  es 
equiparado  á  la  fabricación  de  moneda  falsa,  de  que  habla 
el  art.  60,  no  fué  conñrmado  por  la  Corte  Nacional,  sino 
que  pasó  en  autoridad  de  cosa  juzgada  por  haberse  dejado 
vencer  el  término  de  espresar  agravios ;  y  la  segunda  sen- 
tencia dictada  contra  él  mismo  por  reincidencia,  fué  con- 
firmada en  Octubre  27  de  1866,  en  atención  á  que  las  má- 
quinas é  instrumentos  encontrados  en  casa  del  procesado, 
hacian  presumir  una  verdadera  fabricación  de  moneda 
falsa,  cuyos  antecedentes  no  resultan  en  el  caso  presente. 
— 6''  Que  como  circunstancia  atenuante  concurre  la  corta 
cantidad  de  las  monedas  alteradas  y  dadas  á  la  circulación, 
y  la  ninguna  habilidad  con  que  han  sido  doradas  las  pie- 
zas de  moneda,  lo  que  aleja  la  presunción  y  premeditación 
del  plan,  y  hace  menos  peligrosa  la  circulación  de  esta 
moneda.  —  7©  Que  las  excepciones  propuestas  por  el  de- 
fensor, alegando  ignorancia  por  parte  de  su  defendido  res- 
pecto á  que  las  piezas,  que  doraba  fuesen  á  servir  á  la 
circulación  como  monedas  de  oro,  y  la  de  que  se  hubiese 
negado  después  á  continuar  dorando  mas  monedas,  cuando 
se  apercibió  del  verdadero  plan  del  que  se  las  encargaba 
son  inadmisibles.  —  lo  Porque  no  se  hallan  probadas  en 
autos  en  la  estación  respectiva  —  2"^  Porque  es  del  todo 
inverosimil  la  ignorancia  en  este  caso  y — 3o  Porque  la 
ocultación  de   las  monedas  que  existían  en  su  poder,  hecha 


iSA  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

por  Guerci  á  la  Policía,  y  el  misterio  con  que  rodeaba  aun 
en  su  propia  familia,  sus  relaciones  con  Lucero,  excluyen 
toda  presuncibn  de  ignorancia  y  —  8o  Que  habiéndose  fu- 
gado Lucero  de  la  cárcel,  según  resulta  de  la  nota  de  foja 
134  debe  suspenderse  contra  él  todo  procedimiento  hasta 
que  fuese  aprendido  de  acuerdo  á  lo  dispuesto  por  el  art. 
360  de  la  ley  de  procedimientos ;  —  por  estas  consideracio- 
nes, fallo,  declarando  al  procesado  Antonio  Guerci  confeso 
y  convicto  del  crimen  de  cercenamiento  y  alteración  de 
moneda  legítima  de  plata  y  de  curso  legal  en  la  República; 
en  su  consecuencia,  de  acuerdo  al  art.  61  de  la  ley  pe- 
nal, y  tomando  en  consideración  las  circunstancias  ate- 
nuantes que  resultan  del  proceso,  lo  condeno  á  la  pena 
de  un  año  de  trabajos  forzados,  en  cuyo  término  se  le 
tendrá  en  cuentea  la  mitad  del  que  hubiese  estado  en  pri- 
sión, y  á  pagar  una  mulla  de  cincuenta  pesos  fuertes,  la 
que  se  convertirá  en  trabajos  furzados  en  caso  de  no  ha- 
cerse efectiva,  de  acuerdo  al  cómputo  establecido  por  el 
art.  92  de  la  ley  penal  y  á  las  costas  del  proceso,  y  en 
cuanto  á  Antonio  Lucero,  líbrense  las  correspondientes 
órdenes  para  que  sea  capturado,  siempre  que  fuese  habido 
y  suspéndase  el  procedimiento. — Hágase  saber,  comuni- 
qúese al  Poder  Ejecutivo  para  su  cumplimiento,  y  repón- 
gase los  sellos. 

Andrés  Ugarriza. 

El  Procurador  Fiscal  apeló  de  esta  sentencia  por  creer 
equivocada  la  aplicación  del  arl.  6t  de  la  ley  nacional  pe- 
nal ;  y  el  Sr.  Procurador  General  sostuvo  la  aplicación  di- 
ciendo que  él  delito  cometido  pof  Guerci  era  una  verda- 
dera fabricación  é  introducción  de  moneda  falsa,  que  ni  en 
su  naturaleza,  ni  en  sus  efectos,  se  distinguía  de  la  que 
se  hace  con  el  volante  sobre  un  metal  inferior,  y  pidiendo 
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se  aplicara  á  Guerci  la  pena  designada  por  el  articulo  60 
de  la  ley  nacional  penal. 


Vallo  de  la   l^uprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  187i. 

Vistos,  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el 
Señor  Procurador  General,  y  considerando  :  Primero^  que 
el  delito  de  cercenamiento,  previsto  en  el  articulo  sesenta 
y  uno  de  la  ley  penal,  es  e.l  que  se  comete  disminuyendo 
el  peso  de  la  moneda,  sin  alterar  la  calidad  de  su  metal, 
ni  el  cuño  de  que  se  encuentra  revestido ;  mientras  que  el 
de  fabricación,  previsto  en  el  artículo  sesenta  de  la  misma 
ley,  es  el  que  se  comete  imitando  la  moneda  de  ley,  bien 
sea  por  una  acuñación  fraudulenta  hecha  sobre  melai  de 
calidad  inferior,  bien  sea  por  el  coloramiento  de  monedas 
legitimas,  á  fin  de  darles  la  apariencia  de  un  metal  de  mas 
estimación,  y  hacerlas  circular  por  mayor  precio  del  que 
realmente  tienen.  —  Segundo^  que  habiendo  alterado  el 
acusado  Guerci  el  cuño  de  monedas  legítimas  de  plata, 
con  la  supresión  de  la  cifra  mi  reiif  y  dádoles,  con  la 
operación  á  que  las  sometía,  la  apariencia  de  moneda  de 
oro  de  un  valor  mucho  mayor,  el  hecho  porque  se  en^ 
cuentra  procesado,  no  se  halla  comprendido  en  b  primera^ 
sino  en  la  segunda  clasificación  del  considerando  que  pre- 
cede.  —  Tercero,  que  esta  es  la  jurisprudencia  establecida 
en  el  (alio  pronunciado  por  esta  Suprema  Corte*  con  fecha 
veinte  y  si^^te  de  Octubre  de  mil  ochocíent/^s  sesenta  y  seís« 
('X>nfirmando  por  sus  fundamentos  la  sentencia  del  Juzga^io 
de  Sección,  en  la  causa  seguida  contra  Serapío  QAüUü^. 
acusado  de  haber  dorado  ¡>e%o%  fuerte*  de  pUta  para  dar>* 
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buque  en  esta  ciudad  desde  el  14  hasta  el  17  de  dioiem* 
bre  del  año  próximo  pasado,  y  por  consecuencia  mucho 
antes  del  último  viaje  de  Corrientes  á  este  Puerto.  Por 
estos  fundamentos,  fallo :  no  haciendo  lugar  é  la  tercería 
de  oposicon  dedacida  por  fh  parte  de  Raknayon,  debiendo 
estarse  á  lo  mandado  en  el  acta  de  fojas  2  á  4»  su  fecha 
SO  de  Julio  último.    Repónganse  los  sellos. 

Mantiel  Z aválela. 
Esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


Fallo  de  la    Suprema  CToifte. 


Buenos  Ayres,  Setiembre  26  de  1871. 

Vistos,  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  quince,  satisfechas  y  repuestos  los 
sellos  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril. — Francisco 
Delc^do.— -José  Barros  Pazos. — Mar- 
celino Ugarte. — José  B.  Gorostiaga. 
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€¡AUS/L    XC. 


Antonio  López  y  C*  contra  Matti  y  PierrOf  sobre  averías. 


Sumario. — Solo  los  capitanes,  y  por  estos  los  dueños  dé 
ios  buques,  son  responsables  del  daño  causado  á  la  carga 
por  hecho  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 


Caso. — Por  un  choque  sucedido  entre  los  vapores  cEs* 
pigador»  y  cGisne»,  se  fué  á  pique  el  primero,  y  se  perdió 
totalmente  un  cargamento  de  cueros  que  conducia» 

Los  Sres.  Antonio  López  y  G^,  dueños  del  cargamento, 
avisados  del  suceso  por  los  Sres.  Matti  y  Fierra,  agentes 
de  los  dos  vapores,  hicieron  una  protesta  contra  los  mis- 
mos, como  dueños  ó  agentes  de  dichos  vapores,  y  los  de-^ 
mandaron  pof  el  pago  del  cargamento  perdido,^  por  la  in- 
den)nizacion  de  daños  y  perjuicios,  y  por  las  costas  del 
proceso. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  Matli.  y  Fierra  opusie- 
ron que  ellos  no  eran  sino  agentes  para  el  despacho  de  la 
carga  y  pasageros  que  llevaban  dichos  vapores,  y  no 
podían  sef  responsables  de  los  actos  do  sus  capitanes  y 
tripulación. 
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Se  ordenó  que  el  escribano  de  Marina  certificara  á  quien 
pertenecían  los  mencionados  vapores,  resultando  que  el 
€  Cisne»  era  de  Wanklyn  y  C*,  y  el  c  Espigador»  de  Don 
Guillermo  Matti. 


Fallo  del   Juez    Seccional. 


Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1871. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  los  Sres.  López  y  C% 
contra  los  Sres.  Matti  y  Fierra  por  cobro  de  averías  de 
mercaderías  causadas  en  el  vapor  «Espigador»  y  resultando. 

I""  Que  los  demandantes  cargaron  en  el  vapor  «Espiga- 
dor», y  en  puerto  del  Rosario  y  con  destino  á  este,  una 
cantidad  de  cueros. 

2°  Que  según  los  demandantes  dicho  vapor  chocó  con  el 
vapor  c Cisne»  naufragando  aquel  completamente  y  per- 
diéndose en  su  totalidad  la  carga,  y  fundándose  en  que  el 
choque  no  fué  debido  á  accidente  forzoso  ni  á  fuerza  ma- 
yor  y  en  que  los  vapores,  según  lo  afirman,  son  de  la 
propiedad  de  Matti  y  Piera,  deducen  contra  estos  demanda 
por  el  valor  de  la  carga,  daños  y  perjuicios  y  costas  del 
juicio. 

3o  Que  los  demandados  piden  que  no  se  haga  lugar  á 
la  demanda  con  costas,  oponiendo  las  siguientes  excep- 
ciones. , 

4*  No  ser  propietarios  délos  vapores  «Espigador»  y  «Cis- 
ne» ni  de  ninguno  de  ellos,  sino  simples  agentes,  habiendo 
únicamente  en  su  carácter  de  tales,  instruido  á  ios  de- 
mandantes del  siniestro  ocurrido,  pero  no  pudiendo  im- 
portar esto  el  que  aceptaran  una  responsabilidad  que  no 
tenian   efectivamente. 
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S^  Porque  aunque  fueran  propietarios  tampoco  serian 
responsables  en  ^el  caso  de  la  pérdida  de  la  carga,  porque 
los .  capitanes  de  ambos  vapores  habian  llenado  todas  las 
obligaciones,  navegando  con  sugecion  á  los  reglamentos 
vigentes,  y  porque  solo  hubo  un  caso  fortuito  é  inculpa- 
ble,  en  el  que  cada  uno   tenia  que  $ufrir  sus  pérdidas. 

i""  Que  librado  oficio  á  la  Capitanía  del  Puerto  para  que 
requiriera  de  la  escribanía  de  Marina  un  certificado 
acerca  de  quien  ó  quienes  eran  los  propietarios  de  los 
vapores  «Cisne»  y  «Espigador,»  dicho  informe  ha  sido  eva- 
cuado á  f.  29  vuelta,  y  de  él  resulta  que  Matti  y  Píera  no 
son  los  propietarios,  sinó  D.  Guillermo  Matti  del  cEspi- 
gadon  y  de  Wanklin  y  C*  el  c Cisne»  según  escritura 
otorgada  por  el  mismo  D.  Guillermo  Matti,  en  Setiembre 
del  año  próximo  pasado,    antes  de  ocurrido    el  siniestro. 

Y  censiderando  1°  Que  según  los  artículos  1453  y  1037 
del  Código  de  Comercio  solo  los  capitanes,  y  por  estos 
los  dueños  de  los  buques,  son  responsables  del  daño  cau- 
sado á  la  carga  por  hecho  del  capitán  ó  de  la  tripulación. 

2"^  Que  estando  probado  que  los  demandados  no  son 
los  propietarios  ni  los  capitanes  de  los  buques  entre  los 
que  tuvo  lugar  el  choque  que  produjo  la  pérdida  de  las 
mercancías,  está  probado,  según  el  precedente  conside- 
rando, que  no  son  responsables  á  los  cargadores  de  los 
perjuici(y  sufridos  por  la  carga. 

3""  Que  aunque  los  demandados  fueron  notificados  de  la 
protesta  formulada  por  los  cargadores,  y  que  corre  á  f.  5, 
sin  que  hiciesen  la  manifestación  de  no  ser  los  propietarios 
de  los  vapores,  no  puede  responsabilizárseles  por  ese  si- 
lenció, sobre  todo  cuando  la  protesta  era  formulada  con- 
tra ellos  como  dueños  ó  agentes  de  los  vapores,  siendo 
un  hecho  constatado  que  tenían  este  último  carácter;  á 
lo  que  se  agrega  que  habiendo   manifestado   en   su   con- 
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testación  á  la  demanda  que  no  eran  tales  propietarios, 
debieron  los  demandantes  dar  por  terminada  la  demanda 
contra  Matti  y  Piera. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  los  Sres. 
Matti  y  Piera  de  la  demanda  interpuesta  contra  los  mis- 
mos por  los  Sres.  Antonio  López  y  C^,  por  pérdida  de  la 
carga  que  traia  el  « Espigador,  »  y  con  declaración  de 
que  las  costas  son  á  cargo  de  los  demandantes.  Repón- 
gase los  sellos. 

Manuel  Zavaleta, 

Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


Fallo  de  la  üuprenia  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1871. 

Vistos,  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  e) 
9uto  apelado  de  foja  treinta  vuelta  ;  satisfechas  y  repues- 
tos los  sellos',  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—  Marcelino    Ugarte — José  B.  Go- 

R0STIA6A.  • 
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CülUSül    XCI< 


Don  Guillermo  Matti  contra  Don  Mariano  Cabal,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos — Recurso  de  queja. 


Sumario.  —  De  las  sentencias  dictadas  en  rebeldía  no  se 
concede  recurso  de  apelación. 


Caso.  — Jíon  Guillermo  Matti,  dedujo  ante  el  Juzgado 
Federal  de  Buenos  Aires  una  demanda  ejecutiva  contra 
D.  Mariano  Cabal  por  cobro  de  pesos,  procedentes  de 
unos  pagarés,  y  citado  personalmente  dicho  Cabal  sin  que 
compareciera  á  seguir  el  juicio,  fué  declarado  rebelde^ 
de  acuerdo    con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Procedimientos. 

Dictlla  sentencia  de  trance  y  remate,  se  ordenó  la  venta 
de  unas  acciones  que  dicho  Cabal  habia  entregado  en 
prenda,  y  habiendo  reclamado  entonces  del  auto  que  or- 
denaba la  venta,  el  Juzgado  no  hizo  lugar  con  arreglo  al 
art.  191  de  la  ley  de  Procedimientos  ;  y  como  el  resul- 
tado del  remate  no  alcanzase  á  cubrir  el  crédito,  á  soli- 
tud del  ejecutante  se  decretó  la  inhibición  y  embargo  de 
otros  bienes  de  Cabal,  durando  dicha  inhibición,  mien- 
tra*s   no  se  asegurase  el  crédito  del  ejecutante. 


456       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Cabal  apeló  detesta  última  resolución,  fundado  en  que 
el  Juez  de  Sección  no  debió  inhibir  todos  sus  bienes  y 
en  que  ya  no  se  trataba  del  juicio  ejecutivo  en  que  habia 
sido  declarado  contumas,  por  lo  que  tenia  derecho  de 
ser  oido. 

Habiéndose  negado  la  apelación,  ocurrió  de  hecho  á  la 
Suprema  Corte,  y  con  el  informe  del  Juez  de  Sección, 
se  dictó  "^este  : 


Fallo   de  la  Jiupreina  Corte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1872. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  informe,    no  ha  lugar 
9I  recurso  y  archívese. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado.' — José  Bar-^ 
ROS  Pazos. — José  B.  Gorostiaga- 
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oalUsa  :x.cii 


Doña  Manuela  de  Barrionuevo  por  bus  hijos  menores^  contra 
Don  Gervavio  del  Mármol^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1®  Un  convenio  hecho  entre  un  fallido  y  sus 
acreedores  por  el  que  se  le  entregan  todas  las  existencias, 
créditos  y  acciones  del  concurso  para  que  practique  su 
liquidación,  satisfaga  los  gastos  y  distribuya  el  saldo  en- 
tre ellos,  es  un  concordato. 

2^  Aunque  á  la  celebración  de  un  concordato  falten 
algunos  requisitos  legales,  este  será  válido  si  es  aprobado 
judicialmente  sin  que  se  oponga  algún  acreedor  en  el  tér- 
mino de  ocho  dias. 

3o  Aprobado  y  homologado  un  concordato  se  hace 
obligatorio  para  todos  los  acreedores,  sin  excepción,  sin  que 
se  pueda  alegar  causa  alguna  de  nulidad,  á  menos  de 
fundarse  en  dolo  descubierto  después  de  la  homologación. 

4^  En  virtud  del  concordato  se  estingue  la  parte  de 
crédito  de  que  se  hace  renuncia  al  fallido. 

5o  Concediéndose  de  un  modo  legal  carta  de  pago  al 
fallido,  ella  se  hace  obligatoria  aun  para  los  acreedores 
disidentes,  y  queda  exonerado  el  deudor  de  toda  respon- 
sabilidad para  lo  futuro. 


u. 
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Caso.  — Don  Máximo  Parfait,  en  representación  de  D* 
Manuela  Martines  de  Barrionuevo,  vecina  de  Santiago  del 
Estero,  se  presentó  ante  el  Juez  Nacional  de  Santa  Fé, 
esponiendo,  que  D.  Máximo  del  Mármol,  vecino  del  Rosa- 
rio, adeudaba  á  los  menores  hijos  de  su  poderante,  de 
quien  era  tu  tora,  la  suma  de  3,567  ;^  de  17  en  onza  de 
oro,  provenientes  de  consignaciones  que  el  finado  Don 
Santiago  Barrionuevo,  padre  de  los  menores,  habia  hecho 
á  del  Mármol  en  el  año  de  1863. 

Que  no  habiendo  podido  conseguir  extrajudicialmente 
el  pago  de  este  crédito,  demandaba  al  deudor  para  que 
fuese  condenado  á  satisfacerlo  con  los  intereses  y  las  costas. 

Corrido  traslado,  D.  Federico  de  la  Barra  por  del  Már- 
mol contestó  que,  no  debiendo  su  poderante  nada  á  Barrio- 
nuevo  ni  por  consiguiente  á  sus  hijos  menores,  la  de- 
manda debia  ser  rechazada  con  costas. 

Dijo^  en  primer  lugar,  que  la  Sra.  Martines  careoia  dje 
personería  en  el  asunto,  porque  sin  justificativo  alguno, 
se  atribuia  el  carácter  de  tutora  de  sus  hijos. 

Que  sin  embargo,  aun  aceptados  estos  defectos,  la 
acción  debia  rechazarse,  porque  habiéndose  celebrado  en- 
tre del  Mármol  y  sus  acreedores  un  concordato  por  el 
cual  se  convino  entregarle  todos  sus  bienes  para  que  practi- 
case la  liquidación  y  distribuyese  el  saldo  si  lo  habia, 
y  habiéndosele  otorgado  carta  de  pago  con  est€!%iotivo, 
el  crédito,  qí  es  que  habia  existido,  habia  entrado  á  la 
par  de  los  otros,  ya  que  no  se  alegaba  privilegio,  hubiese 
sonado  ó  no  en  el  balance,  hubiese  sido  ó  no  reconocido, 

Que  por  la  formal  celebración  del  concordato,  Barrio- 
nuevo,  ó  sus  herederos,  como  todos  los  acreedores  de 
del  Mármol,  estinguió  sus  acciones  en  la  parte  de  sus 
respectivos  créditos  de  que  le  hicieron  remisión. 

En   seguida  se   puso  la  causa  á  prueba. 
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Dentro  del  término,  de  la  Barra  probó  que  en  5  de 
Julio  de  1867,  una  mayoría  de  mas  de  las  tres  cuartas 
partes  de  acreedores  representando  mas  de  las  tres  cuartas 
partes  del  valor  de  los  créditos,  habian  acordado  darle 
carta  de  pago  y  rehabilitarlo,  entregándole  todas  las  exis- 
tencias, créditos  y  acciones  del  concurso,  para  que  hiciese 
su  liquidación,  y  distrubuyese  el  saldo  entre  sus  acreedo- 
res,  después  de  pagados  los  gastos ;  y  que  este  acuerdo 
habia  sido  aprobado  por  el  Juez  de  Comercio  en  13  de 
Agosto  del  mismo  año. 

Parfait  por  la  demandante  probó  que  del  Mármol  en 
cartas  privadas,  habia  reconocido  tener  cuentas  corrientes 
con  la  Sra.  da  Barrionuevo,  y  que  esas  cuentas^provenian 
de  consignaciones  no  liquidadas. 


Fidlo  del  Jí«ie£  de  Seeeion. 

Rosario^  Julio  13  de  1871.' 

Y  vistos:  considerando;  —  1®  Que  el  convenio  celebrado 
en  5  de  Junio  de  1807  entre  D.  Gervasio  del  Mármol  y 
sus  acreedores,  debe  considerarse  un  concordato  en  el 
sentido  de  la  ley  ;  puesto  que,  le  fueron  por  él  entregadas 
todas  las  existencias,  créditos  y  acciones  del  concurso  para 
practicar  su  liquidación,  satisfacer  tos  gastos  y  distribuir 
el  saldo  entre  los  acreedores,  conteniéndose  así  en  ese 
convenio  las  quitas  y  esperas,  de  que  habla  el  art.  1614 
del  Código  de  Comercio,  deñniendo  el  concordato,  sin 
establecer  los  límites,  la  concesión  que  quisieren  ó  se  vieren 
en  el  forzoso  caso  de  hacer  los  acreedores,  dada  la  ci- 
tuacion  especial  de  su  deudor ;  —  S*"  Que  aunque  á  la 
celebración  de  ese  concordato  faltaron,  como  lo  alega  la 
parte    demandante,  algunos    requisitos    legales,    esto   no 
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obstante,    el  fué    aprobado    sin    que   á   ello    &e    opusiera 
acreedor  alguno  disidente,   para  lo  que  concede  un  término 
perentorio  de  ocho  dias  el  art.  1622  inciso  2»  del  Código 
de  Comercio  ;  —  3^   Que  aprobado  y  homologado  el  con- 
cordato se    hace  obligatorio,   para    todos  los  acreedores, 
ya  fíguren  ó  no  en  el  balance,  sean  conocidos  ó  descono- 
cidos,   sin  que  después  de  aprobado  como  lo   fué,   por  el 
Juez  de  Comercio  en  13  de  Agosto  de  1869,     pueda  ad- 
mitirse acción  alguna  de  nulidad  contra  él,    á  menos  ,de 
fundarse  en  dolo,  descubierto  después  de  esa  homologación 
—  4.0  Que  el  art.  1639  del  mismo,   declara  eslinguida   la 
acción  de  los  acreedores  por  la  parte  de  créditos  de   que 
se  hubiere  hecho  remisión  al  fallido  ;  —  B'*  Que  concedida 
la  carta  de  pago  por  sus  acreedores  en  su  casi  totalidad, 
en  virtud  del  informe  del  Juez  Comisario  y  demás  piezas 
presentadas  en  la  Junta  general  de  5  de  Julio  de  1867, 
como  se  vé  d$  autos  á  f.  36,  están  con  exceso  llenadas 
las  condiciones  que    exije   el  art.  1662,    inciso    2^,    del 
Código    de  Comercio,    para  que  esa  carta  de    pago   sea 
obligatoria,   aun  para  los  acreedores  disidentes,    quedando 
exhonerado  el  deudor  de  toda  responsabilidad  para  lo  futu- 
ro ;  —  6°  Que  ante  estos  fundamentos  de  orden  legal,  viene 
á  mostrarse  como  secundario  el  hecho  de  la  existencia  del 
crédito  que  la  Sra.   de  Barrionuevo   cobra    á  D.   Gervasio 
del  Mármol,    aun  en  el  supuesto  de  que  fuese  plenamente 
justificado,     siempre  que  apareciese,    como    aparece,   re- 
montar su  origen  á  una  época  anterior    á  la  quiebra,    y 
por  consiguiente,    á  los  convenios  celebrados,    actos  judi- 
ciales y  concordato   ya   citados ;    como   se  deduce   de  la 
carta  corriente  á  f.  98  de  estos  autos ;  —  7"*  Que  exami- 
das detenidamente  todas  las  pruebas  producidas    en  esta 
causa,   en  apoyo  de  la  demanda,  no  alcanzan  ellas  á  justi- 
ficar, como  en  derecho  se  requiere,    un  crédito  que,   por 
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las  carias  corrientes  á  fojas  8  y  9,  no  importa  una  obli- 
gación de  naturaleza  civil,  y  por  consecuencia,  demanda- 
ble  en  juicio,  sin  que,  por  otra  parte,  la  singular  é  insu- 
fíciente  declaración  del  testigo  Don  José  Machain  y  las 
demás  pruebas  testimoniales  alcanzen  á  constatar  la  exis* 
tencia  indudable  de  un  crédito,  que  parece  deber  emanar 
de  saldo,  en  cuentas  de  consignación  no  liquidadas,  y  cuyo 
monto  aun  es  menos  claro  por  carecer  de  los  documentos 
usuales  de  comprobación  ;  —  S"*  Que  á  esa  defícencia  en  los 
hechos  sobre  que  se  apoya  la  demanda  y  falta  de  los  jus- 
tificativos necesarios,  se  agregan  informalidades  de  hecho, 
como  las  que  acusa  él  demandado,  en  la  ilegítima  perso- 
nería de  la  Sra.  de  Barrionuevo,  en  el  carácter  de  tutura 
y  curadera  do  sus  hijos  que  debió  formalizar  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  4^  de  la  ley  nacional  de  proce- 
dimientos ;  no  menos  quo  lo  relativo  á  la  autenticación 
del  poder  otorgado  eti  Santiago,  que  debió  hacerse  con 
estricta  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2""  de  la  ley  de 
26  de  Agosto  de   1863. 

Por  tales  fundamentos,  se  absuelve  al  demandado  Don 
Gervacio  del  Mármol  de  la  demanda  contra  él  interpuesta,  sin 
especial  condenación  en  costas,  por  las  razones  de  equidad 
que  fluyen  de  las  circunstancias  de  esta  causa  y  hacen 
no  considerar  al  actor  como  temerario  litigante.  — Hágase 

saber  y  repónganse  los  sellos. 

José  M.  Zuviria, 

Apelada  esta  sentencia  por  el  demandante,  fué  confir- 
mada  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Coi'te. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1871. 
Visto,   por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,   el 
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auto   apelado  de  foja  ciento  cincuenta  y  nueve,  satisfechas 
y  repuestos   los    salios  devuélvanse. 

Salvador  María  del  Carril.— Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pa- 
zos.— José  B.  Gorrostiaca. 


CJLUSA    ULCIII. 


Don  Raimundo  Saitor  contra  Don  Agustín  Vasqujez, 

por  cobro  de  pesos, 


Sumario.  —  No  mejorándose  el  recurso  de  apelación,  en 
el  término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  á  la 
primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado. 


Caso,  — En  los  autos  seguidos  entre  D.  Raimundo  Saitor 
contra  D.  Agustin  Vasquez,  aquel  apeló  de  la  sentencia 
pronunciada  por  el  Juez  de  Sección. 

No  habiendo  mejorado  el  ,  recurso  en  el  término  del 
emplazamiento,    el  Procurador    Frugoni,  por   Vasquez,  le 
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acusó  rebeldía  y  con  el  certifícado  correspondiente  de  la 
Secretaria  se  dictó  el  siguiente. 


FaUo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1871. 

Por  lo  que  resulta  del  precedente  certiñcado,  y  á  mérito 
de  lo  dispuesto  en  el  articulo  doscientos  catorce  de  la 
ley  de  Procedimientos,  declárase  desierta  la  apelación  in- 
terpuesta por  Don  Ramón  Lusbin,  apoderado  de  Don  Rai- 
mundo Saitor ;  devuélvanse  en  consecuencia  los  autos, 
previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos  por  el  ape- 
lante. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
— Marcelino  Ugarte. —  José  B.  Go- 

ROSTUGA. 


464  KALLOS  DE  LA  SÜPHtlMA  COUTÍÍ 


CAUSA    ULCIV 


Don  Mariano  Cabal  con  Don  Guillermo  Matti,  sobre   entrega 
de  un  buque  y  pago  de  arrendamientos. 


Sumario, —  1**  Habiéndose  pedido  en  tiempo  que  el  con- 
trario absuelva  posiciones,  y  deferido  el  Juzgado  á  esa  soli- 
citud, DO  puede  esto  de  oficio  privarlo  de  ese  niedio  de 
prueba,  porque  no  se  hizo  observación  á  la  no  absolución, 
cuando   pidió  informar  in  voce, 

2o  Un  Juez  de  Provincia  no  puede  rehusar  el  cumpli- 
miento de  un  exhorto  que  le  envia  un  Juez  de  Sección, 
sin  rebelarse  contra  la  ley  de  juridiccion  y  competencia 
de  los  Tribunales  Nacionales. 

3o  Los  exhortes  dentro  de  la  República  deben  enviarse 
directamente   por  el  Juez  exhortante  al   exhortado. 

io  El  Juez  de  Sección  puede  fijar  término  al  do  Pro- 
vincia para  devolver  delingenciado  un  exhorto. 


Coso,  —  En  los  autos  seguidos  en  el  Juzgado  Federal 
de  Buenos  Aires  por  Don  Augusto  Almada  en  representa* 
cion  de  Don  Mariano  Cabal  con  Don  Guillermo  Matti, 
representado  por  Don  José  M.   Huergo,    sobre   entrega   del 
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vapor  tProveedor»  y  pago  de  arrendamientos,  después  de 
contestada  la  demanda,  Huergo  pidió  que  Cabal  absolviera 
un  pliego  de  posiciones,)'  que  residiendo  Cabal  en  la  ciudad 
de  Santa-Fé,  se  librase  exhorto  al  Juez  de  i*  instancia 
del  punto  para  que   ante  él  hiciera  absolver  las  posiciones. 

El  Juzgado  proveyó  accediendo  á  esta  solicitud,  y  el 
exhorto  se  libró  el  17  de  Agosto  de  1871,  un  dia  des- 
pués de  haberse   llamado  auto  para  sentencia. 

El  mismo  dia  17,  Huergo  pidió  se  señalase  dia' para 
informar  in  voce,    y  el  informe   tuvo  lugar  el  22. 

El  28  del  mismo  mes,  el  Juzgado   Federal  recibió  del  de 
1*  instancia  de  Santa   Fé,   el  oficio  de   las  posiciones  sin 
absolverse  con  el   decreto    siguiente:  —  Santa-Fé,   Agosto 
,22  de  1871.  —  No  viniendo  el  exhorto  por  el  órgano  cor- 
respondiente, devuélvase   con  el  oficio  de  estilo. — Retamal. 

Hecho  saber  el  resultado  de  esta  diligencia,  Huergo 
espuso  que  la  causal  alegada  por  el  Juez  de  Santa-Fé  para 
no  haber  mandado  absolver  las  posiciones  era  ilegal,  pues 
el  art.  13  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  lo  obligaba  á  dar  cumplimiento 
al  exhorto  ;  y  que  un  Juez  de  Provincia  no  podia  .sus- 
traerse al  cumplimiento  de  un  deber  impuesta  por  una 
ley  nacional,  lo  que  pedia  se  hiciese  saber  á  la  Suprema 
Corte  á  fin  de  que.  adoptando  las  medidas  que  el  caso 
requiriese,  se  llevase  á  debido  cumplimiento  lo  ordenada 
por  el  Juzgado. 

Fallo  del  Juex  de  Seeelon. 

Buenos  Aires,  Agosto  31  de  1871. 

No  habiéndose  hecho  observación  alguna  en  tiempo  hábil 
respecto  á  la  no  evacuación  de  las  posiciones   cometidas 
T.  I.  32. 


\ 
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al  Juzgado  de  1^  instancia  en  lo  civil  de  la  ciudad  de 
Santa-Fé,  y  pedidose  por  esta  parte  informar  in  voce,  é 
informado  sin  reserva  de  las  posiciones,  y  con  arreglo  al 
art.  108  de  la  ley  de    Procedimientos,    no  ha  lugar. 

Zavaleta. 

« 

Huergo  apeló  de  este  auto,  alegando  que  la  absolución 
de  posiciones  habia  sido  pedida  en  tiempo.  —  Que  el  Juz- 
gado ordenó  su  absolución  sin  designar  término,  el  que 
por  esto  mismo  debia  quedar  al  arbitrio  del  Juez  exhor- 
tado, no  pudiendo  tampoco  ser  menor  de  un  dia  por  cada 
siete  leguas. 

Que  el  haber  pedido  informar  in  voce  y  haber  informado 
sin  (espresar  reserva  de  las  posiciones,  no  importaba  un 
desistimiento  de  ellas,  puesto  que  ya  en  autos  constaba 
que  el  exhorto  &0  habia.  librado,  y  debia  esperar  que  el 
Juez  lo  tuviese   presente   al  fallar. 

Que  el  articulo  citado  por  el  Juez  se  refiere  al  término 
dentro  del  cual  se  pueden  poner  posiciones,  y  no  al  en 
que  deben  absolverse ;  y  que  si  habia  habijdo  jdemoras 
para  absolver  las  puertas  en  la  causa,  no  debia  imputár- 
sele á  ¿I   que   las  habia  pedido   en    tiempo. 


Fallo    de   la   {üaprema 


Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1871. 


Vistos :  de  ostos  autos  resulta  que,  interpuesta  deman- 
da, por  Don  Augusto  Almada,  en  representación  de  Don 
Mariano  Cabal,  contra  Don  Guillermo  Matti  sobre  entrega 
del  vapor  «Proveedor»  y  pa^o  de  arrendamiento,  flespues 
de  ser  contestada,    pidió  Don  José  María  Huergo,  á  nóm- 
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bre  del  demandado,  que  el  actor  Cabal,  residente  á  la  sa- 
zpn  en  Santa  Fé,  absolviese  las  posiciones,  que  en  pliego 
cerrado  presentaría,  librándose,  al  efecto,  el  correspon* 
diftnte  exhorto  al  Juez  de  Primera  Instancia  en  lo  Civil 
de  aquella  ciudad,  y  que,  proveida  de  conformidad  esta 
petidon  y  librado  el  oficio  de  estilo  con  las  inserciones 
prescritas  por  la  ley,  el  Juez  exhortado  lo  ha  devuelto,  sin 
.cumplimentarlo,  fundándose  en  que  no  le  había  sido  re- 
mitido por  el  órgano  correspondiente  ;  que  puesto  en  no- 
ticia del  apoderado  de  Matti  el  resultado  del  exhorto  y 
^splicitando  él  fuese  comunicado  de  oficio  &  esta  Suprema 
^Corte  para  que  dictara  las  provideQcias  necesarias  á  efecto 
de  que  fuera  diligenciado,  el  Juez  de  la  cau^a  no  ha  hecho 
lu^ar  á  eS|ta  petición,  fundándose  en  que  el  representante 
de  Matti  .^0  habia  hecho  observación  alguna  en  tiempo 
hábil,  res^pecto  á  la  no  absolución  de  posiciones  y  había 
j)0dido  se  señalase  día  para  informar  in  voce^  é  informado, 
»\i¡  reserva  de  lasi  posiciones,  concediendo  el  xecurso  de 
^^pqlacion  que,  de  ese.  auto,  interpuso  dicho  apoderado. 

y  considerando,  primero^  que  habiendo  Matti  pedido, 
.en  la  estacipn  c^om pétente  del  juicio,  y  usando  del  dere- 
cho ^qvio  le  acuerda  el  arlículo  ciento  ocho  de  la  ley  de 
jprp^c.edirnientos,  que  su  adversario  absolviera  posiciones  y 
deferido  el  Juzgado  á  esa  solicitud,  no  puede  este  de 
oficio,  privarle  de  ese  medio  de  prueba  y  de  defensa  que 
Iji  ley  le  facilita,  solo  porque  no  hiciera  observación  al- 
|;una  á  la  no  absolución  de  posiciones,  cuando  pidió  se- 
jnalomiento  de  día  para  informar  in  voce  á  lo  que  ninguna 
disposición  legal  le  obligaba ;  $egnndo^  que  constando  á 
fo|a  ciento  treinta  y  tres  que  la  parte  de  Matti  hizo  esa 
jpeticion  el  diez  y  siete  de  Agosto  y  recien  once  días  des- 
.  iP^^es,  esto  es,  el  yeinle  y  ocho,  recibió  el  Juzgado  el  ofi- 
cio ^n  que  el  Juez  exhortado  le  manifestaba  la  razón  porque 
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no  cumplimentaba  el  despacho  de  las  posiciones,  y  no  pe- 
dia, por  consiguiente,  hacer  observación  alguna  sobre  su 
no  absolución,  ignorada  el  dia  diez  y  siete  tanto  por  Matti 
como  por  el  mismo  Juez;  tercero ^  que,  llamados  autos 
el  dia  diez  y  seis  (foja  ciento  treinta  y  una),  sin  haberse 
librado  ul  exhorto  pedido  el  once,  mandado  espedir  el 
doce,  y  librado  recien  el  diez  y  siete  (foja  ciento  diez  vuel- 
ta), y  no  pudiendo  solicitarse  el  señalamiento  de  dia  para 
informar  in  voce,  sino  en  el  término  fatal  de  dos  dias,  conta- 
dos desde  el  de  la  notificación  de  la  providencia  de  autos, 
según  lo  dispone  el  artículo  ciento  ochenta  de  la  ley  de 
procedimientos,  la  parte  de  Matti  se  vio  forzada  á  hacer 
esa  petición,  para  no  dejar  á  este  indefenso  y  poder  con- 
testar el  largo  escrito  de  Cabal  corriente  de  foja  ciento 
catorce  á  foja  ciento  treinta  y  uno,  presentado  á  consecuen- 
cia de  la:  rebeldía  de  foja  ciento  doce,  pudiendo  entonces 
suponer  racionalmente  que  el  despacho  seria  devuelto  di- 
lingenciado  dentro  de  los  veinte  dias  siguientes,  que  el 
artículo  ciento  ochenta  y  dos  de  esa  ley  asigna  al  Juez 
para  pronunciar  su  sentencia;  cuarto,  que  disponiendo  el 
articulo  trece  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres  esobre  la  jurisdicción  y  com- 
petencia de  los  Tribunales  Nacionales  >  c  que,  siempre 
<(  que  un  Juez  Nacional  dirija  un  despacho  precatorio  á 
«  un  Juez  Provincial,  .sea  para  hacer  citaciones  ó  notifi- 
«  caciones,  ó  recibir  testimonios,  ó  practicar  otros  actos 
«  judiciales  será  cumplido  el  encargo  »  el  de  la  ciudad  de 
Santa-Fé  no  puede  rehusar  el  cumplimiento  del  que  le  ha 
hecho  en  esta  causa,  el  de  esta  Sección,  sin  rebelarse 
contra  el  mandato  de  esa  ley,  y  sin  desacatar  la  autori- 
dad nacional  que  la  ha  invocado  para  cometerlo,  y  menos 
aun,  cuando,  para  justificar  su  irregular  proceder,  aquel 
funcionario  solo  alega   que  el  exhorto  no  ha  sido  remiti- 


;  DE  JUSTICIA    NACIONAL.  469 


do,  por  el  órgano  correspondiente,  puesto  que  los  términos 
claros  y  esplicilos,  en  qué  está  concebida  la  disposición 
trascrita,  evidencian  que  los  despachos  deben  enviarse 
directamente  de  Juez  á  Juez,  como  siempre  se  ha  practi- 
cado, no  habiendo  ley  que  designe  otro  órgano  de  remisión 
y  siendo  este  el  primer  ejemplo  de  desohedecimiento  dado 
por  un  Juez,  de  Provincia,  á  quien  el  Nacional  hasta  pue- 
de, según  el  articulo  ciento  diez  y  ocho,  fijarle  término 
para  devolverlos  dilijenciados  ;  por  estos  fundamentos,  se 
revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  treinta  y  ocho  vuelta, 
y,  previo  el  pago  de  costas  y  la  reposición  de  sellos, 
devuélvanse  al  Juez  de  la  causa  para  que  dicte  las  provi- 
dencias conducentes  al  cumplimiento  del  exhorto  de  que 
se  trata. 

Salvador  María  del  Carril. — Fran- 
cisco Delgado. —  José  Barros 
Pazos.— José  B.  Gorostiaga. 


470  FALLOS    ÜK    LA    ^WPfttSMA    CORTi 


Don  Julio  Arruga  contra  el  escribano  Don  Laureano  Carballe- 

da^  por  ir)demnizaciou  de  perjuicio». 


Sumario.  —  1^  Los  instramentos  públicos  hacen  plena 
fé  entre  las  partes,  aun  de  los  hechos  que  solo  se  han 
espresado  en  ellos  en  términos  enumerativos,  con  tal  que 
la  enumeración  tenga  relación  directa  con  el  acto  jurídico 
que  forma  el  objeto   principal. 

2o  La  prueba  corresponde  por  derecho  al  que  afirma 
un  hecho  ó  tacha  de  vicioso  un  documento. 

S^  No  se  puede  reclamar  indemnización  de  perjuicios 
por  falta  de  integración  en  la  superficie  real  de  un  terreno 
vendido,  cuando  ia  venta  se  hace  ad  corpas,  con  indica- 
ción de  la  área  de  que  se  compone  y  por  un  precio 
•único. 


Caso.  —  Don  Julio  Arrala,  estrangero,  se  presentó  at 
Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  esponiendo:  —  que  con 
fecha  28  de  Octubre  de  1865,  Don  Francisco  Valle  le  ha- 
bia  transferido  en  venta  un  terreno  de  su  propiedad,  ubi- 
cado en  el  Tigre,  habiendo  otorgado  la  escritura  el  escri- 
bano público   Don  Laureano  Carballeda. 
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Que  habiendo  posteriormente  acordado  !a  venia  del 
terreno  por  una  tuerte  suma  de  dinero,  el  comprador  exi- 
gió el  espediente  testamentario  de  Don  Tomas  Antonio 
Valle,  padre  del  vendedor,  que  Garballeda  da  fé  de  haber 
tenido  á  la  vista,  asegurando  que  todas  las  referencias 
constaban  de  él,  y  resultó  qiie  esas  referencias  eran  ine- 
xactas  en  partes  sustanciales,  y  especialmente  en  la  estén- 
sion  y  ubicación  del  terreno,  respecto  del  que  habia  sido 
adjudicado  al  vendedor. 

Que  los  errores  de  esta  naturaleza  eran  imputables  al 
depositario  de  la  fé  pública  que  los  cometia,  aunque  lo 
hiciera  sin  dolo,  por  lo  que  lo  demandaba  para  que  fuese 
condenado  á  resarcir  los  perjuicios  que  le  ocasionaba. 

Que  como  los  vicios  de  que  adolecia  el  título  eran  in- 
subsanables, debia  obligarse  al  escribano  al  abono  del 
terreno^  qiie  indicaba  el  título  otorgado  por  él,  según  ta- 
zacion,  quedándose  con  el  terreno  vendido  por  su  inter- 
medio, para  ío  cual  le  baria  transferencia  de  la  escritura 
sin  sujetarse  á  eviccion,  saneamiento,  ni  responsabilidací 
alguna  ulterior. 

Acompañó  á  la  demanda  testimonio  de  la  escritura  que 
dice   falsa,'  la  cual  fué  otorgada  en  28  de  Diciembre   de 
1865,    ante  el  escribano   Garballeda  á  favor  y  con  la  acep- 
tación  de  Don  Julio  Arraga.    Es  por  un  terreno  inmediato 
á  la  estación  del  Ferro-Carril  en  el  Tigre  con  la  ostensión 
que  se  espresa  por  el  precio  de  25,000  $.  —  <(  Le  corres- 
«  ponde  al  vendedor,  decia  la  escritura,    como    parte  del 
<(  que  en  mayor  porción  se  le  adjudicó   por  muerte  de  su 
ü  señor  padre,   el  Dr,  Don  Tomás    Antonio    Valle^    según 
«  hijuela  á  foja  30   vuelta  del    espediente   testamentario, 
«  en  el  que  á  f.  137  se  halla  el  auto  aprobatorio  etc. . . . 
a  cuyo  espediente  original  se  halla   archivado  en   esta  ofi- 
«  ciña  de  que  doy  fé,   etc.   etc.  » 
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En  un  otrosí  dijo  que  no  podia  presentar  por  el  tnomen^ 
lo  los  demás  documentos  que  juslifícaban  su  acción,  por- 
que ellos  se  encontraban  en  los  autos  testamentarios  de 
Don  Tomás  Antonio  Valle  que  con  otros  habia  perdido  ó 
hecho  desaparecer  un.  apoderado  de  Carballeda. 

Corrido  traslado,  Carballeda  contestó  que  en  la  escritura 
publica  que  se  otorgó  en  su  registro,  y  en  la  cual  dio  fe 
de  todos  los  actos,  documentos  y  circunstancias  legales 
que  le  competiera  examinar,  niega  que  haya  inexactitudes 
*en  lo  sustancial,  pues  todo  aquello  que  aseguró  y  certificó 
como  escribano  público  es  exacto,  y  no  trepida  en  asegu- 
rarlo á  pesar  del  tiempo  trascurrido. 

Que  además  debe  recordar  que  cuando  Arraga  compró 
á  Valle  el  terreno,  aceptó  espresamente  la  escritura  y  el 
título  del  vendedor  del  que  deciá  tener  conocimiento,  por 
lo  qlie  mal  puede  tener  acciones  que  deducir  contra  el 
escribano   autorizante. 

Pidió  se  rechazara  la  demanda  con  espresa  condenación 
en  costas. 

En  seguida  se  puso  la  causa  á  prueba,  debiendo  versad 
la   de   testigos   sobre    los   puntos   siguientes  : 

lo  Si  el  espediente  testamentario  de  Don  Tomás  Anto-^ 
nio  Valle  habia  desaparecido  en  el  poder  de  D.  Laureano 
Carballeda  ó  de  su  apoderado. 

2o  Si  las  referencias  que  en  la  escritura  de  foja  1^  se 
hacen  á  dichos  autos  son  inexactas. 

,  Prueba  de  Arraga, 

1*^  Un  certificado  del  escribano  Méndez  Galdeira  qué 
actuó  en  el  espediente  perdido  do  la  testamentaría  de  Dod 
Tomás  Antonio  Valle,  en  que  se  dice  que  era  inexacta 
la    ubicación  del  terreno,  su  área,   y  la  cita  del  folio  en 
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que  se  mandó  hacer  la  adjudicación  al  heredero  D.  Fran* 
cisco  Valle,  é  inexatos  los  linderos  del  terreno  mismo, 
siendo  esto  todo  lo  que  recuerda,  pues  hacia  dos  años 
que  habia  actuado  en  ese  espediente. 

2"^  Transcripción  de  un  informe  espedido  por  el  Depar- 
tamento Topográfico,  en  2  de  Julio  de  1869,  en  unos 
autos  seguidos  por  Arraga  contra  Garballeda  por  subsana- 
cion  de  un  título.  — Dice  que  no  habia  identidad  entreoí 
terreno  que  señalaba  la  hijuela  de  Dou  Francisco  Valle  y  el 
vendido   á  Arraga. 

3*"  Un  certificado  del  escribano  Enrique  Martínez  en  que 
constaba  que  el  espediente  testamentario  de  Don  Tomás 
An Ionio  Valle  habia  sido  entregado  á  Don  Pedro  Giménez, 
apoderado  de  Garballeda,  y  que  no  lo  habia   devuelto  á  la^ 
oficina.  \ 

4"  Testimonio  de  una  protesta  hecha  por  Giménez  ante 
el  escribano  Martinez  en  que  dice  que  el  espediente  de  la 
testamentaria  de  Valle  lo  habia  entregado  á  Garballeda,. 
quien  en  presencia  de  dos  testigos  que  cita  lo  guardó  en 
una  caja  de  fierro  que  tenia  en  su  oficina.  Uno]  de  los 
testigos  confirma  la  esposicion  de  Giménez. 

Prueba  de  Carballeda. 

lo  Un  certificado  del  escribano  actuario  en  que  consta 
que  en  el  protocolo  de  Garballeda,  años  de  1855  y  56, 
al  folio  265  del  primero  y  148  y  258  del  segundo,  se  en- 
cuentran tres  escrituras  de  venta  otorgadas  por  Doña  Josefa 
Valle,  de  terrenos  situados,  los  dos  primeros  en  San  Fer- 
nando y  el  último  en  la  parte  opuesta  del  canal,  partido 
de  las  Gonchas,  y  que  en  los  tres  se  consigna  que  los 
terrenos  vendidos  son  parte  del  que,  en  mayor  porción, 
so  le  adjudicó  en  la  testamentaría   de  su  padre  Don  Tomás 
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Añtoaio  Valle,  encontrándose   el   auto    aprobatorio  dé   la' 
cuenta '  particionaria,   según  referencias  de  las  escrítuVaíá, 
f.  137,    el  30  de  Abril   de  4830. 

2o  Otro,   que  habiendo    tenido  á  la  vista    las ''  esltífituí* 
ras  otorgadas  por  Don   Francisco  Valle,   ante  el  escribano 
Dbn  Mariano  Gabral,   folios  352  y  654  Vuelta  dét  protocoló* 
de  4860,  resulta  que  la  venta  es  de  terrenos  ubicados  en 
Safi  Fernando  uno  y  en  el  Tigre  el  otro,   siendo   todals  las  * 
demás  referencias  iguales  á  las  anteriores. 

3o  Otro,  que  en  el  libro  de  conocimientos  dé  la   escri- 
banía-de  Martínez,   año  de  4869,  existe   uno  en   que  el 
.  Preáidetite   del  Departamento   Topográfico   recibe' para  in- 
formar los  autos  testamentarios  de   Don   Tornad    Atítonio 
Valle  en  foja  42. 

4o  Copia  de  un  recibo;  fecha   Noviembre  30  de  4869, 
del  escribano  Márlinéz  en   la   oficina    de  Medina,^  de  los 
autos    testamentarios   de   Don   Tomás  Antonio  Válíe7  en!^ 
foja  264.' 


FaUo  del  Jíumm  de  Seeeion. 


Buenos  Aires/ Julio  40  de  4874. 

Y  vistos  estos  autos  iniciados  por  Don  Julio  Arraga 
contra  el  escribano  Don  Laureano  Garballeda,  para  obtener 
reparación  de  los  daños  y  perjuicios,  ocasionados  por  las 
erróneas  referencias  á  los  autos  testamentarios  de  D.  To- 
más Valle,  hechas  en  las  escrituras  de  f    4*"  y  resultando. 

i"  Que  entablada  la  demanda  por  Arfaga  á  f.  7,  la 
funda  en  que,  habiendo  comprado  un  terreno  á  Don  Fran- 
cisco Valle  le  otorgó  este  la  correspondiente  escritura  por 
ante  el  escribano  Don  Laureano  Garballeda,  y  que  al  que- 


vQV  ¿  su  vez,  vender  dicho  terreno,  se  verificaron  las  re- 
féréoóias  qué  hacia  la  escritura  á  los  autos  testamentarios 
de  Dórr  Toiíiás  Valle,  descubriéndose  entonces  que  eran 
inexactos  en  paírte  susítanciál,  y  espeóialoienle  en  fa  ex- 
tensión y  ubicación  del  área  vendida,  respecto  de  la  que 
habiá  sido  adjudicada  por  herencia  al  vendedor,  lo  que  fué 
causa  para  que  el  comprador  desistiera  del  negocio  con- 
venido ;  2o  l^ue  contestando  él  demandado  á  f .  77 ^  pide 
Xea  rechazada  la  demanda,  negando  absotutámenle  los 
Hechos  alegados  por  Arraga ;  3^  Que  Recibida  1a  causa  á 
prueba  por  el  auto  de  f.  89,  se  ha  aducido  como  tal  por 
él  kttov  el  infoi'me  del  Departamento  To{)ográflco  de  f.  98 
vuelta,  y  el  Certificado  del  escribano  D.  Adolfo  Méndez 
Galdeirá  á  f.  102  y  por  parte  del  demandado  las  diligen- 
cias de  f.  107  vuelta,  y   considerando: 

1*  Que  del  certificado  de  f.  47,  espedido  por  el  escri- 
bano Doh  Enrique  R.  lldartinez  y  por  confesión  y  mutuo 
feconbcimiento  de  las  partes,  consta  que  los  autos  testa- 
mentárióá  de  Doií  Tomás  Valle,  agregados  á  los  de  una 
información,  que  producia  Arraga,  se  hallan  estraviados 
eh  póúev  dé  Don  Peátó  Giménez^  quien,  siendo  apodera- 
do dbl  déiiiañdado  Garballeda,  los  recibió  de  la  oficina 
.  sin  devolverlos  mas  ;  2o  Que  en  la  escritura  de  f.  1^  se 
certifica  por  el  escribano  que  el  terreno  vendido  á  Arragd 
le  fué  adjudicado  al  vendedor  por  herencia  de  su  padre, 
áegun  hijuela,  que  con  sus  demás  antecedentes,  existe 
original  archivado  eh  la  ofibina  á  cargo  del  autorizante  ; 
3o  Qué  está  aseveración  hecha  bajó  la  fé  de  un  escribano, 
y  bb  oúmplimiento  de  obligaciones  esplicitamentc  impues- 
tas á  su  cargo,  se  halla  cohtradicha  por  el  informe  de 
98  eú  él  que  el  Departamento  Topográfico,  mencionando 
espbeááménté  las  adjudicaciones,  qué  constan  de  ios  autos 
téstá'áííeñtátíoá  db  D.  Tomás  Viáile,  dé  los  que  afirma  ha- 
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berse  hecho  cargo,  ¡g^ualmente  que  dei  tenor  de  la 
escritura  de  venta  hecha  á  favor  de  D.  Julio  Arraga  por 
D.  Francisco  Valle,  certifica  que  no  ha  podido  deducirse 
la  identidad  de  los  terrenos  adjudicados  con  los  de  la  es- 
critura mencionada  ;  —  4o  Que  igual  contradicción  existo 
de  la  escritura  de  f.  1*  con  el  certificado  de  f.  102,  en  el 
que  el  escribano  Méndez  Galdeira,  refiriéndose  á  diligen- 
cias que  ha  practicado,  por  mandato  jucicial,  y  siendo 
actuario  de  los  autos  extraviados  en  puder  del  apoderado 
de  Carballeda,  certifica  que  resulta  de  ellos  ser  inexactas 
la  ubicación  y  área  del  terreno  y  la  cita  del  folio  en  que 
se  mandó  hacer  la  adjudicación  al  heredero  Valle ;  5o  Que 
la  prueba  producida  por  el  demandado  en  nada  afecta 
ni  desvirtúa  la  del  actor  pues  de  las  diligencias  de  f.  107 
vuelta,  solo  resulta  qué  existe  otras  escrituras  pasadas 
ante  los  escribanos  D.  Fernando  Segada  y  D.  Mariano 
Gabral,  y  que  el  espediente  recibido  por  el  Departamento 
Topográfico,  en  vista  del  que  espidió  su  informe  ya  ci- 
tado, constaba  de  un  número  menor  de  fojas  que  el  del 
que  con  igual  carátula  recibieron  Martinez  y  Giménez  ; 
por  cuanto  no  estando  probado  que  las  referencias  conte- 
nidas en  las  escrituras  mencionadas  estén  de  acuerdo  con 
los  antecedentes  de  los.  autos  testamentarios  de  D.  Tomás 
Valle,  arrojando  mas  bien  la  presunción  contra  Garballeda 
de  que  ba  copiado  inconsideradamente  las  referencias  de 
estas  escrituras,  sin  verificar  su  exactitud,  como  era  de 
su  deber,  y  comprendiendo  por  otra  parte  aquellas,  terre- 
nos y  vendedores  distintos  á  los  de  la  escritura  de  f.  1^, 
nada  prueban  en  favor  de  las  pretenciones  del  decnanda- 
do ;  y  por  lo  que  respecta  al  certificado  de  f.  98,  cons- 
tando por  el  que  se  tuvo  á  la  vista  las  adjudicaciones  de 
la  testamentaria  de  Valle,  á  la  que  se  refiere  también  la 
escritura  de  T    I*"  poco   importa    para  la  fé    que  merece 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  477 

este  instrumento  público,   que  no  ha  sido  argüido  de  falso^ 
que  solo  hubiere  tenido  á  la  vista  todo   el  espediente  tes- 
tamentario ó  solo    lo  relativo   á  la   partición  de    bienes  ; 
6°  Que   por  lo  que    respecta  á    la  fuerza    probatoria    del 
informe  del  escribano  Méndez  Galdeira,    no   habiendo  sido 
llamado   á  declaración    como  testigo,   sino  á  dar  fé  como 
actuario  de  lo  que   pasó   ante  él   como  tal,   sus   asevera- 
ciones merecen  entera   fé,    en    cuanto  ellas  se   refieren  á 
las  deligencias  judiciales  practicadas  por  mandato  judicial 
siendo   de  esta   clase  la   confrontación  que  hizo  de  la  tes- 
tamentaria  do  D.  Tomás  Valle  con   las  referencias  de  la 
escritura   de  f.  1* ;  7o  Que  á  la  prueba  que  resulta  de  ías 
consideraciones    arriba  consignadas,   viene   á  agregarse  la 
presunción  bien  fundada,  de  que,  habiendo  desaparecido  el 
espediente  de  la  testamentaria  de  D.  Tomás  Valle,  con  el 
que  hubiera  debido  hacerse  la  confrontación    de   las   refe- 
rencias de  la  escritura  de  f.  1^,   en    poder  del   apoderado, 
de    Garballeda,  debió    existir  en    él   antecedentes  que  no 
favorecian  las  pretenciones  de  este,  resultando  de  todo  esto 
plenamente  probado  ios  fundamentos  del  actor  en  su   de- 
manda de   f .  7 ;    8»  Que  establecida  la  inexactitud  de  las 
referencias  de  la  testamentaría  de  D.  Tomás  Valle,  consig- 
nadas en  la  escritura  de  f.  1^  y  muy  especialmente  las  que 
se  refieren  á  ubicación  del  terreno  vendido,  ellas  han  dado 
por  resultado  la  ineficacia    de  este  título   que   debió  ser- 
virle á    Arraga  para   transmitirle    el  dominio   de    la  cosa 
comprada,  perjuicio  que  está  obligado  á  reparar   Garballeda 
como  ocasionada  por  su  omisión  de  confrontar  las   aseve- 
raciones de  que  daba  fé  con  los  antecedentes  que  existian 
originales  en  la  oñcina  de   su  cargo ;    9o  Que  para  el  re- 
conocimiento de  daños  y  perjuicios   solo  debe  tenerse  en 
cuenta  los  que  se  derivan   directamente  del  acto  que  los 
ha  producido,    art.  2,  Tit.^o,  Lib.  2%  Sec.  la  Cód.  Givil ; 
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40,  Q^e  en  el  caso  presente  no  pue^e  comprepderse  cproo 
tales  sino  el  precio  de  compra  y  sus  intereses  hasta  e\ 
dia  del  pago  y  n\>  l^s  ganancias  que  hubiera  podido  ob- 
tener con  el  terreno,  por  cuanto  á  haberse  verificado  ¡^ 
confrontación  al  tiempo  de  extenderse  la  escritura  á  f.  I*" 
el  efecto  natural  que  hubierp  producido  ^el  descubrimiento 
de  las  inexactitudes  en  las  referencias,  hubiera  sido  hacer 
desistir  al  comprador  del  negocio  ;  por  estos  fund^mqutos, 
fallo,  declarando,  que  el  actor  D.  íulio  Arraga  ha  probado 
cumplidamente  su  acción,  no  habiéndolo  hechp  el  deman- 
dado D.  Laureano  Garb^Ueda  con  sus  escepciop^s  ;  en  su 
consecuencia  condeno  á  este  último,  á  pagar  por  .vúi  de 
indemnización  de  daños  y  perjuicios  ^\  primero,  el  y^lqr 
de  compra,  que  espresa  la  escritura  de  f.  1^  y  sus  intere- 
ses de  Banco  desde  la  fecha  de  su  entrega  hasta  la  ,^el 
pago,  quedando  por  cuenta  de  Garballeda  el  terreno  que 
resulta  á  favor  de  Arraga  por  la  escritura  de  f.  1?, 
para  cuyo  efecto  deberá  ser  transfej;ida  á  favor  de  este, 
subrogándolo  en  todos  sus  derechos,  y  sin  cargo  .al- 
guno ulterior  contra  Arraga ;  todo  lo  qu0  del)erá  spr 
previamente  liquidado  por  el  actuario  como  a^i  .ntismp  If^s 
cos,tas  quQ  son  á  cargo  del  clemapdado,  quedandp  ^aly^ 
9P^  acciones  para  flirigirlas  contra  qujen  cqr];^pondd. 
H^gasp  saber  notificándose  original  y  repóngale  Jps  sellos. 

Andrés  Ug arriza. 

jDe  ea\si  sentencia  apelai*pn  Is^s  do^  partes  y  ,el  ^i|ecui:&o 
^e  concedió  libremente. 

Espresando  agravios  la  pprfe  de  Garballe^^,  espuso  qiAe 
recibida  la  causa  á  pru^b^,  incupibia  al  actqr  justifioar  |qs 
cfirgos  .en  que  apoyaba  la  demuda;  y  que  qp  habi^Qflo 
sido  ciimplida  la  prueba,  él  debia  ^ev  a^sueHo. 

Que  el  informe  del  Departainento  Topográfico  .y  .el  cer- 
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Liflcado  del  escri.bano  Méndez  Caldeíra,  nunca, podian  te- 
n^r  la  ^eficacia  q^e  les  daba  el  Juez  para  destruir  la  fuerza 
probatoria  de  una  escritura  pública,  como  la  de  f.  I*". 

Que  el  informe  del  Departamento  Topográfico  nada  dice 
en  contra  de  la  escritura  porque  no  espresa  cual  es  el 
espediente  en. que  inforf;naba,  ni  cual  la  adjudicación  que 
figuraba  á  f.  7,  habiendo  por  el  contrario,  presuncioaes 
de  que  ese  informe  se  daba  en   otro  espediente. 

Clue  el  certificado  de  Méndez  Galdeira  nada  valia,  porque 
,90  ]habia  dado  de  mempria,  sin  tener  los  autos  á  la  vista, 
y^refiriéodose  á  heehps  pasados  dos  años  antes. 

Pidió  se  revocara  la  sentencia  de  1*  instancia  y  se  le 
.absolviera  de  la  demanda. 

.A^raga  pidió  se  confírnniase  ^la  sentencia,  modificándose 
splo  en  )a  parte  que  no  proveía  de  conformidad  á  la  de- 
manda. 

Que  la  simple  condenación  que  se  hacia  á  Garballeda 
de. devolver  el  precio. de  la  compra  cqn  sus  intereses  res- 
^activojB . qH^ándose  él  con  el  terreno,  no  impqrtaba  en 
el  fojido  una  indemnización  de, perjuicios,  sipo  por  el  con- 
tr£)río  ,se  ponyertia  para  ól  en  una  pingüe  ^  lucrativa  es- 
.pje^uls^cion,  desde  que  ese  terr,en,o  rppre^.pntaba  hoy  un 
valor  nauy  alto  por  el  largo  tiempo  trascurirido,  y, por  su 
j^fjQij^imidad  á  la  Estación  del  ferro-carril. 

Que  el  espediente  qqe  tuvo  á  la  vista  el  Departamento 
Topográfico  fué  el  de  la  testamentaria  de  D.  Tomas  An- 
.tonio  Valle  conno  lo  espresaba  el  recibo,  destruyéndose  asi 
las  presuncipn^s  que  se  alegaban. 

Que  debe  tgnerse  presente  que  Méndez  Galdeira  certificó 
como  escribano  y  no  como  testigo;  que  pedida  esa  dili- 
genpia  en  el  ^término  de  prueba,  quedó  consentida  por 
Garballeda  qqp  no  ^e  opuso  á  que  se  espidiese  el  certifi- 
cado ;   y  que  Méndez  Galdeira  ceitificó  lo  que  habia  cpns- 
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talado  por  orden  judicial,  al  confrontar  la  escritura  de 
r.  1^,  sus  citas  y  referencias  con  los  antecedentes  de  ios 
autos  testamentarios  de  D.  Tomas  Antonio  Valle. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1871. 

Vistos:    resultando   de   autos  que  la   demanda  de    Don 
Julio    Arraga  contrn    el   escribano    público  Don  Laureano 
Garballeda,    por    indemnización  de  daños  y  perjuicios,    se 
funda  en  la   inexactitud  de  las  referencias  de  la  escritura 
de  foja  primera,  sdhre  la  extensión  y  ubicación  del  terreno 
vendido,    en  cuanto  en  ella  se  espresa  que  dicho  terreno 
forma  parte»  del  que  en  mayor  porción  fué  adjudicado  al 
vendedor  Don  Francisco  Valle  en  los  autos  de  la  testamen- 
taria de  su  fínado  padre  Doctor  Don  Tomas  Antonio  Valle 
y  que  este  le  hubo  por  herencia  sucesiva  de  sus  antepasa- 
dos ;  y  considerando  :  primero,  que  estas  referencias  han 
sido  aprobadas  por  Don    Julio  Arraga,    atenta  la  siguiente 
enumeración   que  contiene   dicha  escritura  :    c  según  todo 
es  público    y   notorio,   y  consta   al   omprador,    quien    en 
prueba   de  ello  acepta  y  firmn  esta   escritura  »  ;    segundo, 
que  los   instrumentos  públicos   hacen   plena    fé    entre  lás 
partes,  aun  de  los  hechos  que    solo  so  ha   espresado    en 
ellos  en   términos  enumerativos,  quod   facía   et  eircunstan- 
lias  qum    tune  non  fiunt,    sed    tantum  Yecilantur,    con  tal 
que  la  enunciación  tenga   relación   directa  con    el   acto  ju- 
rídico que  forma  el  objeto  principal,    según  la  disposición 
del  artículo  diez  y  siete,    título  tercero,   seocion    segunda, 
libro  segundo  del  Código  Civil,    y  la  doctrina  uniforme  de 
nuestros   jurisconsultos  ;    tercero,   que    aun    prescindiendo 
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4e  estos  fundamentos,  la  prueba  de  la  falsedad  de  las 
enunciaciones  que  se  atribuye  á  la  escritura,  correspon- 
dia  á  Arraga,  como  que  esta  incumbe  por  derecho  no  al 
que  niega,  sino  al  que  afirma  un  hecho  ó  tacha  de  vi* 
cioso  un  documento  —  y  sin  embargo  la  que  ha  produci- 
do en  autos  resulta  insuficiente  para  establecer  dicha  fal- 
sedad—  porque  no  se  demuestra  pur  ella,  cual  sea  la 
diferencia  entre  la  superficie  real  del  terreno  vendido ;  y 
la  espresada  en  la  escritura,  ni  aun  siéndole,  podría  Arra- 
ga  apoyarse  en  ella  para  reclamar  indemnización  de  per- 
juicios, desde  que  consta  que  la  venta  del  terreno  fué 
hecha  ad  corpus,  con  indicación  de  la  área  de  que  se 
compone  y  por  un  precio  único  —  porque  la  copia  del 
informe  del  Departamento  Topográfico,  á  foja  noventa  y 
ocho  vuelta,  y  la  declaración  que  ha  dado  á  foja^  ciento  dos 
el  esccibano  Méndez  Galdeira,  por  recuerdos  de  un  certi- 
ficado que  expidió  dos  años  antes,  no  bastan  tampoco  ¿ 
probar  de  un  modo  completo  y  sin  dejar  dudas,  la  dife- 
rente ubicación  entre  el  terreno  que  fué  adjudicado  al 
vendedor  y  el  que  determina  la  escritura  de  venta,  pues 
ambos  se  reducen  á  decir  ó  que  habia  diferencias  en  la 
ubicación,  ó  que  no  podia  deducirse  la  identidad  de  ambos 
terrenos — y  porque  la  presunción  que  arroja  el  hecho 
de  la  pérdida  del  expediente  de  adjudicación  que  se  enun- 
cia en  la  escritura,  en  poder  de  Don  Pedro  Giménez, 
apoderado  de  Garballeda,  se  ha  debilitado  con  la  declara- 
ción del  mismo  Giménez,  dada  á  foja  veinte  y  ocho,  sin 
las  formalidades  de  ley,  y  presentada  en  juicio  por  Arraga, 
en  la  cual  manifiesta  que  entregó  á  Garballeda  dicho  ex- 
pediente —  declaración  que  sirve  cuando  menos  para  de* 
mostrar,  que  no  hubo  concierto  ni  confabulación  entre  el 
poderdante  y  el  apoderado,  para  hacer  desaparecer  á  este 
y  dar  por  perdido  el  expediente ;  cuarto,  por  último,  que 
T.  I.  33. 
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aun  en  el  caso  que  resultase  probada  la  inexactitud  de  las 
enunciaciones  de  la  escritura,  Arraga  no  ha  justificado 
haber  recibido  perjuicio  alguno  inmediato  y  directo  con 
la  compra  de  ese  terreno  —  antes  al  contrario,  espresan- 
do agravios  de  la  sentencia  apelada  que  condena  á  Gar- 
balleda  á  quedarse  con  el  terreno  vendido,  devolviendo 
al  comprador  el  precio  con  los  intereses  respectivos,  él 
asegura  á  foja  ciento  ochenta  y  dos  vuelta,  «que  esa 
condenación  se  convierte  para  Garballeda  en  una  pingüe  y 
lucrativa  especulación  »  —  por  estos  fundamentos  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cincuenta  y  siete,  y  se 
absuelve  á  Don  Laureano  Garballeda  de  la  demanda, 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  en 
consecuencia  los  autos. 

Salvador  María  del  Garril. — Fran- 
cis*G0  Delgado. — José  Barros  Pazos 
— Marcelino  Ugarte. — José  B.  Go- 
rostiaga. 
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CA^USA.    3LCTI 


Don  Miguel  Ramayon  contra  D.  Augusto  de  la  Riestra  y  C*, 
por  cobro  de  suministros  hechos  al   vapor  c  Emilia.  > 


Sumario.  —  lo  Los  dueños  de  un  buque  responden  por 
las  deudas  y  obligaciones  que  oontrae  el  capitán  para  re- 
pararlo,  habilitarlo,    y  aprovisionarlo. 

2""  La  propiedad  de  los  buques,  eo  los  casos  de  venta 
voluntaria,  se  trasmite  con  todas  sus  cargas  y  salvos  los 
derechos  y  privilegios  especificados  en  los  artículos  1021, 
1022  y  1023  del  Código  de  Comercio. 

3""  Las  posiciones  deben  absolverse  franca  y  categórica- 
mente. 

4®  Absolviéndose  de  un  modo  evasivo  ya  sea  por  la 
partO)  ó  por  su  apoderado  especial  al  efecto,  las  posicio-, 
neb  deben  tenerse  por  confesas. 

5®  La  parte  demandada  que  induce  á  la  actora  á  dirigir 
su  acción  contra  sí,  desviándola  del  verdadero  obligadoi 
es  responsable  de  las  costas  que  se  causan  por  la  equivo- 
cada dirección  de  la  demanda. 


Co^o.— Don  Miguel   Ramayon  presentó  una  cuenta  da 
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suministros  hechos  al  vapor  «Emilia»  por  la  suma  de 
9,669  $  m/c.  cuya  (fuenta  tenia  al  pié  el  conforme  del 
capitán   de  dicho   vapor,  Don  Juan  M.   Pérez. 

Reconocida  la  cuenta  por  este,  Ramayon  entabló  acción 
ejecutiva  ante  el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires,  contra 
Augusto  de  la  Riostra  y  G',   como  dueños  del  vapor. 

Se  dictó  el  auto  de  solvendo,  y  notificado  este  á  Don 
Augusto  de  la  Riestra,  se  presentó  en  juicio  su  apoderado 
D.  Jaime^Dam,   pidiendo   ser  tenido  por  parte. 

No  habiéndose  hecho  el  pago,  se  pidió  el  mandamiento 
de  ejecución,   y  el  embargo  del  vapor  «Emilia». 

Se  ordenó  uno  y  otro,  salvo  el  caso  en  que  el  vapor 
estuviese  cargado  y  pronto  para  marchar,  y  él  de  la 
fianza  prescripta  por  el  art.  1030  del  Código   de  Comercio. 

El  apoderado  Dam,  que  en  15  de  Julio  de  1871  fué 
notificado  del  decreto  de  ejecución,  en  27  del  mismo  se 
presentó  diciendo  que  el  vapor  «Emilia»  jamás  habia  per- 
tenecido á  D.  Augusto  de  la  Riestra  solo ;  que  ahora  per- 
tenecia  á  Rojas ;  que  la  ejecución  se  habia  deducido  contra 
Augusto  de  la  Riestra  y  C*" ;  y  que  debian  dejarse  sin  efecto 
las  providencias  dictadas  contra  su  poderdante  D.  Augusto 
de  la  Riestra. 

Don  Carlos  María  y  D.  Edelmiro  Rojas  se  presentaron  al 
mismo  tiempo,  pidiendo  se  ordenara  el  desembargo  del  va- 
por que  les  pertenecia,  por  haberlo  comprado  en  25  de 
Julio  de  1871  á  D.  Eustaquio  de  la  Riestra,  á  quien  se 
lo  vendieron  en  26  de  Mayo  de  1869  Benitez  y  G*,  se- 
gún los  titules  que  acompañaron. 

Desembargado  el  vapor  por  haberse  ofrecido  y  aceptado 
una  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  ;  Ramayon  alegó  que 
fué  inducido  por  Riestra  á  creerle  dueño  del  vapor,  cre- 
encia que  confirmó  su  apoderado  Dam  con  aceptar  el  auto 
de  solvendo. 
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Que  si  ahora  resultaba  que  los  Sres.  Rojas  eran  los 
dueños  del  vapor,  debían  entenderse  con  ellos  los  proce- 
dimientos ulteriores  del  juicio,  previa  condenación  á  Rios- 
tra en  las  costas  causadas. 


Fallo  úéíljMuem  tSecelonal. 

Buenos  Aires,  Agosto  10  de  1871. 

Y  vistosa :  considerando  que  de  las  escrituras  que  cor- 
ren en  autos  resulta  que  ni  D.  Augusto  de  la  Riestra, 
ni  los  Sres.  Augusto  de  la  Riostra  y  G"  contra  quienes 
indistintamente  ha  deducido  la  demanda  el  Procurador 
Frugoni  hayan  sido  dueños  del  vapor  « Emilia »  ;  2®  Que 
por  otra  parte  nada  hay  que  pueda  imputarse  á  D.  Jaime 
Dam  por  el  hecho  de  haber  aceptado  la  representación  en 
este  juicio,  por  cuanto  la  parte  de  Ramayon,  que  repre- 
senta el  Procurador  Frugoni  fué  la  que  pidió  que  se  en- 
tendiese con  dicho  Dam  como  representante  de  D.  Augusto 
de  la  Riestra;  á  lo  que  se  agrega,  que  tratándose  de  juicio 
ejecutivo,  como  es  el*  presente,,  no  se  dá  audiencia  al 
ejecutado  hasta  después  de  la  citación  de  remate;  y  por 
consecuencia  sin  estar  el  juicio  en  dicha  estación,  no  te- 
nia Dam  obligación  de  oponer  la  escepcion  de  no  ser  parte, 
ni  representado  en  el  juicio  por  no  ser  dueño  del  vapor; 
3o  Que  es  jun  deber  de  la  parte  de  Ramayon  asegurarse 
antes  de  instaurar  la  demanda,  de  la  persona  contra  quien 
debía  pedir;  para  lo  cual  la  ley  acuerda  los  medios  sufi- 
cientes de  averiguación.  Por  estos  fundamentos  no  ha  lugar 
con  costas  á  lo  pedido  por  el  Procurador  Frugoni.  Re- 
póngase el  sello. 

Manuel  Z aválela. 
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Ramayon  apeló  de  esta  sentencia  esponiendo  que  la 
cuenta  demandada  fué  presentada  por  él  á  Don  Augusto  de 
la  Riostra,  quien  prometió  pagarla  ;  que  el  mismo  Riostra 
negociaba  con  el  vapor,  celebró  contratos  de  netamente, 
pagaba  los  sueldos  de  la  tripulación,  abonó  á  Ramayon 
otras  cuentas  de  suministros  al  buque,  y  contrató  el  ca- 
pitán Pérez;  empleando  en  todo  eso  ya  su  solo  nombre, 
ya  él  de  Riestra  y  Rojas. 

Que  por  consiguiente  el  citado  Riestra  se  habia  dado  á 
conocer  como  dueño  ó  socio  del  vapor,  y  era  responsable 
de  las  costas  causadas. 

Acompañó  una  carta  escrita  por  D.  Augusto  de  la  Riestra 
bajo  la  firma  de  Riestra  y  Rojas  al  capitán  Pérez,  pidiéndole 
noticias  de  los  trabajos  que  se  hacian  para  poner  á  flote 
el  buque. 

Se  concedió  la  apelación. 

Antes  de  verse  la  causa,  Ramayon  defirió  posiciones  á 
Riostra,  quien  para  absolverlas  otorgó  un  poder  especial 
¿   D.   Agustin  Gasa. 

Se  le  preguntó  si  era  cierto  que  en  distintas  ocasiones, 
y  á  diversas  personas  había  manifestado  que  el  buque 
pertenecia  tanto  á  él  como  á  los  Sres.  Rojas,  con  quienes 
estaba  en  sociedad,  bajo  la  firma  de  Riestra  y  Rojas. 

D.  Agustin   Gasa  contestó  que  no   tenia  conocimiento. 

Se  le  preguntó  si  en  el  carácter  de  dueño  y  co-participe 
habia  celebrado  contratos  de  fletamento  del  buque  y  otros 
para  composturas  y  ponerlo  á  flote. 

Contestó  que  los  habia  celebrado,  pero  en  el  carácter 
de  consignatario. 

Se  le  preguntó  como  era  cierto  que  la  firma  Riestra  y 
Rojas  que  obraba  al  pié  de  dichos  contratos,  cuya  copia 
original  se  presentó,  y  la  que  suscribia  la  carta  dirigida 
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al  capitán  Pérez,  era  escrita  de  puño  y  letra  de  D.  Au- 
gusto de  la  Riostra. 

Contestó  que  no  conocia  la  firma  de  Riestra  y  Rojas. 

A  petición  de  Ramayon,  y  por  decreto  de  la  Suprema 
Corte,  los  Gerentes  de  las  Compañías  de  'Seguros  t  la 
Probidad  >  y  c  /a  Argentina  » ,  informaron  que  en  8  do  No- 
viembre de  1870  el  vapor  c Emilia»  fué  asegurado  por 
la  suma  de  16,000  jf  fts.  á  favor  de  Don  Augusto  de  la 
Riestra. 

Vista  la  causa,  se  dictó  el  siguiente : 


FfiUo  de   Im  Saprenuí  Corie. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1871. 

Vistos :  resultando  de  los  títulos  que  corren  agregados 
de  fojas  treinta  y  una  á  treinta  y  cuatro,  que  el  vapor  de- 
nominado <  Emilia  >  corresponde  en  propiedad  á  Don  Car- 
los María  y  á  Don  Edelmiro  Rojas,  por  la  venta  que  de  él 
les  hizo  Don  Eustaquio  de  la  Riestra  en  veinte  cinco  de 
Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno;  y  considerando  — 
Primero^  que  los  dueños  de  un  buque  responden  por  las 
deudas  y  obligaciones  que  contrae  el  capitán  para  reparar- 
lo, habilitarlo  y  aprivisionarlo,  conforme  el  párrafo  segundo, 
articulo  mil  treinta  y  siete  del  Código  de  Comercio;  — 
Segundo^  que,  aunque  la  deuda  que  consta  por  la  cuenta 
presentada  á  foja  primera,  y  reconocida  por  el  capitán  á 
foja  seis,  es  de  fecha  anterior  á  la  compra  hecha  por  Don 
Carlos  María  y  Don  Edelmiro  Rojas,  la  propiedad  de  los 
buques,  en  los  casos  de  venta  voluntaria,  se  trasmite  al 
comprador,  según  el  artículo  mil  veinte,  con  todas  sus 
cargas  y  salvos  los  derechos  y  privilegios  especificados  en 
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los  artículos  mil  veintiuno,  mil  veintidós  y  mil  veintitrés, 
entre-  los  que  están  incluidas  las  sumas  prestadas  al  ca- 
pitán ó  pagadas  por  su  cuenta  para  las  necesidades  del 
buque  —  por  estos  fundamentos  se  declara  que  la  ejecución 
iniciada  por  Don  Miguel  Ramayon,  se  debe  continuar,  por 
el  valor  de  la  cuenta  de  toja  primera,  reconocida  á  foja 
seis,  con  sus  intereses  desde  el  dia  en  que  fué  pronun- 
ciado el  auto  de  soivendo  á  foja  siete  vuelta,  contra  los 
espresados  Don  Garlos  María  y  Don  Edelmiro  Rojas,  actua- 
les dueños  del  vapor  c  Emilia,  »  á  quienes  se  reserva  el 
derecho   que  tuvieren   contra  su  vendedor. 

Resultando  ademas — Primero,  que,  dirigida  la  ejecución, 
á  foja  siete,  contra  Don  Augusto  de  la  Riestra  y  Compa- 
ñía, se  presentó  Don  Jaime  Dam  á  foja  quince,  espresando 
que  Don  Augusto  de  la  Riestra  lo  constituia  su  apoderado 
en  esta  cuestión  y  pidiendo  que  se  entendieran  con  él  las  uU 
teriores  diligencias; — Segundo ^  que  proveido  de  conformi- 
dad ese  pedido  por  el  Juzgado  de  Sección,  á  foja  quince 
vuelta,  declinó  en  seguida,  á  foja  veinte  y  nueve,  la  re- 
presentación de  que  él  mismo  se  habia  dicho  investido  y 
que  habia  solicitado  le  fuese  reconocida,  fundándose  en 
que  la  ejecución  se  dirigia  contra  Riestra  y  Compañía,  y 
él  no  tenia  poder  sino  de  Don  Augusto  de  la  Riestra,  y 
en  que  el  vapor  c  Emilia  >  no  pertenecia  á  Riestra  y  Com- 
pañía, sino  á  Rojas,  y  jamas  habia  pertenecido  á  Riestra 
solo;  —  Tercero,  que,  habiéndose  citado  á  Don  Augusto  de 
la  Riestra  para  absolver  posiciones  ante  esta  Suprema  Cor- 
te, otorgó  el  poder  que  se  registra  á  foja  ochenta  y  dos, 
y  habiendo  comparecido  al  acto  Don  Agustin  Gasa,  resultó 
que  carecía  de  las  instrucciones  necesarias,  á  pesar  de 
que  en  el  poder  se  espresa  que  el  poderdante  lo  facultaba 
para  que  absuelva  á  su  nombre  posiciones,  lo  que  jurídi- 
camente significa  que  le  ha  dado  instrucciones  bastantes  al 
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objeto,  pues  sin  ellas  la  facultad  sería  ineficaz,  y  la  otor- 
gacion  del  poder  un  medio  de  eludir  la  obligación  que  tie- 
ne el  litigante,  de  absolver  franca  y  categóricamente  las 
posiciones  que  le  proponga  su  adversario :  y  considerando 
— Primero,  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  articulo 
ciento  quince,  de  la  ley  de  procedimientos,  Don  Augusto 
de  la  Riostra  debe  ser  tenido  por  confeso  .en  las  posiciones 
que,  por  medio  de  su  nuevo  apoderado  Don  Agustín  Gasa, 
ha  absuelto  de  una  manera  evasiva ;  —  Segundo^  que  de 
esos  hechos  en  que  debe  ser  tenido  por  confeso,  lo  mismo 
que  de  la  afirmación  hecha  por  Dam  á  foja  veinte  y  nueve, 
de  que  el  vapor  no  habia  pertenecido  á  Riestra  solo,  lo 
que  importa  decir  que  le  habia  pertenecido  en  participa- 
ción con  otro  ú  otros,  se  deduce  que  Ramayon  ha  tenido 
justo  motívo  para  ser  inducido  en  la  creencia,  fomentada 
por  el  mismo  Riestra,  de  que  este  era  dueño  ó  condómino 
del  vapor  c  Emilia,  »  y  de  que  dírigia  bien  su  demanda 
dirigiéndola  contra  él ;  —  Tercero,  que  no  seria  justo,  en 
consecuencia,  que  Ramayon  fuese  gravado  con  el  pago  de 
las  costas  causadas  por  culpa  de  Riestra  y  de  su  apode- 
rado Dam,  hasta  la  presente  foja  en  que  queda  definiti- 
vamente establecido  contra  quien  debe  entenderse  la  ejecu- 
ción pendiente:  por  estos  fundamentos,  se  declara  que 
las  costas  desde  foja  siete  hasta  la  en  que  sea  notíficada 
esta  resolución,  son  á  cargo  de  Don  Augusto  de  la  Riestra: 
satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvase el  espediente. 

Salvador  María  del  Carril.  —  Fran- 
cisco Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—  Marcelino    Ugarte — José  B.  Go* 

ROSTUGA. 
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CAUSA    :XLCV1I< 


Don,  Vicente  Soto  contra  Don  Ciríaco  Guenara^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — lo  Guando  un  estrangero  es  demandado  por 
un  argentino  ante  un  Tribunal  de  Provincia,  y  contesta  la 
demanda  sin  oponer  declinatoria  se  entiende  que  pro- 
roga  la  jurisdicción. 

^'^  Radicado  un  juicio  ante  los  Tribunales  de  Provincia, 
debe  ser  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  provin* 
cial. 

3<^  Hay  litispendencia  sobre  el  valor  de  un  pagaré,  cuan- 
do el  signatario,  demandando  al  tenedor  por  una  suma 
mayor,  rebaja  de  su  crédito  el  valor  de  aquel. 


Caso. — En  7  de  Febrero  de  1862  Don  Ciríaco  Guevara, 
argentino,  fírmó  un  pagaré  á  la  vista,  á  favor  de  Don 
Vicente  Soto,  norte-americano,   por  859  $  plata. 

Gon  este  documento  y  un  papel  sin  fírma  ni  fecha  que 
dice :  c  dinero  tomado  de  Vicente  >  con  una  suma  de 
703  S,  Don  Agustín  Ferreira  por  Don  Vicente  Soto  se 
presentó  al  Juez  de  Sección  en    Mendoza,   pidiendo   que 
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D.  Ciríaco  Guevara  reconociera  la  firma  del  pagaré ;  y  el 
apunte  él  y  su  hermano  D.  Juan  Antonio. 

Proveído  de  conformidad,  D.  Ciríaco  dijo  que  era  suya 
la  ñrma  del  pagaré,  y  cierto  el  contenido  del  apunte,  con 
la  advertencia  que  á  este  se  le  habia  arrancado  cierta 
anotación  con  que  no  estaba  conforme. 

D.  Juan  Antonio  Guevara  dijo  que  el  apunte  era  de  su 
puño  y  letra,  formado  por  encargo  de  su  hermano  Ciríaco, 
para  saber  cuanto  era  el  dinero  que  este  habia  recibido 
de  D.  Vicente  Solo. 

Después  del  reconocimiento,  Ferreira  por  Soto  inició 
ejecución  contra  Guevara  por  la  suma  del,562  jf,  impor- 
te del   pagaré  y  el  papel  simple. 

En  la  citación  de  remate,  Guevara  opuso  la  escepcion 
de  inhabilidad  del  titulo,  diciendo  que  él  seguia  un  juicio 
contra  Soto  antes  los  Tribunales  de  Provincia  y  en  la 
cuenta  de  lo  debido  por  este  se  habia  descontado  el  valor 
del  pagaré,  habiéndose  interpuesto  la  demanda  por  el 
escódente  que  resultaba  á  su  favor,  mucho  antes  que  se 
iniciara  esta  ejecución,  habiéndose  ya  dictado  sentencia 
de  1*  instancia  por  los  Tribunales  de  Provincia,  por 
lo  que  ante  los  de  la  Nación  no  debia  traerse  el  mismo 
juicio. 

Corrido  traslado  Ferreira  contestó  que  el  hecho  de  que 
hubiese  demanda  ■  ordinaria  contra  Soto  por  cargos  que 
Guevara  le  hiciese,  no  déstruia  la  obligación  porque  se  le 
ejecutaba,  ni  podia  dedudirse  de  ese  antecedente  la  excep* 
cion   de  inhabilidad  del  titulo. 

Que  si  el  ejecutado  tuviera  un  crédito  liquido  contra  Soto, 
la  excepción  podria  ser  de  compensación,  pero  nunca  de 
inhabilidad  desde  que  se  confiesa  que  la  procedencia  de 
los  créditos  es  legítima. 

En  seguida  se  puso  á  prueba  la  excepción. 
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Prueba  del  ejecutante. 

lo  Un  informe  del  Presidente  del  Superior  Tribunal  de 
Justicia  de  la  Provincia,  en  que  se  dice  que  en  los  autos 
seguidos  por  Guevara  contra  Solo,  se  habia  levantado  la 
prohibición  á  este  de  salir  de  la  Provincia,  mediante  el 
depósito  que  había  hecho  en  un  Banco  de  900  $  para 
abonar  lo  que  cobraba  Guevara  y  las  costas  del  juicio. 

2o  Unas  posiciones  en  que  Guevara  confesó  que  los 
Tribunales  de  la  Provincia  le  habian  mandado  pagar  una 
cantidad  á  Soto,   pero  que  la  sentencia  se  habia   apelado. 

Prwha  del  ejecutado. 

í**  Copia  de  la  demanda  interpuesta  por  él  contra  Soto 
ante  los  Tribunales  de  la  Provincia,  notificada  el  5  de 
Marzo  de  1869,  llevando  el  auto  de  soNendo  en  este  juicio 
la  fecha  de  12  de  Eoero*de  1871.  La  demanda  fué  por 
2,288  jf  04  cU.  de  los  que  deducia  1,305  $  por  859  $ 
con  sus  intereses  que  debia  á  Soto  en  virtud  de  un  vale 
que  este  tenia  en  su   poder. 

2o  Copia  de  una  sentencia  fecha  14  de  Marzo  de  1870, 
del  Juez  de  la  Provincia,  en  que  Soto  fué  condenado  á  pa- 
gar cinco  de  las  partidas  de  la  cuenta  mencionada. 


Fallo  del   Jíaes  de  Seedon. 


Mendoza,  Junio  7  de  1871. 

Vistos :  á  virtud  de  esta  ejecución  el  ejecutado  opone 
la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo. 

El  ejecutante  responde,  que  esta  excepción  es  equivocada; 
que  compensación  tal  vez  tendría  aires  de  verosimilitud. 
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El  Juez  recibió  á  prueba  por  el  encargado,  la  ciccepcian 
opuesta. 

Considerando»  lo  Que  examinando  este  espediente  se 
conoce,  que  la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo  en  muy 
mala  hora  se  ha  opuesto,  porque  esta  no  corresponde  á 
lo  alegado  y  probado. 

2o  Que  el  juicio  pendiente  ante  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia es  ordinario  y  esté  ejecutivo. — Habiéndose  deposi- 
tado cantidad  suGciente  para  responder  á  los  resultados  de 
aquel,  á  disposición  de  los  mismos  Jueces  de  Provincia, 
no  hay  inconveniente  para  que  Don  Vicente  Soto,  estran- 
jero,  busque  su  fuero,  sin  que  se  le  pueda  objetar  some- 
timiento á  la  Justicia  Provincial,  desde  que  uno  y  otro 
asunto  son  contemporáneos. 

3^  Que  si  bien  es  cierto  que  el  valor  depositado  en 
este  juicio  suena  también  en  el  otro,  una  vez  que  lo 
liquido  ó  fácil  de  liquidarse  admite  compensación  con  lo 
ilíquido  y  sujeto  á  controvercia,  como  es  la  cuenta  corriente 
á  fojas  33  vuelta  y  34. 

4o  Que  el  argumento  que  el  apunte  de  f.  8  no  tiene 
fecha,  es  inaceptable,  ya  que  está  reconocido  judicial- 
mente; y  que  si  falso  fuese,  el  ejecutado  puede  alegar  y 
probar  su  inexactitud  en  juicio  ordinario. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  han  tenido  pre- 
sente en  hecho  j  derecho,  se  pronuncia  sentencia  de  trance 
y  remate. 

Siga  la  ejecución,  hasta  complimentar  el  auto  de  sol- 
vendo,  por  capital,  costas  é  intereses,  en  la  manera  que 
previene  dicho  auto  —  El  actuario  haga  que  se  repongan 
los  sellos — Se  reserva  el  ejecutado  su  derecho  para  el  or- 
dinario—  con  costas. 

Juan  Palma. 
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Apelada  esta  sentencia  por  Guevara,   fué  revocada  por 
el  siguiente 


IMlo  de  1»  Suprem»  €orie. 

Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1871. 

Vistos:  resulta  de  este  espediente  que  Don  Vicente  Soto, 
natural  de  Norte- América,  demandó  ejecutivamente  á  Don 
Ciríaco  Guevara,  argentino  y  vecino  de  Mendoza,  con  un 
vale  á  ia  vista  de  valor  de  ochocientos  cincuenta  y  siete 
pesos  plata,  y  un  apunte  simple  sin  fecha  ni  firma,  que 
anuncia  I^  suma  de  setecientos  tres  pesos  de  igual  moneda, 
cuyos  papeles  reconoció  aquel  judicialmente,  y  que,  para 
enervar  la  ejecución,  el  demandado  alegó  la  excepción  de 
inhabilidud  del  título,  fundándola,  en  que  habia  causa 
pendiente  ante  la  Justicia  Provincial  sobre  la  misma  deuda. 

Y  considerando;  Primero^  que,  según  consta  á  foja  tre- 
ce  vuelta,  el  auto  de  solvendo  fué  notificado  á  Guevara  el 
doce  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno ;  Segundo^ 
que  de  las  copias  legalizadas  de  fojas  treinta  y  tres  á 
treinta  y  cinco  vuelta,  aparece  que  este  instauró  demanda 
ordinaria  ante  la  Justicia  Provincial  contra  el  mismo  Soto 
en  tres  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve,  esto 
es,  veintidós  meses  antes  de  espedirse  aquel  auto,  instru- 
yéndola con  la  cuenta  de  foja  treinta  y  tres  vuelta,  impor- 
tante la  suma  de  dos  mil  doscientos  ochenta  y  ocho  pesos 
plata;  Tercero^  que,  al  final  de  ella,  el  demandante  Gue- 
vara dice  que  de  su  monto  rebaja  la  cantidad  de  ochocien- 
tos cincuenta  y  nueve  pesos  que  él  debia  á  Soto,  en  vir- 
tud de  un  vale  que  este  tenia  en  su  poder,  y  ademas  los 
intereses,  con  los  que  la  deuda  ascendia  á  la  suma  de 
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mi)  trecientos  y  cinco  pesos,  limitando  en  consecuencia  su 
demanda  á  la  de  novecientos  ochenta  y  dos  pesos ;  Cuarto^ 
que  trabada  asi  la  litis  y  después  de  la  tramitación  corres- 
pondiente á  un  juicio  ordinarioi  Soto  fué    condenado  al 
pago  ,de  cinco  de  las  partidas  de  la  cuenta  por  sentencia 
de  catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos   setenta,   esto  es, 
diez  meses  anterior  al  auto  de  solvendo;  Quinto^  que,  se- 
gún resulta  del  informe  del  señor  Presidente  de  la  Cámara 
de  Justicia  de  la   Provincia  de  Mendoza,   corriente  á  foja 
treinta   y  siete,   en  trece  de  Abril  dé  este  año  se  hallaba 
todavía  pendiente  en  ese  Tribunal,   el  referido  juicio,  ha- 
biendo Soto  depositado  á  sus  resultas  la  cantidad  de  nove- 
cientos pesos ;   Se$to^  finalmente,  que  probada    asi  plena- 
mente la  litispendencia  ante  la  Justicia  Provincial  de  una 
causa   ordinaria   entre  Guevara  y  Soto,  en   que    se   trata 
so1)re  la  liquidación  de  sus  cuentas,   figurando  en  ella  el 
valor  del  vale  con  que  el  primero  es  ejecutado  por  el  se- 
gundo ante  la  Justicia  Nacional,  y  estando  dispuesto  en  el 
artículo  doce  de   la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres    c  que,  una  vez   radicado  un 
c  juicio  ante  los  Tribunales  de  Provincia,   será  sentenciado 
(  y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial,  »   y  prescribién- 
dose en  el  inciso  cuarto  del  articulo  doce  de  la  misma  ley, 
<  que  cuando  un  estrangero  es  demandado  ante  un  Juez 
c  ó  Tribunal  de  Provincia,   y  contesta  la   demanda,   sin 
c  oponer  la  excepción  de  declinatoria,    se  entenderá  que 
€  la  jurisdicción    ha  sido  prorogada,   y  no  podrá  ser  traida 
f  á  la  jurisdicción  nacional  por  fecurso  alguno,» — por  es- 
tos fundamentos  y  de  conformidad  con  los  principios  esta- 
blecidos por  esta  Suprema  Corte  en  la  resolución  de  la 
causa  noventa  de  igual  naturaleza,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  foja  cuarenta  y  nueve,   y  se  declara  que  no 
corresponde  á  la  Justicia  Nacional  el  conocimiento  de  este 
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pleito.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvase al  Juez  de  Sección  á  quien  se  previene  haga 
integrar  el  valor  del  correspondiente  al  poder  de  foja  pri- 
mera. 

Salvador  María  del  Carril. — 
Francisco  Delgado. —  José  Bar- 
ros Pazos.— José  B.  Gorostiaga. 


/ 


h  las  Causas  }  Valerias  que  coaliene  el  Primer  ToAo  de  la  3*  serié 

qoe  principia  coa  el  aflo  1871. 


ACUERDOS. 

Pajinas: 

Acuerdo'  de  la  Suprema  Corte,  nombrando  conjueces  para  el 
año  de  4871 .....; 5 

Acuerdo  de  ha  Suprema  Corte  declarándose  en  receso 6 

Aci^rdo  de  la  Suprema  Corte  proroganda  el  término  del 
acuerdo  anterior ' 6 

CAUSA  I. 

Los  herederos  de  D.  Santiago  Barrionuevo,  contra  D.  Ger- 
vasio del  Mármol,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  i®  Terminado  un  juicio  de  quiebra,  las  acciones 
que  los  antiguos  acreedores  entablen  contra  el  deudor,  pueden 
llevarse  ante  cualquier  justicia,   á  cuyo  fuero  «correspondan. 

2^  Solo  en  el  caso  de  hallarse  pendiente  el  concurso^  cor- 
responden siempre  al  conocimiento  de  los  tribunales  de  pro- 
vincia, cualquiera  que  sea  la  nacionalidad,  ó  vecindad  de  las 
personas. ^      7 

CAUSA  II. 

D.  Carlos  Andrew  y  C«,  contra  el  capitán  Hullman  de  la 
barca   <i:Peter,:»   sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. —  i»  El  capitán  de  un  buque  debe  entregar  la  carga 
.en  la  misma  forma  en  qué  la  ha  recibido^  y  responde  de  los 
daños  sufridos  por  ella,  que  no  provengan  de  vicio  propio  de 
la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador. 

2®  No  se  presume  que  la  carga  se  haya  encontrado  en  dife- 
rente estado  del  que  se  espresa  en  los  conocimientos. 

T.  I.  34; 
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3^*  No  haciéndose  á  bordo  el  reconocimiento  de  la  carga, 
los  dueños  de  ella  tienefn  derecho  para  exi^rirlo  hasta  48  horas 
.después  de  la  descarga. 

4»  La  descarga  no  se  considera  efectuada  mientras  no  lle- 
guen á  tierra  las  mercaderías ;  mucho  mas  si,  según  los  cono- 
cimientos debe  ella  hacerse  por  los  consignatarios  del  buque. 

5^  La  Suprema  Corte  no  puede  fallar,  fuera  de  los  casos 
del  art.  224  de  la  ley  de  procedimientos,  sobre  capitulo  alguno 
que  no  haya  sido  propuesto  á  la  decisión  del  inferior i 2 

CAUSA  m. 

D.  Ernesto  Bentefuhr,  contra  el  Juez  de  Paz  de  Moreno,  so- 
bre violación  de  articules  constitucionales. 

Sumario.— i®  Las  causas  criminales,  por  delitos  comunes 
cometidos  dentro  del  territorio  de  una  provincia,  corresponden 
al  conocimiento  de  los  Tribunales  Provinciales,  cualquiera 
que  sea  la  nacionalidad  del  acusado. 

2<>  La  violación  de  las  garantías  constitucionales  relativas  á 
la  propiedad,  libertad  v  vida  de  los  habitantes  de  la  Repú- 
blica no  sujeta,  por  si  sola,  las  causas  que  de  ella  surjas, 
al  fuero  federal 20 

CAUSA  IV. 

Otero  y  C^,  contra  D.  Bernardo  Iturraspe,  sobre  interdicta 
de  recobrar  la  posesión. 

Sumario.  —  i^*  El  interdicto  unde  vi  no  procede  sino  ha 
habido  despojo,  ú  ocupación  de  propia  autondad,  de  la  cosa 
ajena. 

2<>  Estos  estremos  no  existen  en  quien  fué  puesto  en  pose- 
sión en  virtud  de  compra  hecha  deouena  fé,  y  conocida  por 
los  que  alegan  dominio  sobre  la  cosa. 

3^  El  interdicto  de  precario  procede  contra  el  precario  te- 
nedor que  resiste  la  cosa  á  quien  se  la  dio  en  precario,  y 
contra  quien  la  recibió  de  aquel,  con  dolo  malo. 

4o  Tenedor  precario  es  quien  recibe  la  cosa  para  tenerla 
á  disposición  del  dueño  y  entregársela  en  cualquier  momento 
que  se  la  pida 23 

CAUSA  V. 

D.  Serapio  Segundo  Ovejero,  contra  D.  Servando  Escobar, 
sobre  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumario, —  1^  El  condenado  por  un  delito  no  puede  impug- 
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nar  el  hecho  que  lo  constituye,  ni  su  culpabilidad  en  el 
juicio  civil  que,  después  del  criminal,  se  siga  por  la  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  aquel. 

^^  Sin  embargo  puede  en  el  Juicio  civil  oponer  las  escep- 
ciones  que  no  se  espresan  en  el  art.  37,  tít.  8,  sec  2»,  lio. 
2%   del  Cód.  Civil. 

3»  En  ese  caso  debe  abrirse  la  causa  á  prueba,  y  es  nula 
la  sentencia  que  se  dicte   sin  ese  trámite  esencial 28 

CAUSA   YI. 

D.  Adolfo  Carranza  contra  la  Provincia  de  Catamarca,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario. —  l^'  La  responsabilidad  bajo  la  cual  una  persona 
ha  obtenido  un  embargo  de  efectos,  que  después  han  sido 
expropiado,  no  le  dá  personería  para  reclamar  de  la  autori- 
dad que  expropió,  el  valor  de  los  mismos;  mucho  mas,  no 
existiendo  gestión  alguna  del  dueño  para  hacer  efectiva  la  di- 
cha responsabilidad. 

2<^  La  misma  no  se  extiende  á  las  consecuencias  de  hechos 
producidos  por  fuerza  mayor. 

3»  Una  Provincia  no  es  responsable  por  lo  que  ejecute  un 
gefe  militar  que  no  tiene  carácter  público,  emanado  de  su 
gobierno^  y  no  obra  por  orden  ó  autorización  del  mismo. 

4»  Faltando  la  capacidad  legal  del  actor  para  intentar  la 
demanda^  falta  la  demanda  misma. 

b^  En  este  caso,  siendo  la  demanda  dirigida  contra  una 
Provincia,  cesa  la  jurisdicción  originaria  de  la  Suprema  Corte 
para  conocer  en  ella. 

6o  Cesa  igualmente  dicha  jurisdicción  en  el  caso  en  que 
resulte  no  haber  Provincia  que  sea  parte  en  la  causa 34' 

CAUSA  VII. 

Sievers  y  Meyer  contra  el  capitán  del  buque  «María  Gertru- 
dis» y  el  representante  de  los  Seguros,  sobre  averías. 

Sumario.— i^  El  nombramiento  de  peritos  arbitradores  he- 
cho por  las  partes  en  una  causa  de  averías,  importa  someter 
á  su  decisión  todas  las  cuestiones  que  por  su  naturaleza  de- 
ben decidirse  previa  información  pericial. 

2»  Las  causas  de  una  averia  y  las  responsabilidades  que  de 
ella  surjen  deben  ser  determinadas  por  personas  peritas. 

3°  La  descarga  de  mercaderías  no  puede  considerarse  sino 
como  un  solo  acto  que  concluye  al  terminar  totalmente  aquella^ 


\ 
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4«  Cuando  la  avería  no  es  visible  por  fuera,  el  reconoci- 
miento puede  pedirse  hasta  tres  dias  después  de  pasar  los 
efectos  a  manos  del   consignatario 39 

CAUSA  VIII. 

Sebastian  Goler,  sobre  exención  del  servicio  de  la|  Guardia 
Nacional. 

Sumario, — La  imposibilidad  física  exime  absolutamente  del 
servicio  de  la  guardia  nacional^  sin  distinguir  el  servicio  en 
campaña  y  el  dentro  déla  ciudad 5i 

CAUSA  IX. 

El  coronel  de  Guardias  Nacionales  D.  Patricio  Rodríguez^ 
sobre  recurso  de   <r  babeas  cor  pus. » 

Sumario  —  Es  admisible  el  recurso  de  «  babeas  corpus  >  no 
resultando  justificada  la  causa  de  la  prisión 55 

CAUSA  X. 

D.  Agustin  Ríos  contra  D.  Luis  Scribani,  sobre  personería. 

Sumario. — Intentada  una  acción^  invocando  la  calidad  de 
heredero,  la  personería  del  actor  está  justificada,  siéndolo  la 
calidad  invocada 57 

CAUSA  XI. 

D.  José  M.  Chanfreau  y  C*^  contra  la  Provincia  de  Corrien- 
tes, por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  1*»  Para  que  un  Gobernador  de  Provincia  la 
obligue  como  su  representante,  es  necesario  que  lo  haga  con- 
forme á  la  constitución  y  á  las  leyes  provinciales. 

2<>  No  siendo  asi^  sus  actos  pueden  responzabilizar  solo  á 
su  persona. 

3^  Reconocida  por  un  Gobernador  la  legalidad  de  una  legis- 
latura por  el  hecho  de  elevar  á  ella  su  renuncia,  é  instar 
después  para  su  aceptación,  no  queda  al  arbitrio  del  mismo 
el  desconocerla  en  seguida. 

^o  El  Gobernador  que  renuncia  su  cargo,  cesa  de  serlo 
después  de  aceptada  la  renuncia  por  el  poder  competente. 

5<'  Los  contratos  aue  ese  Gobernador  celebró  posterior- 
mente, no  pueden  obligar  á  los  poderes  que  aquel  se  pro- 
pone combatir,  con  el  objeto  de  volver  á  ejercer  el  mando 
renunciado. 

6^  Mucho  mas,  si  del  contrato  se  desprende^  que  la  mente 
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de  los  contratantes  fué  subordinar  á  la  realización  de  ese  ob- 
jeto, que  no  tuvo  lugar,  el  cumplimiento  del  mismo 59 

CAUSA    XII. 

D.  Ramón  Anzoategui  contra  el  Gefe  de  la  Oficina  de  Ha- 
cienda de  la  Provincia  de  Salta^  sobre  inconstitucionalidad  de 
impuestos. 

Sumario. —  1**  Un  impuesto  provincial  que  grava  «las  casas 
donde  se  consignan  y  espenden  licores  por  mayor  >,  sin  dis- 
tinción en  cuanto  al  lugar  de  su  fabricación,  grava  el  consu- 
mo local,  y  no  la  introducción,  el  tránsito  y  la  circulación  de 
los  nüsmos. 

^^  En  esos  términos,  dicho  impuesto  no  es  contrario  á  los 
artículos  10  y  11  de  la  Constitución 74 

CAUSA   XIIL 

D.  Manuel  Condom,  hijo,  contra  D.  Ángel  Tejo,  sobre  re- 
nuncia de  poder. 

Sumario.  —  1»  Por  la  litis  contestación  el  procurador  hace 
suya  la  causa. 

2^  La  falta  de  fondos  no  es  causa  justa  para  la  renuncia 
del  poder. 

3°  Es  obligación  del  apoderado  judicial  hacerse  dar  instruc- 
ciones y  espensas  al  aceptar  un  poder 94 

CAUSA  XIV. 

D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bustos,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. —  Las  reservas  hechas  en  la  sentencia  de  trance  y 
remate  con  arreglo  al  art.  278  de  ia  ley  de  procedimientos, 
se  entienden  para  el  caso  en  que  el  ejecutado  tenga  que  hacer 
reclamos  que  no  han  sido  materia  de  cosa  juzgada 96 

CAUSA  XV. 

D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eujenio  Bustos^  recurso  de 
queja. 

Sumario.  —  Apelado  un  auto  en  una  parte  y  consentido  en 
la  otra  que  ordena  el  nombramiento  de  contadores,  el  Juez 
a  quo  puede  proveer  sobre  este 100 


\. 
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CAUSA  XVI. 

Gondra  Hnos.  contra  el  Dr.  José  Vasquez  Sagastume,  ex-mí- 
nistro  Oriental  en  el  Paraguay,  por  cobro  de  letras. 

SttTnarto.— Una  letra  girada  contra  un  gobierno  por  su  re- 
presentante, autorizado  para  ello,  no  puede  ser  cobrada  contra 
este,  con)o  librador 104 

CAUSA    XVII. 

D.  Andrés  Petazzi^  contra  el  Convento  de  Santo  Domingo  de 
Mendoza^  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario, — No  oponiéndose  excepción  eri  el  Juicio  ejecutivo, 
dentro  del  termino  legal,  debe  dictarse  la  sentencia  de  remate.  106 

CAUSA   XVIII. 

Lamas  Regúnega  y  C*,  contra  D.  Alejandro  Paz,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. — I®  La  mención  de  distinto  domicilio  hecha,  por 
los  contrayentes  al  tiempo  de  celebrar  un  contrato,  es  prueba 
bastante  para  determinar  la  competencia'  de  los  tribunales  fe- 
derales. 

2o  Cuando  el  fuero  federal  procede  por  la  diversa  vecin- 
dad de  las  partes,  es  innecesaria  la  prueba  de  la  nacionalidad 
del  demandado. 

S''  El  puesto  de  Sub-secretario  de  Estado  no  puede  desem- 
peñarse por  quien  no  es  ciudadano  argentino 108 

CAUSA  XIX. 

D.  Eduardo  Roche,  capitán  del  buque  «Scottland»  contra 
Fiendelbury  Schatz  y  C*,  por  cobro  de  estadías,  fletes,  etc.  etc. 

Sumario. ^{^  Probado  el  hecho  de  las  sobreestadias,  deben 
estas  ser  pagadas  con  arreglo  al  convenio  relativo,  en  caso  de 
no  justificarse  escepcion  legitima. 

2o  Un  solo  testigo  no  hace  fé  en  juicio. 

3»  Las  sobreestadias  cobradas  como  daños  y  perjuicios  deri- 
fados  del  embargo  del  flete  pedido  por  los  cargadores  en  jui- 
cio separado,  son  materias  de  este  mismo  juicio. 

4»  Los  daños  y  perjuicios  á  indemnizarse  por  el  deudor, 
son  los  que  sean  consecuencia  directa  ó  impedíala  de  la  falla 
de  cumplimiento  del  contrato. 

50  La  demora  de  la  salida  de  un  buque  no  es  consecuencia 
directa  é  inmediata  de  la  demora  en   el  pago  de  los   fletes. 
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6o  Mucho  mas  si  esta  pudo  evitarse,  dándose  antes  la  tianza 
-que  el  capitán  diera  con  posterioridad. 

7®  La  disminución  de  efectos  que  se  entregan  por  el  ca- 
pitán, debe  hacerse  justificar  por  medio  de  reconocimiento  ju- 
dicial, y  dentro  de  los  términos  señalados  por  los  arts.  1246 
y  1247  del  Código  de  Comercio. 

8»  No  estando  justificado  convenio  alguno  especial  sobre  el 
precio  de  efectos  vendidos,  debe  gagarse  el  corriente  de  plaza.  114 

CAUSA  XX. 

D«.  Estefanía  R.  de  Onieva,  contra  Rezzio  y  Sala,  por  re- 
curso de  queja. 

Sumario. — i°  Una  escritura  de  venta  de  un  buque  otorgada 
ante  un  escribano  de  Provincia,  no  puede  ser  considerada 
como  un  boleto  de  venta. 

2**  Debe  por  coosiguíente  reponerse  el  papel  sellado  nacio- 
nal que  corresponde,  y  pagarse  la  multa  que  establece  !a  ley 
nacional  de  sellos. 

3^  Los  autos  relativos  á  las  multas  por  violación  de  dicha 
ley  son  inapelables 125 

CAUSA  XXI. 

El  Ministerio  fiscal  contra  D.  Osvaldo  Rodríguez,  por  de- 
fraudación al  Erario. 

Sumario. — 1»  Para  que  el  Juez  pueda  resolver  en  la  sen- 
tencia definitiva,  es  indispensable  que  al  deducirse  la  acción 
se  determine  claramente   la  persona  contra  quien  se  pide. 

3^  La  indeterminación  de  la  persona  contra  quien  se  de- 
duce un  reclamo  no  permite  dar  á  quien  corresponde  la  debida 
audiencia  para   sustanciar  la  causa 129 

CAUSA  XXII  y  XXffl.  (a) 

El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  del  Rosario,  con- 
tra D.  Casimiro  Hivadeneira,  en  recurso  de  queja. 

Sumario. — 1^  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  es 
excluyente  de  la  de  los  provinciales  en  las  causas  especifica- 
das por  los  artículos  1,  2  y  3  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863. 

2o  Dicha  jurisdicción  no  se  estiende  á  casos  que  no  estén 
espresamente  señalados. 


(a)    Bu  ambas  causas  se  dictó  igual  resolución. 
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3®  No  lo  está  el  caso  que  una  ley  provincial  sea  impugnada 
como  repu((nante  á  la  Constitución  Nacional. 

A^  En  este  caso  la  Constitución  es  de  indirecta  aplicación. 

5»  La  objeción  de  inconstitucionalidad  de  leyes  provinciales 
no  basta  para  privar  á  los  tribunales  de  provincia  de  la  juris- 
dicción que  les  compete  para  conocer  en  causas  regidas  por 
dicbas  leyes. 

6"^  Dichos  tribunales  son  también  ejecutores  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  y  la  pueden   y  deben   interpretar  y  esplicar. 

1^  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  establecido  por  el  art.  14, 
ínc.  2,  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  para  corregir 
las  interpretaciones  que  sean  erróneas. 

8"  De  otro  modo  la  jurisdicción  de  los  tribunales  de  Pro- 
vincia seria  absorbida  por  la  de  los  Tribunales  de  la  Nación, 
bastando  para  privar  á  aquellos  del  conocimiento  de  las  cau- 
sas, alegar  (¡ue  las  leyes  aplicables  al  debate  son  contrarias  á 
la  Constitución. 134 

CAUSA  XXIV. 

El  Fisco  Nacional,  contra  el  mayor  D.  Raymundo  Loyola,  por 
devolución  de  valores  fiscales. 

Sumario. — 1®  La  acción  penal  y  la  civil  que  nacen  de  un 
delito,  son  independientes  entre  si,  y  pueden  intentarse  con- 
junta ó  separadamente. 

2°  La  acción  civil  por  devolución  de  valores  defraudados 
al  fisco,  compete  al  Juez  de  Sección,  si  en  la  criminal  que 
corresponde  á  otro  tribunal  ha  sido  emitida. 

3°  El  Presidente  de  la  República,  como  gefe  de  las  fuerzas 
militares,  puede  ordenar  el  sobreseimiento  de  una  causa  cri- 
minal contra  un  militar,  ó  indultarle  de  la  pena,  dejando  á 
$alvo   las  acciones  civiles   del  fisco 139 

■ 

CAUSA    XXV. 

Don  Santos  Funes  contra  Don  Mariano  Villalon,  por  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario. — 1»  Ny  puede  en  un  pleito  por  indemnización  de 
perjuicios,  tomarse  en  cuenta  una  partida  que  ha  sido  juz- 
gada en  otro. 

2*»  Un  solo  testigo  no  hace  fé 1491 

CAUSA    XXVI. 

D.  Mariano  Villalon  contra  D.  Santos  Funes,  por  cobro  de 
pesos. 
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Sumario. — 1<>  La  duda  ó  ignorancia  alegada  sobre  hechos 
propios  por  quien  absuelva  posiciones,  equivale  á  la  confe6Íon. 

2"  Las  posiciones  pueden  deferirse  hasta  la  conclusión  de 
la  causa  para  definitiva. 

3<>  No  habiéndose  convenido  el  tiempo  en  que  debe  pagarse 
el  talaje  de  animales,  se  entiende  él  en  que  se  sacan  estos 
de  los  potreros. 

A^  El  dueño  de  animales  puestos  á  invernar  al  cuidado  de 
sus  invernadores,  debe  imputarse  á  si  mismo  el  perjuicio  que 
sufran  aquellos,  por  la  mala  calidad  del  pasto. 

^'^  Mucho  mas  si  no  se  ha  convenido  espresamente  sobre  la 
calidad  del  talaje. 

6o  El  perjuicio  que  el  dueño  de  los  animales  sufra  por  la 
demora  en  la  entrega,  está  á  cargo  del  arrendador  del  pasto. 

7»  El  arrendador  de  pasto  no  responde  de  las  pérdidas  de 
animales^  si  el  arrendatario  tiene  invernador 154 

CAUSA    XXYII. 

Don  Lisandro  Latorre  y  C».  contra  D.  Augusto  Segovia,  so- 
bre interdicto  de  adquirir. 

Sumario. — ^En  los  interdictos  de  adquirir,  retener  y  reco- 
brar la  posesión,  no  se  puede  conceder  mas  que  una  audien- 
cia para  admitir  las  pruebas  j  oir  á  lad   partes 159 

CAUSA  xxvm. 

Don  José  M.  Casal  con  D.  Antonio  Seguer  y  D.  Félix  Reim- 
baud,  sobre  rescisión  de  un  contrato. 

Sumario. — ^La  falta  de  personería  del  demandado,  no  es  una 
excepción  que  puede  oponerse  en  el  procedimiento  de  apremio.  161 

CAUSA    XXIX. 

Don  Gerónimo  Vacquié  contra  Don  Emiliano  Sánchez  y  D. 
Gerónimo  Lista^  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  legal, 
se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que  acu- 
se el  apelado .* 163 

CAUSA    XXX. 

La  Sociedad  de  Minas  y  Fundiciones  de  San  Juan  contra 
p.  Félix  S.  Klappenback,  sobre  ejecución  de  sentencia. 

Sumario.— i"^  Ordenada  por  sentencia  la  entrega  de  uaes- 
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tablecimiento  de  minas,  «i  mercaderías  y  demás  objetos  que  se 
relacionan  con  él  de  fundición  y  minas, »  no  se  entiende  com- 
prendidas entre  ellas  las  mercaderías  cuya  relación  con  aquel 
no  se  haya  demostrado,  y  pueden  constituir  un  comercio  se- 
parado. 

2°  La  exposición  de  una  parte  sobre  lo  (}ue  la  contraparte 
funda  sus  pretensiones,  tiene  que  ser  considerada  como  una 
confesión  judicial  de  aquella. 

30  La  confesión  judicial  no  puede  dividirse,  aceptándose  en 
una  parte  y  rechazándose  en  otra. 

40  Para  que  se  acepte  la  confesión  en  la  parte  favorable, 
es  necesario  demostrar  la  falsedad  de  la  parte  que  no  lo  es.. .  164 

CAUSA    XXXI. 

La  Sociedad  de  Minas  y  Fundiciones  de  San  Juan  contra 
D.  Félix  S.  Klappenback,  sobre  ejecuciou  de  sentencia. 

Sumario. — i»  La  entrega  de  una  cosa  ordenada  por  senten- 
cia judicial,  y  practicada  en  la  forma  prescripta  por  el  Juez  de 
la  causa  es  válida. 

2<'  El  justiprecio  de  la  misma  no  es  necesario^  y  su  falta 
no  invalida  la  entrega 168 


CAUSA    XXXII. 

Don  Antero  Barriga  contra  Doña  Josefa  Lemos  de  Gomcz^ 
sobre  avocamiento  de  causa. 

Sumario. — 1<»  El  juicio  radicado  en  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia, debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellos,  cnalquiera  que  sea 
la  calidad  personal  de  las  partes. 

2o  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  para  la  Suprema  Corte  en 
los  casos  espresados  por  el  art.  14  de  la  ley  sobre  jurisdicción 
de  14  Setiembre  de  1863. 

30  No  habiendo  juicio  radicado,  no  hay  materia  que  pue- 
da ser  avocada. 

4^  No  habiéndose  promovido  acción  alguna  determinada,  no 
hay  mérito  para  declarar  la  competencia  de  los  tribunales  fe- 
derales para  conocer  en  ella. 

5»  Uq  juicio  no  promofido,  sustanciado  y  resuelto  en  la  for- 
ma prescripta  por  el  tit.  6<>,  de  la  ley  de  procedimientos,  no 
fmede  ser  reputado  como  una  cuestión  de  competencia  con 
os  Tril^unales  de  Provincia 171 
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CAUSA  xxxni. 

I>.  Brígida  Balcarce  de  Baumgart  contra  D.  Guillermo  Matti, 
sobre  rescisión  de  contrato  é  indemnización  de  perjuicios. 

Sumario. — 1®  La  mujer  casada,  mientras  subsiste  integro  el 
matrímonio,  sigue  en  todo  la  condición  del  marido. 

2»  Por  esto  no  puede  admitirse  diversidad  en  la  calidad  de 
sus  personas,  y  siendo  estrangero  el  marido,  debe  reputarse 
estrangera  la  mujer. 

3^  El  pleito  entre  dos  estrangeros  no  corresponde  á  la  Jus- 
ticia Nacional; 

4^  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  no  puede  ser 
prorrogada. 

5<*  La  voluntad  de  las  partes  no  puede  conceder  á  los  pode- 
res públicos  de  la  Nación  mayores  facultades  que  las  que  la 
Constitución  les  ha  otorgado. 

&^  Los  Tribunales  Federales  deben  declarar  su  incompeten- 
cia de  oficio,  y  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca. 

7<>  Toda  actuación  obrada  ante  quien  carece  de  jurisdicción 
bastante  es  absolutamente  nula 177 

CAUSA    XXXIV. 

El  capitán  D.  Antonio  Hongiardino  contra  Otero  hnos.,  D. 
Luis  P.  Razetto  y  C».  y  otros,  sobre  averias. 

Sumario. — 1»  Los  peritos  arbijtradores  designados  por  el  art. 
1496  para  reconocer  y  liauidar  las  averias  son  verdaderos  jue- 
ces facultados  para  decidir  como  tales  las  cuestiones  á  que  dé 
lugar  $1  reconocimiento  y  liquidación  de  la  averia. 

2o  La  operación  que  practican  como  tales  peritos  arbitrado- 
res  es  un  verdadero  laudo,  sujeto  á  las  condiciones  requeridas 
por  la  ley,  para  su  validez. 

3»  Debe  por  consiguiente  contener  la  mención  espresa  de  las 
disposiciones  del  Código  que  se  aplican,  y  ser  signada  del  es- 
cribano público. 

4*  La  falta  de  estos  dos  requisitos  la  vicia  de  nulidad. 

5<>  La  intención  manifestada  por  las  partes  de  oponerse  á  la 
ejecución  de  dicha  operación  con  los  medios  legales  pidiendo 
su  reforma,  debe  interpretarse  ostensivamente  al  de  nulidad, 
aunque  esta  no  se  haya  alegado  nominativamente. 

6»  Esta  interpretación  se  funda  en  lo  proscripto  por  la  ley  10, 
tit.  17,  lib.  i^.  R.  C.  que  es  supletoria  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, por  no  estar  en  oposición  con  ninguno  de  sus  artí- 
culos, y  de  obligatoria  aplicación 180 
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CAUSA    XXXV. 


Don  Andrés  Alvarez  contra  Don  Guido  Bennati,  sobre  deser- 
ción del  recurso  de  apelación. 

Sumario. -^Ei  arl.  217  de  la 'ley  de  procedimientos  impone 
el  deber  de  dar  por  desierto  el  recurso,  desde  que,  pasado  el 
término  legal  para  espresar  agravios,  se  acusa  rebeldía  por  el 
apelado. 

2<>  El  recurso  decae  por  el  hecho  mismo  de  acusarse  la  re- 
beldía, aunque  se  presente  la  espresion  de  agravios,  antes  de 
que  sea  proveida  aquella 193 

CAUSA    XXXVI. 

Sobre  pase  á  un  Rescripto  del  General  de  la  Orden  de  San 
Francisco. 

Sumario.— í^  No  debe  permitirse  que  los  conventos  exis- 
tentes en  la  República  dependan  de  Superiores  situados  en 
pais  estrangero. 

2o  Para  conceder  el  pase  á  un  rescripto  nombrando  al  que 
debe  presidir  al  capitulo  general  de  una  Orden,  debe  prescri- 
birse que  estén  representados  en  él  todos  los  conventos  exis- 
tentes en  la  República 195 

CAUSA    XXXVII. 

Don  Ignacio  Sarmiento  contra  Don  Pedro  Caraífa,  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.— í^  La  obligación  de  pagar  un  saldo  de  cuentas 
y  dinero  á  préstamo  por  medio  de  letras  de* cambio,  es  una 
obligación  de  dar. 

2»  Ella,  en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  es  rejida  por  el 
art.  225  del  Código  de  Comercio 197 

CAUSA    XXXVIII. 

Don  Manuel  Ocampo  con  la  Administración  de  Rentas  del 
Rosario,  sobre  mercaderías  embargadas.  ' 

Sumario. — 1°  El  art.  182  de  la  Ordenanza  de  aduana,  tiene 
por  objeto  definir  cuáles  son  las  mercaderías  que  deben  con- 
siderarse del  deudor. 

2<>  Dicho  artículo  establece  una  presunción  de  derecho  al 
respecto,  para  verificar  eF  embargo  de  que  trata  el  arl.  180. 

3o  El  embargo  debe  hacerse  después  de  vencidos  los  tres 
dias  de  gracia,  con  arreglo  al  art.  179. 
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4°  No  existiendo  mercaderías  que  puedan  ser  embargadas 
debe  ocurrirse  á  los  Tribunales  á  perseguir  el  cobro  de  la 
deuda,  art.   187» 

5^  La  presunción  establecida  en  el  art.  182  se  refiere  á  las 
mercaderías  existentes  en  la  aduana  al  tiempo  de  vencer  los 
tres  dias  señalados  en  el  art.  179. 

6^  Si  en  ese  tiempo  no  existen  mercaderías  en  la  aduana, 
el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  administrativa,  y  entrar 
en  la  judiciaria. 

7^  La  administración  no  puede  reasumirla  para  embargar 
las  mercaderías  entradas  con  posterioridad. 

8o  Es  el  Juez  á  quien  se  debe  ocurrir,  quien  puede  orde- 
nar el  embargo  de  estas. 

9^  Las  presunciones,  cuando  pueden  perjudicar  á  un  tercero 
deben  limitarse  al  sentido  rigoroso  de  las  palabras  empleadas 
por  la  ley. 

10  El  embargo,  la  suspensión  del  despacho  y  el  recurso  á 
los  tribunales  ordinarios  sirven  i)ara  asegurar  el  percibo  de  la 
renta,  y  hacer  saber  al  comercio  el  estado  del  crédito  del 
comerciante  deudor  en  las  oficinas  fiscales. 

11.  El  retardo  y  reserva  de  la  administración  en  tomar  las 
añedidas  señaladas  por  los  artículos  de  la  ordenanza,  no  pue- 
de perjudicar  á  terceros,  que  por  esa  inacción  y  reserva  han 
podido  ser  inducidos  en  error,  y  creer  solvente  al  comerciante 
que  no  lo  estaba. 

12.  La  administración  debe  ser  leal,  franca  y  pública  en  sus 
actos. 

13.  Los  deudores  á  la  aduana  son  siempre  ciertos  y  nomina- 
tivamente conocidos  en  la  persona  de  los  introductores,  ex- 
portadores y  sus  garantes. 

14.  La  deuda  de  unos  no  puede  hacerse  efectiva  sobre  los 
bienes  de  otros. 

15.  Las  mercaderías  introducidas  por  el  deudor  á  la  aduana 
con  posterioridad  al  vencimiento  de  sus  letras,  pueden  ser 
embargadas  j  vendidas  por  orden  del  Juez  que  conoce  del  co- 
bro fiscal,   siendo  realmente  de  aquel 203 

CAUSA  XXXIX. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza,  contra  el 
albacea  de  la  testamentaria  de  D.  Saturnino  Ferreira,  sobre 
ejecución  de  sentencia  por  apremio. 

Sumario.  —  El  auto  intimando  el  pago  en  el  procedimiento 
de  apremio  no  es  apelable 218 


^ , 
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A^  Cuando  ia  avería  no  es  visible  por  fuera,  el  reconoci-* 
miento  puede  pedirse  hasta  tres  dias  después  de  pasar  los 
efectos  á  manos  del  consignatario 39 

CAUSA  YIII. 

Sebastian  Goler,  sobre  exención  del  servicio  de  la|  Guardia 
Nacional. 

Sumario. — La  imposibilidad  física  exime  absolutamente  del 
servicio  de  la  guardia  nacional^  sin  distinguir  el  servicio  en 
campaña  y  el  dentro  de  la  ciudad 51 

CAUSA  IX. 

El  coronel  de  Guardias  Nacionales  D.  Patricio  Rodríguez^ 
sobre  recurso  de   «babeas  corpus.» 

Sumario  —  Es  admisible  el  recurso  de  «  babeas  corpus  >  no 
resultando  justificada  la  causa  de  ia  prisión 55 

CAUSA  X. 

D.  Agustín  Ríos  contra  D.  Luis  Scribani,  sobre  personería. 

Sumario. — Intentada  una  acción^  invocando  la  calidad  de 
beredero,  la  personería  del  actor  está  justificada,  siéndolo  la 
calidad  invocada 57 

CAUSA  XI. 

D.  José  M.  Chanfreau  y  C*  contra  la  Provincia  de  Corrien- 
tes, por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  i^  Para  que  un  Gobernador  de  Provincia  la 
obligue  como  su  representante,  es  necesario  que  lo  haga  con- 
forme á  la  constitución  y  á  las  leyes  provinciales. 

2^  No  siendo  así,  sus  actos  pueden  responzabilizar  solo  á 
su  persona. 

3"*  Reconocida  por  un  Gobernador  la  legalidad  de  una  legis- 
latura por  el  hecho  de  elevar  á  ella  su  renuncia,  é  instar 
después  para  su  aceptación,  no  queda  al  arbitrio  del  mismo 
el  aesconocerla  en  seguida. 

A^  El  Gobernador  que  renuncia  su  careo,  cesa  de  serlo 
después  de  aceptada  la  renuncia  por  el  poder  competente. 

5»  Los  contratos  aue  ese  Gobernador  celebró  posterior- 
mente, no  pueden  obligar  á  los  poderes  que  aquel  se  pro- 
pone combatir,  con  el  objeto  de  volver  á  ejercer  el  mando 
renunciado. 

6^  Mucho  mas,  si  del  contrato  se  desprende^  que  la  mente 
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de  los  contratantes  fué  subordinar  á  la  realización  de  ese  ob- 
jeto, que  no  tuvo  lugar,  el  cumplimiento  del  mismo 59 

CAUSA    XII. 

D.  Ramón  Anzoategui  contra  el  Gefe  de  la  Oficina  de  Ha- 
cienda de  la  Provincia  de  Salta^  sobre  inconstitucionalidad  de 
impuestos. 

Sumario. —  1*  Un  impuesto  provincial  que  grava  «las  casas 
donde  se  consignan  y  espenden  licores  por  mayor»,  sin  dis- 
tinción en  cuanto  allugar  de  su  fabricación,  grava  el  consu- 
mo local,  y  no  la  introducción,  el  tránsito  y  la  circulación  de 
los  mismos. 

2^  En  esos  términos,  dicbo  impuesto  no  es  contrario  á  los 
artículos  10  y  11  de  la  Constitución 74 

CAUSA  XIII. 

D.  Manuel  Condom,  hijo,  contra  D.  Ángel  Tejo,  sobre  re- 
nuncia de  poder. 

Sumario.  —  i<>  Por  la  litis  contestación  el  procurador  hace 
suya  la  causa. 

2o  La  falta  de  fondos  no  es  causa  justa  para  la  renuncia 
del  poder. 

3»  Es  obligación  del  apoderado  judicial  hacerse  dar  instruc- 
ciones y  espensas  al  aceptar  un  poder 94 

CAUSA  XIY. 

D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eugenio  Bustos,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. —  Las  reservas  hechas  en  la  sentencia  de  trance  y 
remate  con  arreglo  al  art.  278  de  la  ley  de  procedimientos, 
se  entienden  para  el  caso  en  que  el  ejecutado  tenga  que  hacer 
reclamos  que  no  han  sido   materia  de  cosa  juzgada 96 

CAUSA  XV. 

D.  Claudio  Manterola  contra  D.  Eujenio  Bustos^  recurso  de 
queja. 

Sumario.  —  Apelado  un  auto  en  una  parte  y  consentido  en 
la  otra  que  ordena  el  nombramiento  de  contadores,  el  Juez 
a  {t*o  puede  proveer  sobre  este 100 
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CAUSA  XVI. 

Gondra  Hnos.  contra  el  Dr.  José  Vasquez  Sagastuine,  ex-m¡- 
nistro  Oriental  en  el  Paraguay,  por  cobro  de  letras. 

Sumarto.~Una  letra  girada  contra  un  gobierno  por  su  re- 
presentante, autorizado  para  ello,  no  puede  ser  cobrada  contra 
este,  como  librador 104 

CAUSA    XVII. 

D.  Andrés  Petazzi^  contra  el  Convento  de  Santo  Domingo  de 
Mendoza^  por  cobro  ejecutivo  de  pesos. 

Sumario. — No  oponiéndose  excepción  en  el  juicio  ejecutivo, 
dentro  del  término  legal,  debe  dictarse  la  sentencia  de  remate.  106 

CAUSA   XVIII. 

Lamas  Regúnega  y  C*,  contra  D.  Alejandro  Paz,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario, — 1»  La  mención  de  distinto  domicilio  hecha,  por 
los  contrayentes  al  tiempo  de  celebrar  un  contrato,  eB  prueba 
bastante  para  determinar  la  competencia'  de  los  tribunales  fe- 
derales. 

i°  Cuando  el  fuero  federal  procede  por  la  diversa  vecin- 
dad de  las  partes,  es  innecesaria  la  prueba  de  la  nacionalidad 
del  demandado. 

3""  El  puesto  de  Sub-secretario  de  Estado  no  puede  desem- 
peñarse por  quien  no  es  ciudadano  argentino 108 

CAUSA  XIX. 

D.  Eduardo  Roche,  capitán  del  buque  cScottland»  contra 
Fiendelbury  Schatz  y  G'^,  por  cobro  de  estadías,  fletes,  etc.  etc. 

Sumario. ^i*^  Probado  el  hecho  de  las  sobreestadias,  deben 
estas  ser  pagadas  con  arreglo  al  convenio  relativo,  en  caso  de 
no  justificarse  escepcion  legítima. 

2o  Un  solo  testigo  no  hace  fé  en  juicio. 

d<>  Las  sobreestadias  cobradas  como  daños  y  perjuicios  deri- 
vados del  embargo  del  flete  pedido  por  los  cargadores  en  jui- 
cio separado,  son  materias  de  este  mismo  juicio. 

4<'  Los  daños  y  perjuicios  á  indemnizarse  por  el  deudor, 
son  los  que  sean  consecuencia  directa  ó  inmediata  de  la  falta 
de  cumplimiento  del  contrato. 

5°  La  demora  de  la  salida  de  un  buque  no  es  consecuencia 
directa  é  inmediata  de  la  demora  en   el  pago  de  los   fletes, 
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&^  Hueho  mas  si  esta  pudo  evitarse,  dándose  antes  la  tíanza 
•que  el  capitán  diera  con  posterioridad. 

7®  La  disminución  de  efectos  que  se  entregan  por  el  ca- 
pitán, debe  hacerse  justificar  por  medio  de  reconocimiento  ju- 
dicial, y  dentro  de  los  términos  señalados  por  los  arts.  1246 
y  4247  del  Código  de  Comercio. 

S^  No  estando  justificado  convenio  alguno  especial  sobre  el 
precio  de  efectos  vendidos,  debe  jjagarse  el  corriente  de  plaza.  114 

CAUSA  XX. 

D'^.  Estefanía  R.  de  Onieva,  contra  Rezzio  y  Sala,  por  re- 
curso de  queja. 

Sumario. — l'^  Una  escritura  de  venta  de  un  buque  otorgada 
ante  un  escribano  de  Provincia,  no  puede  ser  considerada 
como  un  boleto  de  venta. 

2**  Debe  por  consiguiente  reponerse  el  papel  sellado  nacio- 
nal que  corresponde,  y  pagarse  la  multa  que  establece  !a  ley 
nacional  de  sellos. 

3^  Los  autos  relativos  á  las  multas  por  violación  de  dicha 
ley  son  inapelables 125 

CAUSA  XXI. 

El  Ministerio  fiscal  contra  D.  Osvaldo  Rodríguez,  por  de- 
fraudación al  Erario. 

Sumario. — 1»  Para  que  el  Juez  pueda  resolver  en  la  sen- 
tencia definitiva,  es  indispensable  que  al  deducirse  la  acción 
se  determine  claramente   la  persona  contra  quien  se  pide. 

3^  La  indeterminación  de  la  persona  contra  quien  se  de- 
duce un  reclamo  no  permite  dar  á  quien  corresponde  la  debida 
audiencia  para   sustanciar  la  causa 129 

CAUSA  XXII  y  XXHI.  (a) 

El  Banco  de  Londres  y  Rio  de  la  Plata  del  Rosario,  con- 
tra D.  Casimiro  Rivadeneira,  en  recurso  de  queja. 

Sumario. — l^'  La  jurisdicción  de  los  tribunales  nacionales  es 
excluyente  de  la  de  los  provinciales  en  las  causas  especifica- 
das por  los  articules  1 , 2  y  3  de  la  ley  de  14  de  Setiembre 
de  1863. 

2o  Dicha  jurisdicción  no  se  estiende  á  casos  que  no  estén 
espresamente  señalados. 


(a)    En  ambas  causas  se  dictó  igual  resoiacion. 
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S^  No  lo  está  el  caso  que  una  ley  proviacial  sea  impugnada 
como  repugnante  á  la  Constitución  Nacional. 

A°  En  este  caso  la  Constitución  es  de  indirecta  aplicación. 

5^  La  objeción  de  inconstitucionalidad  de  leyes  provinciales 
n«  basta  para  privar  á  los  tribunales  de  provincia  de  la  juris- 
dicción que  les  compete  para  conocer  en  causas  regidas  por 
dichas  leyes. 

6®  Dichos  tribunales  son  también  ejecutores  de  la  Constitu- 
ción Nacional,  y  la  pueden   y  deben  interpretar  y  esplicar. 

1^  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  establecido  \íot  el  art.  \Ay 
inc.  2,  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  para  corregir 
las  interpretaciones  que  sean  erróneas. 

8*>  De  otro  modo  la  jurisdicción  de  los  tribunales  de  Pro- 
vincia seria  absorbida  por  la  de  los  Tribunales  de  la  Nación, 
bastando  para  privar  á  aquellos  del  conocimiento  de  las  cau- 
sas, alegar  que  las  leyes  aplicables  al  debate  son  contrarias  á 
la  Constitución 134 

CAUSA  XXIV. 

El  Fisco  Nacional,  contra  el  mayor  D.  Raymundo  Loyola,  por 
devolución  de  valores  fiscales. 

Sumario, — 1®  La  acción  penal  y  la  civil  que  nacen  de  un 
delito,  son  independientes  entre  si,  y  pueden  intentarse  con- 
junta ó  separadamente. 

2^  La  acción  civil  por  devolución  de  valores  defraudados 
al  (iscu,  compete  al  Juez  de  Sección,  si  en  la  criminal  que 
corresponde  á  otro  tribunal  ha  sido  emitida. 

3^  El  Presidente  de  la  República,  como  gefe  de  las  fuerzas 
militares,  puede  ordenar  el  sobreseimiento  de  una  causa  cri- 
minal contra  un  militar,  ó  indultarle  de  la  pena,  dejando  á 
^alvo   las  acciones  civiles   del  fisco 139 

CAUSA    XXV. 

Don  Santos  Funes  contra  Don  Mariano  Vilialon,  por  indem- 
nización de  daños  y   perjuicios. 

Sumario,— i"*  Ng  puede  en  un  pleito  por  indemnización  de 
perjuicios,  tomarse  en  cuenta  una  partida  que  ha  sido  juz- 
gada en  otro. 

2"  Un  solo  testigo  no  hace  fé 14í| 

CAUSA    XXVI. 

D.  Mariano  Vilialon  contra  D.  Santos  Funes,  por  cobro  de 
pesos. 
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Sumario, — i^  La  duda  ó  ignorancia  alegada  sobre  hechos 
propios  por  quien  absuelva  posiciones,  equivale  á  la  confesión. 

2"  Las  posiciones  pueden  deferirse  hasta  la  conclusión  de 
la  causa  para  definitiva. 

3»  No  habiéndose  convenido  el  tiempo  en  que  debe  pagarse 
el  talaje  de  animales,  se  entiende  él  en  que  se  sacan  estos 
de  los  potreros. 

.4»  El  dueño  de  animales  puestos  á  invernar  al  cuidado  de 
sus  invernadores,  debe  imputarse  k  si  mismo  el  perjuicio  que 
sufran  aquellos,  por  la  mala  calidad  del  pasto. 

5«>  Mucho  mas  si  no  se  ha  convenido  espresamente  sobre  la 
calidad  del  talaje. 

6o  El  perjuicio  que  el  dueño  de  los  animales  sufra  por  la 
demora  en  la  entrega,  está  á  cargo  del  arrendador  del  pasto. 

7o  El  arrendador  de  pasto  no  responde  de  las  pérdidas  de 
animales,  si  el  arrendatario  tiene  invernador 154 

CAUSA    XXVII. 

Don  Lisandro  Latorre  y  C».  contra  D.  Augusto  Segovia,  so- 
bre interdicto  de  adquirir. 

Sumario. — ^En  los  interdictos  de  adquirir,  retener  y  reco- 
brar la  posesión,  no  se  puede  conceder  mas  que  una  audien- 
cia para  admitir   las  pruebas  j  oir  á  las  partes 159 

CAUSA  xxvm. 

Don  José  M.  Casal  con  D.  Antonio  Seguer  y  D.  Félix  Reini- 
baud,  sobre  rescisión  de  un  contrato. 

Sumario. — La  falta  de  personería  del  demandado,  no  es  una 
excepción  que  puede  oponerse  en  el  procedimiento  de  apremio.  161 

CAUSA    XXIX. 

Don  Gerónimo  Vacquié  contra  Don  Emiliano  Sánchez  y  D. 
Gerónimo  Lista^  sobre  cobro  de  pesos. 

Sumario, — No  mejorándose  el  recurso  en  el  término  legal, 
se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que  acu- 
se el  apelado ! 163 

CAUSA    XXX. 

La  Sociedad  de  Minas  y  Fundiciones  de  San  Juan  contra 
p.  Félix  S.  Klappenback,  sobre  ejecución  de  sentencia. 

Samario.^h^  Ordenada  por  sentencia  la  entrega  de  ur\es- 
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tablecimiento  de  minas,  «c  mercaderías  y  demás  objetos  que  se 
relacionan  con  él  de  fundición  y  minas,  y>  no  se  entiende  com- 
prendidas entre  ellas  las  mercaderías  cuya  relación  con  aquel 
no  se  haya  demostrado,  y  pueden  constituir  un  comercio  se- 
parado. 

2°  La  exposición  de  una  parte  sobre  lo  que  la  contraparte 
funda  sus  pretensiones,  tiene  que  ser  considerada  como  una 
confesión  judicial  de  aquella. 

3°  La  confesión  judicial  no  puede  dividirse,  aceptándose  en 
una  parte  y  rechazándose  en  otra. 

i^  Para  que  se  acepte  la  confesión  en  la  parte  favorable, 
es  necesario  demostrar  la  falsedad  de  la  parte  que  no  lo  es.. .  164 

CAUSA    XXXL 

La  Sociedad  de  Minas  y  Fundiciones  de  San  Juan  contra 
D.  Félix  S.  Klappenback,  sobre  ejecución  de  sentencia. 

Sumario. — i»  La  entrega  de  una  cosa  ordenada  por  senten- 
cia judicial,  y  practicada  en  la  forma  proscripta  por  el  Juez  de 
la  causa  es  válida. 

2^  El  justiprecio  de  la  misma  no  es  necesario^  y  su  falta 
no  invalida  la  entrega 168 


CAUSA    XXXIL 

Don  Antero  Barriga  contra  Doña  Josefa  Lemos  de  Gómez, 
sobre  avocamiento  de  causa. 

Sumario, — 1<»  El  juicio  radicado  en  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia, debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellos,  cualquiera  que  sea 
la  calidad  personal  de  las  partes. 

2o  Solo  queda  á  salvo  el  recurso  para  la  Suprema  Corte  en 
los  casos  espresados  por  el  art.  14- de  la  ley  soore  jurisdicción 
de  14  Setiembre  de  1863. 

3o  No  habiendo  juicio  radicado,  no  hay  materia  que  pue- 
da ser  avocada. 

4o  No  habiéndose  promovido  acción  alguna  determmada,  no 
hay  mérito  para  declarar  la  competencia  de  los  tribunales  fe- 
derales para  conocer  en  ella. 

5o  Un  juicio  no  promovido,  sustanciado  y  resuelto  en  la  for- 
ma prescripta  por  el  til.  6o,  de  la  ley  de  procedimientos,  no 
fmeoe  ser  reputado  como  una  cuestión  de  competencia  con 
os  Tril^unales  de  Provincia 171 
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CAUSA  xxxni. 

]>.  Brígida  Balcarce  de  Baumgart  contra  D.  Guillenno  Matti, 
sobre  rescisión  de  contrato  é  indemnización  de  perjuicios. 

Sumario. — 1^  La  mujer  casada,  mientras  subsiste  integro  el 
matrimonio,  sigue  en  todo  la  condición  del  marido. 

2o  Por  esto  no  puede  admitirse  diversidad  en  la  calidad  de 
sus  personas,  y  siendo  estrangero  el  marido,  debe  reputarse 
estrangera  la  mujer. 

3o  El  pleito  entre  dos  estrangeros  no  corresponde  á  la  Jus- 
ticia Nacional. 

4»  La  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  no  puede  ser 
prorrogada. 

5^  La  voluntad  de  las  partes  no  puede  conceder  á  los  pode- 
res públicos  de  la  Nación  mayores  facultades  que  las  que  la 
Constitución  les  ha  otorgado. 

6»  Los  Tribunales  Federales  deben  declarar  su  incompeten- 
cia de  oficio,  y  en  cualquier  estado  de  la  causa  en  que  aparezca. 

7^  Toda  actuación  obrada  ante  quien  carece  de  jurisdicción 
bastante  es  absolutamente  nula 177 

CAUSA    XXXIV. 

El  capitán  D.  Antonio  Mongiardino  contra  Otero  hnos.,  D. 
Luis  P.  Razetto  y  C^.  y  otros,  sobre  averías. 

Sumario. — i»  Los  peritos  arbilradores  designados  por  el  art. 
1496  para  reconocer  y  liquidar  las  averias  son  verdaderos  jue- 
ces facultados  para  decidir  como  tales  las  cuestiones  á  que  dé 
lugar  el  reconocimiento  y  liquidación  de  la  avería. 

2o  La  operación  que  practican  como  tales  peritos  arbitrado- 
res  es  un  verdadero  laudo,  sujeto  á  las  condiciones  requeridas 
por  la  ley,  para  su  validez. 

3o  Debe  por  consiguiente  contener  la  mención  espresa  de  las 
disposiciones  del  Código  que  se  aplican,  y  ser  signada  del  es- 
cribano público. 

4*  La  falta  de  estos  dos  requisitos  la  vicia  de  nulidad. 

5o  La  intención  manifestada  por  las  partes  de  oponerse  á  la 
ejecución  de  dicha  operación  con  los  medios  legales  pidiendo 
su  reforma,  debe  interpretarse  ostensivamente  al  de  nulidad, 
aunque  esta  no  se  haya  alegado  nominativamente. 

6o  Esta  interpretación  se  funda  en  lo  proscripto  por  la  ley  10, 
tít.  17,  lib.  4o.  R.  C.  que  es  supletoria  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, por  no  estar  en  oposición  con  ninguno  de  sus  artí- 
culos, y  ae  obligatoria  aplicación 180 
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CAUSA    XXXV. 


Don  Andrés  Alvarez  contra  Don  Guido  Bennati,  sobre  deser- 
ción del  recurso  de  apelación. 

Sttmarto.— El  arl.  217  de  la 'ley  de  procedimientos  impone 
el  deber  de  dar  por  desierto  el  recurso,  desde  que,  pasado  el 
término  legal  para  espresar  agravios,  se  acusa  rebeldía  por  el 
apelado. 

^^  El  recurso  decae  por  el  hecho  mismo  de  acusarse  la  re- 
beldía, aunque  se  presente  la  espresion  de  agravios,  antes  de 
que  sea  proveida  aquella 193 

CAUSA    XXXVI. 

Sobre  pase  á  un  Rescripto  del  General  de  la  Orden  de  San 
Francisco. 

Sumario.— í°  No  debe  permitirse  que  los  conventos  exis- 
tentes en  la  República  dependan  de  Superiores  situados  en 
país  estrangero. 

2o  Para  conceder  el  pase  á  un  rescripto  nombrando  al  que 
debe  presidir  al  capitulo  general  de  una  Orden,  debe  prescri- 
birse que  estén  representados  en  él  todos  los  conventos  exis- 
tentes en  la  República 195 

CAUSA    XXXVII. 

Don  Ig^nacio  Sarmiento  contra  Don  Pedro  Carafifa,  sobre  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.— í^  La  obligación  de  pagar  un  saldo  de  cuentas 
y  dinero  á  préstamo  por  medio  de  letras  de  «cambio,  es  una 
obligación  de  dar. 

2»  Ella,  en  caso  de  falta  de  cumplimiento,  es  rejida  por  el 
art.  225  del  Código  de  Comercio 197 

CAUSA    XXXVIIl. 

Don  Manuel  Ocampo  con  la  Administración  de  Rentas  del 
Rosario^  sobre  mercaderías  embargadas. 

Sumario. — 1«  El  art.  182  de  la  Ordenanza  de  aduana,  tiene 
por  objeto  definir  cuáles  son  las  mercaderías  que  deben  con- 
siderarse del  deudor, 

2^  Dicho  articulo  establece  una  presunción  de  derecho  al 
respecto,  para  verificar  el  embargo  de  que  trata  el  art.  180. 

3^  El  embargo  debe  hacerse  después  de  vencidos  los  tres 
dias  de  gracia,  con  arreglo  al  art.  179. 
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4^  No  existiendo  mercaderías  que  puedan  ser  embargadas 
debe  ocurrirse  á  los  Tribunales  á  perseguir  el  cobro  de  la 
deuda,  art.   187. 

5^  La  presunción  establecida  en  el  art.  182  se  refiere  á  las 
mercaderías  existentes  en  la  aduana  al  tiempo  de  vencer  los 
tres  dias  señalados  en  el  art.  179. 

6^  Sí  en  ese  tiempo  no  existen  mercaderías  en  la  aduana, 
el  cobro  debe  salir  de  la  jurisdicción  administrativa,  y  entrar 
en  la  judiciaria. 

7<>  La  administración  no  puede  reasumirla  para  embargar 
las  mercaderías  entradas  con  posterioridad. 

8o  Es  el  Juez  á  quien  se  debe  ocurrir,  quien  puede  orde- 
nar el  embargo  de  estas. 

9^  Las  presunciones,  cuando  pueden  perjudicar  á  un  tercero 
deben  limitarse  al  sentido  rigoroso  de  las  palabras  empleadas 
por  la  ley. 

10  El  embargo,  la  suspensión  del  despacho  y  el  recurso  á 
los  tribunales  ordinarios  sirven  {)ara  asegurar  el  percibo  de  la 
renta,  y  hacer  saber  al  comercio  el  estado  del  crédito  del 
comerciante  deudor  en  las  oficinas  fiscales. 

11.  El  retardo  y  reserva  de  la  administración  en  tomar  las 
añedidas  señaladas  por  los  artículos  de  la  ordenanza,  no  pue- 
de perjudicar  á  terceros,  que  por  esa  inacción  y  reserva  han 
podido  ser  inducidos  en  error,  y  creer  solvente  al  comerciante 
que  no  lo  estaba. 

12.  La  administración  debe  ser  leal,  franca  y  pública  en  sus 
actos. 

13.  Los  deudores  á  la  aduana  son  siempre  ciertos  y  nomina- 
tivamente conocidos  en  la  persona  de  los  introductores,  ex- 
portadores y  sus  garantes. 

14.  La  deuda  de  unos  no  puede  hacerse  efectiva  sobre  los 
bienes  de  otros. 

15.  Las  mercaderías  introducidas  por  el  deudor  á  la  aduana 
con  posterioridad  al  vencimiento  de  sus  letras,  pueden  ser 
embargadas  j  vendidas  por  orden  del  Juez  que  conoce  del  co- 
bro fiscal,   siendo  realmente  de  aquel 203 

CAUSA  XXXIX. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  Mendoza,  contra  el 
albacea  de  la  testamentaria  de  D.  Saturnino  Ferreira,  sobre 
ejecución  de  sentencia  por  apremio. 

Sumario.  — El  auto  intimando  el  pago  en  el  procedimiento 
de  apremio  no  es  apelable 218 
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CAUSA  XL. 

D.  Agustín  Ríos  contra  D.  Luís  Scribani,  sobre  pruebas. 

Sumario.  —  Solicitándose  el  ei^ámen  de  testigos  fuera  del 
municipio,  las  partes  pueden  asistir  á  él  y  hacer  preguntas 
verbales  á  los  testigos. 220 

CAUSA  XLI. 

D.  Julio  G.  Paulsen  con  el  Procurador  fiscal,  sobre  diploma 
de  abogado  nacional. 

Sumario. —  4«  La  ley  de  20  de  Junio  de  1855,  y  el  decreto 
de  15  de  Setiembre  de  4854,  aprobado  por  aquella,  fueron 
disposiciones  de  carácter  provisorio. 

2»  La  facultad  otorgada  en  el  art.  2^  de  dicha  ley  no  ha 
sido  reproducida  por  las  leyes  de  16  de  Octubre  de  1862  y 
U  de  Setiembre  de  1863. 

3^  Son  estas  las  leyes  que  han  dado  á  la  justicia  federal  la 
organización  que  hoy  tiene. 

A^  La  ley  de  26  de  Agosto  de  1863  determina  en  su  art. 
5%  cuáles  son  los  abogados  y  procuradores  que  son  admitidos 
como  tales  en  los  Juzgados  de  la  Nación 222 

CAUSA  XLH. 

Despaux  y  de  Andreis  contra  D.  José  G.  Botet,  por  cobro 
de  comisión  de  corretaje. 

Sumario. —  1°  Todo  derecho  de  corretaje  debe  ser  pagado 
proporcionalmente  por  ambos  contratantes,  no  mediando  esti- 
pulación en  contrario. 

2^  No  se  distingue  el  caso  en  que  las  partes  hayan  solici- 
tado ó  no  la  intervención  del  corredor. 

3o  La  comisión  que  por  tal  intervención  se  debe  al  corre- 
dor, concluido  el  negocio^  es,  no  existiendo  convenio  espe- 
cial, la  que  sea  de  práctica  en  casos  iguales. 

4^  La  comisión  usual  en  las  negociaciones  de  alfalfa,  durante 
la  guerra  con  el  Paraguay,  era  la  de  20  jjf  m/c.  por  tonelada, 
ó  el  1  p.  o/o  á  opción  del  corredor,  y  pagadera  por  mitad 
entre  comprador  y  vendedor. 

5o  La  de  ñetamentos  de  buques  con  destino  al  Paraguay 
era  la  de  5  p.  o/^  pagadera  por  el  fletante. 

6o  Cuando  la  parte  actora  incurre  en  exceso  de  petición, 
y  la  demandada  en  él  de  negativa^  no  puede  decirse  que  solo 
el  plus  petitionis  es  la  causa  del  litigio. 
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1°  En  ese  caso,  acordándose  por  la  sentencia  á  los  deman- 
dantes en  gran  parte  lo  que  han  pedido,  estos  han  tenido 
causa  para  litigar,  y  no  pueden  ser  condenados  en  costad, 
como   temerarios  litigantes 225 

CAUSA  XLIII. 

D.JApolinarío  Benitez  contra  D.  Roberto  Lange,  sobre  da- 
ños y  perjuicios. 

Sumario. —  1°  No  puede  decirse  que  «1  impresor  á  quien 
se  encargó  imprimir  billetes  de  banco  fué  negligente  en  evitar 
su  sustracción,  por  el  hecho  de  haber  esta  sucedido. 

2»  Aun  siendo  responsable  de  la  sustracción,  no  lo  es  de 
los  perjuicios,  cuya  indemnización  se  pide,  si  aquellos  no  han 
sido  causados  por  el  simple  hecho 'de  la  sustracción .236 

CAUSA  XLFV. 

D.  Pablo  Zorilla  contra  D.  Feliz  Calderón,  sobre  eviccion 
y  saneamiento. 

Sumario. —  I*'  Las  convenciones  hechas  en  los  contratos, 
forman  para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse. 

i^  Vendido  un  terreno  al  propietario  del  terreno  limítrofe 
con  la  cláusula  de  darse  por  terminada  la  diferencia  existente 
sobre  un  pedazo  de  terreno  entre  él  del  vendedor  y  él  del 
comprador,  este  no  puede  ex^ir  de  aquel  el  saneamiento  de 
la  parte  comprendida  en  la  venta  que  aparezca  pertenecer  al 
comprador,  si  resulta  que  sobre  esa  parte  de  terreno  existia 
una  cuestión  entre  los  dos. 

3o  No  probándose  la  existencia  de  otra  cuestión,  debe  de- 
cirse que  esa  era  la  especificada  en  el  contrato  de  compra- 
venta, por  el  cual  se  daba  por  concluida 245 

CAUSA  XLV. 

D.  Alejandro  Paz  contra  Lamas,  Regúnega  y  C«,  sobre  de- 
sembargo,  en  recurso  de  queja. 

Sumario,  —  i^El  auto  no  haciendo  lu^ar  á  un  desembargo 
pedido  durante  el  curso  de  la  causa,  no  infiere  gravamen  irre- 
parable por  la  definitiva. 

2^  Los  autos  interlocutorios  que  no  causan  gravamen  irre- 
parable por  la  definitiva,   no  son  apelables 255 

CAUSA  XLVL 

D.  Lisandro  Moyano  contra  B.  Javier  Molina,  sobre  delito  de 
falsa  denuncia. 
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Sumario, —  i°  La  Justicia  Nacional  es  incompetente  para  co- 
nocer del  delito  de  falsa  denuncia,  relativo  á  uiv  crimen  or- 
dinario cometido    en  territorio  provincial. 

2<)  Son  nulos  en  consecnencia  los  autos  que  se  dicten  al 
respecto  por  un  Juez  de   Sección. 

3°  La  aparición  ante  un  Juzgado  Federal  de  un  proceso 
levantado  por  la  autoridad  provincial ;  sin  constar  de  que  ma- 
nera ha  pasado  de  una  á  otra  jurisdicción  es  una  irregularidad 
notable 258 

CAUSA   XLVII. 

D.  *  Adolfo  Roger  contra  D.  Pablo  Pruneda,  sobre  daños  y 
perjuicios. 

Sumario.  —  Los  Jueces  Nacionales  no  ejercen  jurisdicción 
sobre  los  empleados  de  Provincia,  para  mandar  que  estos 
otorguen  testimonio  de  actos  pasados  ante  las  Tribunales  Pro- 
vinciales      266 

CAUSA  XLVIII. 

D.  Manuel  Condom  (hijo)  contra  D.  Manuel  Medina  sobre  sus- 
pensión de  un  juicio  ejecutivo  fá  causa  de  moratorias. 

Sumario, —  La  oposición  á  la  orden  de  suspensión  de  los 
juicios  ejecutivos,  dictada  por  el  Juzgado  de  Comercio,  en  vir- 
tud de  un  juicio  de  moratorias,  es  un  incidente  de  este  y 
debe  ventilarse  ante  el  juez  de  las  mismas ■..  268 

CAUSA  XLIX. 

D.  Mariano  Cabal  contra  D.  Guillermo  Matti,  sobre  reivindi- 
cación y  daños  y  perjuicios. 

a 

Sumario.  — 1<>  La  parte  á  quien  se  ha  conferido  un  tras- 
lado, y  se  le  acusa  rebeldía,  no  decae  de  su  derecho  sino 
después  de  pasadas  las  :2i  horas  que  se  acuerdan  para  con- 
testarla. 

2»  No  puede  acusarse  rebeldía  á  la  parte,  que,  antes  de 
contestar,  ha  deferido  posiciones  admitidas  por  el  juzgado, 
mientras  estas  no  sean   absueltas 270 

CAUSA  L. 

D.  Lorenzo  Jordana  contra  D.  Manuel  Medina,  sobre  suspen- 
sión de  un  juicio  ordinario  h,  causa  de  moratorias. 

Sumario. — l**El  curso  de  las  causas  pendientes  ó  que  de 
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nuevo  se  iniciaren,  solo  se  suspende,  por  efecto  de  la  mora- 
toria, en  cuanto  á  la  ejecución. 

i^»  El  juicio  de  moratorias  no  atrae  las  causas  iniciadas 
contra  el  deudor,  mientras  no  esté  terminado  el  procedimiento 
ordinario  y  se  trate  de  ejecutar  la  'sentencia 273 

CAUSA  LL 

D.  Manuel  Cruz  Videla  contra  D.  Ursulo  Funes,  sobre  cum- 
plimiento de  contrato. 

Sumario, — Él  que  alterna  su  residencia  en  dos  provincias, 
y  en  una  de  ellas  tiene  propiedades  raices,  debe  considerarse 
vecino  de   esta. , 276 

CAUSA  LII. 

El  capitán  Blom  de  la  barca  rusa  cSennatin»  contra  Deetjen 
y  C",  sobre  estadías  y  multa. 

Sumario.  —  i^  La  presentación  del  conocimiento  es  necesaria 
en  las  demandas  que  versan  sobre  cláusulas  del  mismo. 

2<>  Lo  es  también  cuando  se  trata  de  exigir  al  fletador  el 
cumplimiento  de  obligaciones  especiales  contenidas  en  la  póliza. 

3»  En  ese  caso  el  conocimiento  debe  tener  la  cláusula  se- 
gún la  póliza  de  fletamento. 

^^  No  es  necesario  acompañarlo  á  las  demandas  sobre  es- 
tadías convenidas  en  la  póliza  de  fletamento. 

5»  En  ese  caso  basta  acompañar  esta  última 279 

CAUSA  Lin. 

Contienda  de  competencia  entre  el  limo.  Sr.  Obispo  de  San 
Juan  de  Cuyo,  y  el  Juez  de  Sección  de  San  Juan,  en  la  causa 
contra  el  Provisor  del  Obispado  Dr,  D.  Braulio  Laspiur,  por 
defraudación  de  rentas  físcaies. 

Sumario.  -  \^  Las  rentas  físcales  no  pueden  ser  invertidas 
sino  con  arreglo  á  la  ley  ó  presupuesto  de  gastos  nacionales. 

2<>  La  ley  del  presupuesto  determina  la  inversión  que  debe 
darse  á  los  fondos  votados  para  el  sostenimiento  del  culto. 

3»  Por  el  hecho  de  entregarse  al  habilitado  de  la  respectiva 
Iglesia  para  que  tengan  la  aplicación  señalada,  no  se  cambia 
la  naturaleza  de  esos  bienes. 

4o  El  habilitado  procede  en  eso  como  agente  del  P.  E.  N. 
ú  quien  compele  la    inversión,  y    quien    podría  hacerlo   por 

T.  I.  35 
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medio  de  empleados  directamente  nombrados  y  dependientes 

b^  La  imputación  de  que  dichos  fondos  hayan  sido  defrau- 
dados, constituye  la  de  un  delito  sonKriido  para  su  juzgamiento 
á  los  Tribunales  federales.,..  • , ....  282 

CAUSA  LIV. 

Lamas,  Regúnega  y  Cs  contra  D.  Alejandro  Paz,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 

Stimarto.  —  El  auto  de  solvendo  en  el  juicio  ejecutivo  no 
es  apelable 292 

CAUSA   LV. 

Bustos  y  C^  contra  D.  Juan  Antonio  Pando,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  En  los  casos  idénticos  deben  declararse  idénticas 
resoluciones 294 

CAUSA  LVL 

D.  Clodomiro  Moyano  contra  D.  Juan  Antonio  Pando,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario, — En  casos  idénticos  deben  dictarse  idénticas  re- 
soluciones   298 

CAUSA  LVIL 

Los  herederos  de  D.  José.B.  Molina  contra  D.  Dionisio  Vá- 
rela,  sobre  recurso  de  rescisión. 

Sumario.  —  i^  El  contumaz  declarado  puede  interponer  el 
recurso  de  rescisión. 

2^  Este  recurso  no  puede  ser  otro  que  el  designado  con 
el  nombre  de  recurso  de  nulidad.' 

3<>  De  toda  petición  ó  escrito  de  que  haya  de  darse  traslado, 
asi  como  de  los  documentos  con  que  se  mstruya  debe  acom- 

f cañarse  una  copia  en  papel  simple,  firmada,  por  la  parte  que 
o  haya  presentado. 

A^  Esa  copia  debe  ser  entregada  al  demandado,  al  notifi- 
cársele el  traslado  de  la  demanda. 

5»  Este  requisito  es  esencial  paca  la  validez  del  emplaza- 
miento. 

6®  Toda  notificación  hecha  en  contravención  á  lo  proscripto 
en  la  ley,  anula  los  procedimientos  subsiguientes. 


I 
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7®  La  notilicacion  del  emplazamiento,  sin  entregar  la  copia 
de  la  demanda  y  documentos  con  que  se  instruye,  contraviene 
á  lo  prescriplo  en  el  art.   59  de  la  ley  de  procedimientos. 

8o  El  demandado  no  debe  ser  declarado  incurso  en  rebel- 
día, cuando  ha  sido  nula  la  cédula  de  emplazamiento. 

9®  En  ese  caso  debe  ser  emplazado  nuevamente  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  i  87  de  dicha  ley. 

10  Mucho  mas  si  el  juez  emplazante  advierte  la  omisión, 
por  haberla  hecho  valer,  aunque  en  forma  irregular,  al  em- 
plazado  • 301 

CAUSA  LVIII. 

D.  José  Iturraspe  contra  D.  José  Freiré,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario,  —  l^El  encargado  del  cobro  de  un  crédito,  sien- 
do de  su  cuenta  todos  los  gastos  de  las  diligencias  necesa- 
rias, debe  abonar  aquellos  y  practicar  estás  hasta  su  termi- 
nación. 

i^  No  cumpliendo  con  estas  obligaciones,  la  revocación  del 
convenio  por  el  cual  se  prometió  al  encargado  la  mitad  de  lo 
que  se  cobrase,  es  imputable  á  éste,  y  no  le  dá  derecho 
para  percibir  la    compensación  convenida 311 

CAUSA    LIX, 

El  Banco  Italiano  contra  la  Empresa  del  alumbrado  á  Gas 
de  la  ciudad  del  Rosario,  por  cobro  de  peKos. 

Sumario.  —  No  mejorándose  el  recurso  en  tiempo,  á  la  pri- 
mera rebeldía  se  declara  desierta  la   apelación 31 1 

CAUSA  LX. 

D.  Alejandro  Paz  contra  Rezia  y  Sala,  sobre  desembargo  de 
dinero. 

Sumario. --í^  Los  suministros  hechos  á  un  buque  tienen 
privilegio  sobre  este  y  sus  productos. 

2»  La  propiedad  de  un  buque  no  puede  transferirse  sino 
con  todas  las  cargas,  y  quedando  á  salvo  los  derechos  y  pri- 
vilegios de  los  acreedores  del  buque. 

3«  El  embargo  decretado  de  arrendamiento  de  un  buque 
con  el  objeto  de  garantir  las  resultas  del  juicio  promovido 
por  los  acreedores  del  buque,  y  cuyo  importe  debe  ser  apli- 
cado, concluido  que  sea  el  juicio,  á  los  que  prueben  mayor 
derecho,  no  infiere  perjuicio  al  que  cree  tenerlo 317 
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CAUSA   LXI. 

D.  Gregorio  Zapata  con  el  Presbilero  D.  José  Olmos,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  No  se  considera  probado  el  becho,  sobre  cuya 
verdad  deponen  testigos   meramente  auriculares 320 

CAUSA  LXII. 

El  Procurador  General  contra  D.  Diego  Bruce,  por  injurias 
inferidas  á  jan  Cónsul  en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
sobre  competeneia. 

Sumario,  — 1<>  El  conocimiento  de  la  causa  en  que  versan 
los  privilegios  y  exenciones  de  los  Cónsules  y  Yice-Cónsules 
en  su  carácter  público,  corresponde  orijinariamentc  á  la  Su- 
prema Corte. 

2<>  Las  injurias  inferidas  á  un  Cónsul  en  la  oficina  del 
Consulado  con  motivo  del  desempeño  de  sus  funciones  oficiales, 
afectan  la  libertad  y  seguridad,  sin  las  que  no  puede  desem- 
peñar bien  su  mandato. 

3<>  Esas  injurias  comprometen  las  prerogativas  de  su  carác- 
ter público^  y  determinan  el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  que 
compete  á   la   Corte  Suprema 32>i 

CAUSA  LXIII. 

D.  Rudecindo  Villanueva  contra  D.  Juan  Antonio  Pando  y 
D.  Fabián  Correa,  sobre  tercería  de  oposición. 

Sumario,  — i^  La  tercería  de  oposición  en  el  juicio  ejecu- 
tivo debe  sustanciarse  en  juicio  ordmario,  por  cuerda  separada, 
con  el  ejecutante  y  el  ejecutado. 

2<>  En  el  juicio  ordinario,  después  de  contestada  la  deman- 
da, si  no  se  hubiese  recibido  á  prueba  la  causa,  debe  el 
Escribano  poner  el  espediente  al  despacho,  y  el  Juez  llamar 
atUos  para  sentencia. 

3o  El  llamamiento  de  autos  es  una  formalidad  esencial. 

4o  Las  partes  tienen  el  derecho  de  pedir  se  señale  día  para 
informar  %n  voce, 

5o  El  título  para  fundar  una  tercería  es  la  causa  legal  en 

3ue  se  funda  el  derecho,  y  puede  existir  auntcareciéndose  de 
ocumento  probatorio. 

6o  El  puede  justificarse  con  los  otros  medios  de  prueba  ad- 
mitidas en  derecho. 

1"  Habiendo  hechos  alegados  por  el  demandante,  y  no  con- 
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sentidos  por  el  demandado,  si  el  Juez  no  considera  necesario 
recibirlos  á  prueba,  debe  espresar  en  la  sentencia  ios  l'unda- 
mentos  de  aerecho  que  motivan  su  resolución  sobre  lo  prin- 
cipal. 

8<>  Las  omisiones  y  procedimientos  irregulares  del  Juez, 
no  deben  gravar  á  los  litigantes  con  costas  indebidas,  y  estas 
deben  ser  á  cargas  de    aquel 328 

« 

CAUSA  LXIV. 

D.  Marcelino  Gacitua  contra  D.  Luis  Thiriot,  por  cobro  de 
pesos.  ' 

Sumario. — No  mejorándose  en  tiempo  el  recurso  de  apela- 
ción, á  la  primera  rebeldía,  se  declara  desierto. 333 

CAUSA  LXY. 

Criminal,  contra  Bernabé  Gonzales,  por  homicidio. 

Sumario,  —  i^  El  homicidio  simple  cometido  en  estado  de 
embriaguez  y  en  pelea,  habiendo  habido  provocación  de  una 
y  otra  pant^,  es  penado  con  cinco  años  de  trabajos  forzados. 

SS^  La  demora  no  justiGcada  de  la  definición  de  un  proceso 
criminal,  dá  lugar  á  c^ue  pueda  descontarse  de  la  pena  infli- 
gida, el  tiempo  de  prisión  sufrida  por  el  condenado  durante 
dicha  demora. 

3»  Las  causas  criminales  deben  ser  sentenciadas  dentro  de 
diez  dias,  después  de  llamados  los  autos  y  de  terminada  la 
audiencia  subsiguiente 334 

CAUSA   LXVL 

Criminal,  contra  Tristan  Brocate,  por  hurto  á  bordo  del 
pailebot  «Arrogante  Emilia.» 

Sumario.  —  1^  Para  imponer  pena  en  las  causas  criminales, 
es  necesario  que  exista  una  prueba  clarísima  acerca  de  la  per- 
petración del  delito,  y  de  la  persona  del  delincuente. 

2<>  La  declaración  del  interesado  en  el  hurto,  no  ratificada 
en  el  plenario  no  tiene  valor  alguno. 

3»  Este  indicio  y  otras  presunciones  del  mismo  género,  no 
pueden  justificar  la  imposición  de  pena  contra  el  procesado. 

A^  Todo  hombre  se  i^eputa  bueno,  mientras  no  se  prueba  lo 
contrario 338 
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CAUSA   LXYII. 


D.  José  Quartino  contra  D.  Casimiro  Ferrer,  por  cobro  de 
fletes  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Sumarió.  —  i^  El  capitán  de  un  buque,  obligado  por  el  co- 
nocimiento á  entregar  la  carga  en  el  puerto  de  su  destino, 
cumple  el  contrato  entregando  la  carga  en  dicho  puerto. 

2»  Por  consiguiente  tiene  derecho  á  exijir  el  pago  del  flete, 
no  oponiéndose  excepción  legítima. 

S**  Para  que  la  excepción  de  no  haber  hecho  el  capitán 
escala  en  un  puerto  intermedio,  y  entregado  allí  parte  de  la 
carga,  se  tenga  en  consideración,  para  responsabihzar  á  aquel  . 
de  los  daños  y  perjuicios  procedentes  de  esta  falta  al  contrato, 
es  necesario  probar  la  perdida  ó  la  privación  del  lucro  que 
por  consecuencia  inmediata  y  directa  de  dicha  falta,  haya 
efectivamente  sufrido  el  fletador. 

4®  No  dándose  esta  prueba,  y  existiendo  además  presun- 
ciones contrarias,  la  excepción  opuesta  no  puede  desvirtuar  la 
acción  del  fletante  para  el  pago  del  flete : 342 

CAUSA  LXVIII. 

D.  Macario  Nazarri  contra  D.  Antonio  Caballero  y  Hnos., 
sobre  desembargo  de  una  tropa  de  carretas,  é  indemnización 
de  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  i^  Acreditado  por  un  tercero  el  dominio  sobre 
una  tropa  de  carretas,  embargada  para  asegurar  el  pago  de  la 
deuda  de  otro,  debe  ordenarse  el  desembargo. 

2«  Si  el  embargo  ha  sido  solicilado  y  obtenido  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  quien  lo  pidió,  este  se  hace  responsable  de 
los  daños  y  perjuicios  que  de  dicho  embargo  se  le  hayan 
seguido  al  dueño 350 

CAUSA   LXIX. 

D.  José  Chavarri  contra  D.  Cesar  Palacio,  recurso  de  queja 
contra  el  Juez  Nacional  de  Mendoza,  sobre  íianza  de  arraigo. 

Sumario.  —  \°  La  fianza  de  arraigo  de  que  trata  el  art.  74 
de  la  ley  de  procediuiieiilos^  se  refiere  al  demaiidanle  estran- 
jero  no  domiciliado  en  la  República,  y  no  al  no  ilomicilíado 
en  la  Provincia  en  cuyo  Juzgado  Seccional  instaure  su  de- 
manda. 

2»  A  no  ser  así,  se  violaría  el  art.  20  de  la  Constitución  ! 

por  el  cual  los  estrangeros  gozan  en  el  territorio  de  la  Nación  ' 

de  todos  los  derechos  civiles  del  ciudadano. 


DE  JUSTICIA    NACIONAL.  519 

3^^  El  Ciudadano  vecino  de  una  provincia  demandando  á  un 
ciudadano  vecino  de  otra  no  está  obligado  á  dar  la  fianza  de 
arraigo  prescripta  por  el  citado  articulo  74 354 

CAUSA  LXX. 

D.  José  Siches  contra  el  propietario  del  vapor  «:  Comercio 
del  Rosario  »   por  cobro  ejecutivo  de  pesos,  y  embargo. 

Sumario,  —  i^  Una  cuenta  por  suministros  de  carbón  á  un 
vapor^  reconocida  por  quien  se  dice  agente  ^  autorizado  á 
tomar  carbón,  pero  no  reconocido  por  el  armador  quien  niega 
además  la  autorización  del  agente,  no  dá  lugar  á  acción  eje- 
cutiva para  el  cobro  de  su  importe. 

^'^  No  estando  acreditada  la  deuda  de  un  buque,  no  puede 
embargarse  este 358 

CAUSA  LXXI. 

El  Procurador  Fiscal  contra  D.  Baltasar  Moreno,  por  una 
publicación  hecha  contra  el  Juez  Nacional  de  Buenos  Aires. 

Sumario,  —  Los  Tribunales  Federales  no  son  competentes 
para  conocer  en  los  delitos   de  imprenta 361 

CAUSA  LXXII. 

D.  Julio  Joñas  contra  la  viuda  de  D.  José  M.  Casal,  sobre 
sobre  regulación  de  honorarios. 

Sumario. —  El  decreto  ordenando  la  regulación  de  honorarios 
no    es  apelable 364 

CAUSA  LXXIII. 

D.  Francisco  Elias  con  D»  Damián  Cuyas,  sobre  cobro  de 
pesos  y  devolución  de  Fondos  Públicos.— Recurso  de  queja. 

Sumario. —  i^  Es  obligación  de  los  jueces  proveer  las  peti- 
ciones que  hagan  los  litigantes^  según  el  mérito  legal  que 
contuvieren. 

2«  No  basta  para  que  las  dejen  de  tomar  en  consideración 
y  las  manden  devolver,  la  circunstancia  de  que  sean  presentadas 
sin  que  haya   traslado  conferido 366 

CAUSA   LXXIV. 

D.  Francisco  Augusto  y  D.  Domingo  Scuba,  contra  el  Ca- 
pitán del  Puerto  de  Corrientes. 

Sumario. — En  las  causas  de  menor  cuantía,  la  Suprema 
Corte  no  puede  conocer  por  recurso  de  apelación 369 
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CAUSA  LXXV. 

Ferrando  Hnos.  contra  D.  José  Canaveris,  por  demolición  de 
una  obra;  sobre  competencia. 

Sumario, — En  las  causas  civiles  en  que  un  estran^ero  de- 
manda á  un  ciudadano  ante  los  Tribunales  de  Provincia,  se 
entiende  que  la  jurisdicción  ha  sido  prorogada.  y  su  conoci- 
miento corresponde  á  estos 373 

CAUSA    LXXVI. 

Competencia  entre  el  Juzgado  Nacional  de  la  Sección  de  San 
Juan,  y  él  de  la  Sección  de  Tucuman,  sobre  imposición  de 
multa  por  estravio  de  correspondencia. 

Sumario,  —  1*»'  El  fuero  de  las  causas  civiles  se  determina 
por  el  lugar  del  contrato  ó  por  el  domicilio  de  los  deman- 
dados. 

2<>  La  Suprema  Corte  no  puede  proveer  sobre  lo  que  no 
ha  venido  por  apelación  k  su  conocimiento  en  los  casos  en 
que  no  tiene  la  jurisdicción  originaria. 375 

CAUSA  LXXVII. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  San  Juan  contra 
el  Prior  del  Convento  de  Santqi  Domingo,  por  el  precio  de 
una  finca  de  dicho  convento ;— sobre  inconstitucionalidad  de 
una  ley. 

Sumario.  —  1®  Puesta  en  cuestión  una  ley  de  provincia  bajo 
la  pretensión  de  ser  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  y 
pronunciada  la  sentencia  final  de 'los  tribunales  provinciales  en 
iavor  de  la  validez  de  la  ley,  corresponde  á  la  Suprema  Curte 
el  recurso  de  apelación  de  dicha  sentencia. 

2o  Los  Poderes  de  Provincia  no  pueden  ejercer  facultad 
alguna  de  las  que  han  sido  delegadas  á  los  Poderes  Públicos 
de  la  Nación,  ni  de  aquellos,  cuyo  ejercicio  por  los  Poderes 
Provinciales  obstraria  ó  haría  ineficaz  él  de  los  que  corres- 
ponden á  los  Poderes  Naciopales. 

3^  Todas  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado  están 
bajo  el  imperio  y  jurisdicción  de  los  Poderes  Nacionales. 

4"  Los  Poderes  Provinciales  no  pueden  legislar,  ni  ejercer 
actos  de  jurisdicción,  de  manera  que  se  alteien  ó  modifiquen 
las  relaciones  ya  existentes  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  ó  que 
se  cree  otras  nuevas. 

5"^  Corresponde  exclusivamente  al  Congreso  admitir  en  el 
territorio  de  la  Nación  otras  órdenes  religiosas,  á  mas  de  las 
existentes. 
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6®  Si  los  Poderes  Provinciales  tuvieran  la  factfllad  de  su- 
primir las  órdenes  religiosas  existentes,  podrían  suprimir  tam- 
Sien  las  nuevamente  admitidas  por  el  Congreso. 

7^  Esto  haria  ineficaz  la  citada  atribución  del  Congreso. 

8<>  La  ley  de  la  Provincia  de  San  Juan  de  16  de  Agosto  de 
1870,  es  iticompatiUe  con  dicha  atribución  del  Congreso,  y 
repugnante  á  la  Constitución  general 380 

CAUSA   LXXVffl. 

JD.  Benigno  Palacios  contra  D.  Ramón  Anzoátegui,  sobre 
daños  y  perjuicios. 

Sumario, —  i"*  La  senteneia  debe  ser  conforme  á  la  acción 
deducida  en  juicio. 

1^  Interpuesta  acción  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
provenientes  de  un  pleito  temerario,  los  que  provengan  de 
otra  causa,   no  deben  tenerse  en  cuenta  en  la  sentencia....  390 

CAUSA  LXXIX. 

D.  Nicolás  Hederra  contra  D.  Matías  Godoy,  por  fijación  de 
limites;  sobre  competencia. 

Sumario. — En  las  causas  civiles  entre  un  eslrangero  y  un 
ciudadano,^  se  entiende  prorogada  la  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales de  "Provincia,  si  el  estrangero  ha  interpuesto  ante  ellos 
su  demauda 394 

CAUSA   LXXX. 

Criminal^  contra  Godofredo  Halm,  por  complicidad  en  la 
sustracción  de  un  cajón  de  electos  en  la  Aduana. 

Sumario,  —  i®  El  hecho  de  haber  recibido  un  cajón  de 
efectos  sustraído  por  otro  de  los  almacenes  de  aduana,  y  de 
haberse  negado  á  devolverlo,  importan  la  ratificación  y  com- 
plicidad en  la  sustracción. 

i°  No  es  escusa  legitima  la  de  haber  tenido  poder  de  la 
casa  que  remitió  los  electos  para  tomarlos,  porque  aun  pro- 
bándose la  existencia  del  poder,  y  que  los  efectos  pertenecian 
á  la  citada  casa,  el  apoderado  no  podia  tomarlos  sin  consen* 
timiento  de  los  antiguos  consignatarios,  ó  sin  mandato  de 
juez  competente. 

3^  La  pena  que  se  impone  al  cómplice  debe  ser  menor  que 
la  que  se  impone  al  autor  de  un  delito. 

4»  En  el  presente  caso  el  cómplice  en  la  sustracción  debe 
sufrir  la  pena  de  800  pesos  fuertes  de  multa,  debiendo  res- 
tituir la  cosa  sustraida '. . . .  396 
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CAUSA  LXXXI. 

D.  Laureano  Pizarro  contra  la  Empresa  '  del  Ferro-Carril 
Central  Argentino,  sobre  daños  y  perjuicios. 

Sumario.— El  recurso  no  mejorado  en  tiempo  se  declara 
desierto,  acusándose  rebeldía  por  el  apelado 406 

CAUSA  LXXXII. 

D.  José  M.  Bombal  contra  D.  Mauricio  Pennano,  por  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios ;  sobre  incompetencia. 

Sumario. — La  acción  por  daños  y  perjuicios  procedentes 
de  una  providencia  pronunciada  por  tribunal  competente,  es 
un  incidente  del  juicio  en  que  se  dictó  dicha  providencia,  y 
debe  ser  juzgada  por  el  juez  que  entendió  en  aquel 408 

CAUSA  Lxxxm. 

D.  Marcos  Aparicio  contra  D.  Pedro  Milego,  por  desalojo; 
sobre  competencia. 

Sumario.  —  1**  El  juicio  radicado  ante  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia, debe  concluirse  ante  los  mismos,  aunque  sea  entre  un 
ciudadano  y  un  estrani^ero. 

2»  Una  declaratoria  de  la  Justicia  Provincial  no  puede  dar 
jurisdicción  á  la  Justicia  Nacional  en  los  casos  en  que  esta 
no  la  tiene  por  la  ley 413 

CAUSA    LXXXI V. 

Criminal  contra  Enrique  Sivori  y  Estevan  Balmareche  por 
enganche  de  hombres  al  servicio  de  los  revolucionarios  en  el 
Estado  Oriental. 

Sumario. — 1°  La  muerte  del  acusado  estingue  la  acción  cri- 
minal. 

^2^  El  levantamiento  de  tropas  en  el  territorio  argentino,  sin 
el  permiso  del  gobierno,  es  una  violación  de  una  de  las  mas 
importantes  prerogativas  de  la  soberanía  nacional. 

3«  Es  además  un  delito  previsto  y  penado  por  el  art.  7  de 
la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  si  se  hace  aquel  contra 
un  gobierno  amigo. 

4»  No  siendo  consumado  el  delito,  la  pena  á  imponerse  al 
procesado  por  él,  es  de  un  año  de  trabajos 417 

CAUSA   LXXXV. 

Sievers*  y  Meyer  contra  Woodgate  Hnos.  por  cobro  de  pesos. 
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Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  por  el  apelante  en  el 
término  legal,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado 422 

CAUSA    LXXXVI. 

D.  José  M.  Bombal  contra  D.  Mauricio  Pennano  sobre  remi- 
sión de  autos. 

Sumario, — La  remisión  de  los  autos  en  los  casos  proscrip- 
tos por  los  artículos  211  y  225  de  la  Ley  de  Procedimientos 
debe  ser  hecha  por  los  mismos  Jueces  de  Sección,  con  oficio 
dirigido  al  Secretario  de  la  Suprema  Corte 424 

CAUSA    LXXXVIL 

Don  José  CaíTarena  contra  el  Banco  Argentino  del  Rosario 
de  Santa  Fé,  por  conversión  de  billetes. 

Sumario.-  i^  La  facultad  de  fijar  el  valor  relativo  de  las 
monedas  estrangeras  que  hayan  de  tener  curso  legal  en  la  Re- 
pública, es  atribución  esclusiva  del  Congreso. 

2o  Esta  facultad  únicamente  lo  es,  cuando  se  trata  de  admitir 
en  la  circulación  la  moneda  estrangera  con  el  carácter  de  mo- 
neda legal  para  los  pagos,  y  no  cuando  se  trata  de  esciuir  6 
de  limitar  en  la  circulación  una  moneda  estrangera  que  solo 
reviste  el  carácter  de  moneda  tolerada. 

3^  La  moneda  de  plata  boliviana  no  está  incluida  en  las  que, 
como  de  curso  legal  y  de  aceptación  obligatoria  en  los  pagos, 
enumeró  el  Congreso  en  la  ley  de  Octubre  de  1863. 

4®  La  ley  de  Santa  Fé  de  30  de  Julio  de  1868,  tiene  por  ob- 
jeto, ya  que  no  esciuir  de  una  manera  total,  á  lo  menos  limi- 
tar la  circulación  de  la  moneda  de  plata  boliviana. 

5«í  Esta  ley  no  es  invasora  á  la  atribución  del  Congreso,  sino 
cooperadora  de  la  ejecución  que  debe  darse  á  sus  sanciones, 
y  no  resulta,  por  tanto,  repugnante  á  la  Constitución  Nacional. 

&^  En  la  Constitución  Nacional  no  se  encuentra  disposición 
alguna,  como  la  que  contiene  la  de  los  Estados  Unidos  de 
Norte  América,  prohibiendo  espresamente  á  los  Estados  dictar 
leyes  retroactivas  ex  post  factOy  ni  leyes  que  alteren  las  obliga- 
ciones nacidas  de  los  contratos. 

7^  La  observancia  de  esas  reglas  de  legislación  universal,  ha 
quedado  confiada  á  la  discreta  sensatez  de  las  Legislaturas  Pro- 
vinciales, si  en  las  respectivas  Constituciones  de  Provincia  no 
les  han  sido  impuestas  como  una  limitación  de  su  poder. 

8o  La  ley  de  Santa  Fé  de  30  de  Julio  de  1868,  no  es  repug- 
nante á  la  Constitución  Provincial 
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9^  Está  en  la  esencia  del  orden  constitucional,  ([ue  los  tribu- 
nales tengan,  no  solo  la  facultad,  sino  la  obligación,  de  ante- 
poner en  sus  resoluciones,  los  preceptos  de  la  Constitución 
nacional,  en  todo  caso,  y  los  de  las  respectivas  Constituciones 
de  Provincia  en  los  que  corresponda,  á  los  preceptos  de  las 
leves  ordinarias. 

10.  El  principio  contenido  en  el  número  anterior  no  es  apli- 
cable cuando  los  actos  legislativos  son  solo  contrarios  á  las 
reglas  de  legislación  común. 

11.  Ninguna  persona  puede  tener  derechos  irrevocablemente 
adquiridos   contra  una  ley  de  orden  público. 

12.  Son  leyes  de  orden  público  las  que  reglan  la  circulación 
monetaria  y  la  emisión  de  los    bancos. 

13.  Si  por  una  parte  carecen  las  Legislaturas  de  poder  y  de 
acción  sobre  los  hechos  pasados,  carecen  igualmente  de  facul- 
tad para  enagenar  el  porvenir  por  una  concesión  gratuita. 

14.  La  regla  que  niega  fuerza  retroactiva  á  las  leyes,  no  es- 
tando escrita  en  la  Constitución  sino  en  los  Códigos  comunes, 
es  una  advertencia  hecha  á  los  jueces  para  la  interpretación  y 
aplicación  de  las  leyes,  y  no  una  limitación  al  poder  de  las 
Legislaturas,  ni   una  causa  de  nulidad  para  sus  disposiciones,  427 

CAUSA    LXXXVIIL 

Criminal.,  contra  Ajitonio  Guerci,  por  falsificación  de  moneda 
de  curso  legal. 

Sumario, — í^  El  delito  de  cercenamiento  de  moneda  se  co- 
mete disminuyendo  su  peso,  sin  alterar  la  calidad  de  su  metal, 
ni   el  cuño. 

2"*  El  delito  de  fabricación  de  falsa  moneda  se  comete  imi- 
tando la  moneda  de  ley,  ya  por  una  acuñación  hecha  con  me- 
tal de  calidad  inferior,  ya  por  el  coloramiento  de  monedas  le- 
gitimas para  hacerlas  circular  por  mayor  precio  del  que  real- 
mente tienen. 

3"  La  alteración  del  cuño  de  monedas  legítimas  de  plata,  y 
su  coloramiento  para  hacerlas  circular  como  monedas  de  oro 
por  un  valor  mucho  mayor,  es  delito  de  fabricación  de  falsa 
moneda. 

i^  La  mas  ó  menos  habilidad  en  ejecutar  la  operación  frau- 
dulenta, no  cambia  la  naturaleza  intrínseca  del  hecho,  ni  ate- 
núa la  criminalidad  del  autor. 

S^'  Para  la  imposición  de  la  pena  debe  tomarse  en  cuenta  la 
magnitud  del  daño  que  consta  haberse  ocasionado 440 
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CAUSA    LXXXIX. 


Don  Miguel  Ramnyon  contra  los  marineros  de  la  Zumaca  R. 
C.  y  su  ¿apilan  D.  Emilio  Abalo,  sobre  tercería  de  oposición 
á  un  embargo. 

Sumario. —  í^  Los  marineros  tienen  ])riv¡legio  en  el  buque  y 
fletes  para  el  pago  de  los  sueldos  vencidos  en  el  último  viaje. 

2<>  Estos  sueldos  son  preferidos  al  paí^o  de  las  provisiones 
suministradas  en  el  mismo  viaje 447 

CAUSA    XC. 

Antonio  López   y  C«.   contra  Matti  y  Piera,  sobre  averias. 

SMmarto.—Solo  los  capitanes,  y  por  estos  los  dueños  de  los 
buques,  son  responsables  del  daño  causado  á  la  carga  por  he- 
cho del  capitán  ó  de  la  tripulación ■. 451 

CAUSA    XCL 

Don  Guillermo  Mattf  contra  Don  Mariam»  Cabal  ^  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos;  recurso  de  queja. 

Sumario. — De  las  sentencias  dictadas  en  rebeldía  no  se  con- 
cede recurso  de  apelación • 455 

CAUSA  xcn. 

Doña  Manuela  de  Barríonuevo  por  sus  hijos  menores,  contra 
Don  Gervasio  del  Mármol,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. — i®  Un  convenio  hecho  entre  un  fallido  y  sus 
acreedores  por  el  que  se  le  entregan  todas  las  existencias, 
créditos  y  acciones  del  concurso  para  que  practique  su  liqui- 
dación, satisfaga  los  gastos  y  distribuya  el  saldo  entre  ellos^ 
es  un  concordato. 

2^  Aunque  á  la  celebración  de  un  concordato  falten  algunos 
requisitos  legales,  este  será  válido  si  es  aprobado  judicial- 
mente sin  que  se  oponga  algún  acreedor  en  el  término  de 
ocho  días. 

3^  Aprobado  y  homologado  un  concordato  se  hace  obliga- 
torio para  todos  los  acreedores,  sin  excepción,  sin  que  se  pueda 
alegar  causa  alguna  de  nulidad,  á  menos  de  fundarse  en  dolo 
descubierto  después  de  la  homologación. 

4®  En  virtud  del  concordato  se  estingue  la  parte  de  cré- 
dito de  que  se  hace  renuncia  al  fallido. 

5<>  Concediéndose  de  un  modo  legal  carta  de  pago  al  fallido, 
ella  se  hace  obligatoria  aun  para  los  acreedores  disidentes,  y 
queda  exonerado  el  deudor  de  toda  responsabilidad  para  lo  futuro.  457 
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CAUSA  xcm. 

Don  Raimundo  Saitor  contra  Don  Agustín  Yasquez,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario. — No  mejorándose  el  recurso  de  apejacion,  en  el 
término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  á  la  primera 
rebeldía  que  acuse  el  apelado 462 

CAUSA    XCIV. 

Don  Mariano  Cabal  con  Don  Guillermo  Matti,  sobre  entrega 
de  un   buque  y  pago  de  arrendamientos. 

Sumario.— í^  Habiéndose  pedido  en  tiempo  que  el  contrario 
absuelva  posiciones,  y  deferido  el  Juzgado  á  esa  solicitud,  no 
puede  este  de  oficio  privarlo  de  ese  medio  de  prueba^  por- 
que no  se  hizo  observación  á  la  no  absolución,  cuando  pidió 
informar  in  voce, 

2»  Un  Juez  de  Provincia  no  puede  rehusar  el  cumplimiento 
de  un  exhorto  que  le  envía  un  Juez  de  Sección^  sin  rebelarse 
contra  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales. 

3^  Los  exhortes  dentro  de  la  República  deben  enviarse  di- 
rectamente por  el  Juez  exhortante  al  exhortado. 

4®  El  Juez  de  Sección  puede  fijar  término  al  de  Provincia 
para  devolver  deligenciado  un  exhorto 464 

CAUSA    XCV. 

Don  Julio  Arraga  contra  el  escribano  Don  Laureano  Carba- 
Ueda,  por  indemnización  de  perjuicios. 

Sumario, — i*'  Los  instrumentos  públicos  hacen  plena  fe  en- 
tre las  partes,  aun  de  los  hechosi.  que  solo  se  han  espresado  ¡ 
en  ellos  en  términos  enumerativos,  con  tal  que  la  enumera-  | 
cion  tenga  relación  directa  con  el  acto  jurídico  que  forma  el 
objeto  principal. 

2»  La  prueba  corresponde  por  derecho  al  que  afirma  un 
hecho  ó  tacha  de  vicioso  un  documento. 

3*^  No  se  puede  reclamar  indemnización  de  perjuicios  por 
falta  de  integración  en  la  superficie  real  de  un' terreno  ven- 
dido, cuando  la  venta  se  hace  ad  corpus,  con  indicación  de 
la  área  de  que  se  compone  y  por  un  precio  único 470 

CAUSA    XCVL 

Don  Miguel  Rama^fon  contra  D.  Augusto  de  la  Riestra  y  C*. 
por  cobro  de  suministros  hechos  al  vapor  «Emilia». 
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Sumario.— i^  Los  dueños  de  un  buque  respondeu  por  las 
deudas  y  obligacion'es  que  contrae  el  capitán  para  repararlo^ 
habilitarlo  y  aprovisionarlo. 

2<»  La  propiedad  délos  buques,  en  los  casos  de  venta  volun- 
taria, se  trasmite  con  todas  sus  cargas  y  salvos  los  derechos 
y  privilejios  especificados  en  los  artículos  1021,  1022  y  1023 
del  Código  de  Comercio. 

3*»  Las  posiciones  deben  absolverse  franca  y  categóricamente. 

4»  Absolviéndose  de  un  modo  evasivo  ya  sea  por  la  parte, 
ó  por  su  apoderado  especial  al  efecto,  las  posiciones  deben 
tenerse  por  confesas. 

5<»  La  parte  demandada  que  induce  á  la  actora  á  dirigir  su 
acción  contra  si,  desviándola  del  verdadero  obligado,  es  res- 
ponsable de  las  costas  que  se  causan  por  la  equivocada  di- 
rección de  la  demanda 48.* 

CAUSA    XCVIL 

Don  Vicente  Soto  contra  Don  Ciríaco  Guevara,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario, — 1®  Cuando  un  estrangero  es  demandado  por  un 
argentino  ante  un  Tribunal  de  Provmcia,  y  contesta  la  cleman- 
da  sin  oponer  declinatoria  se  entiende  que  proroga  la  jurís- 
diccion. 

2®  Radicado  un  juicio  aqje  los  Tribunales  de  Provincia,  debe 
ser  sentenciado  y  fenecido  en  la  jurisdicción  provincial. 

3o  Hay  litispendencia  sobre  el  valor  de  un  pagaré,  cuando 
el  signatario,  demandando  al  tenedor  por  una  suma  mayor, 
rebaja  de  su  crédito  el  valor  de  aquel 490 
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